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    Secretaría General

[bookmark: _Toc366755199]Nº 20-2022
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del diecisiete de mayo de dos mil veintidós.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, del Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc103334119]ARTÍCULO I
Documento N° 474-2022
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc103334121]ARTÍCULO II
Documento N° 475-2022
Aprobación del Acta N° 19-2022 de la sesión celebrada el martes 10 de mayo de 2022.
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de aprobar los artículos del acta en los que no estuvo presente.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 19-2022 de la sesión celebrada el 10 de mayo de 2022.
[bookmark: _Toc103334125]ARTÍCULO III
Documento N° 335-2022 / 446-2022
En sesión N° 14-2022 del 28 de marzo de 2022, artículo XIV, se acogió la solicitud de pensión formulada por el señor Luis Alberto Campos Molina, en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Beiy Hiu Li Villalobos, lo anterior, a partir del 17 de diciembre de 2021.
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0261-JP/DJA-2022 del 26 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se informa que en fecha 17 de diciembre de 2021, la Unidad de Cálculo de Beneficios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recibió la solicitud de pensión incoada por el señor Luis Alberto Campos Molina en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Beiy Hiu Li Villalobos, cuyo deceso acaeció el 27 de diciembre de 2020.

Posteriormente, en fecha 18 de abril de 2022 se recibió la gestión de la señora María Cecilia Villalobos Ramírez, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su hija, la servidora judicial fallecida Beiy Hiu Li Villalobos.

I. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

“…a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.
1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.
1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este…” (Énfasis agregado).

De conformidad con la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, no es posible tramitar la solicitud de la señora María Cecilia Villalobos Ramírez, dado que mediante sesión N° 14-2022 celebrada el 28 de marzo de 2022, artículo XIV, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aprobó la pensión al señor Luis Alberto Campos Molina, en calidad de cónyuge sobreviviente y la legislación actual establece que, únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la gestión presentada por la señora María Cecilia Villalobos Ramírez, para su atención de acuerdo con las potestades de ley conferidas al órgano.

(…)

Medios de notificación:

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1) Tener por recibido el informe de la suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0261-JP/DJA-2022 del 26 de abril de 2022. 2) Denegar la gestión presentada por la señora María Cecilia Villalobos Ramírez, de conformidad con lo establecido en el artículo 228, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se estipula que únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, tienen derecho al beneficio de pensión los padres, y ese derecho ya fue otorgado al señor Luis Alberto Campos Molina en calidad de cónyuge sobreviviente, en sesión N° 14-2022 del 28 de marzo de 2022, artículo XIV.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334127]ARTÍCULO IV
Documento N° 230-2020 / 453-2022
[bookmark: _Toc73046841]En sesión N° 38-2021 del 20 de setiembre de 2021, artículo IX, se tuvo por conocido el oficio N° 2941-DE-2021 del 30 de agosto de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en relación con la actualización del procedimiento para el pago del costo de la valoración médica que realizó la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguros Social de las personas servidoras judiciales activas que solicitaron ser separadas por incapacidad absoluta y permanente, las personas que solicitaron el beneficio de pensión en calidad de hijo o hija mayor con discapacidad (orfandad) y a las personas jubiladas por Incapacidad Absoluta y Permanente que debían ser revaloradas, el cual se aprobó en su totalidad. 
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0273-JP/DJA-2022 del 28 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk101971922]“En sesión 16-2022, celebrada el pasado 19 de abril de 2022, artículo V, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial conoce el oficio N° 2941-DE-2021 del 30 de agosto de 2021 de la Dirección Ejecutiva en el que trasladan el oficio N° 806-TE-2021 de fecha 27 de agosto de 2021, suscrito por las Jefaturas del Subproceso de Egresos y el Proceso de Tesorería y Departamento Financiero Contable, referente a la actualización del procedimiento para el pago del costo de las valoraciones médicas que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguros Social a: las personas servidoras judiciales activas que solicitan ser separadas por incapacidad absoluta y permanente, las personas que solicitan el beneficio de pensión en calidad de hijo o hija mayor con discapacidad (orfandad) y a las personas jubiladas por Incapacidad Absoluta y Permanente que deban ser revaloradas. Seguidamente, se transcribe lo acordado:

“Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 2941-DE-2021 del 30 de agosto de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en relación con la actualización del procedimiento para el pago del costo de la valoración médica que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguros Social de las personas servidoras judiciales activas que solicitan ser separadas por incapacidad absoluta y permanente, las personas que solicitan el beneficio de pensión en calidad de hijo o hija mayor con discapacidad (orfandad) y a las personas jubiladas por Incapacidad Absoluta y Permanente que deban ser revalorados, el cual se aprueba en su totalidad. La Dirección de la Junta Administradora tomará nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”

Al respecto se informa lo siguiente:

1. Luego de una valoración por parte de la Dirección de la JUNAFO, se consideraron realizar algunas actualizaciones al procedimiento aprobado en sesión N°. 16-2022, propiamente lo correspondiente al orden de los pasos para el pago de las valoraciones a personas que solicitan el beneficio de pensión en calidad de hijo o hija mayor con discapacidad (orfandad) y a las jubiladas por Incapacidad Absoluta y Permanente que deban ser revaloradas (puntos del N°. 10 al N°. 13 del procedimiento).

Lo anterior, ya que a diferencia de las valoraciones que son canceladas con recursos del Poder Judicial (casos de personas servidoras judiciales activas que quieren opta por una separación por incapacidad) estas son pagadas propiamente por las personas interesadas y con el fin de evitar el riesgo de una situación de impago por parte de la persona solicitante posterior a la valoración y que deba ser cubierto por esta Dirección. 

2. Es así que, para evitar estos inconvenientes, esta Dirección considera oportuno solicitar a las personas que gestionan el beneficio de pensión en calidad de hijo o hija mayor con discapacidad (orfandad) y a las jubiladas por Incapacidad Absoluta y Permanente que deban ser revaloradas, efectúen de manera previa la cancelación del costo de dicha valoración (conforme el pliego tarifario) antes de remitir su solicitud a la Comisión Calificadora de la Invalidez. Una vez recibido el comprobante pago se continuaría con el proceso acostumbrado. 

3. Cabe señalar que dichos cambios cuentan con el visto bueno de las Jefaturas del Macroproceso Financiero Contable, quienes adicionalmente efectuaron algunas variaciones textuales al procedimiento.

En virtud de lo antes expuesto, se remite para valoración y aprobación por parte de la JUNAFO esta actualización del “Procedimiento para el pago de las valoraciones médicas que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguros Social”, con el fin de poder aplicarlo en el trámite de pago a la CCSS de las valoraciones médicas que sean recibidas.

(…)

Anexos:



….”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por conocido el oficio N° 0273-JP/DJA-2022 del 28 de abril de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y aprobar la actualización del Procedimiento para el pago de las valoraciones médicas que realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguros Social.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334129]ARTÍCULO V
Documento N° 461-2022
En sesión N° 16-2022, celebrada el 19 de abril de 2022, articulo III, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:
“(…)

Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido informe rendido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio Nº 0127-DJA-2022 del 06 de abril de 2022. 2.) Acoger parcialmente la propuesta presentada en el citado informe, en consecuencia: a.) Autorizar a las personas servidoras de la JUNAFO, operar 2 días presenciales y 3 de teletrabajo, con la salvedad de que la Dirección y Subdirección de la JUNAFO, laboraran 3 días presenciales, y 2 días de teletrabajo. b.) Lo anterior, a partir del 1 de mayo de 2022, y hasta por 6 meses, sujeto a los acuerdos que tome la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial. 3.) Convocar a las personas integrante de este Junta, para que cada 15 días, las sesiones sean se presenciales, y de carácter virtual, en los casos necesarios, iniciando el 3 de mayo de 2022. 4.) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, realizar un estudio sobre la posibilidad de alquilar un edificio que cumpla con las condiciones de salud ocupacional que permita atender el tema del Covid-19.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””

- 0 -
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, y la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0146-DJA-2022, del 03 de mayo de 2022, remitieron lo siguiente:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión ordinaria N.° 16-2022, celebrada el 19 de abril de 2022, artículo III, en que se conoció y acogió parcialmente la propuesta de la Administración, remitida mediante oficio Nº 0127-DJA-2022, del 06 de abril de 2022, para continuar bajo la modalidad de teletrabajo y presencialidad; considerando la solicitud expresa del Licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de dicho Órgano Colegiado para que se remita el cronograma de los días establecidos que laborará de forma presencial y bajo modalidad de teletrabajo para cada persona trabajadora de la Dirección de la JUNAFO, en forma atenta, se adjunta lo solicitado.

(…)

Anexo




….”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone agregar dos puntos, donde se indique: “2.) Aprobar lo planteado por la Dirección y Subdirección de la JUNAFO, sujeto a los cambios que emitan la Corte Plena y el Consejo Superior, en materia de Teletrabajo. 3.) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, mantener actualizada a esta Junta, sobre los ajustes o cambios que emitan los órganos superiores del Poder Judicial.”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el informe presentado por la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0146-DJA-2022, del 03 de mayo de 2022, sobre la remisión de cronograma de presencialidad ante modalidad de teletrabajo para el personal de la Dirección de la JUNAFO. 2.) Aprobar lo planteado por la Dirección y Subdirección de la JUNAFO, sujeto a los cambios que emitan la Corte Plena y el Consejo Superior, en materia de Teletrabajo. 3.) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, mantener actualizada a esta Junta, sobre los ajustes o cambios que emitan los órganos superiores del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ENTRA EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
[bookmark: _Toc103334131]ARTÍCULO VI
Documento Nº 470-2022
La licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la Función de Cumplimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 06 de mayo de 2022, remitió el Informe de Seguimiento de la Función de Cumplimiento para el mes de abril de 2022, que dice:
[bookmark: _Toc263067296][bookmark: _Hlk96526272][bookmark: _Toc102743383]“I. ANTECEDENTES

El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) fue creado el 09 de junio de 1939, como un régimen básico del primer pilar del Sistema Nacional de Pensiones (SNP) costarricense, sustituto al régimen del IVM administrado por la Caja Costarricense de Seguro Social, de adscripción obligatoria para los trabajadores del Poder Judicial, de capitalización colectiva y beneficio definido. Desde su creación se mantuvo bajo la administración directa del Consejo Superior y de la Corte Plena; con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°. 9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de administrar el régimen de jubilaciones y pensiones de este Poder de la República. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en el artículo N°. 239 de dicha ley indica lo siguiente:

“…Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.”

Al crearse la JUNAFO como un órgano de desconcentración máxima, debe formar parte de los regulados por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) tal y como lo indican los artículos N°. 237 y N°. 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según se detalla a continuación:

“Artículo 237-Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén)”.

Artículo 241 

“…La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (Lo subrayado no corresponde al original)

En virtud de lo anterior la SUPEN ejerce el papel de supervisor y regulador de la JUNAFO, así como del régimen básico administrado, mediante reuniones y oficios en los cuales indican las pautas, mejoras y lineamientos a seguir por la JUNAFO y su cuerpo administrativo.

Conviene destacar que dadas las modificaciones establecidas en la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial acontecida con la promulgación con la Ley 9544, según las atribuciones ahí dispuestas, para efectos de tratamiento contable y tributario independiente, resulta necesario la creación de personerías jurídicas distintas para la adecuada gestión y separación de sus patrimonios, conforme se puede apreciar en el siguiente detalle.

Tabla N.° 1
Grupo de Interés Económico del Poder Judicial

	NOMBRE DE PERSONA JURIDICA
	IDENTIFICACIÓN
	FECHA DE CREACIÓN

	Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial (PJ). 
Ley N°. 8
	2-300-042155
	01 de Octubre de 1826

	Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ). 
Ley N°. 34
	3-110-759688
	09 de Junio de 1939 
(Se crea figura jurídica independiente en el año 2018)

	Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO). 
Ley N°.9544
	3-007-792932
	22 de Mayo de 2018 
(Se juramenta el 27 de enero de 2020)




Mediante dictamen N.° C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, la Procuraduría General de la República aclara la naturaleza jurídica de la JUNAFO y su relación con el Poder Judicial, estableciendo en las conclusiones de su dictamen que este cuerpo colegiado es un Órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien no rompe su relación interorgánica, manteniendo su personal una relación de empleo público.

Al aclararse la relación de empleo público de los funcionarios que laboren para la JUNAFO y su naturaleza jurídica, así como la indicación de que esta “no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”, en sesión N°. 26-2021, Art. XXXI del 06 de abril de 2021, el honorable Consejo Superior decide crear una estructura administrativa propia para este nuevo cuerpo colegiado, con el fin de que coadyuve en la persecución de los objetivos definidos por ley para la JUNAFO. Es menester resaltar que, por temas de gestión presupuestaria, es hasta enero de 2022 que la Dirección de la JUNAFO conforma su estructura administrativa mediante el nombramiento interino de las plazas necesarias para la gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

[bookmark: _Toc102743384]II. FUNCIÓN DE CUMPLIMIENTO

Como parte de las líneas de defensa para el adecuado control interno necesarias para los entes supervisados por la SUPEN, es requerido contar con una persona o unidad encargada de la Función de Cumplimiento, como parte de los órganos de control de la organización. El Reglamento de Gobierno Corporativo establece en su artículo N.°37 el objetivo de esta función es promover y vigilar que la entidad opere con integridad y en cumplimiento de leyes, reglamentos, con las políticas, códigos y otras disposiciones internas.

La unidad o función de cumplimiento debe tener autoridad, independencia de la Alta Gerencia, recursos y brindar reportes directamente al Órgano de Dirección.

La función de cumplimiento debe, entre otras:

· Asesorar al Órgano de Dirección y la Alta Gerencia sobre el cumplimiento de leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas, principios y estándares aplicables a la entidad o a los Vehículos de Administración de Recursos de Terceros.

· Actuar como punto de contacto dentro de la entidad para las consultas de cumplimiento de los miembros del personal, y proporcionar orientación y capacitación al personal sobre el cumplimiento de las leyes, reglamentos, códigos, normativa, políticas, procedimientos y otras normas.

· Proporcionar informes por separado al Órgano de Dirección sobre los esfuerzos de la entidad en las áreas antes mencionadas y sobre cómo la entidad administra su riesgo de cumplimiento.

· Cualquier otra función establecida mediante regulación específica del supervisor.

Mediante la sesión N° 01-2022 del 3 de enero de 2022 artículo XIII la JUNAFO avala la designación de la estructura administrativa inicial de la Dirección de la JUNAFO, incluyendo la designación interina de la Licenciada Vanessa Mesén Arroyo como encargada de la Función de Cumplimiento a partir del 10 de enero de 2022.

[bookmark: _Toc102743385]II. SEGUIMIENTO

A continuación, se detallan los oficios tramitados por la SUPEN y los planes de acción necesarios para cumplir con los requerimientos de dicho Ente, también se resumen oficios tramitados y seguimientos a los planes de acción respectivos.

2.1 Control de oficios:

El cuadro de control de oficios muestra las comunicaciones remitidas por la SUPEN durante el mes de abril de 2022, mismos que se encuentran en trámite conforme el siguiente detalle:


TABLA N.° 2
Oficios en trámite

[image: ]

2.2 Control de Planes de Acción

Para el desarrollo de un adecuado alineamiento a los requerimientos normativos, ha sido necesario elaborar una serie de planes de acción para la ejecución de actividades o casos específicos que por su complejidad, coordinación de áreas involucradas y capacidad instalada, no son posibles de atender de forma inmediata y que son directamente monitoreados por la SUPEN con el fin de controlar su adecuada ejecución, su incumplimiento pueden derivar en sanciones o multas por parte de dicho Ente, en razón de lo cual resulta de vital importancia mantener un constante monitoreo y seguimiento sobre el cumplimiento de las actividades indicadas.

TABLA Nº. 3
Planes de Acción en Trámite
[image: ]

En el gráfico N.°1 se observa el avance de los planes de acción en estos 4 meses, para enero y febrero se tienen 10 planes de acción con un avance del 39%, en febrero se atiende el Plan de Acción FJPPJ003 Recomendaciones Actuariales con un 100% de su cumplimiento, para marzo se incorporan 3 planes de acción nuevos. 

La mayoría de los planes de acción han avance a buen ritmo y se han cumplido en tiempo y forma las fechas de vencimiento de cada una de las acciones que los integran. 
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Gráfico N.°1
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Fuente: Excel planes de acción 

2.3 Otros seguimientos

· En atención al Reglamento Actuarial del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASIFF) en su artículo N.° 19 indica lo siguiente:

Artículo 19. Auditoría actuarial externa 

“[…] El régimen debe llevar a cabo una auditoría actuarial externa de la última valuación después de realizar tres valuaciones actuariales anuales consecutivas…]

Debido a lo anterior el artículo N°.13 del mismo reglamento indica que cuando corresponda auditorias actuariales externas, se deben presentar el último día hábil del mes de setiembre, para el caso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debe presentar el informe actual externo el viernes 30 de setiembre del 2022.

La Unidad de Apoyo y Control Administrativo está a la espera de la certificación de contenido presupuestario por parte del Macroproceso Financiero Contable del Poder Judicial para proceder con la remisión de la contratación de “la auditoria actuarial externa” al Departamento de Proveeduría, se espera llevar a cabo este trámite durante el mes mayo de 2022. 

[bookmark: _Toc102743386]III. CONCLUIDOS

Durante el mes de abril del 2022 se han concluido diferentes trámites requeridos por la SUPEN, los cuales se detallan a continuación:

3.1 Oficios atendidos

TABLA N°. 4
Oficios atendidos
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Los oficios con estado de “tramitado” son únicamente de conocimiento y/o cumplimiento por parte de la JUNAFO, no requieren oficio de respuesta.

3.2 Planes de acción concluidos

Para este mes de abril del 2022 no se concluyó ningún Plan de Acción.

3.3 Otros concluidos

Con oficio N.°0096-SAF/DJA-2022 del 28 de abril del 2022 se remitió a la SUPEN los Estados Financieros intermedios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y de la Junta Administradora del FJPPJ del primer trimestre de 2022 en cumplimiento con el SP-A-211-2019, en los artículos 2 y 3, cumpliendo en tiempo y forma el requisito en la fecha establecida. 

[bookmark: _Toc102743387]IV. GESTIÓN MENSUAL

En este apartado se evidencia el cumplimiento de las labores normales que se deben ejecutar todos los meses por parte de la Administración, en acatamiento a los lineamientos de la SUPEN.

Tal y como lo establece el artículo N°. 237 de la Ley 9544 que reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial, indica:

“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N°. 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).”

En concordancia con lo anterior, el Manual de Información de Regímenes Colectivos de SUPEN, establece:

“El presente Manual de Información tiene como propósito conjuntar en un solo documento las instrucciones y procedimientos necesarios para el suministro de la información que deben enviar a la Superintendencia de Pensiones, en adelante SUPEN, los Regímenes Colectivos al amparo de lo establecido en la Ley de Protección al Trabajador, Nº 7983.”

1. En virtud de lo expuesto, mensualmente se efectúa la carga de información en la Ventanilla Electrónica de Servicios de SUPEN (VES) dentro de los 5 primeros días hábiles de cada mes, se realiza el envío de información, con total éxito, de los siguientes rubros:

a) RI: Reporte de Inversiones.
b) CV: Compras y ventas de Inversiones.
c) RL: Manejo Liquidez.
d) SN: Saldos Contables.
e) AF: Carga Afiliados.
f) MA: Carga de Archivos Movimientos Afiliados.
g) Datos Personales, Pensionados y Movimientos de Pensionados.

2. No se omite indicar que se procedió a tramitar en la Ventanilla VES para el mes de abril de 2022, un oficio remitido a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en dicho oficio se invitaba a participar en la presentación de los principales contenidos del proyecto “Reglamento sobre Supervisión Consolidada”, en el evento participó la Licenciada Jenny María Guillén Guardado, Profesional II del Proceso de Riesgos de la Dirección de la JUNAFO.

3. Mediante correo electrónico del 28 de abril de 2022 se remitió a la SUPEN las evidencias de los planes de acción cuyas acciones tenían vencimiento el 30 de abril 2022.

4. Para el mes de abril del 2022 se llevaron a cabo tres reuniones de trabajo con la SUPEN con el fin de analizar los siguientes temas:

a. 04 de abril, revisar los lineamientos del oficio N.°SP-066-2022 Reglamento Información Financiera 2023.

b. 08 de abril, revisión mensual de todos los planes de acción que tiene la Dirección de la JUNAFO.

c. 28 de abril, reunión con la SUPEN para el inicio del estudio de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, referente al tema de traslado de cuotas a otros regímenes y reconocimiento de anualidades, lo anterior según oficio N.° SP-346-2022 del 31 de marzo 2022.

[bookmark: _Toc102743388]V. REQUERIMIENTO DE OTRAS DEPENDENCIAS

En el mes de abril de 2022, se atendieron los siguientes oficios de otras entidades:

· La Dirección de la JUNAFO manifiesta que no tiene ninguna observación al oficio de CONASSIF N.° CNS -1721-08 y 1722-06 de fecha 29 de marzo de 2022. 

· El oficio N.° CNS -1722-07 y 1723-04 de fecha 31 de marzo de 2022 tiene como tiempo de entrega el 23 de mayo de 2022, contenido que está siendo analizado por el Asesor Jurídico de la Dirección de la JUNAFO

· El oficio N.° CNS-1725-06, del 20 de abril del 2022 CONASSIF señala una modificación en firme para los regímenes de pensión privados, al variar el artículo 102 del “Reglamento sobre la apertura y funcionamiento de las entidades autorizadas y el funcionamiento de los fondos de pensiones, capitalización laboral y ahorro voluntario previstos en la Ley de Protección al Trabajador”, dado lo anterior, al ser un acuerdo en firme del CONASSIF y al no aplicar o modificar en nada, la gestión del régimen del FJPPJ, únicamente se debe considerar para conocimiento.
· CONASSIF remite el oficio N.° CNS-1727-09 del 06 de abril del 2022 únicamente para conocimiento de la JUNAFO y su Dirección.

La remisión del presente informe tiene como fin poner en conocimiento la labor que efectúa la Función de Cumplimiento dando seguimiento a las gestiones de la SUPEN en su papel de supervisor y regulador de la JUNAFO y del FJPPJ, por lo que se somete a conocimiento del “Máximo Órgano de Dirección” encargado de la administración de este régimen conforme dicta la normativa aplicable.

Así mismo este informe revela los esfuerzos que hace la Administración en todas sus áreas por cumplir en tiempo y forma los lineamientos establecidos.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Indica el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que le parece que es muy difícil, en un informe tan detallado, determinar si se ha avanzado o no, que de alguna manera la licenciada Mesén, en el informe, resalte que asuntos se están quedando estancados e indique la motivación o bien el avance que se ha hecho de un mes al otro, para tener claridad del cumplimiento.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el informe de Seguimiento de la Función de Cumplimiento abril 2022, remitido por la licenciada Vanessa Mesén Arroyo, Encargada de la Función de Cumplimiento de Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante correo electrónico del 06 de mayo de 2022, y hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN. 2.) Solicitar a la licenciada Mesén Arroyo que, en futuros informes, se indique cuales asuntos se encuentran estancados, con su respectiva motivación, o bien el avance que se ha tenido de un mes a otro, para tener más claridad del cumplimiento de los asuntos. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334133]ARTÍCULO VII
Documento N° 466-2022 / 482-2022
El ingeniero Giovanni Ureña Artavia, Coordinador interino del Sistema Integrado de Compras Públicas - SICOP, en oficio N° DMS-74-2022, del 02 de mayo del 2022, comunicó lo siguiente:
“En atención a la circular número DGABCA-0076-2021, de fecha 7 de octubre del 2021, suscrita por Dirección de Bienes y Contratación Administrativa del Ministerio de Hacienda, dirigida a los máximos Jerarcas de las Instituciones y Órganos del Sector Público, haciendo referencia a recordatorio sobre el uso obligatorio de SICOP, en las contrataciones con recursos a cargo del Presupuesto Nacional. La misma señala:

“…todas aquellas entidades del sector público que a la fecha no se encuentren realizando sus procedimientos de contratación administrativa a través de SICOP, se les insta para que se apersonen ante el prestador de servicio de plataforma, sea Radiográfica Costarricense S.A. (RACSA), con el fin de gestionar la incorporación al uso del sistema”.

Asimismo, a los artículos 40 y 40bis de la Ley de Contratación Administrativa y la Directriz Presidencial número 025-H, también sobre la obligatoriedad del uso del Sistema Integrado de Compras Públicas para las contrataciones con recursos a cargo del presupuesto nacional y el artículo 2 del Reglamento para la Utilización del Sistema Integrado de Compras Públicas “SICOP”, que señala todas la instituciones y entidades de derecho público previo al uso de SICOP deben suscribir el contrato de prestación de servicios con Radiográfica Costarricense.

Adicionalmente, con la publicación de la Ley 9986 del 31 de mayo del 2021 y según lo establece el transitorio X regirá 18 meses posteriores a su publicación, es decir, a partir del 01 de diciembre del 2022, en la que se establece:

(…) Artículo 16:

“Toda la actividad de contratación pública regulada en la presente ley deberá realizarse por medio del sistema digital unificado. La utilización de cualquier otro medio para la promoción de procedimientos de contratación acarreará su nulidad absoluta…”. (…)

Con fundamento en las normas anteriores y en acatamiento a las instrucciones giradas a RACSA por el Ministerio de Hacienda, como ente rector, en conjunto se ha elaborado una estrategia que incluye un plan para incorporar a todas las entidades que no usan la plataformas de compras, por tanto, se procede adjuntar el plan de implementación que RACSA ha planificado para su representada de manera que de forma ordenada pueda atender la entrada en vigencia de la ley 9986 y partir del 1 diciembre 2022 pueda realizar los procesos de contratación tal como estarán previstos en la nueva ley.

Por lo anterior, se le solicita contactar al Departamento de Ventas de RACSA, con objetivo de realizar la presentación del cronograma de trabajo para cumplir los plazos de ley, además de las coordinaciones preliminares y para la firma del contrato de uso de SICOP y con esto iniciar, con el proceso de implementación, para tal efecto le solicitamos comunicarse antes del 16 de mayo del 2022, al siguiente contacto:

Kenneth Córdoba Rojas
Correo electrónico: kecordoba@racsa.go.cr
Teléfono: 2287-0525
Celular: 8878-6578
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En caso de no ajustarse a la fecha establecida en el plan de implementación anterior, la entidad quedara pendiente para atender su necesidad y deberá enviar una justificación a la Dirección General de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, indicando las razones, no obstante debe quedar claro que será responsabilidad de la entidad no poder gestionar procesos de contratación a la entrada en vigencia de la Ley 9986, puesto que el plan de implementación está dividido en bloques con distintas entidades ya programadas a lo largo de 2022 y por tanto, deberá esperar a un nuevo ciclo de implementaciones en 2023.”
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Por otra parte, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 00114-SAF/ DJA-2022 del 12 de mayo de 2022, dirigido al ingeniero Giovanni Ureña Artavia, Coordinador interino del Sistema Integrado de Compras Públicas – SICOP, comunicó lo siguiente:
“Mediante oficio N.° DMS-74-2022 remitido a esta Dirección el día 4 de mayo de 2022, se informa sobre el proceso de incorporación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), al Sistema de Compras Públicas (SICOP) del Estado, en atención de la entrada en vigor de la Ley N.º 9986.

De lo anterior, se nos solicita contactar al Departamento de Ventas de RACSA, con el objetivo de realizar la presentación del cronograma de trabajo para cumplir los plazos de ley, además de las coordinaciones preliminares y las necesarias para la firma del contrato de uso de SICOP, con la intención de con esto iniciar con el proceso de implementación, antes del día 16 de mayo de 2022.

No obstante, las pretensiones expuestas en el citado oficio, es preciso realizar algunas aclaraciones, dentro de las cuales se destacan: 

I. Que de conformidad con lo estipulado por la Ley Orgánica del Poder Judicial, reformada mediante la publicación de la Ley N.° 9544 del 22 de mayo de 2022, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) es un órgano del Poder Judicial.

II. Que conforme al criterio emanado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) mediante el oficio N.° SP-1399-2020 del 30 de octubre de 2020, se aclara la relación directa que mantiene este órgano con la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, conforme a lo que a continuación se detalla: 

“Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento”.

III. Que con el fin de aclarar la naturaleza jurídica de este nuevo órgano, se realiza consulta a la Procuraduría General de la República, quien mediante dictamen N.° C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, es claro en determinar que la JUNAFO es un órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial, con quien no interrumpe su relación interorgánica y que su personal no se desliga del Poder Judicial y su relación de empleo público.

IV. Que claramente la JUNAFO mantiene la naturaleza de un Órgano (dependiente) y no de Ente (independiente), por lo cual se mantiene inmerso y con una relación directa con la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial, siendo la Corte Plena el superior jerárquico de la JUNAFO. 

Dados los anteriores elementos, es menester indicar que los procesos de contratación que se ejecuten en nombre de la JUNAFO, Céd. Jurídica N.° 3-007-792932 se efectúan y se seguirán realizando por medio de las dependencias del Poder Judicial.

Por tal razón, se consultó al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial sobre la implementación de la JUNAFO el dicho sistema de compras públicas, quien nos indica que, de acuerdo con el contrato que firmó el Poder Judicial en el año 2020 con su representada incluye a esta oficina en el cronograma de implementación de dicha Proveeduría, para iniciar con la gestión pertinente a partir del mes de julio de 2022.

Dado lo anterior, se informa que, salvo criterio en contrario, la JUNAFO Céd. Jurídica N.° 3-007-792932 no le corresponde realizar el plan de implementación independiente indicado en el documento remitido a esta Dirección, al ser declarado un órgano del Poder Judicial y encontrarse inmerso en el plan de implementación definido para este Poder de la República.”
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Manifestaciones de los integrantes:
Explica el máster Oslean Mora Valdez, que el 15 de diciembre de 2021, la Contraloría General de la República, responde una consulta e indica que se tiene que cumplir con la Ley de Contratación Administrativa y declara que la comisión del cinco por mil, que recibe la Junta Administradora, constituye una contribución parafiscal, y por lo tanto la identifica como fondos públicos y, por lo tanto, se tiene que cumplir con la normativa aplicable para administrar fondos públicos. Por lo anterior, es que RACSA, quiere incluir a la Junta dentro del SICOP. Además, indica que no es necesario, ya que la contratación administrativa se realiza atreves del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial.
Consulta el licenciado Parris Quesada Madrigal, sobre la capacitación de los servidores y servidoras de la Dirección de la JUNAFO, en cuanto a la Ley de Contratación Administrativa, ya que cambió radicalmente.
Responde la licenciada Ingrid Moya Aguilar, que ella llevó el curso, estando nombrada en el Departamento de Proveeduría el año pasado, y que actualmente Rodolfo Román y Hellen Araya, del Área de Apoyo Administrativo, están llevando un curso con Arisol, y que a partir de julio recibirán otro con las actualizaciones de la Ley, tanto ella como Rodolfo Román.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, propone que las personas que lleven los cursos, retroalimenten a las demás personas de la Dirección, con el fin de que todos y todas tengan conocimiento sobre la Ley.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota del oficio N° 00114-SAF/ DJA-2022 del 12 de mayo de 2022, remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial – JUNAFO, en respuesta al oficio N° DMS-74-2022, del 02 de mayo del 2022, suscrito por el ingeniero Giovanni Ureña Artavia, Coordinador interino del Sistema Integrado de Compras Públicas - SICOP, donde se le indica que a la JUNAFO no le corresponde realizar el plan de implementación independiente indicado en el documento remitido, al ser declarado un órgano del Poder Judicial y encontrarse inmerso en el plan de implementación definido para este Poder de la República.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334137]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 469-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 0150- DJA-2022 de fecha 06 de mayo de 2022, comunicaron:
[bookmark: _Toc96615129]“La Dirección de JUNAFO, recibió el oficio 1197-DE-2022 del 31 de marzo de 2022, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, en donde trasladó copia de oficios N° CNS-1721/08 y CNS-1722/06 con fecha 29 de marzo de 2022, suscrito por el señor Jorge Monge Bonilla, Secretario General del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), el cual literalmente indica:

“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en los artículos 8 y 6 de las actas de las sesiones 1721-2022 y 1722-2022, celebradas el 21 y 28 de marzo del 2022, respectivamente

resolvió en firme:

remitir en consulta, en cumplimiento de lo establecido en el numeral 2, artículo 361, de la Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, al Banco Central de Costa Rica, bancos comerciales del Estado, Banco Popular y de Desarrollo Comunal, grupos y conglomerados financieros, bancos privados, empresas financieras no bancarias, Banco Hipotecario de la Vivienda, Caja de Ahorro y Préstamo de la Ande, Federación de Cooperativas de Ahorro y Crédito, R.L., Federación de Cooperativas de Ahorro y Crédito, R.L., organizaciones cooperativas de ahorro y crédito, entidades autorizadas del sistema financiero nacional para la vivienda, asociaciones mutualistas de ahorro y préstamo, Asociación Bancaria Costarricense, Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica, Federación de Mutuales de Ahorro y Préstamo de Costa Rica, operadoras de pensiones complementarias, fondos especiales creados por leyes especiales y convenciones colectivas, Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Fondo de Pensiones del Benemérito Cuerpo de Bomberos, Asociación Costarricense de Operadoras de Pensiones, entidades aseguradoras, Asociación de Aseguradoras Privadas, emisores no financieros, sociedades administradoras de fondos de inversión, puestos de bolsa, entidades de custodia de valores, sociedades titularizadoras, Bolsa Nacional de Valores, Cámara Costarricense de Emisores de Valores, Cámara de Fondos de Inversión de Costa Rica y Cámara de Intermediarios Bursátiles y Afines, las propuestas de modificación a: Reglamento sobre Administración Integral de Riesgos, Acuerdo SUGEF 2-10, Reglamento de Gestión de Activos (SUPEN), Reglamento de Riesgos (SUPEN), Reglamento sobre la Solvencia de Entidades de Seguros y Reaseguros (SUGESE), Reglamento sobre los Sistemas de Gestión de Riesgos y Control Interno aplicables a Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras (SUGESE), Reglamento General sobre Sociedades Administradoras y Fondos de Inversión (SUGEVAL) y Reglamento de Gestión de Riesgos (SUGEVAL), que se insertan a continuación.

Es entendido que en un plazo máximo de diez días hábiles, contado a partir del día hábil siguiente del recibo de la respectiva comunicación, deberán enviar al Despacho de la Superintendente General de Entidades Financieras sus comentarios y observaciones, con respecto a dicho texto, mediante el canal oficial dispuesto en el sitio web de la SUGEF: Formularios para remitir observaciones de normativa en consulta, ubicado en la dirección electrónica: https://www.sugef.fi.cr/normativa/normativa_en_consulta.aspx. El formulario estará disponible hasta el término de la consulta pública.

Sin detrimento de lo anterior, las entidades consultadas pueden presentar de manera consolidada sus observaciones y comentarios a través de los gremios y cámaras que les representan. Asimismo, el correo electrónico normativaenconsulta@sugef.fi.cr será utilizado únicamente como mecanismo de notificación sobre la completitud de dicho formulario:

“CONSEJO NACIONAL DE SUPERVISIÓN DEL SISTEMA FINANCIERO 

Proyecto de acuerdo:

El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, 

considerando que:

I.	El numeral 2 del artículo 361 Ley General de la Administración Pública, Ley 6227, establece que se concederá a las entidades representativas de intereses de carácter general o corporativo afectados por la disposición, la oportunidad de exponer su parecer.

II.	Se elaboró el proyecto de modificación al Reglamento sobre Administración Integral de Riesgos, Acuerdo SUGEF 2-10, Reglamento de Gestión de Activos (SUPEN), Reglamento de Riesgos (SUPEN), Reglamento sobre la Solvencia de Entidades de Seguros y Reaseguros, Acuerdo SUGESE 02-13, Reglamento sobre los Sistemas de Gestión de Riesgos y Control Interno aplicables a Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras, Acuerdo SUGESE 09-17, Reglamento General sobre Sociedades Administradoras y Fondos de Inversión (SUGEVAL) y Reglamento de Gestión de Riesgos (SUGEVAL), y en cumplimiento del Procedimiento para la tramitación ante el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero de proyectos de emisión o reforma de reglamentos del sistema financiero, el mismo debe ser sometido a consulta de las entidades supervisadas, cámaras y gremios y a los grupos y conglomerados financieros.

dispuso:

modificar, en atención a la Ley para potenciar el financiamiento y la inversión para el desarrollo sostenible, mediante el uso de valores de oferta pública temáticos, Ley 10051, los siguientes cuerpos normativos:

· Reglamento sobre Administración Integral de Riesgos (SUGEF).
· Reglamento de Gestión de Activos (SUPEN).
· Reglamento de Riesgos (SUPEN).
· Reglamento sobre la Solvencia de Entidades de Seguros y Reaseguros (SUGESE).
· Reglamento sobre los Sistemas de Gestión de Riesgos y Control Interno aplicables a Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras (SUGESE).
· Reglamento General sobre Sociedades Administradoras y Fondos de Inversión (SUGEVAL).
· Reglamento de Gestión de Riesgos (SUGEVAL).

considerando que:

Consideraciones de orden legal y reglamentario

I. De conformidad con lo estipulado en el inciso b) del artículo 171 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, se faculta al Consejo Nacional de Supervisión (CONASSIF) a aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, debe ejercer la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y la Superintendencia General de Seguros (SUGESE), en este último caso de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Ley 8653.

II.	De acuerdo con artículo 119 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, con el propósito de velar por la estabilidad, la solidez y el eficiente funcionamiento del Sistema Financiero Nacional, le corresponde a la SUGEF ejercer sus actividades de supervisión y fiscalización sobre todas las entidades que llevan a cabo intermediación financiera, con estricto apego a las disposiciones legales y reglamentarias, velando por que cumplan con los preceptos que les sean aplicables.

III.	El inciso c), del artículo 131 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece como parte de las funciones del Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF), proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) para su aprobación, las normas que estime necesarias para el desarrollo de las labores de fiscalización y vigilancia.

[bookmark: _Hlk63759037]IV.	El artículo 3 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, establece que corresponde a la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL), regular, supervisar y fiscalizar los mercados de valores, la actividad de las personas físicas o jurídicas que intervengan directa o indirectamente en ellos y los actos y contratos relacionados, según lo dispuesto en la Ley. 

V.	El inciso b) del artículo 8 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley 7732, establece como parte de las funciones del Superintendente General de Valores, someter a consideración del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) los proyectos de reglamento que le corresponda dictar a la Superintendencia, de acuerdo con esa ley.

VI.	De conformidad con el artículo 33, de la Ley sobre el Régimen Privado de Pensiones Complementarias, Ley 7523, le corresponde a la SUPEN autorizar, regular, supervisar y fiscalizar los planes, fondos y regímenes contemplados en esa ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de la ley mencionada.

VII.	El inciso a) del artículo 38, de la Ley sobre el Régimen Privado de Pensiones Complementarias, Ley 7523, indica que le corresponde al Superintendente de Pensiones proponer al CONASSIF los reglamentos necesarios para cumplir las competencias y funciones de la Superintendencia a su cargo, así como los informes y dictámenes que este requiera para ejercer sus atribuciones.

VIII.	El artículo 29 de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Ley 8653, establece que la Superintendencia General de Seguros tiene por objeto velar por la estabilidad y el eficiente funcionamiento del mercado de seguros, así como entregar la más amplia información a los asegurados. Para ello, autorizará, regulará y supervisará a las personas, físicas o jurídicas, que intervengan en los actos o contratos relacionados con la actividad aseguradora, reaseguradora, la oferta pública y la realización de negocios de seguros. 

IX.	El inciso i del artículo 29 de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Ley 8653, establece que a la Superintendencia General de Seguros le corresponde proponer al CONASSIF, para su aprobación, la normativa reglamentaria que se requiera para la aplicación de esa Ley y para cumplir sus competencias y funciones. 

X.	La Ley para potenciar el financiamiento y la inversión para el desarrollo sostenible, mediante el uso de valores de oferta pública temáticos, Ley 10051, fue aprobada el 14 de octubre 2021. Esta ley tiene como objetivo el promover el financiamiento y la inversión mediante el uso de valores de oferta pública temáticos en actividades, obras y proyectos tendientes a alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, el Plan Nacional de Descarbonización, la Política Nacional de Adaptación al Cambio Climático, la Política Nacional de Producción y Consumo Sostenible, así como cualquier otro instrumento de política pública que persiga los mismos objetivos. 

XI.	El artículo 5 de la Ley 10051, establece las acciones para potenciar el financiamiento e inversión para el desarrollo sostenible mediante el uso de valores de oferta pública temáticos. El inciso 1 de este artículo indica que la Superintendencia General de Valores, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencias General de Entidades Financieras y la Superintendencia General de Seguros, deberán proponer los ajustes normativos al CONASSIF, para que las entidades supervisadas que realizan inversiones incluyan dentro de sus políticas, estrategias de inversión sostenibles o responsables, con el fin de que el dinero que administran no solo genere rendimientos financieros, sino que además se pueda canalizar parte de la inversión a actividades, obras y proyectos que contribuyan con el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la Estrategia Nacional de Cambio Climático. 

XII.	El artículo 5, inciso 2, de la Ley 10051, establece que el CONASSIF, “previo análisis de la oferta en el mercado y del riesgo, y en concordancia con la regulación del sistema financiero, podrá establecer a los fondos de pensión, fondos de inversión, aseguradoras y entidades bancarias un porcentaje mínimo de su portafolio de inversión que deberá destinarse a valores de oferta pública temáticos. Al establecer este porcentaje mínimo, o cada vez que se modifique, el Consejo deberá otorgar un plazo razonable a las entidades supervisadas señaladas, para que realicen los ajustes correspondientes. Los fondos de pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social quedan excluidos de esta obligación”.

Consideraciones técnicas

XIII.	La Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas aprobó el 18 de septiembre del 2015 la Resolución “17/1 “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”. La agenda es un plan de acción al 2030 para poner fin a la pobreza, la desigualdad, proteger al planeta contra la degradación, los efectos del cambio climático, y garantizar los derechos humanos para todas las personas. La agenda es de carácter universal e incorpora los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), los cuales son integrales y combinan las tres dimensiones del desarrollo sostenible: económica, social y ambiental. 

XIV.	La Estrategia Nacional de Cambio Climático Objetivo pretendió reducir los impactos sociales, ambientales y económicos del cambio climático y tomar ventaja de las oportunidades, promoviendo el desarrollo sostenible mediante el crecimiento económico, el progreso social y la protección ambiental por medio de iniciativas de mitigación y acciones de adaptación, para que el país mejorara la calidad de vida de sus habitantes y de sus ecosistemas, al dirigirse hacia una economía carbono neutral competitiva para el 2021. A esta iniciativa le ha acompañado la Política Nacional de Adaptación ante el Cambio Climático, que busca, al 2030 ser un país que transforma las amenazas en oportunidades, fortalece las capacidades y condiciones de resiliencia social, ambiental y económica, mediante procesos de innovación y gobernanza participativa, que permitan prevenir y, recuperarse ante los efectos adversos del cambio climático.

XV. El artículo 2, inciso 12, de la Ley 10051, expone que la inversión sostenible o responsable, es una estrategia de inversión que, aparte de considerar aspectos financieros, también toma en cuenta factores ambientales, sociales y de gobernanza (ASG) en las decisiones de inversión.

XVI.	A pesar de que existen diversas fuentes para referirse a los factores ambiente, social y gobernanza, el documento del Internacional Finance Corporation (IFC) -dependencia financiera del Banco Mundial-, titulado IFC ESG Guidebook, del año 2021, aborda los factores de una manera pragmática y general, lo cual es ventajoso para desarrollar esta iniciativa y orientar la regulación financiera costarricense. A continuación, se presenta la definición del IFC (traducción libre):

“Las letras ASG son un conjunto de factores ambientales, sociales y de gobernanza, considerados por las organizaciones al administrar sus operaciones y los inversionistas al realizar inversiones, con respecto a los riesgos, impactos y oportunidades relacionados con, entre otros:

Cuestiones ambientales: cambios potenciales o reales en el entorno físico o natural (por ej., contaminación, impactos en la biodiversidad, emisiones de carbono, cambio climático, uso de recursos naturales).

Aspectos sociales: cambios potenciales o reales en la comunidad y los trabajadores circundantes (por. ej., salud y seguridad, cadena de suministro, diversidad e inclusión); y Gobernanza: estructuras y procesos de gobierno corporativo mediante los cuales las organizaciones son dirigidas y controladas (por ej., estructura y diversidad del directorio, conducta ética, gestión de riesgos, divulgación y transparencia), incluida la gobernanza de políticas y procedimientos ambientales y sociales clave.”

XVII. La instrucción que dio la Ley 10051 para que las entidades supervisadas que realizan inversiones incluyan dentro de sus políticas estrategias de inversión sostenible o responsable, encuentra coincidencia en la práctica internacional, como es el caso de los lineamientos para la integración de los factores ambientales, sociales y de gobernanza en los procesos de inversión y manejo de riesgos de los fondos de pensiones, emitidos en 2019 por la Organización Internacional de Supervisores de Pensiones (IOPS, por sus siglas en inglés), tal y como se observa en el primer lineamiento (traducción libre):

“Lineamiento 1: Las autoridades de supervisión deben exigir que el órgano rector de un fondo de pensiones considere los factores ambientales, sociales y de gobernanza, junto con todos los demás factores financieros sustanciales, que puedan contribuir a lograr los objetivos de jubilación a largo plazo de los miembros del fondo de pensiones y sus beneficiarios. En particular, estas consideraciones más amplias deben tenerse en cuenta en el proceso de gestión de riesgos e inversiones del fondo de pensiones.”

Nótese que el lineamiento no solo aborda la consideración de factores ambientales, sociales y de gobernanza, sino que también indica que la gestión de los riesgos debe ser considerada.

XVIII. En complemento al considerando anterior, al analizar el sector de seguros, se tiene que el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente ha emitido principios de sostenibilidad de adopción voluntaria para incorporar los temas de sostenibilidad a las prácticas del sistema financiero, entre los que se encuentran los Principios para la sostenibilidad en seguros, publicados en 2012. Los principios buscan potenciar el financiamiento e inversión para el desarrollo sostenible y entre diversos objetivos, se aspira a que las entidades aseguradoras integren en el proceso de toma de decisiones las cuestiones ambientales, sociales y de gobernanza. 

XIV.	A pesar de lo indicado en considerandos anteriores, es necesario reconocer que el camino internacional (práctica y regulación) en materia de inversión sostenible está en una etapa de desarrollo, por lo que es prudente que el avance supervisor y regulatorio en el país sea claro y conciso. Esta apreciación se apoya en lo observado en los planes de organismos internacionales, como es el caso del Consejo de Estabilidad Financiera (FSB, por sus siglas en inglés), cuya hoja de ruta, enfocada en divulgación, datos, análisis de las vulnerabilidades y prácticas regulatorias y de supervisión, alcanzará sus objetivos de manera general entre los años 2022 y 2023. 

XX.	Al analizar la solicitud del artículo 5, inciso 2, de la Ley 10051, sobre el establecimiento de un mínimo de inversión destinada a valores de oferta pública temáticos, se tiene que, con datos de la SUGEVAL a marzo 2022, en el mercado local se han inscrito y están en circulación dos emisiones de instrumentos de renta fija en la categoría ASG, a saber:

1. Bono serie G3V, emitido en 2020 por el Instituto Costarricense de Electricidad, con vencimiento en 2021 y un monto de emisión de ₡30.000 millones, de los cuales se encuentra en circulación un 48%.

2. Bono serie PB010, del Banco Popular y desarrollo Comunal, con año de emisión 2021 y vencimiento en 2026. El monto de la emisión asciende a ₡50.000 millones y se ha colocado un 51% de la emisión.


Las emisiones de bonos inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios en la categoría ASG (instrumentos citados antes) representan un 0,31% del total de las emisiones de bonos y un 0,22% en relación con el total en circulación a marzo del 2022.

Adicionalmente, con datos de la SUGEVAL al mismo mes, se tiene que hay una tercera emisión inscrita, pero de renta variable, correspondiente a un fondo de desarrollo de proyectos, tipo ASG, de BN Sociedad Administradora de Fondos de Inversión, denominado Fondo de inversión de desarrollo de proyectos BN I, por un monto de $30.000.000, lo cual representa un 0,5% de la industria de fondos de inversión.

Lo expuesto anteriormente evidencia una limitada oferta de valores en la categoría ambiental, social y de gobernanza, de manera que, dadas las condiciones actuales del mercado, establecer un mínimo de inversión en valores temáticos crearía un obstáculo para el eficiente uso de los recursos de los inversionistas y no se considera prudente.

XXI.	Tareas tan relevantes como incorporar acciones que contribuyan al desarrollo sostenible en el proceso de toma de decisiones de las entidades financieras reguladas, requiere plantear ajustes en el marco de gestión de riesgos. Es por esto que, teniendo presente al Comité de Supervisión Bancaria de Basilea y su publicación de noviembre 2021 (actualmente en revisión de observaciones del proceso de consulta), Principios para la gestión eficaz y supervisión de los riesgos financieros relacionados con el clima, cuyo principio seis hace énfasis en que las entidades deben identificar, monitorear y gestionar todos los riesgos financieros relacionados con el clima que podrían afectar significativamente su condición financiera, es prudente complementar el marco normativo del CONASSIF para que el análisis de los riesgos considerados por las entidades contemple aquellos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.

XXII. En adición al considerando anterior, el órgano de dirección y la alta gerencia juegan un papel fundamental en la incorporación de consideraciones ambientales, sociales y de gobernanza en el apetito de riesgo, las estrategias y los planes de las entidades financieras, así como de los vehículos de administración de recursos de terceros que éstas gestionan. Esto incluye la identificación de riesgos y oportunidades ASG y la evaluación del impacto real y potencial de estos riesgos y oportunidades en las estrategias y planes de las entidades. Por lo tanto, el rol del órgano de dirección y la alta gerencia en la ejecución de estos temas es esencial para alcanzar los objetivos que esboza la Ley 10051.

Consideración final

XXIII. En atención a lo establecido en el artículo 5, inciso 1, de la Ley 10051 y las consideraciones técnicas anteriores, se propone reformar una serie de reglamentos que atañen a los sectores de intermediación financiera, pensiones, seguros y valores, en materia de inversión para el desarrollo sostenible mediante el uso de valores de oferta pública temáticos y de gestión de riesgos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.
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I. Modificar el Acuerdo SUGEF 2-10, Reglamento sobre Administración Integral de Riesgos, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 9 del acta de la sesión 862-2010, del 25 de junio del 2010.

1. Adicionar el inciso k), en el artículo 3. Definiciones, y correr la numeración, de conformidad con el siguiente texto:

“[…]

k) Factores ambientales, sociales y de gobernanza: conjunto de factores ambientales, sociales y de gobernanza, considerados por las organizaciones al administrar sus operaciones y los inversionistas al realizar inversiones, con respecto a los riesgos, impactos y oportunidades relacionados con, pero sin limitarse a: i) cuestiones ambientales: cambios potenciales o reales en el entorno físico o natural; ii) aspectos sociales: cambios potenciales o reales en la comunidad y los trabajadores; y iii) gobernanza: estructuras y procesos de gobierno corporativo mediante los cuales las organizaciones son dirigidas y controladas, incluida la gobernanza de políticas y procedimientos ambientales y sociales.

[…]”

2.	Adicionar al artículo 7. Políticas para la administración integral de riesgos, de conformidad con el siguiente texto:

“[…]

Asimismo, la entidad supervisada, debe establecer políticas de gestión de activos socialmente responsables, procurando que parte de los recursos se pueda canalizar a actividades económicas o productivas que apoyen el desarrollo sostenible, mejoramiento del ambiente, así como establecer límites o prohibiciones para las inversiones que fomentan la fabricación de armamento o cualquier producto que pueda afectar negativamente a las personas y su entorno.”

3. Modificar la redacción del inciso b), del artículo 9. Responsabilidades del Órgano de Dirección, para que se lea de la siguiente manera:

“[…]

b) Aprobar las estrategias y políticas sobre la administración integral de riesgos, así como los límites de tolerancia a los riesgos que son relevantes para la entidad financiera. Los límites, estrategias y políticas deben revisarse y actualizarse con la frecuencia que determine el mismo Órgano de Dirección, y cuando lo ameriten los cambios en el entorno o en el perfil de riesgo de la entidad. El análisis de los riesgos considerados debe contemplar aquellos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.

[…]”

4.	Adicionar a la Sección de TRANSITORIOS, el Transitorio XII, de conformidad con el siguiente texto:

“Transitorio XII

Las entidades tendrán un plazo de 18 meses para hacer los ajustes necesarios en las políticas de inversión a efecto de incluir lo correspondiente a la gestión de activos socialmente responsables y, en las políticas relacionadas con el análisis de los riesgos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.”

II.	Modificar el Reglamento de Gestión de Activos- SUPEN, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 5 del acta de la sesión 1452-2018, celebrada el 16 de octubre del 2018.

1.	Modificar la redacción del inciso j), del artículo 6. Política de inversiones, para que se lea según se indica a continuación:

“[…]

j. Establecer políticas de gestión de activos socialmente responsables, procurando que parte de los recursos se pueda canalizar a actividades económicas o productivas que apoyen el desarrollo sostenible, mejoramiento del ambiente, servicios o productos dirigidos a beneficiar las condiciones de los adultos mayores, así como establecer límites o prohibiciones para las inversiones que fomentan la fabricación de armamento o cualquier producto que pueda afectar negativamente a las personas y su entorno. Todo lo anterior, bajo principios éticos y buscando siempre el logro del objetivo de rentabilidad y riesgo del fondo.

[…]”

2.	Adicionar a la Sección de TRANSITORIOS, el Transitorio V, de conformidad con el siguiente texto:

“Transitorio V

Las entidades supervisadas tendrán un plazo de 18 meses para hacer los ajustes necesarios en las políticas de inversión a efecto de incluir lo correspondiente a la gestión de activos socialmente responsables.”

II. Modificar el Reglamento de Riesgos- SUPEN, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 7 del acta de la sesión 1332-2017, celebrada el 16 de mayo del 2017.

1.	Adicionar al artículo 3. Definiciones, respetando el orden alfabético, el siguiente texto:

“[…]

Factores ambientales, sociales y de gobernanza: conjunto de factores ambientales, sociales y de gobernanza, considerados por las organizaciones al administrar sus operaciones y los inversionistas al realizar inversiones, con respecto a los riesgos, impactos y oportunidades relacionados con, pero sin limitarse a: i) cuestiones ambientales: cambios potenciales o reales en el entorno físico o natural; ii) aspectos sociales: cambios potenciales o reales en la comunidad y los trabajadores; y iii) gobernanza: estructuras y procesos de gobierno corporativo mediante los cuales las organizaciones son dirigidas y controladas, incluida la gobernanza de políticas y procedimientos ambientales y sociales.

[…]”

2.	Modificar la redacción del inciso j) del artículo 6. Responsabilidades del Órgano de Dirección, para que se lea según se indica a continuación: 

“[…]

j) Aprobar y mantener una estrategia de gestión de riesgo y políticas asociadas, cerciorándose de su difusión e implementación por las restantes áreas de la organización. Además, debe velar por el desarrollo de una Cultura de Riesgo, la formulación de la Declaración de Apetito de Riesgo y la definición de las responsabilidades sobre la gestión y control de riesgos. El análisis de los riesgos considerados debe contemplar aquellos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.

[…]”

3.	Adicionar a la Sección de TRANSITORIOS, el Transitorio III, de conformidad con el siguiente texto:

“Transitorio III

Las entidades supervisadas tendrán un plazo de 18 meses para hacer los ajustes necesarios en las políticas relacionadas con el análisis de los riesgos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.”

IV.	Modificar el Reglamento sobre la solvencia de entidades de seguros y reaseguros, Acuerdo SUGESE 02-13, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 8 del acta de la sesión 1050-2013 celebrada el 2 de julio del 2013.

1. Adicionar el inciso c), y correr la numeración, en el artículo 25. Políticas de inversión, de conformidad con el siguiente texto:

“[…]

c. Inversiones Sostenibles

Las entidades supervisadas, deben establecer políticas de gestión de activos socialmente responsables, procurando que parte de los recursos se pueda canalizar a actividades económicas o productivas que apoyen el desarrollo sostenible, mejoramiento del ambiente, así como establecer límites o prohibiciones para las inversiones que fomentan la fabricación de armamento o cualquier producto que pueda afectar negativamente a las personas y su entorno.

[…]”

2.	Adicionar a la sección de DISPOSICIONES TRANSITORIAS, el Transitorio XIV, de conformidad con el siguiente texto:

“Transitorio XIV

Las entidades tendrán un plazo de 18 meses para hacer los ajustes necesarios en las políticas de inversión a efecto de incluir lo correspondiente a la gestión de activos socialmente responsables.”

V.	Modificar del Reglamento sobre los sistemas de gestión de riesgos y control interno aplicables a entidades aseguradoras y reaseguradoras, Acuerdo SUGESE 09-17, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 12, del acta de la sesión 1328-2017 del 2 de mayo de 2017.

1. Adicionar al artículo 3. Definiciones, respetando el orden alfabético, el siguiente texto: 

“[…]

Factores ambientales, sociales y de gobernanza: conjunto de factores ambientales, sociales y de gobernanza, considerados por las organizaciones al administrar sus operaciones y los inversionistas al realizar inversiones, con respecto a los riesgos, impactos y oportunidades relacionados con, pero sin limitarse a: i) cuestiones ambientales: cambios potenciales o reales en el entorno físico o natural; ii) aspectos sociales: cambios potenciales o reales en la comunidad y los trabajadores; y iii) gobernanza: estructuras y procesos de gobierno corporativo mediante los cuales las organizaciones son dirigidas y controladas, incluida la gobernanza de políticas y procedimientos ambientales y sociales.

[…]”

2. Modificar la redacción del inciso a), del artículo 9. Estrategia de gestión de riesgos, para que se lea según se indica a continuación: 

“[…]

La descripción de los diferentes riesgos contemplados, así como los objetivos y principios clave de la estrategia y el esquema de asignación de responsabilidades. El análisis de los riesgos debe contemplar aquellos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza. 

[…]”

3. Adicionar un artículo llamado TRANSITORIO I, de conformidad con el siguiente texto:

“Transitorio I

Las entidades supervisadas tendrán un plazo de 18 meses para hacer los ajustes necesarios en las políticas relacionadas con el análisis de los riesgos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.”

VI.	Modificar el Reglamento General sobre Sociedades Administradoras de Fondos de Inversión- SUGEVAL, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 17 del acta de la sesión 762-2008, celebrada el 19 de diciembre del 2008.

1.	Adicionar un segundo párrafo al artículo 19, Contenido del prospecto, según se indica a continuación: 

“[…]

En el prospecto se pueden revelar los objetivos o lineamientos de gestión de activos socialmente responsables, que procuren que parte de los recursos se pueda canalizar a actividades económicas o productivas que apoyen el desarrollo sostenible, mejoramiento del ambiente, así como establecer límites o prohibiciones para las inversiones que fomentan la fabricación de armamento o cualquier producto que pueda afectar negativamente a las personas y su entorno.

[…]”

VII.	Modificar el Reglamento de Gestión de Riesgos-SUGEVAL, aprobado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, mediante artículo 10 del acta de la sesión 772-2009, celebrada el 13 de febrero del 2009.

1.	Adicionar al artículo 3. Definiciones, respetando el orden alfabético, el siguiente texto: 

“[…]

Factores ambientales, sociales y de gobernanza: conjunto de factores ambientales, sociales y de gobernanza, considerados por las organizaciones al administrar sus operaciones y los inversionistas al realizar inversiones, con respecto a los riesgos, impactos y oportunidades relacionados con, pero sin limitarse a: i) cuestiones ambientales: cambios potenciales o reales en el entorno físico o natural; ii) aspectos sociales: cambios potenciales o reales en la comunidad y los trabajadores; y iii) gobernanza: estructuras y procesos de gobierno corporativo mediante los cuales las organizaciones son dirigidas y controladas, incluida la gobernanza de políticas y procedimientos ambientales y sociales.

[…]”
2.	Adicionar el inciso o), al artículo 5. Principios para la gestión de riesgos, de conformidad con el siguiente texto: 

“[…]
o) El análisis de los riesgos considerados debe contemplar aquellos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.”

3.	Adicionar a la Sección de TRANSITORIOS, el Transitorio V, de conformidad con el siguiente texto:

“Transitorio V

Las entidades supervisadas tendrán un plazo de 18 meses para hacer los ajustes necesarios en las políticas relacionadas con el análisis de los riesgos asociados a factores ambientales, sociales y de gobernanza.”

Lineamientos específicos de Supervisión de la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL)

SGV-A-XXX REFORMA AL SGV-A-158 GUÍA PARA LA ELABORACIÓN Y REMISIÓN DE PROSPECTOS DE FONDOS DE INVERSIÓN

H0/00 Superintendencia General de Valores, Despacho de la Superintendente General de Valores, a las xx horas del x de xxxx del 2022.

La Superintendente General de Valores,

considerando que:

I.	Mediante el artículo 17 del acta de la sesión 762-2008, del 19 de diciembre del 2008, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó el Reglamento General sobre Sociedades Administradoras y Fondos de Inversión.

II. 	El artículo 19, 23, 24 y 25 del Reglamento dispone que el Superintendente General de Valores emitirá una guía que defina el contenido mínimo, las normas de presentación y diseño de los prospectos de fondos de inversión, así como la definición de los medios electrónicos que se utilizarán en los procedimientos de autorización y modificación de prospectos. 
III.	De conformidad con el artículo 8 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, corresponde al Superintendente General adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de regulación, fiscalización y supervisión que le competen a la Superintendencia General de Valores.

IV.	Mediante artículo XX del acta de la sesión XXX del XX de XX del 2022, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero aprobó adicionar un segundo párrafo al artículo 19, Contenido del Prospecto, del Reglamento General sobre Sociedades Administradoras y Fondos de Inversión, con el objetivo de incorporar lineamientos de gestión de activos socialmente responsables, que procuren que parte de los recursos se pueda canalizar a actividades económicas o productivas que apoyen el desarrollo sostenible, mejoramiento del ambiente, así como establecer límites o prohibiciones para las inversiones que fomentan la fabricación de armamento o cualquier producto que pueda afectar negativamente a las personas y su entorno.

dispuso: 

emitir el Acuerdo SGV-A-XXX Reforma al SGV-A-158 Guía para la elaboración y remisión de prospectos de fondos de inversión, en lo siguiente:

SGV-A-XXX REFORMA AL SGV-A-158 GUÍA PARA LA ELABORACIÓN Y REMISIÓN DE PROSPECTOS DE FONDOS DE INVERSIÓN

Artículo 1. Adicionar el inciso 4B.3 a la Guía para la elaboración y remisión de prospectos de fondos de inversión.

Se adiciona el inciso 4B.3 al Apartado 4B. Disposiciones operativas, del Anexo 1, del documento SGV-A-158 Guía para la elaboración y remisión de prospectos de fondos de inversión, de conformidad con el siguiente texto:

“4B.3. En el caso de que se hayan definido objetivos o lineamientos de la entidad en relación con los temas ambientales, sociales y de gobernanza, se debe revelar:

	Disposiciones ambientales, sociales y de gobernanza 

	Objetivos o lineamientos de gestión de activos bajo factores ambientales, sociales y de gobernanza.
	Describir los objetivos o lineamientos aprobados para el fondo relacionados con los factores ambientales, sociales y de gobernanza, y describir la participación de los órganos de administración, dirección y supervisión en el seguimiento y supervisión de los avales realizados para la consecución de dichos objetivos.



…”

Artículo 2. Vigencia. 

Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”
(…)

Referente al contenido del oficio anteriormente transcrito, esta Dirección de la JUNAFO en conjunto con la Asesoría Legal, procedió a analizar las modificaciones realizadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero a los siguientes reglamentos:

· Reglamento sobre Administración Integral de Riesgos.
· Reglamento de Gestión de Activos (SUPEN).
· Reglamento de Riesgos (SUPEN).
· Reglamento sobre la Solvencia de Entidades de Seguros y Reaseguros (SUGESE).
· Reglamento sobre los Sistemas de Gestión de Riesgos y Control Interno aplicables a Entidades Aseguradoras y Reaseguradoras (SUGESE).
· Reglamento General sobre Sociedades Administradoras y Fondos de Inversión (SUGEVAL).
· Reglamento de Gestión de Riesgos.

Sobre esto, se determinó que las variaciones que se realizan a los anteriores Reglamentos, no afectan negativamente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como a las funciones que realiza la JUNAFO, permitiendo un espacio de 18 meses para adoptar políticas que fomenten la adquisición de instrumentos social y ambientalmente responsables, es por lo anterior que no se remitieron observaciones al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, aunado a esto, es menester indicar que la jefatura de los Procesos de Riesgos e Inversiones analizaron el contenido del documento, externando que no cuentan con observaciones por realizar.

Así mismo, resulta de vital importancia destacar que, la normativa interna será paulatinamente ajustada durante el periodo de 18 meses indicado en los transitorios, para incluir las políticas necesarias que fomenten la predilección de activos socialmente y ambientalmente responsables.

De esta manera, se informa a la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para los fines correspondientes.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
Explica el máster Oslean Mora Valdez que, el CONASSIF está tratando de impulsar a los entes regulados, a que asuman alguna responsabilidad social – ambiental, por lo que están haciendo ajustes a la normativa, para que en todas las carteras se tenga algún instrumento llamados “bonos verdes”, por ejemplo, que se financie, la construcción de un parque eólico, o que una escuela instale paneles solares, etc. Además, indica que los bonos verdes, tienen un rendimiento más bajo que los bonos de gobierno.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone tomar nota y estar a la espera de las oportunidades que brinde el mercado, previo análisis de los Comités del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido y aprobado el informe presentado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 0150- DJA-2022 de fecha 06 de mayo de 2022, sobre las variaciones de los reglamentos que se indican, por parte del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero. 2.) Deberá la Dirección de la JUNAFO, en el plazo de 18 meses, realizar los ajustes necesarios en la normativa interna para poder adquirir instrumentos social y ambientalmente responsables. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de los Comités de Riesgos, e Inversiones, con el fin de que se ajusten las políticas y estrategias que a cada uno le compete.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334140][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO IX
Documento N° 468-2022
El señor Jorge Luis Rivera Coto, Secretario interino del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° CNS-1728/11, del 6 de mayo del 2022, remitió lo siguiente:
“El Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, en el artículo 11 del acta de la sesión 1728-2022, celebrada el 2 de mayo del 2022,

considerando que:

1.	El artículo 38, literal a), de la Ley 7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, establece, como una atribución del Superintendente de Pensiones (SUPEN), proponer al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) los reglamentos necesarios para ejercer y llevar a cabo las competencias y funciones de la Superintendencia a su cargo.

2.	El artículo 171, literal b, de la Ley 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, señala, como una atribución del CONASSIF, aprobar las normas atinentes a la autorización, regulación, supervisión, fiscalización y vigilancia que, conforme a la Ley, debe ejecutar la SUPEN.

· REFORMA A LOS LITERALES K. Y L. DEL ARTÍCULO 6 Y EL ARTÍCULO 16, AMBOS, DEL REGLAMENTO DE GESTIÓN DE ACTIVOS.

3.	Los regímenes de inversión del Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias, el Fondo de Capitalización Laboral y el Régimen Voluntario de Pensiones Complementarias, no son autogestionados por cada uno de los afiliados, de acuerdo con una opción, predeterminada o no, de instrumentos financieros. Por el contrario, el legislador de la Ley 7983, Ley de Protección al Trabajador, encomendó a las entidades autorizadas, sea, las operadoras de pensiones y de capitalización laboral y a las entidades sociales que, de conformidad con dicha Ley, pueden administrar los fondos de capitalización laboral, la administración e inversión de los recursos de estos regímenes. Este mandato legal deriva de la necesidad, por un lado, de que los recursos se administren en un fondo común, de manera que los volúmenes logrados permitan realizar inversiones en mejores condiciones de rentabilidad que la que podrían obtener los afiliados individualmente, a mayores costos y, por otro, para que la administración e inversión de los recursos fueran realizados por una entidad especializada, con el expertise necesario para ello. Este mandato es oneroso, en tanto que las entidades autorizadas tienen el derecho de cobrar una comisión de administración, regulatoriamente establecida, que responde a la retribución que los afiliados deber realizar por sus servicios especializados. Características, todas, que establecen obligaciones a cargo de los administradores de los recursos de los afiliados y pensionados de ejercer su mandato como un buen padre de familia, de forma tal que se cumplan, de la mejor manera posible, con uno de los fines de este mandato: garantizar que las inversiones se realicen en ‘…provecho de los afiliados, procurando el equilibrio necesario entre seguridad, rentabilidad y liquidez, de acuerdo con su finalidad…’, según reza el literal b) del artículo 60 de la Ley atrás citada.

4.	En consonancia con lo anterior, el artículo 56 de la Ley de Protección al Trabajador estableció el objeto y fines del mandato, acotando que los recursos de los fondos serían destinados, únicamente, a lo siguiente:

‘a) La adquisición de valores en favor del mismo fondo, de conformidad con las inversiones autorizadas según esta ley.

b)	El pago de los beneficios a los afiliados de acuerdo con esta ley. En el caso de los fondos de capitalización laboral y los estatuidos en el capítulo III del título III en relación con los fondos de pensiones, estos beneficios son los contenidos en el artículo 6 y en el artículo 22.

c) 	La transferencia entre operadoras u organizaciones sociales autorizadas o entre fondos, conforme a las normas dictadas por la Superintendencia.

d) 	Al pago de las sumas por comisiones ordenadas en esta ley.

e) 	A la devolución de los ahorros contemplados en el artículo 18 de la presente ley.

Los gastos de la operadora o los de la entidad autorizada, así como las multas y los gastos correspondientes a la información que la operadora u organización social autorizada deba proveer a los afiliados, deberán ser asumidos por ella y, en ningún caso, podrán imputarse como gastos del fondo.’

Norma de la que se deduce (i) la necesaria inversión de los recursos de los afiliados y pensionados para generar rendimientos que acrezcan los recursos de sus cuentas; y, (ii) la necesaria liquidez con que deben contar las entidades para atender sus egresos, incluyendo las reservas necesarias para la adquisición de valores, de acuerdo con la planificación estratégica de las inversiones y la política de inversiones de cada fondo. Así lo señalan el literal e) del artículo 5 y el artículo 6 del Reglamento de Gestión de Activos:

‘Artículo 5. Principios relativos a la planificación estratégica de las inversiones

La planificación estratégica de las inversiones, como mínimo debe:

(…)

e. Definir la asignación estratégica de activos la cual debe incluir los tipos de inversión que permitan el logro de los objetivos estratégicos, tomando en cuenta: países, monedas, plazos, sectores, clase de activos, sus índices de referencia, niveles de liquidez, tipo de instrumentos, tipo de gestión, fuentes de rentabilidad, entre otros; así como límites y activos que son restringidos para las inversiones de la entidad regulada; todo lo anterior, acorde con el apetito de riesgo y la diversificación.

(…)’

‘Artículo 6. Política de inversiones

Las entidades supervisadas deben contar con una política de inversiones que incluya como mínimo:

(…)

c. Definir los aspectos específicos para cada tipo de inversión que deben ser tomados en cuenta para la ejecución del proceso de inversiones, entre otros: porcentajes a invertir por: clase de activos, dentro de estas, por tipo de instrumento, plazos al vencimiento, monedas, tipo de emisor, montos de emisión y emisores, sectores, países, liquidez, calificaciones de riesgo y cualquier otra que sea relevante para la administración de los activos.

(…)

k. Incluir los niveles mínimos y máximos de recursos necesarios para gestionar el riesgo de liquidez, definidos en el marco de gestión de riesgo de liquidez existente, la cual debe obedecer a metodologías técnicamente sustentadas, que tomen en cuenta las características del fondo y las necesidades de flujos de efectivo en el corto, mediano y largo plazo, así como aspectos relacionados con su administración.

l. Especificar los instrumentos que se utilizan para gestionar la liquidez, tomando en cuenta los riesgos operativos, legales y financieros que éstos tengan.

m. Establecer los requisitos para los proveedores de servicios de manejo de liquidez e inversiones, tales como bancos, intermediarios de valores, custodios y administradores externos, o relacionados con la gestión de créditos, entre otros.’

5.	El artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos establece los requisitos que deben cumplir los instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos:

‘Artículo 16. Instrumentos para el manejo de liquidez

Las entidades reguladas pueden usar para el manejo de la liquidez de los fondos administrados instrumentos ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo.

(…)

Adicionalmente, pueden utilizar los instrumentos de inversión que cumplan con las condiciones establecidas en las normas contables para que se cataloguen como equivalentes de efectivo.’ 

Un inadecuado manejo de las disponibilidades les imprime a los fondos administrados el riesgo de incumplir con el pago de los pasivos de los fondos o realizar pérdidas por la venta anticipada de valores para poder atenderlos, cuando resultan insuficientes. Por el contrario, si resultan excesivas, la obtención de menores rendimientos y, consecuentemente, menores recursos acumulados en las cuentas de los afiliados y pensionados para financiar las pensiones, futuras y presentes, respectivamente. Por otra parte, para una adecuada mitigación de riesgos derivados de los potenciales conflictos de interés, producto de la adquisición de instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos por parte de las entidades autorizadas a las empresas de su grupo o conglomerado financiero, se requiere que las metodologías para la determinación de las necesidades de liquidez de cada fondo deban responder a criterios técnicos, cuantitativos, objetivos y replicables para efectos de supervisión.

6.	Desde el punto de vista jurídico, en virtud de las normas legales y reglamentarias que establecen el objeto del mandato derivado de la afiliación a una operadora y de los principios que rigen las inversiones, los niveles de liquidez que exceden los técnica y objetivamente requeridos por los fondos, constituirían recursos ociosos que contravienen lo señalado en el literal b) del artículo 60 de la Ley de Protección al Trabajador, así como el uso exclusivo a que están sometidos los recursos de los fondos, según su artículo 56.

7.	Los artículos 10 y 14 del Reglamento de Gobierno Corporativo, en lo que interesa, establecen, como una obligación de los órganos de dirección de las entidades, aprobar políticas claras, exhaustivas y auditables para la administración de los conflictos de intereses, actuales y potenciales, que se identifiquen, producto de sus actuaciones, las de sus directores o sus empleados, en las relaciones con las entidades vinculadas. Estas políticas deben procurar que las actividades de las entidades que conforman los grupos o conglomerados financieros, o bien, de sus áreas de negocio, no se realicen en detrimento de la transparencia, la adecuada formación de precios, la debida competencia y el beneficio de los clientes, considerando, entre otros la aplicación de los criterios o metodologías para pactar los precios de los servicios que se suministren o precios de las transacciones que se celebren a precios de mercado, atendiendo a las características, volumen y demás circunstancias relevantes que tendría en cuenta una contraparte no vinculada en un régimen de libre competencia, así como los lineamientos para la gestión de los conflictos de interés entre dichas áreas, los productos o las empresas del grupo o conglomerado.

8.	La liquidez de los fondos, cuando exceden los límites o rangos técnica y objetivamente determinados requeridos para atender sus obligaciones y realizar las inversiones, según lo indicado en el último párrafo del acápite anterior, no puede ser trasladada, bajo la figura de instrumentos para el manejo de la liquidez, al intermediario financiero del grupo o conglomerado, así como a ninguna de sus empresas, bajo este concepto, ya que deben ser destinados a su inversión en valores, conforme señala los literales a) del artículo 56 y c) del artículo 60 de la Ley 7983, arriba citado, en beneficio exclusivo de los afiliados y pensionados. Tampoco, como se indica adelante, pueden ser utilizados para la compra de valores emitidos o garantizados las empresas del grupo al que pertenece la entidad, aun cuando los niveles de liquidez correspondan a los técnica y objetivamente determinados para atender las obligaciones e inversiones de los fondos, por mandato de ley.

9.	El literal d) del artículo 71 del Reglamento de Gestión de Activos prohíbe que los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas puedan ser invertidos en:

‘(…)

El otorgamiento de préstamos, avales a sus afiliados o accionistas con recursos de los fondos administrados, ni con sus propios recursos. Se exceptúa a los regímenes que por Ley tienen esta facultad.’

El traslado de los excesos de liquidez técnicamente injustificados a las empresas del grupo o conglomerado financiero podría constituir un financiamiento contrario a las disposiciones reglamentarias que prohíben el otorgamiento de créditos en favor de las empresas del grupo, utilizando para ello recursos de los afiliados.

En razón de lo anterior, las entidades reguladas no deben, ni se encuentran regulatoriamente autorizadas, a mantener excedentes de liquidez que no respondan a las metodologías adoptadas para el cálculo de los requerimientos de liquidez que sean necesarios, según el artículo 6, literal k) del Reglamento de Gestión de Activos, sin incumplir el mandato de los afiliados legalmente establecido de administrar sus recursos para lograr uno de los fines del sistema: que los afiliados obtengan el mayor saldo posible en sus cuentas al final de su vida laboral para financiar las pensiones, y el mayor saldo posible en las cuentas del Régimen de Capitalización Laboral, para lograr cubrir las contingencias a las que está legalmente destinado.

10.	En consonancia con lo que señala el literal c) del artículo 6 del Reglamento de Gestión de Activos, atrás transcrito, la liquidez que se requiere para la inversión de los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas en valores, forma parte del proceso de inversión, de donde se desprende que la SUPEN, a través del CONASSIF, puede establecer límites reglamentarios con el fin de promover una adecuada diversificación de riesgo y regular posibles conflictos de interés en la gestión de la liquidez de los fondos, según reza el primer párrafo del artículo 61 de la Ley de Protección al Trabajador.

11.	El depósito de efectivo en cuentas corrientes, depósitos overnights, o productos similares por parte de las empresas reguladas en el intermediario financiero de su mismo grupo o conglomerado financiero, conlleva potenciales riesgos de agencia y de contraparte para los afiliados y pensionados, por lo que se requiere el establecimiento de límites a este tipo de operaciones intragrupo para acotarlos adecuadamente.

12.	El artículo 146 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece una serie de prohibiciones a entidades y empresas supervisadas de grupos y conglomerados financieros indicando, en lo que interesa:

‘Queda absolutamente prohibido, a las entidades y empresas integrantes de los grupos y conglomerados financieros, realizar operaciones entre sí en condiciones diferentes de las aplicadas en las operaciones con terceros independientes.

(…)’

13.	Independientemente de las políticas que deben dictar los órganos de dirección de las entidades reguladas, de conformidad con las normas del Reglamento de Gobierno Corporativo, atrás comentadas, deben establecerse disposiciones que normen las condiciones de las tasas o rendimientos que pagan los intermediarios financieros a las entidades reguladas que administran fondos de pensiones, integrantes de su mismo grupo o conglomerado financiero, producto de instrumentos financieros a la vista como son las cuentas corrientes bancarias y depósitos overnight, entre otros, que, jurídicamente no constituyen valores, con el propósito de tutelar de mejor manera los derechos de los afiliados y pensionados a que los recursos de su propiedad sean invertidos para su exclusivo provecho, así como para evitar subsidios entre empresas vinculadas mediante la utilización de recursos bajo su administración, en condiciones distintas a las que los fondos obtendrían de terceros no relacionados en igualdad de condiciones.

14.	Como se indicó anteriormente, las entidades pueden utilizar, como instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos, valores que sean equivalentes a efectivo, cuando cumplan con los requisitos previstos en las normas contables.

15.	La Ley Reguladora del Marcado de Valores, Ley 7732, define como valor ‘…. todo derecho de naturaleza patrimonial susceptible de ser transado en el mercado de valores, que tenga por objeto o efecto obtener recursos del público.’ Norma que es complementada por el artículo 2 del Reglamento de Oferta Pública de Valores, el cual señala, en su artículo 2, que se considera valor ‘…cualquier derecho de contenido económico o patrimonial, incorporado o no en un documento que, por su configuración jurídica y régimen de transmisión, pueda ser objeto de negociación en un mercado de valores’. Este último Reglamento expresa que las acciones, los documentos que pueden dar derecho a la suscripción de acciones, las obligaciones negociables emitidas por un emisor público o privado, los títulos valores (según el derecho comercial), y los certificados de participación de fondos de inversión, se consideran valores, sin necesidad de entrar a valorar ningún otro elemento o circunstancia (artículo 3).

16.	Por su parte, el reglamento en comentario (artículo 4), establece una presunción de que constituyen un valor, salvo prueba en contrario, los documentos o instrumentos representativos de contratos de inversión o los emitidos en conexión directa con dichos contratos, cuando haya una conjunción de un tomador de fondos y un inversionista que aporta los fondos; el inversionista no tiene injerencia directa en la administración de la empresa o negocio a que se refiere la inversión; y cuando se ofrecen o emiten documentos o instrumentos múltiples, aunque no necesariamente iguales, cada uno de los cuales representa un derecho de crédito o de participación en relación con una cartera o negocio común. Asimismo, se presumen que constituyen valores los certificados que otorguen a sus tenedores derechos de participación en un patrimonio fideicometido, con exclusión de los fideicomisos testamentarios o de garantía; y los productos provenientes de procesos de titularización y otros productos estructurados.

17.	La prohibición para que los fondos puedan adquirir valores emitidos o garantizados por empresas de su grupo o conglomerado financiero al que pertenece la entidad, según expresa el literal a) de artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador, alcanza tanto a los valores que sean destinados como inversión como a los utilizados como instrumentos para el manejo de la liquidez de los fondos, en tanto, como se indicó atrás, stricto sensu, en ambos casos se trata de inversiones que pueden diferenciase, únicamente, en función de los fines a las que están destinadas y las características que su uso y destino le exige a los valores, en particular, su altísima liquidez, corto plazo y poca volatilidad, que las asemeja a efectivo.

· REFORMA AL ARTÍCULO 71 DEL REGLAMENTO DE GESTIÓN DE ACTIVOS.

18.	El artículo 71 del Reglamento de Gestión de Activos establece como inversiones no autorizadas, en lo que interesa, la adquisición de los valores emitidos o avalados por otras entidades autorizadas por la SUPEN, según la definición establecida en el artículo 2 de la Ley de Protección al Trabajador; así como las sociedades administradoras de fondos de inversión; sociedades calificadoras de riesgo; bolsas de valores; puestos de bolsa; sociedades de custodia o depósito de valores de objeto único; y, sociedades titularizadoras. Dicha norma se encontraba, en similares términos, en el derogado Reglamento de inversiones de las entidades reguladas, artículo 30, fuera del Título IV, Inversión en valores de emisores extranjeros, por lo que resultaba de aplicación a emisores locales. 

No obstante, el artículo 71 del vigente Reglamento de Gestión de Activos tomó la disposición, con algunas diferencias, del Reglamento de inversiones de las entidades reguladas, colocándolo en el Capítulo XV. Prohibiciones, Título V. Límites y prohibiciones, del Reglamento primeramente indicado, sin distinguir si se trata de emisores locales o internacionales, o de emisiones locales o internacionales, situaciones que han motivado algunas dudas sobre este particular, es decir, sobre el alcance de la prohibición, razón por la cual dicha norma debe ser reformada para que pueda ser aplicada de forma clara y segura por las entidades y el supervisor.

· REFORMA AL ARTÍCULO 3 DEL REGLAMENTO DE RIESGOS.

19.	Finalmente, en concordancia con lo anteriormente señalado, se requiere modificar la definición de riesgo de liquidez contenida en el artículo 3 de Reglamento de Riesgos para que se incluya dentro de la misma los incumplimientos en los límites o niveles de liquidez que no resultan acordes con la política y la planeación estratégica de las inversiones de los fondos y la incapacidad de éstos para realizar el oportuno pago de las prestaciones.

dispuso en firme:

I.	Modificar los literales k) y l) del artículo 6, y los artículos 16 y 71 del Reglamento de Gestión de Activos para que, en lo sucesivo, se lean de la siguiente forma:

‘Artículo 6. Política de inversiones

Las entidades reguladas deben contar con una política de inversiones que incluya como mínimo:

(…)

k. Incluir los niveles mínimos y máximos de recursos necesarios para gestionar el riesgo de liquidez, definidos en el marco de gestión de riesgo de liquidez existente.

Los niveles de liquidez requeridos deberán ser determinados para cada fondo administrado, para el corto, mediano y largo plazo, a través de metodologías cuantitativas, técnicamente fundamentadas y aprobadas por el Órgano de Dirección. Las metodologías deberán tomar en cuenta, entre otros, las características de cada fondo, sus flujos de efectivo, sus pasivos, las estacionalidades, y las necesidades particulares requeridas para la inversión de los recursos, de acuerdo con la planificación y asignación estratégica de las inversiones. Los resultados de las metodologías deberán mostrar, para un momento temporal dado, límites mínimos y máximos, expresados en porcentajes, rangos en valores absolutos o números fijos, según defina cada entidad.

Los datos o insumos utilizados en las metodologías para el cálculo de la liquidez requerida deberán ser razonables, objetivamente determinados y verificables, de forma que, para efectos de supervisión, puedan ser replicados.

La Superintendencia de Pensiones podrá requerir la revisión, ajuste o aclaración de las metodologías utilizadas o la precisión o eliminación de los insumos utilizados en dichas metodologías, así como la inclusión de los insumos omitidos que sean indispensables, cuando los resultados obtenidos de su uso y aplicación no resulten acordes con los requerimientos de liquidez óptimos requeridos por el fondo de que se trate.

l. Especificar los instrumentos que se utilizan para gestionar la liquidez, tomando en cuenta los riesgos operativos, legales y financieros asociados a aquellos.

Deberán indicarse los mecanismos para resolver y gestionar los conflictos de interés que puedan generarse cuando, para los efectos del párrafo anterior, se contraten o adquieran productos financieros o servicios con empresas del mismo grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad, de acuerdo con lo señalado por el artículo 16 de este reglamento.

(…)’

‘Artículo 16. Gestión de la liquidez de los fondos administrados

1)	Instrumentos para el manejo de la liquidez.

Las entidades reguladas podrán utilizar, para el manejo de la liquidez de los fondos administrados:

a.	Instrumentos ofrecidos por entidades bancarias y bancos centrales que, por su muy corto plazo, alta liquidez y riesgo insignificante de cambios en su valor, puedan ser catalogados como efectivo.

Las entidades internacionales que sean contraparte para el manejo de la liquidez de los fondos deberán contar, al menos, con una calificación de riesgo de corto plazo dentro del grado de inversión otorgado por una calificadora de riesgos internacional, según lo definido en este Reglamento. 

Para el caso de los bancos centrales, a excepción del Banco Central de Costa Rica, el país donde se encuentren debe contar con al menos una calificación de riesgo soberano dentro del grado de inversión.

b.	Inversiones a corto plazo de gran liquidez, que son fácilmente convertibles en importes determinados de efectivo, estando sujetos a un riesgo poco significativo de cambios en su valor, de conformidad con las normas contables.

2)	Condiciones.

La liquidez requerida para la inversión de los recursos de los fondos en valores deberá mantenerse disponible, para estos efectos, dentro de los plazos que resulten estricta y razonablemente acordes con la programación temporal de las operaciones de inversión y la planificación y asignación estratégica de las inversiones de cada fondo.

3)	Prohibiciones

a.	Efectivo

Las tasas o rendimientos obtenidos por los instrumentos para el manejo de la liquidez, según lo indicado en el punto 1.a) de este artículo, adquiridos por los fondos a las empresas que integran el grupo o conglomerado financiero de la entidad autorizada, no podrán ser diferentes al ofrecido, por dichas empresas a terceros no relacionados, en igualdad de condiciones. Corresponde al Comité de Riesgos y de Inversiones hacer constar, de forma documentada, que estas condiciones se mantengan en el tiempo e informar al Órgano de Dirección para que este tome las medidas necesarias para corregir los incumplimientos que se hayan determinado.

b.	Valores equivalentes a efectivo

Los fondos no podrán adquirir valores emitidos o garantizados por ninguna de las empresas del grupo económico o financiero de las entidades autorizadas, como instrumentos de inversión equivalentes a efectivo.

4)	Límites

Los fondos no podrán mantener en efectivo más del dos y medio por ciento (2.5%) mensual del nivel máximo de liquidez de los fondos, determinado según el artículo 6 de este reglamento, cuando sean contratados con el intermediario financiero del grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad regulada’

‘Artículo 71. Inversiones no autorizadas.

Los recursos de los fondos administrados por las entidades reguladas no pueden ser invertidos en:

a.	Instrumentos locales o extranjeros emitidos o avalados por las siguientes empresas locales:

i.	Otras entidades autorizadas por la Superintendencia de Pensiones, según la definición establecida en el artículo 2 de la Ley de Protección al Trabajador.
ii.	Sociedades administradoras de fondos de inversión.
iii.	Sociedades calificadoras de riesgo.
iv.	Bolsas de valores.
v.	Puestos de bolsa.
vi.	Sociedades cuyo objeto exclusivo sea el de custodia y depósito de valores.
vii.	Sociedades titularizadoras.

La anterior prohibición alcanza a las participaciones de fondos o participaciones fiduciarias cuyos activos incluyan valores emitidos por las empresas antes indicadas.

b.	Valores emitidos o garantizados en contravención a lo establecido en el artículo 63 de la Ley de Protección al Trabajador.

c.	Títulos o valores que hayan sido dados en garantía, o que sean objeto de gravámenes, embargos o anotaciones al momento de adquirirse, salvo las operaciones en reportos y préstamos de valores.

d.	El otorgamiento de préstamos, avales a sus afiliados o accionistas con recursos de los fondos administrados, ni con sus propios recursos. Se exceptúa a los regímenes que por Ley tienen esta facultad.

e.	Salvo lo dispuesto en leyes especiales, las entidades reguladas no pueden invertir los recursos de los fondos en valores emitidos o garantizados por cualquiera de las empresas del grupo de interés económico o del grupo o conglomerado financiero al que pertenezca la entidad regulada. Esta prohibición incluye la inversión en valores utilizados como equivalentes de efectivo para el manejo de liquidez.

f.	Fondos de cobertura o gestión alternativa (Hedge Funds).

g.	Valores físicos.’

II.	Modificar la definición de riesgo de liquidez contenida en el artículo 3 del Reglamento de Riesgos, para que se lea de la siguiente forma:

‘Riesgo de liquidez:

Riesgo de pérdidas potenciales en los fondos administrados por la venta anticipada o forzosa de activos que conlleven descuentos inusuales para hacer frente a las obligaciones, o bien, por el hecho de que una posición no pueda ser oportunamente enajenada, adquirida o cubierta mediante el establecimiento de una posición contraria equivalente.

Incluye también el riesgo, en sentido amplio, que puede enfrentar el fondo administrado por excesos de liquidez que no están fundamentados en la política y la planeación estratégica de las inversiones, así como las pérdidas potenciales para los pensionados, derivadas de la incapacidad del fondo o régimen para el pago oportuno de beneficios, debido a que no cuenta con los activos líquidos suficientes para ello.’

Rige a partir de su publicación en el diario oficial La Gaceta.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por el señor Jorge Luis Rivera Coto, Secretario interino del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero – CONASSIF, en oficio N° CNS-1728/11, del 6 de mayo del 2022, y remitir a la Dirección de la JUNAFO, y a la Asesoría Legal, para lo de su cargo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334142]ARTÍCULO X
Documento N° 462-2022
En sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, artículo XXII, se tomó nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar M, Superintendente de Pensiones, mediante oficio N° SP-237-2022 recibido el 4 de marzo de 2022, dirigido a la presidencia de la Corte Suprema de Justicia, con copia a esta Junta, en el cual se solicitó que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibido de esa comunicación, se pronunciara con respecto al trámite que le va a dar la Corte Suprema de Justicia a lo solicitado en el informe de la División Jurídica del Poder Judicial, y esta Junta estaría a la espera de lo que resolviera el Poder Judicial.
La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-445-2022 del 2 de mayo de 2022, dirigido a la Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, magistrada Patricia Solano Castro, con copia a esta Junta, comunicó:
“Mediante oficio N.º 105-P-2022 del 26 de abril de 2022, y en su condición de Presidenta en ejercicio, solicita una prórroga de 15 días hábiles para atender el SP-237-2022, relativo al trámite a seguir por la Corte Suprema de Justicia al informe denominado “regla cuarta”. Lo anterior, debido a las consultas legislativas que han requerido atender en plazos perentorios y que les ha impedido resolver el tema de interés en plazo otorgado.

Con fundamento en lo anterior, se autoriza, de forma improrrogable, el tiempo adicional solicitado, el cual rige a partir de la recepción de este comunicado.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la Superintendencia de Pensiones, en oficio N° SP-445-2022 del 2 de mayo de 2022, sobre la solicitud realizada por la Vicepresidenta de la Corte Suprema de Justicia, magistrada Patricia Solano Castro, para atender el SP-237-2022, relativo al informe denominado “regla cuarta”.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
SALE EL LICENCIADO ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO
[bookmark: _Toc103334144]ARTÍCULO XI
Documento Nº 1053-2021 / 471-2022
[bookmark: _Hlk103155216][bookmark: _Hlk103155234]En sesión N° 35-2021 celebrada el 23 de agosto de 2021, artículo V, se conoció el oficio N° SP-784-2021 del 13 de agosto de 2021, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendente de Pensiones (SUPEN), mediante el cual se solicitó la evaluación por parte de los funcionarios de VALMER y de esta Junta administradora, de las observaciones identificadas por la Superintendencia de Pensiones (Supen), a la metodología correspondiente al cálculo de la pérdida esperada y se trasladó el oficio de cita a la Dirección de la JUNAFO para que se revisará y coordinará con los profesionales de VALMER, la información solicitada y se brindará respuesta al señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).
El señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), en oficio N° SP-484-2022 del 06 de mayo de 2022, comunicó lo siguiente:
“Con fecha 02 setiembre de 2021 su representada remitió el oficio N° 052-DJA-2021 que contiene los fundamentos técnicos emitidos por la empresa VALMER y por la administración del Fondo para cada una de las diez observaciones planeadas por este ente Supervisor, según SP-784-2021, al modelo de pérdidas esperadas según la NIIF9. 

A continuación, se presentan las evaluaciones y conclusiones en el mismo orden de los puntos señalados en el SP-784-2021.

1. El argumento esgrimido por Valmer es contradictorio en sí mismo, pues como indica la NIIF9, “5.5.17 Una entidad medirá las pérdidas crediticias esperadas de un instrumento financiero de forma que refleje: (a) un importe de probabilidad ponderada no sesgado que se determina mediante la evaluación de un rango de resultados posibles…”; sin embargo, como bien señala la empresa consultora, “la probabilidad con neutralidad al riesgo es mayor que la histórica- es lo que se conoce como prima de riesgo crediticio, misma que incluye factores como la percepción del mercado y los inversionistas -quienes anticipan los posibles incumplimientos a mayor velocidad que las propias agencias, la iliquidez relativa, la no diversificación de portafolios corporativos, entre otros; tal como muestran Heynderickx et al (2016).”.

Si bien es cierto que la NIIF9 “no es explícita sobre la metodología a utilizar para hacer las estimaciones correspondientes”, como bien lo apunta Valmer, la misma sí establece que la probabilidad a utilizar debe cumplir con la condición de ser “no sesgada”, siendo que una de las características de las probabilidades de Riesgo Neutral es su sesgo (producto de factores como los mencionados por Heyndrickx). Para plasmar esto con la mayor objetividad posible, se hace referencia al libro “Counterparty Credit Risk and Credit Value Adjustment”, utilizado por la empresa consultora como referencia, donde se lee lo siguiente:

“Models calibrated to market prices tend to be more forward-looking but contain components such as risk premiums and storage costs that introduce bias.” J. Gregory (2012, pp 160).

Aún más, la filosofía detrás de la declaración de Pérdidas Esperadas en la NIIF9 radica en hacer visible la exposición que se tiene en las inversiones, siendo que las pérdidas esperadas deben ser una estimación de la pérdida en que podría incurrir una inversión, en lugar de ser “el valor” de exposición con base en preferencias de los actores de mercado. Es por ello, que la NIIF9 deja claro que las estimaciones se hacen bajo una medida de probabilidad sin sesgo, característica de la que adolecen las probabilidades de Riesgo-Neutralidad. Como indica el mismo autor:

“… as risk-neutral parameters can often be biased compared with real-world ones (see discussion in Section 8.6). Using risk-neutral parameters for risk management may cause excess volatility, which makes approaches such as credit limit control unnecessarily complex. It also invalidates standard procedures such as backtesting that are done in the real world.” J. Gregory (2012, pp 166).

Sobre las implicaciones de utilizar la medida de riesgo neutral en lugar de la medida objetiva (real-world measure), es importante apuntar que, aunque la teoría establecida indica que la prima por riesgo crédito es positiva[footnoteRef:1], lo cierto es que la evidencia empírica ha puesto esa hipótesis en duda, especialmente durante los momentos de burbujas, cuando los inversores valoran de manera incorrecta el riesgo de ciertas inversiones. Una investigación muy profunda sobre el tema fue realizada por la ESSEC Bussiness School,[footnoteRef:2] donde los autores analizan las distribuciones de riesgo crédito bajo la medida de riesgo neutral y bajo la medida estadística (real-world), notando que empíricamente la prima por riesgo de crédito podría ser negativa,[footnoteRef:3][footnoteRef:4] en parte por una agregación de inversionistas propensos al riesgo (en lugar de aversos al riesgo) que valoran erróneamente los eventos extremos. Cito: [1:  Ver Heynderickx et al (2016).]  [2:  Dacorogna, M., Miguelez, J. and Kratz, M. (2016). “Risk Neutral versus Real-World Distribution on Publicly Listed Bank Corporations”. ESSEC Working Paper.]  [3:  Estas inconsistencias han sido detectadas por la academia y la industria, incluyendo el llamado “pricing kernel puzzle” (como consecuencia de mercados incompletos, inversionistas (agregado) propensos al riesgo, creencias heterogéneas de los inversionistas (subestimación de riesgos de colas, como las de crédito), entre otros). Ver Siddiqi, H and Quiggin, J. (2019). “The pricing kernel puzzle: A behavioral explanation”. Cogent Economics & Finance.]  [4:  Esta situación de negatividad también se presenta empíricamente con la prima por riesgo de mercado que es negativa ante “malas condiciones” (periodos de alta inflación, estructura temporal de tasas de interés con pendiente negativa, entre otros). Ver Boudoukh, J., Richardson, M. and Smith, T. (1993). “Is the ex-ante risk premium always positive? a new approach to testing conditional asset pricing models”. Journal of Financial Economics 34, 387–408.] 


“More generally, the repetition throughout financial markets history of crashes and crisis has lead experts and analysts to state that market participants have a short memory – see for example This time is different – Eight centuries of financial folly from C. M. Reinhart and K. Rogoff [24].[footnoteRef:5] Whether this is due to pure negligence or to market dynamics that penalize investors that do not “ride the wave” of bull markets, the fact is that financial markets seem subject periodically to episodes of what R. Shiller has dubbed “irrational exuberance” [26],[footnoteRef:6] during which financial prices experience sharp revaluations that led investors to underestimate the likelihood of crashes.” Dacorogna et al (2016, pp 43). [5:  Reinhart, C. and Rogoff, K. (2009). “This time is different – Eight centuries of financial folly”. Princeton University Press, Princeton, New Jersey.]  [6:  Shiller, R. (2015). “Irrational Exuberance”. 3ra Ed, Princeton University Press, Princeton, New Jersey.] 


De todo lo anterior, se puede concluir que el espíritu de la NIIF9 es calcular las pérdidas esperadas con probabilidades objetivas (bajo la medida estadística – real-world), y aunque las probabilidades de riesgo neutral generan una cota superior bajo condiciones normales, es bajo situaciones de gran exposición (bullish trending, burbujas, entre otros) cuando esta cota puede fallar, pero es precisamente para estas situaciones que se requiere que las pérdidas esperadas estén adecuadamente estimadas.

Por lo antes señalado, no es adecuado utilizar las probabilidades implícitas (de riesgo neutralidad) para la estimación de pérdidas esperadas bajo la metodología de la NIIF9. Es importante establecer que la medida de riesgo neutral es una herramienta matemática utilizada en el teorema fundamental de la valoración para expresar un precio como el valor presente esperado bajo esta medida, mientras que la medida estadística (real-world measure) es la que se debe utilizar para analizar los posibles eventos futuros. Recordemos que la NIIF9 indica que la pérdida esperada “se determina mediante la evaluación de un rango de resultados posibles”, siendo que para estos análisis de escenarios es la medida objetiva (real-world) la que se utiliza. PhD. John Hull lo establece de la siguiente manera:[footnoteRef:7] [7:  https://fincad.com/blog/scenario-analysis-and-real-vs-risk-neutral-world] 


“In the last few years, we’ve seen scenario analysis growing in importance. Financial institutions want to know how things will turn out, for example, in the next year, two years or three years’ time. It’s not just about valuations anymore, it’s about other key aspects like liquidity and how firms can expect to survive. To do this sort of analysis, you need to work in the real-world, not the risk-neutral world. For this reason, I foresee that this concept of how you move from one measure to another measure is going to be increasingly critical going forward.”

Tomando en consideración estas diferencias, la European Banking Authority recomienda utilizar el CVA para cumplir con la NIIIF13[footnoteRef:8], la cual requiere establecer el valor “justo”, incluyendo los ajustes por riesgo de crédito. Por ejemplo, el párrafo 11 de la NIIF13 indica: [8:  Ver European Banking Authority (2015). “EBA Report on CVA”, EBA.] 


“Una medición del valor razonable es para un activo o pasivo concreto. Por ello, al medir el valor razonable una entidad tendrá en cuenta las características del activo o pasivo de la misma forma en que los participantes del mercado las tendrían en cuenta al fijar el precio de dicho activo o pasivo en la fecha de la medición. Estas características incluyen, por ejemplo, los siguientes elementos:

(a) la condición y localización del activo; y

(b) restricciones, si las hubiera, sobre la venta o uso del activo.”

Esta norma sí solicita que se incluyan las subjetividades de los inversionistas, las preferencias por la liquidez, así como la correcta valoración del activo, puesto que busca obtener una valoración justa, no así una cuantificación de posibles escenarios futuros, como sí lo establece la NIIF9 en sus apartados sobre las “pérdidas esperadas”.[footnoteRef:9] [9:  Varios artículos académicos y de industria establecen esta diferencia y la importancia de utilizar la medida objetiva (real-world) dentro de la regulación a la hora de evaluar escenarios. Ver Giordano, L. and Siciliano, G. (2015). “Real-World and Risk-Neutral Probabilities in the Regulation on the Transparency of Structured Products”. ESMA Working Paper.] 


Finalmente, es importante aclarar que las probabilidades de la medida estadística (real-world measure) sí son prospectivas y no solo se alimentan de información histórica. La diferencia con respecto a la medida de Riesgo Neutral es que la primera se alimenta de información objetiva mientras que la segunda incluye información subjetiva. Por ejemplo, tal como lo indican algunas calificadoras en sus metodologías,[footnoteRef:10] las probabilidades de default son “point-in-time” y “forward-looking”, alimentándose no solo de la información histórica, sino que haciendo uso de variables macroeconómicas (objetivas). [10:  Ver la metodología de Moody’s acorde con la NIIF9 https://ma.moodys.com/rs/961-KCJ-308/images/Moody%27s%20Analytics%20and%20KBA%20webinar%20-%20East_Africa_Forward_Looking_Risk.pdf ] 


Dadas las observaciones señaladas anteriormente, para este punto NO se acepta el CVA como estimación de las pérdidas esperadas, al menos que se incorpore una transformación de las probabilidades implícitas (Risk Neutral Measure) para convertirlas en probabilidades objetivas (Real-World Measure).

2. En línea con lo expuesto en el punto anterior, se debe corregir la medida sobre la cual se están realizando los cálculos de las pérdidas esperadas. Esto se puede realizar de diversas maneras. Existen métodos para transformar las probabilidades de riesgo neutral en probabilidades objetivas (real-world measure), tales como el llamado “recovery theorem”[footnoteRef:11], así como otras técnicas donde se estima la prima por riesgo para estimar la derivada de Radon-Nikodym y recuperar las probabilidades del mundo real.[footnoteRef:12] [11:  Ross, S. (2014). “The Recovery Theorem”. Journal of Finance.]  [12:  Ver por ejemplo Crisóstomo, R. (2021). “Estimating Real World Probabilities: A Forward-Looking Behavioral Framework”. CNMV Working Paper.] 


3. El argumento presentado por Valmer no subsana la inconsistencia en la actual metodología, donde el mismo instrumento presenta cuantificaciones distintas dependiendo de la clasificación contable donde se ubique. Es importante entender que la pérdida esperada de un activo es independiente del tratamiento contable que se le dé, puesto que su monto depende solamente de las características propias del instrumento, como la calidad crediticia del emisor, por lo tanto, este requerimiento continua sin atender.

Para tener más claridad sobre la observación presentada, suponga el caso de un bono con vencimiento inferior a un año, porcentaje de recuperación de 25% y probabilidad de default de 5%. La exposición bajo Costo Amortizado es de $5.000.000 mientras que, por caídas en los precios de mercado, la exposición bajo valor razonable es de $4.750.000. Bajo estas condiciones, con precio del cero cupón (factor de descuento) igual a 99%, la pérdida esperada para este bono sería:

· Costo Amortizado: PE = (1-25%) ∙ $5.000.000 ∙ 99% ∙ 5% = $185.625,00

· Valor Razonable: PE = (1-25%) ∙ $4.750.000 ∙ 99% ∙ 5% = $176.343,75

En este ejemplo vemos que la diferencia en los valores esperados ronda los $9.281,25, monto que representa una desviación del 5% del monto de pérdida esperada calculado bajo Costo Amortizado, o dicho de otra forma, el mismo activo tendrá un 5% menos de pérdida esperada sólo por estar clasificado como Valor Razonable. Como la norma permite la reclasificación de los títulos (NIIF9 sección 5.6), la entidad podría reclasificar los títulos para reducir su valor de pérdida esperada, desviando el espíritu de la norma.

Existen muchas formas de subsanar la inconsistencia, tales como modificar el porcentaje de recuperación para que sus valores de pérdidas esperadas sean consistentes (iguales) sin importar la clasificación contable. Como bien apunta la empresa consultora, esto es inviable en vista de los ajustes a realizar para cada activo. La otra opción que es más viable sería utilizar la misma base para ambas clasificaciones contables, es decir, que para ambas el valor expuesto sea el mismo, lo cual no riñe con la norma pues se está utilizando este valor para el cálculo de la pérdida esperada (en la medida del real-world) y no para valorar el instrumento (que ahí sí se utiliza el valor en libros o la medida de riesgo neutral dependiendo de su clasificación contable).

En vista de lo explicado supra, se considera que la observación no ha sido atendida y se espera se presenten los ajustes a la metodología para que la misma sea consistente.

4. Se considera atendida esta observación. 

5. Sobre este punto se solicita lo siguiente:

a. Actualizar la “Metodología para el Deterioro del Portafolio FJPPJ” y proceder con la inclusión de la fórmula enviada por Valmer.

b. Especificar que el factor de descuento  es en realidad el Precio Forward de un título Cero Cupón (derivado de la Curva Cero Cupón), o en su defecto, escribir , donde  es la tasa forward (con la información de “hoy”) para una inversión desde  hasta . Es importante ser consistente con la metodología, de modo que, si se está realizando el cálculo del CVA, el mismo se realiza bajo la medida de riesgo neutral, por lo que los factores de descuento son los precios de los bonos cero cupón, y así debe ser utilizado a la hora del cálculo. Note que esto corrige automáticamente la observación del punto 3 puesto que la base del valor expuesto es el mismo independientemente de la clasificación contable.

El punto b. supra se sustenta en la fórmula matemática del CVA, como se puede corroborar del Apéndice 12A del libro de J. Gregory “Counterparty Risk and Credit Value Adjustment – a continuing challenge for global financial markets”. Para que este oficio sea autocontenido, se procede con la derivación del factor EPEt incluido en la fórmula matemática del CVA. El CVA se define como:

,

donde  es la esperanza bajo la medida  de riesgo neutral,  es el factor de descuento estocástico de libre riesgo y  es la exposición al momento t (valor presente de los flujos futuros bajo el factor  de libre de riesgo)[footnoteRef:13]. Se utilizó la “propiedad de la torre” para condicionar al tiempo (de parada) del default τ. [13:  En el libro de J. Gregory se indica como: “Denote the risk-free value (current MtM) of the relevant positions as V(t,T)”.] 


Si se asume que el  es constante (como lo hace la metodología de Valmer), y si se considera que los factores de descuento estocásticos y la exposición al momento t son independientes del tiempo al default, entonces, 


Como bien lo indica el Apéndice 12A[footnoteRef:14], es posible reescribir el integrando como  donde  (bajo la medida s-Forward) y  es el precio de un cero cupón con vencimiento en . Asumiendo, solo por simplificación, que el valor  es constante entre subintervalos [ti-1, ti], entonces se puede escribir el CVA como: [14:  Ver nota al pie de la página 4 en https://cvacentral.com/wp-content/uploads/2014/10/Chapter-12-Appendices.pdf ] 




donde  es la probabilidad de default bajo la medida de riesgo neutral. Es claro que esta es la fórmula empleada por Valmer, de modo que el factor de descuento debe ser el correspondiente al derivado de la Curva Cero Cupón y el valor de la exposición esperada es calculada bajo la medida forward.

Es importante recordar, que en línea con la observación 1 de este oficio, una vez calculado el CVA bajo la medida de riesgo neutral, es esencial realizar la transformación para mover el cálculo hacia la medida objetiva (real-world measure).

6.  No se tienen más comentarios sobre este punto. Se da por atendido.

7. Se da por atendida la observación.

8. Sobre este punto se solicita actualizar el manual de “Metodología para el Deterioro del Portafolio FJPPJ” y proceder con la inclusión de los siguientes párrafos presentados en la respuesta del consultor:

“El análisis para la asignación de estos proxies involucra el estudio de la información disponible en el mercado que satisfagan dichas categorías de forma discrecional.

La motivación y justificación de este proceso lo podemos encontrar en el Marco Regulador de los Acuerdos de Basilea III (BIS, 2011), en donde se sugiere:

“Cuando esté disponible, deberá utilizarse el diferencial del CDS de la contraparte; cuando no lo esté, el banco utilizará un diferencial comparable al de la contraparte por calificación, sector y región.” BIS (2011) Basilea III: Marco Regulador Global para reforzar a los bancos y sistemas bancarios.

En general, la asignación de estos proxies podría incluir un ajuste o castigo (spread crediticio) directo sobre la cotización; sin embargo, en el caso del FPPJ este no se aplica: se toma directamente el nivel del proxy.”

9. Se presentaron cambios en la metodología y la redacción, sin embargo, no se atendió el problema de que se toma una revisión de su estatus actual, en lugar de revisar el cambio entre el momento del reconocimiento del instrumento y la fecha de evaluación. Esta observación sigue sin ser atendida y se solicita que se realicen los ajustes necesarios para incluir el cambio en la calidad crediticia del instrumento desde su adquisición.

10. La fórmula de pérdidas crediticias no incluye un cambio para los instrumentos clasificados en la fase 2 con respecto a la fase 3. Esto debe corregirse, pues un instrumento en fase 3 (deteriorado) no puede utilizar los mismos parámetros que si estuviera en fase 2. En los documentos enviados no se percibe ningún cambio en la metodología utilizada para la estimación de las pérdidas esperadas dentro de la fase 2 comparada con la fase 3. Se solicita incluir las respectivas mejoras en la metodología, para que las pérdidas crediticias esperadas incorporen el deterioro de los títulos en fase 3, conforme lo establecido por la NIIF9.

Con fundamento en todo lo expuesto, los requerimientos que no fueron atendidos o aceptados, se le agradece que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, remita la documentación con las modificaciones pertinentes.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para que atienda lo indicado por la SUPEN e informe a la Junta, sobre las acciones que se seguirán, y que el informe deberá ser conocido en la próxima sesión de esta Junta.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, propone que se incluya a la presidencia del Comité de Riesgos.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en conjunto con la presidencia del Comité de Riesgos, atiendan lo indicado por la Superintendencia de Pensiones – SUPEN e informen a esta Junta lo que corresponda, sobre las acciones que se ejecutarán a la brevedad posible.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334147]ARTÍCULO XII
Documento N° 550-2021 / 451-2022
En sesión N° 36-2021 del 30 de agosto de 2021, artículo V, se tomó el acuerdo cuya dispositiva, literalmente dice:
“(…)

Se acordó: 1.) Tener recibido el oficio N° 1790-DJ/CA-2021 del 19 de julio de 2021, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica. 2.) En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, nombrar como Órgano Director del Procedimiento a la Licenciada Sarita González Quirós, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de este órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. 21-000496-1357-AD (A) seguido contra la pensionada judicial Deykell Martínez Barquero. Se declara este acuerdo firme.”” 
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Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 267-JP/DJA-2022 del 28 de abril de 2022, comunicaron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven Deykell Martínez Barquero, número de cédula 01-1736-0570, en forma atenta se indica:

· Que los días 13 y 30 de agosto de 2021 esta oficina vía correo electrónico señaló a las personas pensionadas judiciales que estudian bajo la modalidad semestral que, la fecha límite para la presentación de los documentos de estudio era el 31 de agosto de 2021, entre ellas se incluyó a la pensionada Deykell Martínez Barquero.

· Que a la fecha de generación de la planilla de la primera quincena de setiembre de 2021, la joven Martínez Barquero no presentó la documentación pertinente (documento de continuidad de estudios y calificaciones del período anterior), por lo que, se suspendió el beneficio a partir de la primera quincena de septiembre de 2021. A la pensionada se le comunicó lo anterior, los días 1° y 09 de septiembre de 2021 vía correo electrónico.

· Que el 20 de abril de 2022 la pensionada estudiante presentó en la plataforma de servicios de la Dirección de la JUNAFO (después de intercambiar varios correos electrónicos con esta oficina), la constancia de estudiante regular en el Proyecto Educación Abierta Centro América de Tirrases de Curridabat, en noveno año Zapandí (del 07/03/2022 al 30/09/2022) y además remitió vía correo electrónico la solicitud de reactivación del beneficio (véase documento adjunto).

· Que desde el mes de agosto de 2021 y hasta el día de ayer 27 de abril de 2022, en reiteradas ocasiones por diferentes medios esta oficina ha solicitado a la joven Martínez Barquero, el reporte de las calificaciones obtenidas en los estudios realizados en el primer semestre del año 2021 (programa de secundaria regular en el Satélite Juan Santamaría-Cemeja RJO, nivel de Noveno año), sin embargo, a la fecha no ha presentado dicho reporte. 

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven Deykell Martínez Barquero al momento de la suspensión, era por la suma de ¢383.885,85 (¢191.942,93 por quincena).

· Que la fecha de nacimiento de la pensionada estudiante es el 05 de marzo de 1999, por lo que, cumplirá los 25 años el 05 de marzo de 2024.

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha. Asimismo, se indique si corresponde efectuar una cuenta por cobrar por el período del cual no presentó la evaluación pertinente.

Con respecto a la determinación del período de la posible cuenta por cobrar por la no presentación del documento que compruebe buenos resultados académicos, es importante tomar en consideración que, el período de estudio comprendería del 04 de marzo 2021 (fecha de rige de reactivación del beneficio) al 31 de agosto de 2021 (fecha de rige de suspensión del beneficio 01/09/2021).

(…)

Anexos:




….”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 267-JP/DJA-2022 del 28 de abril de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Autorizar la reactivación del beneficio de pensión de la joven Deykell Martínez Barquero, por el período del 07 de marzo de 2022 al 30 de setiembre de 2022. 3.) Ante la ausencia de la documentación requerida por el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, proceder con el cobro de los dineros pagados a la joven Martínez Barquero, que comprende del 04 de marzo 2021 al 31 de agosto de 2021, conforme se ha comunicado a esta Junta. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334149]ARTÍCULO XIII
Documento N° 467-2022
En sesión N° 17-2021 del 19 de abril de 2021, artículo XVIII, se denegó la solicitud de pensión presentada por la señora Emilia Arce Brenes, en calidad de hija del jubilado judicial fallecido José Luis Arce Soto, en razón de que no cumplía con los presupuestos señalados en el artículo 228 de la ley 9544, que indica: “…Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: …. 1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…”, motivo por el cual esta Junta se encontraba imposibilitada a acceder a la petición de la señora Arce Brenes.
Los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0275-JP/DJA-2022 del 28 de abril de 2022, informaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se informa que en fecha 4 de abril de 2022, la Unidad de Cálculo de Beneficios de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, recibió la solicitud de pensión formulada por segunda ocasión por la señora Emilia María Arce Brenes cédula de identidad (valor 1), en calidad de hija mayor de 25 años con discapacidad del jubilado judicial fallecido José Luis Arce Soto cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 27 de junio de 2019.

I. Antecedentes del caso

1.1 [bookmark: _Hlk67054291]La Dirección de Gestión Humana en fecha 24 de julio de 2019, recibió la gestión de la señora Emilia María Arce Brenes, mediante la cual solicitó que se le otorgara la pensión por el fallecimiento de su padre. La solicitante presentó la gestión por razones de orfandad, en calidad de hija en estado de invalidez.

1.2 Una vez recibida la solicitud, se procedió con los trámites correspondientes ante el Departamento de Trabajo Social y Psicología, y por tratarse de un caso de invalidez, se le solicitó a doña Emilia la información requerida para el llenado de los protocolos médicos y en fecha 20 de enero de 2020 la señora entregó la información solicitada. 

1.3  Posteriormente, el 24 de enero de 2020 se presentó el expediente de la señora Arce Soto a la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social.

1.4  Por su parte, la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez en sesión N° 051-2021 de fecha 26 de febrero de 2021, acuerda declarar no inválida a la señora Emilia María Arce Brenes, lo que significa que mantiene su capacidad orgánica para desempeñarse en el ámbito laboral. Se anexa al presente oficio la Hoja de Criterio de Comisión.

1.5  En ese sentido, la Dirección de Gestión Humana, área encargada del proceso de pensiones en ese momento, rinde el informe de pensión N° PJ-DGH-AP-1116-2021 de fecha 05 de abril de 2021, para efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

1.6  Mediante acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 17-2021 celebrada el 19 de abril de 2021, artículo XVIII, se deniega la solicitud de pensión formulada por la señora Arce Brenes. A continuación, se transcribe lo acordado:

“Se acordó: Tener por conocido el informe de la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio PJ-DGH-AP-1116-2021 del 5 de abril de 2021 y el informe , en consecuencia; Denegar la solicitud de pensión presentada por la señora Emilia Arce Brenes, en calidad de hija del jubilado judicial fallecido José Luis Arce Soto, en razón de que no cumple con los presupuestos señalados en el artículo 228 de la ley 9544, que indica: “…Tienen derecho a pensión por orfandad: 1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas: …. 1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas… (el subrayado no es del original), motivo por el cual esta Junta se encuentra imposibilitada a acceder a la petición de la señora Arce Brenes.” (Énfasis agregado)

1.7  Finalmente, mediante documento recibido por esta Dirección en fecha 04 de abril de 2022, la señora Arce Brenes solicita la reapertura de su caso de pensión por discapacidad por el fallecimiento de su padre. Se anexa al presente oficio la documentación presentada por doña Emilia.

II. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas. (Énfasis agregado)

III. Conclusión 

De conformidad con la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial no es posible tramitar la solicitud de la señora Emilia María Arce Brenes, toda vez que, la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social con fundamento en el análisis de toda información contenida en el expediente y atendiendo las enfermedades referidas, declaró no invalida a la señora Arce Brenes, y la legislación actual establece que, tienen derecho de pensión por orfandad, los hijos mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

De esta forma, se pone en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la gestión presentada por la señora Emilia María Arce Brenes, para su atención de acuerdo con las potestades de ley conferidas al órgano.

(…)

Anexos:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”
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Para la resolución del presente caso, es importante recalcar que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el Principio de Legalidad estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde cita que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, debido a esto, para que la solicitud presentada por la señora Emilia María Arce Brenes sea procedente, se deben configurar a cabalidad los requisitos exigidos por la norma, específicamente en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo conducente indica: -“ Tienen derecho a pensión por orfandad: (…) 1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas. En este orden de ideas, es imperativo contar con un dictamen médico vinculante en donde determine que la persona gestionante fue evaluada y declarada inválida para continuar el proceso de análisis, dictamen que debe ser emitido por la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez, por esto, el 24 de enero de 2020 se presentó el expediente de la señora Arce Soto a la citada Comisión Calificadora, la cual lo analizó y acordó en su sesión N° 051-2021 de fecha 26 de febrero de 2021, que la señora Emilia María Arce Brenes no está inválida, lo que significa que mantiene su capacidad orgánica para desempeñarse en el ámbito laboral.
Se acuerda:	Con base en lo expuesto anteriormente, no se cumplen los preceptos del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tomando en consideración que el dictamen médico no indica que se encuentra inválida e incapaz para ejercer labores remuneradas, en consecuencia, se acuerda: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0275-JP/DJA-2022 del 28 de abril de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Con base en los argumentos expuestos anteriormente, denegar la solicitud de pensión presentada por la señora Emilia Arce Brenes, toda vez que no cumple con los requisitos estipulados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, al no encontrarse invalida e incapaz para ejercer labores remunerativas, de conformidad con los requisitos del artículo 228 inciso 1.3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que cita: “Tienen derecho a pensión por orfandad: (…) 1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas. 3.) Notificar el presente acuerdo a la señora Emilia Arce Brenes al medio aportado en el expediente. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334151]ARTÍCULO XIV
Documento N° 286-2022 / 450-2022
En sesión N° 12-2022 del 14 de marzo de 2022, artículo XIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Toc97839976]“SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS

ENTRA EL LICENCIADO ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO

ARTÍCULO XIII

Documento Nº 286-2022

El licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 00126-JP/DJA-2022 del 7 de marzo de 2022, comunicaron lo siguiente:

“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor José Francisco Castillo Serrano, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Carmelina Taylor Taylor, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 14 de junio de 2021.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 16 de julio de 2021, recibió la gestión del señor Castillo Serrano, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica del petente. 

II. Valoración socioeconómica practicada 

Mediante informe N° 21-000839-0740-TS suscrito por la Licda. Lilliam María Brenes Vargas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Castillo Serrano. 

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

El señor José Francisco Castillo Serrano cuenta con 71 años, con estudios de secundaria incompleta (décimo año) y es pensionado del régimen de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

Él y la señora Carmelina Taylor Taylor sumaban aproximadamente veinte años de unión conyugal y procrearon dos hijos y una hija: Alexay, Axel y Alaska, todos de apellidos Castillo Taylor y mayores de edad, información corroborada mediante la página del Tribunal Supremo de Elecciones, consultas civiles. Además, el señor Castillo Serrano destaca que estos últimos(a) conforman hogar con él; así como también, un nieto, de nombre Thiago Alonso Castillo Rivera, persona menor de edad e hijo de Alexay.

En cuanto a la organización de la economía familiar, don Jose Francisco infirió que, previo al fallecimiento de su esposa desconocía los ingresos económicos reales de la misma, en tanto únicamente apoyaba con el pago mensual del recibo por concepto de agua potable, cuyo monto aproximado es de ¢4,000.00 (cuatro mil colones con 00/100). Evocó, que su esposa había contraído deudas. De acuerdo con la información, la fallecida reportaba un salario total mensual de ¢3,463,452.52 (tres millones cuatrocientos sesenta y tres mil cuatrocientos cincuenta y dos colones con 52/100) y un salario neto mensual de ¢369,317.90 (trescientos sesenta y nueve mil trescientos diecisiete colones con 90/100).

El señor Castillo Serrano fue enfático al señalar no haber dependido económicamente, ni su grupo familiar, de la señora Taylor Taylor, toda vez que no daba soporte para cubrir gastos en el hogar, por concepto de alimentación, pago de transporte, vivienda, estudios u otros.

Aunado a lo anterior, el evaluado señaló que, con los ingresos económicos provenientes de su pensión, previo y posterior al deceso de doña Carmelina, se han sufragado los gastos del grupo familiar, aduciendo que esta última dependía de su persona e incluso para el pago de transporte a su lugar de trabajo.

De la información suministrada para el estudio y la revisión del reporte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de fecha 29 de junio de 2021, se tiene que, el señor Castillo Serrano recibe una pensión por un monto mensual de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), su hijo Alexay, tiene un ingreso mensual aproximado de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), mientras que Axel, tiene un ingreso mensual aproximado de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), producto de sus labores como taxistas informales, por lo que dan un aporte mensual de ¢35,000.00 (treinta y cinco mil colones con 00/100) al hogar, cada uno.

De la información documental y datos aportados por el evaluado, se conoció que la señora Taylor Taylor de sus ingresos brindaba un soporte económico al hogar, por la suma mensual de ¢4,000.00 (cuatro mil colones con 00/100), mientras que, con los ingresos del señor José Francisco y aportes económicos de sus hijos, cuyo monto asciende a ¢1,057,041.50 (un millón cincuenta y siete mil cuarenta y un colones con 50/100), sufragan los gastos del hogar. 

Previo al fallecimiento de doña Carmelina, el ingreso mensual familiar era de ¢1,061,041.50 (un millón sesenta y un mil cuarenta y un colones con 50/100) y posterior al deceso es de ¢1,057,041.50 (un millón cincuenta y siete mil cuarenta y un colones con 50/100).

Finalmente, no se identifica que el referido, sea beneficiario de otras pensiones o que esté realizando trámites.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

V. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Jose Francisco Castillo Serrano, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con la señora Carmelina Taylor Taylor, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que no dependió de los ingresos de su esposa. 

· Según certificación aportada por el señor Castillo Serrano, se constató que es pensionado del régimen de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social y recibe por este concepto un monto mensual de ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por lo que cuenta con un ingreso estable.

· De acuerdo con la información recabada por la trabajadora social encargada del peritaje, se identifica que el señor Castillo Serrano señaló que, con los ingresos económicos provenientes de su pensión, previo y posterior al deceso de doña Carmelina, se han sufragado los gastos del grupo familiar, aduciendo que esta última dependía de su persona e incluso para el pago de transporte a su lugar de trabajo.

VI. Datos de interés

· [bookmark: _Hlk43904805]Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso la señora Carmelina Taylor Taylor, mantenía una condición de servidora judicial activa. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (31 años, 3 meses y 18 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que la señora Taylor Taylor, conforme las disposiciones de la Ley N° 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢723.257,92 (setecientos veintitrés mil doscientos cincuenta y siete colones con 92/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Castillo Serrano de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su cónyuge fallecida, el cual para este caso equivaldría a ¢578.606,34 (quinientos setenta y ocho mil seiscientos seis colones con 34/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 16 de julio de 2021, un total de 24 días hábiles posteriores al fallecimiento la señora Taylor Taylor. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión al señor Castillo Serrano, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

(…)

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación:

(…)”
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Manifestaciones de los integrantes:

Señala el máster Rodrigo Arroyo Guzmán que, en su caso, le queda duda sobre sobre el estudio, razón por la que solicitaría que Trabajo Social, verifique con el señor la información y si las deudas de la señora eran provenientes de elementos del mantenimiento de la casa. Además, que el artículo 228 sí le da derecho, y que lo de la dependencia es un tema supletorio.

Dice el licenciado Parris Quesada Madrigal, que el opina que conforme a lo señala en el informe del Departamento de Trabajo Social, no le correspondería el beneficio. Pero que le queda la duda que, si por ser conyugue sobreviviente, tiene derecho al beneficio sin que haya dependencia económica.

Responde el doctor Juan Carlos Segura Solís, que se interpreta la literalidad de la norma, en el entendido que debe cumplir con ambos requisitos, tener el vínculo matrimonial, que es por más de 20 años, y el de dependencia económica.

Se acuerda: Una vez analizada la solicitud de pensión incoada el señor José Francisco Castillo Serrano, en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Carmelina Taylor Taylor, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0126-JP/DJA-2022 del 07 de marzo de 2022, suscrito por el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, previamente a resolver lo que corresponda, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, que amplié el informe remitido, con respecto a las deudas de la señora Carmelina Taylor, y su contribución con el hogar, con el fin de aclarar la razón por la que se solicita el beneficio de pensión, si no había una dependencia económica por parte del gestionante.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””

- 0 -
La licenciada Lilliam Brenes Vargas, Perita judicial de la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Limón, en oficio N° 21-000839-0740-TS del 28 de abril de 2022, remitió el siguiente informe:
“I. DATOS GENERALES

Evaluado: José Francisco Castillo Serrano. 
Proceso: Solicitud de Pensión. 
Fecha: 28 de abril del año 2022.

II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN: 

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante Oficio N° 0213-JUNAFO-2022, solicita ampliación al informe de intervención NUE: 21-000839-0740-TS, e indica: previamente a resolver lo que corresponda, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, que amplíe el informe remitido, con respecto a las deudas de la señora Carmelina Taylor, y su contribución en el hogar, con el fin de aclarar la razón, por la que se solicita el beneficio de pensión, si no había una dependencia económica por parte del gestionante. 

III. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN:

· Revisión documental: 

· Oficio N° 0213-JUNAFO-2022, emitido por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
· Constancia de deducciones a nombre de la Sra, Carmelina Berleote Taylor Taylor, de fecha 29 de julio del año 2021, emitida por el Sr, David Castillo Mora (JUPEN). 

· Entrevista semiestructurada a:

Sr José Francisco Castillo Serrano, referido. 

V: RESULTADOS DE LA SITUACIÓN EVALUADA:

La persona referida, es el Sr, José Francisco Castillo Serrano, portador de la cédula de identidad número (valor 1), de nacionalidad costarricense, fecha de nacimiento, 16 de junio del año 1950, viudo, contabiliza 71 años, con estudios de secundaria incompleta (décimo año), pensionado, y vecino de Limón.

En concordancia con la solicitud planteada, se procedió a citar a la persona interesada, Sr, José Francisco Castillo Serrano, y en entrevista efectuada, éste último ratificó la información reportada inicialmente, aduciendo no haber dependido de su difunta esposa Sra, Carmelina, en tanto, el único aporte económico que ésta última brindaba al hogar, era una contribución por un monto mensual de ¢ 4.000.00 (cuatro mil colones); dinero que era utilizado para el pago del servicio de agua potable. 

Asimismo, indicó, haber desconocido las deudas que ésta última (Sra, Carmelina) había contraído, así como el manejo personal de sus finanzas; aspecto concordante con lo previamente reportado.

En línea con anterior, el Sr, Serrano Castillo, manifestó, que posterior al fallecimiento de la Sra, Taylor, (no precisa fecha), se entera de que ésta última, había contraído compromisos financieros con prestamistas, siendo que, incluso a su hogar se presentó una fémina, a quien no conoce, mostrando un documento de cobro (pagaré), con el cual pretendía, se responsabilizara de su pago, empero, indicó, haberle dejado claro, que no cancelaría dinero alguno. Asimismo, el Sr, José Francisco, manifestó al momento de la intervención, no estar pagando deudas de la fallecida y tampoco ser sujeto de cobro alguno. 

En relación con las deudas de la Sra, Carmelina Berleote Taylor Taylor, se cuenta con la constancia de deducciones, de fecha 29 de julio del año 2021, emitida por el Sr, David Castillo Mora (JUPEN), en la cual se detallan los aspectos solicitados. 

En otro orden de ideas, el Sr, Castillo Serrano, aseveró, que los documentos de la solicitud de la pensión, fueron completados por un familiar, por lo que se avocó a firmar sin previa lectura, en tanto, consideró que la gestión podría hacerlo sujeto de una pensión; como cónyuge. 

Se emite el presente informe de ampliación solicitado.

(…)

Anexos:
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone denegar la gestión presentada por el señor José Francisco Castillo Serrano, debido a sus expresiones y consideraciones, contenidas en el informe técnico ampliado a solicitud de la Junta.
Para la resolución del presente caso, es importante recalcar que las actuaciones de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deben estar apegadas al ordenamiento jurídico, de conformidad con el Principio de Legalidad estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, donde cita que “La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes”, debido a esto, para que la solicitud presentada por el señor José Francisco Castillo Serrano sea procedente, se deben configurar a cabalidad los requisitos exigidos por la norma, específicamente en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo conducente indica: -“Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: (…) b)El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”. En este orden de ideas, es imperativo contar con un informe socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social en donde determine que el señor Castillo Serrano dependía económicamente de la señora Carmelina Taylor Taylor. Como se pudo visualizar en el oficio N° 00126-JP/DJA-2022 del 7 de marzo de 2022, emitido por la Dirección de la JUNAFO, en donde remitieron el informe N° 21-000839-0740-TS suscrito por la Licda. Lilliam María Brenes Vargas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, el señor Castillo Serrano fue enfático al señalar que él no dependía económicamente de la señora Carmelina, aunado a lo anterior, el evaluado señaló que, con los ingresos económicos provenientes de su pensión, previo y posterior al deceso de su difunda esposa, se han sufragado los gastos del grupo familiar, aduciendo que esta última dependía de su persona e incluso para el pago de transporte a su lugar de trabajo. Asimismo, como se señala en el informe N° 21-000839-0740-TS del 28 de abril de 2022, suscrito por la profesional Brenes Vargas, Perita judicial de la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Limón, el señor Castillo Serrano señaló que no cancelaría dinero alguno referente a deudas de la fallecida y tampoco ser sujeto de cobro alguno.
Se acuerda:	Con base en lo expuesto anteriormente, no se cumplen los preceptos del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, tomando en consideración que el señor Castillo Serrano no cumple con el requisito de dependencia económica al momento del fallecimiento de la causante, en consecuencia, se acuerda: 1.) Tomar nota del en oficio N° 21-000839-0740-TS del 28 de abril de 2022, suscrito por licenciada Lilliam Brenes Vargas, Perita judicial de la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Limón, en donde remite ampliación del informe de intervención NUE: 21-000839-0740-TS. 2.) Con base en los argumentos anteriormente expuestos, denegar la solicitud de pensiones presentada por el señor José Francisco Castillo Serrano, al no cumplir con los preceptos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que en lo conducente indica: - “Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: (…) b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”, debido a que no se evidencia en los informes técnicos que dependía económicamente de la señora Carmelina Taylor Taylor. 3.) Notificar el presente acuerdo al señor Castillo Serrano al medio aportado en el expediente. 4.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334154]ARTÍCULO XV
Documento N° 460-2022
El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión Nº 027- 2019, del 26 de marzo del 2019, artículo XXXIV, tomó el acuerdo que su parte dispositiva dice:
“(…)

Se acordó: 1.) Acoger la recomendación contenida en el informe N° 1017-UCS-AS-2019 por la Dirección de Gestión Humana y con base en él; Rechazar la solicitud presentada por servidor Luis Pereira Meza, Investigador de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y actualizar los cálculos indicados en el acuerdo tomado en sesión N° 99-16 del 27 de octubre de 2016, artículo XLIII, en el sentido que el servidor Pereira Meza debe reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢67.509.778,74 (sesenta y siete millones quinientos nueve mil setecientos setenta y ocho colones con setenta y cuatro céntimos), manteniéndose incólume el resto del citado acuerdo. 2.) Notifíquese el presente acuerdo al gestionante.

La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.””

- 0 -
El señor Luis Pereira Meza, Investigador Judicial de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en nota del 03 de mayo del 2022, solicitó lo siguiente:
“(…)

Primero:

Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de San José, en el puesto de investigador judicial, en fecha 16 de febrero del año 2016. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Publica P.C.D, por un período de 18 años y 01 meses.

Segundo:

Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 51 años de edad; partiendo que tenía más de 18 años laborando para dicho Ministerio (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido.

Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado el cual sale reflejado un cobro por quincena como obligación por cobrar –RTSFPJ (%)-CP-FJP.

Tercero:

No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224.

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.

Lo cual significó que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 51 de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de edad, siempre y cuando posea los 35 años de servicio público.

Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión.

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.

Petitoria:

1. En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro e informar al departamento de salarios, en relación al dinero por pago para compensar pensión; ya que, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino, además, se me obliga a cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad.

2. Solicito, además, se me reintegre el monto cancelado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación.

3.  Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando.

4. 
(…)
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por recibida la gestión del señor Luis Pereira Meza, Investigador Judicial de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en nota del 03 de mayo del 2022. 2.) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Pereira Meza, con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del último día hábil del mes siguiente de conocido por esta Junta Administradora, con la salvedad de que si la administración puede ejecutar el cese en menor plazo se aplique de esa manera. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana compute a cuánto tiempo de servicio reconocido, corresponde la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el servidor Pereira Meza, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación. 4.) La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, tomarán nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
SALE EL MÁSTER ALEXANDER ARGUEDAS VINDAS
[bookmark: _Toc103334157][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO XVI
Documento N° 348-2022 / 456-2022
En sesión N° 14-2022 del 28 de marzo de 2022, artículo VIII, se aprobó el “Reglamento para la Administración del Fondo Especial para la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, en oficio N° DJ-673-2022, del 02 de mayo del 2022, comunicó lo siguiente:
[bookmark: _Hlk71877176]“Esta unidad asesora se permite hacer de conocimiento de su estimable persona, la publicación del Reglamento para la Administración del Fondo Especial para la Dirección de La Junta Administradora Del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Este Reglamento, se publicó en La Gaceta Nº 76 de 21 de abril de 2022 y rige a partir de su publicación. 

Para efectos de conocimiento del órgano administrativo, se adjunta el Reglamento.

Anexo:
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, en oficio N° DJ-673-2022 del 02 de mayo del 2022, sobre la publicación del Reglamento para la Administración del Fondo Especial para la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que este proceso ya pasó por todas las etapas de aprobación previas, por parte de esta Junta. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334159]ARTÍCULO XVII
Documento Nº 477-2022
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino de Poder Judicial, mediante oficio N° DJ-742-2022 del 10 de mayo del 2022, comunicó:
“Esta unidad asesora se permite hacer de su conocimiento, la publicación de la Resolución N° DGT-R-15-2022 de la Dirección General de Tributación de las 8:05 horas del 3 de mayo de 2022 en donde se resuelve sobre acciones de contingencia relacionadas con el Registro Único Contribuyentes.

Esta resolución, se publicó en el Alcance N° 90 a La Gaceta Nº83 de 06 de mayo de 2022.

Para efectos de conocimiento del órgano administrativo, se adjunta la resolución. 




…”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, en oficio N° DJ-742-2022 del 10 de mayo del 2022, sobre la publicación de la Resolución N° DGT-R-15-2022 de la Dirección General de Tributación de las 8:05 horas del 3 de mayo de 2022 en donde se resuelve sobre acciones de contingencia relacionadas con el Registro Único Contribuyentes. 2.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334161]ARTÍCULO XVIII
Documento Nº 478-2022
En sesión N° 16-2022 celebrada el 19 de abril de 2022, artículo XI, que literalmente dice:
“En sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, artículo X, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 

“(…)

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del informe rendido por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora, la licenciada Maureen Siles Mata, Subdirectora y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-0535-2021 del 11 de febrero de 2022. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, continuar con la labor que fue encomendada, en relación a los estudios denominados 2 x 1, sobre la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones, y que brinde los resultados a la mayor brevedad posible. 3.) Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, como seguimiento del plan de acción de la aplicación del 2 x 1, así como al Consejo Superior y la Corte Plena. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, mediante criterio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, remitió lo siguiente:

“En atención al oficio N° 0191-JUNAFO-2022 del 17 de marzo de 2022 de esa Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se solicitó a este Dirección lo siguiente: 

“[…]Con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana, solicitar a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que remita un informe de los casos que ya tiene, y el trámite en que se encuentran. 

[…]”

Al respecto esta Dirección Jurídica indica lo siguiente:

De los informes recibidos en esta Dirección, por parte de la Dirección de Gestión Humana referente al tema objeto de consulta, procedemos a informar las siguientes acciones adoptadas: 

1. Mediante Criterio Nº DJ- 658-2021, del 10 de diciembre del 2021 se atendió el oficio PJ-DGH-AP-3977-2021 de 15 de setiembre de 2021, comunicado a esta unidad asesora el día 20 de setiembre del mismo año, en donde se determina lo siguiente:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el primer corte de casos analizados por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2015
Total de jubilaciones estudiadas 156
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014
Total de jubilaciones estudiadas; 129
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas: 285 expedientes

Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica: 123 carpetas”. 

Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Dicho criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 099 – 2021 celebrada el 18 de noviembre del 2021, artículo X.
1. En Criterio Nº DJ-41-2022 del 28 de enero del 2022, se atendió el segundo informe de oficio PJ DGH AP 5516 2021 del 16 de diciembre de 2021, comunicado a esta unidad asesora el día 17 de diciembre de 2021, en el cual se elaboró el estudio de:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el primer corte de casos analizados por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2015
Total de jubilaciones estudiadas 156
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 83 casos.

Año 2014
Total de jubilaciones estudiadas; 129
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 40 casos.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas: 285 expedientes
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica: 123 carpetas”. 
Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Este criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XI.

1. En el Criterio Nº DJ-73-2022 del 23 de febrero del 2022 se atendió el tercer informe de oficio PJDGH AP 0486 2022 del 15 de febrero de 2022, comunicado a esta unidad asesora el día 16 de febrero de 2022, en el cual se elaboró el estudio de:

“Por lo anterior y basados en los acuerdos alcanzados entre ambas Direcciones y siguiendo las recomendaciones de su estimable persona en la figura de Director Jurídico, se procede a entregar a su despacho, el tercer corte de casos analizados, así como el primer corte de casos con suma de más estimada al 31 de diciembre 2021 por la Dirección de Gestión Humana, bloque que se compone de la siguiente forma:

Año 2011
Total de jubilaciones estudiadas 121.
Jubilaciones con aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley 7605; 76 casos.

Año 2010 (Primer corte).
Total de jubilaciones estudiadas 73.

Resumen:
Total de jubilaciones estudiadas; 194 expedientes.
Total de casos a trasladar a la Dirección Jurídica; 76 carpeta”. 

Por el volumen de los documentos guardados en las carpetas, la información se entregará en la Recepción de la Dirección Jurídica, contenida en un dispositivo de almacenamiento extraíble USB.”

Este criterio supra citado, fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 018 – 2022 celebrada el 03 de marzo del 2022, artículo XXV.

De lo anteriormente expuesto, podemos indicar que a la fecha se han trasladado un total de 322 casos a esta Dirección, donde se dio las siguientes recomendaciones:

“Conforme a lo anterior, recomendamos elevar ante la Corte Suprema de Justicia realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas en el informe de la Dirección de Gestión Humana, toda vez que los mismos, conforme lo señalado por dicho órgano podrían presentar un vicio en cuanto a su motivo, dada la ausencia de uno o ambos de los requisitos contemplados en el transitorio III de la Ley General de Pensiones. 

Corresponderá a dicho Colegiado determinar si opta por estimar evidente y manifiesto el motivo de nulidad de dichos actos o si por contrario, considera necesario determinar los mismos lesivos al interés público, a efecto de referir la información necesaria a la Procuraduría General de la República, con el fin de que eventualmente se declare la nulidad para efectos hacia futuro por parte del Tribunal Procesal Contencioso Administrativo. 

Es criterio de esta unidad asesora que la posibilidad de anular los referidos actos no ha caducado, en tanto que poseen un efecto continuado, conforme así lo ha determinado el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.” 

De esta manera dejamos abarcado todo el reporte de los tractos que hasta la fecha ha recibido y atendido la Dirección Jurídica, y asimismo se informa que al día de hoy no hay ninguna petición de valoración adicional en trámite y que se encuentre por concluir.” 
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Manifestaciones de los integrantes:

Propone el licenciado Arnoldo Hernández Solano, que se le indique a la Dirección Jurídica que se concluyan los procesos correspondientes de esos primeros 322 casos, respecto al acuerdo del Consejo Superior, en sesión N° 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI, para que se proceda y se dé trámite a lo solicitado por la JUNAFO, para que se continúe con el trámite.

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que en su caso propone que sería, atender la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar a Corte Plena, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta.

Consulta el máster Oslean Mora Valdez, que porqué se eleva la consulta a Corte Plena y no a Consejo Superior, si es el superior jerárquico de la Dirección Jurídica, y que puede más ágilmente que se proceda.

Continua el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, que está de acuerdo con lo que indica el máster Oslean Mora Valdez, pero que igualmente se le copie a Corte Plena.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Atender parcialmente la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar al Consejo Superior del Poder Judicial, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena.

La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.”
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En relación con lo anterior, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, mediante oficio N° DJ-196-2022 del 10 de mayo del 2022, comunicó:
“Me refiero al oficio N° 0279 JUNAFO-2022 del 28 de abril de 2022 de esa Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el cual se solicitó a este Dirección lo siguiente: 

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° DJ-138-2022 del 05 de abril de 2022, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Atender parcialmente la recomendación de la Dirección Jurídica, y elevar al Consejo Superior del Poder Judicial, solicitando, respetuosamente el apoyo, para que la Dirección Jurídica, proceda con los 322 trámites de rigor, a la brevedad posible, máxime que esos casos, datan desde años antes del inicio de labores de esta Junta. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de Corte Plena […]”

Al respecto esta Dirección Jurídica indica lo siguiente:

Esta unidad asesora se permite aclarar a la Junta Administradora que con respecto al tema a que se refiere el acuerdo en mención, se evidencia que del oficio N° DJ-138-2022 de fecha del 05 de abril del presente año, se hizo mención de las acciones adoptadas para una resolución sobre los casos atinentes a la aplicación del Transitorio III de la Ley 7302.

En este sentido, se evidencia que se adoptaron las siguientes recomendaciones que ha dado por medio de los siguientes criterios: 

· Criterio Nº DJ- 658-2021, del 10 de diciembre del 2021 se atendió el oficio PJ-DGH-AP-3977-2021 de 15 de setiembre de 2021, criterio que fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 099 – 2021 celebrada el 18 de noviembre del 2021, artículo X.
·  Criterio Nº DJ-41-2022 del 28 de enero del 2022, se atendió el segundo informe de oficio PJ DGH AP 5516 2021 del 16 de diciembre de 2021, este criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XI.
· Criterio Nº DJ-73-2022 del 23 de febrero del 2022 se atendió el tercer informe de oficio PJDGH AP 0486 2022 del 15 de febrero de 2022, criterio fue acogido en el acuerdo de Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 018 - 2022celebrada el 03 de marzo del 2022, artículo XXV.

De lo anteriormente expuesto, podemos indicar que esta Dirección, dio las siguientes recomendaciones:

“Conforme a lo anterior, recomendamos elevar ante la Corte Suprema de Justicia realice la valoración que estime pertinente sobre la anulación de los actos administrativos que aprobaron las jubilaciones indicadas en el informe de la Dirección de Gestión Humana, toda vez que los mismos, conforme lo señalado por dicho órgano podrían presentar un vicio en cuanto a su motivo, dada la ausencia de uno o ambos de los requisitos contemplados en el transitorio III de la Ley General de Pensiones. 

Corresponderá a dicho Colegiado determinar si opta por estimar evidente y manifiesto el motivo de nulidad de dichos actos o si por contrario, considera necesario determinar los mismos lesivos al interés público, a efecto de referir la información necesaria a la Procuraduría General de la República, con el fin de que eventualmente se declare la nulidad para efectos hacia futuro por parte del Tribunal Procesal Contencioso Administrativo. 

Es criterio de esta unidad asesora que la posibilidad de anular los referidos actos no ha caducado, en tanto que poseen un efecto continuado, conforme así lo ha determinado el Tribunal de Casación de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.” 

Como se establece en las recomendaciones anteriores quien tiene la competencia de estimar la nulidad de dichos actos administrativos es el órgano colegiado de la Corte Suprema de Justicia, el artículo 180 de la Ley General de Administración Pública indica: “Artículo 180.-Será competente, en la vía administrativa, para anular o declarar la nulidad de un acto el órgano que lo dictó, el superior jerárquico del mismo, actuando de oficio o en virtud de recurso administrativo, o el contralor no jerárquico, en la forma y con los alcances que señale esta ley”

Los actos que otorguen jubilaciones en los supuestos indicados son actos creadores de derechos subjetivos, amparados al principio de confianza legítima y a la intangibilidad de los actos propios, por lo que sus efectos no pueden ser suspendidos, sin que exista previo debido proceso y un acto administrativo firme o jurisdiccional, según sea el caso, que determine la nulidad de las conductas administrativas. 

Ahora bien, cuando estemos ante una nulidad absoluta manifiesta y evidente de un acto declaratorio de derechos la Ley General de Administración Pública en el artículo 173 establece: 

“Artículo 173.-

1) Cuando la nulidad absoluta de un acto declaratorio de derechos sea evidente y manifiesta, podrá ser declarada por la Administración en la vía administrativa, sin necesidad de recurrir al contencioso-administrativo de lesividad, previsto en el Código Procesal Contencioso-Administrativo, previo dictamen favorable de la Procuraduría General de la República; este dictamen es obligatorio y vinculante. Cuando la nulidad absoluta verse sobre actos administrativos directamente relacionados con el proceso presupuestario o la contratación administrativa, la Contraloría General de la República deberá rendir el dictamen.

En ambos casos, los dictámenes respectivos deberán pronunciarse expresamente sobre el carácter absoluto, evidente y manifiesto de la nulidad invocada.

2) Cuando se trate de la Administración central del Estado, el ministro del ramo que dictó el respectivo acto deberá declarar la nulidad. Cuando se trate de otros entes públicos o Poderes del Estado, deberá declararla el órgano superior supremo de la jerarquía administrativa. Contra lo resuelto cabrá recurso de reposición o de reconsideración, en los términos del Código Procesal Contencioso-Administrativo.

3) Previo al acto final de anulación de los actos a que se refiere este artículo, la Administración deberá dar audiencia a las partes involucradas y cumplir con el debido procedimiento administrativo ordinario dispuesto en esta Ley.

4) La potestad de revisión oficiosa consagrada en este artículo, caducará en un año, a partir de la adopción del acto, salvo que sus efectos perduren.

5) La anulación administrativa de un acto contra lo dispuesto en este artículo, sea por omisión de las formalidades previstas o por no ser absoluta, evidente y manifiesta, será absolutamente nula, y la Administración estará obligada, además, al pago por daños, perjuicios y costas; todo sin perjuicio de las responsabilidades personales del servidor agente, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 199.

6) Para los casos en que el dictado del acto administrativo viciado de nulidad absoluta, evidente y manifiesta corresponda a dos o más ministerios, o cuando se trate de la declaratoria de nulidad de actos administrativos relacionados entre sí, pero dictados por órganos distintos, regirá lo dispuesto en el inciso d) del artículo 26 de esta Ley.

7) La pretensión de lesividad no podrá deducirse por la vía de la contrademanda.”

Siendo así no se puede dejar sin efecto, el acto sin ser previamente anulado, por tanto, no se puede realizar ningún cobro hasta que no aplique una decisión administrativa sobre la nulidad o no de los respectivos actos administrativos.

Lo anteriormente descrito se puede esquematizar de la siguiente manera: 

Conforme a lo anterior, no sería posible acción cobratoria alguna hasta tanto no se dicte la nulidad del acto administrativo. 

No es óbice indicar que a pesar de que se contempla la posibilidad de cobrar sumas de más, en la realidad resulta altamente incierto un cobro retroactivo de sumas pagadas más allá de un año, toda vez que cualquier nulidad que se realice, se efectuaría sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y situaciones jurídicas consolidadas. 

De lo indicado anteriormente esta Dirección, aclara que actualmente carece de la competencia y posibilidades para cumplir con lo indicado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en cuanto al cobro de sumas – de ser procedente según lo que se resuelva-, hasta tanto no se adopte una decisión por parte de la Corte Suprema de Justicia y se proceda a anular eventualmente los respectivos actos administrativos.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la JUNAFO, para que rinda criterio sobre lo expuesto en oficio DJ-196-2022 del 10 de mayo del 2022, por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino del Poder Judicial, referente a los trámites de cobro por la aplicación incorrecta del Transitorio III de la Ley Marco de Pensiones.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc99529458][bookmark: _Toc99633493][bookmark: _Toc103334164]ARTÍCULO XIX
Documento Nº 263-2022 / 449-2022
En sesión N° 11-2022 del 07 de marzo de 2022, articulo XXI, se tomó nota del oficio N° 38-2022 de la Comisión de Nombramientos, sobre las votaciones para la designación de los integrantes de esta Junta, y se aclaró que el licenciado Freddy Chacón Arrieta, es integrante suplente de esta Junta Administradora. Además, se trasladó a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que realizara lo correspondiente a la contratación, para dotar el recurso de la plataforma de votación, referido.
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 33-2022 del 21 de abril de 2022, artículo LXIII, que literalmente dice:
“La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº PJ-DGH-SACJ-0383-2022 del 4 de abril de 2022, remitió:

“Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-12-2022, celebrada el 24 de marzo del año en curso, que literalmente indica:

“ARTÍCULO XIX

Documento: 3324-22

La Licda. Vanessa Fernández Salas, Prosecretaria General interina de la Secretaría General de la Corte, mediante oficio No. 2078-2022 de 01 de marzo del presente año,2699 comunicó el acuerdo del Consejo superior, sesión No. 16-2022 celebrada el 24 de febrero último, artículo XLVIII, que literalmente indica:

[bookmark: _Hlk96946584]“Documento N° 838-2021, 2005-2022

En sesión extraordinaria de la Corte Plena N° 43-18 celebrada el 17 de setiembre de 2018, artículo XII, se aprobó el Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en lo que interesa, en su artículo 14 establece lo siguiente:

“Artículo 14.- Integración y votaciones del Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral Judicial estará integrado por cinco miembros a saber, una persona representante del Consejo de la Judicatura, una del Ministerio Público, una de la Defensa Pública, una del Organismo de Investigación Judicial y la persona a cargo de la Dirección Ejecutiva.

Cuando el Tribunal Electoral Judicial así lo requiera, la persona Directora Jurídica, la persona Directora de Tecnología de la Información y la persona Directora de Gestión Humana, participarán -en calidad de asesores- en las sesiones con voz, pero sin voto. 

[bookmark: _Hlk96940127]Para realizar la integración, el Consejo Superior hará una atenta instancia al Consejo de la Judicatura, a la Jefatura de la Fiscalía General de la República, a la Dirección de la Defensa Pública, a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y a la Dirección Ejecutiva, para que comunique al Consejo Superior, si va a asumir directamente o bien va a designar a una persona para que lo represente, en la integración del Tribunal Electoral Judicial. El Consejo Superior, mediante acuerdo, aprobará la integración del Tribunal Electoral Judicial.

El Tribunal Electoral Judicial nombrará en su seno y en forma conjunta a quien ejerza la Presidencia, la Vicepresidencia, la Secretaría, la Vocalía Primera y la Vocalía Segunda.

Los acuerdos se tomarán por mayoría simple.

Los cargos del Tribunal Electoral Judicial no recibirán remuneración de ningún tipo.”
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Se adjunta el reglamento

[image: Interfaz de usuario gráfica, Aplicación

Descripción generada automáticamente]
De conformidad con lo establecido en el artículo 14 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se entra a conocer el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero de 2022, artículo XLV, que dice:

“La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-RS-0000-2022 del 3 de febrero de 2022, comunicó:

“En atención a las renuncias que se han presentado en los integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial específicamente en la parte del colectivo judicial con respecto a los candidatos suplentes que actualmente todos están ocupan el puesto de titular dejando sin suplencias para atender alguna ausencia de los actuales ocupantes, es que se solicita a tan estimable órgano superior activar el Tribunal Electoral Judicial. 

Lo anterior de conformidad con lo que establece el Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo 5 que indica:

“La Junta Administradora estará integrada por seis miembros titulares, además habrá seis miembros suplentes, quienes serán nombrados por períodos de cinco años, pudiendo ser reelectos. Los suplentes deberán cumplir los mismos requisitos que la ley establece para los integrantes titulares. Se requiere un suplente para cada integrante titular, para que le sustituya en sus ausencias.”

Igualmente, el Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en su artículo N° 13 señala en lo que nos interesa: el Tribunal Electoral Judicial será el órgano superior del Poder Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral, mediante el cual se determinará el resultado de la voluntad del colectivo judicial.

Asimismo, en el Artículo 34 del Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial establece:

Corresponderá al Tribunal Electoral Judicial organizar, dirigir y vigilar la etapa preelectoral, la cual va desde la publicación que da inicio al proceso electoral, hasta la elaboración de la lista de elegibles.

La etapa preelectoral comprende los siguientes pasos:

a) El Tribunal Electoral Judicial publicará dando aviso del inicio del proceso electoral y dará un plazo para la inscripción de las postulaciones.

b) Las personas interesadas deberán presentar ante el Tribunal Electoral Judicial su postulación, así como los documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 240 de la ley número 9544.

Debido a lo señalado líneas antes se solicita al órgano superior que se active el Tribunal Electoral Judicial para que se pueda organizar el proceso para elegir los suplentes que hacen falta para atender las ausencias de los que ocupan la titularidad actualmente.”

- 0 -

Se acordó: Tomar nota de la comunicación de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y hacerla de conocimiento de la Corte Plena para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

De conformidad con lo establecido en el artículo 14 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se acordó: 1.) Dejar sin efecto el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero de 2022, artículo XLV. 2.) Acoger la solicitud presentada por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-RS-0000-2022 del 3 de febrero de 2022, respecto a activar el Tribunal Electoral Judicial a fin de elegir los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Solicitar a las jefaturas del Consejo de la Judicatura, la Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección Ejecutiva, comuniquen a este Consejo Superior, si van a asumir directamente o bien van a designar a una persona para que los represente, en la integración del Tribunal Electoral Judicial. Lo anterior, en el entendido que una vez que este Consejo cuente con esa información, aprobará la integración del citado Tribunal.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Dirección Jurídica y la Dirección de Tecnología de la Información, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.”

[bookmark: _Hlk98333431]- 0 -

Analizado lo expuesto por el Consejo Superior, se procede a la designación de la persona representante del Consejo de la Judicatura en el Tribunal Electoral Judicial, proponiéndose a la integrante Sady Jiménez Quesada. 

SE ACORDÓ: Comunicar al Consejo Superior que la persona propuesta como representante de este Consejo en el Tribunal Electoral Judicial, es la señora Sady Jiménez Quesada. El integrante Segura Solís se abstiene de votar.”

- 0 -

En sesión N° 16-2022 celebrada el 24 de febrero del 2022, artículo XLVIII, se dejó sin efecto el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 14-2022 celebrada el 17 de febrero de 2022, artículo XLV, y se acogió la solicitud presentada por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio Nº PJ-DGH-RS-0000-2022 del 3 de febrero de 2022, respecto a activar el Tribunal Electoral Judicial a fin de elegir los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, se solicitó a las jefaturas del Consejo de la Judicatura, la Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección Ejecutiva, comunicar a este Consejo Superior, si asumirían directamente o bien designarían a una persona para que los representara, en la integración del Tribunal Electoral Judicial. Lo anterior, en el entendido que una vez que este Consejo contara con esa información, aprobaría la integración del citado Tribunal.

Seguidamente, en sesión N° 21-2022 del 10 de marzo de 2022, artículo XIII, se tomó nota de la comunicación realizada por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N°845-DE-2022 del 3 de marzo del 2022, en que hizo de conocimiento que su persona asumirá como titular en la integración del Tribunal Electoral Judicial y como suplente sería el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable.

Luego, en sesión N° 24-2022 del 17 de marzo de 2022, artículo XLV, se tuvo por rendido el informe presentado en oficio número 169-DG-2022 del 04 de marzo 2022, por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia: se tuvo por designado al máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, como integrante del Tribunal Electoral Judicial, a fin de elegir a los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio Nº PJ-DGH-SACJ-0383-2022 del 4 de abril de 2022, remitido por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante el cual hizo de conocimiento el acuerdo adoptado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-12-2022, celebrada el 24 de marzo del año en curso. 2) En virtud de la propuesta dispuesta en el citado acuerdo; tener por designada a la licenciada Sady Jiménez Quesada, -como integrante del Tribunal Electoral Judicial-, a fin de elegir a los integrantes suplentes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.””

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, dice que cree que es necesario adicionar a la propuesta un punto 2, que refiera a solicitar al Consejo Superior, que, con motivo del permiso otorgado al señor Gerald Campos, se solicita completar el equipo de trabajo del Tribunal Electoral Judicial, y un punto 3), que indique que se reitera al Consejo Superior, la necesidad por ejecutar los procesos de elección, en el menor tiempo posible, dado lo restringido que se encuentra la conformación de la actual Junta Administradora del FPJPJ.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 33-2022 del 21 de abril de 2022, artículo LXIII, relacionado a la designación de la licenciada Sady Jiménez Quesada, como integrante del Tribunal Electoral Judicial. 2.) Solicitar al Consejo Superior, que, con motivo del permiso otorgado al señor Gerald Campos Valverde, Subdirector del Organismo de Investigación Judicial, complete el equipo de trabajo del Tribunal Electoral Judicial. 3.) Reiterar al Consejo Superior, la necesidad por ejecutar los procesos de elección, en el menor tiempo posible, dado lo restringido que se encuentra la conformación de la actual Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO.
	La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc103334166]ARTÍCULO XX
Documento N° 457-2022
Entra a conocer esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 35-2022 celebrada el 27 de abril de 2022, artículo III, que literalmente dice:
“En oficio número 0128-0128-PTO-2022 del 22 de abril de 2022, dirigido a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, el máster Miguel Ovares Chavarría y la licenciada Marlen Sánchez Solís, por su orden, Jefe de Macroproceso Financiero Contable y Jefa de Subproceso de Presupuesto, se informaron lo siguiente:

“En forma atenta, nos permitimos remitir la solicitud de Modificación Externa por Decreto Ejecutivo No. 04-2022, mediante la cual se trasladan recursos por la suma total de ¢2.189.819.737,00 distribuidos en los programas de la siguiente forma: 926 “Dirección Administración y Otros” ¢578.415.716,00, 927 “Servicio Jurisdiccional” ¢831.322.845,00, 928 “Organismo de Investigación Judicial” ¢410.536.516,00, 929 “Ministerio Público” ¢141.973.443,00, 930 “Defensa Pública” ¢43.192.817,00, 950 “Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos” por ¢169.240.000,00 y 951 “Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” por ¢15.138.400,00.

Lo anterior a efecto de cubrir necesidades generales solicitadas y gestionadas por los distintos Centros Gestores de todos los programas presupuestarios, así como necesidades institucionales de prioridad, en las que destaca la incorporación de recursos para cubrir faltantes en servicio de agua y alcantarillado, en contrato de alquileres, en combustibles por incremento en el precio, para remodelación del cuarto piso del I CJSJ por reorganización de oficinas para la instalación de la oficina de Crimen Organizado, refuerzo para el pago de peritajes y traducciones, entre otras.

Por otro lado, se informa que se estará trabajando en la inclusión de los movimientos en el Sistema de Formulación Presupuestaria del Ministerio de Hacienda (Módulo de Decretos) en cuanto sea habilitado por dicho ministerio.

Cabe indicar que, con esta modificación al presupuesto ordinario, no se ha recibido indicación en la totalidad de los movimientos gestionados por parte de las oficinas y administraciones regionales y de programa, sobre si se impactan los objetivos estratégicos contemplados en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario, título 301 “Poder Judicial”, salvo casos aislados que se señalan en las observaciones del archivo del cuadro del detalle de esta Modificación externa adjunto. Asimismo, se señala que los movimientos analizados se tratan de una redistribución de recursos entre partidas. 
	
Es importante mencionar que, los oficios con las firmas de los Jefes de Programa, autorizando los rebajos y aumentos se encuentran en trámite, por lo que se estarán remitiendo posteriormente.

La fecha de presentación de esta modificación ante el Ministerio de Hacienda es el próximo viernes 06 de mayo del 2022.”

(…)

MODIFICACION EXTERNA No. 04-2022

DECRETO EJECUTIVO

CONSIDERANDO

“ De conformidad con los artículos 140 inciso 15, 176 y 177 de la Constitución Política, el artículo 45 inciso b) de la Ley No.8131, Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, se autoriza al Ministerio de Hacienda, mediante Decreto Ejecutivo y a solicitud de la Corte Suprema de Justicia, conforme a las necesidades institucionales, a crear subpartidas y realizar traspasos de partidas entre los gastos del mismo programa, sin exceder el monto total de los recursos asignados en la presente Ley y del Superávit incorporado a la misma “
 
SE PRESENTA PARA SU APROBACION
LA MODIFICACION EXTERNA No. 04-2022, POR DECRETO EJECUTIVO

MBA. MIGUEL OVARES CHAVARRIA

JEFE DEL MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE

DEL PODER JUDICIAL

HACE CONSTAR:

Que los rebajos de las subpartidas en los programas 926, 927, 928, 929, 930, 950 y 951 propuestos en la Modificación Externa 04-2022 por Decreto Ejecutivo, cuentan con contenido económico. 

	TITULO 301

	PODER JUDICIAL

	MODIFICACIÓN POR DECRETO N°04-2022

	Programa 
	Subpartida
	F.F.
	C.E.
	C.F.
	 Rebajo por Subpartida 
	Saldo Módulo de Poderes al 31-03-2022
	Saldo después del rebajo

	926
	00301
	001
	1111
	1320
	113,000,000.00
	4,728,690,215.79
	4,615,690,215.79

	926
	00302
	001
	1111
	1320
	100,000,000.00
	4,884,713,942.67
	4,784,713,942.67

	926
	10101
	001
	1120
	1320
	100,000,000.00
	378,076,814.37
	278,076,814.37

	926
	10301
	001
	1120
	1320
	4,100,000.00
	87,435,220.53
	83,335,220.53

	926
	10303
	001
	1120
	1320
	6,363,396.00
	43,298,989.60
	36,935,593.60

	926
	10304
	001
	1120
	1320
	321,870.00
	6,949,750.10
	6,627,880.10

	926
	10305
	001
	1120
	1320
	500,000.00
	700,000.00
	200,000.00

	926
	10307
	001
	1120
	1320
	8,831,493.00
	35,768,019.82
	26,936,526.82

	926
	10405
	001
	1120
	1320
	30,000,000.00
	402,383,455.31
	372,383,455.31

	926
	10406
	001
	1120
	1320
	77,780,256.00
	1,519,416,736.90
	1,441,636,480.90

	926
	10501
	001
	1120
	1320
	300,000.00
	28,291,179.90
	27,991,179.90

	926
	10601
	001
	1120
	1320
	35,000,000.00
	120,000,000.00
	85,000,000.00

	926
	10801
	001
	1120
	1320
	19,493,176.00
	1,265,959,157.48
	1,246,465,981.48

	926
	10803
	001
	1120
	1320
	1,300,000.00
	17,206,872.48
	15,906,872.48

	926
	10804
	001
	1120
	1320
	1,969,046.00
	86,441,578.73
	84,472,532.73

	926
	10805
	001
	1120
	1320
	378,863.00
	95,354,946.07
	94,976,083.07

	926
	10806
	001
	1120
	1320
	789,000.00
	24,829,629.40
	24,040,629.40

	926
	10808
	001
	1120
	1320
	10,836,272.00
	111,604,097.58
	100,767,825.58

	926
	10899
	001
	1120
	1320
	2,870,000.00
	157,741,096.10
	154,871,096.10

	926
	20104
	001
	1120
	1320
	18,025,128.00
	154,736,668.98
	136,711,540.98

	926
	20199
	001
	1120
	1320
	781,422.00
	10,395,324.17
	9,613,902.17

	926
	20304
	001
	1120
	1320
	328,735.00
	217,917,311.58
	217,588,576.58

	926
	20305
	001
	1120
	1320
	194,405.00
	3,945,438.20
	3,751,033.20

	926
	20399
	001
	1120
	1320
	2,900,000.00
	16,394,500.76
	13,494,500.76

	926
	20401
	001
	1120
	1320
	2,375,804.00
	30,792,657.38
	28,416,853.38

	926
	29901
	001
	1120
	1320
	1,601,820.00
	84,957,734.74
	83,355,914.74

	926
	29902
	001
	1120
	1320
	3,133,034.00
	36,762,325.86
	33,629,291.86

	926
	29903
	001
	1120
	1320
	2,311,209.00
	61,968,355.44
	59,657,146.44

	926
	29905
	001
	1120
	1320
	86,786.00
	97,132,552.93
	97,045,766.93

	926
	29906
	001
	1120
	1320
	7,650,365.00
	53,740,923.41
	46,090,558.41

	926
	29999
	001
	1120
	1320
	9,031,616.00
	37,333,712.40
	28,302,096.40

	926
	50103
	280
	2210
	1320
	11,511,131.00
	355,565,278.53
	344,054,147.53

	926
	50104
	280
	2210
	1320
	1,974,103.00
	216,882,141.65
	214,908,038.65

	926
	50107
	280
	2210
	1320
	53,980.00
	25,835,735.00
	25,781,755.00

	926
	50201
	280
	2110
	1320
	2,622,806.00
	3,873,235,455.43
	3,870,612,649.43

	927
	00201
	001
	1111
	1320
	70,000,000.00
	740,023,450.46
	670,023,450.46

	927
	00203
	001
	1111
	1320
	26,000,000.00
	84,408,228.87
	58,408,228.87

	927
	00205
	001
	1111
	1320
	4,000,000.00
	91,603,486.71
	87,603,486.71

	927
	00301
	001
	1111
	1320
	537,000,000.00
	11,752,749,688.13
	11,215,749,688.13

	927
	10299
	001
	1120
	1320
	922,380.00
	3,209,123.95
	2,286,743.95

	927
	10301
	001
	1120
	1320
	3,500,000.00
	39,801,305.39
	36,301,305.39

	927
	10406
	001
	1120
	1320
	149,808,225.00
	305,832,237.72
	156,024,012.72

	927
	10701
	001
	1120
	1320
	2,500,000.00
	18,740,433.00
	16,240,433.00

	927
	10801
	001
	1120
	1320
	3,306,958.00
	123,803,856.08
	120,496,898.08

	927
	10804
	001
	1120
	1320
	704,000.00
	2,984,324.00
	2,280,324.00

	927
	10806
	001
	1120
	1320
	291,352.00
	8,369,161.00
	8,077,809.00

	927
	10808
	001
	1120
	1320
	9,718,182.00
	30,462,883.57
	20,744,701.57

	927
	20102
	001
	1120
	1320
	210,537.00
	7,134,820.59
	6,924,283.59

	927
	20104
	001
	1120
	1320
	739,393.00
	84,115,462.31
	83,376,069.31

	927
	20199
	001
	1120
	1320
	49,000.00
	630,473.39
	581,473.39

	927
	20301
	001
	1120
	1320
	125,000.00
	2,302,634.64
	2,177,634.64

	927
	20304
	001
	1120
	1320
	19,398,648.00
	47,104,627.33
	27,705,979.33

	927
	29901
	001
	1120
	1320
	2,255,000.00
	19,334,419.13
	17,079,419.13

	927
	29905
	001
	1120
	1320
	25,000.00
	10,714,941.07
	10,689,941.07

	927
	29906
	001
	1120
	1320
	569,170.00
	15,227,126.05
	14,657,956.05

	927
	50104
	280
	2210
	1320
	200,000.00
	79,414,884.81
	79,214,884.81

	928
	00301
	001
	1111
	1320
	200,000,000.00
	5,440,672,011.24
	5,240,672,011.24

	928
	00399
	001
	1111
	1320
	5,000,000.00
	11,450,819,856.09
	11,445,819,856.09

	928
	10101
	001
	1120
	1320
	60,000,000.00
	311,169,018.59
	251,169,018.59

	928
	10401
	001
	1120
	1320
	3,752,000.00
	144,707,201.44
	140,955,201.44

	928
	10406
	001
	1120
	1320
	14,246,268.00
	165,082,215.97
	150,835,947.97

	928
	10804
	001
	1120
	1320
	200,000.00
	6,087,043.80
	5,887,043.80

	928
	10805
	001
	1120
	1320
	7,753,732.00
	235,809,302.95
	228,055,570.95

	928
	20104
	001
	1120
	1320
	48,877,600.00
	119,093,725.85
	70,216,125.85

	928
	20402
	001
	1120
	1320
	1,550,487.00
	234,254,254.70
	232,703,767.70

	928
	29901
	001
	1120
	1320
	5,026,894.00
	59,050,918.94
	54,024,024.94

	928
	29902
	001
	1120
	1320
	9,378,032.00
	564,909,409.09
	555,531,377.09

	928
	29903
	001
	1120
	1320
	5,094,082.00
	47,678,770.23
	42,584,688.23

	928
	29904
	001
	1120
	1320
	6,195,723.00
	119,574,538.52
	113,378,815.52

	928
	29906
	001
	1120
	1320
	26,010,575.00
	350,764,389.67
	324,753,814.67

	928
	50103
	280
	2210
	1320
	2,000,000.00
	243,607,912.46
	241,607,912.46

	928
	50106
	280
	2210
	1320
	15,451,123.00
	550,518,835.03
	535,067,712.03

	929
	00301
	001
	1111
	1320
	110,000,000.00
	3,333,020,826.52
	3,223,020,826.52

	929
	10406
	001
	1120
	1320
	11,572,123.00
	81,421,383.36
	69,849,260.36

	929
	10502
	001
	1120
	1320
	2,716,905.00
	41,793,170.18
	39,076,265.18

	929
	10702
	001
	1120
	1320
	578,891.00
	3,102,384.00
	2,523,493.00

	929
	10806
	001
	1120
	1320
	370,000.00
	1,613,340.00
	1,243,340.00

	929
	10807
	001
	1120
	1320
	786,384.00
	13,597,484.50
	12,811,100.50

	929
	10899
	001
	1120
	1320
	125,000.00
	176,000.00
	51,000.00

	929
	20101
	001
	1120
	1320
	1,264,985.00
	23,776,144.11
	22,511,159.11

	929
	20102
	001
	1120
	1320
	10,200.00
	73,848.00
	63,648.00

	929
	20104
	001
	1120
	1320
	411,164.00
	44,319,117.10
	43,907,953.10

	929
	20203
	001
	1120
	1320
	576,046.00
	5,374,424.29
	4,798,378.29

	929
	20304
	001
	1120
	1320
	226,265.00
	20,923,512.74
	20,697,247.74

	929
	20305
	001
	1120
	1320
	50,000.00
	80,139.20
	30,139.20

	929
	20402
	001
	1120
	1320
	4,682,801.00
	23,286,938.63
	18,604,137.63

	929
	29903
	001
	1120
	1320
	145,459.00
	2,872,890.97
	2,727,431.97

	929
	50199
	280
	2210
	1320
	2,216,860.00
	7,359,688.00
	5,142,828.00

	929
	50201
	280
	2110
	1320
	6,240,360.00
	23,523,245.08
	17,282,885.08

	930
	00302
	001
	1111
	1320
	20,000,000.00
	4,345,858,279.40
	4,325,858,279.40

	930
	10203
	001
	1120
	1320
	50,000.00
	56,650.00
	6,650.00

	930
	10307
	001
	1120
	1320
	150,000.00
	300,000.00
	150,000.00

	930
	10406
	001
	1120
	1320
	20,000,000.00
	121,480,500.91
	101,480,500.91

	930
	10807
	001
	1120
	1320
	97,957.00
	6,749,258.72
	6,651,301.72

	930
	10808
	001
	1120
	1320
	207,000.00
	207,000.00
	0.00

	930
	20102
	001
	1120
	1320
	684,869.00
	992,910.00
	308,041.00

	930
	20199
	001
	1120
	1320
	67,181.00
	67,181.00
	0.00

	930
	20304
	001
	1120
	1320
	1,092,817.00
	3,147,716.87
	2,054,899.87

	930
	20305
	001
	1120
	1320
	92,500.00
	117,600.00
	25,100.00

	930
	20306
	001
	1120
	1320
	150,000.00
	188,217.99
	38,217.99

	930
	29901
	001
	1120
	1320
	163,824.00
	1,946,967.00
	1,783,143.00

	930
	29903
	001
	1120
	1320
	164,530.00
	436,414.00
	271,884.00

	930
	29905
	001
	1120
	1320
	18,454.00
	3,503,361.73
	3,484,907.73

	930
	29906
	001
	1120
	1320
	253,685.00
	18,105,049.00
	17,851,364.00

	950
	00105
	001
	1111
	1320
	22,000,000.00
	87,833,247.60
	65,833,247.60

	950
	00201
	001
	1111
	1320
	45,000,000.00
	127,534,938.47
	82,534,938.47

	950
	00203
	001
	1111
	1320
	37,000,000.00
	57,487,702.64
	20,487,702.64

	950
	00302
	001
	1111
	1320
	53,000,000.00
	648,315,589.36
	595,315,589.36

	950
	10101
	001
	1120
	1320
	12,000,000.00
	43,256,494.19
	31,256,494.19

	950
	20402
	001
	1120
	1320
	240,000.00
	12,532,958.62
	12,292,958.62

	951
	00302
	001
	1111
	1320
	38,400.00
	127,338,421.17
	127,300,021.17

	951
	10302
	001
	1120
	1320
	3,000,000.00
	15,000,000.00
	12,000,000.00

	951
	10307
	001
	1120
	1320
	7,000,000.00
	29,169,564.00
	22,169,564.00

	951
	10405
	001
	1120
	1320
	3,000,000.00
	40,000,000.00
	37,000,000.00

	951
	10702
	001
	1120
	1320
	2,000,000.00
	9,100,000.00
	7,100,000.00

	951
	29901
	001
	1120
	1320
	100,000.00
	1,350,000.00
	1,250,000.00

	Totales
	2,189,819,737.00
	62,112,615,351.41
	59,922,795,614.41



Dada en la ciudad de San José a los veintidós días del mes de abril del año dos mil veintidós.”

- 0 -

Mediante oficio N° 0129-0128-PTO-2022 del 22 de abril de 2022, dirigido al licenciado José Luis Araya Alpízar, Subdirector General del Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Dirección Ejecutiva, comunicó lo siguiente:

“Le solicito realizar las gestiones pertinentes para que se tramite la modificación presupuestaria que se incluirá en el Sistema de Formulación Presupuestaria, módulo de decretos en el momento en que el Sistema se encuentre habilitado por el Ministerio de Hacienda, por un total de ¢2.189.819.737,00.

Seguidamente se muestra el resumen institucional, por programa y subprograma:

	Programa
	Monto de la Rebaja
	Monto del Aumento

	926 Dir. Adm. y Otros Org. Apoyo Jurisd.
	₡578.415.716,00
	₡578.415.716,00

	927 Servicio Jurisdiccional
	₡831.322.845,00
	₡831.322.845,00

	928 Organismo de Investigación Judicial
	₡410.536.516,00
	₡410.536.516,00

	929 Ministerio Público
	₡141.973.443,00
	₡141.973.443,00

	930 Defensa Pública
	₡43.192.817,00
	₡43.192.817,00

	950 Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	₡169.240.000,00
	₡169.240.000,00

	951 Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del PJ
	₡15.138.400,00
	₡15.138.400,00

	TOTAL
	₡2.189.819.737,00
	₡2.189.819.737,00
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	Programa/Código Partida/ Código Subpartida/ Fuente Financiamiento/Código Centro Gestor/ Rubro
	CF
	IP
	Concepto
	
	Observaciones
	
	
	
	Total por Programa
	Total por Partida/ Total por Subpartida/ Total por Fuente

	
	Programa: 926 - Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  578 415 716,00 
	
	
	

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   213 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00301
	
	
	
	1111
	1320
	
	Retribución por años servidos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   113 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   113 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00302
	
	
	
	1111
	1320
	
	Restricción al ejercicio liberal de la profesión
	
	
	
	
	
	
	
	
	   100 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   100 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   300 833 372,00 

	
	 Subpartida: 10101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   100 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida alquiler de edificios, locales y terrenos según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Servicios Públicos.
	
	   100 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Información 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   4 100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se disminuye del artículo 03517 publicación en periódicos ya que este año no se deben hacer tantas publicaciones con la entrada en uso del SICOP por lo que se puede disponer
	
	   2 000 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 653
	
	
	
	
	
	DESPACHO DE LA PRESIDENCIA
	Se disminuye el artículo Servicio de divulgaciones diversas pues ya se tiene una estrategia de divulgación programada para el 2022., Se disminuye el artículo Servicio divulgación diversas, no se van a utilizar los recursos porque ya se tiene una estrategia de divulgación programada para el 2022.
	
	   2 100 000,00 

	
	 Subpartida: 10303
	
	
	
	1120
	1320
	
	Impresión, encuadernación y otros
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 363 396,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 21818 Servicio quemado de Planchas porque se estará contando con los recursos suministrados por el Departamento de Artes Graficas. 
	
	    803 396,00 

	
	Centro Gestor Origen: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se rebaja servicio de fotocopiado debido a la disminución en el requerimiento producto del teletrabajo y la política cero papel que impulsa la institución
	
	   5 000 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 22670 servicio de impresión de afiches debido a que para este período serán solicitados a la imprenta.
	
	    60 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 667
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CIUDAD JUDICIAL SAN JOAQUIN DE FLORES
	Se rebaja el artículo 21818 - Servicio de Quemado de Planchas ya que tres oficinas judiciales nos trasladaron recursos para colaborar en la contratación del servicio de quemado de planchas de los trabajos impresos que han solicitado.
	
	    500 000,00 

	
	 Subpartida: 10304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Transporte de bienes
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    321 870,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 04013 servicio de grúas, debido a que para este período se rebaja la cantidad servicios requeridos.
	
	    300 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se rebaja articulo "Servicio de Grúa" debido a que no existe contrato para brindar este servicios a las unidades asignadas a la Administración Regional de Liberia del Primer Circuito Judicial de Guanacaste. 
	
	    21 870,00 

	
	 Subpartida: 10305
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios aduaneros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se disminuye del artículo 19533 Servicios Aduaneros ya que se hizo la proyección del gasto para el 2022 y por el tema de pandemia no se ha requerido traer equipos del extranjero y se deben devolver los recursos a la Escuela Judicial
	
	    500 000,00 

	
	 Subpartida: 10307
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de tecnologías de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	   8 831 493,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 134
	
	
	
	
	
	DIRECCION GESTION HUMANA
	Se rebaja el artículo 24745 Test psicológicos on line, al mantener en stock este suministro para la atención parcial de la necesidad 2022. En virtud de lo expuesto, se sacrifica parcialmente la compra de test on line. 
	
	   7 000 000,00 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida SERVICIOS DE TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender faltante reflejado en proyección de seguimiento del Rubro de Servicios Públicos.
	
	   1 831 493,00 

	
	 Subpartida: 10405
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios informáticos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   30 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 122
	
	
	
	
	
	Dirección de tecnología de información y comunicaciones
	Se rebaja servicios informáticos debido a que se han cubierto las necesidades del año por lo que se redistribuyen los recursos para cubrir otras necesidades prioritarias a nivel institucional. 
	
	   30 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10406
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios generales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   77 780 256,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida SERVICIOS GENERALES con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Contratos y para atender requerimientos institucionales urgentes y prioritarios como por ejemplo diferenciales cambiarios.
	
	   77 780 256,00 

	
	 Subpartida: 10501
	
	
	
	1120
	1320
	
	Transporte dentro del país
	
	
	
	
	
	
	
	
	    300 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 655
	
	
	
	
	
	COMISION NACIONAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA
	Se disminuye articulo 242206 de ayuda económica a facilitadores judiciales transporte ya que se cancelo una capacitación planificada en la zona sur por lo que no se gastara en ayuda económica, por ende el presupuesto destinado a esa actividad no se utilizara.
	
	    300 000,00 

	
	 Subpartida: 10601
	
	
	
	1120
	1320
	
	Seguros 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   35 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 134
	
	
	
	
	
	DIRECCION GESTION HUMANA
	Se rebaja póliza de riesgos del trabajo debido a la disminución en el gasto por tema de teletrabajo y ante la disponibilidad de recursos se destina para atender otras necesidades prioritarias.
	
	   35 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10801
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de edificios y locales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   19 493 176,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 19545 que corresponde a mantenimiento edificios y locales, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para el año anterior fue menor, no se afecta al PAO. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	   19 493 176,00 

	
	 Subpartida: 10803
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de instalaciones y otras obras
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 300 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el artículo de Mantenimiento al Sistema de Tratamiento de Aguas Residuales, por que el contrato iniciará posterior a la fecha prevista. Esta rebaja no afecta el cumplimiento de los PAOS. Se rebaja el artículo de Mantenimiento de Instalaciones y Otras Obras, debido a que se disminuirá la frecuencia de mantenimiento del edificio de los Tribunales de San Carlos. 
	
	   1 300 000,00 

	
	 Subpartida: 10804
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de maquinaria y equipo de producción
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 969 046,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se rebaja artículo 19548, mantenimiento y reparación de maquinaria y equipo de producción y artículo 21069, servicio de mantenimiento de planta eléctrica ya que una vez realizados los servicios de dicho artículo por el año, se redistribuyen recursos. 
	
	   1 969 046,00 

	
	 Subpartida: 10805
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de transporte
	
	
	
	
	
	
	
	
	    378 863,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se rebaja del artículo 19549 Mantenimiento y reparación de equipo de transporte ya que con el disponible que se deja en la subpartida se afrontan los gastos del presente año. 
	
	    378 863,00 

	
	 Subpartida: 10806
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	    789 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se rebaja del artículo 14287 Mantenimiento y reparación de equipo de comunicación ya que ya que con el disponible que se deja en la subpartida se afrontan los gastos del presente año. 
	
	    500 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 458
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL PUNTARENAS
	Se rebaja el artículo 14287 mantenimiento y reparación de equipo de comunicación por cuanto la oficina no requiere estos recursos.
	
	    39 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el artículo de Mantenimiento y Reparación de Equipo de Comunicación, debido a que hay equipos nuevos que no necesitan mantenimiento. Esta rebaja no implica el incumplimiento de los PAOS.
	
	    250 000,00 

	
	 Subpartida: 10808
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de cómputo y sistemas de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	   10 836 272,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 19552 mantenimiento y reparación de equipo de computo y sistemas ya que se cuenta con los sistemas en las condiciones necesarias para atender las actividades de la Escuela Judicial. 
	
	    332 657,00 

	
	Centro Gestor Origen: 110
	
	
	
	
	
	DIRECCION DE PLANIFICACION
	Se rebaja Mantenimiento de equipo de computo y sistemas de información debido a que los mantenimientos del periodo ya fueron atendidos y no se requieren recursos adicionales. 
	
	   2 503 615,00 

	
	Centro Gestor Origen: 122
	
	
	
	
	
	Dirección de tecnología de información y comunicaciones
	Se rebaja Mantenimiento y reparación de equipo de computo y sistemas debido a que se han cubierto las necesidades del año por lo que se redistribuyen los recursos para cubrir otras necesidades prioritarias a nivel institucional. 
	
	   8 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10899
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de otros equipos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 870 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 147
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD
	Se rebaja artículo 19553 Mantenimiento y Reparación de otros equipo, subpartida 10899 para atender otras necesidades institucionales, este rebajo no implicará ajuste a los planes operativos del presente presupuesto, debido a que lo de los mantenimientos programados ya está cubierto con certificaciones de contenido, por lo cual se puede trasladar este monto.
	
	   2 870 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   48 420 324,00 

	
	 Subpartida: 20104
	
	
	
	1120
	1320
	
	Tintas, pinturas y diluyentes 
	
	
	
	
	
	
	
	
	   18 025 128,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 23296 Toner para impresora Lexmark MS310DN y articulo 23908 Toner Ricoh ya que se cuenta con los insumos necesarios para la Escuela Judicial.
	
	    976 300,00 

	
	Centro Gestor Origen: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se disminuye artículo 23257 toner para impresora Lexmark MX711DE siendo que esta Administración cubrió la necesidad con un monto inferior a lo presupuestado.
	
	    542 395,00 

	
	Centro Gestor Origen: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se rebaja artículo 10676, pintura aceite, ya que una vez realizadas las adquisiciones de dicho artículo por el año, se redistribuyen recursos 
	
	    200 000,00 

	
	Rubro Origen: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se rebaja del contrato 046118 correspondiente a la compra según demanda de toner Lexmark dado que se cuenta con existencias suficientes para cubrir las necesidades institucionales
	
	   16 306 433,00 

	
	 Subpartida: 20199
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros productos químicos y conexos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    781 422,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 10841 Polvos Magnéticos color negro y articulo 11266 Polvo Fosforescente Magnético de colores ya que se cuenta con la cantidad suficiente en stock para impartir la capacitación.
	
	    781 422,00 

	
	 Subpartida: 20304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    328 735,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 147
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD
	Se rebaja el art.19569 Otros, repuestos y accesorios, subpartida 20402, tomando en consideración que no se va a requerir la totalidad de los recursos de este artículo para atender compras de repuestos para los vehículos.
	
	    328 735,00 

	
	 Subpartida: 20305
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de vidrio
	
	
	
	
	
	
	
	
	    194 405,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 284
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja articulo 23054 puerta de vidrio por cuanto para lo que se requería estará atendido con la contratación de remodelación de Buenos Aires.
	
	    194 405,00 

	
	 Subpartida: 20399
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 900 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 19567 otros materiales y productos de uso en la construcción ya que se cuenta con los insumos necesarios para atender las necesidades de capacitación.
	
	   1 000 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 284
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja de Otros materiales y productos de uso en la construcción por cuanto se estima no vaya a ser requerido en su totalidad en y actualmente se requiere atender pago de compromiso contractual no proyectado (pago de reajuste de precios en servicio de seguridad.
	
	    100 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 458
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL PUNTARENAS
	Se rebaja el artículo 19567 otros materiales y productos de uso de la construcción por cuanto de momento la oficina no requiere estos recursos y se trasladan para atender otras necesidades prioritarias.
	
	    100 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 786
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SANTA CRUZ
	Se rebaja el artículo #24350 - MINGITORIO WATER FREE lo anterior debido a que no existe un estudio técnico sobre la mejora en el edificio para la instalación de este tipo de sanitario. 
	
	   1 700 000,00 

	
	 Subpartida: 20401
	
	
	
	1120
	1320
	
	Herramientas e instrumentos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 375 804,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 13197 recipiente plástico para recolección, articulo 13449 cortafrío, articulo 13510 cepillo de acero, articulo 13687 Pinza, articulo 19568 otros, herramientas e instrumentos, articulo 21510 Prensa para plantas, articulo 21793 Herramienta para allanamiento Kelly y articulo 21794 Ariete ya que se cuenta con el recurso necesario para atender las capacitaciones de la Unidad de Capacitación de OIJ. 
	
	   2 375 804,00 

	
	 Subpartida: 29901
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 601 820,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 19570 otros útiles y materiales de oficina y computo ya que se cuenta con los materiales necesarios para atender las capacitación de la Escuela Judicial.
	
	   1 041 564,00 

	
	Centro Gestor Origen: 147
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD
	Se rebaja artículo 23550 Cinta para impresora Datacard, art 25191 Cinta laminadora y art. 24617 Audífonos Convencionales, tomando en consideración que no se requiere la totalidad de los recursos para atender la necesidad este periodo 2022, según estudio realizado. Se rebaja artículo 24211 Kit completo de firma digital (tarjeta, lector, certificado), debido a que ya la compra de firmas digitales se realizó y no se requiere este disponible, no representa afectación de planes operativos. 
	
	    560 256,00 

	
	 Subpartida: 29902
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales médico, hospitalario y de investigación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 133 034,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 134
	
	
	
	
	
	DIRECCION GESTION HUMANA
	Se rebaja el artículo 14589 Cintas para glicemia, al mantener en stock este suministro para la atención parcial de la necesidad durante el año, en razón de lo anterior se sacrifica parcialmente la compra de cintas.
	
	   3 133 034,00 

	
	 Subpartida: 29903
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos de papel, cartón e impresos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 311 209,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 14931 papel p/fotocop. carta bond blanco, articulo 15051 papel bond 90gr y articulo 15230 silueta para tiro al blanco porque se cuenta con el insumo necesario para atender las necesidades de la Escuela Judicial. 
	
	   2 292 885,00 

	
	Centro Gestor Origen: 1817
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SARAPIQUI
	Se rebajan del artículo 22324 calcomanía para vehículo, por cuanto la necesidad se cubrió por medio del departamento de artes gráficas.
	
	    18 324,00 

	
	 Subpartida: 29905
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de limpieza
	
	
	
	
	
	
	
	
	    86 786,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se disminuye artículo 24433 Desinfectante concentrado siendo que esta Administración no se hará uso de la totalidad de los recursos de este artículo, según el estudio de mercado realizado.
	
	    86 786,00 

	
	 Subpartida: 29906
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de resguardo y seguridad
	
	
	
	
	
	
	
	
	   7 650 365,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se rebaja del artículo 15765 Orejeras ya que según los estudios que tenemos para las compras de este año no ocupamos la totalidad ya que las que ese artículo es un convenio con el Arsenal Nacional y este año no las requieren por lo que podemos ceder el monto para reforzar el pago del contrato de SICOP
	
	   1 500 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 147
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD
	Se rebaja el artículos 15472 Funda para revólver (pistola), subpartida 29906, con motivo de que no se va a requerir la compra de este artículo este año, y se van a atender otras necesidades institucionales para dar buen uso al presupuesto. No hay afectación planes operativos.
	
	    500 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja del articulo 15430 trajes descartables de la partida útiles y materiales de resguardo y seguridad toda vez que se estima que no se requiere la compra de los mismos se logra cubrir la necesidad con los que tenemos en inventario 
	
	    435 562,00 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 15738 zapatos de seguridad debido a que la cantidad a comprar se disminuye para este periodo.
	
	    60 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 458
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL PUNTARENAS
	Se rebaja el artículo 15430 trajes descartables completos, toda vez que la oficina no requiere estos recursos en virtud de que con las nuevas disposiciones en relación con el COVID no se requiere el uso de trajes.
	
	    250 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se rebaja el artículo N°15430 "trajes descartables" debido a que no se requiere la compra del artículo.
	
	    749 550,00 

	
	Centro Gestor Origen: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se disminuye artículo 15430 trajes descartables completos siendo que esta Administración cubrió la necesidad con presupuestos inferior, según el estudio de mercado realizado.
	
	   3 952 001,00 

	
	Centro Gestor Origen: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se rebaja artículo 15430, trajes descartables completos, ya que una vez realizadas las adquisiciones de dicho artículo por el año, se redistribuyen recursos 
	
	    95 846,00 

	
	Centro Gestor Origen: 1817
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SARAPIQUI
	Se rebaja del articulo 15430 trajes descartables por cuanto los mismos no se requieren en vista de que cambiaron los protocolos de limpieza debido a la emergencia de la pandemia por COVID 19
	
	    107 406,00 

	
	 Subpartida: 29999
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   9 031 616,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 134
	
	
	
	
	
	DIRECCION GESTION HUMANA
	Se rebaja el artículo 15989 Carnet de identificación, al mantener en stock este suministro para la atención parcial de la necesidad 2022. En virtud de lo expuesto, se sacrifica parcialmente la compra de carnet.
	
	   8 650 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 147
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD
	Se rebaja el 22942 Batería alcalina 9V (cuadrada), tomando en consideración que con el disponible restante se podrá atender la compra de este artículo, con la cantidad necesaria para suplir la necesidad institucional. Se rebaja el art.15976 Sobre plástico para carnets, tomando en consideración que no se requiere la compra de este artículo, debido a que contamos con la cantidad necesaria para suplir la necesidad, y la no afectación de planes operativos del presente presupuesto. 
	
	    381 616,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   16 162 020,00 

	
	 Subpartida: 50103
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   11 511 131,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se rebaja el articulo 16576 Mezclador de Audio y articulo 24786 micrófono cuello de ganso ya que se cuenta con el recurso en la Unidad de Audiovisuales para el año 2022. Se rebaja el articulo 20780 cámara de video profesional porque se estarán atendiendo las necesidades de video con las cámaras con que cuenta la Escuela Judicial.
	
	   8 337 576,00 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 24442 que corresponde a micrófono testigo para sala colegiada y artículo 24448 que corresponde a micrófono cuello ganso, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de los mismos el año anterior fue menor, no se afecta al PAO. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.


	
	   3 173 555,00 

	
	 Subpartida: 50104
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 974 103,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 16783 que corresponde a aire acondicionado, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de los mismos el año anterior fue menor, no se afecta al Pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	   1 176 445,00 

	
	Centro Gestor Origen: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se rebaja artículo 20486, aire acondicionado de 36000 btu, ya que una vez realizadas las adquisiciones de dicho artículo por el año, se redistribuyen recursos 
	
	    700 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 980
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL TURRIALBA
	Se rebaja el artículo estante metálico con bandejas, debido que se presupuesto y ahora ya no es útil porque todo es virtual 
	
	    97 658,00 

	
	 Subpartida: 50107
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario educacional, deportivo y recreativo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    53 980,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el articulo 17421 de la partida Equipo y mobiliario educacional deportivo y recreativo toda vez que no se requiere la adquisición de la pizarra por la donación de una pizarra el año anterior de otro circuito 
	
	    53 980,00 

	
	 Subpartida: 50201
	
	
	
	2110
	1320
	
	Edificios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 622 806,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 176
	
	
	
	
	
	OFICINA DE ADMINISTRACION II CIR. JUD. SAN JOSE
	Se rebaja artículo de edificios siendo que el proyecto de reacondicionamiento eléctrico ya se encuentra cubierto para este periodo. 
	
	   2 622 806,00 

	
	Programa: 927 - Servicio Jurisdiccional
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  831 322 845,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   637 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00201
	
	
	
	1111
	1320
	
	Tiempo extraordinario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   70 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   70 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00203
	
	
	
	1111
	1320
	
	Disponibilidad laboral
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   26 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   26 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00205
	
	
	
	1111
	1320
	
	Dietas
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   4 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   4 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00301
	
	
	
	1111
	1320
	
	Retribución por años servidos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   537 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   537 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   170 751 097,00 

	
	 Subpartida: 10299
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios básicos 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    922 380,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 586
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se rebaja el art. 19658 Servicios Municipales, debido a que ya se cancelo los servicios correspondientes a este periodo. 
	
	    922 380,00 

	
	 Subpartida: 10301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Información 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 489
	
	
	
	
	
	JUZGADO TRANSITO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja el artículo 03517 Publicación en Periódicos debido a que ha bajado la cantidad de solicitudes de publicaciones por parte de los Juzgados de tránsito, por lo que se procede a atender otras necesidades de mayor urgencia.
	
	   3 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10406
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios generales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   149 808 225,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se rebaja el articulo "Servicio de Vigilancia" debido a que el monto requerido ya esta cubierto.
	
	   9 702 971,00 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja del artículo 04265 que corresponde a servicios de vigilancia, debido a que no se autorizó la solicitud de nuevos servicios de seguridad, no se afecta al PAO. objetivo del PAO: que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93 % del presupuesto asignado al periodo correspondiente. Se rebaja servicio de limpieza debido a que ya los recursos se encuentran separados para cubrir el servicio del período por lo que se trasladan para otras necesidades de prioridad. 
	
	   65 105 254,00 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida SERVICIOS GENERALES con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Contratos como por ejemplo diferenciales cambiarios.
	
	   75 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10701
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Actividades de capacitación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 653
	
	
	
	
	
	DESPACHO DE LA PRESIDENCIA
	Se disminuye el artículo Actividades de Capacitación y Materiales Auxiliares en razón que ya se tienen programadas todas las actividades del año se trasladan los recursos para atender otras necesidades urgentes.
	
	   2 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10801
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de edificios y locales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 306 958,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el articulo 18776 remodelación y articulo 19545 mantenimientos toda vez que ya a este edificio se realizaron las mejoras con el presupuesto del año anterior por lo que no se requieren estos recursos y se procede a trasladarlos. Se rebaja el articulo 22727 trabajos de pintura toda vez que los mantenimientos al edificio se realizaron con el presupuesto del año anterior, por lo que no se requieren los recursos y se trasladan. 
	
	   3 306 958,00 

	
	 Subpartida: 10804
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de maquinaria y equipo de producción
	
	
	
	
	
	
	
	
	    704 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 19548 que corresponde a mantenimiento y reparación de maquinaria y equipo de producción debido a que la revisión del presupuesto del monto que se pagó al año anterior en reparaciones es menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	    400 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 667
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CIUDAD JUDICIAL SAN JOAQUIN DE FLORES
	Se rebaja el artículo 21433 -SERVICIO DE MANTENIMIENTO DE PLANTA ELECTRICA debido a que para el año 2022 el mantenimiento preventivo y correctivo de la planta eléctrica del Centro de Intervenciones, se incluyó en el contrato de la Administración Regional de San Joaquín de Flores, por lo que estos recursos ya no serán utilizados.
	
	    304 000,00 

	
	 Subpartida: 10806
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	    291 352,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 586
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se rebaja el art. 07650 reparación de fax, debido a que ya devolvió el fax y hacen uso del equipo administrativo. Se rebaja el art. 07650 reparación de fax, debido a que ya se cuenta con un equipo nuevo. 
	
	    291 352,00 

	
	 Subpartida: 10808
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de cómputo y sistemas de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	   9 718 182,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 7
	
	
	
	
	
	SALA CONSTITUCIONAL
	
	Se rebaja el artículo 22691, dado que el servicio de mantenimiento de las UPS de la Sala Constitucional, nos lo cotizaron a un precio inferior al que se había presupuestado. Se rebaja el artículo 22691 de Mantenimiento y reparación de equipo de cómputo y sistemas, dado que el servicio de mantenimiento de las UPS resultó en un precio inferior al presupuestado.
	
	   3 061 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 489
	
	
	
	
	
	JUZGADO TRANSITO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja el artículo 23361 Mantenimiento y reparación debido a que en este momento los despachos a cargo no han reportado daños en los equipos y se procede a atender otra necesidad de mayor urgencia.
	
	    384 854,00 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 09413 que corresponde al contrato de servicio de mantenimiento preventivo / correctivo de ups, debido a que procede atenderlo bajo el programa 926, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	   6 065 528,00 

	
	Centro Gestor Origen: 586
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se rebaja el art. 22691 Mant y Reparación de equipo de computo, debido a que cuentan con equipo de alquiler y una impresa en un centro de impresión del edificio y debido a que cuentan con equipo de nuevo.
	
	    119 300,00 

	
	Centro Gestor Origen: 786
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SANTA CRUZ
	Se rebaja el artículo # 19552 mantenimiento y reparación de equipo de computo y sistemas lo anterior debido a que el equipo de computo es alquilado y existe contrato.
	
	    87 500,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   23 371 748,00 

	
	 Subpartida: 20102
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos farmacéuticos y medicinales
	
	
	
	
	
	
	
	
	    210 537,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se rebaja artículo 10181 alcohol absoluto y artículo 10226, bloqueador solar ya que una vez realizadas las adquisiciones de dicho artículo por el año, se redistribuyen recursos.
	
	    210 537,00 

	
	 Subpartida: 20104
	
	
	
	1120
	1320
	
	Tintas, pinturas y diluyentes 
	
	
	
	
	
	
	
	
	    739 393,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 383
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL HEREDIA
	Se rebaja el artículo tonner para Lexmark para atender necesidades urgentes, de momento se dejan de comprar 2 toner para impresora, lo cual no es problema por cuanto se dispone de recursos suficientes para adquirir más toner.
	
	    623 470,00 

	
	Centro Gestor Origen: 489
	
	
	
	
	
	JUZGADO TRANSITO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja el artículo 24194 Tóner para Multifuncional debido a que se cuenta con un repuesto en stock por lo que se procede a atender otra necesidad de mayor urgencia.
	
	    79 923,00 

	
	Centro Gestor Origen: 653
	
	
	
	
	
	DESPACHO DE LA PRESIDENCIA
	Se disminuye el artículo Pintura a Base de Agua pues hace 2 años se realizaron trabajos de pintura y aun se encuentra en buen estado, se trasladan los recursos para atender otras necesidades urgentes
	
	    36 000,00 

	
	 Subpartida: 20199
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros productos químicos y conexos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    49 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 11090 insecticida debido a que se cuenta con suficiente producto para atender la necesidad del periodo 2022
	
	    49 000,00 

	
	 Subpartida: 20301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos metálicos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    125 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 11925 cachera para lavatorio debido a que se no requiere comprar la cantidad presupuestada ya que se cuenta con garantía por trabajo realizado en periodo anterior.
	
	    125 000,00 

	
	 Subpartida: 20304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   19 398 648,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 284
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja articulo otros materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo por cuanto se estima no vayan a ser requeridos en este periodo presupuestario y se requiere atender pago de compromisos contractuales no proyectado de reajuste de precios.
	
	    59 682,00 

	
	Centro Gestor Origen: 489
	
	
	
	
	
	JUZGADO TRANSITO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja el artículo 21605 Tubo Fluorescente y artículo 23938 bombillo de ahorro energético (Fluorescente compacto) debido a que en este momento hay artículos en stock y se procede a atender otra necesidad de mayor urgencia.
	
	    265 216,00 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 12068 que corresponde a balastros, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de los mismos el año anterior fue menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.

, Se rebaja artículo 12261 que corresponde a fluorescentes, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de los mismos el año anterior fue menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.

, Se rebaja artículo 22991 que corresponde a lector de tarjetas inteligentes (firma digital), debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de las mismas el año anterior fue menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.

, Se rebaja artículo 22991 que corresponde a lector de tarjetas inteligentes (firma digital), debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de los mismos el año anterior fue menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.

, Se rebaja artículo 19564 que corresponde a otros, materiales y productos eléctricos, telefónicos, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra el año anterior fue menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	   1 973 000,00 

	
	Rubro Origen: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se rebaja del contrato 078117 correspondiente a la compra según demanda de kit de mantenimiento Lexmark dado que se cuenta con existencias suficientes para cubrir las necesidades institucionales
	
	   17 100 750,00 

	
	 Subpartida: 29901
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 255 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 20287 llave maya (memoria USB) debido a que se cuenta con lo requerido para atender la necesidad del periodo 2022
	
	    90 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 14443 que corresponde a cinta para reloj marcador, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de los mismos el año anterior fue menor, no se afecta al PAO. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.

, Se rebaja artículo 23937 que corresponde a dispensador para papel en rollo, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado para la compra de dispensadores el año anterior fue menor, no se afecta al pao. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	   2 165 000,00 

	
	 Subpartida: 29905
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de limpieza
	
	
	
	
	
	
	
	
	    25 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo 24433 desinfectante concentrado debido a que se cuenta con suficiente producto para atender la necesidad del periodo 2022
	
	    25 000,00 

	
	 Subpartida: 29906
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de resguardo y seguridad
	
	
	
	
	
	
	
	
	    569 170,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 284
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja Articulo 15430 Trajes descartables completos por cuanto se estima no se vaya a requerir en este periodo 2022. Se rebaja articulo Útiles y materiales de resguardo y seguridad por cuanto se estima no se valla a requerir atender en el periodo 2022 y se requiere para contrato según demanda de mantenimientos de aires acondicionados del Circuito.
	
	    569 170,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    200 000,00 

	
	 Subpartida: 50104
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	    200 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se rebaja artículo 21658 que corresponde a silla ergonómica spacer premium, debido a que la revisión del presupuesto del monto destinado el año anterior fue menor, no se afecta al PAO. objetivo que al 31 de diciembre del 2022 se haya ejecutado mínimo el 93% del presupuesto asignado para el período.
	
	    200 000,00 

	
	Programa: 928 - Organismo de Investigación Judicial
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  410 536 516,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   205 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00301
	
	
	
	1111
	1320
	
	Retribución por años servidos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   200 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año. 
	
	   200 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00399
	
	
	
	1111
	1320
	
	Otros incentivos salariales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   5 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   85 952 000,00 

	
	 Subpartida: 10101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   60 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida alquiler de edificios, locales y terrenos según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Servicios Públicos. 
	
	   60 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10401
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios en ciencias de la salud
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 752 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	Se rebaja parcialmente la línea de servicios médicos en virtud de que se ha experimentado una disminución en este trimestre lo que permite redireccionar los recursos para otras necesidades institucionales. No está vinculado al PAO.
	
	   3 752 000,00 

	
	 Subpartida: 10406
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios generales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   14 246 268,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida servicios generales con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Contratos como por ejemplo diferenciales cambiarios.
	
	   14 246 268,00 

	
	 Subpartida: 10804
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de maquinaria y equipo de producción
	
	
	
	
	
	
	
	
	    200 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se rebaja artículo 21066 servicio de mantenimiento de planta eléctrica debido a que según análisis que se hizo con personal de la oficina, dichos recursos no se requieren porque la planta que tiene asignada está Delegación esta en obsolescencia y ceder los recursos no afecta la operatividad de la oficina.
	
	    200 000,00 

	
	 Subpartida: 10805
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de transporte
	
	
	
	
	
	
	
	
	   7 753 732,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja Mantenimiento y reparación de equipo de transporte artículo 19549, debido a que no se va a necesitar la totalidad de los recursos debido en los mantenimientos correctivos y preventivos de los vehículos debido a que la mayoría de la flotilla vehicular con nuevos, por tanto no requiere la totalidad del monto formulado.
	
	   6 000 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja de reparación de vehículo, debido a que en el 2022 el mantenimiento preventivo de la flotilla vehicular se incluyó en compra menor de contrato que está tramitando ante la Administración Regional II Circuito Judicial Alajuela, por lo que estos recursos no se necesitan en su totalidad, ya que lo requerido no afecta la contratación futura en el mantenimiento correctivo. 
	
	   1 000 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 1156
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL QUEPOS
	Se rebaja 19549 Mantenimiento y reparación de equipo de transporte debido a que para este año se encuentra renovada la mayoría de la flota vehicular de OIJ Quepos. 
	
	    753 732,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   102 133 393,00 

	
	 Subpartida: 20104
	
	
	
	1120
	1320
	
	Tintas, pinturas y diluyentes 
	
	
	
	
	
	
	
	
	   48 877 600,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja el artículo tintas, pinturas y diluyentes debido a que no se requiere la totalidad del recurso.
	
	    500 000,00 

	
	Rubro Origen: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se rebaja del contrato 046118 correspondiente a la compra según demanda de toner Lexmark dado que se cuenta con existencias suficientes para cubrir las necesidades institucionales
	
	   48 377 600,00 

	
	 Subpartida: 20402
	
	
	
	1120
	1320
	
	Repuestos y accesorios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 550 487,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se rebaja artículo 13732 hoja p/ bisturí, artículo 15954 batería p/ cámara fotográfica ya que según conversación con el especialista de la escena dicho artículo no se requiere. Se rebaja artículo 19569 otros, repuestos y accesorios debido a que según análisis hecho con respecto al gasto del año anterior estos recursos no se requieren y ceder los recursos no afecta la operatividad de la Delegación. Se rebaja artículo 23830 luces rotativas debido a que según análisis que se hizo con personal de la oficina, estos recursos no se requieren y no afecta la operatividad de la oficina; ya que, las luces rotativas de las unidades son suplidas por la Sección de Transportes OIJ.
	
	   1 550 487,00 

	
	 Subpartida: 29901
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 026 894,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se rebaja artículo 14377 tijeras punta redonda debido a que según conversación con el especialista de la escena este artículo no se requiere y ceder estos recursos no afecta la operatividad de la oficina. Se rebaja artículo 14429 plástico para envolver debido a que según análisis hecho con respecto al gasto del año anterior estos recursos no se requieren y ceder estos recursos no afecta la operatividad de la Delegación.
	
	    26 894,00 

	
	Centro Gestor Origen: 1167
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se rebaja parcialmente del articulo de llave maya en virtud de que se cuenta con suficiente en inventario por lo que los recursos se redireccionan para atender otras necesidades institucionales. No está vinculado al PAO.
	
	   5 000 000,00 

	
	 Subpartida: 29902
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales médico, hospitalario y de investigación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   9 378 032,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	Se rebaja útiles y materiales médicos, hospitalarios y de investigación en virtud de que a este trimestre no se han presentado necesidades por lo que se redireccionan recursos para otras necesidades institucionales. No está vinculado al PAO. 
	
	   3 983 749,00 

	
	Centro Gestor Origen: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se rebaja el artículo polímero POP4 para ABI3100 y artículo septa de PTFE debido a que se cuenta con suficiente de este marcador en stock para cubrir las necesidades de la Sección. No está vinculado al PAO. Se rebaja el artículo soporte para conos de sedimentación debido a que no va a ser necesaria la compra el presente año dado que se tiene suficiente en stock. No está vinculado al PAO.
	
	   5 394 283,00 

	
	 Subpartida: 29903
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos de papel, cartón e impresos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 094 082,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1167
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se rebaja del artículo test de psicología en virtud de que este tipo de test ya no se requiere en papel y por tanto se redirecciona al artículo que incorpora test on line. No se vincula con el PAO.
	
	   5 094 082,00 

	
	 Subpartida: 29904
	
	
	
	1120
	1320
	
	Textiles y vestuario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 195 723,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	Se rebaja parcialmente la línea de otros textiles y vestuario la cual se presupuestó para atender necesidades urgentes sin embargo a la fecha no se han presentado por lo que se redirecciona para otras necesidades institucionales. No está vinculado al PAO.
	
	   6 195 723,00 

	
	 Subpartida: 29906
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de resguardo y seguridad
	
	
	
	
	
	
	
	
	   26 010 575,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1167
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se rebaja del articulo de munición, guantes de nitrilo y trajes descartables en virtud de que con el inventario actual se proyecta finalizar el año por lo que los recursos se redireccionan para otras necesidades institucionales. No está vinculado al PAO. 
	
	   26 010 575,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   17 451 123,00 

	
	 Subpartida: 50103
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 000 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1167
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se rebaja del artículo 16432 radio móvil 2 piezas para vehículo, debido a que después del análisis realizado por la Comisión para compra de equipo de Comunicación, se determino las necesidades reales y en este momento se cuenta con la cantidad necesaria de radios para la institución. Por lo tanto se redireccionan los recursos para atender otras necesidades institucionales.
	
	   2 000 000,00 

	
	 Subpartida: 50106
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo sanitario, de laboratorio e investigación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   15 451 123,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se rebaja del accesorio ATR en virtud de que el mismo se logró adquirir en el año 2021, por lo tanto se redirecciona para otras necesidades institucionales. Vinculado a objetivos 5 y 8 del PAO. Se rebaja el sistema de adquisición de imágenes debido a que los sistemas de adquisición de imágenes que se habían contemplado en el anteproyecto 2022, con el fin de ser utilizados como una herramienta auxiliar al criterio pericial emitido durante los análisis, así como para la capacitación del personal se ha logrado implementar en el año 2021. Vinculado objetivo 5 y 8 PAO
	
	   15 451 123,00 

	
	Programa: 929 - Ministerio Público
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  141 973 443,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   110 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00301
	
	
	
	1111
	1320
	
	Retribución por años servidos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   110 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año., Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   110 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   16 149 303,00 

	
	 Subpartida: 10406
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios generales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   11 572 123,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 458
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL PUNTARENAS
	Se rebaja el artículo 04265 servicio de vigilancia, debido a que el servicio ya fue cubierto y está actualmente habilitado; no se impactan metas del PAO.
	
	   1 215 829,00 

	
	Centro Gestor Origen: 545
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja del articulo 04265, servicios de vigilancia de la fiscalía de corredores, por cuanto, el contrato de vigilancia para el plantel en corredores estará dando inicio en el mes de mayo y previendo que no se utilizaran parte de esos recursos, se rebajan para atender necesidades a nivel de Ministerio Público.
	
	    356 294,00 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida servicios generales con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Contratos como por ejemplo diferenciales cambiarios.
	
	   10 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10502
	
	
	
	1120
	1320
	
	Viáticos dentro del país
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 716 905,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 19622 viáticos para empleados, debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, además que como responsables de la ejecución del presupuesto del MP, se deben mover los recursos al centro gestor para la atención de necesidades de mayor urgencia; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.

	
	   2 716 905,00 

	
	 Subpartida: 10702
	
	
	
	1120
	1320
	
	Actividades protocolarias y sociales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	    578 891,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 19544 actividades protocolarias y sociales, debido a que por las prohibiciones emitidas por el consejo superior, no se pueden realizar actividades presenciales dado la situación de pandemia del COVID 19, siendo que las reuniones se realizarán de forma virtual y así evitar el contagio entre las y los funcionarios; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.

	
	    578 891,00 

	
	 Subpartida: 10806
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	    370 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 545
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja del artículo 14287 mantenimiento y reparación de equipo de comunicación, de la Fiscalía de Corredores, por cuanto hubo un ahorro y ya se atendieron las necesidades en esa subpartida para la oficina, por lo tanto, se rebajan recursos para atender necesidades de pago de servicios de grúa en la fiscalía de corredores; no se afectan metas del PAO.
	
	    100 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se rebaja del artículo 14287 mantenimiento y reparación de equipo de comunicación, de la Fiscalía de Golfito, por cuanto, hubo un ahorro y ya se atendieron las necesidades en esa subpartida para la oficina, por lo tanto, se rebajan recursos para atender necesidades de pago de servicios de grúa en la fiscalía de corredores; no se afectan metas del PAO.
	
	    120 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 19550 mantenimiento y reparación de equipo y reparación de equipo de comunicación, debido a que el equipo se utiliza sin alta demanda, esto por la disminución de eventos a las que se debe dar cobertura, y por la disminución de las funciones presenciales; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	    150 000,00 

	
	 Subpartida: 10807
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	    786 384,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 586
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se rebaja el artículo 21757 mantenimiento y reparación equipo y mobiliario de oficina (repuestos) debido a que se realizó la sustitución de los aires por nuevos y la empresa contratada asume el mantenimiento en este período, dicha rebaja no impacta metas del PAO. Se rebaja el artículo 23910 servicio de mantenimiento de aire acondicionado debido a que se realizó la sustitución de los aires por nuevos y la empresa contratada asume el mantenimiento en este período, dicha rebaja no impacta metas del PAO.
	
	    786 384,00 

	
	 Subpartida: 10899
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de otros equipos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    125 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 23568 reparación de cámara fotográfica, debido a que el equipo se utiliza sin alta demanda, esto por la disminución de eventos o actividades a las que se debe dar cobertura, y por la disminución de las funciones presenciales, favoreciendo el correcto desempeño del equipo; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.

	
	    125 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   7 366 920,00 

	
	 Subpartida: 20101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Combustibles y lubricantes
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 264 985,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el artículo 10112 líquido para frenos, artículo 22024 refrigerante y artículo 22467 líquido limpiador de frenos debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, por lo que se trasladan los recursos para cubrir otras necesidades de mayor urgencia; no se afectan metas del PAO. 
	
	    264 985,00 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 10114 aceite lubricante, artículo 10143 aceite para transmisión, artículo 10112 líquido para frenos, artículo 10119 aceite hidráulico de dirección y artículo 20875 aceite 15 w 40 caja 12 cuartos debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, además que como responsables de la ejecución del presupuesto del MP, se deben mover los recursos al centro gestor para la atención de necesidades de mayor urgencia; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	   1 000 000,00 

	
	 Subpartida: 20102
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos farmacéuticos y medicinales
	
	
	
	
	
	
	
	
	    10 200,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 545
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja del artículo 23894 alcohol en spray, de la Fiscalía de Corredores, por cuanto hubo un ahorro y ya se atendieron las necesidades en esa subpartida para la oficina, por lo tanto, se rebajan recursos para atender necesidades de pago de servicios de grúa en la fiscalía de Corredores; no se afectan metas del PAO
	
	    10 200,00 

	
	 Subpartida: 20104
	
	
	
	1120
	1320
	
	Tintas, pinturas y diluyentes 
	
	
	
	
	
	
	
	
	    411 164,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el artículo 24859, toner xerox para impresora versalink b600/b610 debido a que, la Fiscalía de Atenas ya no cuenta con la impresora activo 748199, xerox, versalink b600, la cual fue devuelta a la UAMP en junio de 2021, por lo que no se requerirá su compra, es importante mencionar que no se impactan metas del PAO 2022.
	
	    261 164,00 

	
	Centro Gestor Origen: 545
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se rebaja del artículo 23257, tóner para impresora lexmark mx711de, ya que realizado el estudio de mercado para compra menor, hubo un ahorro, y se dejan los recursos necesarios para atender las necesidades en esa subpartida para la oficina, por lo tanto, se rebajan recursos para atender necesidades de servicios de grúa en la Fiscalía de Corredores; no se afectan metas del PAO
	
	    150 000,00 

	
	 Subpartida: 20203
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alimentos y bebidas
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    576 046,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 11435 azúcar en bolsitas, artículo 11436 café paq, artículo 11438 galletas saladas, artículo 11439 refresco, artículo 11440 crema para café (bolsitas), artículo 11448 jugos, artículo 11436 café paq, artículo 11448 jugos, artículo 11452 té negro debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, además que como responsables de la ejecución del presupuesto del MP, se deben mover los recursos al centro gestor para la atención de necesidades de mayor urgencia; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.

	
	    576 046,00 

	
	 Subpartida: 20304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    226 265,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se rebaja el artículo 24759 kid adf para Lexmark modelo mx711-mx811-ms8811, debido a que la Fiscalía de San Ramón, ya no cuenta con la impresora que utiliza este consumible, por lo que no se requerirá su compra; no se afectan metas del PAO.
	
	    26 215,00 

	
	Centro Gestor Origen: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se rebaja el artículo 20608 unidad externa de lectura y grabación de cd y dvd (quemador), debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, por lo que se trasladan los recursos para cubrir otras necesidades de mayor urgencia; no se afectan metas del PAO. Se rebaja artículo 22151 mouse ergonómico, debido a que el equipo ergonómico está funcionando adecuadamente y no requiere la sustitución, por lo que se seden los recursos para cubrir necesidades de mayor urgencia. 
	
	    200 050,00 

	
	 Subpartida: 20305
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de vidrio
	
	
	
	
	
	
	
	
	    50 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 12507 celosía (paleta), debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, además que como responsables de la ejecución del presupuesto del MP, se deben mover los recursos al centro gestor para la atención de necesidades de mayor urgencia; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.

	
	    50 000,00 

	
	 Subpartida: 20402
	
	
	
	1120
	1320
	
	Repuestos y accesorios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   4 682 801,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 360
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CARTAGO
	Se rebaja artículo 14091 "fibras de freno" de la fiscalía de Cartago, dado que los vehículos oficiales Cl275110 y Cl321309 mantiene para el periodo 2022 la garantía de mantenimiento de agencia y ya se tomaron las previsiones de compra de repuestos para el periodo 2022, por lo que se trasladan los recursos para atender necesidades institucionales de mayor urgencia, no se afectan metas del PAO. 
	
	    290 000,00 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 14128 filtro de diesel, artículo 14180 llanta 205-r16, artículo 22304 parabrisas, artículo 23745 repuestos para motor de vehículo, artículo 23747 repuestos para sistema de frenos de vehículos, artículo 14091 fibras de freno y artículo 14147 escobilla para vehículo debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, además que como responsables de la ejecución del presupuesto del MP, se deben mover los recursos al centro gestor para la atención de necesidades de mayor urgencia; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO. .
	
	   4 392 801,00 

	
	 Subpartida: 29903
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos de papel, cartón e impresos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    145 459,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 15294 papel carbón y artículo 23222 cartulina barnizable c-10 (2 caras) debido a que se estima que con el disponible existente se puede cubrir el resto del año, además que como responsables de la ejecución del presupuesto del MP, se deben mover los recursos al centro gestor para la atención de necesidades de mayor urgencia; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
 
	
	    145 459,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   8 457 220,00 

	
	 Subpartida: 50199
	
	
	
	2210
	1320
	
	Maquinaria y equipo diverso
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 216 860,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se rebaja el artículo 17684 cámara fotográfica profesional nivel 3 kit completo, debido a que se estima que con los activos existente se puede cubrir las necesidades del año; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	   2 216 860,00 

	
	 Subpartida: 50201
	
	
	
	2110
	1320
	
	Edificios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 240 360,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 518
	
	
	
	
	
	OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA
	Se rebaja el artículo 22922 acondicionamiento eléctrico debido a que realizado el análisis del gasto, con los recursos que se cuenta se puede cubrir la contratación, y se trasladan los recursos, debido a que se deben cubrir necesidades de mayor urgencia.
	
	   6 240 360,00 

	
	Programa: 930 - Defensa Pública
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   43 192 817,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00302
	
	
	
	1111
	1320
	
	Restricción al ejercicio liberal de la profesión
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   20 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 504 957,00 

	
	 Subpartida: 10203
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicio de correo
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    50 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 22663 servicio de correo, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    50 000,00 

	
	 Subpartida: 10307
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de tecnologías de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	    150 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 29901 emisión o renovación certificado de firma digital, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    150 000,00 

	
	 Subpartida: 10406
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios generales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida SERVICIOS GENERALES con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Contratos.
	
	   20 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10807
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	    97 957,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 19551 mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    97 957,00 

	
	 Subpartida: 10808
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de cómputo y sistemas de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	    207 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 19552 mantenimiento y reparación de equipo de computo y sistemas de información, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    207 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 687 860,00 

	
	 Subpartida: 20102
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos farmacéuticos y medicinales
	
	
	
	
	
	
	
	
	    684 869,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 10184 acetaminofén 500, 10204 alcohol gel y 10226 bloqueador solar ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos. 
	
	    684 869,00 

	
	 Subpartida: 20199
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros productos químicos y conexos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    67 181,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 20218 repelente, ya que no serán requeridos para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    67 181,00 

	
	 Subpartida: 20304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 092 817,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se rebaja del contrato 078117 correspondiente a la compra según demanda de kit de mantenimiento Lexmark dado que se cuenta con existencias suficientes para cubrir las necesidades institucionales
	
	   1 092 817,00 

	
	 Subpartida: 20305
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de vidrio
	
	
	
	
	
	
	
	
	    92 500,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 19565 otros materiales y productos de vidrio ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    92 500,00 

	
	 Subpartida: 20306
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de plástico
	
	
	
	
	
	
	
	
	    150 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 19566 otros materiales y productos de plástico ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    150 000,00 

	
	 Subpartida: 29901
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    163 824,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 20287 llave maya ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    163 824,00 

	
	 Subpartida: 29903
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos de papel, cartón e impresos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    164 530,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 15138 papel para certificados, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos.
	
	    164 530,00 

	
	 Subpartida: 29905
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de limpieza
	
	
	
	
	
	
	
	
	    18 454,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 23460 basureros plásticos grandes, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    18 454,00 

	
	 Subpartida: 29906
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de resguardo y seguridad
	
	
	
	
	
	
	
	
	    253 685,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se rebaja 15792 munición, ya que no serán requeridos dicho servicio para el 2022, por lo que se redireccionan los recursos
	
	    253 685,00 

	
	Programa: 950 - Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  169 240 000,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   157 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00105
	
	
	
	1111
	1320
	
	Suplencias 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   22 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   22 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00201
	
	
	
	1111
	1320
	
	Tiempo extraordinario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   45 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   45 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00203
	
	
	
	1111
	1320
	
	Disponibilidad laboral
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   37 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   37 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00302
	
	
	
	1111
	1320
	
	Restricción al ejercicio liberal de la profesión
	
	
	
	
	
	
	
	
	   53 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender otras subpartidas con déficit proyectado, por cuanto la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año.
	
	   53 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   12 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   12 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Origen: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se rebaja la subpartida ALQUILERES DE EDIFICIOS, LOCALES Y TERRENOS con el visto bueno de la Dirección Ejecutiva y según disponibilidad de recursos, para atender otras necesidades del Rubro de Contratos como por ejemplo diferenciales cambiarios.
	
	   12 000 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    240 000,00 

	
	 Subpartida: 20402
	
	
	
	1120
	1320
	
	Repuestos y accesorios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    240 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1106
	
	
	
	
	
	UNIDAD DE PROTECCION DE VICTIMAS Y TESTIGOS
	Se rebaja parcialmente del articulo otros repuestos y accesorios, en virtud de que a la fecha no se ha requerido utilizar el contenido, por lo que de momento se pueden trasladar recursos para atender otras necesidades institucionales
	
	    240 000,00 

	
	Programa: 951 - Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   15 138 400,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    38 400,00 

	
	 Subpartida: 00302
	
	
	
	1111
	1320
	
	Restricción al ejercicio liberal de la profesión
	
	
	
	
	
	
	
	
	    38 400,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se rebaja para atender la solicitud de la Junta Administradora del Fondo, la subpartida tiene contenido suficiente para cubrir los pagos que restan del año
	
	    38 400,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   15 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10302
	
	
	
	1120
	1320
	
	Publicidad y propaganda
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1907
	
	
	
	
	
	
	
	Se disminuye la subpartida 10302 dado que se requiere contratar servicio de auditoría externa actuarial, siendo que no se cuenta con recursos institucionales propios, ni convenios con otras instituciones públicas para dicho servicio. En virtud de lo anterior, se considera que el contenido presupuestario de la subpartida 10302 es el más idóneo para sacrificar, por un tema de prioridad.
	
	   3 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10307
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de tecnologías de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	   7 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1907
	
	
	
	
	
	
	
	Se disminuye la subpartida 10307 dado que se requiere contratar servicio de auditoría externa actuarial, siendo que no se cuenta con recursos institucionales propios, ni convenios con otras instituciones públicas para dicho servicio. En virtud de lo anterior, se considera que el contenido presupuestario de la subpartida 10307 es el más idóneo para sacrificar, por un tema de prioridad.
	
	   7 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10405
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios informáticos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1907
	
	
	
	
	
	
	
	Se disminuye el contenido presupuestario de Consultoría en Informática dado que debemos darle prioridad a la contratación de un miembro externo del Comité de Auditoría a solicitud de los integrantes de la Junta Administradora del FJPPJ. En virtud de lo anterior, se considera que los recursos de esta subpartida son los que pueden sacrificarse dado que no se consideran como urgentes o prioritarios.
	
	   3 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10702
	
	
	
	1120
	1320
	
	Actividades protocolarias y sociales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1907
	
	
	
	
	
	
	
	Se disminuye el contenido presupuestario de Actividades protocolarias y sociales debido a que es la única subpartida que se puede sacrificar para atender una necesidad prioritaria de la subpartida 10404, para contratar servicio de auditoría externa actuarial.
	
	   2 000 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    100 000,00 

	
	 Subpartida: 29901
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Origen: 1907
	
	
	
	
	
	
	
	Se disminuye el recurso de la subpartida 29901 dado que se requiere por prioridad comprar cartucho de tinta para impresora para la impresión de documentos en el área de atención al público. En virtud de lo anterior, se considera que la subpartida en cuestión es la más idónea para sacrificar su contenido presupuestario.
	
	    100 000,00 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Total Origen:
	Total Origen:
	
	
	

	
	Destinos:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Programa/Código Partida/ Código Subpartida/ Fuente Financiamiento/Código Centro Gestor/ Rubro
	CF
	IP
	Concepto
	
	Observaciones
	
	
	
	Total por Programa
	 Total por Partida/ Total por Subpartida/ Total por Fuente 

	
	Programa: 926 - Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  578 415 716,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   213 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00105
	
	
	
	1111
	1320
	
	Suplencias 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   213 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022, según el estimado para incluir planes para proyectos.
	
	   213 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   250 856 078,00 

	
	 Subpartida: 10104
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Alquiler de equipo y derechos para comunicaciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10104 alquiler de equipo y derecho de comunicación, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos.
	
	   2 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10201
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicio de agua y alcantarillado 
	
	
	
	
	
	
	
	
	   141 577 118,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 487
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta art. 01365 servicio de agua para los Tribunales de Justicia de Bribri debido a que se debe cancelar por acueducto rural y por la pandemia COVID-19 el consumo se ha incrementado
	
	   1 000 000,00 

	
	Rubro Destino: 5
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios Públicos
	
	Se incrementa el servicio de agua y alcantarillado para atender faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Servicios Públicos.
	
	   140 577 118,00 

	
	 Subpartida: 10299
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios básicos 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   4 071 004,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el articulo 19658 en la partida otros servicios básicos para atender e pago de servicios municipales del primer circuito judicial de Alajuela 
	
	   2 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta el artículo 19658 servicios municipales, para el pago de impuestos municipales del edificio de Tribunales de San José.
	
	   2 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo de Botado de Basura, debido a que se requiere el pago de ese servicio en los edificios judiciales propios ubicados en San Carlos, Guatuso y Los Chiles.
	
	    71 004,00 

	
	 Subpartida: 10306
	
	
	
	1120
	1320
	
	Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 966 568,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se aumenta el artículo 24822 servicio de plataforma de pago por medios electrónicos ya que se requiere reforzar la subpartida y el pago de servicios de Versatec ya que por el tipo de cambio la proyección del 2022 nos falta dinero
	
	   1 939 375,00 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se incrementa comisiones y gastos por servicios financieros, para atender faltante del contrato 090120 Implementación y prestación del uso del Sistema Integrado de Compras Públicas SICOP reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos.
	
	   5 027 193,00 

	
	 Subpartida: 10403
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de ingeniería y arquitectura
	
	
	
	
	
	
	
	
	   38 643 500,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 149
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SERVICIOS GENERALES
	Se aumenta artículo servicios de ingeniería para atender y gestionar "Reglamento de la autorización y registro de tanques estacionarios para autoconsumo de combustibles" según Decreto de MINAE número 42497, no se cuenta con recurso interno ni convenio con otras instituciones par el servicio requerido. 
	
	   12 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta artículo 21862, Consultoría en Servicios de ingeniería, para atender el proyecto en el Edificio de los Tribunales de Pococí, ya que no se cuenta con recursos institucionales ni convenios con otras entidades públicas para el servicio requerido.
	
	   26 643 500,00 

	
	 Subpartida: 10499
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios de gestión y apoyo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   16 451 450,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 134
	
	
	
	
	
	DIRECCION GESTION HUMANA
	Se aumenta el artículo 19540 ya que se requiere para atender el Desarrollo del Plan de Emergencias de los Tribunales de Justicia de Heredia.
	
	   7 500 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 149
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SERVICIOS GENERALES
	Se aumenta el articulo 19540 "Servicios de Gestión y Apoyo" para atender el montaje y desmontaje de la Diosa de la Justicia del edificio de La corte Suprema de Justicia.
	
	   8 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se aumenta artículo 20384, Prueba hidrostática, esto con la finalidad de realizar dicha prueba a los extintores del edificio de Tribunales de Golfito. Se aumenta artículo 25288, Servicio de instalación y desinstalación de aires acondicionados, esto con la finalidad de realizar dicha instalación y desinstalación en el edificio de Tribunales de Golfito.
	
	    951 450,00 

	
	 Subpartida: 10502
	
	
	
	1120
	1320
	
	Viáticos dentro del país
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta articulo "Viáticos par empleados" debido a cubrir gastos de viáticos a empleados del área administrativa de la Administración Regional de Liberia del Primer Circuito -Judicial de Guanacaste. 
	
	   3 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10701
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Actividades de capacitación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   22 150 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el articulo 22723 capacitación para cubrir necesidades de capacitación de la Escuela Judicial 
	
	    500 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 134
	
	
	
	
	
	DIRECCION GESTION HUMANA
	Se aumenta el art.18872 Capacitación, para contratar las capacitaciones y especializaciones técnicas que requiere el ámbito administrativo según el Diagnóstico de Necesidades de Capacitación. 
	
	   12 150 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se requiere para aumentar el artículo 22723 Capacitación ya que por la entrada en vigencia de la nueva Ley de Contratación y su Reglamento se requiere capacitar a la mayor cantidad de personas de la Institución en esta materia
	
	   9 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10702
	
	
	
	1120
	1320
	
	Actividades protocolarias y sociales 
	
	
	
	
	
	
	
	
	    900 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 653
	
	
	
	
	
	DESPACHO DE LA PRESIDENCIA
	Se aumenta el artículo Actividades Protocolarias y Sociales, para atender aniversario del Poder Judicial, acto protocolario develación retrato de expresidente Carlos Chinchilla, actividad protocolaria de cambio de presidente de la Corte e Inauguración de esculturas del Sr. Aquiles Jiménez 
	
	    600 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 655
	
	
	
	
	
	COMISION NACIONAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA
	Se aumenta articulo 19544 de actividades protocolarias y sociales para atender la Presentación de la Agenda Conamaj 2023 según lo planificado en el PAO
	
	    300 000,00 

	
	 Subpartida: 10802
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de vías de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   9 300 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el articulo 22729 de la partida mantenimiento de vías de comunicación para ajustar los fondos para el tramite de la remodelación de la aceras de edificio de Atenas según la ley 7600
	
	   9 300 000,00 

	
	 Subpartida: 10807
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 011 338,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta articulo "Servicio de mantenimiento de Aire Acondicionado" para el contrato preventivo y correctivo de aires Acondicionado en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste.
	
	   5 011 338,00 

	
	 Subpartida: 19999
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios no especificados
	
	
	
	
	
	
	
	
	    285 100,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta Mantenimiento Dispositivo para Peaje Automático (Quick Pass)para el uso de la flotilla vehicular asignada a la Administración Regional de Liberia del Primer Circuito Judicial de Guanacaste. 
	
	    250 100,00 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta el artículo N° "25794" debido a que se requieren los recursos para el mantenimiento de los dispositivos quick pass para los vehículos de la Administración Regional de San Ramón
	
	    20 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se aumenta artículo 25794, mantenimiento de dispositivo para peaje automático, con la finalidad de cumplir con los compromisos de mantenimiento como corresponde en dichos dispositivos.
	
	    15 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   53 309 561,00 

	
	 Subpartida: 20101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Combustibles y lubricantes
	
	
	
	
	
	
	
	
	   25 170 652,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se aumenta gasolina super para atender incremento en precio de combustibles en el presente periodo y cubrir así la necesidad del insumo para la utilización de la flotilla. 
	
	   25 170 652,00 

	
	 Subpartida: 20102
	
	
	
	1120
	1320
	
	Productos farmacéuticos y medicinales
	
	
	
	
	
	
	
	
	    873 124,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el artículo 10226 bloqueador solar ya que es requisito indispensable para los instructores de la Unidad de Capacitación de OIJ puedan impartir las diferentes actividades académicas al aire libre contar con la protección solar.
	
	    873 124,00 

	
	 Subpartida: 20203
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alimentos y bebidas
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   10 455 498,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el articulo 11486 Servicio de Restaurante porque se requiere atender faltante del Contrato 036120 Servicios Alimentación Soda Comedor Escuela Judicial. 
	
	   8 995 498,00 

	
	Centro Gestor Destino: 653
	
	
	
	
	
	DESPACHO DE LA PRESIDENCIA
	Se aumenta el artículo Otros, Alimentos y bebidas, para atender sesiones de Corte Plena, Consejo Superior, audiencias de la Presidencia, Comisiones Institucionales, entre otros., Se aumenta el artículo Otros, Alimentos y Bebidas, en virtud que se requieren los recursos para cubrir actividades propias de este Despacho.
	
	   1 460 000,00 

	
	 Subpartida: 20301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos metálicos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 820 021,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el articulo 23719 para atender la compra de herrajes para sillas del circuito por lo que es una necesidad 
	
	    435 562,00 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta el artículo N°11925 "cachera para lavatorio" debido a que se debe sustituir una dañada.
	
	    200 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo de Otros, Materiales y Productos Metálicos, debido a que se requiere comprar sifones, ductos y tubo metálicos, necesarios en las labores de mantenimiento de los edificios judiciales de Guatuso, San Carlos y Los Chiles.
	
	    300 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta artículo 11721 perfil (perling) siendo que se requiere del mismo para hacerle frente a un proyecto.
	
	    200 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se aumenta artículo 11557, ducto metálico, esto con la finalidad de realizar instalación de dicho artículo en área de cocina del edificio de Tribunales de Golfito.
	
	    84 459,00 

	
	Centro Gestor Destino: 980
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL TURRIALBA
	Se aumenta otros materiales y productos metálicos debido a una compra de portón metálico para en sótano del edificio principal
	
	    600 000,00 

	
	 Subpartida: 20302
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos minerales y asfálticos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el articulo 12815 para atender la compra de láminas de fibrocemento para cielo suspendido para sustituir las que se encuentran el mal estado en el edificio de los tribunales de Alajuela 
	
	   2 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo de Masilla Blanca, debido a que se requiere para mejorar pared en el edificio de los Tribunales de Guatuso.
	
	    100 000,00 

	
	 Subpartida: 20303
	
	
	
	1120
	1320
	
	Madera y sus derivados
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 300 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta el artículo 18951 piezas de cedro, para la confección de escudos. 
	
	    400 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta artículo 23085 Puerta de madera siendo que esta Administración tiene la necesidad de instalar y cambiar puertas en el edificio.
	
	    900 000,00 

	
	 Subpartida: 20306
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de plástico
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 206 173,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 487
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta artículo 19566 otros materiales y productos plásticos para la compra de tubos, codos uniones y otros para la atención de reportes
	
	    250 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta el artículo N°12547 "sifón plástico" debido a que se requieren sustituir los dañados por parte del obrero especializado.
	
	    56 173,00 

	
	Centro Gestor Destino: 605
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta artículo 12722 lámina de polietileno siendo que esta Administración tiene la necesidad de instalar láminas para protección solar.
	
	    500 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se aumenta artículo 12547, sifón plástico, esto con la finalidad de realizar dicha adquisición de sifones para instalarlos en diferentes partes del edificio de Tribunales de Golfito.
	
	    200 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 786
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SANTA CRUZ
	Se aumenta para atender la compra de materiales de plástico como tubos, uniones y otros para realizar reparaciones en el edificio por parte del obrero.
	
	    200 000,00 

	
	 Subpartida: 20402
	
	
	
	1120
	1320
	
	Repuestos y accesorios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    656 875,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se aumenta para dar contenido a los contrato 054121 y 078121 denominados Contrato para la compra de llantas y baterías, bajo la modalidad de entrega según demanda.
	
	    656 875,00 

	
	 Subpartida: 29904
	
	
	
	1120
	1320
	
	Textiles y vestuario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   9 727 218,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se aumenta para dar contenido a la compra de trajes ejecutivos para los oficiales de seguridad de todo el país
	
	   9 727 218,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   61 006 327,00 

	
	 Subpartida: 50101
	
	
	
	2210
	1320
	
	Maquinaria y equipo para la producción
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 700 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 149
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE SERVICIOS GENERALES
	Se aumenta el artículo 16261 "Taladro reversible", para la compra de Taladros Reversibles del departamento.
	
	   3 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 652
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL GOLFITO
	Se aumenta artículo 19661,taladro inalámbrico, esto con la finalidad de atender necesidad de dicho artículo al departamento de mantenimiento del edificio de Tribunales de Golfito., Se aumenta artículo 23226,taladro eléctrico, esto con la finalidad de atender necesidad de dicho artículo al departamento de mantenimiento del edificio de Tribunales de Golfito.
	
	    700 000,00 

	
	 Subpartida: 50103
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    250 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el articulo 25726 cámara web para el equipo fijo del personal que realiza labores de manera presencial y por la naturaleza de sus funciones deben atender diferentes actividades virtuales de la Unidad de Capacitación de OIJ. 
	
	    250 000,00 

	
	 Subpartida: 50104
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	   14 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se aumenta el articulo 25030 Silla SPR-04 Premium Brazo de Retráctil, debido a que se requiriere la adquisición de estos bienes según estudio de la oficina de Salud Ocupacional para personas servidoras de la oficina.
	
	   2 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta artículo 21425 mueble, para la confección de muebles para las bodegas de la Administración y la Torre Judicial. 
	
	   12 000 000,00 

	
	 Subpartida: 50106
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo sanitario, de laboratorio e investigación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 719 701,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el articulo 25799 Kit de Trauma para realizar la prácticas de atención de incidentes por parte del personal que conforma el OIJ en todas sus áreas.
	
	   2 719 701,00 

	
	 Subpartida: 50107
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario educacional, deportivo y recreativo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 453 606,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el articulo 20514 estante para mancuernas ya que es necesario para mantener el buen estado y cuido de las mancuernas o pesas con las se cuenta en la Unidad capacitación, evitando el deterioro y aumentando la vida útil de las mismas. Se aumenta el articulo 23482 maquina multipress gimnasio ya que es necesaria para las pruebas físicas que se aplican al personal de primer ingreso de OIJ, y al personal convocado para las otras actividades académicas que requieren de la medición de la condición física como Defensa personal y materias afines. Se aumenta el articulo 23486 Maniquí Muñeco Para Gimnasia ya que es necesario para las prácticas que se realizan durante la capacitación de la materia de Defensa personal.
	
	   2 453 606,00 

	
	 Subpartida: 50199
	
	
	
	2210
	1320
	
	Maquinaria y equipo diverso
	
	
	
	
	
	
	
	
	   37 883 020,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta articulo 17658 Mesa de comedor para 6 personas con el comedor común del personal de la Escuela Judicial ubicado en el edificio de Soda de la Escuela Judicial. Se aumenta el articulo 23972 Mueble de cocina porque se requiere instalar mueble en el espacio de comedor común para personal de la Escuela Judicial ubicado en el edificio de soda comedor de la Escuela Judicial.
	
	   1 921 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta artículo 17499 sistema de control de acceso, para la compra del sistema de control de asistencia de la Torre Judicial. 
	
	   23 500 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 35
	
	
	
	
	
	ESCUELA JUDICIAL
	
	Se aumenta el articulo 19885 Luces para estudio ya que se requiere dotar de luces idóneas al estudio de grabación de la Escuela Judicial ubicado en el área de Servicios Técnicos, Unidad de Producción Audiovisual.
	
	   8 591 556,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta el artículo 25169 sistema de monitoreo para equipos electromecánicos, para dar contenido al proyecto del sistema de monitoreo BMS.
	
	   3 870 464,00 

	
	Partida: 6
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Transferencias Corrientes
	
	
	
	
	
	
	
	
	    243 750,00 

	
	 Subpartida: 60701
	
	
	
	1330
	1320
	200
	Transferencias corrientes a organismos internacionales
	
	
	
	
	
	
	
	
	    243 750,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 140
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA
	Se aumenta transferencias corrientes a organizaciones internacionales para pago de la membresía ante la Asociación Internacional de las Altas Jurisdicciones Administrativas Supremas, correspondiente al año 2022.
	
	    243 750,00 

	
	Programa: 927 - Servicio Jurisdiccional
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  831 322 845,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   637 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00105
	
	
	
	1111
	1320
	
	Suplencias 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   216 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022., Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   216 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00202
	
	
	
	1111
	1320
	
	Recargo de funciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   4 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   4 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00302
	
	
	
	1111
	1320
	
	Restricción al ejercicio liberal de la profesión
	
	
	
	
	
	
	
	
	   32 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   32 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00399
	
	
	
	1111
	1320
	
	Otros incentivos salariales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   385 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022..
	
	   385 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   173 900 987,00 

	
	 Subpartida: 10101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   57 665 528,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta el articulo "Alquiler Edificio y locales y terrenos" para cubrir necesidad en el contrato de alquiler del Juzgado Civil de Liberia. 
	
	   5 500 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta artículo 19606 alquiler de edificio, para atender el pago del alquiler del nuevo local para el Juzgado Penal de Puriscal. Se aumenta artículo 19606 alquiler de edificio, para dar contenido al incremento del alquiler de local del Juzgado Contravencional del III Circuito Judicial de San José, contrato # 11-AR-04., Se aumenta artículo 19606 alquiler de edificio, para dar contenido al incremento del alquiler de local del Juzgado de Pensiones Alimentarias del III Circuito Judicial de San José, contrato # 005212.
	
	   9 665 528,00 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10101 ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos debido a diferenciales cambiarios.
	
	   42 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10103
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de equipo de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   32 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10103 ALQUILER DE EQUIPO DE CÓMPUTO, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos como por ejemplo diferenciales cambiarios.
	
	   32 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10204
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicio de telecomunicaciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	    540 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 667
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CIUDAD JUDICIAL SAN JOAQUIN DE FLORES
	Se aumenta artículo 19617 Línea celular (mensualidad), debido a que la Dirección Ejecutiva, por medio del oficio 440-DE-2022, aprueba la adquisición de 6 líneas celulares pospago para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones en virtud de las labores propias de dicha oficina.
	
	    540 000,00 

	
	 Subpartida: 10307
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de tecnologías de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	    264 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 667
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CIUDAD JUDICIAL SAN JOAQUIN DE FLORES
	Se requiere aumentar artículo 23015 - Certificado de firma digital debido a que se requiere tramitar lo correspondiente a los funcionarios del CJCI.
	
	    264 000,00 

	
	 Subpartida: 10499
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios de gestión y apoyo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   80 005 254,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el articulo 05284 para dar contenido al pago de peritos toda vez que en el año anterior esta partida tubo un aumento importante 
	
	   5 500 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta articulo "Consultoría en Otros Servicios de Gestión y Apoyo" para las necesidades en los Despachos Judiciales del área Jurisdiccional. 
	
	   3 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta el artículo 05284 peritajes, para el pago de los peritajes y traducciones de los despachos a cargo. , Se aumenta peritajes para cubrir servicio requeridos por los distintos despachos en los casos que lo ameriten. 
	
	   70 105 254,00 

	
	Centro Gestor Destino: 586
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta para atender el servicio de traducción en el despacho judicial.
	
	   1 200 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 980
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL TURRIALBA
	Se aumenta el artículo otros servicios de gestión y apoyo debido a un servicio de traducciones para la lengua cabécar.
	
	    200 000,00 

	
	 Subpartida: 10805
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de transporte
	
	
	
	
	
	
	
	
	    550 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta el artículo 07418 reparación de vehículo, para la reparación de motocicletas de la OCJ de San José. 
	
	    150 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 786
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SANTA CRUZ
	Se aumenta para contratar el servicio de Mantenimiento y reparación de Motocicletas de la OCJ
	
	    400 000,00 

	
	 Subpartida: 10807
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 376 205,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta el articulo "servicio Mantenimiento Aire Acondicionado" para el mantenimiento preventivo y correctivo de aires acondicionado. 
	
	   2 376 205,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   19 767 858,00 

	
	 Subpartida: 20101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Combustibles y lubricantes
	
	
	
	
	
	
	
	
	    112 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta el artículo N° 24422 "aceite para motocicleta" debido a que se requiere para efectuar los cambios de aceite de las motocicletas de la OCJ de San Ramón
	
	    112 000,00 

	
	 Subpartida: 20306
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de plástico
	
	
	
	
	
	
	
	
	    100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo de Otros Materiales y Productos de Plástico, debido a que se requieren cajas plásticas para el resguardo de evidencias varias, que la Administración envía al Depósito Judicial.
	
	    100 000,00 

	
	 Subpartida: 20399
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	
	
	
	
	
	
	
	
	    100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo de Otros Materiales y Productos de Uso en la Construcción, debido a que se requieren en labores de mantenimiento de la planta física del edificio de los Tribunales de Guatuso.
	
	    100 000,00 

	
	 Subpartida: 20402
	
	
	
	1120
	1320
	
	Repuestos y accesorios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   16 489 351,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se aumenta para dar contenido a los contrato 054121 y 078121 denominados Contrato para la compra de llantas y baterías, bajo la modalidad de entrega según demanda.
	
	   16 489 351,00 

	
	 Subpartida: 29904
	
	
	
	1120
	1320
	
	Textiles y vestuario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 916 507,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 487
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA
	Se aumenta artículo 19573 Otros textiles y vestuario para la compra de capas, paraguas y salveques para atender las necesidades de los despachos judiciales de I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)que salen de giras
	
	    246 507,00 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta el artículo 15545 bota de hule, para la compra de botas de las OCJ del Circuito. , Se aumenta el artículo 21815 bolso cruzado con divisiones, para la compra de maletines de las OCJ del Circuito. 
	
	   2 670 000,00 

	
	 Subpartida: 29999
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    50 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 489
	
	
	
	
	
	JUZGADO TRANSITO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta artículo 19984 "batería alcalina grande" debido a que los despachos a cargo cuentan con megáfonos para uso de evacuación y no cuentan con las baterías alcalinas.
	
	    50 000,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    654 000,00 

	
	 Subpartida: 50102
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo de transporte
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    150 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 667
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CIUDAD JUDICIAL SAN JOAQUIN DE FLORES
	Se aumenta artículo 22631-Carretilla mano hidráulica (perra) debido a que el Centro de Intervenciones no cuenta con una y se requiere para el traslado de diferentes suministros de limpieza y de otra índole (en grandes cantidades), desde la Ciudad Judicial al CJIC, cuya distancia aproximada es de 500 metros. 
	
	    150 000,00 

	
	 Subpartida: 50199
	
	
	
	2210
	1320
	
	Maquinaria y equipo diverso
	
	
	
	
	
	
	
	
	    504 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 667
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL CIUDAD JUDICIAL SAN JOAQUIN DE FLORES
	Se aumenta artículo 24007 - PURIFICADOR DE AIRE, debido a que el estudio número PJ-DGH-SSO-338-2021, determinó un incumplimiento en la carga de ocupación de un 75%, además, según las disposiciones del Ministerio de Salud por motivo del Covid-19. 
	
	    304 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 520
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE
	Se aumenta artículo 23593 refrigeradora para sala de lactancia, para acondicionar la sala de lactancia del Juzgado Contravencional de Hatillo. 
	
	    200 000,00 

	
	Programa: 928 - Organismo de Investigación Judicial
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  410 536 516,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   205 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00105
	
	
	
	1111
	1320
	
	Suplencias 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   100 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022, según el estimado para incluir planes para proyectos.
	
	   100 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00201
	
	
	
	1111
	1320
	
	Tiempo extraordinario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   100 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   100 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00302
	
	
	
	1111
	1320
	
	Restricción al ejercicio liberal de la profesión
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena demarzo del 2022.
	
	   5 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   86 366 819,00 

	
	 Subpartida: 10103
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de equipo de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   13 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10103 ALQUILER DE EQUIPO DE COMPUTO, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos debido a diferenciales cambiarios.
	
	   13 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10201
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicio de agua y alcantarillado 
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 5
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios Públicos
	
	Se aumenta el registro 10201 Servicio de agua y alcantarillado, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Servicios Públicos.
	
	   20 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10299
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios básicos 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   4 252 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	se requiere aumentar el monto del servicio destrucción desechos contaminados para cubrir el faltante que se requiere para el nuevo contrato de recolección de bioinfecciosos.
	
	   4 252 000,00 

	
	 Subpartida: 10305
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios aduaneros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se aumenta el artículo trámites importaciones debido a que se debe hacer frente al pago de desalmacenaje de donaciones y pruebas interlaboratoriales del Departamento. 
	
	   2 500 000,00 

	
	 Subpartida: 10307
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de tecnologías de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 094 082,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el artículo test psicológicos on line en virtud de que la oficina manifiesta que los test los deben realizar en línea con el fin de digitalizar resultados.
	
	   5 094 082,00 

	
	 Subpartida: 10403
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de ingeniería y arquitectura
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el contenido de consultoría en servicios de ingeniería en virtud de que se requiere cancelar un reajuste precios en la consultoría de la licitación 2021LA-00053-PROV
	
	   3 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10499
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros servicios de gestión y apoyo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10499 OTROS SERVICIOS DE GESTIÓN Y APOYO, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos por diferenciales cambiarios.
	
	   2 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10502
	
	
	
	1120
	1320
	
	Viáticos dentro del país
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta viáticos para empleados debido a que se necesita dar contenido al artículo 19622, para dar contenido a esta subpartida debido a que el monto formulado no alcanzará esto debido a que se ha consumido mucho de este rubro.


	
	   6 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10503
	
	
	
	1120
	1320
	
	Transporte en el exterior
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el articulo de transporte para exterior en virtud de que las extradiciones han aumentado y se requiere reforzar el contenido presupuestario para afrontarlas.
	
	   3 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10504
	
	
	
	1120
	1320
	
	Viáticos en el exterior
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el articulo de viáticos en el exterior en virtud de que las extradiciones han aumentado y se requiere reforzar el contenido para afrontar los pagos correspondientes.
	
	   2 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10701
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Actividades de capacitación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 320 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	Se requiere aumentar la línea de actividades de capacitación con el fin de ajustar el monto para la realización de las jornadas de Medicina Legal.
	
	   3 320 000,00 

	
	 Subpartida: 10801
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de edificios y locales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se aumenta artículo mantenimiento de edificios dado que la carga de ocupantes de la sección supera en todas las áreas la cantidad de personas por espacio disponible, situación que ha sido reportada por Salud Ocupacional en repetidas oportunidades, la más reciente en informe PJ-DGH-SSO-3580-2020 recibido el 15 de diciembre del 2020.
	
	   5 300 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo 06944 servicio mantenimiento de portones eléctricos ya que los recursos actuales no son suficientes para realizar el trámite del nuevo contrato, según estimaciones realizadas.
	
	    200 000,00 

	
	 Subpartida: 10899
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de otros equipos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   16 700 737,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	Se aumenta el artículo para mantenimiento y reparación de otros equipos para cubrir el faltante de nuevos contratos de mantenimiento preventivo y correctivo 
	
	   4 000 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se aumenta el artículo de mantenimiento y reparación de otros equipos en virtud de que se requiere la compra de un repuesto de un equipo dañado del Contrato 088119 Contratación del Servicio de Mantenimiento Preventivo, Calibración y/o Verificación de Equipos de Varias Secciones del Departamento de Ciencias Forenses y reforzamiento de contratos de mantenimientos y calibraciones de equipos.
	
	   11 700 737,00 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10899 MANTEN. Y REPARACIÓN DE OTROS EQUIPOS, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos por diferenciales cambiarios.
	
	   1 000 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   89 953 024,00 

	
	 Subpartida: 20101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Combustibles y lubricantes
	
	
	
	
	
	
	
	
	   40 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta combustibles y lubricantes para cubrir el incremento en el precio del combustible en el actual periodo y no tener problema con la utilización de la flotilla vehicular. 
	
	   40 000 000,00 

	
	 Subpartida: 20199
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros productos químicos y conexos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 848 875,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se aumenta artículo saligae para identificación de saliva debido al incremento inesperado del consumo de estas pruebas, derivado de la implementación mundial del uso de obligatorio de mascarillas, junto con un incremento significativo del costo de las pruebas respecto al estudio de mercado al momento de proyectar el presupuesto de 2022
	
	   6 848 875,00 

	
	 Subpartida: 20301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos metálicos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    93 046,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo n.19562 otros, materiales y productos metálicos debido a que no se cuentan con recursos suficientes en esta subpartida para atender necesidades que se presenten en la Delegación y que según estimación realizada es una subpartida que debe contar con recursos para la atención de reparaciones del obrero especializado y otros.
	
	    93 046,00 

	
	 Subpartida: 20303
	
	
	
	1120
	1320
	
	Madera y sus derivados
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    52 533,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo n.19563 otros, madera y sus derivados debido a que no se cuentan con recursos suficientes en esta subpartida para atender necesidades que se presenten en la Delegación y que según estimación realizada es una subpartida que debe contar con recursos para la atención de reparaciones que realiza el obrero especializado y otros.
	
	    52 533,00 

	
	 Subpartida: 20304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    68 252,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo n.19564 otros, materiales y productos eléctricos, debido a que no se cuentan con recursos suficientes en esta subpartida para atender necesidades que se presenten en la Delegación y que según estimación realizada es una subpartida que debe contar con recursos para la atención de reparaciones que realiza el obrero especializado y otros.
	
	    68 252,00 

	
	 Subpartida: 20306
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos de plástico
	
	
	
	
	
	
	
	
	    50 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo n.19566 otros, materiales y productos de plástico debido a que no se cuentan con recursos suficientes en esta subpartida para atender necesidades que se presenten en la Delegación y que según estimación realizada es una subpartida que debe contar con recursos para la atención de reparaciones que realiza el obrero especializado y otros.
	
	    50 000,00 

	
	 Subpartida: 20399
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el artículo materiales y productos para uso en la construcción como manijas para llaves de baño, empaques, boya, llave de paso y otros para atender las diferentes reparaciones que se requieren realizar en las oficinas de San José.
	
	   1 000 000,00 

	
	 Subpartida: 29905
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de limpieza
	
	
	
	
	
	
	
	
	   41 840 318,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se aumenta para dar contenido al nuevo contrato según demanda de papel higiénico y toallas que se tramita mediante Licitación Pública 2021LN-000007-PROV
	
	   41 840 318,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   27 764 673,00 

	
	 Subpartida: 50104
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	   19 264 673,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 78
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE MEDICINA LEGAL
	Se aumenta la línea de muebles modulares que se deben colocar en las salas de dolientes para colocar prendas para vestimenta de fallecido.
	
	   4 000 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 83
	
	
	
	
	
	DEPARTAMENTO DE LABORATORIO DE CIENCIAS FORENSES
	Se aumenta artículo de aire acondicionado dado que se necesita instalar aires acondicionados tipos casette en los aposentos del cuarto instrumental anexo porque temperatura se está elevando al punto de poner en riesgo los análisis. Se aumenta el artículo muebles modulares debido a que el área experimenta un grado de hacinamiento el cual se observa en el estudio PJ-DGH-SSO-3580-2020 y que con la adquisición de estos modulares vendría a mejorar las condiciones actuales.
	
	   15 264 673,00 

	
	 Subpartida: 50105
	
	
	
	2210
	1320
	 
	Equipo de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 000 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 3
	
	
	
	
	
	
	
	Recurso Tecnológico Estratégico
	Se aumenta el artículo 21088 - Impresora portátil, dado que se requiere para la compra del artículo para la rotulación de las bolsas con la que se embala la droga.
	
	   2 000 000,00 

	
	 Subpartida: 50199
	
	
	
	2210
	1320
	
	Maquinaria y equipo diverso
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo n.23464 lampara de emergencias capitalizable debido a que es un equipo necesario en la Delegación Regional de San Ramón y no se cuenta con recursos.
	
	   1 313 550,00 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el artículo de armario para resguardo y seguridad en virtud de que se deben mantener resguardados líquidos inflamables que mantienen las diferentes oficinas de Planes y Operaciones.
	
	   5 000 000,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 557
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON)
	Se aumenta artículo n.23464 lampara de emergencias capitalizable debido a que es un equipo necesario en la Delegación Regional de San Ramón y no se cuenta con recursos.
	
	    186 450,00 

	
	Partida: 6
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Transferencias Corrientes
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 452 000,00 

	
	 Subpartida: 60701
	
	
	
	1330
	1320
	200
	Transferencias corrientes a organismos internacionales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 452 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1167
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL ORGANISMO DE INVESTIGACION JUDICIAL
	Se aumenta el artículo transferencias corrientes en virtud de que se requiere finalizar el pago de la membresía de Interpol ya que con los recursos formulados no fue suficiente.
	
	   1 452 000,00 

	
	Programa: 929 - Ministerio Público
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  141 973 443,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   110 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00105
	
	
	
	1111
	1320
	
	Suplencias 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   110 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   110 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   16 928 891,00 

	
	 Subpartida: 10103
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de equipo de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   10 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10103 ALQUILER DE EQUIPO DE CÓMPUTO, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos por diferenciales cambiarios.
	
	   10 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10304
	
	
	
	1120
	1320
	
	Transporte de bienes
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    500 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 545
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se aumenta el articulo 04013 "servicio de grúas", debido a que se requiere atender la compra menor que se tramitará en corredores y Fiscalía Corredores, así como para hacerle frente a los pagos por traslado de vehículos decomisados a la orden del ministerio público, vehículos que deben ser movilizados a un plantel; con este movimiento no hay impacto en las metas y objetivos del PAO.
	
	    500 000,00 

	
	 Subpartida: 10307
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Servicios de tecnologías de información
	
	
	
	
	
	
	
	
	    300 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 22901 emisión o renovación certificado de firma digital, debido a que se requiere renovar el certificado de firma digital de varios fiscales(as), quienes lo necesitan por estar en teletrabajo y para el desarrollo de sus funciones diarias; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	    300 000,00 

	
	 Subpartida: 10701
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Actividades de capacitación
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 828 891,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 19543 actividades de capacitación y materiales auxiliares, debido a que se deben contratar cursos en los temas de moodle (3 cupos) para funcionarios de la ucs del MP, o temas de administración (10 cupos) para personal profesional de la UAMP, y así poder cumplir con el plan anual de capacitación; así como artículo 22723 capacitación, debido que se requiere matricular un cupo en julio 2022 para personal de la oficina de prensa del MP, esto en el técnico de producción audiovisual de la universidad latina de costa rica, y así poder desarrollar proyectos que se ajusten a las nuevas tendencias de comunicar a la población, cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO
	
	   1 828 891,00 

	
	 Subpartida: 10801
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de edificios y locales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta el artículo de mantenimiento de edificios y locales debido a que se requiere llevar a cabo una mejora en la puerta de acceso al salón de técnicos de la fiscalía Liberia y hacer una media pared divisoria en la oficina de una fiscala.
	
	   1 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10805
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento y reparación de equipo de transporte
	
	
	
	
	
	
	
	
	   3 300 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 19549 mantenimiento y reparación de equipo de transporte, debido a que se requiere reforzar los recursos disponibles para los reportes de sireve y la reparación de la carrocería de la flotilla vehicular del MP, así como los mantenimientos menores, mayores y correctivos de esas unidades; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	   3 300 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 574 744,00 

	
	 Subpartida: 20301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos metálicos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    85 822,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 11673 llavín, debido a que se requiere reforzar los recursos para atender las reparaciones menores e imprevistas que se presenten en las oficinas del MP en san José; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	    85 822,00 

	
	 Subpartida: 20303
	
	
	
	1120
	1320
	
	Madera y sus derivados
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    363 760,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo 19563 otros, madera y sus derivados, debido a que se requiere hacer la reparación de paredes internas, de tres oficinas de fiscales; no se afectan metas del PAO
	
	    363 760,00 

	
	 Subpartida: 20399
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	
	
	
	
	
	
	
	
	    84 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 334
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo 19901, asiento y tapa elongada de inodoro debido a que, los 4 servicios sanitarios de mujeres de la fiscalía de Alajuela, se encuentran quebrados y sin tapa, por lo que es necesario comprar 4 unidades, es importante mencionar que no se impactan metas del PAO 2022.
	
	    84 000,00 

	
	 Subpartida: 20401
	
	
	
	1120
	1320
	
	Herramientas e instrumentos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    35 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 545
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR
	Se aumenta el articulo 13507 escalera de aluminio de 4 peldaños, debido a que se requiere para uso del personal que tramita evidencias y requieren bajar o colocar cajas y objetos en la parte alta de los estantes de la bodega; cabe señalar que este movimiento no impacta con las metas y objetivos del pao de la oficina.
	
	    35 000,00 

	
	 Subpartida: 29901
	
	
	
	1120
	1320
	
	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	    550 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 458
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL PUNTARENAS
	Se aumenta el artículo 23962 sello redondo automático debido que se requiere la compra de 6 sellos para la fiscalía adjunta de Puntarenas; no se impactan metas del pao.
	
	    50 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 561
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA
	Se aumenta el artículo 18495 sello mecánico, debido a que se requieren gestionar la confección del sello de la fiscalía de guatuso; no se afectan metas del pao
	
	    25 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 24211 kit completo de firma digital (tarjeta, lector, certificado), debido a que se requiere adquirir el certificado de firma digital de varios fiscales(as), quienes lo necesitan por estar en teletrabajo y para el desarrollo de sus funciones diarias; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO. Se aumenta el artículo 25432 kit dispositivo manos libres audífono discreto inalámbrico, debido a que se requieren en la fiscalía general para uso de la recepción y la coordinación judicial, quienes reciben gran cantidad de llamadas telefónicas diariamente; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	    475 000,00 

	
	 Subpartida: 29904
	
	
	
	1120
	1320
	
	Textiles y vestuario
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    262 223,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 119877 maletín especial para fotografía y artículo 119877 maletín para equipo audiovisual, debido a que se requiere para guardar y trasladar de manera segura las cámaras fotográficas y mezcladora de audio y video respectivamente de la oficina de prensa, las cuales por su naturaleza son propensas a sufrir golpes que puedan dañarlas; cabe señalar que este movimiento no impactan las metas del PAO. Se aumenta el artículo 24411 bandera para interiores, debido a que se requiere para la grabación de entrevistas oficiales, para la composición de la imagen deseada y la oficialidad requerida al video.
	
	    262 223,00 

	
	 Subpartida: 29999
	
	
	
	1120
	1320
	 
	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    193 939,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 19577 otros útiles, materiales y suministros, debido a que se requiere adquirir un set de maquillaje básico, esto para utilizarlo en las personas funcionarias a las que se va a entrevistar, grabar un vídeo o tomar fotografías, generando así un producto más profesional; cabe señalar que este movimiento no impactan las metas del PAO. Se aumenta el artículo 22943 asta de madera para bandera, debido a que se requiere para colocar la bandera de interiores que se utilizará en la grabación de entrevistas oficiales, para la composición de la imagen deseada y la oficialidad requerida al video. Se aumenta el artículo 23884 soporte fijo para televisor o pantalla, debido a que se requiere adaptar la pantalla a la pared, y así llevar a cabo de mejor forma la labor de monitoreo de medios de comunicación, así como proyectar contenido de interés a las personas usuarias, internas o externas, que visitan la oficina de prensa. Se aumenta el artículo 24030 cargador de baterías recargables, debido a que se requiere para cargar las baterías del equipo de micrófono de solapa y 2 grabadoras periodísticas con las que cuenta la oficina de prensa.
	
	    193 939,00 

	
	Partida: 5
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Bienes Duraderos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   8 080 398,00 

	
	 Subpartida: 50102
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo de transporte
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   6 240 360,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 2
	
	
	
	
	
	
	
	Vehículos
	
	Para atender el reclamo de cobro administrativo, presentado por la empresa Purdy Motor S.A., pedido N°2021-010749, contratación N°2017LN-000006-PROV, Línea 17
	
	   6 240 360,00 

	
	 Subpartida: 50103
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo de comunicación
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 092 926,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 16576 mezclador de audio, debido a que se requiere para desarrollar la estrategia de comunicación de la oficina de prensa, donde se tiene un enfoque en la producción de video y transmisiones con información de relevancia para las personas usuarias; cabe señalar que este movimiento no impactan las metas del PAO. Se aumenta el artículo 16627 parlante para auditorio y artículo 24683 trípode para sistema de audio, debido a que se requiere para la realización de conferencias de prensa y que se escuchen con claridad las declaraciones de las personas voceras y adicionalmente, que las puedan grabar con sus equipos; cabe señalar que este movimiento no impactan las metas del PAO.
	
	   1 092 926,00 

	
	 Subpartida: 50104
	
	
	
	2210
	1320
	
	Equipo y mobiliario de oficina
	
	
	
	
	
	
	
	
	    747 112,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 415
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE
	Se aumenta el artículo 20490 estantería metálica modular en perfiles (sencillo) debido a que se requiere en la bodega de archivos fiscales de la fiscalía de Liberia, no afectan metas del pao.
	
	    400 000,00 

	
	Centro Gestor Destino: 1817
	
	
	
	
	ADMINISTRACION REGIONAL SARAPIQUI
	Se aumenta el artículo 20481 aire acondicionado 12.000 btu c/instalación para mejorar las condiciones de la cámara Gesell de la fiscalía de Sarapiquí, dado que es una zona caliente y no se cuenta con el equipo para realizar las entrevistas de menores en condición de vulnerabilidad, no se afectan metas del PAO. 

	
	    347 112,00 

	
	Partida: 7
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Transferencias de Capital
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 389 410,00 

	
	 Subpartida: 70107
	
	
	
	1
	1
	 
	Fondos en fideicomiso para gasto de capital 
	
	
	
	
	
	
	
	
	   5 389 410,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 23578 fondos en fideicomiso para gasto de capital, pago generales de proyectos del fideicomiso inmobiliario poder judicial-BCR 2015, asignados para concluir el trámite de inscripción del terreno del Ministerio Público en San José; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	   4 265 476,00 

	
	 Fuente: 280
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 717
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DEL MINISTERIO PUBLICO
	Se aumenta el artículo 23578 fondos en fideicomiso para gasto de capital, pago generales de proyectos del fideicomiso inmobiliario poder judicial-BCR 2015, asignados para concluir el trámite de inscripción del terreno del Ministerio Público en San José; cabe señalar que este movimiento no impacta las metas del PAO.
	
	   1 123 934,00 

	
	Programa: 930 - Defensa Pública
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   43 192 817,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00105
	
	
	
	1111
	1320
	
	Suplencias 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   20 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   20 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   22 100 000,00 

	
	 Subpartida: 10101
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de edificios, locales y terrenos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   10 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10101 alquiler de edificios y locales y terrenos para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos por diferenciales cambiarios.
	
	   10 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10103
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de equipo de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   10 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10103 alquiler de equipo de cómputo, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos por diferenciales cambiarios.
	
	   10 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10801
	
	
	
	1120
	1320
	
	Mantenimiento de edificios y locales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   2 100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 709
	
	
	
	
	
	ADMINISTRACION DE LA DEFENSA PUBLICA
	Se aumenta art. 21765 de mantenimiento de edificios y locales (repuestos contrato) para los ascensores de la Defensa Pública debido a la necesidad de cumplir con el mantenimiento requerido y cumplimiento de medidas de seguridad de los equipos.
	
	   2 100 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 092 817,00 

	
	 Subpartida: 20402
	
	
	
	1120
	1320
	
	Repuestos y accesorios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   1 092 817,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 1
	
	
	
	
	
	
	
	 Bienes de inventario, combustible y edificios
	Se aumenta para dar contenido a los contrato 054121 y 078121 denominados Contrato para la compra de llantas y baterías, bajo la modalidad de entrega según demanda.
	
	   1 092 817,00 

	
	Programa: 950 - Servicio de Atención y Protección de Víctimas y Testigos
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	  169 240 000,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   157 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00301
	
	
	
	1111
	1320
	
	Retribución por años servidos
	
	
	
	
	
	
	
	
	   7 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   7 000 000,00 

	
	 Subpartida: 00399
	
	
	
	1111
	1320
	
	Otros incentivos salariales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   150 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta para atender el faltante proyectado según la proyección de la 2 quincena de marzo del 2022.
	
	   150 000 000,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   12 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10103
	
	
	
	1120
	1320
	
	Alquiler de equipo de cómputo
	
	
	
	
	
	
	
	
	   12 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Rubro Destino: 4
	
	
	
	
	
	
	
	Contratos 
	
	Se aumenta el registro 10103 ALQUILER DE EQUIPO DE CÓMPUTO, para atender el faltante reflejado en la proyección de seguimiento del Rubro de Contratos por diferenciales cambiarios.
	
	   12 000 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    240 000,00 

	
	 Subpartida: 20301
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos metálicos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    80 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1106
	
	
	
	
	UNIDAD DE PROTECCION DE VICTIMAS Y TESTIGOS
	Se aumenta la línea de otros materiales y productos metálicos en virtud de que se requiere realizar la compra de diferentes tipos de tornillos y cerraduras para reparación de la oficina.
	
	    80 000,00 

	
	 Subpartida: 20302
	
	
	
	1120
	1320
	
	Materiales y productos minerales y asfálticos
	
	
	
	
	
	
	
	
	    120 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1106
	
	
	
	
	UNIDAD DE PROTECCION DE VICTIMAS Y TESTIGOS
	Se aumenta el artículo de materiales y productos minerales y asfalticos en virtud de que se requiere realizar la compra de laminas de gypsum y masilla para unas reparaciones menores de la oficina.
	
	    120 000,00 

	
	 Subpartida: 20399
	
	
	
	1120
	1320
	
	Otros materiales y productos de uso en la construcción
	
	
	
	
	
	
	
	
	    40 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1106
	
	
	
	
	UNIDAD DE PROTECCION DE VICTIMAS Y TESTIGOS
	Se aumenta la línea de otros materiales y productos de uso en la construcción en virtud de que se requiere comprar pasta gypsum para reparación menor en la oficina.
	
	    40 000,00 

	
	Programa: 951 - Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   15 138 400,00 
	
	
	 

	
	Partida: 0
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    38 400,00 

	
	 Subpartida: 00101
	
	
	
	1111
	1320
	 
	Sueldos para cargos fijos 
	
	
	
	
	
	
	
	
	    38 400,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Remuneraciones
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Para atender solicitud de la Junta Administradora del Fondo para una reasignación de un puesto
	
	    38 400,00 

	
	Partida: 1
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Servicios
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	   15 000 000,00 

	
	 Subpartida: 10404
	
	
	
	1120
	1320
	
	Servicios en ciencias económicas y sociales
	
	
	
	
	
	
	
	
	   15 000 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1907
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta el contenido presupuestario de la subpartida 10404 para la contratación de un miembro externo del Comité de Auditoría a solicitud de los integrantes de la Junta Administradora del FJPPJ y no se cuenta con recursos institucionales propios, ni convenios con otras instituciones públicas para el servicio requerido.
	
	   15 000 000,00 

	
	Partida: 2
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Materiales y Suministros
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	    100 000,00 

	
	 Subpartida: 20104
	
	
	
	1120
	1320
	
	Tintas, pinturas y diluyentes 
	
	
	
	
	
	
	
	
	    100 000,00 

	
	 Fuente: 001
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 

	
	Centro Gestor Destino: 1907
	
	
	
	
	
	
	Se aumenta la subpartida 20104 dado que se requiere efectuar compra de tinta para impresora Epson, EcoTank, siendo que la misma se encuentra con el cartucho bajo y debe sustituirse para la impresión de documentos en la ventanilla de servicio al cliente de la Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ.
	
	    100 000,00 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	Total Destino:
	
	
	
	 2 189 819 737,00 
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	Ejecución Presupuestaria
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	Modificaciones Externas
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	 Hora del reporte:
	01:48 p. m.

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	 Usuario:
	PODER-JUDICIAL\anavarroa

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	 Reporte Origen y Aplicación de Fondos 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Periodo: 2022
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	N° Modificación: 000004-ME-2022
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Origen
	
	
	
	
	
	
	
	
	Aplicación
	
	
	
	
	
	
	
	

	Programa 
	Subpartida
	F.F.
	C.E.
	C.F.
	Monto Subpartida
	
	Programa
	Subpartida
	F.F.
	
	C.F.
	
	
	Monto Subpartida

	926
	00301
	
	001
	1111
	1320
	113 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	113 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	00105
	001
	
	1320
	
	
	113 000 000,00
	

	926
	00302
	
	001
	1111
	1320
	100 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	100 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	00105
	001
	
	1320
	
	
	100 000 000,00
	

	926
	10101
	
	001
	1120
	1320
	100 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	100 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	100 000 000,00
	

	926
	10301
	
	001
	1120
	1320
	4 100 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	4 100 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10306
	001
	
	1320
	
	
	1 939 375,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10702
	001
	
	1320
	
	
	600 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	7 880,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	19999
	001
	
	1320
	
	
	60 625,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	1 460 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50104
	001
	
	1320
	
	
	32 120,00
	

	926
	10303
	
	001
	1120
	1320
	6 363 396,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	6 363 396,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10306
	001
	
	1320
	
	
	27 193,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10499
	001
	
	1320
	
	
	33 313,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	5 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	19 695,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20102
	001
	
	1320
	
	
	41 130,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	803 396,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20301
	001
	
	1320
	
	
	1 818,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20302
	001
	
	1320
	
	
	22 600,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20303
	001
	
	1320
	
	
	322 807,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50103
	001
	
	1320
	
	
	60 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50106
	001
	
	1320
	
	
	11 647,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	19 797,00
	

	926
	10304
	
	001
	1120
	1320
	321 870,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	321 870,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	19999
	001
	
	1320
	
	
	21 870,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50103
	001
	
	1320
	
	
	52 918,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50107
	001
	
	1320
	
	
	203 854,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	60701
	001
	
	1320
	
	
	43 228,00
	

	926
	10305
	
	001
	1120
	1320
	500 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	926
	10307
	
	001
	1120
	1320
	8 831 493,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	8 831 493,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	1 831 493,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	7 000 000,00
	

	926
	10405
	
	001
	1120
	1320
	30 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	30 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	30 000 000,00
	

	926
	10406
	
	001
	1120
	1320
	77 780 256,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	77 780 256,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10104
	001
	
	1320
	
	
	2 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	870 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10299
	001
	
	1320
	
	
	4 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10306
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	17 665 433,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10499
	001
	
	1320
	
	
	8 681 068,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10502
	001
	
	1320
	
	
	3 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	3 822 819,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10802
	001
	
	1320
	
	
	9 300 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	2 643 596,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20102
	001
	
	1320
	
	
	59 146,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	2 728 196,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20301
	001
	
	1320
	
	
	850 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20302
	001
	
	1320
	
	
	863 109,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50103
	001
	
	1320
	
	
	87 834,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50104
	001
	
	1320
	
	
	13 967 880,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50107
	001
	
	1320
	
	
	1 872 996,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	4 167 657,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	60701
	001
	
	1320
	
	
	200 522,00
	

	926
	10501
	
	001
	1120
	1320
	300 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	300 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10702
	001
	
	1320
	
	
	300 000,00
	

	926
	10601
	
	001
	1120
	1320
	35 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	35 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	12 085 312,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20101
	001
	
	1320
	
	
	22 667 037,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50106
	001
	
	1320
	
	
	247 651,00
	

	926
	10801
	
	001
	1120
	1320
	19 493 176,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	19 493 176,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	19 493 176,00
	

	926
	10803
	
	001
	1120
	1320
	1 300 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 300 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10299
	001
	
	1320
	
	
	71 004,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	257 668,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10499
	001
	
	1320
	
	
	69 940,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	400 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20102
	001
	
	1320
	
	
	12 121,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20301
	001
	
	1320
	
	
	72 604,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20302
	001
	
	1320
	
	
	100 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50106
	001
	
	1320
	
	
	130 203,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	186 460,00
	

	926
	10804
	
	001
	1120
	1320
	1 969 046,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 969 046,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	969 046,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	1 000 000,00
	

	926
	10805
	
	001
	1120
	1320
	378 863,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	378 863,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	378 863,00
	

	926
	10806
	
	001
	1120
	1320
	789 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	789 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	100 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	150 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50107
	001
	
	1320
	
	
	39 000,00
	

	926
	10808
	
	001
	1120
	1320
	10 836 272,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	10 836 272,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	8 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20101
	001
	
	1320
	
	
	2 503 615,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	332 657,00
	

	926
	10899
	
	001
	1120
	1320
	2 870 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 870 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	2 870 000,00
	

	926
	20104
	
	001
	1120
	1320
	18 025 128,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	18 025 128,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	169 248,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10306
	001
	
	1320
	
	
	3 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	1 393 751,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	562 542,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	1 470 404,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20301
	001
	
	1320
	
	
	88 090,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20303
	001
	
	1320
	
	
	507 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20306
	001
	
	1320
	
	
	450 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20402
	001
	
	1320
	
	
	656 875,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	29904
	001
	
	1320
	
	
	9 727 218,00
	

	926
	20199
	
	001
	1120
	1320
	781 422,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	781 422,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50106
	001
	
	1320
	
	
	781 422,00
	

	926
	20304
	
	001
	1120
	1320
	328 735,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	328 735,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	328 735,00
	

	926
	20305
	
	001
	1120
	1320
	194 405,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	194 405,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	194 405,00
	

	926
	20399
	
	001
	1120
	1320
	2 900 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 900 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	664 426,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	200 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20302
	001
	
	1320
	
	
	935 574,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50107
	001
	
	1320
	
	
	100 000,00
	

	926
	20401
	
	001
	1120
	1320
	2 375 804,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 375 804,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	50 752,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	186 807,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	125 714,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	121 421,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	121 137,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20301
	001
	
	1320
	
	
	121 947,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50103
	001
	
	1320
	
	
	49 248,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50106
	001
	
	1320
	
	
	1 548 778,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	50 000,00
	

	926
	29901
	
	001
	1120
	1320
	1 601 820,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 601 820,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	560 256,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	600 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	441 564,00
	

	926
	29902
	
	001
	1120
	1320
	3 133 034,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	3 133 034,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	3 133 034,00
	

	926
	29903
	
	001
	1120
	1320
	2 311 209,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 311 209,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	72 930,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20102
	001
	
	1320
	
	
	760 727,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	1 091 215,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	386 337,00
	

	926
	29905
	
	001
	1120
	1320
	86 786,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	86 786,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	86 786,00
	

	926
	29906
	
	001
	1120
	1320
	7 650 365,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	7 650 365,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10201
	001
	
	1320
	
	
	655 625,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10306
	001
	
	1320
	
	
	1 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	1 093 664,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10499
	001
	
	1320
	
	
	167 129,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	39 570,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10807
	001
	
	1320
	
	
	638 869,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	19999
	001
	
	1320
	
	
	202 605,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20203
	001
	
	1320
	
	
	348 493,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20301
	001
	
	1320
	
	
	685 562,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20302
	001
	
	1320
	
	
	178 717,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20303
	001
	
	1320
	
	
	470 193,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	20306
	001
	
	1320
	
	
	756 173,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50107
	001
	
	1320
	
	
	237 756,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	001
	
	1320
	
	
	676 009,00
	

	926
	29999
	
	001
	1120
	1320
	9 031 616,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	9 031 616,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10403
	001
	
	1320
	
	
	381 616,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10499
	001
	
	1320
	
	
	7 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	10701
	001
	
	1320
	
	
	1 150 000,00
	

	926
	50103
	
	280
	2210
	1320
	11 511 131,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	11 511 131,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50101
	280
	
	1320
	
	
	479 536,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	280
	
	1320
	
	
	11 031 595,00
	

	926
	50104
	
	280
	2210
	1320
	1 974 103,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 974 103,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50101
	280
	
	1320
	
	
	700 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	280
	
	1320
	
	
	1 274 103,00
	

	926
	50107
	
	280
	2210
	1320
	53 980,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	53 980,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	280
	
	1320
	
	
	53 980,00
	

	926
	50201
	
	280
	2110
	1320
	2 622 806,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 622 806,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50101
	280
	
	1320
	
	
	2 520 464,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	926
	50199
	280
	
	1320
	
	
	102 342,00
	

	Rebajos 926
	
	
	
	
	
	578 415 716,00
	
	Aumentos 926
	
	
	
	
	
	
	578 415 716,00 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	927
	00201
	
	001
	1111
	1320
	70 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	70 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	00105
	001
	
	1320
	
	
	70 000 000,00
	

	927
	00203
	
	001
	1111
	1320
	26 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	26 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	00399
	001
	
	1320
	
	
	26 000 000,00
	

	927
	00205
	
	001
	1111
	1320
	4 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	4 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	00202
	001
	
	1320
	
	
	4 000 000,00
	

	927
	00301
	
	001
	1111
	1320
	537 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	537 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	00105
	001
	
	1320
	
	
	146 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	00302
	001
	
	1320
	
	
	32 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	00399
	001
	
	1320
	
	
	359 000 000,00
	

	927
	10299
	
	001
	1120
	1320
	922 380,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	922 380,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	647 547,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10805
	001
	
	1320
	
	
	274 833,00
	

	927
	10301
	
	001
	1120
	1320
	3 500 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	3 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10101
	001
	
	1320
	
	
	2 702 971,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10807
	001
	
	1320
	
	
	797 029,00
	

	927
	10406
	
	001
	1120
	1320
	149 808 225,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	149 808 225,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10101
	001
	
	1320
	
	
	49 315 709,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10103
	001
	
	1320
	
	
	32 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	66 101 340,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10807
	001
	
	1320
	
	
	1 579 176,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	20101
	001
	
	1320
	
	
	112 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	20306
	001
	
	1320
	
	
	100 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	20399
	001
	
	1320
	
	
	100 000,00
	

	927
	10701
	
	001
	1120
	1320
	2 500 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10204
	001
	
	1320
	
	
	540 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10307
	001
	
	1320
	
	
	264 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	1 674 042,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10805
	001
	
	1320
	
	
	21 958,00
	

	927
	10801
	
	001
	1120
	1320
	3 306 958,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	3 306 958,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	3 306 958,00
	

	927
	10804
	
	001
	1120
	1320
	704 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	704 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10101
	001
	
	1320
	
	
	400 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	50199
	001
	
	1320
	
	
	304 000,00
	

	927
	10806
	
	001
	1120
	1320
	291 352,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	291 352,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	291 352,00
	

	927
	10808
	
	001
	1120
	1320
	9 718 182,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	9 718 182,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10101
	001
	
	1320
	
	
	4 562 557,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	4 918 125,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10805
	001
	
	1320
	
	
	237 500,00
	

	927
	20102
	
	001
	1120
	1320
	210 537,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	210 537,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	210 537,00
	

	927
	20104
	
	001
	1120
	1320
	739 393,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	739 393,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	739 393,00
	

	927
	20199
	
	001
	1120
	1320
	49 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	49 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	49 000,00
	

	927
	20301
	
	001
	1120
	1320
	125 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	125 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	125 000,00
	

	927
	20304
	
	001
	1120
	1320
	19 398 648,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	19 398 648,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10101
	001
	
	1320
	
	
	130 830,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	826 960,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	20402
	001
	
	1320
	
	
	16 489 351,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	29904
	001
	
	1320
	
	
	1 751 507,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	29999
	001
	
	1320
	
	
	50 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	50102
	001
	
	1320
	
	
	150 000,00
	

	927
	29901
	
	001
	1120
	1320
	2 255 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 255 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	1 090 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	29904
	001
	
	1320
	
	
	1 165 000,00
	

	927
	29905
	
	001
	1120
	1320
	25 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	25 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10499
	001
	
	1320
	
	
	25 000,00
	

	927
	29906
	
	001
	1120
	1320
	569 170,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	569 170,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10101
	001
	
	1320
	
	
	553 461,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	10805
	001
	
	1320
	
	
	15 709,00
	

	927
	50104
	
	280
	2210
	1320
	200 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	200 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	927
	50199
	280
	
	1320
	
	
	200 000,00
	

	Rebajos 927
	
	
	
	
	
	831 322 845,00
	
	Aumentos 927
	
	
	
	
	
	
	831 322 845,00 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	928
	00301
	
	001
	1111
	1320
	200 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	200 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	00105
	001
	
	1320
	
	
	100 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	00201
	001
	
	1320
	
	
	100 000 000,00
	

	928
	00399
	
	001
	1111
	1320
	5 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	5 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	00302
	001
	
	1320
	
	
	5 000 000,00
	

	928
	10101
	
	001
	1120
	1320
	60 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	60 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10201
	001
	
	1320
	
	
	20 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20101
	001
	
	1320
	
	
	40 000 000,00
	

	928
	10401
	
	001
	1120
	1320
	3 752 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	3 752 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10299
	001
	
	1320
	
	
	3 752 000,00
	

	928
	10406
	
	001
	1120
	1320
	14 246 268,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	14 246 268,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10103
	001
	
	1320
	
	
	13 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10499
	001
	
	1320
	
	
	1 246 268,00
	

	928
	10804
	
	001
	1120
	1320
	200 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	200 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10801
	001
	
	1320
	
	
	200 000,00
	

	928
	10805
	
	001
	1120
	1320
	7 753 732,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	7 753 732,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10299
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10499
	001
	
	1320
	
	
	253 732,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10502
	001
	
	1320
	
	
	6 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10899
	001
	
	1320
	
	
	1 000 000,00
	

	928
	20104
	
	001
	1120
	1320
	48 877 600,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	48 877 600,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10499
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10701
	001
	
	1320
	
	
	3 320 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	29905
	001
	
	1320
	
	
	41 840 318,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50104
	001
	
	1320
	
	
	1 804 277,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	60701
	001
	
	1320
	
	
	1 413 005,00
	

	928
	20402
	
	001
	1120
	1320
	1 550 487,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 550 487,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20301
	001
	
	1320
	
	
	93 046,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20303
	001
	
	1320
	
	
	48 239,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20304
	001
	
	1320
	
	
	45 652,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20306
	001
	
	1320
	
	
	50 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50199
	001
	
	1320
	
	
	1 313 550,00
	

	928
	29901
	
	001
	1120
	1320
	5 026 894,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	5 026 894,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10503
	001
	
	1320
	
	
	3 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10504
	001
	
	1320
	
	
	2 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20303
	001
	
	1320
	
	
	4 294,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20304
	001
	
	1320
	
	
	22 600,00
	

	928
	29902
	
	001
	1120
	1320
	9 378 032,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	9 378 032,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10899
	001
	
	1320
	
	
	3 339 037,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20399
	001
	
	1320
	
	
	1 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50199
	001
	
	1320
	
	
	5 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	60701
	001
	
	1320
	
	
	38 995,00
	

	928
	29903
	
	001
	1120
	1320
	5 094 082,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	5 094 082,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10307
	001
	
	1320
	
	
	5 094 082,00
	

	928
	29904
	
	001
	1120
	1320
	6 195 723,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	6 195 723,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10899
	001
	
	1320
	
	
	4 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50104
	001
	
	1320
	
	
	2 195 723,00
	

	928
	29906
	
	001
	1120
	1320
	26 010 575,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	26 010 575,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10305
	001
	
	1320
	
	
	2 500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10403
	001
	
	1320
	
	
	3 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10801
	001
	
	1320
	
	
	5 300 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	10899
	001
	
	1320
	
	
	8 361 700,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	20199
	001
	
	1320
	
	
	6 848 875,00
	

	928
	50103
	
	280
	2210
	1320
	2 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50105
	280
	
	1320
	
	
	2 000 000,00
	

	928
	50106
	
	280
	2210
	1320
	15 451 123,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	15 451 123,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50104
	280
	
	1320
	
	
	15 264 673,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	928
	50199
	280
	
	1320
	
	
	186 450,00
	

	Rebajos 928
	
	
	
	
	
	410 536 516,00
	
	Aumentos 928
	
	
	
	
	
	
	410 536 516,00 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	929
	00301
	
	001
	1111
	1320
	110 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	110 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	00105
	001
	
	1320
	
	
	110 000 000,00
	

	929
	10406
	
	001
	1120
	1320
	11 572 123,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	11 572 123,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10103
	001
	
	1320
	
	
	10 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10304
	001
	
	1320
	
	
	119 800,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10307
	001
	
	1320
	
	
	300 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10701
	001
	
	1320
	
	
	145 427,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10801
	001
	
	1320
	
	
	213 616,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	20301
	001
	
	1320
	
	
	85 822,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	20401
	001
	
	1320
	
	
	35 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29901
	001
	
	1320
	
	
	215 346,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	50104
	001
	
	1320
	
	
	457 112,00
	

	929
	10502
	
	001
	1120
	1320
	2 716 905,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 716 905,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	001
	
	1
	
	
	2 716 905,00
	

	929
	10702
	
	001
	1120
	1320
	578 891,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	578 891,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10701
	001
	
	1320
	
	
	578 891,00
	

	929
	10806
	
	001
	1120
	1320
	370 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	370 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10304
	001
	
	1320
	
	
	220 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10701
	001
	
	1320
	
	
	114 038,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29999
	001
	
	1320
	
	
	35 962,00
	

	929
	10807
	
	001
	1120
	1320
	786 384,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	786 384,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10801
	001
	
	1320
	
	
	786 384,00
	

	929
	10899
	
	001
	1120
	1320
	125 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	125 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29904
	001
	
	1320
	
	
	89 023,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29999
	001
	
	1320
	
	
	35 977,00
	

	929
	20101
	
	001
	1120
	1320
	1 264 985,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 264 985,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10805
	001
	
	1320
	
	
	500 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	20303
	001
	
	1320
	
	
	239 985,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29901
	001
	
	1320
	
	
	55 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29904
	001
	
	1320
	
	
	35 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29999
	001
	
	1320
	
	
	122 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	001
	
	1
	
	
	313 000,00
	

	929
	20102
	
	001
	1120
	1320
	10 200,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	10 200,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10304
	001
	
	1320
	
	
	10 200,00
	

	929
	20104
	
	001
	1120
	1320
	411 164,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	411 164,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10304
	001
	
	1320
	
	
	150 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	20399
	001
	
	1320
	
	
	84 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29901
	001
	
	1320
	
	
	177 164,00
	

	929
	20203
	
	001
	1120
	1320
	576 046,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	576 046,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10701
	001
	
	1320
	
	
	285 934,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	001
	
	1
	
	
	290 112,00
	

	929
	20304
	
	001
	1120
	1320
	226 265,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	226 265,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	20303
	001
	
	1320
	
	
	123 775,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29901
	001
	
	1320
	
	
	102 490,00
	

	929
	20305
	
	001
	1120
	1320
	50 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	50 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	001
	
	1
	
	
	50 000,00
	

	929
	20402
	
	001
	1120
	1320
	4 682 801,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	4 682 801,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10701
	001
	
	1320
	
	
	704 601,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	10805
	001
	
	1320
	
	
	2 800 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	29904
	001
	
	1320
	
	
	138 200,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	50104
	001
	
	1320
	
	
	290 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	001
	
	1
	
	
	750 000,00
	

	929
	29903
	
	001
	1120
	1320
	145 459,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	145 459,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	001
	
	1
	
	
	145 459,00
	

	929
	50199
	
	280
	2210
	1320
	2 216 860,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 216 860,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	50103
	280
	
	1320
	
	
	1 092 926,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	70107
	280
	
	1
	
	
	1 123 934,00
	

	929
	50201
	
	280
	2110
	1320
	6 240 360,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	6 240 360,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	929
	50102
	280
	
	1320
	
	
	6 240 360,00
	

	Rebajos 929
	
	
	
	
	
	141 973 443,00
	
	Aumentos 929
	
	
	
	
	
	
	141 973 443,00

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	930
	00302
	
	001
	1111
	1320
	20 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	20 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	00105
	001
	
	1320
	
	
	20 000 000,00
	

	930
	10203
	
	001
	1120
	1320
	50 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	50 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	50 000,00
	

	930
	10307
	
	001
	1120
	1320
	150 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	150 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	150 000,00
	

	930
	10406
	
	001
	1120
	1320
	20 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	20 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10101
	001
	
	1320
	
	
	10 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10103
	001
	
	1320
	
	
	10 000 000,00
	

	930
	10807
	
	001
	1120
	1320
	97 957,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	97 957,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	97 957,00
	

	930
	10808
	
	001
	1120
	1320
	207 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	207 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	207 000,00
	

	930
	20102
	
	001
	1120
	1320
	684 869,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	684 869,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	684 869,00
	

	930
	20199
	
	001
	1120
	1320
	67 181,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	67 181,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	67 181,00
	

	930
	20304
	
	001
	1120
	1320
	1 092 817,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	1 092 817,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	20402
	001
	
	1320
	
	
	1 092 817,00
	

	930
	20305
	
	001
	1120
	1320
	92 500,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	92 500,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	92 500,00
	

	930
	20306
	
	001
	1120
	1320
	150 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	150 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	150 000,00
	

	930
	29901
	
	001
	1120
	1320
	163 824,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	163 824,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	163 824,00
	

	930
	29903
	
	001
	1120
	1320
	164 530,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	164 530,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	164 530,00
	

	930
	29905
	
	001
	1120
	1320
	18 454,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	18 454,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	18 454,00
	

	930
	29906
	
	001
	1120
	1320
	253 685,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	253 685,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	930
	10801
	001
	
	1320
	
	
	253 685,00
	

	Rebajos 930
	
	
	
	
	
	43 192 817,00
	
	Aumentos 930
	
	
	
	
	
	
	43 192 817,00

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	950
	00105
	
	001
	1111
	1320
	22 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	22 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	00399
	001
	
	1320
	
	
	22 000 000,00
	

	950
	00201
	
	001
	1111
	1320
	45 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	45 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	00399
	001
	
	1320
	
	
	45 000 000,00
	

	950
	00203
	
	001
	1111
	1320
	37 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	37 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	00301
	001
	
	1320
	
	
	7 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	00399
	001
	
	1320
	
	
	30 000 000,00
	

	950
	00302
	
	001
	1111
	1320
	53 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	53 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	00399
	001
	
	1320
	
	
	53 000 000,00
	

	950
	10101
	
	001
	1120
	1320
	12 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	12 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	10103
	001
	
	1320
	
	
	12 000 000,00
	

	950
	20402
	
	001
	1120
	1320
	240 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	240 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	20301
	001
	
	1320
	
	
	80 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	20302
	001
	
	1320
	
	
	120 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	950
	20399
	001
	
	1320
	
	
	40 000,00
	

	Rebajos 950
	
	
	
	
	
	169 240 000,00
	
	Aumentos 950
	
	
	
	
	
	
	169 240 000,00

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	951
	00302
	
	001
	1111
	1320
	38 400,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	38 400,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	951
	00101
	001
	
	1320
	
	
	38 400,00
	

	951
	10302
	
	001
	1120
	1320
	3 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	3 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	951
	10404
	001
	
	1320
	
	
	3 000 000,00
	

	951
	10307
	
	001
	1120
	1320
	7 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	7 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	951
	10404
	001
	
	1320
	
	
	7 000 000,00
	

	951
	10405
	
	001
	1120
	1320
	3 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	3 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	951
	10404
	001
	
	1320
	
	
	3 000 000,00
	

	951
	10702
	
	001
	1120
	1320
	2 000 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	2 000 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	951
	10404
	001
	
	1320
	
	
	2 000 000,00
	

	951
	29901
	
	001
	1120
	1320
	100 000,00
	
	
	
	
	
	
	
	
	100 000,00
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	951
	20104
	001
	
	1320
	
	
	100 000,00
	

	Rebajos 951
	
	
	
	
	
	15 138 400,00
	
	Aumentos 951
	
	
	
	
	
	
	15 138 400,00 

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total Rebajos
	
	
	
	
	2 189 819 737,00 
	
	Total Aumentos 
	
	
	
	
	
	
	2 189 819 737,00 
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La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y el máster David Madrigal Robles, Coordinador de la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales, mediante oficio N° PJ-DGH-0156-2022 del 04 de abril 2022, comunicaron lo siguiente:

[bookmark: marca1]“Con el fin de justificar la Modificación Presupuestaria Nº 04-2022, en la que se plantea trasladar recursos económicos según los siguientes rubros: 

a. Del programa 926: de las subpartidas 301 (Anuales) y 302 (Prohibición /Dedicación Exclusiva), a la subpartida 105 (Suplencias).

b. Del programa 927: de las subpartidas 201 (Horas extra), 203 (Disponibilidad), 205 (Dietas) y 301 (Anuales), a las subpartidas 105 (Suplencias), 202 (Recargo de funciones), 302 (Prohibición /Dedicación Exclusiva) y 399 (Otros Incentivos Salariales).

c. Del programa 928: de las subpartidas 301 (Anuales) y 399 (Otros Incentivos Salariales), a las subpartidas 105 (Suplencias), 201 (Horas extra) y 302 (Prohibición /Dedicación Exclusiva).

d. Del programa 929: de la subpartida 301 (Anuales) a la subpartida 105 (Suplencias).

e. Del programa 930: de la subpartida 302 (Prohibición /Dedicación Exclusiva) a la subpartida 105 (Suplencias).

f. Del programa 950: de las subpartidas 105 (Suplencias), 201 (Horas extra), 203 (Disponibilidad) y 302 (Prohibición /Dedicación Exclusiva) a la subpartida 301 (Anuales) y 399 (Otros Incentivos Salariales).

g. Del programa 951: de la subpartida 302 (Prohibición /Dedicación Exclusiva) a la subpartida 101 (Salarios Base-reasignaciones).

Me permito indicar que esta modificación se realiza según los análisis y valoraciones, desarrollados por esta dirección, de las proyecciones de salario correspondientes a las quincenas ya liquidadas y de la solicitud externada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Se trasladan entonces recursos entre las subpartidas 105 "Suplencias", 201 "Horas extra", 203 "Disponibilidad", 205 "Dietas", 301 "Anuales", 302 "Prohibición / Dedicación" y 399 "Otros incentivos salariales", y las subpartidas 101 “Salarios Base”, 105 "Suplencias", 201 "Horas extra", 202 "Recargo de funciones", 301 "Anuales", 302 "Prohibición / Dedicación" y 399 "Otros Incentivos Salariales", según el cuadro adjunto:

	PROGRAMA
	SUBPARTIDA
	COLETILLAS
	MONTO REBAJAR POR COLETILLA
	SUBPARTIDA
	COLETILLAS
	MONTO INCREMENTAR POR COLETILLA

	b926
	301
	Anuales (44)
	¢ 113,000,000.00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 213,000,000.00

	926
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 100,000,000.00
	 
	
	¢ 0.00

	 
	 
	
	 
	 
	
	 

	927
	201
	Horas extra
	¢ 70,000,000.00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 216,000,000.00

	927
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 26,000,000.00
	202
	Recargo de funciones
	¢ 4,000,000.00

	927
	205
	Dietas
	¢ 4,000,000.00
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 32,000,000.00

	927
	301
	Anuales (44)
	¢ 537,000,000.00
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 385,000,000.00

	 
	 
	
	 
	 
	
	 

	928
	301
	Anuales (44)
	¢ 200,000,000.00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 100,000,000.00

	928
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 5,000,000.00
	201
	Horas extra
	¢ 100,000,000.00

	928 
	 
	
	 
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 5,000,000.00

	 
	 
	
	 
	 
	
	 

	929
	301
	Anuales (44)
	¢ 110,000,000.00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 110,000,000.00

	 
	 
	
	 
	 
	
	 

	930
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 20,000,000.00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 20,000,000.00

	 
	 
	
	 
	 
	
	 

	950
	105
	Suplencias (133)
	¢ 22,000,000.00
	301
	Anuales (44)
	¢ 7,000,000.00

	 
	201
	Horas extra
	¢ 45,000,000.00
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 150,000,000.00

	 
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 37,000,000.00
	 
	
	 

	 
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 53,000,000.00
	 
	
	 

	 
	 
	
	 
	 
	
	 

	951
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 38,400.00
	101
	Salarios Base (180)
	¢ 38,400.00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Total General
	¢ 1,342,038,400.00
	Total General
	¢ 1,342,038,400.00



Con base en lo anterior, se solicitará trasladar recursos a las subpartidas 101 “Salarios Base”, 105 "Suplencias", 201 "Horas extra", 202 "Recargo de funciones", 301 "Anuales", 302 "Prohibición / Dedicación" y 399 "Otros Incentivos Salariales", tomando recursos de las subpartidas 105 "Suplencias", 201 "Horas extra", 203 "Disponibilidad", 205 "Dietas", 301 "Anuales", 302 "Prohibición / Dedicación" y 399 "Otros incentivos salariales" de los programas presupuestarios indicados.

Con toda consideración.”

- 0 -

A esos efecto adjunta certificación N° PJ-DGH-012C-2022 del 4 de abril de 2022, que dice que los traslados planteados en la Modificación Presupuestaria N° H04-2022, en lo que se refiere a las subpartidas 101 “Salarios Base”, 105 "Suplencias", 201 "Horas extra", 202 "Recargo de funciones", 203 "Disponibilidad", 205 "Dietas", 301 "Anuales", 302 "Prohibición / Dedicación" y 399 "Otros Incentivos Salariales", del contenido económico aprobado mediante la Ley 10.103, de Presupuesto Ordinario y Extraordinario para el Ejercicio Económico del año 2022, se obtienen de los recursos presupuestarios proyectados a la fecha, los cuales muestran montos suficientes para cubrir el costo de los movimientos propuestos.
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	Anexo


	
	
	
	
	
	
	
	

	PROGRAMA
	REBAJAR
	COLETILLAS
	MONTO POR
	PROGRAMA
	AUMENTAR
	COLETILLAS
	MONTO POR

	 
	SUBPARTIDA
	 
	COLETILLA
	 
	SUBPARTIDA
	 
	COLETILLA

	926
	105
	Suplencias (133)
	¢ 0,00
	 
	105
	Suplencias (133)
	¢ 213 000 000,00

	
	301
	Anuales (44)
	¢ 113 000 000,00
	
	301
	Anuales (44)
	¢ 0,00

	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 100 000 000,00
	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 0,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL
	 
	 
	¢ 213 000 000,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 213 000 000,00

	927
	105
	Suplencias (133)
	¢ 0,00
	927
	105
	Suplencias (133)
	¢ 216 000 000,00

	
	201
	Horas extra
	¢ 70 000 000,00
	
	201
	Horas extra
	¢ 0,00

	
	202
	Recargo de funciones
	¢ 0,00
	
	202
	Recargo de funciones
	¢ 4 000 000,00

	
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 26 000 000,00
	
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 0,00

	
	205
	Dietas
	¢ 4 000 000,00
	
	205
	Dietas
	¢ 0,00

	
	301
	Anuales (44)
	¢ 537 000 000,00
	
	301
	Anuales (44)
	¢ 0,00

	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 0,00
	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 32 000 000,00

	
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 0,00
	
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 385 000 000,00

	
	
	 
	 
	
	
	 
	 

	
	
	 
	 
	
	
	 
	 

	
	
	 
	 
	
	
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL
	 
	 
	¢ 637 000 000,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 637 000 000,00

	928
	105
	Suplencias (133)
	¢ 0,00
	 
	105
	Suplencias (133)
	¢ 100 000 000,00

	
	201
	Horas extra
	¢ 0,00
	
	201
	Horas extra
	¢ 100 000 000,00

	
	301
	Anuales (44)
	¢ 200 000 000,00
	
	301
	Anuales (44)
	¢ 0,00

	
	302
	Prohibición / Dedicación
	 
	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 5 000 000,00

	
	399
	Indice de Competitividad Salarial (I.C.S.) (74)
	¢ 5 000 000,00
	
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 0,00

	
	
	 
	 
	
	
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL
	 
	 
	¢ 205 000 000,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 205 000 000,00

	929
	105
	Suplencias (133)
	¢ 0,00
	 
	105
	Suplencias (133)
	¢ 110 000 000,00

	
	301
	Anuales (44)
	¢ 110 000 000,00
	
	301
	Anuales (44)
	¢ 0,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL
	 
	 
	¢ 110 000 000,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 110 000 000,00

	930
	105
	Suplencias (133)
	¢ 0,00
	 
	105
	Suplencias (133)
	¢ 20 000 000,00

	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 20 000 000,00
	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 0,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL
	 
	 
	¢ 20 000 000,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 20 000 000,00

	950
	105
	Suplencias (133)
	¢ 22 000 000,00
	 
	105
	Suplencias (133)
	¢ 0,00

	
	201
	Horas extra
	¢ 45 000 000,00
	
	201
	Horas extra
	¢ 0,00

	
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 37 000 000,00
	
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 0,00

	
	301
	Anuales (44)
	¢ 0,00
	
	301
	Anuales (44)
	¢ 7 000 000,00

	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 53 000 000,00
	
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 0,00

	
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 0,00
	
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 150 000 000,00

	
	
	 
	¢ 0,00
	
	
	 
	¢ 0,00

	TOTAL
	 
	 
	¢ 157 000 000,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 157 000 000,00

	951
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 38 400,00
	951
	101
	Salarios Base (180)
	¢ 38 400,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL
	 
	 
	¢ 38 400,00
	TOTAL
	 
	 
	¢ 38 400,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL GENERAL
	¢ 1 342 038 400,00
	TOTAL GENERAL
	¢ 1 342 038 400,00

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	Total Rebajos
	¢ 1 342 038 400,00
	
	
	
	

	
	
	Aumentos remuneraciones
	¢ 1 342 038 400,00
	
	
	
	

	
	
	Para cargas sociales
	¢ 0,00
	
	
	
	



	PROGRAMA
	SUBPARTIDA
	COLETILLAS
	MONTO REBAJAR POR COLETILLA
	SUBPARTIDA
	COLETILLAS
	MONTO INCREMENTAR POR COLETILLA

	926
	301
	Anuales (44)
	¢ 113 000 000,00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 213 000 000,00

	926
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 100 000 000,00
	 
	 
	¢ 0,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	927
	201
	Horas extra
	¢ 70 000 000,00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 216 000 000,00

	927
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 26 000 000,00
	202
	Recargo de funciones
	¢ 4 000 000,00

	927
	205
	Dietas
	¢ 4 000 000,00
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 32 000 000,00

	927
	301
	Anuales (44)
	¢ 537 000 000,00
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 385 000 000,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	928
	301
	Anuales (44)
	¢ 200 000 000,00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 100 000 000,00

	928
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 5 000 000,00
	201
	Horas extra
	¢ 100 000 000,00

	 
	 
	 
	 
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 5 000 000,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	929
	301
	Anuales (44)
	¢ 110 000 000,00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 110 000 000,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	930
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 20 000 000,00
	105
	Suplencias (133)
	¢ 20 000 000,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	950
	105
	Suplencias (133)
	¢ 22 000 000,00
	301
	Anuales (44)
	¢ 7 000 000,00

	 
	201
	Horas extra
	¢ 45 000 000,00
	399
	Otros Incentivos Salariales
	¢ 150 000 000,00

	 
	203
	Disponibilidad (47)
	¢ 37 000 000,00
	 
	 
	 

	 
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 53 000 000,00
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	951
	302
	Prohibición / Dedicación
	¢ 38 400,00
	101
	Salarios Base (180)
	¢ 38 400,00

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Total General
	¢ 1 342 038 400,00
	Total General
	¢ 1 342 038 400,00
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Se acordó: 1.) Tener por conocidos el oficio N° 0128-0128-PTO-2022 suscrito por los másteres Miguel Ovares Chavarría, María Antonieta Herrera Charraun y la licenciada Marlen Sánchez Solís, por su orden, Jefe del Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso Presupuestario Contable y Jefa del Subproceso de Presupuesto y los oficios N° 0129-0128-PTO-2022 y N° 0130-0128-PTO-2022 del 22 de abril de 2022, dirigido al licenciado José Luis Araya Alpízar, Subdirector General del Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.) Tener por recibido los oficios N° PJ-DGH-0156 Y 12C-2022, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, y el máster David Madrigal Robles, Coordinador del Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales de la citada Dirección. 3.) Aprobar la Modificación Externa por Decreto Ejecutivo No. 04-2022, la que se remite a la Dirección de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, con el ruego atento de que se tramite mediante Decreto Ejecutivo.

La Dirección Ejecutiva, la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes.””

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 35-2022 celebrada el 27 de abril de 2022, artículo III, sobre la Modificación Externa por Decreto Ejecutivo No. 04-2022. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334168]ARTÍCULO XXI
Documento Nº 472-2022
Conoce esta Junta Administradora, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 36-2022 del 29 de abril del 2022, artículo XVI, que dice:
[bookmark: _Hlk68871219]“La licenciada Nacira Valverde Bermúdez remite la solicitud de recursos para 2023 del Programa 951 Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo establecido en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018), donde se indica que esta Junta goza de independencia funcional, técnica y administrativa.

Al respecto, en primera instancia se considera oportuno reiterar los antecedentes relacionados con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

ANTECEDENTES

1. En sesión N° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, la Corte Plena del Poder Judicial, promulgó el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

2. Tras un proceso de elecciones internas efectuado en el año 2019, la Junta fue juramentada por la Corte Plena el día 27 de enero de 2020, sesión N° 04-2020, artículo VII, quedando debidamente constituida, conformada y habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3. Por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión N° 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LXXVIII, se aprobó la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el cual fue suscrito en 27 de enero de 2020, por un período de dos años prorrogables.

4. Con fecha 16 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) remite, mediante el oficio SP-439-2020, por medio del cual solicita en su inciso 1) lo que a continuación se destaca:

“Conforme lo establecido en el artículo 8 sobre responsabilidades generales del Órgano de Dirección, se le solicita informar en el proceso que se encuentra el nombramiento del Director Ejecutivo o equivalente, el Auditor Interno y el responsable de la función de cumplimiento para el Fondo.”

5. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, analizó que, para cumplir con el requerimiento remitido por la SUPEN, era necesario tener claridad sobre su naturaleza jurídica y su relación con el Poder Judicial.

6. Mediante Oficio N°. 265-2020 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora emite un plan de acción con el fin de cumplir con lo solicitado por la Superintendencia considerando un plazo estimado de seis meses, adjuntando un plan de acción específico para su atención.

7. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 393-2020, del 26 de junio de 2020, solicita a la Procuraduría General de la República, atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta Administradora, a efecto de tener claridad acerca del grado de desconcentración que le fue otorgado a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros.

8. Mediante el oficio N°. 0564-2020 del 24 de agosto de 2020, se expone la situación presentada por la Junta Administradora y las acciones realizadas para la atención de los requerimientos solicitados por la Superintendencia de Pensiones.

9. Dicho ente supervisor mediante oficio SP-1137-2020 con fecha 03 de septiembre 2020, atiende parte de los requerimientos y petitorias expuestos, sin embargo, en lo que respecta al plan de acción para el nombramiento de la estructura administrativa señala lo que a continuación se destaca:

“Por lo anterior y siendo responsabilidad de esa Junta Administradora el aprobar la estructura organizacional y funcional del Fondo; así como, el proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, aunque se conocen sus particularidades, no es posible otorgar una prórroga para el nombramiento del Director Ejecutivo, Función de Auditoría y Función de Cumplimiento, requerimientos que se comunicaron en los oficios referenciados en la segunda petitoria, y se les insta a que se ajusten a la normativa en el menor plazo posible.”

10. De acuerdo con la solicitud realizada por la Procuraduría General de la República en el oficio N°. ADPb-7273-2020, la Superintendencia de Pensiones, emite criterio mediante el oficio SP-1399-2020 del 30 de octubre del 2020, resaltando que:

“[…] comparte el criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el sentido de que la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del Fondo.

Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento.”

11. El 29 de enero de 2021, mediante oficio C-021-2021 de la Procuraduría General de la República, remite criterio, del cual se destaca sus conclusiones como siguen:

“[…] 1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo.

2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.”

12. En sesión de fecha 8 de febrero de 2021 N° 6-2021, artículo III la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó lo siguiente:

“[…] Tras un análisis a profundidad de los pormenores indicados en el documento de referencia, este órgano colegiado del Poder Judicial, de forma unánime se acordó: 1) Tomar nota del Dictamen C-021-2021, remitido por el Procurador Alonso Arnesto Moya, recibido el 01 de febrero del 2021. 2) Declarar que la Junta Administradora del FJPPJ es un órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental independiente, con grado de desconcentración máximo en lo referente a la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), pero que conserva relación con este Poder de la República como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, con la Corte Plena como superior jerárquico; que cuenta con capacidad de contratación de nuevo personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y patrimonio.3) De la lectura de dicho dictamen interpreta esta Junta Administradora del FJPPJ que posee las competencias suficientes para: a) El uso de la comisión del cinco por mil establecida por la Ley N°. 9544, su saldo acumulado a la fecha y sus aportes futuros. b) Gestionar su propio presupuesto, contratar servicios de proveedores, ejecutar la compra de activos, adquisición de licencias, software, cancelación del canon de supervisión y demás gastos administrativos de forma directa, con los recursos provistos por la citada ley. c) La contratación de nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de empleo público como cualquier otro servidor del Poder Judicial. d) Trasladar recursos al Poder Judicial únicamente sobre las nuevas plazas que lleguen a ser creadas o gastos administrativos adicionales en que se incurran para la gestión de este régimen de pensiones.4) Remitir al distinguido Consejo Superior los productos de la consultoría especializada contratada con la firma PricewaterhouseCoopers para valorar la potencial estructura administrativa necesaria para la Junta Administradora del FJPPJ, con el fin de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 5) Realizar formal gestión ante el honorable Consejo Superior del Poder Judicial con el fin de que se instaure en la estructura interna de ese Poder de la República conforme a los requerimientos normativos vigentes y se indiquen los canales formales necesarios para que este órgano colegiado traslade al Poder Judicial los costos asociados a la contratación del nuevo personal de referencia, que a criterio de la Junta Administradora del FJPPJ se consideren necesarios contratar. 6) Solicitar al distinguido (SIC) Consejo Superior que se ordene a las instancias administrativas del Poder Judicial efectuar (a la mayor brevedad posible) los ajustes y alineamientos necesarios para considerar a este órgano como parte del Poder Judicial, satisfaciendo los requerimientos que para una adecuada gestión del FJPPJ sean necesarios de ejecutar, en particular se solicita aclarar la relación de la Auditoria Judicial para la supervisión de la Junta Administradora y del FJPPJ, dado el criterio vinculante emitido. 7) Conformar una comisión especial integrada por el Dr. Juan Carlos Segura Solis Integrante Suplente y el MPM. Oslean Mora Valdez Encargado de Apoyo Administrativo, para la preparación de una solicitud de ampliación del criterio emitido por la Procuraduría General de la República, brindando espacio de una semana al resto de integrantes para la remisión de sus sugerencias. 8) Someter a conocimiento de la Superintendencia de Pensiones el citado dictamen y el detalle de este acuerdo, con el fin de que se considere los tiempos y movimientos necesarios para el alineamiento de los requerimientos ineludibles, situación que podrá influir en el cumplimiento de los plazos en los planes de acción correspondientes. 9) Someter a conocimiento de toda la población afiliada al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el dictamen N°. C-021-2021, como un ejercicio de apertura y transparencia ante el colectivo judicial. Se declara este acuerdo firme…” (el enmarcado no pertenece al documento original)

13. En sesión de fecha 18 de febrero de 2021 N° 14-2021, Artículo LXVI el Consejo Superior, conoció el acuerdo celebrado en la N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, artículo III por parte de la Junta Administradora del FJPPJ y tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 acordó gestionar con las instancias técnicas correspondientes la valoración de la potencial estructura administrativa necesaria, el tema presupuestarios y la metodología para incorporar recursos económicos de la Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial que surgen de la comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo (Articulo N° 239 LOPJ), con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora.

14. Mediante oficio DGPN-0244-2021 de 16 de abril, remitido por el Lic. José Luis Araya Alpizar Director a.i. de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, da respuesta a las consultas realizadas a esa dependencia por la Directora Ejecutiva Master Ana Eugenia Romero Jenkins en el oficio 750-DE-2021, relacionas con la Junta de Pensiones del Poder Judicial, al respecto se contestó lo siguiente:




 “…se ha valorado lo siguiente respecto a lo que han denominado en el oficio en referencia una propuesta de ejecución: 

- “1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con los recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 239), conocidos como Comisión de Administración.” 

En lo que priva establecer a esta Dirección, se considera que, para garantizar la independencia de administración y disposición de los recursos que la ley N°9524 establece para el financiamiento de dietas, salarios y, en general, los gastos administrativos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creará, dentro de la estructura programática del Poder Judicial, el programa 951-Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cuya unidad ejecutora será la Junta antes citada. 

El monto que compete presupuestar en el gasto de este programa corresponderá estimarlo y distribuirlo, según el clasificador del gasto, a la Junta de cita, quien deberá coordinar a lo interno del Poder Judicial lo correspondiente a la incorporación de su presupuesto dentro del presupuesto institucional. 

1.Una vez conocido el monto del presupuesto de la Junta, los trámites que se deberán gestionar ante esta Dirección serán: 

Solicitar la autorización de la ampliación del límite correspondiente al correo electrónico notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr, con el fin de que el traslado de instancia del Anteproyecto institucional se realice sin ningún inconveniente en el SFP. 

2. Establecer contacto, lo antes posible, con el señor Néstor Chinchilla Dinarte, teléfono 25396292, correo electrónico Chinchilladn@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de Ingresos Fiscales y Programación Plurianual, para coordinar lo relacionado con la estimación e incorporación de los recursos que percibe la Junta para su financiamiento en los ingresos del Proyecto de Ley de Presupuesto 2022. 

3. Establecer contacto, lo antes posible, con la señorita Karla Cortés Chinchilla, teléfono 25394326, correo electrónico cortesck@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de Relación de Puestos, para coordinar los detalles correspondientes a la creación e incorporación de las plazas en la relación de puestos del programa 951. 

- “2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder Judicial, para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la comisión por gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, para hacer frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.” 

Sobre este punto, esta Dirección entabló una conversación preliminar con el Subtesorero Nacional, quien ha manifestado su apertura para que se coordine con esa dependencia lo correspondiente. Dirección: Edificio la Virgen, La Uruca, 50 metros al sureste de la Antigua Bomba Shell. San José, Costa Rica - Tel: (506) 2539-6240 - www.hacienda.go.cr 

- “3. Garantizar por medio formal que: 

a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia que se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites existentes en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial. 

b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del presupuesto, previa conciliación de saldos.” 

En lo que se refiere al punto anterior, es importante indicar que en las atribuciones y competencias que corresponden a esta Dirección, no está la posibilidad de garantizar lo que allí se propone, porque nos debemos al acatamiento del marco normativo que rige sobre la materia presupuestaria. 

No obstante, en comprensión de los objetivos que se persiguen, hemos realizado las siguientes gestiones: 

En cuanto al punto 3.a., se ha puesto en autos a las autoridades superiores actuales del Ministerio para que se autorice, como una ampliación al límite, el presupuesto del programa que se está asignando a la Junta dentro de la estructura programática del Poder Judicial, para la administración y ejecución de los recursos que esta disponga para su operación. Lo cual quedó evidenciado en el oficio de comunicación del límite al Poder Judicial, DM-0340 del 15 de abril de 2022. 

En lo que se refiere al punto 3.b., sobre las cuantías o fondos a favor de la Junta y su uso en el periodo siguiente, se efectuó una conversación preliminar con la Contadora Nacional a fin de que se coordine con esa dependencia lo correspondiente, en cuanto a los fondos trasladados por la Junta y la conciliación de saldos, este es un tema que también debe coordinarse con la Tesorería Nacional. 

Finalmente, se debe recordar que la formulación y ejecución de recursos autorizados mediante ley de presupuesto, atenderán lo que al respecto establezca la normativa legal y la técnica presupuestaria que rige sobre estas etapas del proceso presupuestario, sin demerito del accionar que corresponda a los rectores de los subsistemas de Tesorería Nacional y Contabilidad Nacional, dentro del marco normativo que rige sus actividades”.

15. Mediante oficio 1315-DE-2021 de 22 de abril pasado, la Master Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, comunica a la Secretaría General de la Corte, los alcances de las gestiones y consultas realizadas ante el Ministerio de Hacienda, que generaron el oficio N° 750-DE-2021 y su correspondiente respuesta con oficio N° DGPN-0244-2021 detalle que se encuentra en el cuerpo de este artículo, indica la señora Directora Ejecutiva que: 



“Lo anterior se hace de conocimiento del Consejo Superior para que se considere en el proceso de formulación del presupuesto 2022, en tanto esta Dirección, en coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, la Dirección de Planificación y del Departamento Financiero Contable acuerdan con la Tesorería y la Contabilidad Nacional los procedimientos para incorporar los recursos y hacer la liquidación anual”. 

- 0 -

“El Consejo Superior en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero del 2021, artículo LXVI, acordó:

“Se acordó: 1.) Tener por conocidos los acuerdos adoptados por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 06-2021, celebrada el 8 de febrero de 2021, artículos III y XXIV. 2.) Tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, se acogen las pretensiones emitidas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en consecuencia: a.) Remitir el presente acuerdo a la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que replantee el enfoque de las labores que se le encomendaron, tomando en consideración los nuevos elementos aportados en el citado dictamen de la Procuraduría General de la República y lo solicitado por la Junta. b.) La Dirección Ejecutiva y la Dirección de Planificación deberán valorar lo correspondiente en cuanto al tema presupuestario, referente a la metodología para incorporar económicos de la Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial, con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para los fines correspondientes.”

Con motivo de lo anterior la Dirección Ejecutiva, con el apoyo técnico del Departamento de Servicios Generales, en coordinación con la Dirección de Planificación elevó consulta con oficio N° 750-DE-2021 a la Dirección Nacional de Presupuesto en los siguientes términos:

“Con la entrada en vigor, el 22 de mayo de 2018, de la Reforma a la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante la Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, la normativa modifico específicamente el capítulo del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trajo consigo la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual mediante el criterio N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la República, define que dicha instancia es un Órgano del Poder Judicial, requiriendo su atención en los siguientes aspectos: 
 
 Lo anterior se hace de conocimiento del Consejo Superior para que se considere en el proceso de formulación del presupuesto 2022, en tanto esta Dirección, en coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, la Dirección de Planificación y del Departamento Financiero Contable acuerdan con la Tesorería y la Contabilidad Nacional los procedimientos para incorporar los recursos y hacer la liquidación anual.
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La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, en oficio N° 512-PLA-2021 de 5 de mayo de 2021, remitió el informe en relación con los recursos presupuestarios a incorporar para el 2022 para el financiamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que dice:

 Mediante oficio 2832-2021, la Secretaria de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 25-2021 celebrada el 25 de marzo de 2021, artículo XLIX, en donde se dispuso lo siguiente:

“(…) se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del Poder Judicial, en sesión N° 2-2021 del 15 de marzo de 2021, artículo IV. 2.) De conformidad con el criterio de la Procuraduría General de la República C-21-2021 y el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero de 2021, artículo LXVI, dejar sin efecto el convenio celebrado por la Corte Suprema de Justicia y la citada Junta, en vista que ya perdió vigencia. 3.) Ordenar a todas las Direcciones del Poder Judicial que deben atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida para el cumplimiento de los plazos dispuestos por la Superintendencia de Pensiones, con el fin de evitar multas o sanciones. Se declara acuerdo firme.”

Presupuesto para 2023

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, indica que los recursos solicitados por la JUNAFO para el 2023, no han sido analizados en el fondo por la Dirección de Planificación, sino que responde al trámite de la solicitud planteada y aprobada por parte de la Junta Administradora según Oficio N°. 0103-DJA-2022, donde el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í. de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones remitió el detalle del presupuesto del período 2023, definido para la JUNAFO, donde indica que:

“Para su conocimiento y fines consiguientes, se detalla el presupuesto final del periodo 2023 definido para la JUNAFO, cuya ejecución se encuentra a cargo de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, programa N.º 951 “Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, el cual asciende a la suma total de ¢2.281.884.021,57 (dos mil doscientos ochenta y un millones ochocientos ochenta y cuatro mil veintiún colones con cincuenta y siete céntimos). 

Se destaca que, la partida de remuneraciones considera las estimaciones realizadas por la Dirección de Gestión Humana por un monto total de ¢1.594.867.707,19 (mil quinientos noventa y cuatro millones ochocientos sesenta y siete mil setecientos siete colones con diecinueve céntimos) dada la nueva estructura determinada como necesaria por parte de la JUNAFO para ese periodo, su evolución, y las necesidades considerando los requerimientos normativos establecidos por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Al respecto, es importante recordar que, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial es la encargada de determinar las sumas finales definitivas referentes a las partidas de remuneraciones siendo actualizada esta información, conforme a los datos remitidos por dicha Dirección. 

Por otra parte, las remuneraciones de las plazas antiguas (18 plazas trasladadas en sesión número 26-2021 del artículo XXXI del Consejo Superior) seguirán siendo financiadas con recursos del Poder Judicial; los gastos variables, así como las plazas nuevas incluidas, serán costeadas por la comisión de administración del cinco por mil, establecida en el art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ). Al respecto, es importante señalar que, dicho artículo de la LOPJ en lo que interesa, indica:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

…

h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.”

…

La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.

Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley. (subrayado no es del original)

De igual forma conviene destacar que, se mantiene pendiente de resolución la acción de inconstitucionalidad presentada bajo el expediente número 20-009378-0007-CO referente a la posible devolución de esta contribución parafiscal[footnoteRef:15], situación que deberá ser oportunamente analizada al momento de recibir la resolución judicial pertinente.  [15:  Conforme la clasifica la Contraloría General de la República en dictamen DCA-4802 del 15 de diciembre de 2021.] 


Dado lo anterior, a continuación, se detalla un resumen del presupuesto determinado para este Órgano de Desconcentración Máxima del Poder Judicial[footnoteRef:16] para el periodo 2023, conforme se aprecia en el siguiente detalle:” [16:  Conforme lo dictaminó la Procuraduría General de la República según dictamen C-021-2021 del 29 de enero del 2021.] 


Tabla N°.1
Presupuesto del Periodo 2023 Definido para la JUNAFO

	[bookmark: _Hlk99534953]Partida
	Descripción
	Presupuesto 2022
	Presupuesto 2023
	Diferencia Absoluta
	Diferencia Relativa

	Total remuneraciones
	₡1 204 209 981,00
	₡1 594 867 707,19
	₡390 657 726,19
	32,44%

	 Partida : 0
	Remuneraciones
	1 204 209 981,00
	1 594 867 707,19
	390 657 726,19
	32,44%

	Total Gasto Variable
	₡517 816 398,00
	₡687 016 314,39
	₡169 199 916,39
	32,68%

	 Partida : 1 
	Servicios
	323 686 792,00
	485 219 919,00
	161 533 127,00
	49,90%

	 Partida : 2 
	Materiales y Suministros
	2 000 000,00
	14 447 889,00
	12 447 889,00
	622,39%

	 Partida : 5 
	Bienes Duraderos
	165 826 121,00
	156 329 335,00
	-9 496 786,00
	-5,73%

	 Partida : 6 
	Transferencias Corrientes
	26 303 485,00
	31 019 171,39
	4 715 686,39
	17,93%

	Monto presupuesto total
	₡1 722 026 379,00
	₡2 281 884 021,57
	₡559 857 642,57
	32,51%



1. Detalle del Presupuesto

A continuación, se presenta el detalle del Presupuesto solicitados por la JUNAFO para el 2023, por un monto de ¢2.281.884.022, según detalle: 
[image: ]

1.1 Partida de Remuneraciones 

Para el cálculo de Salarios se consideraron 46 plazas de las cuales 18 son financiadas con recursos del Poder Judicial (18 plazas trasladadas en sesión número 26-2021 del artículo XXXI del Consejo Superior) y las restantes 28 se crean dada la nueva estructura determinada como necesaria por parte de la JUNAFO para el 2023, considerando las necesidades, y los requerimientos normativos establecidos por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). De estas 28 plazas 20 son ordinarias y 8 extraordinarias, según detalle: 
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Descripción generada automáticamente]

Es importante destacar que, el aumento en el monto total del presupuesto del año 2023 se debe principalmente a variaciones en los siguientes elementos:

Según acuerdo tomado por la JUNAFO en sesión N° 10-2022, artículo XIV del 28 de febrero del 2022, fue necesaria la creación de 8 plazas extraordinarias para el 2023, para cubrir las siguientes necesidades:

	Cantidad Plazas
	Descripción
	Justificación

	 

3
	1 Auditor Interno
1 Auditor Financiero y de Procesos
1 Auditor de Tecnología de Información 
	Conforme al estudio realizado por la firma consultora externa PricewaterhouseCoopers durante el periodo 2020, se estimó necesario contar con una unidad conformada por tres profesionales, que efectúen la función de Auditoría Interna necesaria para la JUNAFO.

	





3
	




2 Ing. En Programación y Desarrollo
1 Ing. En Proyectos de T.I. 
	Para completar el equipo de trabajo recomendado por la DTIC. (Actualmente ya se cuenta con 3 plazas ordinarias). 

Conforme al estudio efectuado por la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones del Poder Judicial, se estima que dada la cantidad de mejoras pendientes de ejecutar para el adecuado funcionamiento de este régimen básico del primer pilar, así como para el correcto alineamiento a los requerimientos del Reglamento de Tecnología de Información exigible a los supervisados por SUPEN, se requiere contar con al menos 6 personas funcionarias para esta área.
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Técnico Administrativo 1
	Para reforzar la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones. 

Para realizar el control y seguimiento de la población pensionada estudiante, actualizar el expediente de gestiones de cada persona beneficiaria, realizar la conciliación contra las bases de datos del Tribunal Supremo de Elecciones, la CCSS, conciliaciones de impuestos sobre la renta, generación de cuentas por cobrar a las personas beneficiarias por pagos en demasía, proyección del flujo de necesidades, entre otros elementos que son asociados por la SUPEN a la actividad significativa del proceso de “Desacumulación”, donde se atiende a una población aproximada de 4,216 entre jubiladas y pensionadas. 
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Asistente de Prosecretario 
	Para realizar preparación de las agendas y actas de este cuerpo colegiado, comunicación de los acuerdos, seguimiento, certificación, depósito de documentos en los accesos propios de la SUPEN y publicación de esta documentación en la página web del FJPPJ. Así mismo brindan apoyo y acompañamiento a los Comités de Inversiones, Riesgos y Auditoría, cumpliendo con la remisión de información a la SUPEN en los plazos definidos en la normativa.







Es importante indicar que las 3 plazas para la Auditoría, la JUNAFO se ve en la obligación de crearlas en la Formulación 2023, debido a que Corte Plena en la sesión 10-2022 celebrada el pasado 28 de febrero acordó: 

“1.) Acoger el informe de la Dirección Jurídica remitido mediante oficio N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril del 2021, así como las conclusiones que contiene, a saber, 

 Conforme a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y lo dispuesto en el artículo 239 de la LOPJ, dicho órgano debe contar con una estructura administrativa básica y funcional que sea financiada con los recursos previstos en dicha norma, no siendo dable que con recursos públicos del Poder Judicial se mantenga la misma.
 
 La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones requiere tener su propia estructura de control financiada con recursos previstos en la Ley ° 9544 del 24 de abril de 2018.
 
 Corresponderá a la Auditoría Interna propia de dicha Junta emitir las recomendaciones y advertencias que correspondan al órgano decisor de la misma.

2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en atención a la instancia planteada ante esta Corte Plena, y de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

 Se adjunta Oficio 2694-2022



Requerimientos Presupuestarios

Del monto total de este presupuesto estimado, la suma de ¢1.774.688.740,57 (mil setecientos setenta y cuatro millones seiscientos ochenta y ocho mil setecientos cuarenta colones con cincuenta y siete céntimos) corresponden estrictamente al costo de las plazas que se crean para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, más el gasto variable asociado al funcionamiento de dicho Órgano, mientras que la suma de ¢507.195.281,00 (quinientos siete millones ciento noventa y cinco mil doscientos ochenta y un colones) corresponden al costo de las plazas trasladadas por el Consejo Superior en sesión N.º 26-2021 artículo XXXI, plazas contratadas históricamente para la atención de este régimen jubilatorio previamente a la promulgación de la Ley N° 9544.”

Es importante indicar que los cálculos de la Partida de “Remuneraciones” fueron realizados por la JUNAFO con la información proporcionada por el licenciado David Madrigal Robles, de la Dirección de Gestión Humana, mediante correo del 29 de marzo del 2022.

Si bien es cierto, la Dirección de Planificación no participa en el análisis del fondo de las solicitudes, ya que corresponde a la Junta su solicitud y aprobación, a nivel de estructuras de oficinas, si se observa que existe una debilidad al plantear para el año 2023 la composición de forma ordinaria del Subdirector del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, ya que dentro de las estructuras formales de la institución, lo que corresponde es mantener los dos jefes de proceso, que corresponden a la figura de sub jefe en cada proceso que interviene, por lo que adicionar un Subdirector, duplica la estructura. Lo anterior, y para lo que corresponda, se analiza a partir de lo que establece el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, MIDEPLAN, en la “Guía para el Levantamiento de Procesos”, la cual está orientada a la organización por procesos y que desempeñan sus actividades ordinarias en procesos de Reorganización Administrativa en el sector público costarricense.

Por otra parte, MIDEPLAN, define que todo proceso de reorganización, integral o parcial deberá tener una orientación hacia procesos integrados de trabajo, con clara secuencia de la gestión y determinar la pertinencia de algunos procesos o subprocesos para la obtención de productos específicos, a fin de evitar la excesiva fragmentación y consecuente inflexibilidad de la gestión. A partir de este concepto, y al analizar los componentes que definen la teoría de los procesos, se puede determinar que la propuesta estructural para la gestión de la JUNAFO se ajusta dentro del concepto por procesos, por ende, requiere de la estructura organizacional definida por Macroproceso, Procesos y Subproceso. Los cuales estarán conformados por las actividades (entiéndase el conjunto de tareas, decisiones y puntos de control) que se ejecutan y que contribuirán a alcanzar los objetivos dentro de una estructura estratégica que está debidamente definida.

1.2 Gasto Variable

En la tabla siguiente se muestra el resumen comparativo de los recursos formulados para el año 2022 y el detalle de los recursos solicitados para el año 2023, por la JUNAFO.

Tabla 1. Comparativo de los recursos solicitados para el 2022-2023.

En la tabla siguiente se muestra el resumen comparativo de los recursos aprobados para el año 2022 y el detalle de los recursos solicitados para el año 2023, para la JUNAFO.

	Programa:
	951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones

	
	

	Tipo Presupuesto:

	Ordinario 
	
	
	
	

	Partida 
	Descripción 
	 Año Anterior
	 Año Actual 
	Diferencia 
	Variación % 

	Total Gasto Variable: 
	517.816.398
	687.016.314
	169.199.916
	32,68%

	Partida : 1 
	Servicios
	323.686.792,00
	485.219.919,00
	161.533.127,00
	49,90%

	Partida : 2 
	Materiales y Suministros
	2.000.000,00
	14.447.889,00
	12.447.889,00
	622,39%

	Partida : 5 
	Bienes Duraderos
	165.826.121,00
	156.329.335,00
	-9.496.786,00
	-5,73%

	Partida : 6 
	Transferencias Corrientes
	26.303.485,00
	31.019.171,00
	4.715.686,00
	17,93%




Indica la JUNAFO que el crecimiento que presenta el presupuesto del 2023 en relación con lo aprobado para el 2022, obedece principalmente a:
Inclusión de los rubros de alquiler de edificio por la suma de ¢124.736.349, servicios públicos por ¢3.788.473, servicio de vigilancia por ¢11.487.122 y limpieza por ¢2.301.807, para un total de ¢142.313.751,00, conforme se indicó en el oficio N° 0013-DJA-2022 del 14 de enero del 2022. 

Aumenta de ¢9.608.209 en la estimación de la subpartida del Canon de Supervisión de la SUPEN, conforme a los históricos anuales de las sumas giradas al Ente Supervisor y lo que establece la Ley Reguladora del Mercado de Valores, que en el Artículo 175 indica: 

[image: Texto
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Inclusión de kit de dispositivos de manos libres para integrantes y funcionarios de la Dirección de la JUNAFO, así como kit de mantenimiento de impresoras, fax y escáner.

1.3 Justificación por Subpartida de los recursos solicitados para el 2023.

A continuación, se justifican los recursos solicitados por la JUNAFO, en cada una de las Subpartidas de Gasto Variable. 

	NOMBRE
	CÓDIGO
	 MONTO 
	JUSTIFICACIONES

	Alquileres
	10101
	 124.736.349 
	Para el pago de alquiler de local 

	Servicios Públicos
	10201/10202/10204
	 3.788.473 
	Pago de servicios públicos

	Información
	10301
	 12.726.188 
	Publicaciones en periódicos de circulación nacional y en el diario oficial La Gaceta para brindar validez a reglamentos, políticas y demás normativa, así como para anuncios de acercamiento con la población afiliada.

	Publicidad y propaganda
	10302
	 15.000.000 
	Campaña publicitaria a la población afiliada, con el fin de transparentar las gestiones que la JUNAFO efectúa. Este requerimiento nace de la SUPEN para efectos de una mayor rendición de cuentas con la población afiliada.- Estos recursos son los mismos que se presupuestaron para el 2022 y son una proyección porque aún no cuentan con un dato para comparar. .

	Impresión, Encuadernación y Otros
	10303
	 2.030.000 
	Rubro para escaneo de documentos de la Dirección de la JUNAFO 

	Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales
	10306
	 1.200.000 
	Espacio para comisiones por servicios bancarios que se generen por las operaciones normales de transferencias de recursos, solicitud de certificaciones, auditorias presenciales de títulos valores, entre otros.

	Servicios de Tecnologías de Información
	10307
	 27.765.172 
	Nuevos contratos de servicios de gestión y apoyo. Contratación de la herramienta Bloomberg costo estimado ₡20.183.639, suscripción al vector de precios de PIPCA ₡4.655.328 y acceso a los sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias ₡2.926.206.

	Servicios jurídicos
	10402
	 31.994.820 
	Conforme a las potestades de Ley brindadas a la JUNAFO, se valora la posibilidad de contratar servicios profesionales externos, que brinden una mayor agilidad para el tratamiento de asuntos jurídicos requeridos. Se estiman a razón de 6 horas promedio por gestión y una vez por semana para todo el año.

	Servicios en Ciencias Económicas
	10404
	 64.962.452 
	Para contratos vigentes: 
₡35.977.067 “Contratación externa de servicios profesionales en actuarial para el FJPPJ.
₡6.780.000 “Servicios de Asesoría Profesional en materia económica, inversiones, bursátil y financiera para el FJPPJ.
₡5.362.980 “Servicio de un asesor externo del Comité de Riesgos para el FJPPJ”. 
₡7.797.000 "Servicio de Auditoría Externa para el FJPPJ. 
₡2.825.000 "Servicio de Auditoría Externa para la Junta Administradora del FJPPJ.
₡6.220.404 "Servicio de asesor externo Comité de Auditoría.

	Servicios de Desarrollo de Sistemas Informáticos
	10405
	 44.200.000 
	Nuevo contrato: Servicio de contratación para el establecimiento del Marco de Gobernanza de las T.I. de la Junta Administradora del FJPPJ.

	Servicios Generales
	10406
	 13.788.929 
	Para atender lo proporcional a los servicios de Limpieza y Vigilancia del local.

	Otros servicios de gestión y apoyo
	10499
	 5.610.991 
	Para contratos nuevos: ₡4.610.991 “Servicios de suscripción a plataforma de servicios de Perfil Financiero para negociación en mercados nacionales" y ₡1.000.000 rubro genérico para que su consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO.

	Transporte dentro del país
	10501
	 1.000.000 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO, se indicó para cubrir gastos de integrante de la junta que vive en Parrita; además se tiene planteando realizar giras a los Circuitos. 

	Viáticos dentro del país
	10502
	 1.000.000 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO. Se indicó para cubrir gastos de integrante de la junta que vive en Parrita; además se tiene planteando realizar giras a los Circuitos. 

	Seguros
	10601
	 30.639.078 
	Seguro contratado directamente por la Junta Administradora, para protección por responsabilidad Civil para Directores y Oficiales previendo futuras demandas a integrantes de la JUNAFO, por el ejercicio de sus funciones.

R/ En mayo se formaliza la póliza. 4 de los 6 son jubilados y 2 miembros externos. 

	Actividades de capacitación
	10701
	 50.354.587 
	Diferentes actividades de capacitación relativas a la Dirección de la JUNAFO.

	Actividades protocolarias y sociales
	10702
	 9.100.000 
	Actividades de rendición de cuentas ante gremios y afiliados, al menos dos veces por año, presentación de resultados de Estados Financieros y Actuariales. Este requerimiento nace de la SUPEN para efectos de una mayor rendición de cuentas con la población afiliada, requerimiento recurrente en sus visitas de auditoría.

	Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina
	10807
	 1.000.000 
	Para el mantenimiento del mobiliario y equipo del personal 

	Servicios de Regulación
	19901
	 43.322.880 
	Contribución al canon de supervisión de SUPEN de forma obligatoria, según dicta Art. 241 de LOPJ.

	Otros servicios no especificados
	19999
	 1.000.000 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO, Se indicó para crear un fondo caja chica (Especial) para atender gastos misceláneos. 

	Tintas, pinturas y diluyentes 
	20104
	 509.435 
	Para la compra de tóner y otros insumos

	Alimentos y Bebidas
	20203
	 5.000.000 
	Para reuniones presenciales de los miembros de la JUNAFO y Comités Técnicos.

	Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo
	20304
	 802.386 
	Compra de Kit de mantenimiento para las impresoras y discos duros. 

	Útiles y materiales de oficina y cómputo
	29901
	 7.636.068 
	Rubro genérico para consideración de gastos diversos dentro de las habituales para el Fondo Especial de la Dirección de la JUNAFO. Firma Digital para personal de nuevo ingreso con nivel de clase de puesto de profesional 1 o superior. Inclusión de kit de dispositivos de manos libres para integrantes y funcionarios de la Dirección de la JUNAFO, para realizar reuniones de forma virtual aunque se regrese a la presencialidad. 

	Otros útiles, materiales y suministros diversos
	29999
	 500.000 
	Rubro genérico para reconocimientos (Pergaminos a placas) de directores y exdirectores de la JUNAFO como agradecimiento. 

	Equipo de comunicación
	50103
	 1.309.195 
	Para la compra de pantalla y video beam para reuniones presenciales de la JUNAFO.

	Equipo y mobiliario de oficina
	50104
	 6.236.377 
	Para la adquisición de sillas ergonómicas para la Dirección de la JUNAFO.

	Equipo y programas de computo
	50105
	 6.364.328 
	Para adquisición de equipo y software que pudiese ser requerido por la Dirección de la JUNAFO.

	Bienes intangibles
	59903
	 142.419.435 
	Para contratos vigentes: ₡15.919.721 “Arrendamiento de software informático para el cálculo y generación de reportes de indicadores de riesgo financiero de los portafolios de títulos valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. Asimismo, para contratos nuevos: ₡126.499.714 "Servicio de contratación de horas bajo demanda, con proveedores externos para el desarrollo outsourcing de los requerimientos informáticos pendientes para el FJPPJ"

	Transferencias corrientes a Instituciones Descentralizadas no Empresariales
	60103
	 2.864.333 
	Rubro para la Contribución Estatal al Seguro de Salud.

	Transferencias corrientes a otras entidades privadas sin fines de lucro
	60404
	 16.154.838 
	Rubro aporte Estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

	Indemnizaciones
	60601
	 12.000.000 
	Reserva para pago de costas judiciales o resarcimiento económico por el daño o perjuicio causado por la Institución.

	Total Gasto Variable: 
	 
	 687.016.314 
	 



Se adjunta archivo con el detalle del Gasto Variable



 
1.4 Fuente de Financiamiento, proyección de ingresos.

[bookmark: _Hlk98252136]Mediante oficio N° 0107-DJA-2022, del 04 de abril anterior, el Master Oslean Mora Valdez, Director a.i. de JUNAFO remitió a la Dirección General de Presupuesto Nacional del Ministerio de Hacienda, la estimación de ingresos para la JUNAFO periodo 2023.




En este oficio se indica lo siguiente:

“(…)

Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, conforme a solicitud de su representada y según el procedimiento establecido en el oficio DGPN-0244-2021 del 16 de abril del 2021, me permito remitir anexo a este documento el detalle de la estimación de ingresos probables a percibir por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) para el periodo 2023, que brindan soporte al presupuesto elaborado para el programa 951 del Poder Judicial, al respecto, respetuosamente se indica: 

ANTECEDENTES 

1. Que la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) introducida mediante Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo de 2018, crea un nuevo órgano dentro de la estructura del Poder Judicial, otorgándole una fuente de financiamiento propio, según se desprende del artículo N°. 239 de dicho cuerpo normativo:

“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley… 

[…]
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.” El resaltado no pertenece al original.

2. Que mediante el dictamen de la Procuraduría General de la República N°. C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, es claro en determinar que la JUNAFO es un órgano del Poder Judicial, con quien no interrumpe su relación orgánica y que su personal no se desliga del Poder Judicial, según se puede apreciar a continuación: 
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3. Al respecto es importante destacar que, la Dirección General de Presupuesto Nacional remite oficio N° DGPN-0244-2021 del 16 de abril de 2021, mediante el cual se establece un mecanismo para la inyección de los recursos a percibir por parte de la JUNAFO para la ejecución de su propio presupuesto, creando el programa N°. “951-Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones” mediante el cual se centralizan los gastos asociados a este Órgano de Desconcentración Máxima del Poder Judicial. 

4. Que una vez creado dicho programa, la JUNAFO determinó un presupuesto propio para el periodo 2022, el cual se incluyó en la corriente de aprobación del Poder Judicial como un todo, siendo este remitido en tiempo y forma según lo establecido para este tipo de trámites, volviéndose Ley de la República N.°10103, mismo procedimiento que se sigue para la tramitación del presupuesto del periodo 2023. 

5. Que producto de la metodología definida en el oficio N° DGPN-0244-2021, se vuelve necesario remitir una estimación de los ingresos probables a percibir por la JUNAFO durante el periodo 2023, el cual se detalla a continuación:
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6. Que la cifra total de estimación del ingreso probable de la JUNAFO para el año 2023, debe interpretarse en la cifra de ¢ 1,788,440,670.00 (unos mil setecientos ochenta y ocho millones cuatrocientos cuarenta mil seiscientos setenta colones con cero céntimos), por cuanto se esperan más de ciento cuarenta y nueve millones de colones de ingresos mensuales por concepto del aporte por “comisión de administración del cinco por mil” definido en el art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Conforme a lo anterior y al considerar los procesos internos respectivos, se estima atendido el requerimiento de información presentado por el Ministerio de Hacienda referente al dato de estimación de ingresos probables de la JUNAFO para el periodo 2023. 

1.5 Programación Presupuestaria




1.6 Plan Anual Operativo



En virtud que esta estructura esta recién conformada y ya se cuenta con un Plan de Acción que fue revisado y aprobado en forma conjunta con la Dirección de Planificación y el Fondo de Jubilaciones en su oportunidad para el período 2021-2022, y al efectuar una correlación entre el Plan Anual operativo 2023 y el citado Plan de Acción, se recomienda hacer una revisión integral con el objetivo de que se consideren todos los ítems incorporados en dichos documentos a fin de darle continuidad y mejorar sustancialmente el PAO presentado. 

Con el fin de facilitar esta tarea se recomienda implementar el instrumento denominado “Guía para elaborar un Plan Operativo” el cual contiene las acciones que se deben desarrollar para vincular ambos instrumentos con el Plan Estratégico Institucional. 
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la solicitud de requerimientos formulados por concepto de Remuneraciones y Gasto Variable por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como de la Programación Presupuestaria, para incorporar como parte del presupuesto del Programa 951 Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se incluirá en el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial para el 2023. 2.) Para el cálculo de Salarios tomar nota que se consideraron 46 plazas de las cuales 18 son financiadas con recursos del Poder Judicial (18 plazas trasladadas en sesión número 26-2021 del artículo XXXI del Consejo Superior), por lo que la Dirección de Planificación las considerara en el presupuesto ordinario del Poder Judicial y las restantes 28 se crean dada la nueva estructura determinada como necesaria por parte de la JUNAFO para el 2023, considerando las necesidades, y los requerimientos normativos establecidos por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). De estas 28 plazas 20 son ordinarias y 8 extraordinarias, mismas que serán financiadas con recursos propios de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones. 3.) Tomar nota de la creación de 8 plazas extraordinarias que se justifican para consolidar la estructura de la JUNAFO, de las cuales 3 son para atender la Auditoría Interna, 3 para atender los proyectos de Tecnología de la Información, 1 para apoyar la Unidad de Pagos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y 1 Asistente de Prosecretario para reforzar la preparación de agendas y actas del cuerpo colegiado, entre otros temas. 4.) Desde las relaciones de cooperación y coordinación entre la JUNAFO y el Poder Judicial y en el apego en el artículo 239 de la Ley Orgánica, se hace la observación sobre la solicitud de consolidar como plaza ordinaria para el 2023 la plaza de Subdirector General 2, aspecto que llama la atención, a este Consejo, dado que ya existen creados de forma ordinaria dos jefes de Proceso, y según las estructuras formales de la Institución generar está consolidación, supone duplicar las estructuras, por lo que se comunica a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones para su valoración respectiva e informe a este Consejo Superior, lo que corresponda. 5.) Se recomienda hacer una revisión integral de la Programación y el PAO 2023, con el objetivo de que se consideren todos los ítems incorporados en el Plan de Acción 2021-2022 a fin de darle continuidad y mejorar sustancialmente los objetivos y metas que sustentan la formulación presupuestaria del 2023, la revisión realizada, deberá ser remitida a la Dirección de Planificación para la consolidación del presupuesto que se debe remitir a la Corte Plena para su discusión. Se declara este acuerdo firme.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 36-2022 celebrada el 29 de abril de 2022, artículo XVI, sobre la solicitud de recursos para 2023 del Programa 951, Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según lo establecido en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (así reformado por el artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018). 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 5 días hábiles, remita un informe refiriéndose a lo indicado en el punto 4 del acuerdo tomado por el Consejo Superior del poder Judicial. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334170]ARTÍCULO XXII
Documento Nº 483-2022
La señora María del Rocío Aguilar Montoya, Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF) y Superintendente de Pensiones (SUPEN), así como el licenciado Luis González Aguilar, Intendente General interino de la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL), remitieron la circular externa SGF-0906-2022, A80/0-751, SP-438-2022, del 29 de abril del 2022, que dice:
“…

Dirigida a: 

Supervisados por SUGEF

Bancos Comerciales del Estado
Bancos Creados por Leyes Especiales
Bancos Privados
Empresas Financieras no Bancarias
Otras Entidades Financieras
Organizaciones Cooperativas de Ahorro y Crédito
Entidades Autorizadas del Sistema Financiera Nacional para la Vivienda

Supervisados por SUGEVAL: 

Puestos de Bolsa 
 Sociedades Administradoras de Fondos de Inversión
Sociedades Titularizadoras
Sociedades Fiduciarias
Proveedores de precios
Bolsas de Valores
Centrales de Valores

Regulados por SUPEN

Operadoras de Pensiones
Organizaciones sociales autorizadas para administrar los fondos de capitalización laboral
Entidades administradoras de regímenes de pensiones sustitutas o complementarias del régimen de invalidez, vejez y muerte (IVM), creados por leyes o convenciones colectivas.

Asunto: Cuestionario sobre Ciberseguridad.

Las Superintendencias Generales

Considerando que: 

[bookmark: _Hlk100253538]En el 2015, Costa Rica puso en marcha la Estrategia Nacional de Ciberseguridad con el fin de mejorar las capacidades de instituciones y retos para posicionar al país en materia de ciberseguridad. El proyecto surgió de los resultados de estudios internacionales y los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 y el Plan Nacional de Desarrollo de las Telecomunicaciones 2015-2021. La estrategia buscó contar con el apoyo y la participación de entidades tanto públicas como privadas, así como de organizaciones no gubernamentales, comunidad técnica, academia y sociedad civil. Uno de los objetivos de la estrategia es la implementación de mejores prácticas y definición de requisitos mínimos de seguridad de la información en el Sector Financiero.

Desde el 2009 el CONASSIF definió el Marco de Gestión de Tecnología de Información (MGTI), siguiendo las buenas prácticas internacionales (COBIT de ISACA). Con esto se implementó un conjunto de procesos destinados a gestionar la Tecnología de Información (TI), que la entidad supervisada debía adoptar como referencia para la gestión integral de sus riesgos tecnológicos, considerando su naturaleza, complejidad, modelo de negocio, volumen de operaciones, criticidad de sus procesos y la dependencia tecnológica. Dicho marco reglamentario fue adoptado inicialmente por SUGEF y luego como norma transversal por el resto de las superintendencias (SUGEVAL, SUPEN, SUGESE) en el 2017. El MGTI, junto con la implementación del modelo de Supervisión Basada en Riesgos (SBR), ha permitido una evaluación integral de la actividad de la tecnología de información en las entidades supervisadas y así, evaluar de forma transparente la gobernanza de TI y su gestión de seguridad de la información.

1. En los últimos días diversas instituciones públicas y empresas privadas costarricenses han visto afectadas sus operaciones habituales por efectos de ciberataques a sus sistemas y herramientas de tecnología de información, lo cual demuestra la dependencia de las tecnologías de información de nuestra sociedad, y la importancia en los diversos sectores y actividades económicas, de crear y mantener sistemas y herramientas tecnológicas que minimicen el impacto del riesgo de ciberataques y establecer medidas de protección y prevención oportunas.

2. Ante estos eventos, resulta oportuno realizar un estudio horizontal en el sector financiero supervisado, con el objetivo de determinar el estado actual de la gestión de riesgos de ciberseguridad en las entidades supervisadas, que permita identificar los elementos relevantes para mejorar y racionalizar en los próximos meses y años la gestión de los riesgos generados por los ciberataques a los que se enfrentan las entidades financieras, y brinde los insumos necesarios para la valoración y el establecimiento de normas específicas y la coordinación del trabajo de supervisión y comunicación con la industria sobre la Ciberseguridad. 

Dispone: 

1. Remitir un cuestionario sobre ciberseguridad a las entidades supervisadas por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN. Para el caso de las entidades supervisadas por la SUGESE, no se requiere que completen la citada encuesta, dado que, durante el 2021 se les remitió una encuesta sobre ciberseguridad.

2. Informar que, la herramienta que se utilizará para recibir las respuestas al cuestionario será mediante Microsoft FORMS.

3. Informar que, en un plazo máximo de diez días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente del recibo de esta comunicación, deberán enviar sus respuestas mediante el siguiente enlace: Cuestionario sobre Ciberseguridad. 

4. Asimismo, el correo electrónico normativaenconsulta@sugef.fi.cr será utilizado únicamente como mecanismo de notificación sobre la completitud de dicho formulario.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado mediante circular externa N° SGF-0906-2022, A80/0-751, SP-438-2022, del 29 de abril del 2022, suscrita por la señora María del Rocío Aguilar Montoya, Superintendente General de Entidades Financieras (SUGEF) y Superintendente de Pensiones (SUPEN), así como el licenciado Luis González Aguilar, Intendente General interino de la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL). 2.) Trasladar a la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, para que, como proveedor de servicios de infraestructura, redes y seguridad informática del Poder Judicial, y de esta Junta Administradora, colabore con la remisión de la citada encuesta sobre ciberseguridad, a las entidades supervisadas por SUGEF, SUGEVAL y SUPEN, en el plazo indicado. 3.) La Dirección de la JUNAFO, tomará nota para lo de su cargo y brindará apoyo a la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones del Poder Judicial, para el trámite ante SUGEF, SUPEN y SUGEVAL.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc103334172]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 459-2022
La Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO, mediante resolución Nº 0017-JUNAFO-2022, de las nueve horas cuarenta y siete minutos del veinte ocho de abril de dos mil veintidós, hizo de conocimiento del señor Andrés Chacón Ureña, Jubilado Judicial, el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 16-2022 del 19 de abril de 2022, artículo XIV, que literalmente dice:
“(…)

La Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial-JUNAFO, mediante resolución Nº 0011-JUNAFO-2022, de las quince horas cinco minutos del veinticuatro de marzo de dos mil veintidós, hizo de conocimiento del señor Andrés Chacón Ureña, jubilado judicial, el acuerdo tomado por esta Junta en sesión N° 12-2022 del 14 de marzo de 2022, artículo XI, que literalmente dice:

“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX, se tomó el acuerdo que dice:

“El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021, comunicaron:

“En relación con los correos electrónicos de fechas 02 de noviembre de 2021 y 17 de noviembre de 2021, remitidos por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña a esta oficina, pertinentes a la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación, en forma atenta se indica: 
 
1. Que esta Dirección ha brindado en varias ocasiones respuesta a las solicitudes efectuadas por el señor Chacón Ureña mediante oficio y de igual forma ese Órgano Superior, señalándole que no es posible dejar de aplicar deducciones voluntarias a menos que las entidades deductoras no incluyan rebajos en el archivo de carga mensual, o él acuda a la vía judicial competente que ordene a esta Dirección dejar de aplicar deducciones voluntarias a su nombre.

2. Que el jubilado judicial remitió el día 02 de noviembre de 2021 a esta oficina, copia de las solicitudes que realizó ante las diferentes entidades deductoras (COOPENAE, COOPESERVIDORES y COOPEMEP), por lo que, se tomó nota de la información para conocimiento.

3. Que verificados los rebajos por deducciones voluntarias que se aplicaron al señor Chacón Ureña en la primera quincena de diciembre de 2021, se observa que las entidades deductoras citadas anteriormente, incluyeron rebajos a nombre del jubilado judicial en el mes de diciembre 2021.

Se informa lo anterior, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora.

…”

- 0 -

Se acordó: 1) Tomar nota de la gestión presentada por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe Proceso de Operaciones, mediante oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021. 2) Reiterar al jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, que debe instar las diferentes entidades deductoras, a que se respete su voluntad, según lo indica el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C310-2020, y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los que se indica que por potestad de los pensionados y jubilados no se les puede realizar las rebajas crediticias directamente de su jubilación, lo anterior con las excepciones de ley. 3) Indicar al jubilado judicial Chacón Ureña, que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no puede dejar de rebajar los montos indicados, salvo por disposición judicial correspondiente.”
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Informa la Secretaria General de la Corte, que el acuerdo anterior, fue notificado mediante oficio N° 45-2022 al señor Andrés Antonio Chacón Ureña, por medio de correo electrónico del veinticinco de enero de dos mil veintidós a las diez horas cincuenta y tres minutos.

En relación con lo anterior, el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, mediante correo electrónico del 27 de enero de 2022, presentó la siguiente gestión:

“De la comisión de Integrantes, para resolver mi petición expuesta a su Representada, que con todo respeto manifiesto: deduzco, de la resolución emitida por ustedes, no me queda otro camino que acudir a la vía jurisdiccional a hacer valer mis derechos en condición de adulto mayor, lo que a mi pesar significa, buscar un profesional en derecho que, me represente y por supuesto con el inconveniente que devengara honorarios por su servicio. Siendo que con la lamentable insolvencia, que muestra mi salario que desde hace tres años devengo 22 mil colones y hasta menos para poder subsistir, he tenido que acudir a la caridad de amigos y familiares, se me ofrece este tipo de compromisos, haciendo más difícil Mi situación en vez de facilitarme una salida de este hoyo que día con día me llevan a una muerte, que de hecho será inevitable, para todos, pero todos tenemos el Derecho de tratar de sobrevivir lo más que se pueda, máximo Mi persona que se encuentra en el ocaso de la vida. Por lo dicho, pido se aplique la REVOCATORIA al acuerdo tomado y en su defecto sea aplicado aplicando el articulo 231 LEY ORGANICA PODER JUDICIAL Y EL VOTO DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA Y, ASIMISMO, EL CRITERIO QUE USTEDES, QUE ME RECOMENDARON: "SOLICITAR A LAS ENTIDADES FINANCIERAS, DEJEN DE REALIZAR, LAS REBAJAS, DE MI JUBILACION," COSA QUE ASI HICE Y COMUNICADO, AL FONDO DE JUBILACIONES. EN VISTA A LA NEGATIVA DE NO DESISTIR, POR PARTE, DE LAS COOPERATIVAS MI IRREVOCABLE SOLICITUD DE QUE NO LO SIGUIERAN HACIENDO A PARTIR DE NOVIEMBRE DEL AÑO PASADO, DEMOSTRADO A USTEDES MEDIANTE CORREO FECHA 2 DE NOVIEMBRE MISMO AÑO, SOLICITUD QUE DE NO SER POSIBLE CONSEDER, POR ALGUNA PROHIBICION LEGAL, ME LA HAGAN SABER. ASI MISMO RUEGO, QUE DE NO PODER SER ASISTIDO, SE APLIQUE A MI ASIGNACION LO QUE EXIGE EL ARTICULO 172 Código Laboral, que no admite que los rebajos en el salario pueden ser mayores a un salario mínimo legal, de antemano reconozco que mi persona no es trabajador activo , ni empleado público, por lo es necesario mencionar que en ambas condiciones, existe legislación clara y vigente que protege la dignidad del trabajador y derecho a un medio real para su subsistencia y en el caso del adulto mayor, este con mucho mayor razón por estar en una edad que desde el cuidado bucal que es tan caro, hasta las uñas de los pies, necesitan cuidados especiales necesarios, que en mi caso ni la alimentación, dieta para un diabético crónico puedo hacerle frente…”
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Manifestaciones de los integrantes:

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán: “Sobre este particular, yo ya me había manifestado en cuanto a que la Junta, no debe decirle a la persona gestionante que debe y que no debe hacer, sino que, la persona acuda a la instancia que debe hacerlo. Dado que presenta un recurso de revocatoria, y antes de emitir un criterio al respecto, agradeceré sea valorado por el Asesor Legal de la Junta, donde me pueda quedar claro aspectos como sí el recurso puede ser admisible o no, plazo, y las valoraciones propias del recurso, y que en el criterio se nos señale, claramente, si la JUNTA, puede o no, proceder a dejar sin efecto un rebajo como el expuesto en este caso, y de esta manera, zanjar la duda de forma definitiva”.

Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Remitir al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 15 días hábiles, remita criterio jurídico sobre el recurso de revocatoria presentado por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña contra el acuerdo tomado por este Órgano en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad y se declara acuerdo firme.”

- 0 -

En relación con lo anterior, el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante oficio N° 0006-AJ/DJA-2022 de fecha 09 de marzo de 2022, comunicó:

“En atención al oficio N° 0115-JUNAFO-2022, el 16 de febrero de 2022, comunicado por la Secretaría de la JUNAFO, en donde transcribe el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XVI, que literalmente indicó en su parte dispositiva lo siguiente:

“…Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Remitir al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 15 días hábiles, remita criterio jurídico sobre el recurso de revocatoria presentado por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña contra el acuerdo tomado por este Órgano en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad y se declara acuerdo firme.”

Es por tal razón que se procede a exponer lo siguiente, referente a la solicitud presentada por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, conforme al siguiente detalle:

I-SOBRE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO:

El acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX, objeto del presente recurso, le fue comunicado al señor Chacón Ureña el día martes 25 de enero de 2022, al ser las diez horas con cincuenta y tres minutos. Ahora bien, el recurso interpuesto por el señor Chacón Ureña, fue presentado el 27 de enero de 2022, por lo que es admisible, tomando en consideración que está dentro del plazo establecido para ello, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

II-ANTECEDENTES SOBRE GESTIONES PRESENTADAS POR EL SEÑOR ANDRÉS ANTONIO CHACÓN UREÑA:

El señor Chacón Ureña ha presentado ante el Órgano de Dirección en reiteradas ocasiones gestiones similares sobre el tema objeto del recurso, por lo que se procede a detallarlos:

En sesión N° 12-2022 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo VIII, se conoció lo relativo a una gestión del señor Andrés Antonio Chacón Ureña, -que en lo conducente- solicitó que se suspendieran cualquier deducción que se realiza a su pensión, por esto, el Órgano de Dirección le indicó que debido a que el objeto de la solicitud era de carácter personal, en caso de tener alguna disconformidad, debía gestionar lo pertinente con la entidad en donde formalizó la operación crediticia. Asimismo, se le informó al gestionante que las decisiones que toma esta Junta Administradora sobre este tema están apegadas al ordenamiento jurídico, véase el voto N° 7515-2008 emitido por la Sala Constitucional, en donde estipula que el proceder del Departamento de Financiero Contable no es arbitrario, en razón de que el gestionante otorgó su consentimiento para las respectivas deducciones.

Luego, en sesión N° 34-2021, celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, se conoció nota de don Andrés, en donde solicitó lo siguiente: 

En, vista de las irregularidades manifiestas, por COOPESERVIDORES Y CONTADURIA JUDICIAL, SOLICITO: EXPRESAMENTE, SE SOLICITE EL REINTEGRO, DEL DINERO REBAJADO ILEGALMENTE A MI PERSONA, para reintegrarlo a COOPEMEP, con respectivos intereses moratorios por ser su responsabilidad. 

Que, en vista de la afectación descrita, se expida una comunicación a la SURGEF, de descargo, en vista de no haber sido el responsable del incumplimiento comunicado.

Ruego, se valore la posibilidad legal del artículo 172 del Código de Trabajo y sus alcances legales correspondientes, en vista de Mi situación insolvente, al no obtener ni un salario minio, para mis necesidades mínimas, O en su defecto las razones legales para no aplicarlo.!

En esa oportunidad, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, le reiteró el contenido del acuerdo adoptado en sesión N° 12-2020 celebrada el 20 de abril del 2020, artículo VIII, referente a que la solicitud fue de carácter personal, por lo anterior, en caso de tener alguna disconformidad, debía gestionar lo pertinente con la entidad en donde formalizó la operación crediticia.

Además, en la sesión 37-2021 del 06 de septiembre de 2021, se volvió a conocer gestión presentada por el señor Chacón Ureña, ampliando el tema expuestos líneas atrás; el Órgano de Dirección reiteró nuevamente lo resuelto en sesiones N° 12-2020 celebrada el 20 de abril del 2020, artículo VIII y N° 34-2021 celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, rechazando la petición, dado que no media en este tipo de asuntos, en razón que el objeto de la solicitud fue de carácter personal.

Luego, en la verificada sesión 38-2021 celebrada el 20 de septiembre de 2021, artículo XI, se conoció el oficio N° 209-PO-2021 del 02 de setiembre de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la JUNAFO y Jefe de Proceso de Operaciones, en el cual brindaron respuesta a la gestión presentada por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, relacionada con la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación, acordando por parte del Órgano de Dirección lo siguiente:

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la comunicación que mediante oficio N° 209-PO-2021 del 02 de setiembre de 2021, remiten los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas; por su orden, Director interino de la JUNAFO y Jefe de Proceso de Operaciones, relativa a la respuesta que brindó a la gestión presentada por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, relacionada con la aplicación de deducciones voluntarias en el beneficio de jubilación. 2) En cuanto a la “revocatoria o reconsideración” interpuesta por el señor Chacón Ureña, es menester indicarle que esta Junta Administradora en sesión N° 34-2021 celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, ya se pronunció con respecto a sus alegatos…”

Asimismo, en sesión 39-2021, del 27 de septiembre de 2021, artículo VII, se conoció nueva gestión presentada por el señor Chacón Ureña, ampliando el tema de estudio, acordando la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, informarle al gestionante que la Dirección de la Junta Administradora no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas. Aunado a lo anterior, se le aclaró que conforme a lo establecido por la Procuraduría General de la República en su criterio N° C-310-2020, “no se podrá aplicar contra voluntad de la persona deducción alguna a su jubilación. Establece el citado dictamen que hay una naturaleza diferente entre los beneficios económicos de la seguridad social y el salario de la persona activa”, por lo que debía ir a la entidad acreedora y retirar la autorización para que le realicen las deducciones vía desembolso.

De esta misma manera, en la sesión 40-2021 celebrada el 04 de octubre de 2021, artículo VII, se le reiteró al señor Andrés el contenido del acuerdo mencionado anteriormente, debido a que presentó nuevamente gestión sobre el tema de referencia.

En la sesión N° 43-2021, del 25 de octubre de 2021, artículo X, después de analizar por parte del Órgano de Dirección los argumentos que expuso el señor Chacón Ureña, se le comunicó que la Dirección del Fondo de Jubilaciones y Pensiones aplica las deducciones que son autorizadas, asimismo, referente al tema de si las deducciones realizadas por la entidades citada se configura como un embargo, debe dirimir la interrogante en vía judicial, tomando en consideración que el órgano no tiene competencia para ello. También se le aclaró que la JUNAFO no ha realizado ningún embargo a su derecho jubilatorio; únicamente se aplican las deducciones de las entidades autorizadas.

Posterior a esto, en la sesión N° 02-2022 del 10 de enero de 2022, artículo XIX, se conoció el oficio N° 352-PO-2021 del 15 de diciembre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en donde expone una respuesta que esa Dirección brindó al señor Chacón Ureña, quien expuso el tema expresado en los antecedentes anteriormente citados, con base en esto, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, volvió a reiterar al señor Chacón Ureña, que debe instar a las diferentes entidades deductoras, que respeten su voluntad, según lo indica el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C310-2020, y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los que se indica que por potestad de los pensionados y jubilados, solicitar que no se les realice rebajos crediticios directamente de su jubilación, lo anterior con las excepciones de ley. Además, se le indicó que el órgano no puede dejar de rebajar los montos indicados, salvo por disposición judicial correspondiente.

Finalmente, contra el acuerdo adoptado en la sesión N° 02-2022 del 10 de enero de 2022, artículo XIX, el señor Chacón Ureña, mediante correo electrónico del 27 de enero de 2022, presentó recurso de revocatoria, el cual fue conocido por el Órgano de Dirección en la sesión 07-2022, del 14 de febrero de 2022, artículo XVI. El citado recurso, indicó literalmente lo siguiente:

“De la comisión de Integrantes, para resolver mi petición expuesta a su Representada, que con todo respeto manifiesto: deduzco, de la resolución emitida por ustedes, no me queda otro camino que acudir a la vía jurisdiccional a hacer valer mis derechos en condición de adulto mayor, lo que a mi pesar significa, buscar un profesional en derecho que, me represente y por supuesto con el inconveniente que devengara honorarios por su servicio. Siendo que con la lamentable insolvencia, que muestra mi salario que desde hace tres años devengo 22 mil colones y hasta menos para poder subsistir, he tenido que acudir a la caridad de amigos y familiares, se me ofrece este tipo de compromisos, haciendo más difícil Mi situación en vez de facilitarme una salida de este hoyo que día con día me llevan a una muerte, que de hecho será inevitable, para todos, pero todos tenemos el Derecho de tratar de sobrevivir lo más que se pueda, máximo Mi persona que se encuentra en el ocaso de la vida. Por lo dicho, pido se aplique la REVOCATORIA al acuerdo tomado y en su defecto sea aplicado aplicando el articulo 231 LEY ORGANICA PODER JUDICIAL Y EL VOTO DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL DE LA REPUBLICA Y, ASIMISMO, EL CRITERIO QUE USTEDES, QUE ME RECOMENDARON: "SOLICITAR A LAS ENTIDADES FINANCIERAS, DEJEN DE REALIZAR, LAS REBAJAS, DE MI JUBILACION," COSA QUE ASI HICE Y COMUNICADO, AL FONDO DE JUBILACIONES. EN VISTA A LA NEGATIVA DE NO DESISTIR, POR PARTE, DE LAS COOPERATIVAS MI IRREVOCABLE SOLICITUD DE QUE NO LO SIGUIERAN HACIENDO A PARTIR DE NOVIEMBRE DEL AÑO PASADO, DEMOSTRADO A USTEDES MEDIANTE CORREO FECHA 2 DE NOVIEMBRE MISMO AÑO, SOLICITUD QUE DE NO SER POSIBLE CONSEDER, POR ALGUNA PROHIBICION LEGAL, ME LA HAGAN SABER. ASI MISMO RUEGO, QUE DE NO PODER SER ASISTIDO, SE APLIQUE A MI ASIGNACION LO QUE EXIGE EL ARTICULO 172 Código Laboral, que no admite que los rebajos en el salario pueden ser mayores a un salario mínimo legal, de antemano reconozco que mi persona no es trabajador activo , ni empleado público, por lo es necesario mencionar que en ambas condiciones, existe legislación clara y vigente que protege la dignidad del trabajador y derecho a un medio real para su subsistencia y en el caso del adulto mayor, este con mucho mayor razón por estar en una edad que desde el cuidado bucal que es tan caro, hasta las uñas de los pies, necesitan cuidados especiales necesarios, que en mi caso ni la alimentación, dieta para un diabético crónico puedo hacerle frente…”

En ese momento, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, valoró lo siguiente:

“(…)

Manifestaciones de los integrantes:

Indica el máster Rodrigo Arroyo Guzmán: “Sobre este particular, yo ya me había manifestado en cuanto a que la Junta, no debe decirle a la persona gestionante que debe y que no debe hacer, sino que, la persona acuda a la instancia que debe hacerlo. Dado que presenta un recurso de revocatoria, y antes de emitir un criterio al respecto, agradeceré sea valorado por el Asesor Legal de la Junta, donde me pueda quedar claro aspectos como sí el recurso puede ser admisible o no, plazo, y las valoraciones propias del recurso, y que en el criterio se nos señale, claramente, si la JUNTA, puede o no, proceder a dejar sin efecto un rebajo como el expuesto en este caso, y de esta manera, zanjar la duda de forma definitiva”.

Se acuerda: 	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Remitir al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en el plazo de 15 días hábiles, remita criterio jurídico sobre el recurso de revocatoria presentado por el señor Andrés Antonio Chacón Ureña contra el acuerdo tomado por este Órgano en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad y se declara acuerdo firme.”

III-SOBRE EL RECURSO DE REVOCATORÍA Y SU ANÁLISIS:

Para dirimir el tema bajo estudio en el presente escrito, es imperativo tener conocimiento de los antecedentes anteriormente expuestos, debido a que las gestiones presentadas por el jubilado judicial Andrés Chacón Ureña, en algunos de los casos, se basan sobre posibles embargos a su derecho de jubilación, así expuesto por el gestionante, es por lo anterior, que se expone lo siguiente:

La figura de embargo en nuestra legislación, está dentro de la regulación civil, figura que se aplica bajo una orden jurisdiccional emitida por un juez competente, véase lo estipulado en la Ley de Cobro Judicial, en su capítulo III denominado “Apremio patrimonial”, con las regulaciones que se indican al efecto en ese cuerpo normativo, es por eso, que se analizó por parte de esta asesoría legal las gestiones presentadas por el señor Chacón Ureña y en ninguna aporta documento idóneo en donde se adjunte una resolución emitida por un juez en donde se decrete un embargo.

Ahora bien, es importante plasmar en el presente criterio, que las jubilaciones y las pensiones no son susceptibles de embargo, así regulado en el artículo 984 inciso 2 del Código Civil y el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que cita textualmente, “Excepto por pensión alimentaria, no son susceptibles de embargo, ni de venta, cesión o cualquier otra forma de traspaso, las jubilaciones y las pensiones, ni el Fondo establecido para cubrirlas”.

Es menester mencionar que en el artículo 162 del Código de Trabajo, define al salario o sueldo como la retribución que el patrono debe pagar al trabajador en virtud del contrato de trabajo, por lo anterior, lo indicado por el señor Chacón Umaña en cuanto a la aplicabilidad del artículo 172 del Código de Trabajo, no es procedente, tomando en consideración que el citado artículo estipula sobre la inembargabilidad de los salarios, y para el presente caso, nos encontramos ante un derecho jubilatorio, figura que cuenta con características diferentes.

Ahora bien, entiende esta asesoría jurídica que las deducciones a las cuales apunta el señor Chacón Umaña, nacen de obligaciones crediticias adquiridas con diferentes entidades deductoras (COOPENAE, COOPESERVIDORES y COOPEMEP), aplicando su autonomía de voluntad para contraerlas, sobre esto, es importante detallar que el concepto de autonomía es empleado para significar la "facultad de gobernar las propias acciones, sin depender de otro", quien goza de autonomía es el que puede darse, así mismo, las formas de autorregular su conducta, el carácter de autónomo implica autogobernarse, en ese sentido, las obligaciones contraídas por el señor Chacón Umaña fueron establecidas bajo esta premisa. 

Los contratos que firmen las personas con entidades crediticias, está reguladas por las voluntades de ambas partes (siempre y cuando no contraríen las leyes), tanto en las prestaciones del mismo, como en los lineamientos que se establezcan dentro del contrato, debido a esto, cuando el deudor autorice una deducción voluntaria de sus ingresos, es porque así lo solicitó bajo su facultad de gobernar las propias acciones, en aplicación del Principio de Autonomía de la Voluntad, esto se aclara, en razón de que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no es parte de ninguna forma en los contratos de cualquier tipo que celebren las personas jubiladas y pensionadas, aclarando, como se indicó en el acuerdo adoptado por el Órgano de Dirección en sesión 39-2021, del 27 de septiembre de 2021, artículo VII, que la Dirección de la JUNAFO no es quien aplica las deducciones a los beneficios de jubilación y/o pensión, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, es decir, no media como parte de los contratos, solo brinda el servicio a las entidades deductoras.

Es relevante traer a colación lo indicado por la Procuraduría General de la República mediante dictamen C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, en donde en el punto 3 de las conclusiones, indicó que “Las deducciones expresamente dispuestas en la ley, como son, por ejemplo, las relacionadas con cotizaciones, impuestos, contribuciones especiales, pago de pensiones alimenticias, etc., sí deben ser deducidas de la prestación económica por jubilación o pensión, pues esas deducciones no son formas de “cesión” de la pensión en sentido estricto, sino retenciones legales, que no dependen de la voluntad del pensionado, ni de la de sus acreedores”, lo anterior, se menciona debido a que el citado dictamen, nos expone que las únicas deducciones que se deben realizar obligatoriamente de la prestación económica por jubilación o pensión, son las que están expresamente dispuestas en la ley; en las deducciones que se realizan por voluntad del jubilado, en cualquier momento podría la persona interesada, dejar sin efecto tal autorización, es decir, el deudor puede disponer que no se deduzcan aquellas obligaciones pactadas convencionalmente por él, acudiendo a la entidad con la que formalizó el contrato para ello, por cuanto las partes son las conocedoras del contenido del documento y las condiciones en las cuales pactaron; como se indicó líneas atrás, en aplicación al Principio de Autonomía de la Voluntad, el cual consiste en el poder que la normativa reconoce a los particulares para reglamentar por sí mismos, el contenido y modalidades de las obligaciones que se imponen contractualmente.

III-CONCLUSIONES:

El recurso presentado por el jubilado judicial Andrés Antonio Chacón Ureña es procedente, tomando en consideración que se presentó en el plazo establecido para ello, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, es por este motivo, que se analizó el fondo de los alegatos.

La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no forma parte de la relación contractual que tiene la persona jubilada judicial con las entidades crediticias, por lo que no posee obligación alguna en cuanto a los lineamientos pactados en el contrato, como la posibilidad de aplicar la deducción a su derecho jubilatorio, acción que fue generada por la conveniencia de las partes al momento de realizar el contrato, tomando en consideración que el vínculo nació a la vía jurídica aplicando su autonomía de voluntad, empleando la facultad de gobernar sus propias acciones.

La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no es quien aplica las deducciones al señor Chacón Ureña, sino que es un servicio que se brinda a las entidades deductoras por medio de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, en razón de esto, no debe interferir en la relación contractual que tienen las partes convenidas.

El Jubilado Judicial Andrés Chacón Ureña, de conformidad con el dictamen C-310-2020 del 4 de agosto de 2020, puede gestionar ante las entidades deductoras la no aplicación de los rebajos voluntarios pactados, teniendo presente que no se podrán aplicar contra la voluntad de la persona interesada, deducción alguna a su jubilación, sin embargo, se aclara nuevamente que la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no aplica esas deducciones, las realiza cada una de las entidades, conforme al consentimiento de las partes en la formalización del contrato, por lo que don Andrés debe externarle a cada una de ellas, que no desea continuar realizando la transacción mediante esa metodología, siendo competencia de las partes acordar lo que corresponda.

De esta forma, se deja rendido el informe solicitado por la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo XVI, para los fines correspondientes.”
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Se acuerda: Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar el informe rendido por el licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino, de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 0006-AJ/DJA-2022 del 9 de marzo de 2022, y con base en lo expuesto, rechazar el recurso presentado por el señor Andrés Chacón Ureña, Jubilado Judicial, por cuanto esta Junta Administradora no puede desaplicar las deducciones que solicitan las entidades o firmas deductoras. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del petente. Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.””
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El señor Andrés Chacón Ureña, jubilado judicial, mediante correo electrónico del 22 de marzo de 2022, solicitó lo siguiente:

“… con todo RESPETO, solicito de estar en sus posibilidades, facilitarme, el convenio, contrato o documento que los faculta para proceder a hacer las deducciones a los Afiliados del Fondo de Pensiones, en forma gratuita teniendo que invertir en personal capacitado, tiempo laboral y utilización de espacio físico y electrónico.( esto en vista de que considero que al finiquitar a el mismo, no se ha tomado en cuenta que esta Institución, en su mayoría somos Jubilados, ADULTOS MAYORES, que tenemos, condiciones especiales, por ley que no se han aplicado ni el fondo ha considerado. aplicarlas provocando perjuicios a sus protegidos, como es su deber) TAMBIEN, el concepto de quitar dinero destinado a otros prestamos, haciendo que el Jubilado enfrente un incumplimiento en otras obligaciones, cayendo este en morosidad, con los prejuicios que eso conlleva principalmente con SURGEF.

Seguidamente, expongo Mi descontento, por las inconsistencias en Mi contra principalmente cuando la Contaduría Judicial, se encargaba, de estos asuntos y en manos de dos personas del Despacho mencionado, que no daban razón de la protesta, situación, que actualmente y por el trato recibido ha cambiado, y seguimiento mostrado, procedo a describir las inconsistencias en Mi contra:

I- Con fecha 28-03-2019 hasta 29-05-2020, y por un lapso de 11 meses y un monto de 1.000.045.92 la primer Fianza y con fecha30-4-2019 por 11 meses y un monto de 1.272.395.03 la segunda fianza.

SIENDO, que los Jubilados de conformidad con al artículo 984 Código Civil. nuestras asignación mensual, no son objeto de embargo y los embargos y fianzas deben de ser perseguidas por medio del debido proceso, según lo dispone el Código de Comercio por medio de un Monitorio o Ejecutivo Simple (Único modo de cobrarlas) y el derecho real que menciona el artículo 984 C. C. no es renunciable de conformidad al artículo 11 Código de Trabajo (todas las leyes descritas vigentes) como se evidencia las deducciones hechas por Ustedes son ilegales, por supuesto inducidos por COOPESERVIDORES a error.

Y, como si fuera poco, en vista de que no tenía suficiente liquidez, para hacerle frente a las dos fianzas, repito inducidos nuevamente a error, toman de lo asignado por el Suscrito a otras obligaciones en Mi caso a COOPEMEP, haciéndome caer en incumplimiento de Mis obligaciones con dicha Cooperativa, ocasionando los perjuicios que eso repara, porque me dejaron sin oportunidad de solicitar otros créditos y así poder mejorar Mi liquidez,( Que como pueden ver, es la causa principal de Mi reclamo. Ya que ni para comer me queda y menos para satisfacer mis necesidades mínimas necesarias) situación que lleva más de dos años en 22 mil colones por mes.

Lo mejor del caso es que Coopeservidores recupera, los incumplimientos descritos por el Deudor, (Ilegalmente abusándose de su confianza, con el convenio de deducciones) y lo peor es que el Deudor, siendo Jubilado también, Yo no puedo recuperar, lo deducido, por no tener ningún modo fraudulento para cobrar dado que a Mi si me obligan a cobrar mediante, el debido proceso, aunque la Cooperativa, debió no aprovecharse de Mi confianza y la de USTEDES, como lo hizo. 

Ante esta situación Me Presente a la Contaduría Judicial a presentar la queja y una señora llamada Patricia, o al menos la encargada de las deducciones, en ese entonces., me, dijo que ese modo de pago es un acuerdo que tienen las Cooperativas y que ellos estaban facultados para hacerlo, la pregunta es donde está Mi consentimiento o asentimiento al respecto para que lo apliquen? Lo que no me fue contestado y más bien me adelanto el criterio de la suerte que tendría si intentaba algo, la cual no fue nada alentadora...! 

Por lo dicho, ruego le soliciten a COOPESERVIDORES DEVUELVA LOS MONTOS , DE LAS FIANZAS COBRADAS ILEGALMENTE A MI PERSONA, O LE REPONGAN EL PAGO HA COOPEMEP y se deje sin efecto Mi solicitud de que se deduzcan montos de Mi salario, ya que este procedimiento se presta para causar daño a los Afiliados del fondo, de una forma ilegal encubierta, y que no le deja ningún beneficio a la Junta, y más bien gastos en personal necesarios para que analicen el porqué de los rebajos de sus Protegidos, con una solicitud de las Cooperativas que indique con lujo de detalles el origen del rebajo y no como se hace actualmente, por supuesto, para esos cambios los términos contractuales deben cambiarse, y así deje de ser un servicio Adoc, que no debería de ser, porque el mismo podría generar al fondo responsabilidades, Penales y Civiles, correspondientes,, lo que se rebaja es ni más ni menos el sustento, de las personas, que por un esfuerzo de años le hemos dado vida al fondo .! 

Pero los perjuicios no terminan aquí resulta que COOOEMEP, durante 11 meses que fue lo que duro el embargo, con fecha, 29-5-del 2020, volvieron a reprogramar, los pagos por sus créditos, y recibirlos en forma, normal a la fecha, durante 21 meses, cuya cuota mensual es de 220.088.724 colones, solicite un estado de cuenta y en el mismo no se refleja, abono alguno a la deuda, en el comprobante de Estado de cuenta, y más bien se nota una cuenta paralela a la original que va por 4.873.980. 58, y en la misma cobran intereses de ley y moratorios, cosa que es ilegal, sin poder saber a ciencia cierta, cual es el verdadero saldo con esa Institución a no ser que tengan dos Contabilidades distintan y a mí me muestren solo una de ellas, lo que no es legal (aporto los Estados de cuentas emitidos por Coopemep.) 

Por lo expuesto y en vista que COOPEMEP, no está haciendo uso apropiado de las cuotas que viene solicitando, mismas que son para abono de Mis cuentas, es que ruego se dejen de aplicar las mismas, ya que no han sido fieles a su deber de aplicar las cuotas a Mis cuentas, correctamente. 

Además ruego me expliquen, porque, en constancia de la Junta, aparece se giran 34 mil colones (segunda quincena mes anterior) y el banco Popular, giraron 26 mil! (aporto recibos) en esta quincena solo 8 mil colones fue lo que recibí, o sea que en vez recibir aumento recibí un desaumento.

En relación, a un reclamo anterior que comisionaron a un Abogado, para que en el término de 15 días, se pronunciara respecto reclamo efectuado a la fecha no me ha llegado su criterio (1310-2021).

En espera de una respuesta, y debido a Mi urgencia, por la situación insostenible que estoy pasando ruego una resolución lo más pronta posible.



…”
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Posteriormente, el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, mediante correo electrónico del 31 de marzo de 2022, remitió lo siguiente:

“… con todo respeto, solicito: Revocatoria, con Apelación y ampliación o aclaración de la resolución de las 15 horas 05 minutos del 24 de marzo 2022 número 0011- J. U. N A F. O - 2022 y dictamen jurídico del Licenciado EDUARDO CHACON MONGE, en base de lo siguiente: 

REFERENTE a la resolución emitida por su Despacho e indicada arriba, la misma no debe de ser declarada INADMISIBLE, ya que el Asesor jurídico en informe, of. N O6O6, de fecha 9 de marzo del año en curso, indica: estar bien admitido el recurso de revocatoria planteado por Mi persona y según al artículo 37, del Reglamento, Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, es de recibo el mismo. En cuanto al dictamen presentado por el Jurista encomendado se debió dar audiencia al Promovente de estas Diligencias, para tenerlo como válido en, su totalidad o parcialmente y una vez subsanado el debido Proceso, dictar una resolución con carácter de Sentencia, por la comisión nombrada.

INCONFORMIDAD, con el Informe, presentado por el Licenciado EDUARDO CHACON MONGE.

a- Dice el Informe, referente a si es un EMBARGO o no los rebajos realizados, y solicitados por COOPESERVIDORES, por el termino de 11 meses Que los mismos no son EMBARGOS ya que estos son emitidos por un Juez y no se da ese proceder " Coincidiendo con el criterio expresado por La Señora Patricia de Contaduría Judicial y el manifestador que atiende el nuevo Despacho de la Junta Administradora de apellido tinoco hace 2 o 3 años, con la que no estuve y estoy de acuerdo. Y espero el señor CHACON MONGE al emitir su criterio, tuvo a LA vista, dos certificaciones expedidas por Coopeservidores, donde dice que los rebajos ," Son por concepto de FIANZAS respectivamente, del Deudor ALEXANDER BADILLA UREÑA " ¿ Cómo me pueden dar a entender que esas fianzas no son embargo? cuando la única forma de cobrarlas es por medio de un Ejecutivo Simple o Monitorio, procedimiento que está prohibido para la Cooperativa , y para Mi persona también, ( No se olvide que Yo con las certificaciones aportadas en autos, puedo plantear uno de los dos procedimientos para cobrar) pero con la prohibición que muy bien menciona el señor Licenciado, cuando dice que el artículo 984 inciso 2 prohíbe tácitamente el cobro Judicial para los Jubilados y en caso de la entidad Financiera, no cabe ningún tipo de renuncia ya que en derechos reales según el articuloc11cCódigo Laboral, no admite renuncia a esos Derechos consagrados por la Constitución Política y avalados por el Código Civil VIGENTE.

Y, como si fuera poco el espíritu del Legislador y el articulo en mención es proteger, la ASIGNACION MENSUAL que recibe el Jubilado hoy reforzados sus derechos por ley para el Adulto mayor y no se hace, por razones que no entiendo, cuando la JUNTA ADMINISTRADORA nace para velar por los Derechos de los Jubilados, mismos que están siendo pisoteados por una Entidad Financiera que en forma dolosa se aprovecha y evita el debido proceso para esos cobros burlando los derechos de quien Suscribe, siendo que COOPESERVIDORES logra cobrar el incumplimiento de un Deudor en la persona de un Fiador, en forma injusta porque estos logran su cometido de recuperación y el Suscrito no lo puede hacer porque para cumplir con el debido proceso ( única forma de cobro ya que se aplica el articulo 984 inc 2 C. C. que acertada mente, Usted da por cierto,, por tanto, cualquier título Ejecutivo , que pretenda ser cobrado, para recuperar por medio del salario es incobrable, a menos que tenga otros bienes objeto de embargo ( Es ilógico esperar que un Juez envíe orden de embargo si por Ley es inembargable y prohibido para el Juez y para los que asi lo ejecuten) ¡ Esta ilegalidad es la que Yo, alego, y las razones, por las que no debieron ser rebajadas en ese entonces por la Contaduría, espero que con el cambio y seguimiento de esta Junta para dirimir, asuntos de sus ADMINISTRADOS, no medie las viejas y malas interpretaciones de la Contaduría Judicial..! 

EN CONSECUENCIA, solicito, se prevenga al Profesional en Derecho CHACON MONGE, aclare su dictamen en cuanto que afirma, que se tenía que hacer los rebajos porque no son embargos lo que solicito la Cooperativa ¿Cuándo lo van a ser si es prohibido por ley para los Jubilados? Eso es avalar un procedimiento que no le da derecho para cobrar, fianzas, siendo que estas, su único modo de cobro es por medio del mecanismo previsto en el Código de Procedimientos Civiles y en este caso es imposible hacerlo por lo establecido en el artículo 984 inc. 2 CODIGO CIVIL- bonita cosa, por esta prohibición el ente Financiero se evitó el Procedimiento Civil y el pago de honorarios al Abogado Litigante. Error fácil de enmendar, acudiendo a las 2 certificaciones aportadas por el Suscrito y expedidas por COOPESERVIDORES, donde son claros al afirmar son deducciones por fianzas, mismas que son prohibidas cobrar, de conformidad al numeral 984 inc. 2 CODIGO CIVIL por tanto inembargables las asignaciones mensuales de los Jubilados – 

B-Ruego, se le prevenga al Profesional en Derecho Señor Eduardo Chacon Monge, se refiera al procedimiento , aplicado por la Contaduría Judicial, referente a que cuando, se cobró por parte de Coopeservidores las fianzas mencionadas, e ilegalmente solicitadas en vista de que quien Suscribe, no tenía Liquidez, en Mi salario procedieron a coger de las cuotas asignadas a COOPEMEP, por Mí, sin que mediara de Mi parte consentimiento o asentimiento para hacerlo y al reclamar, esa otra inconsistencia, la respuesta de la señora Patricia fue, que las Cooperativas tenían un acuerdo entre ellas, sin que indique la fuerza de Ley con que aplico ese atrevimiento en perjuicio, para variar de Mi persona y en conveniencia para las Cooperativas, causando, un inmenso perjuicio al Jubilado Adulto Mayor, que no puede unificar las deudas por este atrevimiento de la COOPESERVIDORES y de quien en ese entonces estaba a cargo de Administrar los rebajos que envían las financieras que por lo visto no tienen ningún, control en este caso por parte de quienes Administran nuestras Asignaciones mensuales, 

RUEGO, Se le prevenga dar un dictamen jurídico, si el Procedimiento Legal aplicado mlr la Contaduria Judicial, hoy JUNTA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y JUBILACIONES, fue a Derecho debidamente bien aplicado.

C - Ruego., en relación, a la renuncia, de Mi parte, ante las Cooperativas, COOPESERVIDORES COPEMEP Y COOPENAE, de que en adelante primera quincena mes noviembre del año recién pasado, no se siguieran haciendo las rebajas por medio del sistema de deducciones voluntarias, esto en atención al criterio del voto de la Procuraduría General de la Republica número C. 310 - 2020 que en lo conducente dice: que para los Jubilados, estos están en la posibilidad de hacerlo, cosa que hice y aporte copias de Mi voluntad de renuncia con su respectivo recibido mismas aportadas a la Junta, sin que se tome, en cuenta que así cilo (sic) el Procurador recomienda ese Proceder, lo acala (sic) el articulo 231 Ley Orgánica Poder Judicial, y si hay alguna Ley o pronunciamiento que ulpida (sic) a la JUNTA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL, que se lo impida, ruego, se me haga saber, ya que hasta ahora no se me ha hecho máxime que eso es un servicio Ad Dog (sic), de la Junta, que solo gastos le deja y ningún beneficio y grandes perjuicios a quien SUSCRIBE.”.
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Analizada las gestiones presentadas por el señor Andrés Chacón Ureña, es importante indicar que esta Junta Administradora a resulto de forma reiterada desde el año 2020, las interrogantes que ha presentado sobre las deducciones que las entidades realizan a su beneficio de jubilación conforme a la autorización que el señor Chacón Ureña brindó en su momento con cada una de ellas, en ese sentido, se le ha dado trámite a todas las consultas las cuales se han resuelto en tiempo y forma, aunado a esto, en la sesión N° 12-2022 del 14 de marzo de 2022, artículo XI, se le da respuesta del último recurso presentado sobre el tema, el cual se le adjunta el oficio N° 0006-AJ/DJA-2022 de fecha 09 de marzo de 2022, dejando clara la posición de este órgano sobre lo planteado. Además, la fase recursiva se agotó en el acuerdo anterior, tomando en consideración que lo que se analizó fue un recurso que presentó al acuerdo adoptado por esta Junta Administradora en sesión en sesión N° 02-2022 celebrada el 10 de enero de 2022, artículo XIX, agotando la vía administrativa. 

Sin embargo, se le reitera y aclara al señor Chacón Ureña que en el caso que plantea, esta Junta Administradora no realiza deducción alguna de su beneficio de jubilación, la Dirección de la JUNAFO no tiene personal que se encargue de realizar esa labor y este órgano tampoco media en esas situaciones, las deducciones que se reflejan en el desglose, son producto de la voluntad de cada persona, autorizando a las entidades crediticias a realizar los respectivos rebajo de forma automática, autorización que se plasma en cada uno de los contratos conforme a lo pactado entre las partes.

En ese orden de ideas, se reitera, la Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO no realiza deducciones de ese tipo, son las entidades crediticias conforme a la autorización de cada persona, que realizan esas operaciones mediante de la Norma Operativa para la Prestación de Servicios de Deducciones Automáticas, por esto, el señor Chacón Ureña debe resolver esta situación con cada una de esas entidades, tomando en consideración que son ellos como partes interesadas de los contratos, los que saben los alcances de las cláusulas que firmaron.

Finalmente, esta Junta Administradora tiene claro que las jubilaciones y pensiones no son susceptibles de embargo, así estipulado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por lo que, si se presenta una situación de estas, tramitará lo necesario para resguardar ese derecho del colectivo pensionado y jubilado, sin embargo, en el caso del señor Chacón Ureña, no nos encontramos con la figura de embargo, estamos ante deducciones que se realizan por acuerdo de voluntades en la elaboración de cada contrato, en donde nunca hubo intervención de esta Junta Administradora o de la Dirección de la JUNAFO.

Se acuerda: Conforme a lo anterior, 1.) Rechazar por improcedente el recurso presentado por el señor Andrés Chacón Ureña, tomando en consideración que ya agotó la vía recursiva. 2.) Se le reitera al señor Chacón Ureña que debe resolver la situación presentada con cada una de las entidades, debido a que esta Junta Administradora y la Dirección de la JUNAFO, no realizan actividad alguna para aprobar o deducir de su beneficio monto alguno, debido a que no media en estas situaciones. 3.) Comunicarle al señor Andrés Chacón Ureña que se da por agotada la vía Administrativa. 4.) Notificar el presente acuerdo al medio señalado por la persona gestionante.

Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.”

- 0 -
En relación con lo anterior, el señor Andrés Antonio Chacón Ureña, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 02 de mayo de 2022, remitió lo siguiente:
“ESTIMADOS SEÑORES JUNAFO.

Es muy fácil para ustedes igual para la señora Patricia de Contaduría Judicial decir ; "Se ha dejado claro las peticiones, hechas por el suscrito,, sin referirse al artículo 231 Ley Orgánica del Poder Judicial, misma que es vinculante para los , derechos y deberes de la Junta y de quien, solicita se aplique la ley vigente a Mi petición : veamos, "En lo que se indica :que por Potestad de los Jubilados y pensionados, solicitar que no se les realice rebajos crediticios directamente de su Jubilación lo anterior con las excepciones de ley. Debe de entenderse, montos como C. C. S. S. Tributación, Fondo de Pensiones y Pensión Alimentaria. " además se le indica que el Órgano, no puede dejar de rebajar los montos indicados, salvo por decisión Judicial correspondiente" Es lógico comprender que no se refiere, a rebajos crediticios, que no son excepciones ordenadas por Ley y si hay excepciones indicadas por ley, una Pensión alimenticia etc. Este criterio me lo había expresado doña Patricia hace 3 años más o menos y veo que la Junta de Pensiones en pleno lo comparte, siendo la Junta de Pensiones el llamado a proteger intereses de sus Accionistas. siendo que el artículo 984, además de ordenar la inembargabilidad de los Jubilados también habla, de la no rebaja en la Asignación Mensual del Jubilado y para más abultamiento de leyes y criterios vinculantes está el Voto del Señor Procurador de la Republica PREGUNTO ¿en base a qué Ley, articulo o reglamento, hacen la negativa que Yo, con todo respeto he solicitado? O TENDRÉ QUE ENTENDER QUE IMPERA EL CRITERIO DE LA SEÑORA PATRICIA DE LA CONTADURIA JUDICIAL, que no tiene ni pies y cabeza, por no estar fundamentada en alguna Ley vigente más bien desacata la Ley Orgánica y Código Civil, vigente y criterio del Señor Procurador de la Republica. Que ni con estas referencias hasta el momento, no han comprendido que para los JUBILADOS Y PENSIONADOS hay una legislación contraria a los activos, diferencia que echan de menos en todos los argumentos, expuestos por esta Junta, y yo que pensaba que este modelo de JUNTA DE PENSIONES sería para defender derechos y no a las Financieras, 1573 del código Procesal civil, y las obligaciones de los Representantes de la Junta de Pensiones del Poder Judicial. BASTA DE CRITERIOS PERSONALES Y DE UNA VEZ POR TODAS INDIQUESE EN BASE, A QUE LEY, FUNDAMENTAN SUS RECHAZOS.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, en su caso, previo a resolver, solicitaría trasladar al Asesoría Jurídica, para que brinde su criterio en la próxima sesión, donde se aclare lo dicho por el señor y definir el tema de fuerza de ley, que cree, ha estado claro en los anteriores acuerdos, pero, para cerrar esta gestión de forma definitiva. La Junta no tiene accionistas ni debe, cree, gestionar el dejar de hacer giros o rebajos contra pensiones o jubilaciones, que fueron acordados. En casos como estos, deben las personas gestionantes apersonarse ante los establecimientos y acordar la forma en que quieren realizar el pago y liberarse de los rebajos directos que fueron acordados por ellos. Además, indica que como comentó en su oportunidad, las empresas u organizaciones que solicitan estos rebajos, en sus costos operativos y financieros, a fin de mantener un presunto equilibrio del contrato, ejecutan proyecciones si un pago es directo o no, si es por medio de depósito u otras formas de giro, y eso, como lo han ejecutado muchas personas, es una tarea de quien debe cancelar sus deudas. Por lo que solicitaría a la Asesoría Jurídica de la Junta, que señale las diferencias en el trato de rebajos, entre salarios y jubilaciones o pensiones, y dejemos esto por sentado de una vez.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Comunicar al señor Andrés Antonio Chacón Ureña, Jubilado Judicial, que esta Junta Administradora, ya le resolvió todas sus consultas, en cada uno de sus escritos presentados anteriormente, y que se dio por agotada la vía administrativa en sesión N° 16-2022 del 19 de abril de 2022, artículo XIV, por carecer de competencia con la gestión que presenta.
	El máster Rodrigo Arroyo Guzmán vota por trasladar a la Asesoría Jurídica para que rinda un criterio.
Se procede con la votación, y se aprueba por mayoría.
[bookmark: _Toc103334174]ARTÍCULO XXIV
Documento Nº 1429-2021 / 473-2022
En sesión N° 07-2022 celebrada el 14 de febrero de 2022, artículo VIII, se denegó la solicitud de pensión incoada por el señor Víctor Manuel López Ortiz, considerando que las decisiones que adopte este órgano de dirección, deben estar apegadas al principio “pro fondo” el cual sostiene que en caso de duda, se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, en caso de duda, debe resolverse a favor del fondo.
El señor Victor Manuel López Ortiz, mediante nota del 5 de mayo de 2022, presentó la siguiente gestión:
“RECURSO DE REVOCATORIA CON APELACION EN SUBSIDIO

El suscrito licenciado Victor Manuel López Ortiz, de calidades en autos conocidas, ante su autoridad con el debido respeto, por no estar conforme con el informe que se rinde en el oficio No. 0138-JUNAFO-2022, presento Recurso de Revocatoria con Apelación en Subsidio contra el acto administrativo, por los siguientes motivos:

De conformidad con dicho documento, se indica que en sesión No. 33-2021, articulo VI, se tomó el acuerdo que indica la solicitud de la Licenciada Indra López Robles, coordinadora Judicial de la Fiscalía de Buenos Aires, y del mismo se desprende que según lo solicitado por la señora López Robles, a la vez del estudio efectuado por la Licenciada Ileana Lucia Alpizar Salas, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicóloga, de la cual se analizaron las condiciones socio económicas del señor López Ortiz.

I. El señor Victor Manuel López Ortiz, presenta la solicitud de pensión en tiempo y plazo, el 1 de junio de 2021, de acuerdo al Reglamento del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, en la cual demuestra según certificaciones que en su oportunidad aporto, que el señor López Ortiz y la señora Sadia Liley Robles Sibaja, permanecieron casados desde el año 1982. procreando un hijo en común Marco Antonio López Robles, y la Licenciada Indra López Robles, hija de la señora Robles Sibaja, llevando los apellidos de Victor Manuel López Ortiz, una muestra de la unión del círculo familiar en armonía, del cual nunca bubo una separación de hecho (**E1 primer efecto de la separación de hecho como causal de divorcio de la disolución del vínculo matrimonial y, con ello, el termino de los deberes jurídicos, que derivan del matrimonio, como son; cohabitación, fidelidad y asistencia mutua"), y de acuerdo a la situación del señor López Ortiz con la señora Robles Sibaja, dicha separación se produjo por fuerza mayor, la separación se dio a partir del año 2016, cuando el señor López Ortiz, tuvo que trasladarse a San Vito de Coto Brus por asuntos laborales, y mantuvo visitas al núcleo familiar de la vivienda familiar los fines de semana, hasta que fue despedido de su trabajo en ese mismo año: así como tampoco que hubieran diferencias del señor López Ortiz y su esposa, la señora Robles Sibaja. según las manifestaciones de la declaración Jurada de la señora Hilda Maria Robles Sibaja, hermana de la señora Sadia Liley Robles Sibaja (la hoy fallecida), y de la cual se desprende que la separación de la pareja nunca fue de hecho, sino que fue un acuerdo mutuo de apoyo y ayuda en todo ese tiempo de separación, en donde se demostró que tampoco hubo infidelidad del señor López Ortiz, hasta el fallecimiento de la señora Robles Sibaja.

II. Al ser despedido el señor López Ortiz, se trasladó al cuido permanente de su madre en la localidad de Nueva Santana de San Pedro de Pérez Zeledón, su domicilio actual es en La Unión de San Pedro de Pérez Zeledón, del restaurante tía Gladys 200 metros norte, barrio Nueva Santana, casa prefabricada, color turquesa, donde vivía con su madre, y de la cual no dependía, porque su esposa le cancelaba sus deudas, y pagaba sus servicios necesarios, por mutuo acuerdo, y para lo cual se aporta una declaración jurada del señor Victor Alvarado Barrantes.

III. El señor López Ortiz curso su carrera en Derecho, obteniendo su licenciatura, con el apoyo total de su esposa la señora Sadia Liley Robles Sibaja, (la hoy fallecida), así como según registro consultado realizado al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, el señor López Ortiz, se registra como asegurado por la señora Indra López Robles, presentando situaciones desfavorables de salud, según consta en dicho informe, y se desprende que el señor López Ortiz requiere de colaboración en cuanto al aseo de la vivienda, y otros que también se refieren en dicho informe y que también depende de la colaboración de sus hermanas y sobrinas. De igual forma en el informe expedido por la trabajadora social, la señora Robles Sibaja, en vida asumió en totalidad los gastos del hogar, ya que el señor López Ortiz, se encontraba sin trabajo, asumiendo la atención de su madre en forma total en la vivienda de ella, por un acuerdo de ambos, como matrimonio y pareja de apoyo y ayuda mutua y total.

IV. El señor López Ortiz, indica que su esposa no le proporcionaba dinero en efectivo, sino que ella le pagaba sus gastos personales, lo que él le solicitaba, según se constata en la declaración jurada rendida por la señora Hilda Maria Robles Sibaja, hermana de la hoy fallecida. 

V. Dentro de las conclusiones dadas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión No. 33-2021 celebrada el 9 de agosto de 2021, articulo VI, esta Junta conoció la denuncia presentada por la señora Indra López Robles, hija de la señora Robles Sibaja. argumentando "que el señor López Ortiz, hizo abandono del hogar entre los años 2014 y 2015, por lo que desde entonces no dependía económicamente de los ingresos de su madre, adicionalmente apelo que mantiene una relación extramarital con otra señora”, no se comprueba y no se constata como evidencia, según informe elaborado por la Trabajadora Social. Según lo concluido por la trabajadora social, encargada del peritaje, desde el criterio técnico, se determina que "desde el año 2016, la persona referida se encuentra desempleada y al no contar con ingresos propios, dependía económicamente de la funcionaría judicial fallecida y de su madre, para abarcar sus gastos personales. Indica que el señor López Ortiz conforma grupo familiar unipersonal identificándose vulnerabilidad, debido a que presenta una situación de salud que lo lleva a requerir apoyo diario para la atención de sus necesidades. Dicha situación sumada a las limitaciones para ubicarse laboralmente debido a su condición etaria y de salud, y que aún está desempleado, con las obligaciones económicas, como son los préstamos con Coopeservidores RL y Conape, cuotas que pagaba su esposa Sadia Liley Robles Sibaja, (la hoy fallecida, lo van motivado a solicitar la pensión por el fallecimiento de su esposa".

VI. Dentro de la Normativa atinente al caso, Ley Orgánica del Poder Judicial No. 9544, de interés, estipula lo siguiente: "Articulo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento”. Y del artículo 229: "El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de lo que correspondía al causante". 

[bookmark: _GoBack]VII. Siempre en referencia a los artículos mencionados, y de acuerdo con las Declaraciones Juradas que se anexan, no se corrobora la separación de hecho del matrimonio, porque no se dio para un eventual divorcio, según estudio del Departamento de Trabajo Social, ya que el señor López Ortiz vive desde el año 2016 en el cantón de Pérez Zeledón y que la señora Robles Sibaja hasta el momento de su fallecimiento vivió en el cantón de Buenos Aires, confirmándose el mutuo acuerdo del matrimonio por las razones ya expuestas, y a través de la Declaración Jurada de la señora Hilda Maria Robles Sibaja, hermana y cuñada del señor Victor Manuel López Ortiz. 

VIII. Si bien es cierto se debe velar por la sostenibilidad del Fondo, considerando en el bienestar colectivo, es oportuno considerar que para que se configuren los elementos del artículo 228 inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no se evidencia ninguna Separación de hecho, y que en el caso que nos ocupa, fue por mutuo acuerdo de la pareja y lo constata la señora Hilda Maria Robles Sibaja en su Declaración Jurada, aportada en los anexos. 

IX. Debo de hacer mención que no se me notifico la pasada resolución, hasta que yo pedí información sobre el estado de la gestión que solicité.

FUNDAMENTO DE DERECHO: Me amparo en las disposiciones del artículo 66, 66.3 del Código Procesal Civil.”

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, propone que, de previo a resolver, se remita a la Asesoría Jurídica, a fin de valorar la pertinencia del recurso presentado, tanto en plazos, como fundamentos y el criterio que, técnica y profesionalmente corresponda. Además, solicitar a la Dirección de la JUNAFO, verifique lo correspondiente a la no notificación del acuerdo, para que sea un insumo en el criterio de la Asesoría Jurídica.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar al licenciado Eduardo Chacón Monge, con el fin de que rinda informe sobre la pertinencia del recurso presentado por el señor Victor Manuel López Ortiz. 2.) Remitir a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, con el fin de verificar la notificación correspondiente del citado acuerdo, para que sea un insumo incluido en el criterio de la Asesoría Jurídica.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
-o0o-
A las diez horas veinticinco minutos terminó la sesión.


       Doctor Juan Carlos Segura Solís              Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
      Presidente Junta Administradora             Secretario Junta Administradora


Actos son remitidos a Corte 


Corte decide si anula en sede administrativa o procede a declarar lesividad


En caso de lesividad, la Procuraduría General de la República plantea proceso de lesividad ante el Tribunal Contencioso


Sentencia firme del Tribunal Contencioso Administrativo 


Eventual cobro de sumas con base en los actos que hayan sido anulados *
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Cronograma de Asistencia Dir. JUNAFO.pdf


N°. Plaza Unidad / Área Tipo Plaza Nombre Tipo de Equipo Lunes Martes Miércoles Jueves Viernes Asistencia Total Campo Asignado 


382283 Alta Gerencia DIRECTOR GENERAL 2 Oslean Mora Valdez Portátil X X X 3 Oficina


382294 Alta Gerencia SUBDIRECTOR  GENERAL 2 Ingrid Moya Aguilar Portátil X X X 3 Oficina


382277 Asesor Legal de JUNAFO ASESOR JURÍDICO 1 Eduardo Chacón Monge Portátil X X 2 14


382282 Unidad T.I. JUNAFO COORDINADOR DE UNIDAD 4 Jossimar González Gordon Portátil X X 2 17


382295 Unidad de Cálculo de Beneficios PROFESIONAL 1 Gabriela Jarquín Valladares Portátil X X 2 39


382284 Jefe Adm. Financiero JEFE ADMINISTRATIVO 4 Yesenia Flores Chacón Portátil X X 2 32


382285 Jefe Jubilaciones y Pensiones JEFE ADMINISTRATIVO 4 Bryan Calvo Calderón Portátil X X 2 6


377206 Proceso de Inversiones PROFESIONAL 2 María Fernanda Alvarado García Portátil X X 2 43


369768 Proceso de Inversiones JEFE PROCESO Fabián Salas Fernández Portátil X X 2 33


377205 Proceso de Inversiones PROFESIONAL 2 Nelson Masis Romero Portátil X X 2 42


43585 Proceso de Inversiones PROFESIONAL 2 Steven González León Portátil X X 2 41


377208 Proceso de Riesgos PROFESIONAL 2 Jenny María Guillén Guardado Portátil X X 2 44


377207 Proceso de Riesgos JEFE PROCESO José Andrés Lizano Vargas Portátil X X 2 34


382288 Proceso de Riesgos PROFESIONAL 2 Fabián Guillén Mora Portátil X X 2 40


382289 Unidad T.I. JUNAFO PROFESIONAL EN INFORMÁTICA 1 Kevin Salazar Madrigal Portátil X X 2 19


382290 Unidad T.I. JUNAFO PROFESIONAL EN INFORMÁTICA 2 Shirley Salguera Zuñiga Portátil X X 2 18


382278 Secretaría de la JUNAFO ASISTENTE DE PROSECRETARIO David Castillo Mora PC X X 2 38


382279 Secretaría de la JUNAFO ASISTENTE DE PROSECRETARIO Stepanie Álvarez Atencio PC X X 2 37


382291 Secretaría de la JUNAFO PROSECRETARIO Angie Karina Ampié Gutiérrez Portátil X X X 3 36


382281 Unidad de Apoyo y Control Administrativo COORDINADOR DE UNIDAD 3 Rodolfo Román Taylor Portátil X X 2 13


382292 Unidad de Apoyo y Control Administrativo TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1 Hellen Araya Zuñiga PC X X 2 11


382293 Unidad de Apoyo y Control Administrativo TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1 Adriana Valladares García PC X X 2 12


43595 Unidad de Cálculo de Beneficios PROFESIONAL 1 Jennifer Carrillo Cárdenas Portátil X X 2 2


48480 Unidad de Cálculo de Beneficios COORDINADOR DE UNIDAD 2 Leda Córdoba Montero Portátil X X 2 4


382286 Función de Cumplimiento PROFESIONAL 1 Vanessa Mesén Arroyo Portátil X X 2 3


33842 Unidad de Contabilidad y Presupuesto PROFESIONAL 1 Tiffany Corrales Fernández Portátil X X 2 30


43562 Unidad de Contabilidad y Presupuesto COORDINADOR DE UNIDAD 1 María José Chaves Guzmán Portátil X X 2 31


382296 Unidad de Contabilidad y Presupuesto TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1 Heimy Tatiana Solera Rojas PC X X 2 29


44194 Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones PROFESIONAL 2 Katherine Zamora Murillo Portátil X X 2 7


33830 Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones PROFESIONAL 1 Rodrigo Delgado González Portátil X X 2 8


15825 Unidad de Servicio al Cliente ASISTENTE ADMINISTRATIVO 1 Erick Tenorio Rojas PC X X X X X 5 1er Piso


103611 Unidad de Servicio al Cliente ASISTENTE ADMINISTRATIVO 2 Melissa Mainieri Hernández PC X X X X X 5 1


382280 Unidad de Servicio al Cliente COORDINADOR DE UNIDAD 1 Ana Lucrecia Ruiz Rojas Portátil X X 2 10


109861 Unidad de Tesorería COORDINADOR DE UNIDAD 3 Bernal Cisnero Herra Portátil X X 2 27


109862 Unidad de Tesorería PROFESIONAL 1 Cristian Gómez Solís Portátil X X 2 25


112404 Unidad de Tesorería PROFESIONAL 2 Sujey Sánchez Segura Portátil X X 2 26


43564 Unidad de Tesorería TÉCNICO ADMINISTRATIVO 1 Karol Rojas Madrigal PC X X 2 23


382287 Unidad de Tesorería PROFESIONAL 1 Yahaira Rodríguez Zamora Portátil X X 2 24


38 16 20 16 16 17
42.1% 52.6% 42.1% 42.1% 44.7%


NOTAS:
1) La Licda Ampié Gutiérrez asistirá presencial el día que la JUNAFO sesiones de esa manera y cuando sean sesiones virtuales asistirá miércoles y jueves
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Número Oficio Fecha Emisión Tema Principal

SP-244-2020.

9/3/2022

SUPENindicaquemedianteoficio1083-SC-2022

del 03 de febrero de 2022, se consulta a esta

Superintendenciasobrelacondicióninterinadela

actual Junta Administradora del Fondo de

JubilacionesyPensionesdelPoderJudicial,dado

que los suplentes no pueden designarse como

titulares en propiedad administrando la Junta.

(Asesor Jurídico debe remitir propuesta de

Reglamento que regule la actuación de los

miembros suplentes)

Control de oficios pendientes al 30 de abril 2022
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Número de plan Tema Principal Avance Observaciones Status



FJPPJ002

Estructura 2020-2021



Estructuraalargoplazodela

JUNAFO.

95%

LaCortePlenaensesiónN.°10-2022del28defebrero

del2022artículoXIVreferentealtemadelaAuditoria

porpartedelPoderJudicialalFJPPJ, enla cualse

acordó solicitar a la Dirección Jurídica, que a la

brevedad, rinda un informe aCorte Plenarealizando

unapropuestadeescenariosdesolución,decaraala

situación que está enfrentando en este momento la

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

PensionesdelPoderJudicialeneltemadelaauditoria

interna.

En Proceso

FJPPJ006

Recuperación Actuarial

Planactuarialderecuperación

para el FJPPJ.

90%

Con correo del 08 de abril del 2022 se remite a la

SUPENel



borrador



delinformedecierredelplande

acción de recuperación actuarial 2019; para una

primerarevisiónporpartedeeseentesupervisor.Se

está a la espera de la revisión por parte de la SUPEN

En Proceso

FJPPJ007

Estado de cuenta

Que cada afiliado al régimen

reciba de forma mensual un

estado de sus cotizaciones.

10%

LaDireccióndeGestiónHumanaestaefectuandouna

depuracióndelosdatoshistóricosdeltiemposervido

para efectos de jubilación.

En Proceso

FJPPJ008

Regla IV

Designaciónporroldenotaa

unMagistradodeCortePlena

parasuestudioaprofundidad

y emisión de criterio.

21%

Ensesióndeldía03demayodel2022laCortePlena

conocéeltemadelareglaIVasignandoelcasoala

Dirección Jurídica para que en la sesión del 16 de

mayo, tengan varios escenarios sobre este tema y

tomen una resolución final sobre el tema. 

En Proceso

FJPPJ009

Revaloración

Recuperación de sumas

giradas de más.

67%

ConoficioN.°526-DJ/CA-2022del5deabrildel2022

firmadoporlaMs..ArgiliGómezSiuSubdirectoradela

DirecciónJuridicaindicaqueseprocederáconelcobro

administrativo a los exmagistrados jubilados y

exmagistradasjubiladasysusbeneficiariossegúnlos

montosindicadospor laDirección dela JUNAFOen

oficio  N.° 0146-JP-DJA-2022 del 17 de marzo 2022.

En Proceso

FJPPJ012

Gobernanza T.I



Definirelmarcodegestiónde

TI, conforme establece el

artículo 8 del Reglamento

General de Gestión de la

Tecnología de Información.

18%

Con correo eléctronico del 22 de abril del 2022 la

Unidad de Apoyo y Control Administrativo remite al

correo licitaciones@Poder-Judicial.go.cr, el oficio

N.°0138-DJA-2022 "Contratación del Diseño e

ImplementacióndeProcesosparaGobiernoyGestión

de TI" para que la Proveduria del Poder Judicial

proceda con la contratación de la licitación abreviada.

En Proceso

FJPPJ013

Revisión Aplicación 2x1

Para la revisión de las

pensiones otorgadas bajo el

transitorio III de la Ley 7302.

34%

LaJUNAFOensesiónN.°11-2022celebradael07de

marzo del 2022 conoce el acuerdo tomado por el

ConsejoSuperiordelPoderJudicialensesiónN°28-

2022celebradael31demarzodel2022,artículoXXXVI

elcuáltomoporrendidoelinformedelaDGHoficioNº

PJ-DGH-AP-1088-2022del15demarzode2022enel

cualcomunicóqueparaelañoencursosealcanzaríael

estudio del 100% de la población meta (1450 casos)

En Proceso

FJPPJ014

Recuperación Actuarial

2020

Recomendaciones Actuariales. 30%

ElrégimendelFJPPJmantieneunacondicióndedéficit

actuarialyconformenormativaesnecesariopresentar

anualmente un plan de recuperación actuarial y un

informedecierredelanterior,aunquelasactividades

estipuladas se mantengan en el tiempo.

En Proceso

FJPPJ015

Reglamento de

Información Financiera

JUNAFO

Implementación del

Reglamento de Información

Financieraparalacontabilidad

de la JUNAFO.

13%

SeaclararonloslineamientosconlaSUPENrespectoal

reglamentoquesedebeimplementarparalaJUNAFO

paraenero2023yseremitióelPlandeAcciónadicha

superintendencia con las nuevas fecha de

cumplimiento.

En Proceso

FJPPJ016

Establecimiento de

Sistema de Gestión de

Calidad/ Procedimientos

Implementación de los sellos

de calidad/ Manuales de

procedimientos para

actividades significativas:

gestión de activos,

acumulación,descumulacióny

comunicación.

26%

Se llevaron a cabo charlas de sensibilización al

personaldelaDireccióndelaJUNAFOparaobtenerla

certificación del sello de calidad de CEGECA./ Se remite 

el inventario de procedimientos.

En Proceso

FJPPJ017

Cálculo para pensiones

ley N.° 9544

Desarrollo de mejoras en el

sistema SIGA FONDO para

realizar los cálculo de

jubilación por vejez conforme

la Ley N.° 9544

40%

Se realizan pruebas enel sistemaSIGA Fondopara

validarlacargade archivosen excelde lossalarios

devengados antes del 2004 provenientes de la

Contabilidad Nacional.

En Proceso

FJPPJ018

Cultura de riesgos

Implementar la metodología

para la valoración de los

riesgos no financieros, y los

procesos de autoevaluación de 

riesgos del Fondo que

contribuyanconelsistemade

controlinterno/Seguimientoa

la política de solvencia 

4%

Se confecciona el "Plan de Acción Priorización de

Riesgos" no Financieros 

En Proceso

37%
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Oficio N.º oficio remitido Fecha Emisión Tema Principal

SP-280-2020 N.° 131-DJA-2022 18 de abril 2022

En atención a los oficios de la Superintendencia de

PensionesSP-135-2022del10defebrerode2022ySP-

280-2022del22demarzo de2022, dondese realizael

requerimiento de atender el punto 7 del SP-135-2022,

relativoaajustesenladeclaratoriadeapetitoporriesgo,se

indicaqueseprocedióarealizarlosajustessolicitadosy

estosfueronaprobadosenlasesiónordinariaN°105del

ComitédeRiesgosdel30demarzodel2022ytrasladados

a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

Pensiones del Poder Judicial.

SP-409-2022 NA Tramitado

SUPENInvitael29deabrildel2022,de02:30p.m.a04:30

p.m a la presentación de los principales contenidos del

proyectodelReglamentosobreSupervisiónConsolidaday

de la reforma legal que lo motivó.

Control de oficios atendidos al 30 de abril 2022
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Actividades

Blogue 5

Firma de contrato

Del 16 mayo al 10 junio

Pre - Implementacién

Del 13 al 24 junio

Capacitacion Julio
Administrador de Institucién 6/7/2022 8/7/2022
Administrador de Institucién 20/7/2022 22/7/2022

Operador de Catalogo 28/7/2022 29/7/2022
Unidades Usuarias Basico 18/7/2022 27/7/2022
Proveeduria, legal y auditoria 4/7/2022 22/7/2022
Compra por catélogo (Convenio Marco) 25/7/2022 29/7/2022

Acompafiamiento Primer procedimiento - Uso SICOP

1.al 31 de Agosto

Acompafiamiento Primera Compra

Operativa de SICOP

1 de setiembre en adelante





image8.emf
Solicitud  reactivación.pdf


Solicitud reactivación.pdf
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[bookmark: _Toc101894464]AVISOS

JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (JUNAFO)

REGLAMENTO PARA LA ADMINISTRACIÓN DEL

FONDO ESPECIAL PARA LA DIRECCIÓN DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1º—Ámbito de aplicación.

El presente reglamento regula la organización, funcionamiento y control de un Fondo Especial para la ejecución de los recursos presupuestarios formulados para la atención de trámites urgentes, gastos menores y ocasionales, que justifiquen su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos, por parte de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en adelante Dirección de la JUNAFO, lo anterior de conformidad con el artículo 2 de la Ley de Contratación Administrativa.

Artículo 2º—Objetivo.

El objetivo del Fondo Especial es facilitar y agilizar la adquisición de bienes y servicios, hasta por la suma que establezca la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) y que por sus características son indispensables, urgentes o que por su cuantía no conviene recurrir a procedimientos de contratación administrativa, de conformidad con el artículo 2 de la Ley de Contratación Administrativa.

Artículo 3º—Administración.

El manejo, custodia y la ejecución de las compras y pagos estará a cargo de la Dirección de la JUNAFO. El Macroproceso Financiero Contable y la Auditoria Interna, podrán efectuar periódicamente y sin previo aviso arqueos y conciliaciones de este fondo.

Artículo 4º—Fondeo.

Los recursos de este Fondo Especial, serán depositados en una cuenta corriente en cualquiera de los bancos del Estado a nombre de la Junta Administradora y el giro de los recursos se podrá realizar mediante transferencia para la atención de gastos presupuestados en el programa 951 denominado– Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, dentro de la estructura programática del Poder Judicial, específicamente en las subpartidas 1 “Servicios”, 2 “Materiales y suministros” y algunas de la 5 “Bienes duraderos”, cuando se trate de mobiliario y equipo de oficina, equipo de comunicación y equipos varios cuyo costo sea menor a un procedimiento de compra menor y cumpla con las características de urgente, ocasional y/o necesario para el funcionamiento de la oficina. La Dirección de la JUNAFO, podrá mantener en efectivo hasta un diez por ciento del Fondo para los mismos fines que establece este reglamento.

a.  Se autoriza el pago de viáticos y gastos de transporte a las personas integrantes de la Junta Administradora y al personal que esté autorizado para su uso, en cuyo caso se regirán por lo dispuesto en el «Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para los Funcionarios Públicos» de la Contraloría General de la República.

b.  Se autoriza la adquisición de otros bienes y servicios menores, indispensables para la buena marcha de la oficina, de verdadera urgencia y que se presenten en forma ocasional y que se justifique su pago fuera de los trámites ordinarios establecidos.

c.  Se autoriza el pago de servicios públicos y/o municipales.

d.  Se autoriza la adquisición de mobiliario y equipo de oficina, equipo de comunicación y equipos varios.

Los recursos del Fondo Especial, no se deben utilizar para cambios monetarios, cambio de cheques u operaciones distintas a las que se destinan dichos fondos.

Artículo 5º—Monto máximo del Fondo.

El monto máximo del Fondo será de ¢2,000,000.00 (dos millones de colones) y el contenido económico para su constitución provendrá del presupuesto ordinario aprobado para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones dentro del programa 951.

Por aprobación de la Junta Administradora y mediante resolución razonada, el Fondo Especial podrá ser aumentado.

CAPÍTULO II

Funcionamiento.

Artículo 6º—Autorización de gastos del Fondo.

Para la adquisición de bienes y servicios mayores a un 10 % del monto de este Fondo, se requerirá contar con al menos tres cotizaciones y se seleccionará la de menor precio, siempre que cumpla con las características requeridas por la Dirección de la JUNAFO, con excepción de bienes o servicios que por razones de conveniencia y oportunidad no sea posible obtener las tres cotizaciones, en cuyo caso se podrá contar con menos cotizaciones evidenciando los motivos de dicha excepción.

Artículo 7º—Forma de Pago.

Toda compra que se realice mediante el Fondo Especial, deberá ser hecha estrictamente al contado, contra la presentación de la respectiva factura comercial o comprobantes autorizados. Cuando el pago se realice mediante transferencia o tarjeta institucional se deberá anotar en la factura el número de transferencia o del comprobante de débito. En caso de que el pago se realice en efectivo, se dejará constancia en la factura de este hecho.

Artículo 8º—Fondo Fijo.

El Fondo operará bajo el sistema de “fondo fijo”, haciéndose los reembolsos necesarios, para reponer las sumas pagadas, de tal forma que no llegue a agotarse. Cada reembolso se hará siguiendo los procedimientos establecidos para tal efecto. La Dirección de la JUNAFO deberá contar con registros que permitan la evaluación de los componentes del fondo fijo, a saber:

a)  Efectivo.

b)  Saldo en cuenta corriente.

c)  Documentos originales cancelados pendientes de incluir en el reintegro.

d)  Solicitudes de reintegro en trámite.

e)  Transferencias por reintegro sin aplicar.

f)  Anticipos pendientes de liquidar.

g)  Otros comprobantes.

Artículo 9º—Comprobantes autorizados.

a.  Todo pago deberá estar respaldado por factura electrónica comercial registrada ante el Ministerio de Hacienda, lo que se verificará con la leyenda correspondiente o dispensa emitida por dicho Ministerio.

b.  Se aceptarán tiquetes de caja registradora únicamente acompañados de la respectiva factura comercial, según la obligación a empresas establecida en la resolución No. 1197 de 12-08-97 de la Dirección General de Tributación.

c.  Si debido al servicio, no existiera factura que justifique el gasto, se hará un comprobante o boleta donde conste el servicio prestado, el nombre y la identificación de la persona proveedora, el monto correspondiente y el visto bueno de la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO.

Se autoriza a la persona encargada del Fondo Especial a mantener una diferencia de más o menos en el efectivo, de hasta cien colones, con ocasión de los faltantes o sobrantes debidamente justificados que, por diferencia, en el pago en efectivo se produzcan. En caso de sobrantes mayores a la suma supra indicada deberán ser depositados en la cuenta corriente de la Junta Administradora Nº CC-001-04871790, que se mantiene en el Banco de Costa Rica.

Artículo 10.—Requisitos de los comprobantes y facturas comerciales.

Toda factura comercial que respalde la compra de bienes y servicios por medio del Fondo Especial, deberá cumplir con los siguientes requisitos:

a.  Confeccionada en original, a nombre de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cédula jurídica 3-007-792932, indicando claramente la adquisición del bien y/o servicio, monto y fecha de emisión.

b.  Contar con el nombre y número de cédula o razón social de la persona física o jurídica proveedora de los bienes y servicios adquiridos. Además, deberá poseer la firma, nombre, número de cédula de la persona servidora de la Dirección de la JUNAFO que recibe el bien o el servicio, la fecha en que se consigna el recibido a satisfacción, o la firma digital en los casos que la factura sea electrónica, de acuerdo con las políticas que al respecto se establezcan por el ente rector en la materia.

c.  Los documentos que se presenten al cobro no deben contener borrones, tachaduras o alteraciones que hagan dudar la legitimidad del documento. La cantidad indicada debe coincidir tanto en número como en letras. Si existe diferencia prevalece la consignada en letras.

d.  Las facturas que se presenten al cobro deben estar debidamente timbradas o autorizadas por la Dirección General de la Tributación Directa. En el caso de que la persona física o jurídica cuente con dispensa de ese requisito, se deberá presentar el documento justificante, así como consignar en la factura el número del oficio emitido por la Tributación, salvo que por la naturaleza del pago y por ser ocasional, se tramite

sin contar con la respectiva factura comercial timbrada dispensada, aunque si con un comprobante de pago que cumpla con los datos que se indican en este artículo.

Artículo 11.—Autorización de Anticipos.

Los adelantos de dinero que se tramiten por medio de la Dirección de la JUNAFO, deberán ser aprobados por la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO o por quien se haya designado para tales efectos.

Artículo 12.—Formularios para anticipos.

Las solicitudes de adelanto de dinero para efectuar las compras, se tramitarán mediante formulario confeccionado para tales fines, que contará con numeración consecutiva. En este se consignará la fecha, nombre de la oficina, monto solicitado, destino del dinero, visto bueno de la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección o por quien se haya designado para tales efectos de la Dirección de la JUNAFO, nombre y firma de la persona servidora que recibe el adelanto.

Estos formularios se resguardarán adecuadamente de forma electrónica, con numeración consecutiva, y serán liquidados por la persona que realizó la compra, una vez que proceda a la devolución del dinero que le fue entregado, en caso de existir sobrante o a la presentación de las respectivas facturas o comprobantes originales que respaldan la erogación.

Artículo 13.—Fecha límite para liquidación de anticipos.

La liquidación correspondiente a los adelantos de dinero, deberá presentarse dentro de los siete días hábiles siguientes a la adquisición del bien o servicio, salvo que por casos excepcionales no sea posible cumplir con dicho plazo, en cuyo caso debe constar la respectiva justificación.

La persona que presente las liquidaciones en forma extemporánea deberá justificar el motivo de la no presentación oportuna, sin perjuicio de las sanciones a imponer de conformidad con lo dispuesto en la Ley de la Administración Financiera de la República, el Reglamento de la Contratación Administrativa y demás ordenamientos jurídicos.

Artículo 14.—Impedimento para un nuevo anticipo.

A la persona que tenga pendiente una liquidación de un anticipo de dinero, no le será tramitado otro hasta tanto no liquide la que tiene pendiente o mediante autorización expresa y razonada por la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO.

Artículo 15.—Arqueo e informe.

El área encargada del manejo del fondo, deberá rendir mensualmente un arqueo e informe del Fondo Especial a la Dirección de la JUNAFO con copia a la Auditoria Interna y al Macroproceso Financiero Contable, a más tardar el tercer día hábil del mes siguiente. Este arqueo corresponde enviarlo independientemente si hubo erogación o movimiento alguno durante ese mes.

Artículo 16.—Autorización de desembolsos.

Las órdenes de pago, mediante transferencias electrónicas de fondos, serán autorizadas en forma mancomunada, por dos de las personas autorizadas por la Junta Administradora en la cuenta que para el efecto se utilizará. Se deberá llevar un libro de bancos electrónico y de efectivo en el que se registrarán las operaciones que se realicen con cargo al fondo especial.

Artículo 17.—Trámite de reintegro.

El reintegro de las sumas canceladas por el Fondo Especial, se tramitará mediante la presentación al Macroproceso Financiero Contable, de un detalle de la información de los documentos a reintegrar debidamente clasificados por subpartida presupuestaria. Los documentos originales o electrónicos se mantendrán en la Dirección de la JUNAFO, que será la responsable de la autenticidad, razonabilidad y exactitud aritmética del reembolso.

Artículo 18.—Depósitos.

La transferencia electrónica de fondos que emita el Macroproceso Financiero Contable, producto del acuerdo de pago por concepto de reintegro al Fondo, será depositada o acreditada en la cuenta bancaria respectiva.

CAPITULO III

Deberes y responsabilidades.

Artículo 19.—De la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la oficina.

Le corresponde a la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, garantizar el cumplimiento de las normas y procedimientos de control interno, de contabilidad y legalidad, que deben aplicarse a las transacciones que se realicen por el Fondo que regula este reglamento y velará por el correcto uso de esos fondos.

Responsable del Fondo:

• Velar por el uso correcto de los fondos.

• Velar por el fiel cumplimiento de las disposiciones contempladas en el presente reglamento y cuando sea del caso, comunicar al superior jerárquico, la Auditoria Interna o al Macroproceso Financiero Contable, según corresponde las violaciones al mismo.

• Revisar y firmar mensualmente el arqueo del Fondo.

• Autorizar y firmar las solicitudes de reintegro.

• Autorizar y firmar los arqueos y conciliaciones de cambio de persona encargada del fondo.

• Confeccionar la solicitud formal de los incrementos del fondo cuando así se requiera.

Artículo 20.—Del personal encargado del Fondo Especial.

Le corresponderá al personal asignado por la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, para la administración, control y uso del fondo:

Persona Encargada del Fondo Especial:

• Recibir y custodiar, facturas y comprobantes de gastos realizados.

• Revisar los cálculos aritméticos, legalidad y autenticidad de los comprobantes.

• Revisar los documentos que respaldan el pago.

• Ejecutar los pagos.

• Mantener un control de los pagos efectuados.

• Velar por el uso correcto de los fondos.

• Efectuar la retención del impuesto sobre la renta en la factura, cuando por el importe de la transacción tramitada corresponda efectuar dicha retención, conforme la normativa vigente.

• Elaborar mensualmente el arqueo del Fondo, dejando constancia por escrito del acto, consignando su firma.

• Elaborar las solicitudes de reintegro.

• Velar por el fiel cumplimiento de las disposiciones contempladas en el presente reglamento y cuando sea del caso, comunicar a la jefatura superior las violaciones al mismo.

• Llevar un control de los anticipos no liquidados en tiempo y forma.

Personas designadas al uso del fondo especial mediante tarjeta de compra institucional:

• Mantener en custodia y hacer uso adecuado de la tarjeta de compra institucional que le sea asignada y entregada.

• Recibir y custodiar, facturas y comprobantes de gastos realizados.

• Revisar los cálculos aritméticos, legalidad y autenticidad de los comprobantes.

• Ejecutar los pagos.

• Proceder con la liquidación de los anticipos de dinero solicitados por el mismo.

• Reportar a la persona que ejerza el cargo de Dirección o Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, cualquier tipo de anomalía, inconsistencia, indicación o intromisión indebida en el uso del Fondo Especial, por parte de cualquier persona servidora o de terceros.

Artículo 21.—Cambio de persona encargada.

Toda persona que asuma la responsabilidad de operar el Fondo Especial al que hace referencia este Reglamento, ya sea en forma permanente o transitoria, deberá recibirla previo arqueo, con la presencia y firma de quien entrega y quien recibe los fondos.

En los casos fortuitos o de fuerza mayor, la persona anteriormente encargada del manejo de este Fondo Especial no pudiese realizar su entrega, estará facultada la persona que ejerza el cargo de Subdirección de la Dirección de la JUNAFO, junto con dos testigos, procederá a realizar el arqueo inmediato de dicho fondo especial, reportando los resultados del mismo a la persona que ejerza el cargo de Dirección de la Dirección de la JUNAFO.

CAPITULO IV

Disposiciones finales.

Artículo 22.—Directrices e instrucciones.

El Macroproceso Financiero Contable, cuando realice arqueos periódicos, podrá establecer directrices y dictar instrucciones generales o recomendaciones tendientes a obtener una mejor fiscalización y operación del Fondo, sin perjuicio de la obligada fiscalización que le corresponde a la Auditoría Interna.

Artículo 23.—Normas supletorias.

Para resolver los casos no contemplados en este reglamento, se aplicarán supletoriamente, las disposiciones contenidas en lo que corresponda en la Ley Orgánica del Poder Judicial (en lo que a la Junta Administradora aplica); en la Ley y el Reglamento de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos de la República; La Ley y el Reglamento de la Contracción Administrativa.

Artículo 24.—Disposiciones disciplinarias.

Cualquier infracción a las disposiciones contenidas en este reglamento, dará lugar a la aplicación del régimen disciplinario que corresponda de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de la Administración Financiera de la República.

Artículo 25.—Vigencia

Este reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial.

Doctor. Juan Carlos Segura Solís, Presidente de la Junta Administradora.—1 vez.—( IN2022639172 ).
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HACIENDA

DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN

N° DGT-R-15-2022. —Dirección General de Tributación. —San José, a las 8:05 horas del 3 de mayo de 2022.

Considerando:

I. El artículo 99 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley Nº4755 del 3 de mayo de 1971 y sus reformas, faculta a la Administración Tributaria para dictar normas generales para la correcta aplicación de las leyes tributarias, dentro de los límites que fijen las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes. 

II.  El lunes 18 de abril de 2022, se detectó un problema en el sistema de la Administración Tributaria Virtual (ATV), que ha impedido a los usuarios cumplir con el deber de inscripción, modificación y desinscripción, las cuales se detallan en la presente Resolución. Dado que la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicación del Ministerio de Hacienda está atendiendo dicho incidente, situación que se ha prolongado afectando a los ciudadanos que requieren de la presentación de algunos de los trámites mencionados, esta Dirección General considera necesario y oportuno, dar las pautas a seguir para cumplir con este deber formal, como una medida de urgencia y de resguardo del interés público. Lo anterior, debido a que los interesados requieren inscribirse en el Registro Único Tributario, para la debida implementación de sus negocios, como la obtención de permisos y patentes, y la facturación electrónica. Siendo un asunto de interés nacional estimular de esta manera la reactivación económica, permitir la facturación electrónica, y mantener actualizada la información para el ejercicio de las facultades de control por parte de la Administración Tributaria sobre quienes ejercen actividades gravadas. No obstante, aún cuando se responda a la situación actual, la presente resolución tiene como objeto definir la medida de contingencia para la inscripción, modificación y desinscripción en el Registro Único tributario por parte de los obligados tributarios cuando, por cualquier causa, no sea posible utilizar el sistema de la Administración Tributaria Virtual (ATV) para llevar a cabo dichos movimientos por una deshabilitación temporal del mismo. 

III.  Si bien, el artículo 131 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, establece que, el Ministerio de Hacienda, debe disponer de un acceso de consulta pública, donde se pueda corroborar que el sujeto pasivo se encuentre inscrito ante la Dirección General de Tributación, en el que los funcionarios públicos deben verificar la condición tributaria de los sujetos pasivos, sin que estos tengan la obligación de demostrarlo mediante certificaciones, por las razones arriba indicadas, el acceso vía Internet, en la página web institucional, se encuentra temporalmente deshabilitado.

IV.  Que el artículo 70 del Reglamento de Procedimiento Tributario, establece "El servicio al contribuyente tiene por objeto facilitar, informar y promover por todos los medios -físicos o electrónicos- a disposición de la Administración Tributaria, el cumplimiento voluntario de las obligaciones formales y materiales establecidas por ley, a cargo de los obligados tributarios; utilizando la estrategia institucional de servicio al contribuyente y canales de servicio electrónico, así como cualquier otro medio tecnológico que desarrollen las direcciones técnico normativas sobre los procedimientos de su competencia". 

V. Que según el artículo 22 del Reglamento de Procedimiento Tributario, establece que todas las personas físicas, jurídicas y entidades que carezcan de personalidad jurídica, que realicen cualquier actividad económica por la que estén obligados a inscribirse en su condición de contribuyente, responsable o declarante, deben hacerlo dentro de los plazos que fijen las normas que así lo establezcan. A falta de plazo, la inscripción debe realizarse dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que inicie actividades u operaciones. En el mismo plazo señalado en el párrafo anterior, a partir de la variación o inicio de una nueva actividad económica lucrativa, los obligados tributarios deberán informar mediante los mecanismos que determine la Administración Tributaria por resolución general. 

VI.  Que a pesar que la resolución N° DGT-R-60-2017, establece los requisitos generales y específicos, así como los formularios electrónicos y medios alternativos, es necesario definir medidas alternas temporales para el cumplimiento voluntario de los deberes formales, al no estar disponible el sistema ATV, medio por el cual se presentan las declaraciones del Registro Único Tributario. 

VII.  Que el artículo 4 de la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, Ley N° 8220 de 4 de marzo de 2002, publicada en el Alcance N° 22 a La Gaceta N° 49 de 11 de marzo de 2002, establece que todo trámite o requisito con independencia de su fuente normativa, deberá publicarse en el Diario Oficial La Gaceta. No obstante, por razones de interés público y urgencia, se prescinde de la consulta establecida en el artículo 174 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. VIII. Que de conformidad con lo que se establece en el artículo 12 bis del Decreto ejecutivo Nº374045- MP-MEIC de fecha 22 de febrero de 2012, Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, la presente resolución no contiene trámites, requisitos ni procedimientos nuevos. Por tanto,

RESUELVE:

 Acciones de contingencia relacionadas con el Registro Único Contribuyentes

Artículo 1º- Objetivo La presente resolución tiene como objeto definir la medida de contingencia para la inscripción, modificación y desinscripción en el Registro Único tributario por parte de los obligados tributarios, cuando por cualquier causa no sea posible utilizar el sistema de la Administración Tributaria Virtual (ATV) para llevar a cabo dichos movimientos por una deshabilitación temporal del mismo. Las medidas de contingencia que se establecen en la presente resolución rigen a partir del día siguiente a aquel en que se deshabilite el sistema ATV y hasta cinco días hábiles posteriores a que el Ministerio de Hacienda comunique oficialmente la habilitación del sistema. 

Artículo 2º— Obligación de Inscripción en el Registro Único Tributario. Ante la contingencia indicada en el artículo 1º de esta resolución, las personas físicas que a partir de la deshabilitación temporal del sistema ATV inicien una actividad económica lucrativa, deberán presentar por medio del formulario modelo D140 “Declaración de Inscripción en el Registro Único Tributario” versión 3 conforme se detalla en el Anexo 1, el cual deberá ser entregado de forma física en la Administración Tributaria por el obligado tributario o persona debidamente autorizada. En el caso de las personas jurídicas que nacieron a la vida jurídica con posterioridad a la deshabilitación temporal del sistema ATV y que no van a realizar actividad económica, no deben presentar declaración de actualización de datos hasta que el Ministerio de Hacienda comunique oficialmente la habilitación del sistema ATV. En ambos casos, los obligados tributarios deberán presentar por el sistema de ATV la declaración correspondiente, para realizar la inscripción o actualización de datos, según corresponda, dentro de los cinco días hábiles siguientes al comunicado. 

Artículo 3º— Presentación de la Declaración de Modificación de Datos en el Registro Único Tributario. Las personas jurídicas (sociedades inactivas), inscritas ante el Registro Nacional y que a partir de la deshabilitación temporal del sistema de ATV inicien una actividad económica lucrativa, deberán presentar ante la Administración Tributaria el formulario modelo D140 “Declaración de Modificación de Datos en el Registro Único Tributario” versión 3 conforme se detalla en el Anexo 2; el cual deberá ser entregado de forma física por el representante legal o persona autorizada. En el caso de los demás obligados tributarios inscritos con actividad económica lucrativa que, con posterioridad a la deshabilitación temporal del sistema ATV requieran realizar alguna modificación de datos, deberán realizarlo(s) dentro de los cinco días siguientes al restablecimiento del sistema ATV. 

Artículo 4º— Verificación de la Situación Tributaria En caso de deshabilitación temporal del sistema de Consulta de Situación Tributaria, el requisito establecido en el artículo 131 bis del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, será cumplido mediante presentación por parte del interesado de la constancia de inscripción, si la misma se realizó con anterioridad a la deshabilitación temporal, o, si fue posterior a esa fecha, de la copia del formulario D.140, según corresponda conforme a los descritos en los artículos 1 a 3 anteriores, debidamente sellado y firmado por la Administración Tributaria como constancia de su recepción. En caso de no contar con la constancia de inscripción, podrán presentar una declaración jurada. Dicha declaración jurada deberá contener: 

Personas físicas: 

1. Nombre de la entidad a la que se dirige la declaración jurada. 

2. Nombre de la persona que rinde la declaración. 

3. Número de identificación de la persona que rinde la declaración. 

4. Domicilio de la persona que rinde la declaración.

 5. Motivo por el cual no cuenta con constancia de inscripción.

 6. Detalle de la(s) actividad(es) económica(s) que desarrolla y fecha(s) de inicio(s) de esta(s). 

6. Firma de la persona que rinde la declaración bajo fe de juramento 

7. Firma del profesional en derecho o Notario Público que autentica la firma (con las formalidades del caso) 

Personas jurídicas: 

1. Nombre de la entidad a la que se dirige la declaración jurada 

2. Razón social de la entidad que rinde la declaración 

3. Número de cédula jurídica de la entidad que rinde la declaración 

4. Nombre del representante legal 

5. Número de identificación del representante legal 

6. Domicilio de la entidad que rinde la declaración.

 7. Motivo por el cual no cuenta con constancia de inscripción. 

8. Detalle de la(s) actividad(es) económica(s) que desarrolla y fecha(s) de inicio(s) de esta(s).

 9. Firma del profesional en derecho o Notario Público que autentica la firma (con las formalidades del caso) Tómese en consideración de los interesados las penas con las que la ley castiga el delito de perjurio, contenida en el artículo 318 del Código Penal. 

Artículo 5º— Plazo para registrar en el Sistema Administración Tributaria Virtual (ATV) las Inscripciones, Modificaciones y/o desinscripciones. El obligado tributario que se encuentre en las condiciones indicadas en los artículos 1 a 3 anteriores, así como los que requieran desinscribirse o presentar alguna otra modificación de datos, deberán presentar el formulario D140 correspondiente, en el plazo de 5 días hábiles contados a partir de la fecha en que el Ministerio de Hacienda comunique oficialmente la habilitación del sistema ATV, lo anterior con el fin de no incurrir en la infracción tipificada en el artículo 78 del Código de Normas y Procedimientos tributarios. No obstante, lo anterior, si requirieren demostrar ante otra entidad su desinscripción, si la misma se realizó antes de la deshabilitación temporal del sistema ATV, podrán presentar una declaración jurada. Si es posterior a dicha fecha, podrán presentar copia del formulario de desinscripción D140, presentado en formato físico, debidamente sellado y firmado por la Administración Tributaria como constancia de su recepción. Las personas físicas que necesiten desinscribirse en la condición indicada en el párrafo anterior, deberán hacerlo presentando el formulario modelo D140 “Declaración de Desinscripción en el Registro Único Tributario” versión 1 conforme se detalla en el Anexo 3 dicho formulario deberá ser entregado de forma física en la Administración Tributaria por el obligado tributario o persona debidamente autorizada. 

Artículo 6º—Vigencia. Rige a partir de su publicación. 

Transitorio I.- Aplíquese las medidas de contingencia establecidas en la presente resolución para el caso actual de deshabilitación temporal del sistema ATV que ocurrió en 18 de abril de 2022 y continua a la fecha de su emisión, hasta que el Ministerio de Hacienda comunique la habilitación del referido sistema. Publíquese. Carlos Luis Vargas Durán.—1 vez.—( IN2022643449 ).
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ROXANA ARIETA MELENDEZ

DIRECTORA a.i. 

DIRECCIÓN DE GESTION HUMANA DEL PODER JUDICIAL

CERTIFICA:





Que los traslados planteados en la Modificación Presupuestaria N° H04-2022, en lo que se refiere a las subpartidas 101 “Salarios Base”, 105 "Suplencias", 201 "Horas extra", 202 "Recargo de funciones", 203 "Disponibilidad", 205 "Dietas", 301 "Anuales", 302 "Prohibición / Dedicación" y 399 "Otros Incentivos Salariales", del contenido económico aprobado mediante la Ley 10.103, de Presupuesto Ordinario y Extraordinario para el Ejercicio Económico del año 2022, se obtienen de los recursos presupuestarios proyectados a la fecha, los cuales muestran montos suficientes para cubrir el costo de los movimientos propuestos.



Dada en la ciudad de San José, a los 04 días del mes de abril del año dos mil veintidós.











MBA. Roxana Arrieta Meléndez

Directora a.í. 

Dirección Gestión Humana























dmr*

		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av. 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales

dmadrigalr@Poder-Judicial.go.cr

Teléfono: 2295-3485 ext. 01-3485
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Modificación Externa #4 -2022 (Final).xlsx
General

		Poder Judicial

		Dirección de Gestión Humana

		Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales

		Modificación Externa 04-2022



		Anexo



		PROGRAMA		REBAJAR		COLETILLAS		MONTO POR		PROGRAMA		AUMENTAR		COLETILLAS		MONTO POR

				SUBPARTIDA				COLETILLA				SUBPARTIDA				COLETILLA

		926		105		Suplencias (133)		¢ 0.00				105		Suplencias (133)		¢ 213,000,000.00

				301		Anuales (44)		¢ 113,000,000.00				301		Anuales (44)		¢ 0.00

				302		Prohibición / Dedicación		¢ 100,000,000.00				302		Prohibición / Dedicación		¢ 0.00



		TOTAL						¢ 213,000,000.00		TOTAL						¢ 213,000,000.00

		927		105		Suplencias (133)		¢ 0.00		927		105		Suplencias (133)		¢ 216,000,000.00

				201		Horas extra		¢ 70,000,000.00				201		Horas extra		¢ 0.00

				202		Recargo de funciones		¢ 0.00				202		Recargo de funciones		¢ 4,000,000.00

				203		Disponibilidad (47)		¢ 26,000,000.00				203		Disponibilidad (47)		¢ 0.00

				205		Dietas		¢ 4,000,000.00				205		Dietas		¢ 0.00

				301		Anuales (44)		¢ 537,000,000.00				301		Anuales (44)		¢ 0.00

				302		Prohibición / Dedicación		¢ 0.00				302		Prohibición / Dedicación		¢ 32,000,000.00

				399		Otros Incentivos Salariales		¢ 0.00				399		Otros Incentivos Salariales		¢ 385,000,000.00









		TOTAL						¢ 637,000,000.00		TOTAL						¢ 637,000,000.00		- 0

		928		105		Suplencias (133)		¢ 0.00				105		Suplencias (133)		¢ 100,000,000.00

				201		Horas extra		¢ 0.00				201		Horas extra		¢ 100,000,000.00

				301		Anuales (44)		¢ 200,000,000.00				301		Anuales (44)		¢ 0.00

				302		Prohibición / Dedicación						302		Prohibición / Dedicación		¢ 5,000,000.00

				399		Indice de Competitividad Salarial (I.C.S.) (74)		¢ 5,000,000.00				399		Otros Incentivos Salariales		¢ 0.00





		TOTAL						¢ 205,000,000.00		TOTAL						¢ 205,000,000.00		- 0

		929		105		Suplencias (133)		¢ 0.00				105		Suplencias (133)		¢ 110,000,000.00

				301		Anuales (44)		¢ 110,000,000.00				301		Anuales (44)		¢ 0.00



		TOTAL						¢ 110,000,000.00		TOTAL						¢ 110,000,000.00		- 0

		930		105		Suplencias (133)		¢ 0.00				105		Suplencias (133)		¢ 20,000,000.00

				302		Prohibición / Dedicación		¢ 20,000,000.00				302		Prohibición / Dedicación		¢ 0.00



		TOTAL						¢ 20,000,000.00		TOTAL						¢ 20,000,000.00		- 0

		950		105		Suplencias (133)		¢ 22,000,000.00				105		Suplencias (133)		¢ 0.00

				201		Horas extra		¢ 45,000,000.00				201		Horas extra		¢ 0.00

				203		Disponibilidad (47)		¢ 37,000,000.00				203		Disponibilidad (47)		¢ 0.00

				301		Anuales (44)		¢ 0.00				301		Anuales (44)		¢ 7,000,000.00

				302		Prohibición / Dedicación		¢ 53,000,000.00				302		Prohibición / Dedicación		¢ 0.00

				399		Otros Incentivos Salariales		¢ 0.00				399		Otros Incentivos Salariales		¢ 150,000,000.00

								¢ 0.00								¢ 0.00

		TOTAL						¢ 157,000,000.00		TOTAL						¢ 157,000,000.00		- 0

		951		302		Prohibición / Dedicación		¢ 38,400.00		951		101		Salarios Base (180)		¢ 38,400.00



		TOTAL						¢ 38,400.00		TOTAL						¢ 38,400.00



		TOTAL GENERAL						¢ 1,342,038,400.00		TOTAL GENERAL						¢ 1,342,038,400.00		- 0





						Total Rebajos		¢ 1,342,038,400.00

						Aumentos remuneraciones		¢ 1,342,038,400.00

						Para cargas sociales		¢ 0.00





Resumen

		0

		PROGRAMA		SUBPARTIDA		COLETILLAS		MONTO REBAJAR POR COLETILLA		SUBPARTIDA		COLETILLAS		MONTO INCREMENTAR POR COLETILLA

		926		301		Anuales (44)		¢ 113,000,000.00		105		Suplencias (133)		¢ 213,000,000.00

		926		302		Prohibición / Dedicación		¢ 100,000,000.00						¢ 0.00



		927		201		Horas extra		¢ 70,000,000.00		105		Suplencias (133)		¢ 216,000,000.00

		927		203		Disponibilidad (47)		¢ 26,000,000.00		202		Recargo de funciones		¢ 4,000,000.00

		927		205		Dietas		¢ 4,000,000.00		302		Prohibición / Dedicación		¢ 32,000,000.00

		927		301		Anuales (44)		¢ 537,000,000.00		399		Otros Incentivos Salariales		¢ 385,000,000.00



		928		301		Anuales (44)		¢ 200,000,000.00		105		Suplencias (133)		¢ 100,000,000.00

		928		399		Otros Incentivos Salariales		¢ 5,000,000.00		201		Horas extra		¢ 100,000,000.00

										302		Prohibición / Dedicación		¢ 5,000,000.00



		929		301		Anuales (44)		¢ 110,000,000.00		105		Suplencias (133)		¢ 110,000,000.00





		930		302		Prohibición / Dedicación		¢ 20,000,000.00		105		Suplencias (133)		¢ 20,000,000.00



		950		105		Suplencias (133)		¢ 22,000,000.00		301		Anuales (44)		¢ 7,000,000.00

				201		Horas extra		¢ 45,000,000.00		399		Otros Incentivos Salariales		¢ 150,000,000.00

				203		Disponibilidad (47)		¢ 37,000,000.00

				302		Prohibición / Dedicación		¢ 53,000,000.00



		951		302		Prohibición / Dedicación		¢ 38,400.00		101		Salarios Base (180)		¢ 38,400.00



		Total General						¢ 1,342,038,400.00		Total General				¢ 1,342,038,400.00
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Dirección:  Edificio la Virgen, La Uruca, 50 metros al sureste de la Antigua Bomba Shell. San José, Costa Rica 
 -  Tel: (506) 2539-6240 - www.hacienda.go.cr 


 


 


 
 


San José, 16 de abril de 2021 
DGPN-0244-2021 


 
 


Señora 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Poder Judicial 


 
Asunto: Respuesta al oficio 750-DE-2021. 
 
Estimada señora Directora: 
 
En atención al oficio referencia y la reunión sostenida sobre la implementación de la estructura técnico 
administrativa de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
para la formulación presupuestaria del ejercicio económico del año 2022, en lo que corresponde a la 
creación de plazas y gastos variables, dado el reciente pronunciamiento de la Procuraduría General 
de la República en referencia, así como lo ordenado por la SUPEN (SP-439-2020); esta Dirección 
sólo se referirá a lo que le compete en materia presupuestaria, por cuanto algunas de sus inquietudes 
corresponde plantearlas ante las instancias rectoras de los subsistemas de Tesorería Nacional y 
Contabilidad Nacional. 


Sobre los hechos relevantes que nos permitirán abordar lo que compete a esta Dirección se tiene 
que: 


1) Mediante Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018 se reforma el Título IX Régimen de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, y 
específicamente, en lo que resulta de interés, en el artículo 239 se establece la creación de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un 
órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y 
administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.  


2) Del criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría General de la República, el 29 de enero 
de 2021, se desprende que la Junta es “[…] un órgano con grado de desconcentración máxima 
del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica 
instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que 
componen el aludido fondo.”, lo que, sin embargo, “[…] no interrumpe su relación orgánica con 
el Poder Judicial.”, por lo que aunque  “[…] cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y 


de definir sus funciones.”, “[…]el personal destinado a la Junta se considera efectivamente 
cubierto por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial [...]”  


3) En el artículo de cita se establece que la Junta “Se financiará con una comisión por gastos 
administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos 
de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”. 
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Por lo anterior, se ha valorado lo siguiente respecto a lo que han denominado en el oficio en referencia 
una propuesta de ejecución: 
 


- “1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas 
dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta 
Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con los 
recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 239), 
conocidos como Comisión de Administración.” 


 
En lo que priva establecer a esta Dirección, se considera que, para garantizar la independencia de 
administración y disposición de los recursos que la ley N°9524  establece para el financiamiento de 
dietas, salarios y, en general, los gastos administrativos  de la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creará, dentro de la estructura programática del Poder 
Judicial, el programa 951-Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 
cuya unidad ejecutora será la Junta antes citada.  
 
El monto que compete presupuestar en el gasto de este programa corresponderá estimarlo y 
distribuirlo, según el clasificador del gasto, a la Junta de cita, quien deberá coordinar a lo interno del 
Poder Judicial lo correspondiente a la incorporación de su presupuesto dentro del presupuesto 
institucional. 
 
Una vez conocido el monto del presupuesto de la Junta, los trámites que se deberán gestionar ante 
esta Dirección serán:  
 


1. Solicitar la autorización de la ampliación del límite correspondiente al correo electrónico 
notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr, con el fin de que el traslado de instancia del 
Anteproyecto institucional se realice sin ningún inconveniente en el SFP. 


2. Establecer contacto, lo antes posible, con el señor Néstor Chinchilla Dinarte, teléfono 
25396292, correo electrónico Chinchilladn@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad 
de Ingresos Fiscales y Programación Plurianual, para coordinar lo relacionado con la 
estimación e incorporación de los recursos que percibe la Junta para su financiamiento en los 
ingresos del Proyecto de Ley de Presupuesto 2022. 


3. Establecer contacto, lo antes posible, con la señorita Karla Cortés Chinchilla, teléfono 
25394326, correo electrónico cortesck@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de 
Relación de Puestos, para coordinar los detalles correspondientes a la creación e 
incorporación de las plazas en la relación de puestos del programa 951. 


 
- “2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte 
del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder Judicial, 
para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la comisión por 
gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, para hacer 
frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.”   


 
Sobre este punto, esta Dirección entabló una conversación preliminar con el SubTesorero Nacional, 
quien ha manifestado su apertura para que se coordine con esa dependencia lo correspondiente. 
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- “3. Garantizar por medio formal que:  
a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia que 


se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites existentes 
en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial. 


b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el 
siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por 
parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del 
presupuesto, previa conciliación de saldos.” 


 
En lo que se refiere al punto anterior, es importante indicar que en las atribuciones y competencias 
que corresponden a esta Dirección, no está la posibilidad de garantizar lo que allí se propone, porque 
nos debemos al acatamiento del marco normativo que rige sobre la materia presupuestaria.  
 
No obstante, en comprensión de los objetivos que se persiguen, hemos realizado las siguientes 
gestiones: 
 
En cuanto al punto 3.a., se ha puesto en autos a las autoridades superiores actuales del Ministerio 
para que se autorice, como una ampliación al límite, el presupuesto del programa que se está 
asignando a la Junta dentro de la estructura programática del Poder Judicial, para la administración 
y ejecución de los recursos que esta disponga para su operación. Lo cual quedó evidenciado en el 
oficio de comunicación del límite al Poder Judicial, DM-0340 del 15 de abril de 2022. 
 
En lo que se refiere al punto 3.b., sobre las cuantías o fondos a favor de la Junta y su uso en el periodo 
siguiente, se efectuó una conversación preliminar con la Contadora Nacional a fin de que se coordine 
con esa dependencia lo correspondiente, en cuanto a los fondos trasladados por la Junta y la 
conciliación de saldos, este es un tema que también debe coordinarse con la Tesorería Nacional. 
 
Finalmente, se debe recordar que la formulación y ejecución de recursos autorizados mediante ley 
de presupuesto, atenderán lo que al respecto establezca la normativa legal y la técnica presupuestaria 
que rige sobre estas etapas del proceso presupuestario, sin demerito del accionar que corresponda 
a los rectores de los subsistemas de Tesorería Nacional y Contabilidad Nacional, dentro del marco 
normativo que rige sus actividades.  


 
 


Cordialmente, 
 
 
 
 


José Luis Araya Alpízar 
Director General a.i. 


 
 


C: Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, Poder Judicial. - 
Licda. Fanny Morales Mendoza, Coordinadora Unidad de Análisis Presupuestario Poderes, Ministerio de Hacienda. - 
Analista, DGPN. - 
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA 


Tel. 2295-3333 San José 
Fax 2233-8438                                          direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr   Costa Rica 


 
N° 1315-DE-2021 


 22 de abril el 2021 
 
Licenciada 
Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General de la Corte 
Su Despacho 
 
 
Estimada señora: 
 
 El Consejo Superior en sesión N° 14-2021, celebrada el 18 de febrero del 2021, 
artículo LXVI, acordó: 
 


             “Se acordó: 1.) Tener por conocidos los acuerdos adoptados por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 06-2021, celebrada el 8 de febrero de 2021, 
artículos III y XXIV. 2.) Tomando en consideración el criterio emitido por la Procuraduría 
General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, se acogen las pretensiones 
emitidas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en 
consecuencia: a.) Remitir el presente acuerdo a la Comisión de Traspaso del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que replantee el enfoque de las labores que 
se le encomendaron, tomando en consideración los nuevos elementos aportados en el citado 
dictamen de la Procuraduría General de la República y lo solicitado por la Junta. b.) La 
Dirección Ejecutiva y la Dirección de Planificación deberán valorar lo correspondiente en cuanto 
al tema presupuestario, referente a la metodología para incorporar recursos económicos de la 
Junta Administradora al presupuesto del Poder Judicial, con la finalidad de hacerle frente a los 
nuevos gastos administrativos que contraiga esa Junta Administradora. 3.) Hacer el presente 
acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
para los fines correspondientes.” 


 
Con motivo de lo anterior la Dirección Ejecutiva, con el apoyo técnico del Departamento 
de Servicios Generales, en coordinación con la Dirección de Planificación elevó 
consulta con oficio N° 750-DE-2021 a la Dirección Nacional de Presupuesto en los 
siguientes términos:  


 
“Con la entrada en vigor, el 22 de mayo de 2018, de la Reforma a la Ley N° 7333, Ley Orgánica 
del Poder Judicial, mediante la Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, la normativa modifico 
específicamente el capítulo del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y trajo 
consigo la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, la cual mediante el criterio N°. C-021-2021 de la Procuraduría General de la 
República, define que dicha instancia es un Órgano del Poder Judicial, requiriendo su atención 
en los siguientes aspectos:  
  
ANTECEDENTES 
  


1. En sesión N° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, la Corte Plena del Poder 


Judicial, promulgó el “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.  







 


2. Tras un proceso de elecciones internas efectuado en el año 2019, la Junta fue 


juramentada por la Corte Plena el día 27 de enero de 2020, sesión N° 04-2020, artículo 


VII, quedando debidamente constituida, conformada y habilitada para el ejercicio de sus 


competencias legales al amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  


 


3. Por acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión N° 06-2020 del 


23 de enero de 2020, artículo LXXVIII, se aprobó la suscripción del “Convenio específico 


de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial 


y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, el 


cual fue suscrito en 27 de enero de 2020, por un período de dos años prorrogables.   


 


4. Con fecha 16 de abril 2020, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) remite 


mediante el oficio SP-439-2020, por medio del cual solicita en su inciso 1) lo que a 


continuación se destaca:  


“Conforme lo establecido en el artículo 8 sobre responsabilidades 
generales del Órgano de Dirección, se le solicita informar en el 
proceso que se encuentra el nombramiento del Director Ejecutivo o 
equivalente, el Auditor Interno y el responsable de la función de 
cumplimiento para el Fondo.” 


  
5. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


analizo que, para cumplir con el requerimiento remitido por la SUPEN, era necesario 


tener claridad sobre su naturaleza jurídica y su relación con el Poder Judicial.  


 


6. Mediante Oficio N°. 265-2020 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora emite un 


plan de acción con el fin de cumplir con lo solicitado por la Superintendencia 


considerando un plazo estimado de seis meses, adjuntando un plan de acción específico 


para su atención. 


 


7. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


mediante Oficio N° 393-2020, del 26 de junio de 2020,  solicita respetuosamente a la 


Procuraduría General de la República, atender las interrogantes que se tienen acerca de 


la naturaleza jurídica de la Junta Administradora, a efecto de tener claridad, acerca del 


grado de desconcentración que le fue otorgado a dicho órgano al momento de su 


creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de 


manejo del recurso humano, entre otros. 


  


8. Mediante el oficio N°. 0564-2020 del 24 de agosto de 2020, se expone la situación 


presentada por la Junta Administradora y las acciones realizadas para la atención de los 


requerimientos solicitados por la Superintendencia de Pensiones. 


 


9. Que dicho ente supervisor mediante oficio SP-1137-2020 con fecha 03 de septiembre 


2020, atiende parte de los requerimientos y petitorias expuestos, sin embargo, en lo que 


respecta al plan de acción para el nombramiento de la estructura administrativa señala 


lo que a continuación se destaca: 


  







“Por lo anterior y siendo responsabilidad de esa Junta Administradora 
el aprobar la estructura organizacional y funcional del Fondo; así 
como, el proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de 
sus responsabilidades, aunque se conocen sus particularidades, no es 
posible otorgar una prórroga para el nombramiento del Director 
Ejecutivo, Función de Auditoría y Función de Cumplimiento, 
requerimientos que se comunicaron en los oficios referenciados en la 
segunda petitoria, y se les insta a que se ajusten a la normativa en el 
menor plazo posible.” 


 


10. De acuerdo con la solicitud realizada por la Procuraduría General de la República en el 


oficio N°. ADPb-7273-2020, la Superintendencia de Pensiones, emite criterio mediante el 


oficio SP-1399-2020 del 30 de octubre del 2020, resaltando que: 


 “[…] comparte el criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el 
sentido de que la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de 
Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano 
desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que 
goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones 
en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias 
y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta 
la representación legal del Fondo. 
  
Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de 
órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado 
funcionamiento.” El subrayado no pertenece al original. 


  
11. El 29 de enero de 2021, mediante oficio C-021-2021 de la Procuraduría General de la 


República, remite criterio, del cual se destaca sus conclusiones como siguen: 


“[…]  1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de 
desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de 
dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que 
componen el aludido fondo. 
 
2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la 
LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden 
directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no 
desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público.” 
 


12.  En sesión de fecha 8 de febrero de 2021 N° 6-2021, Artículo III la Junta Administradora 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, acordó lo siguiente: 


“[…] Tras un análisis a profundidad de los pormenores indicados en el 
documento de referencia, este órgano colegiado del Poder Judicial, de 
forma unánime se acordó: 1) Tomar nota del Dictamen C-021-2021, 
remitido por el Procurador Alonso Arnesto Moya, recibido el 01 de 
febrero del 2021. 2) Declarar que la Junta Administradora del FJPPJ 
es un órgano del Poder Judicial con personalidad jurídica instrumental 
independiente, con grado de desconcentración máximo en lo referente 
a la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial (FJPPJ), pero que conserva relación con este Poder 
de la República como un órgano administrativo inserto en la estructura 







vertical del Poder Judicial, con la Corte Plena como superior 
jerárquico; que cuenta con capacidad de contratación de nuevo 
personal que no se desliga del Poder Judicial y de su régimen de 
empleo público y que es capaz de gestionar su propio presupuesto y 
patrimonio. 3) De la lectura de dicho dictamen interpreta esta Junta 
Administradora del FJPPJ que posee las competencias 
suficientes para: a) El uso de la comisión del cinco por mil 
establecida por la Ley N°. 9544, su saldo acumulado a la fecha y 
sus aportes futuros. b) Gestionar su propio presupuesto, 
contratar servicios de proveedores, ejecutar la compra de activos, 
adquisición de licencias, software, cancelación del canon de 
supervisión y demás gastos administrativos de forma directa, con 
los recursos provistos por la citada ley. c) La contratación de 
nuevo personal necesario para la ejecución de sus funciones 
establecidas por Ley y normativa específica del CONASSIF, 
siendo que dicho personal mantiene la aplicación del régimen de 
empleo público como cualquier otro servidor del Poder 
Judicial. d) Trasladar recursos al Poder Judicial únicamente sobre 
las nuevas plazas que lleguen a ser creadas o gastos 
administrativos adicionales en que se incurran para la gestión de 
este régimen de pensiones. 4) Remitir al distinguido Consejo 
Superior los productos de la consultoría especializada contratada con 
la firma PricewaterhouseCoopers para valorar la potencial estructura 
administrativa necesaria para la Junta Administradora del FJPPJ, con 
el fin de administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial. 5) Realizar formal gestión ante el honorable 
Consejo Superior del Poder Judicial con el fin de que se instaure 
en la estructura interna de ese Poder de la República conforme a 
los requerimientos normativos vigentes y se indiquen los canales 
formales necesarios para que este órgano colegiado traslade al 
Poder Judicial los costos asociados a la contratación del nuevo 
personal de referencia, que a criterio de la Junta Administradora 
del FJPPJ se consideren necesarios contratar. 6) Solicitar al 
distiguido (SIC) Consejo Superior que se ordene a las instancias 
administrativas del Poder Judicial efectuar (a la mayor brevedad 
posible) los ajustes y alineamientos necesarios para considerar a 
este órgano como parte del Poder Judicial, satisfaciendo los 
requerimientos que para una adecuada gestión del FJPPJ sean 
necesarios de ejecutar, en particular se solicita aclarar la relación 
de la Auditoria Judicial para la supervisión de la Junta 
Administradora y del FJPPJ, dado el criterio vinculante 
emitido. 7) Conformar una comisión especial integrada por el Dr. Juan 
Carlos Segura Solis Integrante Suplente y el MPM. Oslean Mora 
Valdez Encargado de Apoyo Administrativo, para la preparación de 
una solicitud de ampliación del criterio emitido por la Procuraduría 
General de la República, brindando espacio de una semana al resto de 
integrantes para la remisión de sus sugerencias. 8) Someter a 
conocimiento de la Superintendencia de Pensiones el citado dictamen 
y el detalle de este acuerdo, con el fin de que se considere los tiempos 
y movimientos necesarios para el alineamiento de los requerimientos 
ineludibles, situación que podrá influir en el cumplimiento de los plazos 
en los planes de acción correspondientes. 9) Someter a conocimiento 
de toda la población afiliada al régimen del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial el dictamen N°. C-021-2021, como un 
ejercicio de apertura y transparencia ante el colectivo judicial. Se 
declara este acuerdo firme…” (el enmarcado no pertenece al 
documento original). 


 







13. En sesión de fecha 18 de febrero de 2021 N° 14-2021, Artículo LXVI el Consejo 


Superior, conoció el acuerdo celebrado en la N° 06-2021 del 08 de febrero de 2021, 


artículo III por parte de la Junta Administradora del FJPPJ y tomando en consideración 


el criterio emitido por la Procuraduría General de la República  N° C-021-2021 del 29 de 


enero de 2021 acordó gestionar con las instancias técnicas correspondientes la 


valoración de la potencial estructura administrativa necesaria, el tema presupuestarios y 


la metodología para incorporar recursos económicos de la Junta Administradora al 


presupuesto del Poder Judicial que surgen de la comisión por gastos administrativos que 


surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 


judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo (Articulo N° 


239 LOPJ), con la finalidad de hacerle frente a los nuevos gastos administrativos que 


contraiga esa Junta Administradora. 


CONSIDERACIONES 
 


En virtud de lo anterior y con el objetivo de cumplir con los requerimientos legales dictados 
por la Superintendencia de Pensiones y el reciente criterio de la Procuraduría General de la 
República se debe ejecutar lo siguiente: 
  


I. Crear la Dependencia u Oficina Administrativa dentro de la estructura programática del 


Poder Judicial. 


 


II. Dotar de recurso humano especializado conforme a los requerimientos normativos de la 


SUPEN, manteniendo esas nuevas plazas la relación de empleo público con el Poder 


Judicial. 


 


III. Consolidar la estructura técnico-administrativa de la Junta Administradora. 


 


IV. Establecer el mecanismo presupuestario mediante el cual se puedan incluir los recursos 


económicos para sostenibilidad de la estructura técnico-administrativa. 


 
Es importante mencionar, que las sumas que sean requeridas para el pago de las nuevas 


plazas y gastos variables serán asumidas por los ingresos de la Junta Administradora conforme 
lo establece el artículo N° 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, así reformado por el 
artículo 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, que en lo que interesa se indica: 
  


“[…] Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder 
Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y 
administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley… 
  
…Se financiará con una comisión por gastos administrativos que 
surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a 
cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán 
invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta 
ley.” Subrayado no pertenece al original. 


 
Al respecto conviene destacar algunos aspectos indicados en el criterio de la 


Procuraduría General de la República C-021-2021, conforme al siguiente detalle: 
 


“[…] podemos inferir que el órgano consultante cuenta con la potestad 







de crear nuevas plazas y de definir sus funciones. En definitiva, la Ley 
concede a la Junta poderes que inciden directamente en la gestión de 
los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un 
órgano en grado de desconcentración máxima con personalidad 
jurídica instrumental no interrumpe su relación orgánica con el Poder 
Judicial. 
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera 
efectivamente cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, ni la 
personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de 
disolver la relación de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de 
conformidad, precisamente, con la doctrina reiterada del citado 
dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 
“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS 
FUNCIONARIOS DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de 
Seguridad Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo 
Nacional de Vialidad, el Consejo Nacional de Concesiones, y el 
Consejo de Transporte Público, son órganos desconcentrados del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello no impide que los 
servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una 
ordenada distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a 
un ente público. Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano 
especializado el ejercicio de determinadas competencias, con la 
finalidad de alcanzar mayor eficiencia. A pesar de ello, la aplicación de 
dicha figura no desliga a los funcionarios que prestan sus servicios en 
los órganos desconcentrados de su relación con el ente u órgano al 
que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro 
último de imputación de derechos y obligaciones) con la 
desconcentración no se crea una persona jurídica nueva, sino que 
solamente ocurre una distribución de competencias entre órganos. Así, 
las competencias que no hayan sido expresamente desconcentradas 
en las normas respectivas, deben seguir siendo ejercidas por el 
órgano o por el ente que desconcentra… 
 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del 
cual se desconcentraron determinadas competencias, no deja de 
formar parte de la estructura orgánica de aquél a quien pertenecían 
originalmente las funciones desconcentradas. Como consecuencia de 
ello, los funcionarios que prestan sus servicios en los órganos 
desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, 
pueden ser válidamente catalogados como servidores de ese 
Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado en los 
pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 







junio; y C-280-2019, del 1 de octubre).” 
 


Adicionalmente, se consulta a la Dirección Financiera del Consejo de Seguridad Vial 
(COSEVI), sobre la ejecución operativa que ellos efectúan sobre su presupuesto y sus ingresos 
al ser un órgano de desconcentración máxima del Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
(MOPT), de lo cual se nos indicó vía telefónica que a partir de este período 2021 están sujetos a 
la Ley N° 9524 denominada “Fortalecimiento del control presupuestario de los órganos 
desconcentrados del Gobierno Central”, situación que difiere de la presentada por la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser un órgano de 
un Poder de la República y no parte del Gobierno Central.   
 


Sobre el particular, preocupan las restricciones presupuestarias impuestas al Poder 
Judicial en las Leyes de Presupuesto Ordinario y Extraordinario, así como cualquier otra 
directriz que aplique que no debería limitar el accionar de la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dado el reciente pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República así como lo ordenado por la SUPEN, se debe en el corto 
plazo materializar la creación de las plazas o gastos variables de la estructura técnico-
administrativa para atender esta nueva necesidad.  
 


Para la materialización de los aspectos mencionados, se tendrán que realizar ajustes en 
la dinámica actual del proceso de ejecución presupuestaria del Poder Judicial, así como 
identificar los costos de esta implementación.  
 
PROPUESTA 
 


De acuerdo con lo expuesto anteriormente, y conforme necesaria implementación en el 
corto plazo, sea en este año 2021, y para la formulación presupuestaria del ejercicio económico 
del año 2022 en cuanto a la creación de las plazas y gastos variables de la estructura técnico-
administrativa vinculadas con el accionar de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial, dado el reciente pronunciamiento de la Procuraduría General de 
la República (Dictamen C-021-2021) así como lo ordenado por la SUPEN (SP-439-2020), se 
propone para su valoración, las siguientes propuestas de ejecución: 
 


1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas 


dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta 


Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, pagado con los 


recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo 


N° 239), conocidos como comisión de administración. 


 


2.  Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen 


parte del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al 


Poder Judicial, para acreditar las sumas producto de la recaudación de la comisión por 


gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que 


devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a 


cargo del Fondo que harán frente a los gastos de salarios y gastos variables. 


  
3. Garantizar por medio formal que: 


 


a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la 


instancia que se determine, por provenir de un destino específico, no estarían 


sujetos a los límites existentes en relación con el presupuesto ordinario del Poder 


Judicial. 


 







b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser 


utilizadas en el siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos 


o recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del Fondo no sean 


utilizadas en un 100% en la ejecución del presupuesto, previa conciliación de 


saldos.  


Dada la importancia de la conformación de esta estructura administrativa para este 
nuevo Órgano del Poder Judicial, con el fin de cumplir en lo establecido en la ley, por la 
Procuraduría General de la República y la Superintendencia de Pensiones, se requiere contar 
con su estimable apoyo a la mayor brevedad posible.” 


 
Al respecto mediante oficio N° DGPN-0244-2021 de fecha 16 de abril en curso, 


el Lic. José Luis Araya Alpízar, la Director de Presupuesto Nacional, contestó en lo los 
siguientes términos: 


 
“En atención al oficio referencia y la reunión sostenida sobre la implementación de la estructura 
técnico administrativa de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial para la formulación presupuestaria del ejercicio económico del año 2022, en lo 
que corresponde a la creación de plazas y gastos variables, dado el reciente pronunciamiento 
de la Procuraduría General de la República en referencia, así como lo ordenado por la SUPEN 
(SP-439-2020); esta Dirección sólo se referirá a lo que le compete en materia presupuestaria, 
por cuanto algunas de sus inquietudes corresponde plantearlas ante las instancias rectoras de 
los subsistemas de Tesorería Nacional y Contabilidad Nacional.  
 
Sobre los hechos relevantes que nos permitirán abordar lo que compete a esta Dirección se 
tiene que:  
 
1) Mediante Ley N° 9544 del 24 de abril de 2018 se reforma el Título IX Régimen de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, y 
específicamente, en lo que resulta de interés, en el artículo 239 se establece la creación de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano 
del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, 
para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.  


2) Del criterio C-021-2021 emitido por la Procuraduría General de la República, el 29 de enero 
de 2021, se desprende que la Junta es “[…] un órgano con grado de desconcentración máxima 
del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica 
instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que 
componen el aludido fondo.”, lo que, sin embargo, “[…] no interrumpe su relación orgánica con 
el Poder Judicial.”, por lo que aunque “[…] cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de 
definir sus funciones.”, “[…]el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto 
por el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial [...]”  


3) En el artículo de cita se establece que la Junta “Se financiará con una comisión por gastos 
administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos 
recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su 
personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de 
conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley.”.  
 
 Por lo anterior, se ha valorado lo siguiente respecto a lo que han denominado en el oficio 
en referencia una propuesta de ejecución: 
 
- “1. Establecer un mecanismo presupuestario efectivo para crear las plazas especializadas 
dentro del Poder Judicial e incluir los gastos variables asociados a la gestión de la Junta 
Administradora por parte de la estructura técnico-administrativa, los cuales se financiarán con 
los recursos que al efecto se tienen previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial (Artículo N° 
239), conocidos como Comisión de Administración.”  







 
En lo que priva establecer a esta Dirección, se considera que, para garantizar la independencia 
de administración y disposición de los recursos que la ley N°9524 establece para el 
financiamiento de dietas, salarios y, en general, los gastos administrativos de la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se creará, dentro de 
la estructura programática del Poder Judicial, el programa 951-Administración del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cuya unidad ejecutora será la Junta antes citada. 
  
El monto que compete presupuestar en el gasto de este programa corresponderá estimarlo y 
distribuirlo, según el clasificador del gasto, a la Junta de cita, quien deberá coordinar a lo interno 
del Poder Judicial lo correspondiente a la incorporación de su presupuesto dentro del 
presupuesto institucional.  
 
Una vez conocido el monto del presupuesto de la Junta, los trámites que se deberán gestionar 
ante esta Dirección serán:  
 
1. Solicitar la autorización de la ampliación del límite correspondiente al correo electrónico 
notifica_presupuesto_nacional@hacienda.go.cr, con el fin de que el traslado de instancia del 
Anteproyecto institucional se realice sin ningún inconveniente en el SFP.  


2. Establecer contacto, lo antes posible, con el señor Néstor Chinchilla Dinarte, teléfono 
25396292, correo electrónico Chinchilladn@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de 
Ingresos Fiscales y Programación Plurianual, para coordinar lo relacionado con la estimación e 
incorporación de los recursos que percibe la Junta para su financiamiento en los ingresos del 
Proyecto de Ley de Presupuesto 2022.  


3. Establecer contacto, lo antes posible, con la señorita Karla Cortés Chinchilla, teléfono 
25394326, correo electrónico cortesck@hacienda.go.cr, quien está a cargo de la Unidad de 
Relación de Puestos, para coordinar los detalles correspondientes a la creación e incorporación 
de las plazas en la relación de puestos del programa 951.  
 
- “2. Crear una cuenta especial en el Fondo de Gobierno, sin que estos recursos formen parte 
del monto que el Ministerio de Hacienda traslada anualmente, de forma ordinaria al Poder 
Judicial, para acreditar las sumas que resulten necesarias, producto de la recaudación de la 
comisión por gastos administrativos, que surge de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
Fondo, para hacer frente a los gastos en remuneraciones y gastos variables de la Junta.”  
 
Sobre este punto, esta Dirección entabló una conversación preliminar con el SubTesorero 
Nacional, quien ha manifestado su apertura para que se coordine con esa dependencia lo 
correspondiente. 
  


- “3. Garantizar por medio formal que: 
a. Los recursos trasladados por parte de la Junta Administradora del FJPPJ hacia la instancia 
que se determine, por provenir de un destino específico, no estarían sujetos a los límites 
existentes en relación con el presupuesto ordinario del Poder Judicial.  


b. Que las cuantías a favor de la Junta Administradora del FJPPJ podrán ser utilizadas en el 
siguiente período presupuestario, esto en caso de que los fondos o recursos trasladados por 
parte de la Junta Administradora del Fondo no sean utilizadas en un 100% en la ejecución del 
presupuesto, previa conciliación de saldos.”  
 


En lo que se refiere al punto anterior, es importante indicar que en las atribuciones y 
competencias que corresponden a esta Dirección, no está la posibilidad de garantizar lo que allí 
se propone, porque nos debemos al acatamiento del marco normativo que rige sobre la materia 
presupuestaria.  


   
No obstante, en comprensión de los objetivos que se persiguen, hemos realizado las 


siguientes gestiones:  







 
En cuanto al punto 3.a., se ha puesto en autos a las autoridades superiores actuales del 


Ministerio para que se autorice, como una ampliación al límite, el presupuesto del programa que 
se está asignando a la Junta dentro de la estructura programática del Poder Judicial, para la 
administración y ejecución de los recursos que esta disponga para su operación. Lo cual quedó 
evidenciado en el oficio de comunicación del límite al Poder Judicial, DM-0340 del 15 de abril de 
2022.  


En lo que se refiere al punto 3.b., sobre las cuantías o fondos a favor de la Junta y su 
uso en el periodo siguiente, se efectuó una conversación preliminar con la Contadora Nacional 
a fin de que se coordine con esa dependencia lo correspondiente, en cuanto a los fondos 
trasladados por la Junta y la conciliación de saldos, este es un tema que también debe 
coordinarse con la Tesorería Nacional.  
 


Finalmente, se debe recordar que la formulación y ejecución de recursos autorizados 
mediante ley de presupuesto, atenderán lo que al respecto establezca la normativa legal y la 
técnica presupuestaria que rige sobre estas etapas del proceso presupuestario, sin demerito del 
accionar que corresponda a los rectores de los subsistemas de Tesorería Nacional y 
Contabilidad Nacional, dentro del marco normativo que rige sus actividades.” 


 
Lo anterior se hace de conocimiento del Consejo Superior para que se considere 


en el proceso de formulación del presupuesto 2022, en tanto esta Dirección, en 
coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo, la Dirección de 
Planificación y del Departamento Financiero Contable acuerdan con la Tesorería y la 
Contabilidad Nacional los procedimientos para incorporar los recursos y hacer la 
liquidación anual. 
 
 Atentamente, 
 
 
 
 
      Ana Eugenia Romero Jenkins 
                Directora Ejecutiva 
 
 
Cc:  Arnoldo Hernández, Presidente Junta Administradora FJP 
 Oslean Mora Valdéz, Director FJP 
 Nacira Valverde Bermúdez, Dirección de Planificación. 
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 Partida/Grupo/ 

Subpartida

 Descripción  Año Actual Absoluta Relativa

TOTALES 2.281.884.022,00 559.857.643,00 32,51%

Programa: 951 Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones

Tipo Presup.: Ordinario

DIFERENCIA

   Subpartida : 00103  Servicios especiales         72.919.200,00  41.820.600,00 134,48%



Comparativo 2022 - 2023

Resumen del Gasto por Programa



Partida : 0  Remuneraciones 1.594.867.708,00 390.657.727,00 32,44%

   Subpartida : 00101  Sueldos para cargos fijos        359.371.800,00  31.227.000,00 9,52%

  Grupo : 001  REMUNERACIONES BÁSICAS 463.916.228,00 90.445.022,00 24,22%



  Grupo : 002  REMUNERACIONES EVENTUALES 21.195.767,00 -898.171,00 -4,07%

   Subpartida : 00105  Suplencias          31.625.228,00  17.397.422,00 122,28%

  Grupo : 003  INCENTIVOS SALARIALES 756.098.990,00 218.203.732,00 40,57%

   Subpartida : 00201  Tiempo extraordinario 20.886.949,00 -1.206.989,00 -5,46%

   Subpartida : 00203  Disponibilidad Laboral 308.818,00 308.818,00 100,00%

   Subpartida : 00302  Restricción al ejercicio liberal de la profesión 219.840.031,00 62.496.761,00 39,72%

   Subpartida : 00301  Retribución por años servidos 154.243.277,00 69.832.302,00 82,73%

   Subpartida : 00304  Salario escolar 74.594.618,00 7.641.283,00 11,41%

   Subpartida : 00303  Decimotercer mes 95.477.768,00 23.673.122,00 32,97%

  Grupo : 004  CONTRIBUCIONES PATRONALES AL DESARROLLO Y LA SEGURo SOCIAL 111.708.989,00 27.697.553,00 32,97%

   Subpartida : 00399  Otros incentivos salariales 211.943.296,00 54.560.264,00 34,67%

   Subpartida : 00405  Contribución Patronal al Banco Popular y de Desarrollo  Comunal 5.728.666,00 1.420.387,00 32,97%

   Subpartida : 00401  Contribución Patronal al Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social 105.980.323,00 26.277.166,00 32,97%

   Subpartida : 00502  Aporte Patronal al Régimen Obligatorio de Pensiones  Complementarias  34.371.996,00 8.522.323,00 32,97%

  Grupo : 005  CONTRIBUCIONES PATRONALES A FONDOS DE PENSIONES Y  241.947.734,00 55.209.591,00 29,57%

   Subpartida : 00504  Contribución Patronal a otros fondos administrados por entes públicos 164.527.290,00 40.793.523,00 32,97%

   Subpartida : 00503  Aporte Patronal al Fondo de Capitalización Laboral  17.185.998,00 4.261.162,00 32,97%

Partida : 1  Servicios 485.219.919,00 161.533.127,00 49,90%

   Subpartida : 00505  Contribución Patronal a otros fondos administrados por entes privados 25.862.450,00 1.632.583,00 6,74%

   Subpartida : 10101  Alquiler de edificios, locales y terrenos 124.736.349,00 124.736.349,00 100,00%

  Grupo : 101  ALQUILERES 124.736.349,00 124.736.349,00 100,00%

   Subpartida : 10201  Servicio de agua y alcantarillado  792.158,00 792.158,00 100,00%

  Grupo : 102  SERVICIOS BÁSICOS 3.788.473,00 3.788.473,00 100,00%

   Subpartida : 10204  Servicio de telecomunicaciones 1.139.275,00 1.139.275,00 100,00%

   Subpartida : 10202  Servicio de energía eléctrica 1.857.040,00 1.857.040,00 100,00%

   Subpartida : 10301  Información  12.726.188,00 -700.000,00 -5,21%

  Grupo : 103  SERVICIOS COMERCIALES Y FINANCIEROS 58.721.360,00 -1.264.392,00 -2,11%

   Subpartida : 10303  Impresión, encuadernación y otros 2.030.000,00 2.030.000,00 100,00%

   Subpartida : 10302  Publicidad y propaganda 15.000.000,00 0,00 0,00%

   Subpartida : 10306  Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales 1.200.000,00 -240.000,00 -16,67%

   Subpartida : 10304  Transporte de bienes 0,00 -600.000,00 -100,00%

  Grupo : 104  SERVICIOS DE GESTIÓN Y APOYO 160.557.192,00 22.364.488,00 16,18%

   Subpartida : 10307  Servicios de tecnologías de información 27.765.172,00 -1.754.392,00 -5,94%

   Subpartida : 10404  Servicios en ciencias económicas y sociales 64.962.452,00 -1.235.432,00 -1,87%

   Subpartida : 10402  Servicios jurídicos  31.994.820,00 0,00 0,00%

   Subpartida : 10406  Servicios generales  13.788.929,00 13.788.929,00 100,00%

   Subpartida : 10405  Servicios informáticos 44.200.000,00 4.200.000,00 10,50%

  Grupo : 105  GASTOS DE VIAJE Y DE TRANSPORTE 2.000.000,00 300.000,00 17,65%

   Subpartida : 10499  Otros servicios de gestión y apoyo 5.610.991,00 5.610.991,00 100,00%

   Subpartida : 10502  Viáticos dentro del país 1.000.000,00 -700.000,00 -41,18%

   Subpartida : 10501  Transporte dentro del país 1.000.000,00 1.000.000,00 100,00%

   Subpartida : 10601  Seguros  30.639.078,00 0,00 0,00%

  Grupo : 106  SEGUROS, REASEGUROS Y OTRAS OBLIGACIONES 30.639.078,00 0,00 0,00%

   Subpartida : 10701  Actividades de capacitación 50.354.587,00 0,00 0,00%

  Grupo : 107  CAPACITACIÓN Y PROTOCOLO 59.454.587,00 0,00 0,00%

  Grupo : 108  MANTENIMIENTO Y REPARACIÓN 1.000.000,00 1.000.000,00 100,00%

   Subpartida : 10702  Actividades protocolarias y sociales  9.100.000,00 0,00 0,00%

  Grupo : 199  SERVICIOS DIVERSOS 44.322.880,00 10.608.209,00 31,46%

   Subpartida : 10807  Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina 1.000.000,00 1.000.000,00 100,00%

   Subpartida : 19999  Otros servicios no especificados 1.000.000,00 1.000.000,00 100,00%

   Subpartida : 19901  Servicios de regulación 43.322.880,00 9.608.209,00 28,50%

  Grupo : 201  PRODUCTOS QUÍMICOS Y CONEXOS 509.435,00 509.435,00 100,00%

Partida : 2  Materiales y Suministros 14.447.889,00 12.447.889,00 622,39%

  Grupo : 202  ALIMENTOS Y PRODUCTOS AGROPECUARIOS 5.000.000,00 5.000.000,00 100,00%

   Subpartida : 20104  Tintas, pinturas y diluyentes  509.435,00 509.435,00 100,00%

  Grupo : 203  MATERIALES Y PRODUCTOS DE USO EN LA CONSTRUCCIÓN Y 802.386,00 802.386,00 100,00%

   Subpartida : 20203  Alimentos y bebidas 5.000.000,00 5.000.000,00 100,00%

  Grupo : 299  ÚTILES, MATERIALES Y SUMINISTROS DIVERSOS 8.136.068,00 6.136.068,00 306,80%

   Subpartida : 20304  Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo 802.386,00 802.386,00 100,00%

   Subpartida : 29999  Otros útiles, materiales y suministros diversos 500.000,00 500.000,00 100,00%

   Subpartida : 29901  Útiles y materiales de oficina y cómputo 7.636.068,00 5.636.068,00 281,80%

  Grupo : 501  MAQUINARIA, EQUIPO Y MOBILIARIO 13.909.900,00 -6.972.500,00 -33,39%

Partida : 5  Bienes Duraderos 156.329.335,00 -9.496.786,00 -5,73%

   Subpartida : 50104  Equipo y mobiliario de oficina 6.236.377,00 6.236.377,00 100,00%

   Subpartida : 50103  Equipo de comunicación 1.309.195,00 1.309.195,00 100,00%

  Grupo : 599  BIENES DURADEROS DIVERSOS 142.419.435,00 -2.524.286,00 -1,74%

   Subpartida : 50105  Equipo de cómputo 6.364.328,00 -14.518.072,00 -69,52%

Partida : 6  Transferencias Corrientes 31.019.171,00 4.715.686,00 -54,38%

   Subpartida : 59903  Bienes intangibles 142.419.435,00 -2.524.286,00 -1,74%

   Subpartida : 60103  Transferencias corrientes a Instituciones Descentralizadas no  Empresariales 2.864.333,00 710.194,00 32,97%

  Grupo : 601  TRANSFERENCIAS CORRIENTES AL SECTOR PÚBLICO 2.864.333,00 710.194,00 -100,00%

   Subpartida : 60404  Transferencias corrientes a otras entidades privadas sin fines de lucro 16.154.838,00 4.005.492,00 32,97%

  Grupo : 604  TRANSFERENCIAS CORRIENTES A ENTIDADES PRIVADAS SIN 16.154.838,00 4.005.492,00 -100,00%

   Subpartida : 60601  Indemnizaciones 12.000.000,00 0,00 0,00%

Elaboración propia con información proporcionada por la Dirección de Gestión Humana y  cálculos de la JUNAFO. 

  Grupo : 606  OTRAS TRANSFERENCIAS CORRIENTES AL  SECTOR PRIVADO 12.000.000,00 0,00 0,00%
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[bookmark: _Hlk29476459]San José, 17 de marzo de 2022

N° 2694-2022

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor

Dr. Juan Carlos Segura Solís, Presidente

Junta Administradora Fondo de Jubilaciones

y Pensiones Poder Judicial



Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 10-2022 celebrada el día 28 de febrero de 2022, que literalmente dice:



“ARTÍCULO XIV 



Documento N° 2526-2021, 3250-2021, 838-2021, 8581-2021 y 8944-2021



La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo del 2021, artículo VII, conoció el oficio N° 290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo del 2021 suscrito por el máster Robert García González, Auditor Judicial y; en lo que interesa, acordó hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronunciara en cuanto a si la Auditoría Judicial deberá incluir dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora.



La Secretaría General de la Corte en oficio N°2419-2021 remitió a estudio y análisis de la Dirección Jurídica el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en sesión N° 11-2021 celebrada el 8 de marzo del año en curso, artículo VII.



El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en oficio N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril del 2021, rindió el informe solicitado, cuya conclusión literalmente dice:



“ […]

 

4. Conclusiones:

 

Con base en los anteriores razonamientos, esta unidad asesora concluye lo siguiente:

 

[bookmark: _Hlk97733791]  Conforme a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y lo dispuesto en el artículo 239 de la LOPJ, dicho órgano debe contar con una estructura administrativa básica y funcional que sea financiada con los recursos previstos en dicha norma, no siendo dable que con recursos públicos del Poder Judicial se mantenga la misma.

 

  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones requiere tener su propia estructura de control financiada con recursos previstos en la Ley ° 9544 del 24 de abril de 2018.

 

  Corresponderá a la Auditoría Interna propia de dicha Junta emitir las recomendaciones y advertencias que correspondan al órgano decisor de la misma.

 

Dejamos así evacuada la solicitud de criterio expresada”.

 

- 0 -



Por su parte el máster Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio N° 1071-40-SAFJP-2021 de 12 de agosto de 2021, expresó:



 “Con la finalidad de hacerlo del conocimiento de Corte Plena, en forma atenta, se presenta la solicitud para que se proceda a cambiar la nomenclatura de la Sección del Fondo y Jubilaciones y Pensiones, por el siguiente nombre: Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación.  Entre de las consideraciones tomadas para dicha decisión se encuentran:



[bookmark: _Toc80350405][bookmark: _Toc80954748]Antecedentes



· Imposibilidad de evaluar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 



Mediante dictamen DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018 la Contraloría General de la República (CGR) oficializó la improcedencia de continuar evaluando el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte de esta Auditoría (véase anexo 1), al indicar dentro de las conclusiones:



1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 



(El subrayado no es del original)



Lo anterior fue ratificado mediante oficio DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en términos generales, por parte de la CGR (véase anexo 2), como se cita:



El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.



· Emisión de los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares 



La Contraloría General de la República por medio de la resolución R-DC-102-2019 del 14 de octubre de 2019, emitió los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares. Dicho documento representa un marco regulador que proporciona un esquema básico para la ejecución adecuada y transparente de la labor investigadora de las auditorías del Sector Público en el ámbito de sus competencias.



El análisis de presuntos hechos irregulares[footnoteRef:1] (PHI) constituye un proceso distinto de los tipos de auditorías (financiera, operativa o especial) regulados en las “Normas Generales de Auditoría para el Sector Público” y son de acatamiento obligatorio para las Auditorías Internas del Sector Público. Este tipo de investigaciones pueden realizarse por parte de las auditorías internas producto de diferentes fuentes, entre ellas:  [1:  Según numeral 1.2 Definiciones de los Lineamientos generales para el análisis de presuntos Hechos Irregulares:
Hechos presuntamente irregulares: Conductas entendidas como acciones u omisiones, atribuibles a los sujetos cubiertos por el ámbito de competencia de la Auditoría Interna, que podrían infringir el ordenamiento jurídico, provocar daños o causar perjuicios a la institución pública y que puedan generar algún tipo de responsabilidad a cargo del infractor.(El Subrayado no es del original)] 




En la estructura del Estado costarricense, la potestad de investigar administrativamente presuntos hechos irregulares en la función pública, está conferida a los jerarcas y titulares subordinados, así como a la Contraloría General de la República y las auditorías internas del sector público; cada uno de ellos con características y regulaciones propias.



Las investigaciones a cargo de las auditorías internas pueden realizarse de oficio, producto de una auditoría, en atención a la denuncia de un tercero, o como respuesta a una solicitud del jerarca o de titulares subordinados, entre otros. El procedimiento de investigación es distinto del eventual procedimiento administrativo. 



(El subrayado no es del original)



· Fortalecimiento de la organización de la Auditoría Interna del Poder Judicial orientada hacia PHI



Tomando en cuenta lo anterior y para ser consecuentes con la importancia de abordar investigaciones de esta naturaleza, la Auditoría Interna del Poder Judicial ha fortalecido su labor respecto a este tema, considerando la potestad para su análisis, facultades otorgadas tanto por la Ley General de Control Interno como por la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.  Por consiguiente, en resguardo de una adecuada administración de los recursos, se reorganizó las actividades ejecutadas por el personal de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Control Interno:



Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio.



A partir de la emisión de criterio la Contraloría General de la República sobre la falta de potestad por parte de esta Auditoría para evaluar el ya mencionado Fondo (2018), la Sección de comentario dio inicio con el abordaje de al menos una investigación de PHI. Posteriormente, se continuó invirtiendo tiempo mediante la asignación de algunas tareas a dicha Sección, a fin de dedicarse en parte a la atención de ese tipo de trabajos, mientras se realizaba la constitución formal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (3 de febrero de 2020).



Desde esa fecha se ha hecho del conocimiento de esta Dirección varios casos de situaciones eventualmente irregulares, por alguno de los siguientes medios, como lo establecen los lineamientos de la CGR:



1.3 Conocimiento de los hechos



El conocimiento de las Auditorías Internas sobre hechos presuntamente irregulares, se origina por alguno de los siguientes medios:



a) Presentación de una denuncia, la cual puede ser interpuesta por cualquier funcionario o ciudadano; quien puede identificarse o presentarla de forma anónima.



b) Identificación de los hechos durante el desarrollo de estudios u otras actuaciones de la propia Auditoría Interna.



c) Requerimiento de una autoridad competente.



d) Cualquier otro medio que ponga los hechos en conocimiento de la Auditoría Interna.



(El subrayado no es del original)



La atención y planificación, requiere efectuar diversos pasos para documentar apropiadamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Lineamientos mencionados, además, se deben priorizar las actividades para incorporarse en el plan de trabajo de la propia Auditoría. Como se puede observar en el aparte 2.2, después del análisis inicial se debe definir el abordaje a dar en cada caso particular:



2.2 Definición de las acciones a realizar



Concluido el análisis inicial de los hechos, la Auditoría Interna definirá el abordaje que dará a cada caso particular, considerando alguna de las siguientes acciones posibles:



a) Iniciar la investigación de los hechos presuntamente irregulares, considerando lo dispuesto en el Capítulo III de los presentes lineamientos.



b) Remitir el asunto a las autoridades internas pertinentes de la institución, cuando se trate de casos que corresponda atender en primera instancia a la Administración Activa y ésta no haya sido enterada de la situación, o se encuentre realizando una investigación por los mismos hechos. De igual manera se remitirá el asunto cuando existan causales de abstención o conflictos de interés que puedan afectar al auditor o a algún funcionario de la Auditoría Interna.



c) Remitir el asunto a las autoridades externas a la institución, según corresponda, sean administrativas o judiciales, por especialidad de la materia o porque en otra instancia exista una investigación avanzada sobre los mismos hechos.



d) Incluir los hechos presuntamente irregulares para ser examinados en una auditoría que se encuentre en ejecución, o para la programación de un nuevo estudio o proceso de auditoría.



e) Desestimar y archivar el caso en atención de los criterios dispuestos en el punto 2.3 de esta normativa.



En todos los casos anteriores, la Auditoría Interna deberá dejar constancia en el expediente de las valoraciones efectuadas para la selección del abordaje del caso.



En los casos de los incisos b), c) y d) se debe informar al denunciante o solicitante sobre lo resuelto, sin comprometer las reglas de confidencialidad señaladas en el apartado 1.7 de los presentes lineamientos.



(El subrayado no es del original)



Por su parte, el personal que conforma la Sección ha recibido capacitaciones en temas de riesgos, fraude, los Lineamientos de la CGR, delitos funcionales, entre otros, y por medio de recursos propios participó en el Congreso Latinoamericano de Prevención de Fraude Organizacional CLAPFO- 2021, con el fin de tener más conocimiento para el abordaje de las investigaciones, en procura de mejorar y aumentar el impacto en las investigaciones. 



Además, se programaron actividades responsabilidad de dicha Sección, asociadas con el fortalecimiento continuo y el apoyo en la actividad de la Auditoría Interna para el desarrollo de metodologías definidas dentro del plan de mejora la autoevaluación de calidad.  Actualmente, se cuenta con la metodología antifraude versión 1 emitida en diciembre de 2018, sin embargo, dada la posterior emisión del marco regulador vinculante por parte de la CGR (R-DC-102-2019), se está en proceso de actualización, en cumplimiento del artículo 4 de la resolución aludida:



Las auditorías internas contarán con un período máximo de un año, contado a partir de la entrada en vigencia de los presentes lineamientos, para realizar los ajustes necesarios en su normativa y prácticas internas, a fin de incorporarlos en su gestión.



[bookmark: _Toc80350406][bookmark: _Toc80954749]Impacto en la evaluación de investigación de presuntos hechos irregulares



Por parte de la actual Dirección de la Auditoría Judicial existe pleno convencimiento de la importancia para la Institución de contar con un grupo de personas dedicado al abordaje de este tipo de situaciones, como respuesta frontal y clara, en lucha contra la corrupción, fraude y la posibilidad de la materialización de riesgos asociados.  Esta especialización permite, de mejor manera, brindar insumos y apoyar la labor desarrollada por las áreas competentes en el tema, entre ellas el Ministerio Público y la Inspección Judicial, al descubrir y verificar posibles actos de corrupción, dentro de los límites de sus potestades. Lo anterior, en complemento con lo señalado en el punto 1.10 de los Lineamientos emitidos por la CGR:



1.10 Colaboración: En el desarrollo de las investigaciones, las Auditorías Internas podrán brindarse apoyo entre ellas, tales como asesoría, insumos, o intercambio de experiencias; pudiendo incluso efectuar análisis conjuntos cuando lo estimen pertinente y las condiciones propias del caso particular lo permitan; sin que eso implique compartir o delegar las competencias propias de cada auditoría. De igual forma, cualquier otro ente u órgano que conforme la Administración Pública, podrá apoyar a las Auditorías Internas en el análisis de hechos presuntamente irregulares.



(El subrayado no es del original)



La posibilidad de presentarse corrupción y otros actos delictivos dentro de este Poder del Estado es un problema con implicaciones significativas sobre su funcionamiento, al incrementar la posibilidad de materializarse un riesgo reputacional en el accionar como entidad administradora de justicia, así como posible daño y rompimiento del principio de legalidad. 



Según CID Gallup en su encuesta[footnoteRef:2] de mayo de 2021, entre 13 países latinoamericanos, Costa Rica es el tercer país donde más ciudadanos reportan a la corrupción como el problema principal del país (véase anexo 3).  [2:  Este es uno de los resultados de encuestas nacionales de opinión pública realizadas en mayo y junio entre 1200 entrevistados en cada país.] 




Como Poder Judicial, se debe hacer frente a esos hechos mediante diversas estrategias y construyendo día a día con base en esfuerzos conjuntos y con los recursos disponibles. Además, corresponde como Institución dar prioridad total a estos temas y crear instrumentos y procesos a través de los cuales sea factible identificar y sancionar con el debido proceso a quienes incumplan.



Por consiguiente, a fin de propiciar una mayor transparencia, proyección institucional y para atender en forma adecuada las necesidades de investigación de la Institución, se requiere la modificación del nombre de la Sección del Fondo y Jubilaciones y Pensiones a Auditoría de Prevención, Análisis e Investigación.



Anexos



[bookmark: _Toc80350407][bookmark: _Toc80954750]Criterio de la Contraloría General de la República Competencias de la Auditoría Interna respeto la Junta Administradora









[bookmark: _Toc80350408][bookmark: _Toc80954751]Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna del Poder Judicial para prestar sus servicios al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a la Junta Administradora de dicho Fondo











[bookmark: _Toc80350409][bookmark: _Toc80954752][bookmark: _Toc80955426][bookmark: _Toc82767059][bookmark: _Toc82767771]CID Gallup Encuestas de Opinión Pública











Fuente: Página web: 



https://www.cidgallup.com/uploads/publication/publication_files/publication_1627568481000.pdf”
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Finalmente, el Consejo Superior en sesión N° 73-2021 celebrada el 26 de agosto de 2021, artículo XXIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:



[bookmark: _Toc78881893]“En sesión número 67-2021 celebrada el 05 de agosto del 2021, artículo XXI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:



“Mediante oficio N° DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, comunicó:



[bookmark: _Hlk78444742]“Me refiero al oficio N° 5701-2021, del 29 de junio de 2021, suscrito por Lic. Eduardo Chacón Monge Prosecretario General interino Secretaría General de la Corte, donde se trasladó a esta Dirección Jurídica el acuerdo de Consejo Superior número 23-2021 celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XXIII, mediante el cual se hace dispone solicitar lo siguiente:



[bookmark: _Hlk78444843][bookmark: _Hlk78438353] “ampliación del criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en su defecto la viabilidad jurídica de trasladar al citado órgano las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que realicen dicha labor sustantiva, tomando en consideración que la Contraloría General de la República indicó que es competencia institucional valorar el tema, según lo siguiente: “…En torno a la consulta que realiza la Junta Administradora del FJPPJ de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución. “



Al respecto, esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente:



I.- Sobre las regulaciones normativas que establecen un régimen particular para la Auditoría Interna en un ente público:



Con respecto a la asignación de recursos para el ejercicio de funciones por parte de la Auditoría Interna, es de advertir que el legislador, a diferencias de otros órganos internos, fue especialmente cuidadoso de cautelar la necesaria asignación de recursos para el cumplimiento de los objetivos de control de dicho órgano.



Al respecto, el artículo 27 de la Ley General de Control Interno dispuso, lo siguiente: 



“Artículo 27.-Asignación de recursos. El jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión.



Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. (el destacado es nuestro)



La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo”.



Dicha norma debe ser complementada con el artículo 28 de dicho cuerpo normativo, que dispone:



“Artículo 28.-Plazas vacantes. Las vacantes que, por cualquier razón, tengan lugar en los puestos de la auditoría interna, deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el expediente que se confeccione al efecto.



La disminución de plazas por movilidad laboral u otros movimientos en la auditoría interna, deberá ser previamente autorizada por el auditor interno.



Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la auditoría interna que definan la Autoridad Presupuestaria u otras instituciones competentes, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la institución”.



Como se advierte de las normas descritas, la LGCI establece regulaciones propias que inciden abiertamente en la libre disposición de recursos de diferente índole por parte de los entes y órganos que componen la Administración Pública.



Así las cosas, en la toma de decisiones de orden presupuestario, debe tomarse en consideración claramente la no afectación al ejercicio de competencias de la Auditoría Interna y los límites implícitos y explícitos que el ordenamiento contempla para la asignación de recursos a la misma.



En el caso concreto del Poder Judicial, el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría del mismo dispone: 



“Artículo 22.-Plazas vacantes. Las vacantes de la Auditoría Interna deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el expediente que se confeccione al efecto. Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la Auditoría Interna que se definan, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la Institución; lo anterior de conformidad con el artículo 28 de la Ley Nº 8292”.



Complementario con lo anterior, debe tomarse en consideración lo dispuesto en los “Lineamentos Sobre Gestiones que involucran a la Auditoria Interna Presentadas anta la CGR” emanado por el despacho de la Contralora General de la República, que dispone al respecto lo siguiente:



“6 sobre la solicitud y asignación de recursos a las auditorías internas del sector publico 



6-1 Consideraciones generales



6.1.1 Objetivo: establecer los criterios básicos de análisis y gestión que se deben observar para la solicitud y asignación de recursos a las auditorías internas del sector público, a fin de asegurar razonablemente que las unidades que ejecutan la actividad de auditoría interna cuenten con los recursos suficientes para el cumplimiento de sus cometidos.



6.1.2 Responsabilidades por la dotación de recursos a la auditoria interna: en la gestión de la dotación de recursos para la Auditoría Interna dentro de la institución. Competen diversas responsabilidades d las instancias de injerencia en el proceso, a saber:



La Auditoría Interna- le corresponde formular técnicamente y comunicar al jerarca el requerimiento de los recursos para asegurar el cumplimiento de las competencias de la actividad de auditoría interna, así como dar seguimiento al trámite y los resultados de la solicitud, a fin de emprender cualesquiera medidas que sean procedentes en las circunstancias conforme a estas directrices y a las demás regulaciones del ordenamiento que sean aplicables. Asimismo, en la figura de su titular y como parte de la responsabilidad por la administración de sus recursos, debe rendir cuentas ante el jerarca por el uso que haga de los recursos, de conformidad con el plan de trabajo respectivo.



El jerarca- Tiene la responsabilidad de proporcionar los recursos a la Auditoria Interna.  En consecuencia, debe analizar la solicitud y determinar la dotación que se hará.  En el caso de que la dotación sea menor a la solicitada por la Auditoria Interna, debe justificarlo suficientemente. Así mismo, cuando corresponda, debe girar las instrucciones a las instancias institucionales pertinentes para que realicen, ante los terceros externos con injerencia sobre el particular, las gestiones y el seguimiento para que se obtengan los recursos necesarios para la Auditoria Interna. 



Otros funcionarios e instancias de la administración activa- Los titulares subordinados y colaboradores que en razón de su cargo tengan participación en el proceso de obtención y gestión de los recursos de la Auditoría Interna, deberán observar las instrucciones del jerarca sobre el particular, así como asegurar que los recursos asignados a esa actividad se encuentren disponibles para su uso y no se desvíe su destino a fines o unidades diferentes. Todo lo anterior, con sujeción a lo estipulado por el ordenamiento… 



6.2.9 Presentación del Estudio al Jerarca: el estudio de necesidades de recursos debe someterse a conocimiento del jerarca junto con la solicitud para que analice la situación y dote a la Auditoria Interna de los recursos que técnica y razonablemente se han determinado.  El titular de la Auditoría Interna debe remitir el estudio y la solicitud de manera formal, mediante un oficio en el que resuma las razones de su petición. 



6.2.10 Tramite de la solicitud por el jerarca:  el jerarca debe analizar la solicitud de recursos que le plantea la Auditoria Interna, considerando el estudio técnico que la sustenta, así como el marco normativo, el presupuesto del estudio técnico que la sustenta. Así como el marco normativo, el presupuesto institucional y cualquier otro factor que se estime relevante, y resolverla dentro del plazo que se establezca en la regulación relevante, y resolverla dentro del plazo que se establezca en la regulación interna a que se refiere la norma 



6.1.3.  Podrá asesorarse por los funcionarios de la institución cuyo criterio y apoyo estime pertinente requerir, incluido el titular de la Auditoría Interna cuando proceda para efectos de adición o aclaración.  El jerarca debe hacer la asignación respectiva considerando las necesidades expuestas , de conformidad con las políticas y regulaciones internas y externas sobre plazo y criterios para la asignación de recursos. No deberá supeditarse la decisión a otra instancia, a fin de proteger la independencia funcional y de criterio de la Autoridad Interna. 



En caso de que existan restricciones o limitaciones de orden presupuestario técnicamente justificada y documentadas, que no hagan factible solventar en su totalidad las necesidades de recursos que plantea la Auditoria Interna, el jerarca deberá dialogar con esta a fin de convenir sobre la dotación que podría concederse, de modo que se garantice que esa unidad se desempeñe de manera eficiente y eficaz, y se cubran hasta donde sea posible sus necesidades reales. 



Si el jerarca otorga a la Auditoria Interna sobre una dotación menor debidamente justificada, el jerarca debe instruir a las instancias de la entidad para que emprendan las acciones a fin de obtener y brindar esos recursos, incluyendo la coordinación con las entidades externas que tengan injerencia sobre la asignación de recursos, incluyendo la coordinación con las entidades externas que tengan injerencia sobre la asignación de recursos a la institución como un todo…”



Como se advierte de los lineamientos indicados, la Contraloría General de la República, como órgano responsable del sistema de control de la administración pública, establece los alcances de la relación de coordinación que hay entre la Administración activa y las Auditorías internas, para efectos de asignación de recursos.



Dicha competencia se ejerce de conformidad con lo dispuesto en la LGCI, en tanto dispone:



“Artículo 3º-Facultad de promulgar normativa técnica sobre control interno. La Contraloría General de la República dictará la normativa técnica de control interno, necesaria para el funcionamiento efectivo del sistema de control interno de los entes y de los órganos sujetos a esta Ley. Dicha normativa será de acatamiento obligatorio y su incumplimiento será causal de responsabilidad administrativa.



La normativa sobre control interno que otras instituciones emitan en el ejercicio de competencias de control o fiscalización legalmente atribuidas, no deberá contraponerse a la dictada por la Contraloría General de la República y, en caso de duda, prevalecerá la del órgano contralor”.



“Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio,”



Sobre la aplicación de la normativa legal citada con carácter prevalente a los actos administrativos dictados por la Administración, la misma Procuraduría General de la República, se pronunció en su momento, al indicar lo siguiente:



“….existe también una obligación concomitante de la Autoridad Presupuestaria de velar porque sus criterios para autorizar o denegar la ocupación de plazas, no vayan en detrimento de esa función especial que cumplen las Auditorías Internas, tal y como lo indicó la Contraloría General de la República en el Oficio DFOE-ST-0014 citado anteriormente, según el cual: “… debe quedar clara la responsabilidad no sólo de la propia administración activa, sino también de la Autoridad Presupuestaria de procurar que las garantías que establece la Ley General de Control Interno a favor de la función de Auditoría Interna deben mantenerse, entre ellas lo establecido en el artículo 28, pues lo contrario implicaría vaciar de contenido lo pretendido por el legislador. Téngase presente que las acciones u omisiones en que incurra cualquier funcionario público y que puedan debilitar la función de Auditoría Interna o poner en riesgo el Sistema de Control Interno, están propensas a generar responsabilidad de acuerdo con el artículo 39 de la Ley General de Control Interno…. Mediante una Directriz emitida por el Poder Ejecutivo, no es posible modificar el régimen especial para ocupar las plazas en las Auditorías Internas previsto en el artículo 28 de la Ley General de Control Interno, ya que de lo contrario, podría provocarse un debilitamiento en el funcionamiento del sistema de control interno de cada institución.  En consecuencia, debe prevalecer lo regulado por la Ley General de Control Interno, sobre lo dispuesto en una Directriz emitida por el Poder Ejecutivo, tenga ésta carácter normativo o no…” criterio C- 011-2015 de 03 de febrero de 2015



En el mismo sentido, se ha pronunciado reiteradamente la Contraloría General de la República, al indicar lo siguiente:



a.- Oficio N.°14309 del 17 de noviembre, 2017:



“III. CRITERIO DEL ÓRGANO CONTRALOR: […] Además, en todo el proceso de planificación y presupuestación de recursos del que participa la Auditoría Interna como unidad administrativa se debe buscar la armonía institucional, de modo que esté presente la coordinación y fluya en los mejores términos la comunicación vertical y horizontal de manera oportuna, buscando dar el uso racional y eficiente que se debe a los escasos recursos públicos con que se cuente, todo con el afán de cumplir con los diferentes planes, objetivos y metas de las diferentes unidades administrativas y de la institución como un todo. Es oportuno tener presente que la administración activa y la auditoría interna tienen actividades complementarias y no antagónicas, la primera es responsable del Sistema de Control Interno y la segunda mediante el ejercicio de su función le corresponde apoyar a la administración en los esfuerzos para el fortalecimiento del Sistema citado y en el aseguramiento razonable del logro de los objetivos y cometidos institucionales En particular, el numeral 27 de la Ley General de Control Interno (LGCI) N.° 8292 que se transcribe en lo conducente establece que (…)/ Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. / La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo. (El destacado no es del original). Al respecto, corresponde señalar que el criterio del auditor que se menciona no tiene un resultado imperativo en cuanto a la asignación y disposición final de recursos para la Auditoría Interna; el efecto más bien se establece e implica que se valore o aprecie (considere) la propuesta recibida de parte del Auditor. Entonces, el resultado final de la asignación de recursos (o presupuesto) puede ser diferente a la propuesta que ingresó para la formulación y trámite correspondiente. Por su parte, en el inciso d) del artículo 32 de la LGCI se indica que es deber del auditor interno, entre otros, administrar, de manera eficaz, eficiente y económica, los recursos del proceso del que sea responsable. El concepto administrar que se utiliza es sumamente amplio y como parte de él se incluye el manejo y atención de los recursos asignados a la unidad a cargo, en otras palabras, todo lo concerniente al presupuesto que se le ha concedido Así, el auditor interno tiene un papel preponderante en cuanto a la administración de los recursos de la unidad a su cargo, lo que necesariamente implica que es el primero en ser llamado a administrar el presupuesto que tiene a cargo, lo que supone y exige una acción diligente y oportuna de su parte. La directriz3 3.2 sobre Administración y disposición de recursos asignados a la Auditoría Interna dispone que la Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar sus recursos presupuestarios, de personal y de otra naturaleza, conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo. Para el cambio de destino de los recursos asignados a la Auditoría Interna, el jerarca deberá valorar el criterio del titular de dicha unidad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la prestación de los diferentes servicios atinentes a la actividad. (El subrayado no es del original). De la directriz transcrita es oportuno manifestar en el mismo sentido ya comentado con respecto al numeral 27 de la LGCI, que el concepto que se utiliza en esta oportunidad en cuanto al cambio de destino de recursos ya asignados a la Auditoría Interna es que, antes de la acción, el jerarca o el competente de estas decisiones debe valorar, lo que viene a ser prácticamente lo mismo que tomar en cuenta el criterio del Auditor. Entonces, externado el criterio del Auditor sobre el asunto de interés se tomará en cuenta o valorará el criterio del Auditor, pero en última instancia resolverá el jerarca o competente, por lo que en consecuencia podrá cambiarse el destino de sobrantes en el contenido presupuestario de subpartidas de gastos, entre ellas, las referidas a remuneraciones. Así las cosas, en primer término es de esperar que de presentarse sobrantes en subpartidas presupuestarias de la actividad de auditoría, sea el Auditor Interno quien oportunamente tome la iniciativa y proponga la reorientación de esos recursos, en procura de un uso eficiente y eficaz de los fondos públicos…”



b.- Oficio N.°04445 del 23 de marzo, 2018: 



“…b) Sobre la asignación y disposición de recursos de la Auditoría Interna Sobre este punto, ya en el oficio N.° 2132 (DFOE-DL-0190) citado, la CGR había llegado a la conclusión de que ante el jerarca del ente u órgano, es que las auditorías internas deben gestionar todo lo atinente a la dotación de recursos. Y es que precisamente, para desarrollar cabalmente su actividad, las auditorías internas precisan de una dotación de recursos congruente con su competencia institucional; es por eso que la normativa jurídica que le es aplicable determina como obligación del jerarca la de asegurar que tales recursos sean asignados y entregados oportunamente.



a. La Auditoría Interna – Le corresponde formular técnicamente y comunicar al jerarca el requerimiento de los recursos necesarios para asegurar el cumplimiento de las competencias de la actividad de auditoría interna, así como dar seguimiento al trámite y los resultados de la solicitud, a fin de emprender cualesquiera medidas que sean procedentes en las circunstancias conforme a estas directrices y a las demás regulaciones del ordenamiento que sean aplicables. Asimismo, en la figura de su titular y como parte de la responsabilidad por la administración de sus recursos, debe rendir cuentas ante el jerarca por el uso que haga de los recursos, de conformidad con el plan de trabajo respectivo. b. El jerarca – Tiene la responsabilidad de proporcionar los recursos a la Auditoría Interna. En consecuencia, debe analizar la solicitud y determinar la dotación que se hará. En el caso de que la dotación sea menor a la solicitada por la Auditoría Interna, debe justificarlo suficientemente. Asimismo, cuando corresponda, debe girar las instrucciones a las instancias institucionales pertinentes para que realicen, ante los terceros externos con injerencia sobre el particular, las gestiones y el seguimiento para que se obtengan los recursos necesarios para la Auditoría Interna. c. Otros funcionarios e instancias de la administración activa – Los titulares subordinados y colaboradores que en razón de su cargo tengan participación en el proceso de obtención y gestión de los recursos de la Auditoría Interna, deberán observar las instrucciones del jerarca sobre el particular, así como asegurar que los recursos asignados a esa actividad se encuentren disponibles para su uso y no se desvíe su destino a fines o unidades diferentes. Todo lo anterior, con sujeción a lo estipulado por el ordenamiento jurídico.



En ese sentido, existe una obligación por parte de la Administración de dotar de recursos suficientes a la Unidad de Auditoría Interna, de forma tal que pueda llevar a cabo sus funciones de acuerdo al plan de trabajo y el universo auditable, pero de igual forma, la auditoría interna tiene también la obligación de justificar mediante un estudio técnico8 por qué requiere determinada dotación de recursos y en caso de denegatoria en qué términos podría afectar la actividad de la auditoría interna y la independencia funcional y de criterio. Por otra parte también, el numeral 2.4 de las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público 9 (NEAISP), determina que el auditor interno debe gestionar que los recursos de la auditoría interna sean adecuados y suficientes, y que ante limitaciones de recursos que afecten la cobertura y alcance de la actividad de auditoría interna, el auditor debe presentar al jerarca un estudio técnico sobre las necesidades de recursos, debidamente fundamentado. Por lo tanto, respecto a este tema, la propia auditoría interna debe determinar cuál es su necesidad de recursos y gestionar ante su jerarca la dotación respectiva, teniendo presente no sólo los factores directamente identificables con la unidad, sino también las posibilidades institucionales de otorgar una mayor o menor cantidad, por lo que no serían procedentes las solicitudes que vayan en detrimento de dichas posibilidades o que no encuentren justificación técnica. Tampoco es procedente que el jerarca con potestades para otorgar o limitar esa dotación de recursos, los restrinja al punto de afectar negativamente la actividad de la auditoría interna o que no le brinde los recursos necesarios para poder llevar a cabo las funciones que el ordenamiento jurídico le asigna. c) Sobre la clasificación presupuestaria de la auditoría interna como actividad programática Respecto del punto en particular, resulta necesario aclarar primero, el concepto de categoría programática al que hace referencia el artículo 27 de la LGCI, que está definido en la norma 1.1 de las Normas Técnicas sobre Presupuesto Público10 (NTPP) N-1-2012-DC-DFOE, como: (…) el conjunto de acciones que requerirán autorización de recursos y que configuran finalmente la estructura del presupuesto (programa, subprograma, actividad, proyecto, obra, tarea).



Entonces cuando se habla de categoría programática, se está haciendo referencia no solamente a un programa, sino también a un subprograma, una actividad, un proyecto o incluso una tarea, que finalmente conforman la estructura del presupuesto. Así, al definir el artículo 27 de la LGCI que (…) Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática (…), hace referencia a que para asignar y disponer de sus propios recursos, se le debe dotar al ejecutor –en este caso a la auditoría interna–, de una categoría dentro de esa estructura presupuestaria de la Municipalidad, que le permita una adecuada administración de los recursos que le son asignados. Ordinariamente la categoría que le corresponde a una unidad de auditoría interna es la de actividad del Programa I11, lo cual no impide que esas unidades puedan administrar los recursos que les son asignados, y basta con que los jerarcas regulen la administración de esos recursos, de conformidad con los procedimientos institucionales establecidos en materia presupuestaria, asumiendo a su vez la auditoría interna, la obligación de administrar los recursos que le sean asignados, de forma eficiente, eficaz y económica12 . Es por esto que debe haber una correcta planificación, ya que pese a que se espera que el jerarca institucional le asigne los recursos suficientes y necesarios a la auditoría interna para que pueda cumplir con su gestión, la auditoría interna debe contar con un plan de trabajo que justifique que los recursos requeridos son proporcionales al universo auditable de la institución; esto de conformidad con indicado en el inciso f) del artículo 22 de la LGCI, y específicamente con lo establecido en el punto 2.2 13 de las NEAISP. Aunado a ello, debe quedar claro que la clasificación presupuestaria, es un tema presupuestario, independiente a la asignación de los recursos que le corresponden a la auditoría por parte del jerarca, lo cual ya se desarrolló en el acápite anterior…”



c.- oficio Nro. 17355 del 22 de diciembre, 2016:



“… De acuerdo con lo anterior, a efecto de garantizar el cumplimiento de la actividad de la auditoría interna, la LGCI le asignó amplias competencias, potestades para su ejercicio, independencia funcional y de criterio, dotación de recursos, régimen de nombramiento especial, régimen de inamovilidad del auditor y subauditor interno, y regulaciones específicas de organización y funcionamiento de éstas12. En lo que respecta a la dotación de recursos a las auditorías internas, el artículo 27 de la LGCI establece que el “jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión./ Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo.”



d.- Oficio N° 03076 del 18 de marzo de 2009:



“a)	Sobre la categoría programática



Este órgano contralor en otras ocasiones se ha pronunciado sobre el requerimiento que hace el artículo 27 de la Ley General de Control Interno, en el sentido de que la Auditoría Interna tenga una categoría programática.



Artículo 27. —Asignación de recursos. El jerarca de los entes y órganos sujetos a esta Ley deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión. / Para efectos presupuestarios, se dará a la auditoría interna una categoría programática; para la asignación y disposición de sus recursos, se tomarán en cuenta el criterio del auditor interno y las instrucciones que emita al respecto la Contraloría General de la República. / La auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo. -destacado propio-



Para poder comprender a que quiere decir la Ley General de Control Interno cuando nos habla de categoría programática, la cual se define como: Las categorías programáticas son la formalización en el presupuesto de las diversas acciones a realizar jerárquicamente o delimitándolas en forma tal que el expresar la red de conocimiento. Por su parte, el “Manual de normas técnicas sobre presupuesto que deben observar las entidades, órganos descentralizados, unidades desconcentradas y municipalidades, sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República, publicado en La Gaceta Nº 183 del 27 de setiembre de 1988”, en cuyo punto 501.02 define este instituto como:



"Categoría programática: Representa el conjunto de acciones que requerirán autorización de recursos y que configuran finalmente la estructura del presupuesto (programa, subprograma, actividad, proyecto, obra, tarea, etc.)"



Asimismo, la norma 501.12 de dicho Manual señala



"Estructura presupuestaria: Es la forma particular adoptada por la entidad para la presentación de los programas del presupuesto".



Lo anterior quiere decir, que categoría programática no se refiere únicamente a un programa, sino que también incluye subprogramas, actividades, proyectos o tareas. Siendo lo correcto asignarle a la auditoría interna la categoría de “actividad”, entendiendo esta como: “la división más reducida de cada una de las acciones a desarrollar para cumplir con las metas de un programa o subprograma de funcionamiento y radica en la ejecución de trabajos mediante la utilización de los recursos humanos, materiales y financieros con un costo global y unitario, que queda a cargo de una entidad administrativa del nivel intermedio.”. Con lo cual, no se violentan los principios de independencia del auditor, ni se actúa en contra del numeral 27 de la Ley General de Control Interno.



a.	Sobre la necesaria participación del auditor para la ejecución de su presupuesto.



Ahora bien, aún cuando hemos dicho que clasificar a la auditoría interna como actividad dentro del presupuesto institucional, no vulnera por sí mismo la independencia del auditor ni va en contra de lo requerido por el artículo 27 de la Ley General de Control Interno, si es indispensable indicar que no se podrá disponer de los fondos asignados a la auditoría interna sin previa autorización por parte del auditor.



Anteriormente, hemos indicado que:



“En este sentido, la asignación adecuada de los recursos a la Auditoría Interna, según lo dispuesto en el artículo 27 de cita, obedece a la responsabilidad fundamental del jerarca de establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional, asignada en el artículo 10 de la Ley General de Control Interno, siendo la Auditoría Interna componente orgánico y funcional de ese sistema. / De igual manera, queda claro según dicho artículo, que los trámites que se lleven a cabo por parte de la administración activa, respecto de la disposición de los recursos asignados a la Auditoría Interna, requieren el criterio del titular de esa actividad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la labor de fiscalización a su cargo.”



Incluso en el oficio 05292(DI-CR-202) antes citado, se fue más explícito al señalar una serie de aspectos que resulta importante retomar en esta ocasión, tales como:



•	Corresponde a los jerarcas de las instituciones asignar los recursos a las Auditorías Internas.



•	Para efectos presupuestarios debe asignarse a la Auditoría Interna de cada institución una categoría programática; la cual debe cumplir con los requisitos que ese concepto implica. Para mayor ilustración se cita la norma 501.02 del “Manual de normas técnicas sobre presupuesto que deben observar las entidades, órganos descentralizados, unidades desconcentradas y municipalidades, sujetos a la fiscalización de la Contraloría General de la República”, que define categoría programática como la que “Representa el conjunto de acciones que requerirán autorización de recursos y que configuran finalmente la estructura del presupuesto (programa, subprograma, actividad, proyecto, obra, tarea, etc.).”.  Esta definición necesariamente implica que la categoría programática debe tener asociado el detalle de los objetivos, las metas, los indicadores de desempeño, los productos, las fuentes de financiamiento y la clasificación por objeto del gasto de los recursos asignados, en este caso a la unidad de Auditoría Interna.



•	Se debe tomar en cuenta el criterio del Auditor Interno para la asignación y disposición de los recursos de esa unidad, lo que a juicio de este Órgano Contralor, únicamente es comprobable mediante la autorización con su firma en los documentos (o similar en medios electrónicos) de asignación y de ejecución presupuestaria formalmente utilizados por la Administración.



•	Para la asignación y disposición de los recursos de la Auditoría Interna deben considerarse las instrucciones que al respecto emita esta Contraloría General de la República.



•	La Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar su presupuesto conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo.



•	El Auditor Interno debe rendir cuentas por el uso que haga de los recursos de conformidad con el plan de trabajo respectivo.



	Nótese que esa ocasión, este órgano contralor, reiteró la potestad que tiene la Auditoría Interna de disponer de sus recursos para el cumplimiento de su plan de trabajo, e incluso, introdujo la necesidad de que el auditor apruebe mediante su firma en los documentos (o similar en medios electrónicos) como único medio para comprobar que las disposiciones presupuestarias realizadas en la partida destinada a la Auditoría Interna cuentan con el visto bueno del Auditor Interno. 

	

Asimismo, se ha indicado que aún cuando se le defina a la auditoría interna como una “actividad” la administración queda obligada a implementar los mecanismos necesarios para garantizarse que sea la auditoría interna quien administre adecuadamente sus recursos.



“No obstante lo anterior, se debe indicar que aún cuando la auditoría interna sea definida presupuestariamente como ‘actividad’, basta con que su jerarca gire las instrucciones que correspondan para que esa auditoría administre los recursos asignados, ajustándose, por supuesto, a los procedimientos institucionales establecidos para estos efectos.”



a.	Sobre el caso particular



Esta División comprende que por razones de seguridad y control sobre el manejo presupuestario a lo interno de la institución, se le haya encargado del Despacho del Ministerio firmar y aprobar los movimientos presupuestarios; no obstante, de conformidad con el ordenamiento jurídico analizado, la potestad que tiene el auditor interno de decidir y aprobar la forma en que se utilizarán sus recursos no podría verse afectada.



En consecuencia, entiende este órgano contralor, que la firma y aprobación dada por el Encargado del Despacho del Ministerio no sustituye la autorización que debe dar el Auditor Interno, quien vasta decir, es el único que puede disponer de los recursos asignados a la actividad de la auditoría; pues la interpretación contraria estaría en contra de la Ley General de Control Interno, y de los reiterados pronunciamientos emitidos por este órgano.



En consecuencia, podría interpretarse que por razones de llevar un mejor control presupuestario interno de la institución se requiera la autorización conjunta de la administración activa y el auditor interno, pero teniendo siempre presente que la potestad de decidir sobre la utilización de los fondos es el Auditor Interno.



e.- Criterio DFOE-IFR-0186 (06736) del 16 de mayo de 2019:



“Por medio de los “Lineamientos sobre gestiones que involucran a la Auditoría Interna presentadas ante la Contraloría General de la República”, este órgano contralor actualizó la normativa atinente a las gestiones relacionadas con la actividad de las Auditorías Internas institucionales. Dichos Lineamientos definen los requerimientos mínimos que deben ser observados en las gestiones relacionadas con las actividades de las Auditorías Internas del sector público y son de acatamiento obligatorio por parte de los jerarcas, titulares subordinados y las Auditorías Internas y de otras instancias que tengan participación o injerencia en las gestiones que los Lineamientos regulan.



Las consultas 1 y 2 formuladas en esta oportunidad, refieren a la posibilidad de que la administración pueda de manera unilateral variar o dotar de ciertas especialidades a las plazas, vacantes o en propiedad, que se encuentra asignada de la Auditoría Interna y si una vez realizadas esas especialidades, puede también, de manera unilateral, realizar nombramientos, suspensión, remoción u otros del personal de esa Auditoría Interna.



Sobre el particular, los referidos Lineamientos establecen en sus apartes No. 5.1 y 5.3 en lo que interesa, los criterios que se deberán observar para la gestión de las regulaciones administrativas aplicables tanto al Auditor y Subauditor Interno como para la aplicación de movimientos para el resto del personal de la Auditoría Interna y el análisis de situaciones en las cuales las regulaciones administrativas aplicables pueden afectar negativamente el desarrollo de la actividad de la Auditoría Interna.



También, en lo atinente a los recursos de la Auditoría, el punto 6.3.2 de la citada norma, señala que la Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar sus recursos presupuestarios, de personal y de otra naturaleza, conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo. Se estipula, que en caso de cambio de destino de esos recursos asignados a la Auditoría Interna “el jerarca deberá valorar el criterio del titular de dicha unidad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la prestación de los diferentes servicios atinentes a la actividad”



Concretamente en lo que respecta al recurso humano, el aparte 6.3.3 indica que la Auditoría Interna debe contar con un número determinado de funcionarios que les permita ejercer su actividad con la debida oportunidad, cobertura y disponibilidad. El jerarca institucional y los funcionarios a los que se les asigna la labor de proveer tales recursos, deben tomar las previsiones pertinentes para garantizar a la Auditoría Interna, dentro de las posibilidades institucionales, los recursos humanos suficientes y necesarios. Las vacantes que surjan deben suplirse atendiendo a los requerimientos que establece el ordenamiento jurídico. Cuando se pretenda disminuir plazas de la Auditoría Interna se debe contar con la autorización previa del titular de la Auditoría Interna. El razonamiento legal y técnico que emita éste, también debe ser considerado por el jerarca cuando se valore la posibilidad de llenar una plaza, dentro de los términos que establece el artículo 28 de la Ley General de Control Interno.”



De esta forma, puede desprenderse con meridiana claridad, que si bien el jerarca es el responsable de la administración del órgano o ente y de emitir las regulaciones pertinentes para tal efecto, cuando dichas decisiones involucren recursos o personal asociado a la Auditoría Interna, debe de valorar las particulares afectaciones que ello pueda tener en la función de la Auditoría, y para ello, conforme con lo expuesto, el que sus actuaciones no causen menoscabo o impacto negativo en la actividad propia de la Auditoría Interna. En ese sentido, la participación del Auditor, como jerarca de esa unidad, a través de su criterio sobre esos aspectos, resulta ineludible.



 Esta Contraloría General ha manifestado en otras oportunidades, en lo que compete a la administración de los recursos, y que resulta también aplicable a lo consultado en esta oportunidad, en relación con la necesaria participación y coordinación tanto del jerarca institucional como de la propia Auditoria, señalando que “...en todo el proceso de planificación y presupuestación de recursos del que participa la Auditoría Interna como unidad administrativa se debe buscar la armonía institucional, de modo que esté presente la coordinación y fluya en los mejores términos la comunicación vertical y horizontal de manera oportuna, buscando dar el uso racional y eficiente que se debe a los escasos recursos públicos con que se cuente, todo con el afán de cumplir con los diferentes planes, objetivos y metas de las diferentes unidades administrativas y de la institución como un todo. Es oportuno tener presente que la administración activa y la auditoría interna tienen actividades complementarias y no antagónicas, la primera es responsable del Sistema de Control Interno y la segunda mediante el ejercicio de su función le corresponde apoyar a la administración en los esfuerzos para el fortalecimiento del Sistema citado y en el aseguramiento razonable del logro de los objetivos y cometidos institucionales.”



En relación con la última consulta formulada relacionada con la validez e implicaciones legales que podrían tener los actos administrativos relacionados con los movimientos del personal que no se ajusten a lo preceptuado por el artículo No. 24 de la Ley General de Control Interno, debe indicarse, en primera instancia, que ello debe de ser analizado de frente a cada caso concreto. Los Lineamientos ya citados, establecen pautas para los casos que a criterio del Auditor, una regulación administrativa afecte de manera negativa el ejercicio de las funciones legalmente asignadas a la actividad de Auditoría Interna. En ese sentido, se dispone en el aparte 5.5, que “...las regulaciones administrativas aplicables al personal de la Auditoría Interna no pueden impedir, amenazar ni afectar negativamente los requisitos de independencia y objetividad que corresponde observar al personal de la Auditoría Interna en el ejercicio de las actividades que les son inherentes. Si se determina que una regulación no cumple este requisito, la administración activa deberá realizar las salvedades o ajustes pertinentes para su aplicación al personal de la Auditoría Interna, conforme se indica en esta normativa.” (El resaltado es propio)…”



Por otra parte, en el caso de análisis, debe tomarse en consideración que esta unidad asesora ha estimado que entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones opera una relación interorgánica, no intersubjetiva, por lo que este último órgano, a pesar de tener personalidad jurídica instrumental, se mantiene como parte de la estructura orgánica del Poder Judicial, lo cual habilita el traslado horizontal de personas servidoras, siempre y cuando no se incurra en un ejercicio ilegítimo del ius variandi.



No obstante, esta unidad asesora reitera su criterio externado anteriormente, en el sentido de que debe tomarse en consideración que el recurso humano destinado a la administración del indicado órgano con personalidad jurídica instrumental, debe ser financiado con recursos provenientes de la comisión prevista en el artículo 239 in fine de la LOPJ.



De manera adicional en el caso objeto de consulta, debe tomarse en consideración que lo planteado en la respectiva solicitud de criterio, se funda en la viabilidad jurídica de trasladar  a la indicada Junta, las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría, cuando el Fondo de Jubilaciones y Pensiones era administrado por los órganos propios del Poder Judicial, sin contar con personalidad Jurídica instrumental.



Conforme a lo anterior se entiende que el planteamiento realizado se funda en el traslado de una competencia propia de la Auditoría Judicial del Poder Judicial al órgano creado mediante la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018) y la consecuente especialización, tanto de las personas servidoras a ser trasladadas como de la Junta en cuanto a la especialización de sus recursos.



En este sentido, conforme al análisis realizado ut supra, sería procedente desde el punto de vista jurídico el traslado planteado, dada la relación interorgánica dicha anteriormente, mediante acto debidamente motivado, siempre y cuando operen las siguientes condiciones:



· Se realice consulta previa y formal a la persona responsable de la Auditoría Interna, quien deberá expresar sus consideraciones con la debida motivación, en caso de oponerse al movimiento de personal planteado.



· Se valore si con el traslado podría estarse afectando la programación de la auditoría interna para el ejercicio de sus funciones, conforme la planificación realizada por dicho órgano de control y conocida y aprobada por la Corte Suprema de Justicia, o si se estaría debilitando el sistema de control interno institucional con la respectiva decisión. Lo anterior por cuanto debe valorarse si el personal que se plantearía trasladar, haya sido reasignado a otras funciones propias de control y fiscalización del Poder Judicial y resulte necesario e imprescindible para cumplir el plan de trabajo previsto por la Auditoría Interna.



· Exista un acto debidamente motivado que establezca la necesidad, oportunidad y conveniencia del traslado planteado y se realice la respectiva valoración de los razonamientos y justificaciones dadas por la persona a cargo de la Auditoría Interna.



· [bookmark: _Hlk78441230]El traslado eventual de las personas para el control de los recursos de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, debe significar el cumplimiento de lo dispuesto por la Contraloría General de la República y considerado por esta Dirección, respecto de la necesidad de creación de una auditoría propia, con una categoría programática para dicho órgano y en el entendido de que deberá cautelarse que las personas eventualmente trasladadas gozarán las garantías de estabilidad e independencia que contempla la Ley General de Control Interno, bajo una estructura propia dedicada a la fiscalización de los respectivos recursos.  Conforme a lo anterior, estima esta unidad asesora que más que trasladar personal, deberá cautelarse la organización suficiente y necesaria de control frente a la administración activa que significaría las conductas de la Junta respectiva.



Debe tomarse en consideración que los indicados lineamientos, establecen un procedimiento para la asignación de recursos, que podría ser de aplicación complementaria de prevalecer discrepancia con lo indicado por la Auditoría Interna. En este sentido señala:



“…6.2.11 Desacuerdos atinentes a la Dotación de Recursos.  Cuando el Titular de la Auditoría Interna no esté conforme con la resolución del jerarca respecto de su solicitud de recurso, podrá expresarle las razones de su inconformidad e indicarle los riesgos, podrá expresarle las razones de su inconformidad e indicarles a los riesgos que podrían generarse, aportando cualquier otra información que estime pertinente. El jerarca deberá referirse a lo expuesto por la Auditoria Interna, dentro del plazo que se establezca en la regulación interna a que se refiere la norma 6.1.3 Si luego de esa gestión persiste el desacuerdo, el titular de la Auditoría   Interna debe documentar que la falta de recursos limita el desarrollo efectivo y oportuno de la actividad y reiterar al jerarca los riesgos que se estaría al jerarca los riesgos que estaría asumiendo, así como la eventual responsabilidad en la que puede incurrir el jerarca, de la conformidad con articulo 39 Ley General de Control Interno…”



No se omite recordar que en temas de control interno el Jerarca debe tener especial prudencia, toda vez que el artículo 39 de la LGCI dispone:



“Artículo 39.-Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios.



El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, según la normativa técnica aplicable.



Asimismo, cabrá responsabilidad administrativa contra el jerarca que injustificadamente no asigne los recursos a la auditoría interna en los términos del artículo 27 de esta Ley.



Igualmente, cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios públicos que injustificadamente incumplan los deberes y las funciones que en materia de control interno les asigne el jerarca o el titular subordinado, incluso las acciones para instaurar las recomendaciones emitidas por la auditoría interna, sin perjuicio de las responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y penalmente.



El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley.



Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.”



Conforme a lo anterior, debe tomarse en consideración que en sesión de Corte Plena Nº 006 – 2021, artículo II de 8 de febrero de 2021 se conoció el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna para el presente año y se dispuso lo siguiente:



“En sesión N° 05-2021 celebrada el 1 de febrero del año en curso, con vista en el oficio N° 1439-342-AUD-SEGA-2020 de 25 de noviembre del 2020, remitido por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, referente al Plan Anual de Trabajo (PAT) para el período 2021, se dispuso que en la próxima sesión del lunes 8 de febrero en curso, se incluya este oficio dentro del capítulo de propuestas.



El oficio que se da cuenta, literalmente dice:



“Con el propósito de que se haga del conocimiento de Corte Plena, en su condición de jerarca de esta Auditoría, se remite el Plan Anual de Trabajo (PAT) para el periodo 2021, el cual se confeccionó conforme lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley General de Control Interno, Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Reglamento de Auditoría Interna y Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público.



Es de recordar que el PAT es una guía de suma importancia para la Auditoría Judicial, para orientar la utilización de los recursos hacia el mejoramiento de la eficiencia, eficacia y economía de las áreas de mayor sensibilidad y criticidad de la Institución, teniendo como objetivo optimizar la prestación de los servicios y coadyuvar conforme a la misión de lograr una administración justicia pronta y cumplida. 



Para la elaboración del Plan Anual de Trabajo, en primera instancia, en el mes de agosto anterior, se remitió comunicado al estrato gerencial de la Institución, con la finalidad de que emitieran su criterio sobre las áreas que consideran desde su perspectiva como de atención prioritaria, críticas y sensibles para el Poder Judicial, así como aquellas actividades o proyectos que estimen deban ser evaluados por parte de esta Auditoría, eso sin dejar de lado la disponibilidad de recursos de esta Dirección fiscalizadora. Así también en el mes de setiembre, se recibió con agrado respuestas de las presidencias de las distintas salas, las direcciones departamentales, los jerarcas del Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Defensa Pública e integrantes del Consejo Superior.



Sobre el particular, todas las sugerencias recibidas se analizaron de acuerdo con el Ciclo de Auditoría, la metodología basada en riesgos asociados al Universo Auditable. De dichas sugerencias, las que obtuvieron la calificación más alta fueron incorporadas al Plan Anual de Trabajo.



Por otra parte, en lo referido al planeamiento, es importante señalar que el presente PAT está articulado con la Planificación Institucional y el Plan Anual Operativo vigente de la Auditoría.



No menos importante, es indicar, que el PAT está constituido, tanto por estudios “programados” como “no programados”, con la finalidad de atender solicitudes y denuncias formuladas por el Jerarca y Titulares Subordinados del Poder Judicial, Contraloría General de la República, entre otros.



En otro orden de contenido, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley General de Control Interno, así como en los lineamientos emitidos para tal efecto por parte de la Contraloría General de la República, los planes anuales de trabajo no requieren de la aprobación de los jerarcas de las instituciones públicas, no obstante, por transparencia se les informa para el conocimiento de nuestro universo auditable.   



Finalmente, de conformidad con los lineamientos antes citados, la información de este Plan en cuanto a proyectos de fiscalización, se incluyeron en el Sistema de la Contraloría General de la República que para esos efectos dispone el Órgano de Fiscalización Superior.”



Se acordó: Tener por recibido el informe del Plan Anual de Trabajo para el periodo 2021 de la Auditoría Judicial. Se declara acuerdo firme…”



[bookmark: _Hlk78441141]Consecuente con lo anterior, si el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial parte de la previsión de una serie de recursos humanos para su cumplimiento, necesariamente deberá valorarse si con el traslado planteado se estará afectando el mismo, a efecto de que no pueda interpretarse que la Administración activa está limitando a priori su ejecución, en contra de los deberes propios de la Administración activa en la materia.  



II.- Conclusión:



Esta unidad asesora estima procedente que se valore la procedencia del traslado del personal actualmente adscrito a la Auditoría Interna y destinado originalmente al control de los recursos del fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial para ser destinado a la fiscalización de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, siempre y cuando en primer término opere consulta formal a la Auditoría Interna de este Poder, a efecto de determinar su anuencia y en el entendido de que la decisión respectiva que podría llegar a adoptarse, debe valorar que exista certeza respecto de que no se esté afectando el ambiente de control interno institucional ni  el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Judicial.



Adicionalmente, esta unidad asesora estima oportuno advertir que el eventual traslado de las personas al control de la referida Junta debería traducirse en la conformación de una Auditoría propia, con una categoría programática para dicho órgano y en el entendido de que deberá cautelarse que las personas eventualmente trasladadas gozarán las garantías de estabilidad e independencia que contempla la Ley General de Control Interno, bajo una estructura propia dedicada a la fiscalización de los respectivos recursos.” 



-0-



En sesión N° 48-2021 celebrada el 10 de junio de 2021, artículo LX, se solicitó a Dirección Jurídica, que ampliara el criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en el oficio N° DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, audite el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, o en su defecto la viabilidad jurídica de trasladar al citado órgano las plazas que estaban asignadas a la Unidad de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para que realizaran dicha labor sustantiva, tomando en consideración que la Contraloría General de la República indicó que era competencia institucional valorar el tema, según lo siguiente: “…En torno a la consulta que realizó la Junta Administradora del FJPPJ de si era posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial cediera las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que fueran trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reiteró lo señalado en el oficio DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.



Posteriormente, en sesión N° 61-2021 del 22 de julio de 2021, artículo XXVII, se tomó nota de lo comunicado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino. Y se prorrogó por 5 días más, contados a partir de la comunicación de este acuerdo, el plazo para que se presentara la ampliación del criterio jurídico N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril de 2021, conforme al criterio emitido por la Contraloría General de la República en cuanto a la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial, auditara el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Indica el integrante Montero Zúñiga: “Me parece en que es la Corte Plena a quien le corresponde resolver este asunto.”



Señala el Presidente, magistrado Cruz Castro: “Desde el punto de vista práctico, veo que es positivo que la Auditoría audite al fondo.”



Refiere el integrante Montero Zúñiga: “Lo ideal es que la Auditoría vuelva a auditar con los recursos que ellos tienen el fondo, me parece más trasparente el proceso.”



Consulta el Presidente, magistrado Cruz Castro: “Y si acepta, no tendría que pasar por la Corte Plena.



Añade el integrante Bonilla Garro: “Sería previamente a enviarlo a la Corte Plena, que se le dé audiencia”



Agrega el Presidente, magistrado Cruz Castro “Si les parece, en 10 días.”



Analizada por este Consejo la gestión anterior, se acordó: Previamente a trasladar la gestión de cita a la Corte Plena, conceder audiencia al auditor judicial del Poder Judicial, máster Roberth García González, para que se refiera al criterio jurídico DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, lo anterior en el plazo de 10 días hábiles después de recibida esta comunicación. Se declara acuerdo firme”



-0-



Mediante el oficio número 1107-52-UJ-2021 del 20 de agosto de 2021, el máster Roberth García González, Auditor Judicial, remitió la siguiente gestión:



“En atención al oficio N° 7047-2021, relacionado con la audiencia conferida mediante el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 67-2021 celebrada el 05 de agosto del 2021, ARTÍCULO XXI y notificado a esta Auditoría por correo electrónico el 09 de agosto, se procede a responder en los siguientes términos:



I. Cuestiones previas. 



[bookmark: _Hlk64621677]Desde el 2002, con la promulgación de la Ley General de Control Interno, se tiene claro a nivel institucional que Corte Plena es el jerarca de la Auditoría Judicial. Posición que se analizó y aprobó por ese Órgano en sesión número 50-02, celebrada el 4 de noviembre de 2002, artículo XX, en los siguientes términos:



[bookmark: _Hlk37750242]“(…) la Corte Suprema de Justicia es el jerarca máximo de la administración activa del Poder. (…) Lo anterior lleva necesariamente a concluir que las atribuciones asignadas por la Ley número 8292 al jerarca, deben ser entendidas como dadas a la Corte Suprema de Justicia, en consecuencia, fue derogado en lo conducente el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto dicha norma disponía expresamente que la Auditoría Interna del Poder Judicial dependía del Consejo Superior. Como se dijo, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 8292, el jerarca de dicho órgano pasa a ser la Corte Suprema de Justicia”. Se dispuso: Aprobar el anterior informe de los Magistrados Solís y Vargas y hacerlo de conocimiento del Consejo Superior y de la Auditoría Judicial, para los fines consiguientes. (…)” (Lo resaltado no es del original).



Además, fue avalado por la Contraloría General en oficio No. 11133-2010, mediante el cual indicó:



Del acuerdo transcrito se desprende que la Corte Plena ya había analizado la situación sobre cual órgano es el jerarca del Poder Judicial y concluyó al igual que lo hace esta División Jurídica, que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia es el órgano administrativo de máxima autoridad. 



(…) III. Conclusiones.



De lo anterior se concluye: 



a) Que la Corte Plena o Corte Suprema de Justicia en los términos de la Ley General de Control Interno es el Jerarca o máxima autoridad en el Poder Judicial. 



b) Que los destinatarios de los informes de auditoría son el jerarca o los titulares subordinados de la administración activa, según lo establecido en el artículo 35 de la Ley General de Control Interno.



c) Que el Consejo Superior del Poder Judicial en los términos de la Ley General de Control Interno tiene la condición de titular subordinado. 



(…)  (Lo resaltado es propio).



Consecuentemente, por acuerdo de Corte Plena confirmado en criterio del Órgano Contralor, el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Judicial fue derogado por la Ley General de Control Interno, en cuanto el jerarca de la Auditoría es Corte Plena y no el Consejo Superior, siendo este último un titular subordinado más. Asimismo, fue derogada en la referencia del artículo 84 de la LOPJ cuando señala que la Auditoría Interna depende del Consejo Superior.



II. Fortalecimiento de la organización de la Auditoría Interna del Poder Judicial orientada hacia Presuntos Hechos Irregulares (PHI)



Con la entrada en vigencia de la Ley No. 9544 que Reforma la Ley Orgánica del Poder Judicial y crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la Contraloría General de la República, mediante dictamen DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018, señaló la improcedencia de continuar evaluando el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte de esta Auditoría, al indicar dentro de las conclusiones:



1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial.  (El subrayado no es del original)



Lo anterior fue ratificado mediante oficio DFOE-GOB-0042 del 28 de mayo de 2021, en términos generales, por parte de la CGR, como se cita:



El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.



Por otra parte, la Contraloría General de la República por medio de la resolución R-DC-102-2019 del 14 de octubre de 2019, emitió los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares. Este documento representa un marco regulador que proporciona un esquema básico para la ejecución adecuada y transparente de la labor investigadora de las auditorías del Sector Público en el ámbito de sus competencias.



Es esta línea, el análisis de presuntos hechos irregulares[footnoteRef:3] (PHI) constituye un proceso distinto de los tipos de auditorías (financiera, operativa o especial) regulados en las “Normas Generales de Auditoría para el Sector Público” y son de acatamiento obligatorio para las Auditorías Internas del Sector Público. Este tipo de investigaciones pueden realizarse por parte de las auditorías internas producto de diferentes fuentes, entre ellas:  [3:  Según numeral 1.2 Definiciones de los Lineamientos generales para el análisis de presuntos Hechos Irregulares:
Hechos presuntamente irregulares: Conductas entendidas como acciones u omisiones, atribuibles a los sujetos cubiertos por el ámbito de competencia de la Auditoría Interna, que podrían infringir el ordenamiento jurídico, provocar daños o causar perjuicios a la institución pública y que puedan generar algún tipo de responsabilidad a cargo del infractor. (El Subrayado no es del original)] 




En la estructura del Estado costarricense, la potestad de investigar administrativamente presuntos hechos irregulares en la función pública, está conferida a los jerarcas y titulares subordinados, así como a la Contraloría General de la República y las auditorías internas del sector público; cada uno de ellos con características y regulaciones propias.



Las investigaciones a cargo de las auditorías internas pueden realizarse de oficio, producto de una auditoría, en atención a la denuncia de un tercero, o como respuesta a una solicitud del jerarca o de titulares subordinados, entre otros. El procedimiento de investigación es distinto del eventual procedimiento administrativo.

(El subrayado no es del original)



Tomando en cuenta estas dos situaciones y para ser consecuentes con la importancia de abordar investigaciones de esta naturaleza, la Auditoría Interna del Poder Judicial, en aras de fortalecer su labor respecto a este tema y considerando la potestad para su análisis, así como las facultades otorgadas tanto por la Ley General de Control Interno como por la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, se reorganizó las actividades ejecutadas por el personal de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Control Interno, el cual reza:



Artículo 23.-Organización. La auditoría interna se organizará y funcionará conforme lo disponga el auditor interno, de conformidad con las disposiciones, normas, políticas y directrices que emita la Contraloría General de la República, las cuales serán de acatamiento obligatorio.



Ahora bien, a partir de la emisión del criterio la Contraloría General de la República sobre la falta de potestad por parte de esta Auditoría para evaluar el ya mencionado Fondo (2018), la Sección de comentario dio inicio con el abordaje de todas aquellas investigaciones relacionadas con presuntos hechos irregulares.



Desde la reasignación de funciones en el año 2019 a la fecha, se han puesto en conocimiento de esta Dirección varios casos de situaciones eventualmente irregulares, por alguno de los siguientes medios, como lo establecen los lineamientos de la CGR:



1.3 Conocimiento de los hechos



El conocimiento de las Auditorías Internas sobre hechos presuntamente irregulares, se origina por alguno de los siguientes medios:



a) Presentación de una denuncia, la cual puede ser interpuesta por cualquier funcionario o ciudadano; quien puede identificarse o presentarla de forma anónima.



b) Identificación de los hechos durante el desarrollo de estudios u otras actuaciones de la propia Auditoría Interna.



c) Requerimiento de una autoridad competente.



d) Cualquier otro medio que ponga los hechos en conocimiento de la Auditoría Interna.

(El subrayado no es del original)



La atención y planificación, requiere efectuar diversos pasos para documentar apropiadamente el cumplimiento de las disposiciones contenidas en los Lineamientos mencionados, además, se deben priorizar las actividades para incorporarse en el plan de trabajo de la propia Auditoría. Como se puede observar en el aparte 2.2, después del análisis inicial se debe definir el abordaje a dar en cada caso particular:



2.2 Definición de las acciones a realizar



Concluido el análisis inicial de los hechos, la Auditoría Interna definirá el abordaje que dará a cada caso particular, considerando alguna de las siguientes acciones posibles:



a) Iniciar la investigación de los hechos presuntamente irregulares, considerando lo dispuesto en el Capítulo III de los presentes lineamientos.



b) Remitir el asunto a las autoridades internas pertinentes de la institución, cuando se trate de casos que corresponda atender en primera instancia a la Administración Activa y ésta no haya sido enterada de la situación, o se encuentre realizando una investigación por los mismos hechos. De igual manera se remitirá el asunto cuando existan causales de abstención o conflictos de interés que puedan afectar al auditor o a algún funcionario de la Auditoría Interna.



c) Remitir el asunto a las autoridades externas a la institución, según corresponda, sean administrativas o judiciales, por especialidad de la materia o porque en otra instancia exista una investigación avanzada sobre los mismos hechos.



d) Incluir los hechos presuntamente irregulares para ser examinados en una auditoría que se encuentre en ejecución, o para la programación de un nuevo estudio o proceso de auditoría.



e) Desestimar y archivar el caso en atención de los criterios dispuestos en el punto 2.3 de esta normativa.



En todos los casos anteriores, la Auditoría Interna deberá dejar constancia en el expediente de las valoraciones efectuadas para la selección del abordaje del caso.



En los casos de los incisos b), c) y d) se debe informar al denunciante o solicitante sobre lo resuelto, sin comprometer las reglas de confidencialidad señaladas en el apartado 1.7 de los presentes lineamientos.



(El subrayado no es del original)



Dada la importancia de estos temas, para el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría del 2020 así como el del 2021, se destinaron las plazas bajo análisis a la investigación de presuntos hechos irregulares, con el fin de darle prioridad a temas que pueden recaer en delitos funcionales o incumplimientos administrativos. 



Dentro de la diversidad de temas analizados hasta el momento, se encuentran aspectos como temas salariales (horas extras, plus de prohibición y dedicación exclusiva, legalidad de nombramientos), fondos especiales como el Fideicomiso del Fondo de Emergencias y el canal denuncias institucional, que podrían brindar beneficios en aras de la transparencia del Poder Judicial. Lo anterior, ha permitido desarrollar entre otros productos de auditoría, relaciones de hecho y denuncias penales.



En conclusión, una reducción del personal designado a ello, requeriría una reorganización en la Auditoría, para poder continuar con la atención prioritaria de estos temas e inherentemente disminuiría la cobertura actual del Universo Auditable causando de esta forma un debilitamiento del Sistema de Control Interno y generando en la Administración la responsabilidad consecuente. 



III. Impacto en el Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna y la investigación de presuntos hechos irregulares.



Por parte de la Dirección de la Auditoría Judicial, existe pleno convencimiento de la importancia para la Institución de contar con un grupo de profesionales dedicado al abordaje de este tipo de situaciones, como respuesta frontal y clara, en lucha contra la corrupción, fraude y la posibilidad de la materialización de riesgos asociados. 



Cabe agregar que, la eventual comisión de delitos de esa naturaleza dentro de este Poder de la República, es un problema con implicaciones significativas sobre su funcionamiento, al incrementar la posible concreción del riesgo reputacional en el accionar como entidad administradora de justicia, así como el posible daño y rompimiento del principio de legalidad. 



Además, la especialización de los profesionales en auditoría en estos temas permite, de mejor manera, brindar insumos y apoyar la labor desarrollada por las áreas competentes, entre ellas el Ministerio Público y la Inspección Judicial dentro de los límites de sus potestades. En concreto, se ha logrado el abordaje de requerimientos de la Fiscalía de diversa índole y desde una perspectiva de eventuales delitos y faltas administrativas, los productos emitidos por la Auditoría en este nuevo abordaje, han servido de insumos para el correspondiente estudio y toma decisiones por parte de la FAPTA o la citada Inspección. Lo anterior, para sustentar y darle continuidad al proceso penal o disciplinario.   



En complemento con lo señalado en el punto 1.10 de los Lineamientos emitidos por la CGR:



1.10 Colaboración: En el desarrollo de las investigaciones, las Auditorías Internas podrán brindarse apoyo entre ellas, tales como asesoría, insumos, o intercambio de experiencias; pudiendo incluso efectuar análisis conjuntos cuando lo estimen pertinente y las condiciones propias del caso particular lo permitan; sin que eso implique compartir o delegar las competencias propias de cada auditoría. De igual forma, cualquier otro ente u órgano que conforme la Administración Pública, podrá apoyar a las Auditorías Internas en el análisis de hechos presuntamente irregulares.



(El subrayado no es del original)



Según CID Gallup en su encuesta[footnoteRef:4] de mayo de 2021, entre 13 países latinoamericanos, Costa Rica es el tercer país donde más ciudadanos reportan a la corrupción como el problema principal del país (véase anexo 3).  [4:  Este es uno de los resultados de encuestas nacionales de opinión pública realizadas en mayo y junio entre 1200 entrevistados en cada país.
] 




En síntesis, el Poder Judicial, tiene la obligación legal de hacerle frente a esos hechos mediante diversas estrategias y construyendo esfuerzos conjuntos, para dotar a la Auditoría Interna de los recursos necesarios para hacerle frente a tan importante labor.



IV. Afectación negativa a las funciones de la Auditoría Judicial producto de la pretensión de trasladar el recurso humano asignado. 



Conforme a la audiencia conferida por el Consejo Superior, se procede a exponer la afectación negativa que puede materializarse con el movimiento de personal actualmente adscrito a la Auditoría Interna para ser destinado ahora a la fiscalización de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, producto de este acuerdo del Consejo Superior. 



Primero, se debe considerar que la Contraloría General de la República[footnoteRef:5], referente al artículo 24 de la Ley General de Control Interno, ha señalado que, para la gestión de las regulaciones administrativas aplicables al auditor y subauditor internos de las entidades sujetas a la LGCI, así como para la aplicación de movimientos del personal de la auditoría interna y el análisis de situaciones en las cuales las regulaciones administrativas aplicables a éste puedan afectar negativamente el desarrollo de la actividad de auditoría interna. [5:  Ver oficio Nro. 04495 (DFOE-ST-0015) de 7 de mayo de 2014. Contraloría General de la República.
] 




La norma en mención fue planteada por el legislador buscando un modelo de organización para los dos componentes orgánicos del sistema de control interno institucional, el cual se conforma por el jerarca y los titulares subordinados como parte del primero de esos componentes, y por otro lado la auditoría como apoyo a la administración en los esfuerzos para fortalecer dicho sistema y asegurar razonablemente el logro de los objetivos institucionales. 



En ese sentido, el artículo 24 de cita, por un lado recoge la condición jerárquica del auditor y subauditor internos respecto del jerarca, quien los nombra y determina las regulaciones administrativas que les resultan de aplicación; y por otro lado impone la obligación del jerarca de no afectar negativamente la actividad de auditoría interna, la independencia funcional y de criterio del auditor y el subauditor interno y su personal en la implementación de las regulaciones y decisiones que se instauren en cada institución; las cuales deben ser propicias para el desarrollo de la actividad independiente, objetiva y asesora de la auditoría[footnoteRef:6].  [6:  2Oficio No. 08176 (DFOE-ST-0037) de 11 de junio de 2015. Contraloría General de la República.] 




Para el aseguramiento de la protección de la función de auditoría interna, el legislador reguló un mecanismo particular que crea un fuero de protección a favor de los funcionarios de dicha unidad, que consiste en imponer la obligación al jerarca de obtener una autorización particular por parte del auditor interno de previo -entre otros supuestos- al movimiento de personal. En síntesis, la regla general de que la competencia la ejerce de manera unilateral por parte de quien ostente el cargo de jerarca, se rompe en el caso de funcionarios de auditoría interna para implementar un requisito de validez, obligatorio para el movimiento de los funcionarios de la Auditoría Interna.



En este punto es necesario señalar el Dictamen de la Procuraduría General de la Repúblicano. 179 del 10 de mayo del 2006, el cual cita al Ex magistrado Jinesta lobo sobre este tema, destacando lo siguiente:



“…Recuérdese que según lo expresa la doctrina, la autorización es un presupuesto de validez del acto administrativo que puede ser vista como un “acto de habilitación o permisión” por el que ante el requerimiento del administrado y tras el correspondiente estudio por parte de la Administración, se le concede la facultad de ejercer derechos preexistentes, o bien, como “acto de fiscalización o control” preventivo o “ex ante” - propio del caso en estudio -, consistente en: “.... una declaración de voluntad administrativa constitutiva o de remoción de obstáculos preexistentes para superar los límites que el ordenamiento jurídico le impone al libre desenvolvimiento de la actividad pública. Es un acto de control, puesto que, por su medio un órgano o ente faculta a otro para que dicte un acto, despliegue una actividad o realice un comportamiento. En estos casos, antes de la emisión del acto administrativo definitivo, se debe dictar un acto autorizante, puesto que el primero sin el segundo es relativamente nulo, la autorización integra la voluntad administrativa y su omisión solo puede ser subsanada por confirmación expresa y posterior. Hay dos actos uno principal - autorizado - y el secundario - autorizante -, desde luego, que por ello no debe confundirse con el acto complejo, ya que el principal es independiente del que autoriza. (...). El acto autorizante produce efectos ex nunca, desde su emisión, puesto que la autorización es un requisito de validez del acto definitivo ulterior razón por la que debe producirse antes del dictado del acto principal ...” - el subrayado es nuestro - (Jinesta Lobo, Ernesto. Op.cit. Pp: 449-450).



De lo anterior, debe tomar en consideración el Consejo Superior que, la Ley General de Control Interno, en lo relacionado con el movimiento de personal marcó lo siguiente: 



a) El jerarca es el único quién podrá establecer las regulaciones administrativas aplicables a la Auditoría Interna, y en todo caso no podrá afectar negativamente su actividad y la independencia funcional y de criterio. (artículo 24)



b) El movimiento de personal, deberá contar con la autorización del auditor interno; todo de acuerdo con el marco jurídico que rige para el ente u órgano, como un requisito de validez del acto administrativo.  (artículo 24) 



c) La Auditoría Interna ejercerá sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y los demás órganos de la Administración Activa. (artículo 25)



d) [bookmark: _Hlk76664099]El jerarca deberá asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión y la auditoría interna ejecutará su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir su plan de trabajo. (artículo 27)



e) Las plazas vacantes que, por cualquier razón, tengan lugar en los puestos de la auditoría interna, deberán llenarse en un plazo máximo de tres meses, contado a partir del momento de la vacante. El plazo podrá prorrogarse por otros tres meses, por razones debidamente acreditadas en el expediente que se confeccione al efecto.



f) 

La disminución de plazas por movilidad laboral u otros movimientos en la auditoría interna, deberá ser previamente autorizada por el auditor interno.



Los requisitos para la creación y ocupación de plazas de la auditoría interna que definan la Autoridad Presupuestaria u otras instituciones competentes, deberán considerar, en todo momento, sus necesidades reales y no podrán ser aplicados en perjuicio del funcionamiento del sistema de control interno de la institución. (artículo 28)



g) El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley. (artículo 39)



Además, la Contraloría General de la República mediante criterio DFOE-IFR-0186 (06736) del 16 de mayo de 2019 analizó ampliamente este tema referente a las regulaciones administrativas que afectan negativamente la función de la Auditoría Interna, en el cual expuso:



Por medio de los “Lineamientos sobre gestiones que involucran a la Auditoría Interna presentadas ante la Contraloría General de la República”[footnoteRef:7], este órgano contralor actualizó la normativa atinente a las gestiones relacionadas con la actividad de las Auditorías Internas institucionales. Dichos Lineamientos definen los requerimientos mínimos que deben ser observados en las gestiones relacionadas con las actividades de las Auditorías Internas del sector público y son de acatamiento obligatorio por parte de los jerarcas, titulares subordinados y las Auditorías Internas y de otras instancias que tengan participación o injerencia en las gestiones que los Lineamientos regulan.  [7:  Resolución R-CO-83-2018 de las 8 hrs. del 9 de julio del 2018.] 




Las consultas 1 y 2 formuladas en esta oportunidad, refieren a la posibilidad de que la administración pueda de manera unilateral variar o dotar de ciertas especialidades a las plazas, vacantes o en propiedad, que se encuentra asignada de la Auditoría Interna y si una vez realizadas esas especialidades, puede también, de manera unilateral, realizar nombramientos, suspensión, remoción u otros del personal de esa Auditoría Interna. 



Sobre el particular, los referidos Lineamientos establecen en sus apartes No. 5.1 y 5.3 en lo que interesa, los criterios que se deberán observar para la gestión de las regulaciones administrativas aplicables tanto al Auditor y Subauditor Interno como para la aplicación de movimientos para el resto del personal de la Auditoría Interna y el análisis de situaciones en las cuales las regulaciones administrativas aplicables pueden afectar negativamente el desarrollo de la actividad de la Auditoría Interna.



También, en lo atinente a los recursos de la Auditoría, el punto 6.3.2 de la citada norma, señala que la Auditoría Interna debe tener libertad para ejecutar sus recursos presupuestarios, de personal y de otra naturaleza, conforme lo dicten sus necesidades para cumplir con su plan de trabajo. Se estipula, que en caso de cambio de destino de esos recursos asignados a la Auditoría Interna “el jerarca deberá valorar el criterio del titular de dicha unidad, en resguardo de su independencia funcional y de criterio y de la prestación de los diferentes servicios atinentes a la actividad” 



Concretamente en lo que respecta al recurso humano, el aparte 6.3.3 indica que la Auditoría Interna debe contar con un número determinado de funcionarios que les permita ejercer su actividad con la debida oportunidad, cobertura y disponibilidad. El jerarca institucional y los funcionarios a los que se les asigna la labor de proveer tales recursos, deben tomar las previsiones pertinentes para garantizar a la Auditoría Interna, dentro de las posibilidades institucionales, los recursos humanos suficientes y necesarios. Las vacantes que surjan deben suplirse atendiendo a los requerimientos que establece el ordenamiento jurídico. Cuando se pretenda disminuir plazas de la Auditoría Interna se debe contar con la autorización previa del titular de la Auditoría Interna. El razonamiento legal y técnico que emita éste, también debe ser considerado por el jerarca cuando se valore la posibilidad de llenar una plaza, dentro de los términos que establece el artículo 28 de la Ley General de Control Interno.”



De esta forma, puede desprenderse con meridiana claridad, que si bien el jerarca es el responsable de la administración del órgano o ente y de emitir las regulaciones pertinentes para tal efecto, cuando dichas decisiones involucren recursos o personal asociado a la Auditoría Interna, debe de valorar las particulares afectaciones que ello pueda tener en la función de la Auditoría, y para ello, conforme con lo expuesto, el que sus actuaciones no causen menoscabo o impacto negativo en la actividad propia de la Auditoría Interna. En ese sentido, la participación del Auditor, como jerarca de esa unidad, a través de su criterio sobre esos aspectos, resulta ineludible.



 Esta Contraloría General ha manifestado en otras oportunidades, en lo que compete a la administración de los recursos, y que resulta también aplicable a lo consultado en esta oportunidad, en relación con la necesaria participación y coordinación tanto del jerarca institucional como de la propia Auditoria, señalando que “...en todo el proceso de planificación y presupuestación de recursos del que participa la Auditoría Interna como unidad administrativa se debe buscar la armonía institucional, de modo que esté presente la coordinación y fluya en los mejores términos la comunicación vertical y horizontal de manera oportuna, buscando dar el uso racional y eficiente que se debe a los escasos recursos públicos con que se cuente, todo con el afán de cumplir con los diferentes planes, objetivos y metas de las diferentes unidades administrativas y de la institución como un todo. Es oportuno tener presente que la administración activa y la auditoría interna tienen actividades complementarias y no antagónicas, la primera es responsable del Sistema de Control Interno y la segunda mediante el ejercicio de su función le corresponde apoyar a la administración en los esfuerzos para el fortalecimiento del Sistema citado y en el aseguramiento razonable del logro de los objetivos y cometidos institucionales.”[footnoteRef:8]  [8:  DFOE-DL-1006(14309) del 17 de noviembre de 2017.] 




En relación con la última consulta formulada relacionada con la validez e implicaciones legales que podrían tener los actos administrativos relacionados con los movimientos del personal que no se ajusten a lo preceptuado por el artículo No. 24 de la Ley General de Control Interno, debe indicarse, en primera instancia, que ello debe de ser analizado de frente a cada caso concreto. Los Lineamientos ya citados, establecen pautas para los casos que, a criterio del Auditor, una regulación administrativa afecte de manera negativa el ejercicio de las funciones legalmente asignadas a la actividad de Auditoría Interna. En ese sentido, se dispone en el aparte 5.5, que “...las regulaciones administrativas aplicables al personal de la Auditoría Interna no pueden impedir, amenazar ni afectar negativamente los requisitos de independencia y objetividad que corresponde observar al personal de la Auditoría Interna en el ejercicio de las actividades que les son inherentes. Si se determina que una regulación no cumple este requisito, la administración activa deberá realizar las salvedades o ajustes pertinentes para su aplicación al personal de la Auditoría Interna, conforme se indica en esta normativa.” (El resaltado es propio).



V. Consideraciones finales.



El criterio emitido por la Dirección Jurídica mediante oficio N° DJ-C-421-2021, del 29 de julio de 2021, es impreciso a la hora de ahondar en el espíritu y esencia de la Ley General de Control Interno, toda vez, que confunde el tema de las obligaciones y las facultades que le son otorgadas a la Auditoría Interna, pues, de la normativa expuesta se debe tener claridad que, en los aspectos administrativos y generales de funcionamiento de la Auditoría Interna como es la asignación de recursos, se tomará en cuenta el criterio del Auditor, pero, estará sujeta a las disposiciones que determine el Jerarca, sin embargo, distinto sucede cuando se pretende realizar movimientos del recurso humano, porque el artículo 24 exige una autorización expresa del auditor interno para que se pueda disponer de ese recurso, es decir, irremediablemente, el jerarca está sujeto a un requisito sine qua non, para lo pretendido y sin el cual no será posible efectuarse, porque estaría viciando de nulidad absoluta cualquier acto en contrario e incurriendo en responsabilidad administrativa y civil, de todos los funcionarios que obstaculicen o retrasen el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, esto último al tenor del artículo 39 de la LGCI.



VI. No autorización del Auditor Interno ante la solicitud de la Administración Activa. 



Con las facultades que me otorga la Ley General de Control Interno y con el asidero jurídico antes esbozado, no autorizo el movimiento de personal actualmente adscrito a la Auditoría Interna para ser destinado ahora a la fiscalización de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, por las siguientes razones: 



Primero, la Auditoría Judicial, actualmente, cuenta con el personal mínimo indispensable para desarrollar a plenitud con su gestión, detallada en el Plan Anual de Trabajo aprobado por Corte Plena en sesión No. 006-2021, con fecha 08 de febrero del 2021, ARTÍCULO II, debidamente comunicado a la Contraloría General de la República en su función de rectoría  y cuyo cumplimiento está sujeta la Evaluación del Desempeño de mi persona como titular del Departamento. 



Segundo, con lo pretendido por el Consejo Superior, se debilita la tercera línea de defensa como uno de los pilares propuestos por el legislador con la Ley General de Control Interno, pues, tal medida que se procura implementar, restringe la capacidad del Sistema de Control Interno Institucional para la gestión y manejo de diferentes riesgos: operativos, legales, financieros, reputacionales, entre otros, lo anterior al observar la dimensión actual del Universo Auditable que debe manejar la Auditoría Judicial.



Tercero, la Auditoría Interna, desde el año 2019, viene desarrollando y fortaleciendo sus labores de investigación relativas a presuntos hechos irregulares, esto al tenor de lo dispuesto por la Contraloría General de la República, mediante los Lineamientos generales para el análisis de presuntos hechos irregulares (resolución R-DC-102-2019 del 14 de octubre de 2019), por ello, trasladar ahora a funcionarios que cumplen esta función tan importante en la actualidad, afectaría irremediablemente, el actual Plan Anual de Trabajo, el cual se encuentra en ejecución y causaría de forma concomitante un desequilibrio irreparable en el ambiente de control interno institucional. Esta situación, además, me colocaría en un contexto difícil para cumplir con los requerimientos planteados por la Contraloría General de la República y los planes de Trabajo de la Auditoría Judicial hacia el futuro, por el debilitamiento en la cobertura del sistema de control interno a raíz del escaso recurso humano.



[bookmark: _Hlk80098630]Por último, como se dijo líneas atrás, el criterio jurídico DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, del cual nos conceden audiencia, debe aclararse que el artículo 27 que refiere el Director Jurídico, establece el deber de la institución de asignar los recursos humanos, materiales, tecnológicos, de transporte y otros necesarios y suficientes para que la auditoría interna pueda cumplir su gestión y ejecutar su presupuesto, conforme lo determinen sus necesidades para cumplir con el plan de trabajo, tomando en cuenta el criterio del Auditor. Sin embargo, para el caso que nos ocupa, al pretender realizar un traslado de personal, la norma que debe prevalecer es el artículo 24 de la Ley General de Control Interno y la norma 5.11 de los Lineamientos sobre gestiones que involucran a la Auditoría Interna presentadas ante la Contraloría General de la República, (Resolución R-DC-83-2018) el cual dispone que de previo a realizar movimientos del personal de Auditoría se deberá contar con la autorización del Director de la Auditoría Interna como un requisito indispensable de validez, para lo pretendido por parte del Administración Activa y sin el cual no será posible efectuarse, viciando de nulidad absoluta cualquier acto en contrario e incurriendo en responsabilidad administrativa y civil, de todos los funcionarios que obstaculicen o retrasen el cumplimiento de las potestades del auditor, el subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, esto al tenor de lo dispuesto en el artículo 39 de la ley citada.



De esta forma dejo contestada la audiencia conferida.”



-0-



[bookmark: _Toc82767060][bookmark: _Toc82767772]Analizado por este Consejo lo manifestado por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio número 1107-52-UJ-2021 del 20 de agosto de 2021, se acordó: Trasladar a conocimiento de la Corte Plena, el criterio jurídico DJ-C-421-2021 del 29 de julio de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, así como lo manifestado por el máster Roberth García González, respecto al criterio de cita, para que se analicen como parte de las diligencias que sobre este tema tiene pendiente de resolver.”
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SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER ROBERTH GARCÍA GONZÁLEZ, AUDITOR JUDICIAL.



ENTRA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO.



Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Este artículo es un informe de la Dirección Jurídica sobre el análisis de si la Auditoría Judicial deberá incluir dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora. Y es el informe relacionado con el cambio de nomenclatura de la Sección del Fondo y Jubilaciones.



Acuerdo del Consejo Superior relacionado con la posibilidad de que la Auditoría interna del Poder Judicial audite el Fondo de Jubilaciones, ahí hay una discusión que es importante que Corte resuelva.



La Secretaría General de la Corte remitió a estudio y análisis de la Dirección Jurídica el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del 8 de marzo del año en curso.



Expondría el Director Jurídico y el Auditor, hay una diferencia de criterio, vamos a escuchar a don Rodrigo Campos y a don Roberth García.



Don Rodrigo, es que su criterio por un dictamen tiene que ver con algo que debe ser conocido por Corte y resuelto por Corte, que es si con recursos de la Auditoría Judicial, se pueden mantener las funciones para auditar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que es un tema que por el conocimiento que ha tenido ha dado lugar, hay como ciertas zonas grises en este tema.



Yo sé que don Roberth también tiene su posición.



Podemos comenzar con usted don Rodrigo, que resuelva el tema que se le pregunta a la Dirección Jurídica, y luego escuchamos a don Roberth García sobre el tema, que me parece que él tiene la idea tampoco, me da la impresión, que la Auditoría tampoco debe incursionar en esa función.



Es interesante, como telón de fondo de esto, bueno, en primer lugar, o dos aspectos que son importantes; uno, es un tema que ya hemos hablado y que el propio órgano contralor de la Junta de Pensiones, se interesó doña Rocío Aguilar, que es el tema de no fijarle ninguna dieta o salario a los miembros de la Junta, que ese es un tema que la propia doña Rocío Aguilar expresó que quiere impulsar un cambio en la Asamblea, que es importante.



Y el otro tema es también que se fijó un porcentaje para contribución de gastos, pero se fijó el que tiene JUPEMA, pero no se tomó en cuenta que JUPEMA tiene otras fuentes de ingreso, lo hicieron igual pero no tomaron en cuenta que JUPEMA tiene otras fuentes de ingreso. Eso me parece que es porque esta ley fue hecha con precipitación, y entonces tenemos esas amenazas que son importantes de resolver, de conocer y de abordar en una futura reforma legislativa, que ojalá sea acogida con el cuidado que el tema de pensiones tiene. Don Rodrigo, tiene la palabra”.



Se concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, quien expone: “Buenas tardes, señores magistrados y señoras magistradas. Conforme se solicitó en su momento, vamos a hacer una exposición del criterio que se emite a raíz de la gestión que en su momento realizó la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, con el fin de que la Auditoría del Poder Judicial, asumiera las labores de la Auditoría propia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.	



Vamos a hacer una pequeña introducción de carácter general para poder posicionarnos ya propiamente en el caso concreto de lo que es la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones.



Vamos a ver, en el caso de la administración pública costarricense tenemos una maraña muy amplía de diferentes sujetos públicos que se relacionan entre sí, que se vinculan entre sí.



Entonces, tenemos desde lo que es propiamente los poderes de la República, que forman parte del ente público mayor llamado Estado y que se conforma por parte de los ministerios, los órganos constitucionales y propiamente ya los órganos administrativos que tienen estos poderes, y ocasionalmente como el caso de la Junta, órganos con personalidad jurídica instrumental.



También tenemos en esta maraña institucional, entes públicos menores que son básicamente las instituciones descentralizadas, las instituciones autónomas y las municipalidades, que a su vez están constituidas por órganos y con órganos con personalidad jurídica instrumental.



Y bueno, en este universo también tenemos entes públicos no Estatales, que son básicamente los Colegios Profesionales y aquellos entes de base corporativa -no sé- la Liga Industrial de la Caña, el Instituto del Café, el Instituto del Arroz, todos estos entes que tienen una base corporativa.



Entonces, toda esta maraña de sujetos públicos, como ya dijimos y ya sabemos, se vinculan entre ellos de una manera muy dinámica, tiene que ser así para que la administración pública actúe de una forma concertada, de una forma lo más ordenada posible, y sobre todo para que, en determinados supuestos permitidos por el ordenamiento, el ente público mayor, en este caso el Estado, pueda emitir directrices, lineamientos y disposiciones a los entes públicos menores.



Ahora, en esas formas de relación jurídica que se dan entre estos diferentes sujetos públicos, sabemos que hay, va a haber relaciones intersubjetivas y relaciones inter orgánicas. En el caso propiamente de las relaciones inter orgánicas, vamos a determinar que hay relaciones entre órganos de la misma naturaleza, y a veces hay relaciones entre órganos comunes y silvestres -digamos- con lo que son los órganos con personalidad jurídica instrumental.



En orden a lo anterior, hablamos de relaciones intersubjetivas, cuando se dan entre sujetos de derecho público, entre entes, entre poderes de la República y los entes o entre poderes. Llamamos a ese tipo de relaciones, relaciones intersubjetivas, y en el caso de los poderes, lo que esta Corte reiteradamente ha valorado y ha analizado en sus decisiones, en el sentido de que entre poderes no hay ni relaciones de dirección ni relaciones de jerarquía, y que precisamente los cuerpos normativos que en algún momento han propendido a crear relaciones de dirección, chocan con el bloque de constitucionalidad.



Entonces las relaciones intersubjetivas son entre poderes de la República, o poderes con entes o entre entes, más lo que nos atañe a nosotros y la exposición de hoy, lo que tenemos son diferentes tipos de relaciones que vamos a llamar inter orgánicas. Dentro de un sujeto público, los órganos de ese sujeto público se relacionan, se vinculan.



Entonces, dentro de un sujeto público puede haber órganos de diferente naturaleza, puede haber órganos que no están desconcentrados -que sé yo- la Dirección Jurídica o Planificación aquí.



Hay órganos que tienen una desconcentración mínima, que son como las Administraciones Regionales que tiene el Poder Judicial. Hay órganos con desconcentración máxima, que es el caso del Ministerio Público. Y hay órganos con desconcentración máxima que tienen personaría jurídica instrumental, o sea, son órganos que tienen la mayor desconcentración y tienen un plus. ¿Cuál es el plus? La personería jurídica instrumental, el caso propiamente de la Junta. 



Y entonces, en estas relaciones inter orgánicas tan complejas que prevé el ordenamiento jurídico costarricense, vemos como hay una vinculación del jerarca con determinados órganos según el nivel jerárquico que haya, y vamos a ver cómo entre esas relaciones algunas de esas relaciones están más limitadas y otras más posibilitadas por el propio ordenamiento.



Así lo diseñó el legislador al crear la figura de la descentralización por el constituyente del 49, así lo planteó posteriormente el legislador cuando en la administración del ex presidente Trejos Fernández se le quita autonomía de gobierno a la mayor parte de entes públicos y solo se le deja autonomía administrativa, y así lo fue desarrollando el legislador conforme fue pasando el tiempo, al crear órganos con personalidad jurídica instrumental.



Tradicionalmente los órganos no tienen presupuesto propio, tradicionalmente los órganos no tienen personería propia, tradicionalmente los órganos no son un centro de imputación de responsabilidades. Ejemplo, la Dirección Jurídica, Planificación, Proveeduría, la Dirección Ejecutiva; son órganos que no tienen un presupuesto propio, sino que es el presupuesto del Poder Judicial, no tienen una personería jurídica propia, sino que es la del Poder Judicial y no tienen una responsabilidad propia.



O sea, si hay alguna acción u omisión de la Dirección Jurídica, de Planificación, de Proveeduría, la Dirección Ejecutiva, etcétera, ¿se demanda a quién? se demanda al Estado, se demanda al Estado y no se demanda a estos órganos, porque en este caso ellos son órganos en el término tradicional -digamos- del concepto de órgano.



Cuando hablamos de este tipo de órganos, los ejemplos que les acabo de poner, hay diferentes tipos de relaciones, relaciones de dirección y jerarquía; entonces, cuando hay este tipo de relaciones, el superior tiene dirección y tiene jerarquía con ellos. Ya sea la Corte Suprema de Justicia o ya sea el Consejo Superior, le puede ordenar el hacer la actividad, puede emitirle directrices, puede vigilar el cumplimiento de cómo actúa, tiene también la potestad jerárquica disciplinaria, tiene la potestad de dar órdenes, e inclusive, de avocarse competencias. Ejemplo, esta norma expresa que está en la Ley Orgánica, ocasionalmente se avoca competencias del Consejo Superior.



Pero bueno, ¿esto por qué es así?, bueno, porque el mismo ordenamiento que está en la Ley General de Administración Pública establece que en esta relación inter orgánica del superior con los inferiores, a esas relaciones de dirección y jerarquía.



El tema pasa porque en algún momento el legislador creó la figura de los órganos con personalidad jurídica instrumental, no es casualidad que ponga el animalito este, tanto la Procuraduría General de la República como la doctrina dice que son ornitorrincos jurídicos. ¿Por qué?, porque tienen el alma de ente, pero el cuerpo de un órgano. ¿Por qué?, porque los órganos con personería jurídica instrumental son como los hermanos que tienen ciertas ventajas en la familia.



Mientras dijimos que la Proveeduría, mientras que dijimos que la Dirección Ejecutiva, Dirección Jurídica, no tenemos personería propia ni presupuesto propio, los órganos con personería jurídica instrumental tienen presupuesto propio, personería jurídica propia, pueden ser hasta demandados en materia Contencioso Administrativa y tienen esa máxima desconcentración.



El caso de la Junta. La Junta tiene esas características, al tener esas características, implica que y al tener máxima desconcentración, el jerarca no puede avocarse competencias de la Junta, o sea, no le puede tomar esas competencias, no puede revisar ni sustituir las conductas específicas de la Junta, no puede darle órdenes, instrucciones, ni circulares a la Junta, el jerarca, la Corte; pero sí tiene una potestad sancionadora. Esto va a ser determinante para la conclusión que vamos a llegar con posterioridad. 



Eso está en el artículo 83 de la Ley General de la Administración Pública, que habla que cuando hay desconcentración mínima, el superior no puede avocarse a la competencia ni revisar o sustituir la conducta y que cuando la desconcentración sea máxima, el inferior está sustraído, además, de órdenes, instrucciones o circulares del superior.



Entonces, en el caso de la Junta, le aplicamos plenamente la norma, sobre todo el 83.3, y aparte de eso, vamos a decir que tiene personería jurídica propia. Y al ser un órgano con personalidad jurídica instrumental, la Junta, va a poder realizar todos los actos administrativos, los contratos necesarios para el cumplimiento de sus fines, va a administrar su presupuesto y va a administrar sus recursos. 



Vamos a ver, la Junta es un equivalente en cuanto a naturaleza jurídica, a lo que es CONAVI, COSEVI, la Comisión Nacional de Emergencias, el Museo Nacional; hay una gran cantidad de órganos que tienen estas características propias. El legislador en algún momento optó por no crear más entes, sino mantener órganos dentro de entes o ministerios, pero con estas características particulares. 



Al tener la Junta entonces esta característica de órgano con personería jurídica instrumental y una máxima desconcentración, tiene toda la posibilidad entonces de administrar sus recursos y tiene todas las competencias propias inherentes para ellos. 



En la familia judicial de los órganos, entonces vamos a tener muy resumidamente estos, vamos a tener los órganos comunes y silvestres: Dirección Jurídica, Dirección Ejecutiva, Planificación, Informática -que sé yo-. Vamos a tener ciertos órganos que tienen máxima desconcentración: Ministerio Público y el OIJ. Y va a haber un órgano -el que está señalado ahí con un colorcito diferente- que aparte de tener máxima desconcentración, tiene personería jurídica instrumental, tiene ese plus. 



Ahora, cuando se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el legislador fue claro en lo que quería, se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial que contará con plena independencia funcional, técnica y administrativa para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley. La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo.



Y en la parte de competencias va a decir algo muy importante, va a decir que le toca a la Junta dictar las normas para el nombramiento, suspensión, remoción y la sanción del personal. O sea, estaba pensando que iba a tener personal propio, así como aprobar el Plan Anual Operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.



¿Ahí qué es lo que está haciendo el legislador?, pues, reforzando el concepto de la personería jurídica instrumental. Está diciendo: mire Junta usted va a tener la plata, usted va a tener que auto administrarse, y derivado de ello, casi que por esencia misma de estas potestades que tiene la Junta, el control, el deber de rendir cuentas. 



Se refuerza con uno de los párrafos de la 239, se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá a deducir un cinco por mil de los sueldos que devengan los servidores judiciales, así como las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán, entre otros, los salarios de su personal y en general sus gastos administrativos.



Nuevamente ahí se reafirma entonces que, para el cumplimiento de la naturaleza jurídica propia de la Junta, órgano con personalidad jurídica instrumental, y por ende, con máxima desconcentración, el legislador planteó que la Junta tenía la posibilidad de financiar su personal, o sea, su planilla, con los recursos del cinco por mil de los sueldos. 



Ahora ¿qué es lo que pasa?, bueno, en su momento la Junta nos pide el criterio respecto del tema del control que hay que ejercer sobre la Junta por parte de la Auditoría y las funciones propias inherentes de la Auditoría. 



En nuestro criterio DJ-171-2021, y quiero que vean la fecha muy concretamente de 5 de abril de 2021, nosotros indicamos que el pronunciamiento ya de la Contraloría desde agosto del 2018 sobre el tema, había dirimido el tema, ¿por qué?, porque la Contraloría en agosto del 2018 dijo, bueno, ahorita vamos a ver, dijo -palabras más, palabras menos- la Auditoría del Poder Judicial no le corresponde auditar a la Junta, la Junta tiene que tener su propia auditoría -palabras más, palabras menos-. 



Y ese pronunciamiento de la Contraloría General de la República, el DFOE-PG-436 del 10 de agosto del 2018, pues es parte del que tiene la competencia exclusiva y excluyente en materia de control, la Contraloría General de la República.



Asimismo, el criterio nuestro, ya en el análisis particular que hacemos, consideramos nosotros que la naturaleza jurídica de la Junta, su especialidad, su financiamiento propio y sus regulaciones propias, lo que propenden o lo que tienen inherente, es tener su propia auditoría pagada con recursos propios. 



Y lo que establecemos es que hay que tomar en consideración que hay una diferenciación y una especialidad en cuanto a las competencias de la Junta respecto del Poder Judicial; y aquí sí queremos destacar algo, nunca dijimos que era una relación inter orgánica, siempre hemos mantenido que es una relación intersubjetiva, pero que tiene que respetar la naturaleza jurídica propia de la Junta. 



Entonces, ahí adicionalmente concluimos que no estima esta unidad asesora que en criterio 021-2021 de la Procuraduría, que es la base de la solicitud que nos hace la Junta a nosotros, del cual esta unidad asesora posee reservas en cuanto a la interpretación que da la Junta, y aún las seguimos teniendo esas reservas, habilite a considerar que la Auditoría Judicial o los órganos del Poder Judicial, deban ejercer competencias permanentes de apoyo. 



En razón de nuestro criterio, y dado que a la Junta no le pareció nuestro criterio, plantea el acuerdo 11-2021 del 8 de marzo del 2021, artículo VIII, en donde dice: “Hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronuncie que en cuanto a que la Junta sea auditada por la Auditoría Judicial considerando el criterio de la Procuraduría General de la República.”



Entonces, lo que hace la Junta es enviarlo a esta Corte, y es el objeto de mi intervención hoy, para que, teniendo a la vista el criterio de la Procuraduría, pues, se aplique la interpretación que ellos hacen de ese criterio, y con base en eso, pues se indique que la Auditoría Judicial le corresponde auditar a la Junta. 



Sin embargo, hay un elemento importante a tomar en consideración, como dijimos, desde agosto del 2018 ya la Contraloría había dicho que no le correspondía a la Auditoría Judicial auditar la Junta, y en mayo del 2021, dos meses después de nuestro criterio, el DFOE-042 del 28 de agosto del 2021, este criterio, en dos meses posterior a nosotros, viene a ratificar, a validar y a coincidir plenamente con el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.



Porque la Contraloría lo que indica es que hay una falta de competencia de la Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora.



Entonces, hay dos criterios coincidentes, concluyentes, en el sentido de que la Auditoría Judicial no puede prestarle servicios de auditoría a la Junta, y que coinciden plenamente con el criterio de la Dirección Jurídica. 



Me voy a permitir leer unos párrafos de ese informe porque es interesante la valoración que hace, dice:



“El órgano contralor interpreta que la Junta está entendiendo el dictamen 021-2021, el de la Procuraduría, desde un punto de vista orgánico, esto es que por ser un órgano inserto en la estructura vertical del poder procede la fiscalización por parte de la Auditoría Judicial”.



Indica la Contraloría:



“Al respecto debe indicarse que la Contraloría General no concuerda con dicha conclusión, lo cual no se desprende del dictamen, el cual como quedó analizado solo se refiere a la naturaleza jurídica de la Junta sin entrar al análisis del sistema de Control Interno, que en dicha configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto de la Junta y del Fondo de Pensiones y Jubilaciones”.



Más contundente es el último párrafo, el siguiente párrafo que voy a plantearles:



“El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del Auditor Judicial.”



Entonces, la Contraloría reafirma de una manera todavía más tajante, que la Auditoría Judicial, no es competente para auditar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



Y aquí solamente tener claro que la misma Ley Orgánica de la Contraloría General de la República le da carácter de rector en materia del ordenamiento de control y fiscalización a la misma Contraloría. Entonces, aquí las disposiciones, las normas, políticas, directrices, los criterios que dicten dentro de la competencia, son de acatamiento obligatorio y prevalecen sobre cualquier otra disposición.



Ahora, algo importante es que en algún momento se planteó, lo que podemos hacer es quitarle a la Auditoría dos servidores o tres servidores y pasarlos a la Junta y con eso arreglamos ese problema. 



Y entonces le quitamos esas personas y esas personas se van a trabajar para ahí. Lo que pasa es que la Ley General de Control Interno establece en su artículo 24, y aquí hay una norma que en algún momento no habíamos citado, y después la Auditoría en un informe lo recordó, que es esta, que, para el nombramiento, traslado, suspensión, remoción, concesión de licencias y demás movimientos de personal deberán contar con la autorización del auditor interno. La norma está ahí”.



Interviene el Presidente, magistrado Cruz: “Don Rodrigo, qué interesante el artículo 24, porque es como blinda mucho al auditor, el auditor queda mejor que como quedamos nosotros con la Ley de Empleo Público”.



Prosigue el máster Campos Hidalgo: “Un poco el objetivo del legislador, a mí me tocó trabajar no aquí en el Poder, sino en el ente donde yo laboré hace bastantes años, estudiar estas normas cuando estuvieron saliendo, y el concepto básico fue blindar las auditorías de manera tal que de alguna forma no fueran - es una palabra coloquial pero es la más sana- “manoseadas” -digamos- por una administración activa, quitándole o removiéndole recursos; no estoy diciendo que este sea el caso, vemos que hay una necesidad pública, pero ese fue el objetivo de la norma y de alguna forma el concepto blindaje es el que mejor se adecua a esto. Y se reafirma con el 28 en cuanto al tema de que se requiere la autorización del auditor interno, de los movimientos de plazas que puedan ser vacantes y otros movimientos que se hagan.



Este concepto está, y la idea eventual también, de como una especie de plan B, restarle personas y trasladarlas a la Junta, tendría que pasar por el tamiz de la autorización del auditor interno. 



Un elemento adicional que creo importante que el decisor tome en consideración, es que la SUPEN emitió el reglamento de riesgos, y en el reglamento de riesgos de la Superintendencia de Pensiones, se establecen como tres líneas de defensa en el tema de los órganos o sujetos públicos o privados que administren fondos de pensiones, y entonces habla de tres líneas de defensa.



Una primera línea de defensa, que es la gestión diaria de riesgos, donde se ve el apetito de riesgo que tenga cada órgano, ente o empresa, y ya es un tema que ellos tienen inclusive cómo medir y cuantificar ese apetito de riesgo.



Habla también de una segunda línea de defensa, que es ya el control y seguimiento que ellos hacen, SUPEN, a los diferentes órganos o empresas dedicadas a esto.



Pero habla de una tercera línea de riesgo, y en esta línea de riesgo, la tercera, la SUPEN indica que consiste en el funcionamiento de una auditoría interna, independiente y efectiva.



Entonces, también SUPEN en cuanto a la reglamentación propia que tiene en el tema de los riesgos de este tipo de actividad, -recordemos que en el derecho público económico, la idea es que hay determinadas actividades en que el legislador tiene especial inherencia por lo que maneja-, y estamos hablando de la actividad bancaria, la actividad de las pensiones, la actividad de las telecomunicaciones, por ahí se me queda alguna otra.



Pero en estas hay toda una cuestión donde lo que ejerce la administración pública son actividades de policía por excelencia, en el cual el Estado o la administración tiene una inherencia más calificada sobre la actividad del órgano, la empresa o el ente, por lo que significa, por el impacto que sea, y para evitar lo que ha sucedido en otros países, inclusive Estados Unidos a principios de los dos mil, cuando fue todo lo de la burbuja inmobiliaria.



Aquí la idea es entonces que la tercera línea de defensa de la SUPEN, ante los riesgos, es propiamente este tema de las auditorías.



Ya casi concluyendo, algunas consideraciones que creemos importantes hacer ver al decisor para que las valore, es tener claro que siempre hay una relación inter orgánica entre la Junta y los órganos del Poder Judicial, es una relación inter orgánica y es una relación en la cual hay que definir, y nosotros ya lo hemos recomendado muy claramente que hay que tener muy claras las líneas de relación que hay entre la Junta, la Corte, el Consejo Superior y los diferentes órganos. Creemos que eso hay que afinarlo todavía más, por hasta por un tema de control interno.



Creemos también importante hacerle ver al tomador de decisiones, este órgano, que pudiera ser un error visualizar simplemente, verlo desde el punto de vista, se ocupan dos personas de Auditoría para la junta, eso es un error, y es un error porque no tiene una visión de control interno como sistema, es que la Junta lo que tiene que tener es un sistema de control interno, tiene que tener un sistema tal que de una vez también de termine sus riesgos, valore sus riesgos y sobre eso se puede hacer la labor de control.



Es también como sistema de control interno que tiene que tener, no dos auditores instalados ahí, no, es que tiene que tener una auditoría, chiquitita, no importa, pero como auditoría, como órgano, con cargos definidos, plazas definidas, con una claridad de independencia funcional, hasta con su propia reglamentación.



Entonces, tiene que tener una visión de sistema, y ha sido un error la visión que se ha planteado de que se ocupan dos plazas, no, es más que eso, mucho más que eso para poder cumplir los mandatos de la Ley General de Control Interno y la Ley Orgánica de la Contraloría en términos de control de la Junta.



Y es que de por sí, hay que tomar en cuenta que la Junta en el tema de riesgos está especialmente expuesta por el tipo de actividad que desarrolla.



Y también importante tomar en cuenta que esta Corte valore, luego vi que ya hay un documento del señor auditor -me imagino que lo va a exponer- el planteamiento que se le haga a la Auditoría sobre este tema, pasando siempre por el restante las normas que establecen las competencias que tiene el auditor institucional, o las instituciones donde haya el auditor institucional, en cuanto a autorizar o no movimientos dentro de su auditoría.



Y tomar en cuenta también que dentro del plan anual de trabajo de la Auditoría, que ha sido conocido por Corte, no se contempla el Fondo, entonces, ya de alguna forma ya esto estaba planteado, ¿en orden a qué?, bueno, en orden inclusive a los criterios emitidos en su momento en el 2018 y luego en el 2021 por la misma Contraloría General de la República, en cuanto al tema.



Así las cosas, nuestro criterio es básicamente ya la Contraloría sobre esto se ha pronunciado dos veces de una manera absolutamente clara. La Dirección Jurídica se pronunció sobre este tema también de una manera clara, y en cual la misma Contraloría coincidió con nuestras apreciaciones.



Lo tercero es si es necesario que la Junta urge, tenga un sistema de control interno.



Y cuarto, estimamos en orden a nuestras valoraciones y a la misma contraloría y la naturaleza jurídica de la misma Junta, que la Junta debe tener su propio órgano de Auditoría interno, y que no es viable que la auditoría institucional le de esos servicios a la Junta, por la especialidad, por la misma naturaleza; pueden haber otras valoraciones, yo las comprendo, de alguna forma todos los que estamos aquí estamos interesados de que la Junta esté muy bien y todo lo demás, pero jurídicamente eso es lo que estimamos procede de nuestra parte”.



MIENTRAS SE ENCONTRABA EN USO DE LA PALABRA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA LA MAGISTRADA ROJAS. 



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias, sigue don Roberth García, pero veo que doña Rocío Rojas me pidió la palabra, ¿quería decir algo doña Rocío?”.



Refiere la magistrada Rojas: “No, si don Roberth, que me interesa muchísimo escucharlo como auditor y como involucrado tiene algo que decir, yo esperaría para tener una, como vengo incorporándome, para tener más elementos de juicio. Sí quisiera decir algo después de él si usted me lo permite”.



Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Claro. Don Roberth García tiene la palabra”.



Hace uso de la palabra el máster Roberth García González, Auditor Judicial, quien expone: “Gracias señor Presidente y gracias, señoras y señores magistrados. Muy buenas tardes a todos y todas. También le doy las buenas tardes a doña Silvia Navarro y por supuesto a don Rodrigo Campos que ha hecho una ponencia bastante completa.



Prácticamente don Rodrigo, me dejaste sin discurso, porque realmente el contenido que yo les traía exactamente es el mismo. Importante rescatar o destacar justamente el criterio de la Contraloría General de la República que, en mi caso, ustedes bien saben que es vinculante y obligatorio.



Para la Contraloría el escenario es bien claro. Recuerden ustedes que esta reforma a la Ley del Poder Judicial en su artículo, don Rodrigo citó el 239, yo quería citarles el 241, porque el 241 incluso nos deja a nosotros no en una tercera línea de defensa como realmente debemos operar, recuerden ustedes que la primera línea de defensa es el control operativo. La segunda línea de defensa es la supervisión. La tercera línea de defensa seríamos nosotros como auditoría interna del Poder Judicial.



Pero resulta que en ese 241 aparecen otras figuras, aparece la SUPEN, aparece la SUGEF y necesariamente la contratación, tal cual lo decía don Rodrigo Campos, de una Auditoría Interna, y les agrego otra auditoría. Esa Junta por fuerza, viendo que operaría de una forma totalmente independiente, como un órgano desconcentrado, debería contratar anualmente un despacho de contadores externos para que también realicen una auditoría anual.



Entonces prácticamente nosotros quedaríamos en una sétima línea de defensa, en un ente totalmente sobre auditado. Y entonces, realmente quedamos sobrando tal cual lo establece la Contraloría.



Importante es, como lo decía don Rodrigo también, este criterio de la Contraloría fue emitido en el 2018 y ratificado en el 2021, pero importante también es que tanto las señoras magistradas como los señores magistrados, comprendan que desde el 2018 nosotros hicimos una restructuración, que es la segunda parte de ese oficio contenido hoy en la agenda de Corte Plena, donde nosotros tuvimos que cambiar radicalmente la función de cobertura del universo auditable del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para dedicarnos a una nueva funcionalidad de la Auditoría, que es justamente el tratamiento a los presuntos hechos irregulares, porque tenemos lineamientos, antes decíamos son lineamientos nuevos, pero realmente fueron de consideración desde el año 2019, octubre del 2019, entraron en vigencia.



Y por supuesto nosotros tuvimos que darle tratamiento especial y convertimos la sección dedicada a la auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, justamente al tratamiento de los presuntos hechos irregulares, cambiándole la nomenclatura incluso, que se la estamos presentando hoy a Corte Plena para su aval, para su acuerdo correspondiente, en el caso que les venga a bien el nombre que le hemos puesto a esta nueva sección que se llama  APAI, es Auditoría para la Prevención y Análisis e Investigación de los presuntos hechos irregulares.



Esa es la propuesta que le llevamos hoy a Corte de cambiarle la nomenclatura a la sección que antes se dedicaba para auditar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



Importante -insisto- en este criterio de la Contraloría, recuerden que el artículo 24 de la Ley de Control Interno, por eso esta ley, yo pienso que tiene una importancia especial y relevante, sobre todo para el funcionamiento de las auditorías internas, porque este artículo 24 es justamente en el que se apoya el criterio de la Contraloría para decir, bueno, no podemos tampoco desbalancear el plan anual de trabajo que tiene la Auditoría, que ya está proyectado, incluso ya estamos comprometidos con el ese plan anual de trabajo que aprobó Corte Plena, justamente para este año 2022, para el período 2022, y que justamente están comprometidos todos los recursos que tenemos para desarrollar ese plan.



Entonces, nos quedaríamos un poco falseados si empezamos a ceder plazas, y de ahí la protección y el blindaje que don Rodrigo les explicaba de ese artículo 24 de la Ley de Control Interno; que nos apoya también el artículo 27, donde se dice que a las auditorías no se les debe cercenar ningún tipo de recurso para cumplir el plan anual de trabajo, se les debe dar los recursos necesarios para poderlo cumplir y así estamos comprometidos tal cual presentamos el plan anual de trabajo a la Corte Plena en las primeras fechas de este año.



Entonces, señoras y señores magistrados, siento que el discurso de don Rodrigo estuvo muy completo, en realidad veníamos con una presentación muy similar, para no decir que reiterada, entonces, no los voy a atrasar ni las voy a atrasar con un contenido igual o equivalente al que les trajo don Rodrigo Campos, a quien le agradezco el enfoque tan completo que presentó. 



Eso es lo que yo les tenía señor Presidente, señoras y señores magistrados, para esta tarde”.



SALE EL PRESIDENTE MAGISTRADO CRUZ, ASUME LA PRESIDENCIA LA MAGISTRADA SOLANO.



Señala la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Muchas gracias don Roberth, un saludo para usted y para don Rodrigo. Don Fernando momentáneamente me cedió el ejercicio de la Presidencia. 



Magistrada Rojas, la escuchamos, muy buenas tardes”.



Manifiesta la magistrada Rojas: “Buenas tardes. Muchas gracias. Yo tengo una inquietud, a mí me parece, y debo felicitar al Director Jurídico por el análisis que hace de los órganos con personalidad jurídica instrumental, yo agregaría, inclusive, que para mí son inconstitucionales, porque la organización administrativa que está en la Constitución Política solo permite la descentralización administrativa en entes autónomos y semi autónomos.



Por tanto, este es un invento que nació en Suramérica de personería jurídica instrumental, que en realidad tampoco es un ente y lo limita, y como decía don Rodrigo, parcialmente correcto, si bien tiene posibilidad para ser demandada y demandar en la jurisdicción Contencioso Administrativa, imagínense que no lo puede hacer de manera autónoma.



Al tenor del artículo 12 del Código Procesal Contencioso Administrativo, siempre tiene que integrarse la litis con el Estado, ¿esto qué significa?, que si la Junta realiza un funcionamiento anormal y es condenada y su patrimonio tiene algún tipo de compromiso, el Estado costarricense, porque pertenece al Poder Judicial, y hay que demandar al Estado porque quien defiende al Poder Judicial es el Estado, tendría que asumir la responsabilidad correspondiente de manera subsidiaria, tal y como lo ha sostenido la Sala Primera en su reiterada jurisprudencia sobre este tema.



A mí la duda y la inquietud que me genera, doña Patricia y compañeros magistrados, es lo siguiente: sabemos que el Fondo de Pensiones costó muchísimo conformarlo, estuvimos en aquella etapa, inclusive haciendo interpretaciones jurídicas para poder hacer la designación de los propietarios y de los suplentes. Sabemos que en este momento inclusive la Junta ha impulsado un gran, más bien ha colocado una gran cantidad de sus fondos en el extranjero, y bueno, es nuestra Junta, y obviamente pues uno se preocupa por su funcionamiento. 



La pregunta que yo hago es, la Junta nuestra, a diferencia de otras Juntas de Pensiones muy sólidas, que hasta tienen edificios ahí cerca de la Corte, carece de esos recursos, al menos en infraestructura, por eso el Poder Judicial le ha suministrado todo el apoyo, inclusive en términos de funcionarios, que creo que no tiene, no sé si tendrá algunos propios ya, pero por lo menos empezó funcionando con todo lo que el Poder Judicial le facilitó en ese momento.



Entonces mi pregunta es, cuando se hace un análisis jurídico, que es correcto, pero ¿cuál es la realidad de la Junta?, ¿realmente está la Junta en condición?, conforme a la Ley de Control Interno, tener su propia auditoría con los recursos que recibe que son los que cobra a todos los que somos sus cotizantes para mantenerse, o el no incluirla dentro del Poder Judicial implicaría que sería una auditoría de papel, porque no tiene recursos para llevarla a cabo.



Me pregunto ¿cuál es la razón por la cual la Junta quiere que el Poder Judicial le colabore también en este extremo?, ¿tiene recursos para hacer esa auditoría? o está acudiendo a que el Poder Judicial asuma, tal vez de manera temporal, no lo sé, esa es mi duda, porque no tiene recursos. ¿Puede la Junta hacerle frente, porque yo tenía entendido que no, a todas las obligaciones que como órgano con personería jurídica instrumental y con desconcentración máxima le dio la ley?, ¿o todavía depende hasta de que el Poder Judicial le suministre el personal para poder funcionar?



¿Por qué?, porque si los dictámenes jurídicos, tanto de Contraloría como de la Dirección Jurídica se basan en una posibilidad jurídica de papel, en el papel, en la ley, pues estaría muy bien el informe. Pero si en realidad lo que la Junta nos está haciendo es trasladándonos un riesgo y nos está diciendo: no tengo recursos ni siquiera para tener los funcionarios propios, no puedo tener mi propia auditoría; entonces, a mí sí me preocuparía que esta situación se quedara sin ningún tipo de control, sobre todo en este momento en que la Junta ha dado pasos muy importantes para la inversión de los fondos.



Esa es una pregunta que yo quisiera tener respuesta, ¿tiene la Junta los recursos para tener su propia auditoría como lo señala la ley?, ¿o está en una situación en que eso no es posible?, y necesitaría, al menos de manera temporal y cautelar, la ayuda del Poder Judicial para cumplir con sus cometidos, ¿o sí es autosuficiente? Porque creo que más allá de la legalidad hay que ver cuál es la realidad de la Junta, y bueno, son muchos recursos y son muchos funcionarios los que dependen de que este órgano tan importante para todos y todas esté en buenas condiciones. 



Entonces, me pregunto ¿por qué la Junta si tiene sus propios recursos, hace ese requerimiento?, ¿realmente tiene ella cómo poder contratar una auditoría y contratar todos estos requerimientos que sí, que la ley le exige?



Como le reitero a don Rodrigo, el informe de don Rodrigo es impecable desde el punto de vista jurídico. Ahora, yo lo que quiero preguntar es si eso obedece a la realidad, y si en realidad estamos en condiciones de decirle a la Junta, no, cumplen el papel porque así dice el papel y nosotros nos desentendemos. ¿Por qué?, porque finalmente, en caso de que sea demandada, también va a responder el Poder Judicial por disposición expresa de ley y yo creo que esa es una situación que nosotros no podríamos obviar. 



¿Cuál es la realidad de la Junta? Si hay que preguntarles a los miembros de la Junta, a mí me gustaría que antes de votar se hiciera esa consulta, y si el señor Auditor o el Director Jurídico tiene esa información, me parece que sería muy importante que me la suministrara para poder hacer una votación informada. Muchas gracias”.



Menciona la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Don Rodrigo”.



Expresa el máster Campos Hidalgo: “Sí, con mucho gusto. Vamos a ver. Yo creo que sería, tal vez conveniente que se pudieran conversar con don Oslean, que es el Director de la Junta, y él les explique la previsión de plazas que ellos tienen dentro de su presupuesto ordinario 2022 con lo del 0.5% y para poder dirimir la consulta de doña Iris Rocío. 



No me atrevo yo a puntualizar, porque he escuchado algunas informaciones, pero me parece que no soy la persona ni autorizada, ni calificada y si don Oslean podría, tal vez ahí explicarnos, porque sí el presupuesto 2022, ellos también tenían que montar un presupuesto, tiene unas previsiones para poder determinar lo que plantea la señora magistrada. Mi sugerencia”.



Agrega la Presidenta en ejercicio, magistrada Solano: “Me parece que lo correcto es preguntarles, hasta donde yo conozco, lo que recuerdo es que sí tenía presupuestado dos plazas para Auditoría.



Recordemos que la Junta tiene, todos los meses nos hace una deducción para el costo administrativo de la Junta, pensaría que de estos recursos, que en este momento ya se acumula una cantidad importante de dinero, tiene suficientes recursos a efectos de que puedan tener para poder costear estos temas.



Sin embargo, quien nos debe dar la respuesta es otra persona. 



Pero le pregunto a don Roberth si él tiene noticias al respecto, tal y cual lo pregunta la magistrada Rojas Morales”.



Indica el máster García González: “Sí, doña Patricia, con todo gusto. Vieras que yo tengo datos añejos -para decirlo de la forma más convergente- de los reportes de la Junta, simple y sencillamente porque la hemos dejado de auditar hace cuatro años.



Entonces, doña Patricia, vieras que yo siento que la persona más indicada debería ser alguien de la Junta Directiva, y en este caso don Oslean es el que maneja toda la situación financiera de la Junta. No sé si le podemos lograr el contacto desde ya para salir todos de dudas, pero entiendo que debería tener la capacidad financiera para justamente conformar la Junta con una estructura, una estructura no solo pensando en dos auditores aislados, sino toda una estructura de Control Interno como debería ser el órgano desconcentrado, como lo tiene el COSEVI, como lo tiene el CONAVI, tal cual lo expuso don Rodrigo Campos.

Entonces doña Patricia, sería un dato especulado lo que le estaría dando, entonces prefiero que sea don Oslean el criterio autorizado”.



ENTRA EL MAGISTRADO CRUZ Y ASUME LA PRESIDENCIA.



Expresa la magistrada Solano: “Muy bien. Reitero, pensaría que de los recursos que se nos debitan todos los meses de nuestros salarios a efectos de tener el fondo para la parte administrativa de la Junta, yo pensaría que cuentan con los recursos. 



Ya doña Silvia está comunicándose con don Oslean, que es el encargado de dar respuesta, y yo me separo porque ya llegó el señor Presidente, a efectos de que continúe con la dirección del debate, como corresponde.



Don Fernando, la magistrada Rojas pregunta, ya dieron el dictamen don Rodrigo y don Roberth, y ella pregunta si la Junta tiene los recursos suficientes para poder costear la auditoría que corresponde en forma interna y su propio control interno. Entonces, por eso es que doña Silvia está procediendo a llamar a don Oslean a efectos que pueda dar respuesta a ese tema. Muchas gracias”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias doña Patricia”.



SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER OSLEAN MORA VALDÉZ, DIRECTOR INTERINO DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL.



Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Don Oslean, tal vez, si usted está conectado, tal vez que, no sé si escuchó la pregunta”.



Hace uso de la palabra el máster Oslean Mora Valdez, Director de la Junta Administradora del Pondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, quien indica: “Muy buenas tardes don Fernando. No logré escuchar la consulta completa. Me acabo de unir. Si es tan amable por favor me la repite y con muchísimo gusto trato de aclararla”.



Interviene la magistrada Rojas: “Si gusta, yo puedo”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Sí claro”.



Manifiesta la magistrada Rojas: “Muy buenas tardes. Mucho gusto en saludarlo. Mire, estamos viendo un informe jurídico que coincide con el de la Contraloría y la Auditoría, que jurídicamente es impecable en el sentido de que las personas, los órganos con personería jurídica instrumental, tienen que tener su propio sistema de control, y que además tienen personería para contratar, etcétera. 



Sin embargo, yo estoy indicando que la personería jurídica instrumental no le asimila a un ente público y que cuando por alguna razón son demandados o demandan, tienen que ir acompañados con el Estado porque el artículo 12 del Código Procesal Contencioso Administrativo obliga la integración de la litis.



¿Por qué iría acompañado por el Estado?, porque sería la Junta un órgano de desconcentración máxima del Poder Judicial y al Poder Judicial lo defiende la Procuraduría cuando defiende al Estado. 



Entonces, nosotros como Poder Judicial y como jerarcas, también si hay alguna situación que involucra al ente, podríamos como Estado tener una responsabilidad subsidiaria si la Junta no pudiese hacerle frente a una demanda por sus actuaciones, eventualmente en la vía Contencioso Administrativa, y esa es mi preocupación. 



Entonces, a partir de ahí, a partir de que, no es que la personería jurídica les responde solo a ustedes por su patrimonio, sino que permanece el patrimonio del Estado Costarricense a través del Poder Judicial ahí, mi pregunta es: ¿están ustedes en capacidad para asumir?, ¿tienen los recursos para asumir la fiscalización o auditoría que demanda la ley?, que es claro que les corresponde. Pero si no estuvieran en capacidad, a mí me preocuparía muchísimo decir que el Poder Judicial, por lo menos de manera temporal no les puede dar ese apoyo.



Si usted me dice que sí tiene capacidad para cumplir con los recaudos legales establecidos, pues nosotros yo creo que no tendríamos ningún inconveniente.



Aquí me preocupa la responsabilidad del Poder Judicial, en caso de una demanda por alguna actuación de la Junta, y por eso, porque creo en las auditorías, quería preguntarle si efectivamente ustedes tienen los recursos y los instrumentos necesarios para conformar su propia auditoría interna, o el análisis que se ha hecho es solo legal y está un poco separado de la realidad.



Para hacer una votación informada, creo que todos deberíamos y todas deberíamos tener ese dato en nuestro conocimiento. Muchísimas gracias”.



SALE EL MAGISTRADO SÁNCHEZ.



Responde el máster Mora Valdez: “Muy buenas tardes. Magistrada Rojas, atiendo su consulta. Veamos, lo que tiene que ver con los recursos de la Junta Administradora hay que ser muy francos con este tema, corresponden una copia al carbón de lo establecido en la ley de JUPEMA, y donde se establece que es un cinco por mil.



Los estimados diputados al promover el cambio de la ley, no consideran si ese cinco por mil, traerlo al cálculo del Poder Judicial iba a ser o no suficiente para determinar si se podía -digamos- independizar completamente esta estructura administrativa.



Puntualmente, hasta el día de hoy la Junta Administradora ha insistido en la necesidad de que fuera la Auditoría Judicial la que realice el servicio de control y fiscalización de las actuaciones de este ente, por considerar de que existía una clara relación inter orgánica con el Poder Judicial. Y tal y como usted lo señala, habría inclusive eventualmente una responsabilidad del Poder Judicial ante la actuación de este órgano. Por lo tanto, la Junta Administradora en todo momento ha procurado y ha insistido en que sea a través de este órgano del Poder Judicial, de la Auditoría Judicial, la que realice esas funciones.



No obstante, contestando directamente su consulta en cuanto si existen recursos monetarios en este momento para poder hacer la contratación de un personal para tener una auditoría interna propia, debo indicarle que efectivamente se cuentan con los recursos en este instante para poder integrar una auditoría básica de alrededor de tres personas. ¿Serán suficientes para ejecutar las funciones que históricamente realizaba una sección de la Auditoría Judicial?, eso es criterio totalmente distinto. 



Pero lo que ha tomado como previsión de hecho el día de hoy la Junta Administradora es previendo que esta situación no se solucione a corto plazo, contar con tres plazas a manera extraordinaria a partir del período 2023. La situación de las plazas sería hasta el año 2023 por un tema de tramitación presupuestaria, como ustedes conocen.



Tenemos una necesidad puntual y real al día de hoy en el período 2022, hemos estado efectuando funciones y hemos estado efectuando labores sin contar con una auditoría interna a lo largo de todo el período 2020 y todo el período 2021. Y hemos tenido, gracias a Dios, muy buenos resultados con nuestra auditoría externa contratada, pero no es lo mismo, y en eso quiero ser totalmente transparente con sus personas. 



Doña Iris Rocío, no sé si con esto contesto su consulta”.



Expresa la magistrada Rojas: “Sí, a raíz de que su manifestación es que para el 2023 ya presupuestaron recursos, bueno, no se sabe, pero además sería un hecho futuro incierto sobre el que tampoco puede actuar la administración activa. Digamos que ustedes ya tienen la previsión presupuestaria, ¿usted diría que carece de interés actual la gestión que plantearon ante Corte Plena, puesto que ya tienen la previsión presupuestaria para el 2023?” 



Responde el máster Mora Valdez: “No me atrevería a hacer esa afirmación doña Iris Rocío, por el hecho de que hasta el día de hoy, como les menciono, durante dos periodos consecutivos, la Junta ha funcionado sin contar con un órgano de control, como una auditoría interna propia, ha insistido a lo largo más de un año en la necesidad de que se incluya dentro del universo auditable de la Auditoría Judicial, al Fondo de Jubilaciones y a la Junta Administradora, y estaríamos a las puertas de que durante todo el periodo 2022, nos mantengamos también de esa forma.



Entonces, no me atrevería a decir que la solución ya está finiquitada con el simple hecho de incluir a nivel de presupuesto hasta el año 2023, tomando en consideración estos aspectos, y aclarar…”.



Interviene la magistrada Rojas: “Perdón, podría haber una modificación a su gestión, en el sentido para que sea analizada de cara a la realidad, jurídicamente ustedes deberían tener su propia auditoría, pero lo están presupuestando hasta el 2023, y eso es preocupante para mí por lo menos.



El asunto es que ustedes están pidiendo que el Poder Judicial los siga auditando, la realidad ya hoy no es esa, puesto que ya, aunque sea escasa, ya tienen su propia estructura prevista. Esto implicaría entonces, en el fondo, de alguna manera una modificación de la pretensión inicial suya, que era que el Poder Judicial continuara asumiendo, ahora pareciera cambiarla porque se audite ese período en el que no han contado con los recursos, ¿sería así?, ¿y podría usted hacer una modificación en ese sentido para que Corte resuelva lo que corresponda?”.



Aclara el máster Mora Valdez: “Hago una aclaración doña Rocío, la pretensión no es de mi persona, es del cuerpo colegiado de la Junta Administradora como un todo, así que no podría avocarme yo a tomar esa decisión en nombre de ellos.



Lo que puedo en este momento indicarles, es que la posición del cuerpo colegiado ha sido del interés de que la Auditoría Judicial sea la que audite a este órgano de desconcentración máxima, porque ha seguido un principio de que se mantiene identificado como un órgano del Poder Judicial, y por lo tanto, considera este órgano que este servicio sería más seguro si lo efectúa directamente la Auditoría Judicial.



Esa ha sido la posición y que yo me atrevería en estos momentos indicarles.



Lo que usted señala, doña Iris Rocío, es un tema a considerar, pero tendrá que ser una consulta que se planteé al órgano como tal, no me atrevería yo a contestar a nombre de ellos”.



Agrega la magistrada Rojas: “Sí, muchas gracias.



Don Fernando, antes de que el señor auditor se vaya, y no tiene que ver con este punto, a mí me gustaría aprovecharlo que está conectado para hacerle una pregunta, pero no tiene que ver con este tema.



Eso es todo lo que yo quería preguntar. Muchas gracias”.



Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno yo creo que desde el principio que yo conocí de este tema, me parecía que estábamos en un zapato difícil para el Poder Judicial, y ha sido difícil desde que se creó y desde que se diseñó la ley, pero podemos resolver el tema en las condiciones actuales.



Doña Iris usted iba a plantear una pregunta”.



Prosigue la magistrada Rojas: “Sí, don Fernando, sí, es con respecto a la Junta, a mí me preocuparía que teniendo conocimiento de que no tiene recursos y que hay, tanto lo ha dicho el auditor como el señor que nos acaba de hablar, que no tienen ese universo auditable por un período específico, yo quería preguntar si para la Auditoría sería posible darle la ayuda al Fondo, que se la ha dado el Poder Judicial desde que se constituyó porque no tenía esos recursos, por lo menos antes de que las plazas entren en funcionamiento y se pueda cumplir con las normas de control interno.



Porque yo quisiera preguntarle a él que si ante esta realidad, que es la realidad, no la realidad jurídica, sino la realidad material, hay un universo no auditable y la Junta es un órgano de desconcentración del Poder Judicial, y el Poder Judicial tiene responsabilidad pecuniaria sobre la actuación de la Junta y lo dice una ley de la República.

Entonces, si fuese posible completar esa auditoría que señala, o si es posible, le pregunto yo al auditor, él que nos enseña tanto de trasmisión del riesgo, si nosotros no incurriríamos en ninguna responsabilidad, sabiendo que hay un universo que la Junta no tiene mecanismos para auditarlo y que el Poder Judicial no lo hace, yo querría que el auditor me conteste desde el punto de vista de control interno y del riesgo. Gracias”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Don Robert”.



Expresa el máster García González: “Sí, señor Presidente, con todo gusto doña Iris Rocío. Yo soy muy solidario con su pensamiento, yo también formo parte de ese Fondo y me preocupa también, pero usted bien sabe, usted en su especialidad contenciosa, usted bien sabe que apartarme del dictamen de la Contraloría, sería una desobediencia, y justamente ese dictamen me amarra por todos lados, ese dictamen me obliga, me vincula.



Entonces, yo perfectamente, yo tengo toda la disposición, si lo auditamos durante cuarenta años el Fondo, pero yo quisiera, y le digo, soy solidario con su pensamiento, pero definitivamente no puedo hacerlo, aunque sea en forma transitoria, eso por un lado doña Iris Rocío.



Y recuerde también que nosotros trabajamos con presupuestos de trabajo, con horas asignadas, y justamente el plan anual que nosotros proyectamos con esta nueva sección, que es la segunda parte de lo que estamos presentando el día de hoy que es la APAI, la nueva sección, justamente están programados todos los estudios y se nos llenó la línea de denuncias que estamos entendiendo, es decir, los hechos irregulares casi que se han disparado al triple de como iniciamos, porque ya justamente los Centros de Responsabilidad saben que tenemos una sección exclusivamente para el tratamiento de los hechos irregulares y las denuncias. Entonces, ya comprometimos el plan anual de trabajo y comprometimos también el recurso doña Iris Rocío.



Yo quisiera, al igual que usted, dar esa cobertura, pero definitivamente me amarra el dictamen de la Contraloría General de la República”.



Señala el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, creo que la pretensión de la Junta pretendía que nosotros a través de la Auditoría auditáramos a la Junta.



Creo que debemos someter a votación esto conforme lo que hemos escuchado de don Rodrigo Campos y de don Roberth García, lo vamos a someter a votación”.



SALE EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO.



ENTRA EL MAGISTRADO SÁNCHEZ.



Consulta la magistrada Rojas: “Don Fernando, ¿cuáles serían las opciones de votación?, es que a mí me preocupa, yo sé que el señor Roberth no puede desobedecer la Contraloría, pero también, y él no me contestó ese tema, qué pasa con la responsabilidad de la Corte que sabe que hay un universo no auditable y no estaría apoyando la gestión. Ya no tiene que ver con él quiera o pueda, sino desde el punto de vista de control interno ¿cuál es nuestra situación y nuestra responsabilidad don Fernando?, por eso es que me preocupa mucho”.



Señala el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, es que el origen de esto fue la petición que hizo la Junta en esas condiciones, el dictamen de don Rodrigo es muy tajante y además, el de don Roberth también, no deja mucho espacio.



Claro que lo que usted plantea es una interrogante que deberíamos formular, pero ya no sería parte de esto que estamos decidiendo, porque este es un asunto que tiene mucho tiempo de estar esperando.



Así es que o acogemos el dictamen de don Rodrigo o lo rechazamos, y si lo rechazamos, pues ahí veremos qué hacemos. Doña Julia”.



Refiere la magistrada Varela: “Sí, don Fernando. Yo quería señalar que para mí es sumamente claro y contundente el dictamen que da la Dirección Jurídica, además se complementa con lo que dijo don Roberth, incluso con lo que ahora don Oslean nos señaló, que le están más bien presupuestando para el próximo año. 



Yo no sé si don Oslean está conectado por ahí para hacerle una pregunta”.



Dice la Secretaria General: “Sí, está conectado”.



Indica la magistrada Varela: “Sí, ahí está. Don Oslean ¿le puedo hacer una pregunta?”.



Menciona el máster Mora Valdez: “Sí señora. Con mucho gusto”. 



Prosigue la magistrada Varela: “Gracias. Bueno, primero que nada, buenas tardes y espero que estén bien. 

En la Junta han tomado, o sea, dentro de las posibilidades legales que ustedes tienen para la administración del Fondo ¿tienen posibilidades de contar con recursos extraordinarios a partir de ya? Porque creo que, si la ley les obliga, ya está bien claro, quedó bien claro con el dictamen de la Auditoría, que es responsabilidad de la Junta tener esa estructura de control interno para poder asumirlo.



Porque a mí me preocupa sinceramente que siendo en primer lugar, una responsabilidad de la administración del Fondo prever todos los riesgos, administrar los riesgos, como se dice ahora, que pueda quedar en descubierto ya a futuro, de aquí al 2023. Gracias”.



Dice el máster Mora Valdez: “Con permiso, don Fernando”.



Indica el Presiente, magistrado Cruz: “Sí claro don Oslean, tiene la palabra”.



Continúa el máster Mora Valdez: “Muchas gracias, doña Julia. Atendiendo su consulta, la Junta Administradora ha estado en todo momento en disposición de poder contar el recurso humano necesario para ejecutar las funciones que la ley le confiere.



No obstante, hay que recordar, regresarnos al momento histórico cuando nace la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, hubo una tesis que siguió, que decía que básicamente la Junta Administradora constituía un ente independiente al Poder Judicial, que se iba a movilizar bajo la ley, la ley privada, por así decirlo, como si fuera una operadora de pensiones.



Esa tesis no llevaba razón, la misma Procuraduría General de la República lo clasifica como un órgano de desconcentración máxima que mantiene una relación inter orgánica con el Poder Judicial, y no tiene calidad de ente, no es igual a otras instituciones, no es igual a una operadora de pensiones, no es igual a un JUPEMA, por ejemplo, tiene sus características diferentes. 



Dada esa situación, la Junta Administradora analiza que al no perder esa relación inter orgánica con el Poder Judicial, existen una serie de funciones dentro de las cuales destaca la función de Auditoría Judicial, que históricamente fueron llevado a cabo por parte de las instancias del Poder Judicial, de todas estas áreas a lo largo de 79 años que estuvo este Fondo administrado por la cúpula del Poder Judicial. Y, por lo tanto, consideró este cuerpo colegiado, consideró que era como un síntoma de garantía y de transparencia, el continuar recibiendo el servicio de auditoría interna por parte de la Auditoría Judicial. Ese fue el criterio y fue el principio que persiguió este órgano colegiado.



Al momento en que se recibe este criterio de la Contraloría, se presenta una aclaración y se hace una gestión ante la misma Contraloría, donde se le indica que, bueno, que, dado el criterio de la Procuraduría, pareciera de que no lleva razón la Contraloría en su análisis. Posteriormente la Contraloría emiten el criterio que ustedes me imagino ya conocieron.



Y queda entonces, este cuerpo colegiado queda a la espera de lo que bien estime resolver Corte Plena para efectos de dotar o no ese servicio.



Las pretensiones de la Junta Administradora iban en dos orientaciones o en dos sentidos. Una, era en que se incluyera dentro del universo auditable de la Auditoría Judicial al Fondo de Jubilaciones y a la Junta Administradora; o dos, que se cedieran las plazas que históricamente brindaron ese servicio por más de 79 años al régimen del Fondo de Jubilaciones, para que brinde ese servicio a lo interno de la Junta. Si ambas pretensiones no eran acogidas por parte de este cuerpo colegiado, que sería la Corte Plena, la Junta Administradora activó como plan B la opción de contar con una auditoría interna propia a partir del período 2023. 



¿Qué tantas posibilidades hay de contar con esos recursos humanos durante este período 2022?, doña Julia, conociendo la forma, la técnica presupuestaria para poder dotar de recursos, hacer efectivamente los nombramientos y demás, es altamente probable que se lleve, por lo menos, dos terceras parte del período 2022 sin que se puedan ejecutar o sin que se pueda hacer el nombramiento respectivo para poder arrancar con este órgano de control interno. 



Muy probablemente, si se inicia inmediatamente esta gestión, ya estamos prácticamente primero de marzo, estaríamos hablando que, en el mejor de los escenarios, lo estimo yo, alrededor del mes de noviembre, el mes de octubre, noviembre de este período. Esa sería mi estimación”.



Dice la magistrada Varela: “Muchas gracias”.



Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno. Tenemos que referirnos.



Don Fernando Castillo”.



Manifiesta el magistrado Castillo: “Muy buenas tardes, señor Presidente. Muy buenas tardes, magistradas y magistrados. Buenas tardes al señor Auditor y al Director Jurídico, don Rodrigo y a don Oslean. 



Yo tenía tres preguntas para don Oslean. Una: si el presupuesto que ellos manejan es un presupuesto independiente al del Poder Judicial. En segundo lugar: ¿quién les aprueba ese presupuesto? Tercer lugar: ¿cuál es el monto de ese presupuesto? Y finalmente, aquí hay que tener presente que la principal fuente de financiamiento o la única fuente de financiamiento son los aportes de los trabajadores, quiere esto decir que, si bien son recursos públicos, a través de esta contribución parafiscal se financia este órgano de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental. 



Si sería tan amable don Oslean en responderme esas cuatro interrogantes”.



Responde el máster Mora Valdez: “Con mucho gusto don Fernando. En primer lugar, el presupuesto de la Junta Administradora por disposición del Ministerio de Hacienda fue incluido como parte, como un programa del Poder Judicial, está dentro de la estructura programática del Poder Judicial, y sigue la ruta de aprobación que sigue el presupuesto del Poder Judicial. Es decir, se convirtió en Ley de la República, creo que es la 100103 -si mal recuerdo- publicada en el mes de diciembre del año pasado.



En cuanto al monto del presupuesto, el presupuesto aprobado para el período 2022, corresponde aproximadamente a mil setecientos veintidós millones de colones. 



En cuanto al monto de las recaudaciones que en este momento se están generando por parte de esta comisión del cinco por mil, efectivamente o aproximadamente más bien, ronda esos mil setecientos a mil ochocientos millones de colones anuales de los que se están percibiendo. ¿De qué dependerá?, dependerá obviamente de la tasa de afiliados que posea el régimen en determinado momento.



Entonces, situaciones como el aumento o disminución en el personal del Poder Judicial, afectan directamente la tasa de recaudación que tenga este régimen.



Y su última pregunta don Fernando, perdón, me percaté de esas tres”.



Agrega el magistrado Castillo: “No, más bien aprovecho, si el señor Presidente me lo permite, para formularle otra interrogante, don Oslean. Ya ustedes han tenido, en el presupuesto del año 2022 ¿es el primero presupuesto o ya tuvieron otro presupuesto en el año 2021?, que ya está, o 2020 que está ya liquidados, y si en esos presupuestos se dieron o no superávits, o se dieron déficits”.



Añade el máster Mora Valdez: “Sí señor. Me permito aclarar, la Junta Administradora nace en enero del 2020, en enero del 2020 la tesis que se persigue es que esta institución o este ente funcionaba bajo la Ley de Administración Privada, no pública, no pertenecía al Poder Judicial, era un ente independiente y se rige bajos las reglas de la administración privada. 



Bajo ese criterio, la Junta en el propio artículo 239 de la ley, establecía que era, podía definir su propio presupuesto, y basado en ese principio, en el año 2020 y en el 2021 gestionó su propio presupuesto a criterio de este cuerpo colegiado.



Es a partir de enero 2021 cuando recibimos el criterio de la Procuraduría General de la República, que se aclara de que pertenecemos al Poder Judicial como un órgano de desconcentración máxima, y es a partir de ese momento que se inicia la tramitación del presupuesto por las vías normales a través de los mecanismos establecidos de control presupuestario para el sector público. 



Entonces, puntualmente don Fernando, este período 2022 sería el primer presupuesto que se tramita bajo esas reglas de la administración pública. Previamente en los presupuestos anteriores existe un superávit, efectivamente; y ese superávit está en estos momentos pendiente de definición de una acción de inconstitucionalidad que se encuentra pendiente de ejecutar, de hecho, para aclarar si efectivamente esos recursos, esa comisión del cinco por mil que se estableció es correcta que se mantenga o si en su lugar debe ser devuelta a los afiliados a este régimen.



Entonces, bajo ese principio, la Junta Administradora en los períodos anteriores tuvo una posición muy austera a la espera de esa definición, a partir del período 2022 toma la decisión de generar el presupuesto correspondiente para poder funcionar y arrancar cómo se debe, y es a partir de este período que se toca o se gasta -por así decirlo- los recursos a través de la tramitación del presupuesto del programa 951, que es el que nos corresponde. 



Entonces, vea que ha habido como un cambio en el camino de criterios en cuanto a cómo manejar el tema presupuestario porque en un principio se creía que la Junta Administradora debería funcionar muy parecido a cómo funciona o a cómo opera una operadora de pensiones. Que una operadora de pensiones, a pesar de sus socios o sus dueños sean entes públicos, se rigen bajo el principio de administración privada”.

Añade el magistrado Castillo: “Finalmente, ¿si el señor Presidente me lo permite?”



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Sí, don Fernando”.



Refiere el magistrado Castillo: “Sí, podría decir don Oslean, podría concluir que la única fuente de financiamiento del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es el cinco por mil, es decir, no hay otra fuente de financiamiento que provenga de una transferencia o un cambio, o un traslado de partidas del Poder Judicial ¿Estoy en lo correcto o no estoy en lo correcto don Oslean?”.



Responde el máster Mora Valdez: “Puntualmente don Fernando, el programa 951 sí tiene un fondeo de parte del Poder Judicial en cuanto a unos recursos anteriores a la ley, pero como traslado de recursos hacia el Fondo de Jubilaciones o hacia la Junta, no existe, no hay un traslado de recursos. Más bien lo que se acostumbra en la técnica presupuestaria, es definir el programa 951, se hace el presupuesto, y lo que está haciendo la Junta en este momento es depositándole al Ministerio de Hacienda el equivalente al monto que cubre de la Junta Administradora para el periodo 2022.



De esa forma, por así decirlo, sería el equivalente, no sé si conocen esta técnica, pero sería equivalente a hacer un pago diferido, estamos haciendo un depósito por adelantado del año completo en las cuentas del Ministerio de Hacienda para que de ahí se debiten los gastos mensuales que ejecuta la Junta Administradora conforme a dicho presupuesto.



Entonces, en realidad el Poder Judicial no está trasladándole recursos a la Junta Administradora o depositándoles a favor de la Junta administradora como tal, sino que más bien es la Junta Administradora la que lo está haciendo a nivel de unas cuentas presupuestarias del Ministerio de Hacienda”.



Prosigue el magistrado Castillo: “¿Quiere decir que ustedes recaudan la contribución, la depositan en una cuenta de Hacienda, y Hacienda conforme mensualmente ustedes van generando gasto, Hacienda les va haciendo los respectivos giros, don Oslean?”.



Aclara el máster Mora Valdez: “Don Fernando, se hizo un depósito único por la cantidad equivalente al presupuesto 2022, no de la totalidad de lo que se ha recaudado, hay una parte importante de recursos históricos que se ha recaudado a través de esta ley, que están en posesión de la Junta Administradora y no del Ministerio de Hacienda, aproximadamente alrededor de unos cinco mil millones de colones”.



Dice el magistrado Castillo: “Muchas gracias, don Oslean, muy claras las respuestas, muy amable”.



Indica el máster Mora Valdez: “Con mucho gusto, don Fernando”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Vamos a votar si están de acuerdo o no con el dictamen jurídico que responde a una pregunta que planteó la Junta en su momento.



Doña Sandra Zúñiga”.



Expresa la magistrada Zúñiga: “Muchas gracias, don Fernando Cruz, de nuevo saludar a las señoras y señores magistrados, también darle las gracias por su intervención a don Rodrigo Campos, a don Roberth García y también a don Oslean, que nos acompaña de la Junta.



Hay un tema que a mí me ha quedado ahí como dando vueltas y que yo sinceramente no entiendo, porque las preocupaciones que externó la magistrada doña Iris Rocío son totalmente valederas, es decir tiene que existir un ente que esté auditando.



Entonces, desde mi perspectiva, lo que debería de suceder reconociéndose, como ya nos lo aclaró don Oslean, está el pronunciamiento de la Contraloría General de la República, que ha sido totalmente claro sobre la personería instrumental, que además está dispuesta por ley, y que entonces se trata simplemente de un ente público al que hay que aplicarle también la normativa como ente público, entonces ¿por qué no pasar precisamente el recurso de auditores que teníamos antes para regular y fiscalizar y realizar todas las labores de auditoría a la Junta?



Yo es que simplemente no entiendo por qué no se pasan esos recursos de la Auditoría a la Junta, si históricamente habían sido creados con ese propósito, eso es algo que yo no entiendo por qué no se puede realizar, esa es mi duda. Y creo que también eso solventaría algo de las preocupaciones que ya nos externó la magistrada doña Iris Rocío, que no es poca cosa. Muchísimas gracias”.



Refiere el Presidente, magistrado Cruz: “No sé si don Oslean puede responder a eso o está don Roberth todavía por ahí, pero lo que yo he entendido siempre de toda esta problemática que es producto de la chapucería en relación a temas que tienen que ver con el diseño legislativo, que no importa quién es el autor, pero hay cosas que se omitieron; por ejemplo, el período de transición, no hay una previsión adecuada del periodo de transición, pero es que no se pueden destinar, los que estaban destinados a esa labor, don Roberth los destinó a otra cosa y ya están en sus funciones, no se podrían sacar de esa función.



Don Oslean no sé si usted puede responder, porque mi apreciación le falta el detalle de los datos precisos”.



Indica el máster Mora Valdez: “Don Fernando, no sé si don Roberth se va a referir”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “¿Don Roberth, tal vez usted se puede referir al tema que planteaba doña Sandra?”.



Expresa el máster García González: “Sí, señor Presidente, en realidad yo pienso que es un tema que se expuso muy claro con el dictamen que nos presentó don Rodrigo Campos, pero con todo gusto.



Doña Sandra Zúñiga, vamos a repasar cuál es los argumentos que hemos empleado para poder en este momento decir que nos vemos con una camisa de fuerza, porque a mí me interesa muchísimo la custodia de estos fondos, porque precisamente yo también formo parte de ellos.



Y don Rodrigo Campos lo expuso, no sé si don Rodrigo está ahí para que nos ayude con el artículo 239, de la reforma a la ley del Poder Judicial, me estoy refiriendo a la 9544, ese artículo 239, doña Sandra, se dice que la Junta Administradora tiene sus propios fondos y su propio sistema de financiamiento para los recursos con los cuales sea administrada. Y justamente nosotros, históricamente desde que se creó el Fondo, lo hemos venido auditando, lo auditamos durante cuarenta años.



Pero por una prohibición, por un criterio emitido por la Contraloría General de la República, doña Sandra, usted bien sabe que, en materia de control interno, en materia de fiscalización, los dictámenes de la Contraloría General de la República son criterios vinculantes y de cumplimiento obligatorio paras las auditorías internas, y en este caso la auditoría interna del Poder Judicial no es la excepción, yo no puedo apartarme de ese criterio, sería desobedecer al mandato de la Contraloría.



Y a mí también me preocupa, y doña Rocío ahora preguntaba en materia de riesgo, claro que existe un riesgo latente, un riesgo inherente, para decirle también que es un riesgo de control y también de detección, porque tenemos todo un año donde podríamos decir que no hay cobertura, aunque don Oslean nos acaba de exponer algo que nos da cierta paz, que es que una auditoría ya contratada un despacho de contadores públicos independiente externo, ha hecho repaso de los estados financieros generados por la Junta durante estos años que la Auditoría Judicial no los ha auditado.



Doña Sandra, y para complementar su inquietud, vuelvo a repasar, igualmente el artículo 241 de esta reforma, de la reforma 9544, en su artículo 241 donde se dice que nosotros, o más bien que la SUPEN, la SUGEF, una auditoría interna con su propia estructura, más una auditoría externa de un despacho independiente, tiene que realizar su función como fiscalizadores, y nosotros quedaríamos prácticamente en un plano séptimo.



Y recuerde doña Sandra, nosotros no somos un recurso tampoco barato, y en protección de la Hacienda Pública nosotros no podemos estar casi que sobrantes en una función de fiscalización. Y pensemos en los controles operativos, el control operativo lo mismo en la Junta con los recursos que ya tiene, pensemos en la supervisión de la dirección de la Junta, pensemos en la tercera línea de defensa que sería su propia estructura de auditoría interna, pensemos en la cuarta línea de defensa que sería la auditoría externa contratada de la que nos estaba hablando don Oslean ahorita, pensemos en una quinta de defensa la SUPEN, en una sexta línea de defensa la SUGEF, y nosotros entraríamos en una séptima línea de defensa, si fuera el caso y si hubiesen autorizado.



Pero como le digo, tenemos la camisa de fuerza de un dictamen, que fue justamente resuelto por la Contraloría en el año 2018, que fue cuando nosotros hicimos y destinamos los recursos y los canalizamos para una nueva sección, para el tratamiento de los hechos irregulares por mandato de la Contraloría también, y que este dictamen lo confirmó y ratificó la Contraloría en agosto del 2021.



Entonces, es un dictamen que se mantiene incólume, no hay ninguna variación, y nos prohíbe definitivamente que nosotros seamos los que nos encarguemos del universo auditable del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.



No sé si don Oslean tiene una idea complementaria o fui suficientemente claro como para explicar por qué motivo no podemos auditar nosotros en este momento”.



Interviene la magistrada Rojas: “Don Fernando, antes de que hable don Oslean, ¿yo podría decir algo?, si usted me da permiso”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Sí, claro”



Prosigue la magistrada Rojas: “Don Roberth, es que creo que hay un problema de comunicación, es decir, la Junta está haciendo dos peticiones. Una, que me parece que no es viable por lo dicho por la Contraloría, que es que ustedes auditen y continúen como hasta ahora, eso yo creo que está clarísimo en que no es posible y que además la Junta ya lo ha resuelto.



La segunda petición no es que usted audite y que usted no desatienda lo dicho por la Contraloría, es que el Poder Judicial pase dos plazas que tienen 76 años según dice usted de hacer lo mismo, que supongo que tienen una expertise muy grande en este tema y colaboremos con la Junta que tiene pocos recursos en momentos en que tiene un hueco de auditoría, por decirlo así, un área vacía de auditoría.



Entonces, me parece que son dos peticiones los que dice don Oslean que él está haciendo, yo creo que podríamos perfectamente votar la segunda de pasarles dos plazas de auditores, que siempre han auditado el Fondo a la Junta, como se ha hecho con otras plazas que también se trasladaron cuando empezó a funcionar, como se ha hecho con el espacio físico que se le ha dado que es del Poder Judicial, sin que usted tenga que asumir su función como auditor del fondo.



Es decir, son dos peticiones, y me parece entenderle a doña Sandra que ella está en la segunda propuesta, que a mí me parece que es posible apoyarla.



Yo quisiera escuchar a don Oslean, porque me parece que sería, la opción nuestra estaría en la segunda opción. Gracias”.



Añade el máster García González: “Nada más, señor Presidente, si usted me permite nada más quizás aclarar un punto que yo considero que es relevante, no sé si tardo un minuto en aclarárselo”.



SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERENCIA EL MÁSTER RODRIGO CAMPOS HIDALGO, DIRECTOR JURÍDICO.



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Don Roberth nada más quiero aclararles una cuestión, que esto ha sido un estire y encoje difícil, en el Parlamento nos hicieron objeciones por algunos recursos que le dimos en el presupuesto de este año a la Junta, y había mucha indisposición y mucha resistencia.



De manera que esto no es asunto fácil, pero ya es otro tema, el tema es entonces si destinamos fondos, eso requeriría un 44 o lo que fuera, que no sé en este momento, pero este no era el tema, el tema que estamos discutiendo es si la Auditoría del Poder Judicial podía hacerla, ese es el tema, concentrémonos en eso y lo otro se puede proponer. Yo creo que ya eso se ha explorado, los 44 están muy limitados, los problemas de presupuesto son muy graves, pero ya ese es otro tema, yo creo que lo que aquí está claro es que la auditoría judicial no puede auditar el Fondo. Y todo el problema viene por una insuficiencia del Fondo que es un asunto muy delicado.



Sí, don Roberth, ¿usted quería decir algo, agregar algo?”.



Refiere el máster García González: “Sí, don Fernando, muy rápidamente imagínense ustedes que excepcionalmente, pero sí se nos presentan situaciones en donde entramos en conflictos con el auditado. Y justamente cuando nosotros entramos en conflicto con el auditado la Ley de Control Interno establece que sea el jerarca quien dirima el conflicto.



En este caso qué hacemos nosotros si con la desconcentración que tiene la Junta, con una independencia absoluta sería el mismo jerarca, es decir, dónde queda la Corte en ese momento, justamente en el momento que le estaríamos planteando a la Contraloría no podemos, tendríamos esa limitación en el planteamiento que le hacemos a la Contraloría, porque nuestro jerarca es Corte Plena, son los 22 magistrados y magistradas, no la Junta en ningún tipo de conflicto que se nos vaya a generar en el momento que lo estamos auditando.



Entonces, es clara la idea de que por eso nosotros hacemos una analogía con la auditoría interna del CONAVI que es un órgano exacto, igual COSEVI que tiene su propia auditoría interna y que justamente tienen esa prohibición expresa por parte de la Contraloría.



A mí también me preocupa, como le digo don Fernando, es un tema que a mí también me preocupa, pero definitivamente yo no puedo desobedecer el mandato de la Contraloría. Eso es todo lo que yo quería decirle”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias. Don Oslean”.



Agrega el máster Mora Valdez: “Gracias, don Fernando, bueno, retomo aquí una aclaración nada más, lo que comenta doña Iris Rocío, efectivamente era una parte de las pretensiones que la Junta estaba valorando, será cuestión de en otro momento dilucidar si esa es una posibilidad.



Con respecto a esta situación, quiero hacer una aclaración que don Fernando Castillo nos hizo en la intervención anterior, la Junta Administradora tiene como un único ingreso la comisión del cinco por mil, y por lo tanto, si esa comisión de cinco por mil desaparece por cualquier motivo, el peso de toda esta estructura terminaría cayendo directamente en el Poder Judicial, eso es importante que ustedes lo consideren. 



Asimismo, en caso de que la Junta Administradora llegase a no estar conformada y desaparecer por renuncia o por cualquier situación de sus integrantes, hay un vacío en la ley que no está claro quién tocaría, quién asumiría el rol de este cuerpo colegiado para administrar el régimen del Fondo de Jubilaciones.



Es claro que el régimen del Fondo de Jubilaciones no puede dejar de operar, no puede dejar de cumplir a sus beneficiarios, ni dejar de atender sus obligaciones, pero la cabeza que eventualmente tendría que tomar esas decisiones, en el pasado existió un criterio jurídico donde se habilitó al Consejo Superior del Poder Judicial para que asumiera dicho rol mientras integraba este cuerpo colegiado. Entonces, sin ser experto, sin ser abogado, nada más a mi criterio personal, me parecería que en un caso hipotético de que este cuerpo colegiado se desaparezca por cualquier motivo, pensaría que la lógica es volver a un esquema parecido. Y, por lo tanto, creo que esta discusión perdería sentido, porque volveríamos a un esquema donde el propio Poder Judicial seguiría administrando este régimen jubilatorio. 



En fin, nada más para aportar a la discusión, quería indicarles que, efectivamente hay una necesidad puntual que este cuerpo colegiado tiene, tiene el interés de que la Auditoría Judicial realice la función, estamos claros de que la Auditoría Judicial no puede efectuar la función por el mandato de la Contraloría. Sin embargo, la opción de un traslado de plazas no lo descartaría, al menos a mi criterio, porque en ningún momento esa posibilidad fue cancelada o fue -digamos- vedada por parte de la Contraloría. Ustedes en este caso como Corte Plena, tendrían eventualmente una potestad sobre este quehacer.



Y para aclarar nada más el último punto, hay que indicar lo que la Junta Administradora tiene desconcentración grado máximo en lo referente a su especialidad, en referente a lo que tiene que ver con jubilaciones y pensiones, pero el mismo criterio de la Procuraduría establece que Corte Plena mantiene ciertas relaciones, ciertas potestades como máximo jerarca del Poder Judicial, dentro de las cuales destaca, precisamente, la selección de los integrantes de la Junta Administradora; entonces, no es tan cierto que Corte Plena no tenga potestad o no tenga alguna relación con este cuerpo colegiado, porque recordemos que este es un órgano de desconcentración máxima, no es un ente independiente.



Si fuera un ente independiente, completamente independiente, creo que esta discusión ni siquiera se traería a este seno, pero estamos ante un órgano de desconcentración máxima que sí guarda alguna relación con el Poder Judicial, y que, por lo tanto, por eso se presentan este tipo de situaciones. Muchas gracias”.



Menciona el Presidente, magistrado Cruz: “Don Rodrigo, ¿usted quiere agregar algo a propósito de, que ya se pudo conectar, a propósito de la posibilidad de que se destinen dos recursos o tres funcionarios del Poder Judicial para que se integren a la Junta, y eso sea el respaldo para la financiación o para el respaldo del recurso humano para auditarlo? Don Rodrigo”.



Señala el máster Campos Hidalgo: “Sí, bueno. Muy brevemente, básicamente, recordar que estamos en materia de principio de legalidad, y de alguna forma las normas son claras en cuanto a lo que indican, tanto en términos de lo que ha definido la Contraloría General de la República, ya en sus dos criterios que han sido absolutamente claros en cuanto al tema propiamente de la asunción de las competencias por la Auditoría, como también propiamente hacer ver que propiamente en el tema del recurso, estamos ante un supuesto en el cual ya ese blindaje legal que en algún momento se planteó en la anterior exposición, pues, eso el que pasa cualquier decisión, que es básicamente que no es dable imponerle a la Auditoría los traslados de personal.



¿Por qué? porque bueno, podría haber un riesgo, un eventual riesgo de que alguien llegara eventualmente a interpretar que se está debilitando el sistema de control interno propiamente del Poder para atender el otro, no digo que sea así, pero alguien podría interpretarlo y máxime que de alguna forma es algo que ya desde hace varios años estaba pendiendo o se veía venir.



¿Por qué?, porque este tema pues no es nuevo, se está viendo hoy pero no es un tema novedoso ni en términos de Junta, y ya ese planteamiento pues tiene algún tiempo de existir. Hemos insistido reiteradamente que hay una relación intersubjetiva, es más, desde el 2018-2019 lo decíamos cuando nadie compartía la existencia de una relación intersubjetiva, hemos insistido, pero también hemos insistido de que hay una naturaleza jurídica muy propia de la Junta que no podemos soslayar, y menos ahora cuando hablamos de temas de control. 



Y aquí reitero, el intérprete exclusivo y excluyente en temas de control no es ni la administración activa, ni esta Dirección Jurídica, sino que el intérprete exclusivo y excluyente es la Contraloría General de la República y obviamente, sus brazos, que en este caso son las Auditorías.



Entonces, podemos interpretar varias cosas o podemos estimar que hay motivos de oportunidad y conveniencia muy válidos, muy razonables, pero de alguna forma la normativa en estos casos, en orden a ese cerco que se crea alrededor del sistema de control es bastante explícito en eso y no da mucho espacio para poder escaparnos, sí, la Contraloría ya determinó cierta orientación, cierto lineamiento, sí, las normas son bastantes explicitas, y sí, bueno, la misma Auditoría interna ya expresó su parecer. De mi parte sería eso”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias don Rodrigo. Doña Sandra Zúñiga”.



Añade la magistrada Zúñiga: “Muchas gracias. Disculpen por la insistencia, pero realmente a mí me preocupa en todo sentido, hasta la responsabilidad civil que cada uno de nosotros pueda tener en este tema.



Yo no tengo ninguna discusión, y créame don Roberth y don Rodrigo que a mí me ha quedado totalmente claro la decisión de la Contraloría, con respecto a que no es conveniente que un recurso de la Auditoría pase a la Junta, pero no estábamos hablando -digamos- de pasar transitoriamente, es simplemente ya deja ser, formar parte de la Auditoría para formar parte de la Junta.



En este momento nosotros tenemos que tener claro que la Junta es un órgano de la Corte que no tiene un presupuesto efectivo, hasta que incluso la Sala Constitucional resuelva el punto en cuestión; ya hemos escuchado a don Oslean inclusive, de las posibles repercusiones, si se decide que hay que hacer la devolución de ese 5%, ellos responsablemente en la Junta nos alertan sobre las necesidades de plazas, le escuché a don Fernando Cruz que incluso no solamente de auditores, sino de Tecnología de la Información.



Y yo pienso que sinceramente como jerarcas de la institución, es nuestra responsabilidad darles una respuesta y no dejarlos diciendo como: eso no es problema de nosotros, es un problema de la Junta, y no hacer nada.



Yo quisiera, yo sé que hay reservas en cuanto a lo de la Auditoría, pero obviamente dependiendo, no sé, ¿cuántos auditores hay?, ¿qué carga de trabajo tienen?



Pero dada la urgencia yo por lo menos sí plantearía y quisiera que se contemple como una opción de votación. Yo respeto que don Fernando nos dice que ese no era el tema en esta oportunidad que se debatía, pero en ese sentido yo también quisiera, porque no he podido abrir el documento, que doña Silvia me aclare si en el comunicado que hizo la Junta no incluyó también la posibilidad de no solamente, bueno, de que fuera auditada por la Auditoría, lo que ya sabemos que definitivamente no, y si no, mencionó también la posibilidad de que se le otorgaran estos otros recursos.



Sinceramente, yo sí pienso hacer la propuesta de un voto en ese sentido para salvar de responsabilidad. Yo pienso que no podemos simplemente dejar a la deriva a la Junta, que es la administradora del futuro de los funcionarios y funcionarias judiciales, tenemos que buscar una solución y no simplemente decir que ya en la Auditoría, pues seguramente en los planes operativos ya tienen destinados el recurso para las labores de este año de cada uno de sus auditores. 



Pienso que este es un tema de urgencia, de necesidad, como decía también don Rodrigo, le tomo esa expresión, y que definitivamente tenemos que buscar una salida a una situación sobre la que ya nos está alertando responsablemente los integrantes de la Junta. Muchas gracias”.



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Con mucho gusto. 



No, yo no estoy totalmente seguro de esa posibilidad, solo es que todo el tema central era el tema de la petición persistente que ha tenido la Junta de que sea auditado por la Auditoría Judicial, esa es.



Pero puede ser que haya otra, es más, yo creo que voy a, podemos someter a votación su iniciativa, pero eso requeriría, que, de aprobarse, que se haga una valoración presupuestaria de legalidad para esos efectos, porque es trasladar recursos del Poder Judicial, pero presupuestariamente los tendría que asumir la Junta, o sería que queden permanentemente bajo la financiación del Poder Judicial.



El tema tiene muchos detalles que son importantes, pero podemos discutir, yo lo que sugiero es que veamos qué pensamos de lo del dictamen de don Rodrigo, y luego tomamos la iniciativa que usted ha tenido, doña Sandra, porque claro, esto refleja un tema complejo, siempre he pensado; no sé si don Luis Fernando, la memoria de don Luis Fernando está mejor que la mía, me parece que cuando se dio la Ley de Pensiones no se planteó ninguna consulta legislativa, que yo recuerde, sino que fue por una acción después de constitucionalidad, pero eso no estoy seguro.



Pero eso ahí había, tenía que haber tenido una consulta por una serie de problemas que tiene esa ley. 



Doña Roxana Chacón tiene la palabra”.



Señala la magistrada Chacón: “Muchas gracias. Buenas tardes señores magistrados, señoras magistradas. 



Yo lo que efectivamente interpreto, a mí me queda muy claro el dictamen que ha hecho la Dirección Jurídica sobre la prohibición de que la Auditoría Interna del Poder Judicial pueda hacer el auditoraje del Fondo de Pensiones.



El otro asunto que a mí me parece que aquí se está discutiendo y era sobre eso que quería intervenir, es que el poder definir como Corte Plena sacar recursos de la Auditoría para trasladarlos a Fondo de Jubilaciones y Pensiones, eso no es posible precisamente por el Reglamento que se le aprobó a la Auditoría y por las disposiciones de la Contraloría General de la República en cuanto a los funcionarios que pertenecen a una auditoría interna. Obviamente están blindados y ellos no van a ser sacados ni tocados de sus puestos, porque así la ley los protege como tal, como funcionarios propios de la Auditoría Interna, y que no tiene por qué definir ningún órgano de cómo traslada estos funcionarios a otros lugares, pese a que existe, y estoy consciente que… fundamental de parte del Fondo de Jubilaciones de hacer este auditoraje que no se ha podido hacer desde hace varios años.



Pero, lo que quiero decir también, es que me quedó una duda, y tal vez el representante del Fondo me puede aclarar, don Oslean, sobre ese cinco por ciento por mil, que es exactamente el fondo que es el que se va a generar o el que se ha venido generando para la administración del fondo de Pensiones y Jubilaciones, si eso está sujeto de una acción de inconstitucionalidad, no sé, eso quería preguntar, si la Sala suspendió el giro de esos recursos, porque si los recursos están efectivamente el Fondo puede hacer la contratación de los auditores para auditar los períodos que a la fecha no han sido auditados.



En ese sentido quería preguntar, porque no me quedó claro ese porcentaje que está en discusión del cinco por mil, pero yo específicamente quiero decir que estoy clara en que estos momentos la petición que hace formalmente el Fondo no se puede acceder, en razón de que las normas de la Contraloría, el mismo reglamento de la Auditoría y la naturaleza jurídica de ese fondo, no permiten que esto se realice.



Y lo otro de trasladar recursos de la Auditoría, para mí tampoco es posible, en razón de la norma del reglamento que prohíbe y que blinda a estos funcionarios como funcionarios exclusivos de la Auditoría Interna del Poder Judicial.



Y nada más si me puede contestar para salir de la duda sobre ese cinco por mil, porque si los recursos están, no veo impedimento para que el Fondo de Pensiones del Poder Judicial pudiera hacer las contrataciones para llevar a cabo las auditorías.



Nada más, no sé si no me percaté que es lo que ocurría con relación a ese cinco por mil. Gracias”.



Refiere el máster Mora Valdez: “Doña Roxana, para atender su inquietud, la Comisión establecida en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial es del cinco por mil de los ingresos que perciban los funcionarios activos y las personas beneficiarias del régimen.



Ese ingreso sí acumuló, desde la promulgación de la ley el 22 de mayo del 2018, hasta la conformación efectiva de la Junta administradora, el 27 de enero del 2020, es decir, se cobró durante todo ese tiempo esa comisión, y al momento en que nace la Junta Administradora digamos que ya tenía un saldo acumulado.



En este momento, la Junta Administradora posee ese saldo acumulado a su favor, no ha sido dictada una norma o un impedimento para su utilización, y basado en eso es que, en el presupuesto del 2022, ya la Junta Administradora dispuso utilizar estos recursos para financiar este presupuesto, no podía seguir esperando el pronunciamiento, porque ya tenemos sendas necesidades de iniciar las operaciones tal y como exige la ley.



Con respecto al monto, hay que tal vez dimensionarlo, suena muy abstracto de hablar de un cinco por mil, si lo ponemos en términos monetarios, lo que estamos conversando es ciento cuarenta millones de colones por mes, y esos ciento cuarenta millones de colones por mes tienen que alcanzar para efectuar una serie de inversiones, especialmente inversiones en temas tecnológicos, en temas por ejemplo de contratación de personal, que históricamente no han existido a nivel interno del Poder Judicial; hay una serie de requerimientos que todo órgano supervisado por la SUPEN necesita tener, pero que a lo interno del Poder Judicial no existían plazas equivalentes.



Entonces, vean que esos ciento cuarenta millones de colones es una cantidad ínfima en comparación a lo que perciben otros regímenes jubilatorios por comisiones de administración y demás. 



Entonces lo que da miedo o hay cierto temor de parte de los integrantes de la Junta Administradora, es tener un incremento muy significativo en un gasto fijo, como lo representaría el tema de la planilla, y que eso consuma los recursos, imposibilite la inversión en este otro tipo de gestiones, en temas que la Junta efectivamente necesita disponer, como son la parte de tecnología y la parte, por ejemplo, de sistemas de control de calidad y demás.



Entonces, dada esa situación, doña Roxana, creo que es importante que se dimensione tal vez un poquito esa situación, que ustedes sepan que efectivamente la Junta Administradora hasta el día de hoy posee la posibilidad de utilizar esos recursos, y que efectivamente ha sido bastante austera durante los períodos 2020 y 2021, tratando de no utilizar esos recursos a la espera del pronunciamiento; pero que ya para el período 2022, no hubo más forma que tener que salir adelante y empezar a gastar estos recursos en procura de tener una estructura mínima necesaria para poder ejecutar las funciones y las tareas que nos encomienda la ley.



Recordar que la supervisión que ejerce al Superintendencia de Pensiones, es una supervisión constante, directa y bastante intensa -debería de agregar yo- en el sentido de que hay una serie de requerimientos que históricamente el Poder Judicial tal vez no cumplió y que ahora la Junta Administradora está en la obligación de atender de forma casi que inmediata. Y por eso se presentaba la situación de definir qué ocurriría en este caso con la Auditoría Judicial, por eso es que se plantea esta situación.



Doña Roxana, no sé si con esto atiendo su consulta”.



Contesta la magistrada Chacón: “Perfectamente. Muchísimas gracias, ya estoy totalmente clara. Gracias”.



Manifiesta la magistrada Solano: “Muchas gracias, don Fernando, mi intervención iba en el mismo sentido que la magistrada Zúñiga Morales, en cuanto a la preocupación de que la Junta debe de ser auditada, hay una relación siempre con el Poder Judicial y que no cuenta con los recursos para poder realizar esa función.



Yo quería preguntarle a don Roberth García ¿cuántos son los auditores que tiene la Auditoría en total? y ¿cuántos son los informes que producen o se hacen por año?  Yo asumo que la Auditoría debe de llevar un SICE, como se lleva casi en todas las oficinas para saber la cantidad o cuánto es la encomienda que tiene cada uno de los operadores que tiene.



En cuanto a la cantidad yo sé que tienen programado el Plan de Trabajo, que Corte Plena lo aprobó el año pasado, sin embargo, siempre he tenido la inquietud de cuál es exactamente la carga de trabajo que tiene asignada cada uno de los auditores, y si es posible este recurso poderlo redireccionar en la forma como se propone.



Entonces quería hacerle esa pregunta a don Roberth. Muchas gracias”.



Responde el máster García González: “Señora vicepresidenta, con todo gusto, doña Patricia. En este momento nosotros tenemos un universo auditable contemplando incluso las reformas, nosotros tenemos una preocupación grandísima que hemos dejado de crecer desde el 2011, las jurisdicciones van creciendo, creció la Jurisdicción Contenciosa, creció la Jurisdicción Laboral, la Civil, la Agraria y ahorita viene la de Familia, ya en noviembre estamos previendo que esta jurisdicción ya está y entra dentro del ciclo operativo de la Auditoría, y volvemos a darle vuelta a los ciclos operativos por la capacidad instalada dentro de la Auditoría.

Es decir, nos hicimos pequeños ante una población de universo auditable de 13 500 funcionarios y casi mil oficinas ya con el crecimiento de las jurisdicciones.



Resulta que nos estamos volviendo muy pequeños y los ciclos de auditoría se nos están alargando, tanto es así, que por ejemplo en materia contenciosa ya estamos durando hasta cuatro o cinco años para volver a repasar, y otras materias ahí las estamos descuidando sin poderlas repasar.



Pero ese no es el caso, doña Patricia, hay algo más preocupante, lo que yo les decía, ya ustedes como Corte Plena aprobaron el Plan Anual de Trabajo y dentro de ese plan iba una carga importante destinada a las denuncias que nos han entrado y nos siguen ingresando y que se está viendo en la nueva conformación de la sección de Prevención Análisis e Investigación de Presuntos hechos irregulares.



Es decir, doña Patricia, en otras palabras, si ustedes, ya yo trasladando el riesgo, hablando doña Iris Rocío maneja bien el concepto, yo me apartaría porque yo tengo que respetar justamente el criterio, no le puedo pasar por encima al criterio de la Contraloría, pero ustedes como jerarca y como Corte Plena tomaran la decisión de llevarse las plazas, yo tendría que reenviar otra vez el plan de trabajo, hacer el recorte y dejar al descubierto la sección que se está ocupando de los presuntos hechos irregulares, donde vemos denuncias, relaciones de hechos, denuncias penales y el apoyo que le estamos dando también a todo el aparato, que usted bien conoce porque usted es la líder de ese proyecto de anticorrupción.



Y entonces, justamente estaríamos debilitando un fuerte, porque nosotros casi que estamos siendo pioneros en la estructuración de una auditoría que vea y que se encargue del tratamiento de los presuntos hechos irregulares, donde hemos tenido capacitación todos los auditores en la teoría del delito, que usted bien domina, y justamente hasta esa capacitación se desperdiciaría.



A mí lo que me preocupa es que tendríamos que entrar en reversa el Plan Anual de Trabajo que ustedes nos aprobaron, volvérselos a plantear y con la reducción de esa nueva sección conformada, y justamente yo trasladando el riesgo, porque en realidad doña Patricia, sería una desobediencia, un incumplimiento al criterio dictamen ya vertido por la Contraloría.



En cuanto a la capacidad operativa nuestra, doña Patricia, quería informarle que nosotros somos la totalidad del recurso humano en la auditoría somos 63 personas, pero no todos somos auditores, tenemos que descontar el personal asistencial, tenemos que descontar también las jefaturas y dos analistas jurídicos o dos asesores jurídicos que tenemos.



Entonces, si descontamos el personal asistencial y si descontamos los asesores jurídicos y descontamos las jefaturas que no hacen trabajo de campo, pues estaríamos pensando en que somos alrededor de 40 personas que hacen trabajo de campo como auditores, justamente destinados a cada una de las secciones especializadas, desde auditoría operativa hasta el tratamiento de los hechos irregulares.



Entonces no sé doña Patricia si con eso le respondo a sus inquietudes”.



Consulta la magistrada Solano: “Sí, ¿cuántas jefaturas tienen?”.



Responde el máster García González: “Sí, tenemos vamos a ver, son seis secciones, le describo; una de Auditoría Financiera, una de Auditoría Operativa, una Auditoría de Estudios Especiales, una Auditoría de Asuntos Económicos, Una Auditoría de Tecnología de Información, una Auditoría de Seguimiento y Gestión Administrativa y una Auditoría de Prevención y Análisis e Investigación de Presuntos Hechos Irregulares”.



Prosigue la magistrada Solano: “Y de la otra pregunta que le había hecho don Roberth, ¿cuántos informes genera la Auditoría al año?”.



Agrega el máster García González: “Nosotros le presentamos ya el informe doña Patricia, más bien en estos días ya se lo estamos presentando porque me imagino que está en agenda de Corte, no sé en cual artículo, pero nosotros presentamos este año 147 informes generados”.



Prosigue la magistrada Solano: “En total ¿cuántos son la cantidad de personal profesional que hace trabajo de campo?”.



Contesta el máster García González: “Cuarenta personas”.



Dice la magistrada Solano: “Muchas gracias, don Roberth”.



Añade el máster García González: “Con todo gusto doña Patricia, estoy para servirle”.



Refiere el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias. Doña Julia Varela”.



Expresa la magistrada Varela: “Muchas gracias, vamos más o menos en las mismas preocupaciones que acaba de externar doña Patricia. Yo tengo bien claro que con esta reforma se generaron efectos que no se estaban visualizando en su momento, pero bueno, es lo que tenemos.



Ahora, si nosotros tenemos una auditoría que tiene obligaciones específicas por ley y que a su vez está controlada por la Contraloría General de la República, me resulta un poco complicado pensar una solución de que la Corte tome una decisión de trasladar recursos; el primer escoyo es que tiene que ser autorizado por el Auditor en este caso, don Roberth nos acaba de decir él nos traslada el riesgo, ok, eso está claro, porque para poder él primero contar con su autorización es un traslado del riesgo y él nos está dejando bien claro que tendría esta Corte que replantearse nuevamente el Plan de Trabajo para poder abarcar los diferentes universos auditables, como él le llama.



Entonces ¿qué es lo esencial para una institución como esta?, contar con el escaso recurso con el que tenemos, y con las obligaciones que van en crecimiento como lo ha dejado bien claro don Roberth. Incluso no debemos de olvidar que muy recientemente pasamos una auditoría de la Contraloría General de la República en la jurisdicción de familia, que incluso llama a cuentas también a la auditoría interna, porque tiene que estar vigilante de muchas actividades, o sea, auditando para poner las alertas y hacer las recomendaciones para la mejora. 



Si eso es así, y yo pienso que es un trabajo muy técnico y muy intenso de fijo para el trabajo de campo, que no lo podemos medir solo con el número de informes, sino la pregunta que yo me hago es, y a don Roberth, don Roberth ¿cuánto tiempo es deseable para que una auditoría se dé?, y si es, si como consecuencia del personal con el que ustedes cuentan se generan atrasos, porque entonces ya entraríamos en otro escenario muy complicado; una auditoría que está auditando para ver que se mejore y que se actúe correctamente y se mejore en tiempos de respuesta también, como que también podría asumir el riesgo, aumentar el riesgo de retrasos en sus informes. Porque creo yo, y si no me corrige don Roberth, que una auditoría tardía puede ser un riesgo aumentado para el servicio.



Y entonces, si trasladamos a la Junta que es como estaba antes para que se audite, que es bueno, es necesario, y así lo manda la ley, pero lo que no me calza es que la ley exige que eso lo prevea la misma Junta. Entonces aquí tenemos un problema de operatividad, que las razones que ya han explicado y cómo resolverlo.



Yo me temo que no hay salida para trasladar recursos, salvo que asumamos el riesgo que muy claro nos ha dicho don Roberth, y quisiera que me aclaren si estoy entendiendo el tema o no”.



Interviene el máster García González: “Señor Presidente, ¿si me permite responderle a doña Julia?”



Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Con mucho gusto”.



Menciona el máster García González: “Sí, gracias don Fernando. Sí doña Julia, usted tiene toda la razón, veo que el enfoque lo comprende perfectamente bien. 



En realidad nosotros no podemos trabajar con teoría de cola, doña Julia, hemos tratado de erradicar esa práctica, ustedes bien conocen las audiencias que realizamos con las magistradas y los magistrados, justamente quizá alguna cola que nos quede de un año con otro, los primeros meses será por una audiencia con el Consejo Consultivo, una audiencia con Corte Plena, una audiencia con el Consejo Superior; pero ya es motivo de agenda, no es, digamos que no se nos puede endosar la responsabilidad a nosotros, sino que es justamente por las agendas tan apretadas que ustedes manejan.



Nada hacemos, y yo concibo la idea igual que usted doña Julia, en que estaríamos tapando una laguna para destapar otra, en realidad en este momento decirle a la Contraloría General de la República que nosotros, Poder Judicial, donde se administra justicia, donde las páginas muchas veces cuestionan asuntos relacionados con la corrupción, el fraude y demás; que no tengamos una sección para el tratamiento de la corrupción por medio de una auditoría especializada en el manejo de los hechos irregulares, pues, yo no sé cómo podría justificarlo, por eso es que yo les estoy diciendo que en ese caso yo lo que hago es trasladar el riesgo, y yo digo, yo salvé mi posición, pero la Corte Plena es el jerarca y al final de cuentas tomará la decisión.



Doña Julia, justamente nosotros desde el 2018, porque este dictamen de la Contraloría no es un dictamen nuevo, lo que hicieron fue remozarlo, pero manteniendo el criterio del 2018, y en este 2021 reiteraron el mismo criterio. Y entonces, nosotros desde el 2018 tomamos las previsiones, y ya cuando tomamos las previsiones capacitándonos en materia Penal, donde la Fiscalía por medio de la Fiscalía Adjunta de Probidad y Anticorrupción, ellos fueron, nos dieron ese servicio colaborativo de capacitación para todos los auditores y auditoras, formamos esta nueva sección, justamente con la entrada en vigencia e incluso de los lineamientos que nos establece la Contraloría para cumplimiento obligatorio, que entraron en vigencia a partir de octubre del 2019, cuando ya nosotros estábamos estructurados, conformados y hasta con una metodología.



Donde invitamos a varios integrantes de Corte Plena para celebrar los 40 años de existencia de la Auditoría, y justamente ahí mismo fue cuando nosotros presentamos la metodología antifraude que fue heredada de un proyecto que hoy en día lidera doña Patricia Solano, que es el Proyecto Anticorrupción donde con la colaboración de la Embajada de Estados Unidos por medio de la National Center se nos dio toda la capacitación en teoría del delito a los auditores y auditoras



Entonces, doña Julia, justamente usted tiene la razón en su percepción”.



Dice la magistrada Varela: “Gracias”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Don Luis Fernando Salazar”.



Manifiesta el magistrado Salazar Alvarado: “Muchas gracias, don Fernando. Buenas tardes a don Roberth, a don Oslean y don Rodrigo si está por ahí. 



Yo tengo algunas inquietudes muy parecidas a las de la magistrada Varela, don Fernando, y a lo que usted ahora me preguntaba. Toda esta discusión no tendría sentido si la Asamblea Legislativa no le hubiera quitado la administración de las pensiones judiciales al Consejo Superior del Poder Judicial. Recuerden que ahí se opuso la Corte, llegó a la Sala Constitucional en consulta y llegó en acción, y usted y yo quedamos en un voto salvado donde dijimos precisamente que quitarle la administración de las pensiones al Consejo Superior para trasladárselos a una Junta independiente, desconcentrada, violentaba la organización y el funcionamiento del Poder Judicial. Pero quedamos en minoría.  



Cuando se hace la reforma y la Junta se administra del cinco por mil, en efecto, podríamos decir que ellos tienen sus recursos con los cuales poder afrontar este problema en el que se encuentra la Corte en este momento, ¿por qué razón?, porque la Junta es desconcentrada, porque ya vimos en qué quedaron esos informes, y además, hay un híbrido, porque los integrantes de la Junta que se administra con ese cinco por mil, son nombrados por la Corte Plena.



Entonces, la Corte Plena tiene también una responsabilidad en la integración de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones.



Pero cuando el señor Auditor Judicial nos dice: yo no tengo cómo prestar plazas, pero les traslado el riesgo a la Corte, quiere esto decir que, si la Corte lo hace contra criterios o violentando el principio de legalidad, entonces la responsabilidad es de la Corte y no del señor Auditor Judicial. 



Ahora bien, yo no iba a manifestar lo que pensaba ahora en virtud de que iba a solicitar la posibilidad de la abstención, en virtud de que varias de las acciones que están acumuladas por varios ex funcionarios judiciales, hoy todos pensionados, precisamente impugnan la naturaleza jurídica de esta Junta Administradora y solicitaron expresamente como medida cautelar suspender ese porcentaje de la cotización. La Sala lo dejó para resolverlo en sentencia.



Entonces, aquí la cuestión es ¿qué sucede, como dijo don Oslean, si la Sala Constitucional llega a determinar, por ejemplo, que esa cotización podría ser inconstitucional?, ¿querría eso decir que se elimina o se liquida el Fondo?, si lo que nos dice don Oslean, ellos se alimentan del cinco por mil, claro que pondría a la Corte en otro gran dilema. 



Aquí es o la Procuraduría o la Contraloría le tiene que aconsejar a esta Corte lo del presupuesto y lo de esas plazas, que no lo ha hecho, porque solamente dijo lo de la personería jurídica de la Junta, o nos dan un criterio para esta Corte, o esta Corte tiene que tomar una decisión, aún y a sabiendas de que el Auditor Judicial le hace el traslado del riesgo a esta Corte. 



Yo creo que ese es el panorama en el que nos encontramos don Fernando, y tiene usted razón cuando me puso a recordar esos dos votos de la Sala. Gracias”.



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Sí, yo recordaba eso, pero tal vez no me expresé, nada más es una nota al pie. 



Casualmente que hemos explorado poco esa posibilidad, debió haberse planteado directamente de Corte una consulta institucional, que se hizo por primera vez en el tema del Empleo Público, dos veces se ha hecho, porque también los señores diputados cuando hacen su consulta, le dan un sesgo propio de su visión, pero no el que interesa a la Corte; claro que como es tan difícil interpretar a veces a la Sala, no sé cuál será el criterio para poder acertar con una consulta institucional, pero ya ese es otro tema. 



Doña Rocío Rojas”.



Señala la magistrada Rojas: “Gracias. Don Fernando, tres cosas muy puntuales. Yo lo he dicho ya, el informe jurídico que presenta don Rodrigo, que avala la Auditoría y que es clarísimo de la Contraloría, que ese es su marco de especialidad, no tiene discusión alguna, y yo creo que no hay ningún problema en votarlo porque creo que nadie iría contra ese criterio que la Auditoría del Poder Judicial pueda auditar el Fondo.



Eso es lo primero, y con eso salimos con la tarea que a usted le preocupa tanto que tiene tiempo de estar en agenda. 



En segundo lugar, a mí me parece que sí hay dos situaciones adicionales que se presentan ante lo que justamente está planteando el dictamen jurídico, y una es frente a las acciones de inconstitucionalidad, en qué condición quedaría la situación de la Junta si se queda sin los recursos, y yo creo que la Corte debe plantear a través suyo una consulta a la Contraloría General de la República y a la Procuraduría General de la República, con esto les trasladamos el riesgo. Es decir, que ellos nos digan en la situación específica, porque también, la Contraloría toma en cuenta las normas jurídicas, pero no averiguó cuál era la situación de la Junta.



Entonces, sí sería muy bueno mandarle a decir, bueno, eso tiene como consecuencia que hay un universo no auditable porque no tiene recursos la Junta, y hacerle una consulta que es posible hacerla como Corte Plena, y yo estaría planteando que se formule esa consulta a los dos órganos, en el sentido de qué sucede si la Junta se queda sin ingresos a la Procuraduría, y a la Contraloría en que si el dictamen de ellos se mantiene, en el sentido de que no se le puede dar colaboración a pesar de no tener recursos.



Lo que diga entonces será responsabilidad de la Contraloría y nosotros estaríamos trasladándole el riesgo a los órganos, porque lo que ellos dicen sería vinculante para nosotros. Yo no lo asumiría, yo diría que hay que votar que se haga una consulta a esos órganos, y bueno, ya don Rodrigo tiene mucha experiencia en consultas y creo que nos podría ayudar bastante en este tema. 



Y lo otro es, en una situación de urgencia, usted mismo lo planteaba, la posibilidad, no de que la Auditoría colabore, sino de usar el 44 para dar algún tipo de labor específica para que se complete el estudio de fiscalización que hace falta, esto es otro aspecto que yo entiendo que no está hoy, pero que la utilización del 44 por el Consejo Superior para una tarea específica cuando sabemos que hay unos dineros que son de todos los funcionarios judiciales, que nosotros tenemos el gobierno judicial, que hay un universo que está sin auditar.



Y entonces, a mí me parece que sí sería posible crear por esta vía y para ese fin especifico, unas plazas vía Consejo Superior para que completaran el estudio hasta el momento en que la Junta pueda asumir, ya después lo que vendrá, sería bueno tener el criterio de la Procuraduría en ese sentido. Y de la Contraloría en el sentido también de qué sucede si no hay recursos para que cuente con su propio grupo de personas para auditarlos. 



Creo que la solución es esa, no tiene que ver, tiene usted toda la razón con lo que está planteado, creo que lo que está planteado no hay ninguna duda, nosotros no podemos ir más allá, la Auditoría Interna no puede auditar, y en ese sentido, pues yo sí estaría votando por aprobar el informe.



Lo que no quiere decir que no le esté planteando estas dos opciones adicionales. Muchas gracias”.

Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Gracias. Doña Patricia Solano”.



Agrega la magistrada Solano: “Muchas gracias, don Fernando. A mí lo que me preocupa, creo que al igual que a la magistrada Zúñiga Morales, y me hago la pregunta es, si pasa algo con el Fondo ante la ausencia de auditoría, ¿quién responde?, es cierto que se trata de un órgano de desconcentración máxima, pero sigue perteneciendo al Poder Judicial.



Entonces, yo me pregunto ¿quién asume ese riesgo?, creo que Corte, entonces esa es la gran interrogante que tenemos, por un lado, la Junta no tiene recursos suficientes, se hace necesario hacer la auditoría, tienen que ser auditados, ¿entonces qué sucede?, creo que en todos los casos quien asume el riesgo es Corte, así que simplemente les dejo la inquietud. Muchas gracias, don Fernando”.



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Les voy a hacer un ruego, por qué no votamos el asunto del informe y resolvemos qué vamos a hacer con lo que me parece que no fue planteado originalmente, es que hemos tardado bastante en un tema muy importante, por cierto, pero votemos esto y despejemos. Yo no estoy tan claro pero ya termino con esto, que tengamos nosotros responsabilidad en el tema del Fondo, me parece que no, porque la voluntad legislativa fue sacar esto de la Corte y hacer un órgano autónomo que tiene sus especificidades, pero tampoco lo tengo tan claro, puede ser que sí, que tengamos alguna responsabilidad”.



Manifiesta la magistrada Varela: “Muy rápido, me pregunto, lo primero es, la Contraloría General de la República no tiene por qué estarnos diciendo a nosotros como actuar, para eso nosotros conocemos y debemos de conocer la ley y tenemos criterios técnicos que nos acompañan, eso, por un lado.



Segundo, la Procuraduría no se refiere a temas específicos, normalmente cuando se hacen consultas, eso también está claro.



Tercero, que según nos dijo don Oslean, tienen auditorajes externos, lo que no se ha podido cumplir es por el hecho del tema de los recursos que tienen para poder tener una auditoría interna.	



Y cuarto, partimos de la premisa de que las personas que están administrando el fondo, son personas que cuidan al máximo los recursos. Es cierto que son riesgos, el legislador estableció una obligación legal de que se tenga que tener una auditoría, ok, pero también el Poder Judicial necesita tener un cuerpo técnico para que haga las auditorías para el Poder Judicial, entonces ¿qué tenemos que priorizar?, esa es la inquietud”.



Dice el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, vamos a votar primero el tema del informe y luego también hay varias opciones, una de doña Sandra y dos que planteó doña Rocío Rojas”.



Indica la Secretaria General: “Las opciones de votación serían:



1) Acoger el informe de la Dirección Jurídica.

2) No acoger el informe de la Dirección Jurídica.

3) Se abstiene.



Voy a iniciar la votación es una votación pública están los 22 señores y señoras magistradas”.



Recibida la votación correspondiente, por mayoría de diecisiete votos, se acordó: 1.) Acoger el informe de la Dirección Jurídica remitido mediante oficio N° DJ-C-171-2021 del 5 de abril del 2021, así como las conclusiones que contiene, a saber,  



 Conforme a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y lo dispuesto en el artículo 239 de la LOPJ, dicho órgano debe contar con una estructura administrativa básica y funcional que sea financiada con los recursos previstos en dicha norma, no siendo dable que con recursos públicos del Poder Judicial se mantenga la misma.

 

  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones requiere tener su propia estructura de control financiada con recursos previstos en la Ley ° 9544 del 24 de abril de 2018.

 

  Corresponderá a la Auditoría Interna propia de dicha Junta emitir las recomendaciones y advertencias que correspondan al órgano decisor de la misma.



2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en atención a la instancia planteada ante esta Corte Plena, y de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

Así votaron los magistrados y las magistradas Cruz, Rivas, Rojas, Vargas, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón, Solano, Ramírez, Burgos, Alfaro, Zúñiga, Castillo, las suplentes Vargas Vargas y Jiménez Ramírez.

Los magistrados y las magistradas Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y el suplente Solano Aguilar, se abstienen de votar.



-0-



Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Ahora tenemos que, doña Sandra usted tenía una propuesta en particular y lo mismo doña Rocío, ¿cuál es su propuesta doña Sandra?”.



Refiere la magistrada  Zuñiga: “Muchas gracias, don Fernando, la propuesta que haría en este momento sería más bien solicitar a la Dirección Jurídica que nos haga una propuesta de escenarios de solución frente a la situación que está afrontando en este momento la Junta, que tiene la situación de la acción esta ante la Sala Constitucional, limitación de reglamento que mencionó la magistrada doña Roxana Chacón, entonces qué solución viable le encuentra, que nos haga una propuesta de escenarios, lo más pronto posible”.



Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Yo creo que no habría problema en eso, eso incluiría doña Sandra, el tema de poder trasladar plazas”.



Agrega la magistrada Zúñiga: “Sí, señor”.



Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Yo no vería problema, creo que estaríamos de acuerdo en eso”.



Interviene la magistrada Rojas: “Yo incluiría dentro de esa propuesta la mía, en un solo sentir, que sería el estudio no de trasladar plazas, sino darle unas plazas vía artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para no desaplicar el reglamento y colaborar con la Junta, que me parece que esa sería una opción prevista para un trabajo específico y calza con todas las previsiones legales. Sé que es de uso muy restringido pero la urgencia de este caso ameritaría que se aplicara esta norma para poder colaborar con ellos.



Y ampliaría a formularle dos consultas, que las consultas están reguladas en la Ley Orgánica del Poder Judicial, quien hace la consulta tiene una respuesta vinculante, está plenamente regulada en la Ley Orgánica de la Contraloría y de la Procuraduría, de hecho forman parte del recaudo del debido proceso cuando se declara una nulidad o cuando se revoca un acto, está regulado la extensión de esta consulta, y también yo quisiera que se planteara la posibilidad de que la Presidencia autorizada por Corte, formule las consultas para que la Contraloría conociendo el caso concreto, no solo lo que dice la ley, sino la situación concreta de la Junta más la situación de las acciones de inconstitucionalidad, nos diga si efectivamente ella mantiene el criterio, creo que eso sería, haría parte de los escenarios solo especificarlos de que habla doña Sandra y yo me adhiero a lo que ella está formulando. Muchas gracias”.



Añade la magistrada Zúñiga: “Don Fernando, si me permite un detalle más, yo también pediría que este informe se suministre lo más pronto posible, yo sé que en la Junta están ansiosos porque se les resuelva la situación, como ya lo estuvo mencionando don Oslean, ellos necesitan que se les fije un camino, hay gastos que efectuar y en este momento es un panorama incierto.



Así que solicitaría que se le dé una prioridad a este tema. Muchas gracias”.



Responde el Presidente, magistrado Cruz: “Claro que sí con mucho gusto.



Doña Rocío yo creo que podemos agregar lo que usted señaló, pero ya luego entramos en los detalles de su petición los podemos complementar después con su redacción doña Rocío, ¿está de acuerdo?”.



Contesta la magistrada Rojas: “Con todo gusto”.



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Bueno, yo creo que zanjamos, eso como una acción adicional, que queda pendiente por la urgencia que tiene”.



Añade el magistrado Castillo: “Sí, es que lamentablemente, y digo lamentablemente, porque no podríamos acompañar a doña Rocío en la consulta, porque precisamente la Sala ya resolvió una acción muy grande sobre el tema del Régimen de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, esa acción fue notificada a principios del mes de enero, es una sentencia bastante voluminosa, pero han quedado pendientes una serie de acciones que están rezagadas, no rezagadas porque no tengamos tiempo, sino porque la dinámica de la Sala se enfocó primeramente en sacar las acciones que tenían que ver con regímenes de pensiones con cargo al presupuesto nacional, y finalmente sacamos esta acción que es muy intensa, que eran varias acciones acumuladas.



Pero quedan algunas que están ahí pendientes, y entonces como en este asunto doña Rocío está sujetando el tema aunque se resuelvan las acciones, creo que en este caso yo por lo menos en lo particular no podría acompañarla, entonces que se formule la abstención de los magistrados de la Sala Constitucional, no así en el tema anterior, por lo menos desde mi perspectiva, porque el tema anterior es un tema estrictamente de si la Auditoría puede o no puede auditar a la Junta de Pensiones del Poder Judicial, los criterios vinculantes de la Contraloría es que no lo debe de hacer.



Entonces, esa es la sugerencia de que por lo menos en la propuesta de doña Rocío se consigne la abstención de los magistrados de la Sala Constitucional”.



Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Si, comprendo la situación, porque está en el límite, en la zona gris entre una consulta que tiene que ver con una intervención propia de la Sala, así se consigna don Fernando”.



Añade la magistrada Rojas: “Claro, entiendo. Muchas gracias más bien por la aclaración y perfecto, entendemos, gracias”.



Sin objeción alguna de las señoras magistradas y de los señores magistrados presentes, se acordó: Acoger la propuesta de la magistrada Zúñiga, en consecuencia: Solicitar a la Dirección Jurídica, que, a la brevedad, rinda un informe a esta Corte en que realice una propuesta de escenarios de solución, de cara a la situación que está enfrentando en este momento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Lo anterior tomando en consideración los aspectos señalados por la magistrada Zúñiga, así como lo adicionado por la magistrada Rojas en cuanto a la viabilidad de otorgarle plazas vía artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y la posibilidad de que la Presidencia, autorizada por Corte, formule las consultas ante la Contraloría General de la República, a fin de que se pronuncie respecto de si mantiene el criterio emitido, en razón de la situación actual de la Junta.



Los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y el suplente Solano Aguilar se abstienen de votar. 



-0-



Prosigue el Presidente, magistrado Cruz: “Creo que podemos continuar. Don Roberth, muchas gracias y a don Oslean y a don Rodrigo”.



Refiere el máster García González: “Muchas gracias, buenas noches, señor Presidente y señoras y señores magistrados, muchísimas gracias”.”





Atentamente, 









Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

						Corte Suprema de Justicia





 

Cc:

Diligencias / Refs: (838-2021 / 2526-2021 / 3250-2021 / 8581-2021 / 8944-2021) 

naguilars
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Al contestar refiérase



al oficio Nº 7815



28 de mayo, 2021
DFOE-GOB-0042



Señores
Roberth García González
Auditor General
PODER JUDICIAL



Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr



Arnoldo Hernández Solano
Presidente
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL



CORREO: junta_fondojppj@poderjudicial.go.cr
omorava@poder-judicial.go.cr



Estimados señores:



Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna
del Poder Judicial para prestar sus servicios al Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial y a la Junta Administradora de dicho Fondo.



Se procede a dar respuesta a sus respectivas consultas efectuadas por el señor Roberth
García González, Auditor Judicial, mediante oficio N° 399-17-UJ-2021 de 23 de marzo de 2021;
y por el señor Arnoldo Hernández Solano en su carácter de Presidente de la Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; mediante oficio N°
0404-2021 de 15 de abril del año en curso.



I. OBJETO DE LA CONSULTA DEL AUDITOR DEL PODER JUDICIAL



a) SOBRE EL FONDO



El consultante señala una serie de antecedentes que sirven de contexto a la consulta, los
cuales se resumen a continuación:



1) Que mediante oficio DJ-3905-2010 del 03 de noviembre de 2010, la Contraloría General
de la República señaló que el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial
(FPJPJ) se encontraba dentro de las competencias de fiscalización de la Auditoría
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Judicial; al entender básicamente que dicho Fondo constituía un conjunto de recursos
que eran administrados dentro del ámbito público representado por el Consejo Superior
y la Corte Suprema de Justicia del Poder Judicial; y por ello parte del ámbito de
competencia institucional de esa auditoría, según el artículo 22 de la Ley General de
Control Interno. Por lo que, a partir de dicho criterio se creó a lo interno de la estructura
administrativa del Poder Judicial; según el consultante, la Sección de Auditoría del
FPJPJ.



2) Que con la promulgación de la ley No. 9544 “Reforma a la Ley Orgánica del Poder
Judicial”, mediante publicación en La Gaceta No. 89 del martes 22 de mayo de 2018, el
cuadro fáctico y normativo varió sustancialmente. Ello por cuanto dicha reforma legal
creó la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
como un órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental para ejercer la
representación judicial y extrajudicial del Fondo. Que la reforma legal otorgó a dicha
Junta facultades de nombramiento, suspensión, remoción y sanción de su propio
personal, así como de aprobación del plan anual operativo, el presupuesto de operación,
sus modificaciones y su liquidación anual. Que el Fondo se financiará con una comisión
por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a
cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los miembros de la Junta
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos.
Que al ser financiado única y directamente con el salario de los funcionarios no pasan
por formulación presupuestaria aprobada por la Asamblea Legislativa o Contraloría
General de la República, y no van ni provienen de Caja Única, sino que como lo señala
el artículo 239 inc. h) de la Ley de cita, es la misma Junta la que aprueba su
presupuesto, sus modificaciones y su liquidación. Que por disposición expresa del
artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la
Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del
Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la citada Ley, inciso
g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos entes. Que
actualmente la Junta Administrativa del FJPPJ cuenta con un Comité de Auditoría tal
como lo exige CONASSIF para las instituciones supervisadas.



3) Que ante ese cambio normativo del 2018 por la citada ley No. 9544, la Auditoría Judicial
solicitó criterio al Órgano Contralor con el fin de determinar si se habían variado las
competencias de la Auditoría Judicial respecto de lo indicado en el oficio DJ-3905-2010
del 03 de noviembre de 2010. A respecto, mediante oficio DFOE-PG-0436 del 10 de
agosto de 2018, cambió el criterio vertido en 2010, e indicó en lo sustancial que la
auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a
la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por
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cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos
7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del
Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del
Poder Judicial. Que en relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de
la Junta Administrativa, el artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la
SUPEN y al CONASSIF, respectivamente, por lo cual no se contempló la participación
de la Auditoría del Poder Judicial. Que la Ley General de Control Interno, Nro, 8292,
establece que el Sistema de Control Interno está compuesto por una serie de órganos,
entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de las
instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta
Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano
desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de
control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados,
de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y
evaluar el SCI institucional respecto de la Junta. Que cualquier conflicto derivado de una
auditoría, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en los
temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por el
máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de
control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas
por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener
limitadas sus competencias frente a un órgano desconcentrado. Que debe considerarse
que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y regulación de tipo
técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades del Fondo
de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el artículo 20 de
la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y
órganos de naturaleza pública que se creen. Que respecto a las consultas relativas a si
el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios
remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le
corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales,
financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9
del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría
General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la
competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a
las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.



4) Que a partir de la emisión del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo el
criterio de la Contraloría General de la República vinculante y obligatorio para esa
Auditoría Judicial, trasladó a conocimiento de la jerarquía del Poder Judicial y de la
Junta Administrativa del Fondo, la falta de competencia de ese órgano de control para
fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del FJPPJ con las
consideraciones esbozadas por el Órgano Contralor. Ante el nuevo criterio, se
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reestructuró nuevamente la Auditoría Judicial y se eliminó la Sección creada para la
fiscalización de dicho Fondo.



5) Que en el año 2021, la Junta Administrativa del FJPPJ realizó consulta a la Procuraduría
General de la República, sobre la naturaleza jurídica de dicho órgano; obteniendo el
criterio a través del dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021. A partir de este
último antecedente, la Auditoría Judicial refiere que a raíz de la interpretación del
dictamen de la Procuraduría General antes indicado, la Dirección Jurídica del Poder
Judicial brinda su criterio y con base en ello, la Junta Administrativa ordena a esa
Auditoría Interna la incorporación de dicho órgano dentro del universo auditable. Indica
el consultante que ante dicha situación, ese órgano de control les remitió oficio en el que
se expuso el criterio vinculante de la Contraloría General de la República sobre la falta
de competencia de esta Auditoría Interna para fiscalizar el Fondo y el análisis detallado
que realizó el ente de fiscalización superior de la Hacienda Pública para arribar a dichas
conclusiones. No obstante, la Junta reitera nuevamente que es obligación de la Auditoría
Judicial la incorporación de dicho órgano dentro del universo auditable conforme al
dictamen C-021-2021 de la PGR, a pesar que ese órgano asesor no entró a analizar
específicamente las competencias de la Auditoría Interna.



Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:



“¿El criterio de la CGR emitido mediante oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018
prevalece en cuanto a la materia de control interno y las competencias de la Auditoría
Judicial sobre el dictamen de la PGR C-021-2021 del 29 de enero de 2021?



En caso de revertir nuevamente el Órgano Contralor, el criterio sobre las competencias de
esta Auditoría Interna, se agregan las siguientes consultas:



a) ¿Cuáles son las competencias de la Junta Administrativa del FJPPJ como jerarca del
órgano desconcentrado respecto de la Auditoría Interna del Poder Judicial?
¿Corresponde presentarle también la rendición del informe de labores anual regulado en
el artículo 22 inc. g) de la Ley General de Control Interno como jerarca de dicho órgano?



b) ¿Puede la Junta Administrativa del FJPPJ dictarle a la Auditoría Judicial directrices
administrativas como señala el artículo 239 inc h) de la Ley Orgánica del Poder Judicial?



c) En los conflictos por los informes de auditoría, ¿qué condición ostenta la Junta
Administrativa como jerarca del órgano desconcentrado? ¿La Auditoría Judicial tendría
que responder a dos jerarcas? ¿Quién conocería los conflictos de las recomendaciones
dirigidas a la Junta Administrativa si la Corte Plena no es su jerarca?
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d) Al haberse eliminado la Sección de Auditoría que fiscalizaba el Fondo de conformidad
con el criterio DFOE-PG-0436, la Junta Administrativa dentro de sus competencias para
crear las plazas puede aportar nuevamente el recurso humano para retomar la
fiscalización, ¿qué condición tendrían dichos funcionarios de auditoría según la Ley
General de Control Interno respecto de Corte Plena y de dicha Junta, así como en la
relación de puestos de la Auditoría Judicial?”.



a) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL



La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición con las siguientes
consideraciones:



1) Que el criterio vertido por la Contraloría General de la República oficio DFOE-PG-0436
del 10 de agosto de 2018 prevalece en cuanto a la materia de control interno sobre el
dictamen de la PGR C-021-2021 del 29 de enero de 2021. El citado dictamen desarrolló
de manera muy general la naturaleza jurídica de la Junta Administrativa del FJPPJ y no
analizó integralmente las implicaciones en el sistema de control interno tal como lo hizo
el Órgano Contralor.



2) No comparte esta Auditoría Judicial la afirmación de la Procuraduría General y que
contradice lo indicado por la Contraloría General, en el sentido de que los empleados
que contrate la Junta con presupuesto propio -que por ley proviene directamente del
salario de los trabajadores y no de recursos públicos-, sean considerados funcionarios
en relación del empleo público del Poder Judicial, ya que no son plazas ligadas a un
código presupuestario, su creación no está sujeta a los mismos parámetros del resto de
funcionarios judiciales y no estarían incorporados en la Relación de Puestos propuesta
por Corte Plena al Ministerio de Hacienda, el cual lo remite a aprobación de la Asamblea
Legislativa para que se constituya en Ley de la República, aspecto que contraviene,
entre otros, al principio de especialidad cualitativa y cuantitativa, dispuesto en el artículo
5 de la ley No.8131, con las consecuencias asociadas al numeral 110 de ese cuerpo
normativo.



3) Existe el riesgo de que se distorsione el régimen sancionatorio institucional, ya que si se
consideran funcionarios judiciales estarían sometidos a la vigilancia de la Inspección
Judicial que depende del Consejo Superior (artículo 184 LOPJ), quien conoce sus
resoluciones en apelación, sin embargo, dichos funcionarios al ser contratados por la
Junta Administrativa deben responder disciplinariamente ante ellos.



4) Que los conflictos por los informes de auditoría tal como lo señaló en su oportunidad el
Órgano Contralor: “no podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso
de fiscalización y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto
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cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no
podrían ser decididas por el jerarca, al tener limitadas sus competencias de frente a un
órgano desconcentrado.”



5) Que la Junta Administrativa actualmente posee un Comité de Auditoría según las
disposiciones de CONASSIF y la contratación constante de auditorías externas. Y al
igual que otros órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental como
CONAVI, COSEVI, CTP, Comisión Nacional de Emergencias, FONABE, la Junta
Administrativa del Registro Nacional, la Junta Administrativa de la Imprenta Nacional,
entre otros, todos cuentan con su propia Auditoría Interna, lo cual como se indicó en el
oficio DFOE-PG-0436 es lo procedente de conformidad con el artículo 20 de la Ley
General de Control Interno y el modelo de las tres líneas de defensa desarrollado por el
Instituto de Auditores Internos y promovido por la OCDE.



II. OBJETO DE LA CONSULTA DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES



DEL PODER JUDICIAL



a) SOBRE EL FONDO



El consultante señala una serie de antecedentes que sirven de contexto a su consulta, los
cuales se indican a continuación:



1) El Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) es un régimen
sustituto al régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) administrado por la Caja
Costarricense de Seguros Social (CCSS), de beneficio definido, capitalización colectiva
y de adscripción obligatoria para las personas funcionarias del Poder Judicial,
perteneciente al primer pilar del Sistema Nacional Costarricense de Pensiones. Fue
creado el 09 de junio de 1939 y desde su creación se mantuvo bajo la administración
directa del estimable Consejo Superior y de la honorable Corte Plena, siendo su
administración claramente asumida por el aparato administrativo de ese Poder de la
República, conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley N°.
7333 que en su artículo N°. 81 inciso 12 establecía: “Artículo 81.- Corresponde al
Consejo Superior del Poder Judicial: […] l2.- Administrar el Fondo de Pensiones y
Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión de ese Fondo,
establecidas por la Corte.”



2) A lo largo de los años de administración efectuada por ese Poder de la República, bajo
la tutela del Consejo Superior y la Corte Plena, se consideró necesario establecer áreas
especializadas que fueran directamente relacionadas con la gestión de este régimen de
pensiones, dentro de las cuales se destaca la Unidad de Auditoría del Fondo de
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Jubilaciones y Pensiones, perteneciente a la Auditoría Interna del Poder Judicial. Dicha
unidad fue conformada por el Consejo Superior en sesión Nº 51- 12 del 22 de mayo del
2012, artículo XXVIII.



3) Que tras un análisis efectuado por la Dirección de Planificación del Poder Judicial, el
Consejo Superior en sesión N° 063-2015, artículo XXXII del 09 de julio de 2015, decide
reclasificar dicha Unidad y elevarla al rango de Sección.



4) Con la promulgación en mayo del 2018, de la reforma impuesta mediante la Ley N°.
9544 a la Ley Orgánica del Poder Judicial, se crea un nuevo órgano encargado de
administrar el régimen de pensiones de este Poder de la República: La Junta
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JAFJPPJ),
según se destaca del artículo N°. 239 de dicha ley.



5) La promulgación de esa reforma, así como la necesidad de identificar correctamente los
patrimonios individuales de cada órgano, y considerando el adecuado manejo tributario
necesario aplicable conforme a las reglas tributarias costarricense, volvieron necesario
dotar de dos personalidades jurídicas instrumentales nuevas, integrando un grupo de
interés económico conformado por por la Corte Suprema de Justicia, el FJPPJ y la Junta
Administradora del Fondo.



6) La creación de este nuevo órgano genera confusión a lo interno del Poder Judicial,
sobre su naturaleza jurídica, relación con dicho Poder y régimen de empleo aplicable,
por lo cual se remite consulta a la Procuraduría General de la República para dilucidar
estos temas.



7) Que con anterioridad a la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, promulgada
con la publicación el 22 de mayo de 2018 de la Ley N°. 9544 (Diario Oficial La Gaceta
N°. 89), la Contraloría General de la República mediante oficio N° DJ-3905-2010 (10639)
del 03 de noviembre del 2010, se refirió a la potestad de fiscalización de la auditoría
judicial sobre el régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
avalando su legítima procedencia.



8) Que con posterioridad a la reforma operada por Ley No. 9544, mediante oficio N°
DFOE-PG-0436 (Oficio N°. 11481) del 10 de agosto del 2018; la Contraloría General de
la República cambia su criterio del año 2010, argumentado en lo medular lo siguiente: a)
que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del Consejo Superior y de la
Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización ya no forma
parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial. b) que al ser la Junta
Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la
correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e



Contraloría General de la República
T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr



http://www.cgr.go.cr/ Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica





http://www.cgr.go.cr/








División de Fiscalización Operativa y Evaluativa
Área de Fiscalización para el Desarrollo de la Gobernanza



DFOE-GOB-0042 -8- 28/05/2021



instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la
Auditoría Judicial que tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las
competencias y potestades otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un
eventual incumplimiento de las disposiciones del auditor interno por parte del órgano
desconcentrado, no podría ser elevado en conflicto al máximo jerarca, que tendría sus
potestades limitadas respecto de éste; y por ende el cumplimiento de lo dispuesto por la
Auditoría no podría ser exigido. c) que la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la
facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de
actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el
hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado
como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial, d) que en relación a las
labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el artículo
241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén)
y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif),
respectivamente, por lo cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder
Judicial; e) que la Ley General de Control Interno, Nro. 8292, establece que el Sistema
de Fiscalización Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de
órganos, entre los que se contemplan la administración activa y la auditoría interna de
las instituciones. Al tener el jerarca limitadas sus competencias respecto de la Junta
Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como órgano
desconcentrado, hace que falte uno de los componentes orgánicos del sistema de
control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados,
de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y
evaluar el SCI institucional respecto de la Junta; f) que cualquier conflicto derivado de
una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría del Poder Judicial en
los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no podría ser solventado por
el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y cumplimiento del sistema de
control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de disposiciones giradas
por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, al tener
limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado; g) que la Ley de
Reforma sólo habilita una supervisión y regulación de tipo técnico-financiero sobre el
Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades del Fondo de Pensiones y
Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el artículo 20 de la LGCI que
regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y órganos de
naturaleza pública que se creen. Y finalmente; h) que respecto a las consultas relativas
a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta Administrativa sus propios funcionarios
remunerados con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le
corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar recursos materiales,
financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 2, 5, 8.1 y 9
del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la Contraloría
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General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la
competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a
las mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.



9) Que con base en la promulgación de dicho dictamen, la Auditoría Judicial de este Poder
de la República, procedió a efectuar un reajuste interno de las funciones asignadas a las
personas funcionarias que laboran para la Unidad de Auditoría del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizando un informe de cierre de labores y
desligandose de la fiscalización que sobre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial había efectuado a lo largo de su existencia, sin entrar a conocer en
ningún momento temas relacionados con la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



10) Por medio del dictamen N° C-021-2021 del 29 de enero del 2021 la Procuraduría
General de la República, atiende consulta efectuada por medio de oficio N°. 393-2020
de fecha 26 de junio 2020, realizada por la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin de tener claridad sobre su
naturaleza jurídica, relación con el Poder Judicial y régimen de empleo aplicable a sus
eventuales colaboradores; y destaca las conclusiones a las que llegó el órgano asesor
del Estado.



11) Entre otras consideraciones, se indica que los reglamentos promulgados por el Consejo
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y aplicables por el
supervisor del sector, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), tales como el
Reglamento de Gobierno Corporativo, Reglamento de Auditoria, Reglamento de
Información Financiera, entre otros, consideran como parte integral las líneas de
defensa que contribuyen a la gestión y control de los riesgos de la entidad supervisada,
a la Auditoría Interna, por lo cual tanto la Junta Administradora del FJPPJ como el propio
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al ser supervisados según lo
establece el artículo N° 241 de la Ley N°. 9544, deben contar con una función o unidad
que efectúe esta labor.



12) Que la Asamblea Legislativa, decide promulgar una modificación a la Ley Orgánica del
Poder Judicial, para modificar el órgano encargado de la administración de este régimen
de pensiones, sin embargo, no crea un Ente o Institución para tal fin, únicamente
modifica la estructura interna del Poder Judicial y crea un órgano especializado a lo
interno del Poder Judicial, capaz de administrar de una manera más eficiente y
técnicamente adecuada los recursos que componen este régimen de pensiones.



13) Que el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021, aclara la
naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ como un órgano de
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desconcentración máximo en cuanto a la materia de su especialidad, pero que conserva
relación jerárquica con la Corte Plena, máximo jerarca del Poder Judicial “pues debe
quedar claro que forma parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder”. El
citado dictamen, es claro en indicar que las eventuales personas funcionarias que
contrate este nuevo órgano conservan el mismo régimen de empleo público aplicable a
las personas funcionarias del Poder Judicial, debido a lo cual dicho personal no se
desliga de ninguna manera del Poder Judicial.



14) Que la administración del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial se extrae del Consejo Superior y de la Corte Plena, pero se ubica en un órgano
que pertenece al Poder Judicial como un todo, la Junta Administradora del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a lo cual la gestión respectiva de
dicho régimen nunca abandona a este Poder de la República, el cual mantiene en la
administración activa, la gestión del citado régimen, respetando los mismos principios
observados en la emisión del dictamen DJ-3905-2010.



15) Que por principios de eficiencia, eficacia, experiencia y especialización en la materia,
existe una serie de personal capacitado, con conocimiento del régimen del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que se encuentra con nombramientos en
plazas, cuyo origen fue específicamente pensado para satisfacer las necesidades de
gestión de este régimen de pensiones, quienes a la luz del dictamen C-021- 2021,
mantienen su relación de empleo público aunque laboren directamente bajo el mandato
de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,
por cuanto se declara que este órgano de desconcentración máxima no se desliga de su
relación jerárquica con la Corte Plena y por ende mantiene su pertenencia a este Poder
de la República.



Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:



“A. ¿Debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen C-021-2021 incorporar a
la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del
Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este órgano parte del Poder
Judicial y ser parte de la administración activa?



B. En caso de no ser aplicable la consideración anterior, ¿es posible que la Auditoría Interna del
Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y
Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y
especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo administración de la Junta
Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque original para el cual dichas plazas
fueron creadas?”
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III. CONSIDERACIONES PREVIAS



En atención a las consultas planteadas, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de
la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor
ejerce la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las
consultas que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los
sujetos pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada
Ley. Complementandose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y
atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución
R-DC-197-2011), el cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las
consultas ingresadas como parte del ejercicio de la competencia consultiva.



Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio
cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que
se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina
lo siguiente:



"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las
consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No.
7428, deberán cumplir los siguientes requisitos:
1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor.
2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a
la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del
sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.
(…)."



De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias
propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la
Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al
Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión
del sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante.



Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende
sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han
sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera
la emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se
conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones.
De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se
plantea sobre los temas en consulta.
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Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría
General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el
plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar
entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o
confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.



En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas
relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de
temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el
entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no
de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad
consultante en la toma de sus decisiones.



IV. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL



Una vez conocidos los antecedentes y las posiciones externadas tanto por el Auditor
Judicial como por la Junta Administradora del FPJPJ; es patente que ambas consultas
coinciden en tener como propósito institucional obtener del Órgano Contralor criterio vinculante
acerca de la obligación de la Auditoría Judicial del Poder Judicial de incluir dentro de su
universo auditable a la Junta Administradora como al FPJPJ.



Si bien es cierto, el extremo de dicha consulta fue ampliamente desarrollado en el criterio
vinculante del Órgano Contralor; oficio Nro. DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; un factor
común que se suma al contexto de antecedentes de ambas consultas, es el relativo a la emisión
del dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021; el cual es presentado
como un nuevo insumo de análisis, que podría incidir en los fundamentos de hecho y de
derecho analizados en su oportunidad en el oficio referido, que lleve al Órgano Contralor a la
variación de su criterio y en consecuencia a la emisión de un nuevo criterio de oriente la
relación de los diferentes actores a la luz de las regulaciones propias del Sistema de Control
Interno; efectos que deben ser rechazados en el presente caso, como de seguido se analizará.



En primer término, respecto del dictamen de la Procuraduría General C-021-2021; el mismo
obedece a una consulta formulada por la Junta Administradora del FJPPJ. La Junta puso en
conocimiento del Órgano Asesor el acuerdo del artículo X de la sesión Nro. 21-20, de las 8:30
horas del 22 de junio de 2020, en el que se dispuso en firme “atender las interrogantes que se
tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta consultante, a efecto de tener claridad,
acerca del grado de desconcentración que le fue otorgada a dicho órgano al momento de su
creación legal y las potestades que tendría a nivel presupuestario, disciplinario, de manejo de
recurso humano, entre otros”. Es así que esta Contraloría General observa que en todo
momento el enfoque del Dictamen emitido por la Procuraduría General gira en torno a dilucidar
la naturaleza jurídica de la Junta; ya que con respecto a los alcances de su grado de
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desconcentración en los ámbitos presupuestario y de personal, la Procuraduría General indicó
que “(...) la amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los
aspectos que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la
Junta”. Por lo que tampoco estos temas fueron desarrollados por el Órgano Asesor en
profundidad, quedando solo como tema concreto de abordaje en el dictamen la naturaleza
jurídica de la JAFPJPJ.



Ahora bien, respecto a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FPJPJ; no
encuentra el Órgano Contralor que el Dictamen C-021-2021 haya tenido una conclusión diversa
de la externada en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo que ambos
criterios son coincidentes en ese punto. En efecto, en el oficio del 2018 el Órgano Contralor
indicó que “(...) con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración
es trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242
inciso f), que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para
ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá
personalidad jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del
Fondo. Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).”



Por su parte, el Dictamen C-021-2021 reconoce: “Tal como se puede observar del primer
párrafo del precepto transcrito (art. 239 Ley 9544), la Junta al tiempo que se concibe como
un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, se le dota de
“independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones técnicas y en su
gestión administrativa (...)”. (Subrayado no pertenecen a su original). Más adelante, el criterio
profundiza sobre esta naturaleza jurídica indicando que “la “completa independencia” que
pregona el artículo 239 de comentario se garantiza sustrayendo a la Junta del poder de
mando o instrucción de la Corte o del Consejo Superior del Poder Judicial sobre la
materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, se corresponde con un grado de
desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio de que la Corte Plena retenga
ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca dentro del Poder Judicial y que
se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la mitad de los miembros de la Junta, de
acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ.” (Subrayado no pertenecen a su original); para
finalmente concluir que la Junta “es un órgano con grado de desconcentración máxima del
Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica
instrumental”.



Con lo anterior es claro que ambos criterios son coincidentes sobre la naturaleza jurídica y,
por ello, el grado de desconcentración de la Junta Administradora del FJPPJ, de tal forma que
no se identifica alguna contradicción que obligue al Órgano Contralor a variar su criterio
externado en dicho oficio, y que tampoco se ha presentado un cambio en el marco normativo
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aplicable que obligue a un análisis particular, resta examinar el punto medular de la consulta
cual es si; a partir del Dictamen C-021-2021, se deduce la obligación de la Auditoría Judicial del
Poder Judicial de incluir dentro de su universo auditable a la Junta Administradora como al
FPJPJ. Esto por cuanto el Órgano Contralor interpreta que la Junta está entendiendo el
Dictamen C-021-2021 desde un punto de vista “orgánico”, esto es que por ser un órgano inserto
en la estructura vertical del Poder Judicial, procede la fiscalización por parte de la auditoría
judicial.



Al respecto, debe indicarse que la Contraloría General no concuerda con dicha conclusión;
la cual no se desprende del dictamen, el cual como quedó analizado, sólo se refiere a la
naturaleza jurídica de la Junta, sin entrar al análisis del Sistema de Control Interno que en dicha
configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto de la
Junta y del FPJPJ. Tema que, por lo demás, excedería de las competencias otorgadas al
órgano procurador1 por cuanto en los temas de control interno, la Contraloría General goza de
una competencia prevalente, exclusiva y excluyente. La Ley General de Control Interno integra
el “ordenamiento hacendario o de control y fiscalización” (Ver Voto 3904-2004 SC). El control
interno es materia reservada a la Contraloría General por ser hacienda pública (arts. 4 in fine, 8
y 12 LOCGR). Igualmente, la Procuraduría General, en su Dictamen C-320-2020 confirmó esta
conclusión, al indicar:



“(...) resulta claro que la consulta está relacionada con el régimen de control interno,
específicamente con las funciones de las auditorías internas, lo cual, según lo dispone los
artículos 3, 23 y 38 de la Ley General de Control Interno (No. 8292 de 31 de julio de 2002), y
numerales 12, 14 y 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (No. 7428
del 7 de setiembre de 1994), constituye competencia exclusiva y prevalente de la Contraloría
General de la República. Específicamente, el numeral 26 de la Ley Orgánica de la Contraloría
General de la República señala que el órgano contralor es quien posee la competencia para
fiscalizar que las auditorías internas de los entes y órganos sujetos a su competencia
institucional, cumplan adecuadamente con el ejercicio de las funciones otorgadas por el
ordenamiento jurídico; siendo, además, quien debe resolver los conflictos entre los auditores y
los jerarcas de la administración activa. Dispone dicho artículo:



“Artículo 26.-Potestad sobre auditorías internas. La Contraloría General de la
República fiscalizará que la auditoría interna de los entes y órganos sujetos a su
competencia institucional, cumpla adecuadamente las funciones que le señala el
ordenamiento jurídico que la regula; coordinará, como mínimo, una actividad anual
para fortalecer su gestión. El resultado de dichas fiscalizaciones deberá ser
informado directamente al jerarca de la institución y al auditor interno, quienes



1 El artículo 5 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, Nro. 6815, indica: “Artículo 5.-Casos
de Excepción: No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, no son consultables los asuntos propios de los
órganos administrativos que posean una jurisdicción especial establecida por ley.”.
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estarán obligados a tomar las medidas necesarias para su acatamiento o, en su
defecto, a plantear su oposición, dentro de un plazo máximo de quince días
hábiles.
Presentada la oposición, la auditoría interna dispondrá de un plazo máximo de
treinta días hábiles, contados a partir del recibo del informe de la Contraloría, para
fundamentar debidamente su oposición.



Recibida la fundamentación de la oposición, la Contraloría General de la República
tendrá un plazo máximo de treinta días hábiles para resolver el conflicto planteado
y deberá notificar, de inmediato, al ente u órgano discrepante, lo resuelto en este
asunto. (…)”



Conforme lo anterior, haciendo una nueva ponderación de las normas de control interno, a partir
de los criterios que ha emitido esta Procuraduría hasta la fecha, este órgano técnico consultivo
concluye que, el ejercicio de las competencias otorgadas a la Contraloría General de la
República, tanto en la Ley General de Control Interno como en su Ley Orgánica,
necesariamente implica la interpretación de las normas de esa naturaleza que rigen la labor de
los auditores internos, y, por tanto, es ese órgano el competente para referirse a lo consultado.”
(Subrayado es de su original).



Como consecuencia del análisis llevado a cabo, y atendiendo a cada una de las consultas
realizadas, debe indicarse respecto a la consulta del Auditor Judicial que no estamos ante un
caso en que se deba decidir sobre la “prevalencia” del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto
del 2018 por sobre el Dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021; por cuanto este último no
se refirió ni podía referirse -por el ámbito de sus competencias legales- al sistema de control
interno (SCI) que decidiera el ámbito institucional de competencia en la prestación de servicios
de la Auditoría Judicial sobre la Junta Administradora y el FPJPJ. Es decir, ambos criterios
atienden a temas diversos que no podrían ser confrontados en sus análisis o conclusiones; ni
en consecuencia pretender la prevalencia de uno sobre el otro.



Por lo tanto, el Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en
el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no
habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre las competencias en la prestación
de servicios de esa Auditoría Judicial sobre la Junta Administradora y el FJPPJ; resultando en
consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de su consulta.



En lo que atañe a la consulta realizada por el Presidente de la Junta Administradora del
FJPPJ; respecto a si debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen
C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al conformar este
órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa; se reitera como quedó
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indicado, que el dictamen de la Procuraduría General no entró al análisis de si la pertenencia
orgánica de la Junta a la estructura vertical del Poder Judicial fuera un factor que decidiera el
ámbito de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría Judicial sobre la Junta y el
FJPPJ, siendo que el dictamen sólo se refirió a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora
del FJPPJ; no así -por imposibilidad de competencia en la materia-, a temas relacionados con la
aplicación del Sistema de Control Interno (SCI). En consecuencia, deberá atenerse la Junta
Administradora del FJPPJ al criterio externado por el Órgano Contralor en el oficio
DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; el cual resulta vinculante en materia de control
interno. En torno a la consulta de si es posible que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda
las plazas de la Sección de Auditoría del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
dado su enfoque exclusivo de atención, experiencia y especialización en la materia, para que
sean trasladadas bajo administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar
el enfoque original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio
DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni
constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a
sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco
decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus recursos materiales, financieros,
tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que
define cada institución.



V. CONCLUSIONES:



1. Respecto a la naturaleza jurídica de la Junta Administradora del FPJPJ; no identifica el
Órgano Contralor que el Dictamen C-021-2021 haya tenido una conclusión diversa de la
externada en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto de 2018; siendo que ambos
criterios son coincidentes en ese punto.



2. El dictamen de la Procuraduría General Nro. C-021-2021, se refirió a la naturaleza
jurídica de la Junta, sin entrar al análisis del Sistema de Control Interno que en la
configuración administrativa de desconcentración tendría la Auditoría Judicial respecto
de la Junta y del FPJPJ. Tema que, por lo demás, excedería de las competencias
otorgadas al órgano procurador por cuanto en los temas de control interno, la
Contraloría General tiene a cargo una competencia prevalente, exclusiva y excluyente.
El control interno es materia reservada a la Contraloría General por ser Hacienda
Pública (arts. 4 in fine, 8 y 12 LOCGR); conclusión sostenida por el Dictamen
C-320-2020.



3. Sobre la consulta del Auditor Judicial, no estamos ante un caso en que se deba decidir
sobre la “prevalencia” del oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018 por sobre el
Dictamen C-021-2021 del 29 de enero de 2021; por cuanto este último no se refirió ni
podía referirse -por el ámbito de sus competencias legales- al sistema de control interno
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(SCI) que decidiera el ámbito institucional. Es decir, ambos criterios atienden a temas
diversos que no podrían ser confrontados en sus análisis o conclusiones; ni en
consecuencia pretender la prevalencia de uno sobre el otro.



4. El Órgano Contralor mantiene incólume en todos sus extremos lo indicado en el oficio
DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del 2018; así como su acatamiento vinculante; no
habiendo motivo para revertir en nada el criterio vertido sobre la falta de competencia de
esa Auditoría Judicial para prestar sus servicios a la Junta Administradora y el FJPPJ;
resultando en consecuencia inevacuables los acápites a), b), c) y d) de la consulta del
Auditor Judicial.



5. En lo que atañe a la consulta realizada por el Presidente de la Junta Administradora del
FJPPJ; respecto a si debe la Auditoría Interna del Poder Judicial, a la luz del dictamen
C-021-2021 incorporar a la Junta Administradora del FJPPJ y al régimen del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dentro de su universo auditable, al
conformar este órgano parte del Poder Judicial y ser parte de la administración activa; se
reitera que el dictamen de la Procuraduría General no entró al análisis de si la
pertenencia orgánica de la Junta a la estructura vertical del Poder Judicial fuera un factor
que decidiera el ámbito de competencia en la prestación de servicios de la Auditoría
Judicial sobre la Junta y el FJPPJ, siendo que el dictamen sólo se refirió a la naturaleza
jurídica de la Junta Administradora del FJPPJ; no así -por imposibilidad de competencia
en la materia-, a temas relacionados con la aplicación del Sistema de Control Interno
(SCI). En consecuencia, deberá atenerse la Junta Administradora del FJPPJ al criterio
externado por el Órgano Contralor en el oficio DFOE-PG-0436 del 10 de agosto del
2018; el cual resulta vinculante en materia de control interno.



6. En torno a la consulta que realiza la Junta Administradora del FJPPJ de si es posible
que la Auditoría Interna del Poder Judicial ceda las plazas de la Sección de Auditoría del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dado su enfoque exclusivo de
atención, experiencia y especialización en la materia, para que sean trasladadas bajo
administración de la Junta Administradora del FJPPJ y con ello respetar el enfoque
original para el cual dichas plazas fueron creadas; se reitera lo señalado en el oficio
DFOE-PG-0436; respecto a que el Órgano Contralor no tiene las competencias legales
ni constitucionales para decidir el ámbito de actuación legal de la administración activa
en torno a sus propios funcionarios, lo cual obedece a su régimen de organización
funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la forma de utilización de sus
recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, todo lo cual responde
al ámbito de actuación interno que define cada institución.



En los términos indicados, se tienen por atendidas las consultas respectivas.
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Finalmente, les recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad
Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de
su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr.



Atentamente,



Falon Stephany Arias Calero
GERENTE DE ÁREA



Mari Trinidad Vargas Álvarez
ASISTENTE TÉCNICO



Pablo Pacheco Soto
FISCALIZADOR



PPS/aam
Ci: División Jurídica-CGR
NI: 9149/ 10794
G: 2021001617-1
Exp: CGR-CO-2021002547
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CID Gallup Encuestas de Opinión Pública 



COLOMBIA PAÍS QUE REPORTA MÁS PROBLEMAS CON 



CORRUPCIÓN: 



Honduras segundo Costa Rica tercer lugar 



 
Entre 13 países latinoamericanos es en Colombia donde más ciudadanos reportan a la 



corrupción como el problema principal del país. Afligido por un presidente de poca 



capacidad, los colombianos también perciben esta pesadumbre como de desafío. Este es 



uno de los resultados de encuestas nacionales de opinión pública realizadas en mayo y 



junio entre 1200 entrevistados en cada país.  Honduras está en segundo lugar y Costa Rica 



en tercero.          
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Costa Rica



Honduras



Colombia



La corrupción en gobierno como problema principal en los países
-porcentajes-



Ficha Técnica 



Fecha trabajo campo Mayo, 2021 



Tipo de entrevista Personal a teléfonos móviles  



Entrevistas 1200 por país 



Error muestral   2.78 puntos en sus resultados totales. (95% nivel confianza). 



Informante Ciudadano residente en hogar particular – 18 años y más 



Tipo de muestra Aleatoria, representativa de población. 



Área geográfica Centroamérica, República Dominicana, Sur América 
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Al contestar refiérase 



al oficio Nº 11481 



 



10 de agosto, 2018 



DFOE-PG-0436 



 



Señor 



Roberth García González 



Auditor General 



PODER JUDICIAL 



Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr  



rgarciag@poder-judicial.go.cr  



 



Estimado señor: 



 



Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna 



respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 



Jubilaciones del Poder Judicial 



 



Se procede a dar respuesta a su consulta efectuada mediante oficio Nro. 713-AUD-2018 de 



fecha 4 de junio de 2018, al cual se previno mediante oficio del Órgano Contralor Nro. 07757 



(DJ-0711) de 6 de junio de 2018; el cumplimiento de requisitos para la admisibilidad de la 



consulta, los cuales fueron aportados según se aprecia del oficio Nro. 738-13-UJ-2018 de 8 de 



junio de 2018.  



 



I. OBJETO DE LA CONSULTA 



 



a) SOBRE EL FONDO: 



 



Aduce el consultante que mediante oficio emitido en su oportunidad por el Órgano Contralor, 



Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, se consideró que la Auditoría Interna del Poder 



Judicial tenía facultades para la fiscalización del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 



Judicial. 



 



Indica que en dicho oficio se externó el criterio que los recursos administrados por ese 



Fondo eran fondos públicos sujetos a fiscalización, de conformidad con las competencias 



otorgadas a las auditorías institucionales por el artículo 22 de la Ley General de Control Interno 



(LGCI). Que la administración del Fondo no salía del ámbito público al ser una labor normal y 



ordinaria del Poder Judicial a través del Consejo Superior y que por ello existe la obligación del 



Poder Judicial de responder con sus propios recursos por una administración deficiente. Que la 



fiscalización por parte de la Auditoría Judicial respecto a la forma como se llevaba a cabo esa 



labor de administración, es extensiva a la gestión del Fondo como tal y debía ser ejercida con 



arreglo a los parámetros ordinarios aplicables a la fiscalización de las actividades del Poder 
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Judicial como Administración. Que si la administración activa (representada por el Consejo 



Superior de la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 



y ordinarias la administración del Fondo de referencia, es evidente que la fiscalización respecto 



al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la administración judicial.  



 



Dicho esto, en criterio del consultante, con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma 



Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro 



fáctico y normativo analizado en el oficio DJ-3905-2010 por la Contraloría General varió 



sustancialmente, en razón de las siguientes consideraciones del consultante, las cuales se 



transcriben en su literalidad:  



 



“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley, para la administración del Fondo. 
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer 
las atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, 
sus modificaciones y su liquidación anual" 
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de 
las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas 
de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. 
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la 
regulación de Ia Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); 
adicionalmente él artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con Ia 
legislación y la normativa que emitan ambos entes.”. 



 
Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:  



 
“Debido a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilaciones del Poder Judicial y de conformidad con sus competencias y 
potestades otorgadas en los artículos 239 y 241 de la Ley 9544: 
 
 ¿Tiene la Auditoría lnterna del Poder Judicial la facultad de fiscalizar, advertir o 
asesorar este nuevo órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental 
del poder Judicial? 
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En relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma 
Administrativa de dicha Junta Administradora del Fondo en mención: 
 
. ¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano? 
 
.¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 



 



b) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL 



 



La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición mediante oficio Nro. 



738-13-UJ-2018 de 8 de junio de 2018, en el cual indica que efectivamente con la promulgación 



de la Ley Nro. 9544 de 2018, varió el cuadro fáctico y normativo analizado por la Contraloría 



General en su oficio Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, y aduce para dicha 



conclusión las siguientes consideraciones:  



 



“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un Órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley, para la administración del Fondo.  
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación judicial y 
extrajudicial del Fondo.  
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 
modificaciones y su liquidación anual.  
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 
jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 
gastos administrativos.  
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de 
la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la 
citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos 
entes.”.  
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Indica además que el artículo 239 de la Ley 9544 en relación con el artículo 83 de la Ley 



General de la Administración Pública (LGAP) dan pie para afirmar que lo que se creó con la 



nueva Junta en la reforma operada a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) fue un órgano 



con desconcentración máxima, puesto que “el Jerarca del Poder Judicial se encuentra sustraído 



de avocarse la competencia de la Junta, revisar o sustituir su conducta o girarle órdenes, 



instrucciones o circulares”. En ese sentido, -aduce el auditor- el legislador dotó de personalidad 



jurídica instrumental al nuevo órgano y lo facultó “para que dicte las normas en relación con el 



nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan 



anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual”.  



 



Consecuentemente señala, que todas las competencias propias del jerarca (elección del 
personal, potestad disciplinaria, dirección presupuestaria, entre otras) son trasladadas por 
voluntad legislativa a Ia nueva Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
 



Continúa indicando el auditor, en otro orden de argumentación, que la Ley General de 
Control lnterno No. 8292 establece en el artículo 20 la obligación de todos los órganos de contar 
con auditoría interna y en consecuencia este nuevo órgano desconcentrado con personalidad 
jurídica instrumental debería contar con su propia Auditoría lnterna y establecer el sistema de 
control interno que corresponda, puesto que al no ser subordinado del jerarca del Poder Judicial 
y contar con su propio régimen disciplinario, el suscrito carecería de competencia para emitir los 
productos de auditoría, y en especial se encontraría en una imposibilidad material de aplicar los 
procedimientos establecidos en la Ley General de Control Interno para los casos de 
discrepancias con las recomendaciones que emite este Departamento. 
 



A modo de ejemplo y en apoyo de su anterior posición, el consultante enumera algunos 
órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental que cuentan cada uno con una 
auditoría interna separada e independiente al órgano al que están adscritos. 
 



Finaliza su posición argumentado que:  
 
“El Poder Judicial se encuentra imposibilitado a prestarle sus propios funcionarios remunerados 
con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a este 
nuevo órgano, pues para ello el legislador lo dotó con su propio presupuesto, así como la 
competencia para nombrar y sancionar al personal, de modo que se desnaturalizaría la relación 
de jerarquía con la Junta. Así tampoco brindarle recursos materiales, financieros, tecnológicos y 
de infraestructura a esa Junta Administradora, en el tanto estaría utilizando fondos públicos con 
un destino distinto a las funciones que le corresponden al Poder Judicial, violentando así el 
principio de legalidad que rige a la lnstitución y por ende, podría presentarse un eventual delito 
de malversación de fondos públicos.”.  
 
II. CONSIDERACIONES PREVIAS 



 



En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la 



Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce 



la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas 



que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos 
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pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. 



Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención 



de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el 



cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas 



como parte del ejercicio de la competencia consultiva. 



 



Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio 



cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que 



se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina 



lo siguiente:  



 



"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 



consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 



7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 



1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor. 



2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a 



la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 



sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 



(…)." 



 



De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias 



propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la 



Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al 



Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 



sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 



 



Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende 



sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han 



sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la 



emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se 



conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. 



De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se 



plantea sobre los temas en consulta. 



 



Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría 



General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el 



plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar 



entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o 



confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.  
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En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas 



relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de 



temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el 



entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no 



de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad 



consultante en la toma de sus decisiones. 



 



III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL 



 



1) ANÁLISIS DEL OFICIO NRO. 10369 (DJ-3905) DEL ÓRGANO CONTRALOR A LA LUZ DE LA LEY 



NRO. 9544 “REFORMA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 



 



Como se indicó en el apartado anterior, siendo que el objeto de la consulta se dirige 



principalmente a una serie de puntos concretos, que además requieren pronunciamiento de 



asuntos que no corresponden definir por competencia al Órgano Contralor, es importante 



resaltar que la respuesta a la consulta se atiende en términos generales y sobre los temas que 



por Ley corresponde, lo cual implica no entrar a conocer por esta vía consultiva de situaciones 



específicas que sean de conocimiento por la Administración, en las que le atañe las valoraciones 



pertinentes, de frente a la adopción de conductas administrativas con efectos concretos. 



 



En primera instancia, conviene establecer si con la reforma operada a la Ley Orgánica del 



Poder Judicial con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder 



Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro fáctico y normativo 



analizado en el oficio de la Contraloría General No. 10369 (DJ-3905-2010) de 3 de noviembre de 



2010, varió sustancialmente o si en su defecto, se mantienen los presupuestos jurídicos 



analizados en dicha oportunidad. 



 



Preliminarmente, debe indicarse que en el 2010, año en que se emitió el oficio de referencia, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial era administrado por el Consejo Superior 
del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la Corte Suprema de 
Justicia1, lo cual significaba que su administración era una labor encargada al propio Poder 
Judicial, quien la ejercía como parte de sus atribuciones normales y ordinarias y asumiendo con 
sus recursos públicos los costos que implica y trae consigo dicha administración.  
 



Sin embargo, con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama 
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es 
trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que 
contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las 
facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad 
jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. 
Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos 
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).  



                                                 
1
 Competencia que era regulada en los incisos 12,13,14 y 15 del artículo 81 de la Ley 7333 del 5/5/1993, los cuales 



fueron derogados por el artículo 2 de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder Judicial del 24/4/2018. 
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Ahora bien, en el oficio del Órgano Contralor del año 2010 se indicó:  



 



“En ese sentido, si la Administración Activa (representada por el Consejo Superior y 
la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 
y ordinarias la administración del Fondo de marras, es evidente que la fiscalización 
respecto al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la 
Auditoría Judicial.”. 
 
Sin mayor rigor de análisis; a la luz de lo indicado, es de consecuencia lógica en el nuevo 



contexto de la reforma legal, que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del 
Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización 
ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial, como se verá con mayor 
detenimiento en el siguiente apartado. 
 



2) SOBRE EL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA JUDICIAL 



SOBRE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 



JUDICIAL 



 



De seguido se impone el análisis de la estructura administrativa que el legislador diseña para 



la Junta Administrativa del Fondo, y si dicha configuración orgánica incide en las competencias 



fiscalizadoras de la Auditoría Judicial sobre aquella.  



 



En efecto, el nuevo órgano llamado Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial, si bien su norma de creación no indica expresamente el tipo de 



desconcentración administrativa en los términos del artículo 83 de la LGAP;  la Procuraduría 



General de la República ha reconocido la posibilidad de la creación tácita de órganos 



desconcentrados. En ese sentido, ha indicado que un órgano desconcentrado requiere, al menos, 



independencia funcional, o sea la potestad de ejercer la competencia material que le ha sido 



transferida sin sujeción a un poder de mando o, en su caso, una potestad revisora2. Esta 



independencia funcional ha sido otorgada por el legislador a la Junta Administrativa en el artículo 



239 de la Ley 9544.  



 



Al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la 



correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y 



alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que 



tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades 



otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las 



disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en 



conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el 



cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido.  



 



                                                 
2 Dictamen C-255-2005 del 15 de julio, 2005. Procuraduría General de la República. 
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La Ley General de Control Interno, N.° 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 



Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos3, entre los que se 



contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 



limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial, faltaría uno de los componentes orgánicos del sistema de control 



interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de lo dispuesto 



en el artículo 104 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI 



institucional, correspondiendo a la administración activa realizar las acciones necesarias para 



garantizar su efectivo funcionamiento. 



 



Siendo la Junta Administrativa un órgano con desconcentración; la Auditoría del Poder 



Judicial vería limitado su ejercicio funcional; el cual está circunscrito a su ámbito de pertenencia 



institucional, de conformidad con los artículos 7 y 21 de la Ley General de Control Interno que 



regulan el ámbito jurídico en que se ejerce legítimamente las funciones de auditoría, que es la 



propia organización a la que se pertenece o el ámbito de competencia institucional al que 



responde cada unidad de auditoría.  



 



Es importante anotar que, como parte de las competencias decisorias y resolutorias que la 



Ley le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 



Judicial, se incluyen, entre las más importantes administrar el Fondo de Pensiones y 



Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de 



jubilación y pensión que se le presenten, recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y 



ejercer las acciones de cobro necesarias, atender las solicitudes de reingreso a labores 



remunerativas de jubilados inválidos, realizar los estudios actuariales con la periodicidad 



establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 



Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén), invertir los recursos del 



Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de 



Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones, cumplir con la 



legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 



Financiero como la Superintendencia de Pensiones, dictar las normas para el nombramiento, la 



suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 



presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual, aparte de las facultades de 



operaciones financieras de inversión de los recursos acumulados del Fondo (arts. 239 y 240 bis). 



 



 



                                                 
3 Artículo 9. Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos 



sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de 



Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley 



General de Control Interno, Ley N.° 8292. 
4Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado 



establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la 



administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento”.  
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Como puede verse, y conforme a lo ya analizado, cualquier conflicto derivado de una 



fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría Judicial en estos temas reservados 



a la Junta, no podría ser solventada por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización 



y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior por 



parte del jerarca de disposiciones giradas por el auditor a la Junta en la materia de su 



competencia no sería legalmente posible.  
 



Asimismo, debe considerarse que el legislador diseñó un marco especializado de 



competencias; en cuanto a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta 



Administrativa, ya que el artículo 241 de la Ley 95445 reserva tales facultades por especialidad 



de la materia a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y el Consejo Nacional de Supervisión 



del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente.  
 



Por los argumentos esgrimidos, la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de 



fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 



del Poder Judicial. 
 



No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 



regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades 



del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender a lo dispuesto por el artículo 



20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 



órganos de naturaleza pública que se creen.  
 



Dicho lo indicado, resta hacer referencia a los dos últimos extremos de la consulta, en 



relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma Administrativa de la 



Junta Administrativa del Fondo; interrogantes que el consultante plantea de la siguiente forma:  
 



“¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano?, y 
 



¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 



 



El Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el 



ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual 



obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la 



forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, 



todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.  



                                                 
5 “Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 



Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del 



Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 



Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del 



Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 



Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (El destacado no pertenece a su 



original)  
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Como se indicó en acápites anteriores, la potestad consultiva no debe verse como un medio 



por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de 



situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos 



internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración 



consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas o por adoptarse 



por la Administración activa. 



 



El artículo 2 del “Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 



Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011) dispone:  



 



“Artículo 2º—Alcance de la potestad consultiva. La Contraloría General de 



la República ejerce la potestad consultiva como parte de sus funciones. De 



acuerdo con ello le corresponde atender las gestiones que le dirijan los sujetos 



consultantes en las materias de su competencia constitucional y legal.”. 



(El destacado no pertenece a su original). 



 



 Por su parte, el artículo 5 de dicho Reglamento dispone:  



 



“Artículo 5º—Materias objeto de consulta ante la Contraloría General de la 



República. Los dictámenes que se emitan con efectos vinculantes deberán 



tener relación con los componentes de la Hacienda Pública y en general con el 



ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.”. 



 



 Igualmente, el artículo 8 inciso 1) del Reglamento dispone:  



 



“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 



consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 



7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 1.Tratarse de asuntos de 



competencia del órgano contralor.” 



 



 Finalmente, el artículo 9 del Reglamento señala:  



 



   “Artículo 9º—Admisibilidad de las consultas. Aquellas consultas que cumplan 



con los requisitos establecidos en el artículo anterior, se admitirán para su 



atención por el fondo y emisión del dictamen correspondiente por parte del 



órgano contralor. Se rechazarán de plano y sin más trámite las consultas 



que no sean competencia de la Contraloría General de la República, las 



que no hayan sido presentadas por el jerarca en el caso de la administración 



activa, por el auditor o subauditor internos o del representante legal en caso de 



sujetos privados, aquellas cuyo objeto principal consista en requerir la 



resolución de circunstancias concretas que correspondan al sujeto consultante, 
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así como las que se presenten por sujetos que no están legitimados para 



consultar conforme a lo dispuesto en el artículo 6, párrafo primero, de este 



reglamento. Con excepción de los supuestos antes indicados, la Contraloría 



General de la República se reserva la facultad de prevenir por única vez el 



cumplimiento de requisitos que no constituyan un impedimento para conocer 



por el fondo el objeto consultado. De igual manera valorará circunstancias de 



excepción relevantes, cuya procedencia quedará a criterio del órgano 



contralor.”. (Subrayado no pertenece a su original).  



 



 En consecuencia, y atendiendo a dicho marco normativo, al no ser dichas consultas objeto de 



la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 



mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  



 



IV. CONCLUSIONES:  



 



1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la 



Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto 



escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; 



además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano 



desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 



 



2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el 



artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) 



y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo 



cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 



 



3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 



Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se 



contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 



limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 



Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los 



componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, 



junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, 



mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  



 



3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la 



Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no 



podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y 



cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de 



disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, 



al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.  
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4) No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 



regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le  resultará útil a las 



autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el 



artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 



órganos de naturaleza pública que se creen.  



 



5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 



Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que 



realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar 



recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 



2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 



Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la 



competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 



mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  



 
En los términos indicados, se tiene por atendida la consulta. 



 
 Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad 



Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de 



su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr. 



 



 



Atentamente, 



 



 



 



Licda. Damaris Vega Monge 



GERENTE DE ÁREA 



 



 



 



Msc. Mario A. Pérez Fonseca 



ASISTENTE TÉCNICO 
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Aticulo 175- Contribucion de cada sujeo fiscalizado alfinanciamiento de los gastos de las superintendencias

Cada sujto supenvisado por la Superintendencia General de Entidades Financieas (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval)y a Superintendencia General de Seguros (Sugese) contribuiré, hasta con un méximo
del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de fa respectiva superintendencia. Para las entidades aseguradoras y reasequradoras supervisadas por la Superntendencia General de
Seguros no se tomarén en cuents, para los efectos de este ariculo, los ingresos provenentes de las reaseguradoras.

Cada entidad supenvisada por a Superintendencia de Pensiones (Supén) contribui hasta con un maximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administiados o de un cero coma cero cero dos por cento
0,002%) del monto pagado por pensiones, en ¢l caso de aquelas entidades supervisadas que no administien activos. Denlro de estos limites méximos, las superintendencias pocrén cobrar a cada suieto supervisado una conlrbucién
marginal superio cuando el peride riesgo delsupervisado exia un mayor esfuerzo de supervision. El célculo del costo de ese esfuerzo adiconal se hard con base e el costeo de las tareas realzadas y segin los procedimientos que se
establecerén en el reglamento respectivo.

En el caso de los emisores no firanciros, a contibucion serd hasta de un cero coma uno por cento (0, 1 %) anual sobre el manto de a emisidn. Los sujetos obligados por os artculos 15 y 15 bis de la Ley N. ° 7786, Ley sobre
Estupefacientes, Sustancias Psicotripicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legiimacién de Capitales y Financiamiento al Terrorismo, de 30 de abril de 1998, contibuirén con un canon. Este podrd ser difeenciado,
seqin lo defina el Consejo Nacional de Supervision del Sstema Financiero (Conassi) en funcion del perl de riesgo del sujeto supevisado, su estructura, la cantidad y el monto de sus transacciones, y su vuinerabilidad al esgo. €I
Conassif fjard el manto de dicho canon anualmente, segin los cambios que se den e relacion con a cantidad y po de suetos inscritos y costos del proceso de supenvisidn. El canon se pagard anualmente.

Medinte reglamento del Poder Ejecutivo se especiicaran los porcentajes de la contibucion tanto regulres como los marginales por concepto de esfuerzo superior en la supervisin, segun los diversos pos de sujetos
supenvisados, dentro de los limites mximos antes indicados, de manera que se cubra el cincuenta por ciento (50%) d los gastos de cada una de las superntendencias. No s¢ impondré una contrbucién adicional, cuando un mismo sujeto
quede sometido a a supervision de més de una superintendencia, sino que el sujeto de que se trate contribuid dnicamente al presupuesto de su supenvisor natural o principa, conforme a los téminos del reglamento

En caso de mora, el monto de las contibuciones adeudadas devengard a tasa de inerés moratoria definda en la Ley N.¢ 4755, Cidigo de Normas y Procedimientos Trbutarios, de 3 de mayo de 1971.

(Asireformado por el aricul 1° deIaley N* 9746 del 16 de octubre del 2019)
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				SIGA - PJ				PODER JUDICIAL



								Formulación de Presupuesto



																																		   Fecha de reporte:				30/03/2022



																																		   Hora del reporte:				2:16 PM



																																		   Usuario :		PODER-JUDICIAL\amurillob



								Detalle del Gasto por Centro de Responsabilidad

								Periodo Presupuestario  2023





				Centro de Responsabilidad:														77				Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones



				Tipo Presup.:								Ordinario





				 Partida/Grupo/ Subpartida										 Descripción  Partida/Grupo/Subpartida/Artículo										 Cant.		Unidad Medida		Costo      Unitario		Total Artículo		Total Subpartida				Total Grupo						Total Partida

				TOTAL GENERAL																												687,016,314.00

				 Partida : 1										Servicios																												485,219,919.00

				   Grupo: 101										ALQUILERES																						124,736,349.00						

				     Subpartida: 10101										Alquiler de edificios, locales y terrenos																		124,736,349.00										

				       Art. : 19606										ALQUILER DE EDIFICIO, LOCALES Y TERRENOS																124,736,349.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES (TIENE CONTRATO) 										 		Mes		124,736,349.18		124,736,349.00												

				   Grupo: 102										SERVICIOS BÁSICOS																						3,788,473.00						

				     Subpartida: 10201										Servicio de agua y alcantarillado 																		792,158.00										

				       Art. : 01365										SERVICIO DE AGUA																792,158.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Mes		792,158.73		792,158.00												

				     Subpartida: 10202										Servicio de energía eléctrica																		1,857,040.00										

				       Art. : 02181										SERVICIO ELECTRICO																1,857,040.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Mes		1,857,040.11		1,857,040.00												

				     Subpartida: 10204										Servicio de telecomunicaciones																		1,139,275.00										

				       Art. : 03163										SERVICIO DE TELEFONIA FIJA																1,139,275.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Mes		1,139,275.62		1,139,275.00												

				   Grupo: 103										SERVICIOS COMERCIALES Y FINANCIEROS																						58,721,360.00						

				     Subpartida: 10301										Información 																		12,726,188.00										

				       Art. : 22667										SERVICIO DIVULGACION DIVERSAS																12,726,188.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 12.00		Unidades		1,060,515.70		12,726,188.00												

				     Subpartida: 10302										Publicidad y propaganda																		15,000,000.00										

				       Art. : 19959										PUBLICIDAD Y PROPAGANDA																15,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 3.00		Periódica		5,000,000.00		15,000,000.00												

				     Subpartida: 10303										Impresión, encuadernación y otros																		2,030,000.00										

				       Art. : 21071										SERVICIO FOTOCOPIA CARTA																2,030,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 70000.00		Periódica		29.00		2,030,000.00												

				     Subpartida: 10306										Comisiones y gastos por servicios financieros y comerciales																		1,200,000.00										

				       Art. : 19960										COMISIONES Y GASTOS POR SERVICIOS FINANCIEROS Y COMERCIALES																1,200,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 12.00		Periódica		100,000.00		1,200,000.00												

				     Subpartida: 10307										Servicios de tecnologías de información																		27,765,172.00										

				       Art. : 19534										SERVICIOS DE TRANSFERENCIA ELECTRONICA DE INFORMACION																27,765,172.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		27,765,172.28		27,765,172.00												

				   Grupo: 104										SERVICIOS DE GESTIÓN Y APOYO																						160,557,192.00						

				     Subpartida: 10402										Servicios jurídicos 																		31,994,820.00										

				       Art. : 19597										SERVICIOS JURIDICOS																31,994,820.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 312.00		Unidades		102,547.50		31,994,820.00												

				     Subpartida: 10404										Servicios en ciencias económicas y sociales																		64,962,452.00										

				       Art. : 19599										SERVICIOS EN CIENCIA ECONOMICAS Y SOCIALES																64,962,452.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES (TIENE CONTRATO) 										 		Periódica		5,413,537.74		64,962,452.00												

				     Subpartida: 10405										Servicios informáticos																		44,200,000.00										

				       Art. : 23634										CONSULTORIA EN INFORMATICA																44,200,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		44,200,000.68		44,200,000.00												

				     Subpartida: 10406										Servicios generales 																		13,788,929.00										

				       Art. : 05262										SERVICIO LIMPIEZA																2,301,807.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES (TIENE CONTRATO) 										 		Periódica		2,301,807.15		2,301,807.00												

				       Art. : 04265										SERVICIOS DE VIGILANCIA																11,487,122.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES (TIENE CONTRATO) 										 		Periódica		11,487,122.46		11,487,122.00												

				     Subpartida: 10499										Otros servicios de gestión y apoyo																		5,610,991.00										

				       Art. : 19540										SERVICIOS DE GESTION Y APOYO																1,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Periódica		1,000,000.00		1,000,000.00												

				       Art. : 21866										CONSULTORIA EN OTROS SERVICIOS DE GESTION Y APOYO																4,610,991.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Periódica		4,610,991.22		4,610,991.00												

				   Grupo: 105										GASTOS DE VIAJE Y DE TRANSPORTE																						2,000,000.00						

				     Subpartida: 10501										Transporte dentro del país																		1,000,000.00										

				       Art. : 22718										TRANSPORTE DENTRO DEL PAIS																1,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		1,000,000.00		1,000,000.00												

				     Subpartida: 10502										Viáticos dentro del país																		1,000,000.00										

				       Art. : 19622										VIATICOS PARA EMPLEADOS																1,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Mes		1,000,000.00		1,000,000.00												

				   Grupo: 106										SEGUROS, REASEGUROS Y OTRAS OBLIGACIONES																						30,639,078.00						

				     Subpartida: 10601										Seguros 																		30,639,078.00										

				       Art. : 22722										SEGUROS																30,639,078.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Periódica		30,639,078.00		30,639,078.00												

				   Grupo: 107										CAPACITACIÓN Y PROTOCOLO																						59,454,587.00						

				     Subpartida: 10701										Actividades de capacitación																		50,354,587.00										

				       Art. : 18872										CAPACITACION																50,354,587.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Periódica		50,354,587.00		50,354,587.00												

				     Subpartida: 10702										Actividades protocolarias y sociales 																		9,100,000.00										

				       Art. : 19544										ACTIVIDADES PROTOCOLARIAS Y SOCIALES 																9,100,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 2.00		Periódica		4,550,000.00		9,100,000.00												

				   Grupo: 108										MANTENIMIENTO Y REPARACIÓN																						1,000,000.00						

				     Subpartida: 10807										Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina																		1,000,000.00										

				       Art. : 19551										MANTENIMIENTO Y REPARACION DE EQUIPO Y MOBILIARIO DE OFICINA																1,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Periódica		1,000,000.00		1,000,000.00												

				   Grupo: 199										SERVICIOS DIVERSOS																						44,322,880.00						

				     Subpartida: 19901										Servicios de regulación																		43,322,880.00										

				       Art. : 25633										SERVICIOS DE REGULACION																43,322,880.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 12.00		Mes		3,610,240.04		43,322,880.00												

				     Subpartida: 19999										Otros servicios no especificados																		1,000,000.00										

				       Art. : 19555										OTROS SERVICIOS NO ESPECIFICADOS																1,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 2.00		Mes		500,000.00		1,000,000.00												

				 Partida : 2										Materiales y Suministros																												14,447,889.00

				   Grupo: 201										PRODUCTOS QUÍMICOS Y CONEXOS																						509,435.00						

				     Subpartida: 20104										Tintas, pinturas y diluyentes 																		509,435.00										

				       Art. : 19620										CARTUCHO CANNON PARA FAX L-170, L-175, CON S-35																509,435.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 6.00		Unidades		84,905.94		509,435.00												

				   Grupo: 202										ALIMENTOS Y PRODUCTOS AGROPECUARIOS																						5,000,000.00						

				     Subpartida: 20203										Alimentos y bebidas																		5,000,000.00										

				       Art. : 19560										OTROS, ALIMENTOS Y BEBIDAS																5,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		5,000,000.00		5,000,000.00												

				   Grupo: 203										MATERIALES Y PRODUCTOS DE USO EN LA CONSTRUCCIÓN Y																						802,386.00						

				     Subpartida: 20304										Materiales y productos eléctricos, telefónicos y de cómputo																		802,386.00										

				       Art. : 20408										DISCO DURO USB EXTERNO																88,222.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		88,222.90		88,222.00												

				       Art. : 24586										KIT DE MANTENIMIENTO PARA MULTIFUNCIONAL LEXMARK MX410DE																714,164.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 5.00		Unidades		142,832.97		714,164.00												

				   Grupo: 299										ÚTILES, MATERIALES Y SUMINISTROS DIVERSOS																						8,136,068.00						

				     Subpartida: 29901										Útiles y materiales de oficina y cómputo																		7,636,068.00										

				       Art. : 25432										KIT DISPOSITIVO MANOS LIBRES AUDIFONO DISCRETO INALAMBRICO																5,386,068.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 22.00		Unidades		244,821.28		5,386,068.00												

				       Art. : 19570										OTROS, UTILES Y MATERIALES DE OFICINA Y COMPUTO																2,250,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		2,250,000.00		2,250,000.00												

				     Subpartida: 29999										Otros útiles, materiales y suministros diversos																		500,000.00										

				       Art. : 24248										PLACA CONMEMORATIVA																500,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		500,000.00		500,000.00												

				 Partida : 5										Bienes Duraderos																												156,329,335.00

				   Grupo: 501										MAQUINARIA, EQUIPO Y MOBILIARIO																						13,909,900.00						

				     Subpartida: 50103										Equipo de comunicación																		1,309,195.00										

				       Art. : 21321										PANTALLA DE TELEVISION																552,095.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		552,095.40		552,095.00												

				       Art. : 23879										SIST. PROYECCIONES P/ PRESENTACIONES MULTIMEDIA (VIDEO BEAM)																757,100.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		757,100.00		757,100.00												

				     Subpartida: 50104										Equipo y mobiliario de oficina																		6,236,377.00										

				       Art. : 21941										SILLA ERGONOMICA ESPECIAL MODELO DEXTER PLUS																6,236,377.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 8.00		Unidades		779,547.17		6,236,377.00												

				     Subpartida: 50105										Equipo de cómputo																		6,364,328.00										

				       Art. : 16993										MONITOR PARA COMPUTADORA																1,552,038.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 10.00		Unidades		155,203.84		1,552,038.00												

				       Art. : 16909										COMPUTADORA PORTATIL (LAPTOP)																4,812,290.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 4.00		Unidades		1,203,072.64		4,812,290.00												

				   Grupo: 599										BIENES DURADEROS DIVERSOS																						142,419,435.00						

				     Subpartida: 59903										Bienes intangibles																		142,419,435.00										

				       Art. : 23409										LICENCIAS DE SOFTWARE O RENOVACION																9,809,545.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		9,809,545.08		9,809,545.00												

				       Art. : 19968										BIENES INTANGIBLES																26,202,401.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Periódica		26,202,401.00		26,202,401.00												

				       Art. : 24688										DESARROLLO DE SISTEMAS INFORMATICOS DE MAYOR COMPLEJIDAD																106,407,489.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		106,407,489.60		106,407,489.00												

				 Partida : 6										Transferencias Corrientes																												31,019,171.00

				   Grupo: 603										PRESTACIONES																						2,864,333.00						

				     Subpartida: 60301										Prestaciones legales																		2,864,333.00										

				       Art. : 19972										PRESTACIONES LEGALES																2,864,333.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		2,864,333.00		2,864,333.00												

				   Grupo: 604										TRANSFERENCIAS CORRIENTES A ENTIDADES PRIVADAS SIN																						16,154,838.00						

				     Subpartida: 60404										Transferencias corrientes a otras entidades privadas sin fines de lucro																		16,154,838.00										

				       Art. : 23355										TRANSFERENCIAS CORRIENTES A OTRAS ENTIDADES PRIVADAS SIN FIN																16,154,838.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 1.00		Unidades		16,154,838.00		16,154,838.00												

				   Grupo: 606										OTRAS TRANSFERENCIAS CORRIENTES AL  SECTOR PRIVADO																						12,000,000.00						

				     Subpartida: 60601										Indemnizaciones																		12,000,000.00										

				       Art. : 19973										INDEMNIZACIONES																12,000,000.00												

				          Ofic. : 1907										 DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES										 12.00		Unidades		1,000,000.00		12,000,000.00												
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           San José, 04 de abril de 2022 
 


Licenciado 
José Luis Araya Alpízar 
Director General a.i. 


Dirección General de Presupuesto Nacional 
Ministerio de Hacienda 
S.            D. 


 
Asunto: Estimación de ingresos 
para la JUNAFO periodo 2023. 


 
Estimado señor: 
 


Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, conforme a solicitud 


de su representada y según el procedimiento establecido en el oficio DGPN-0244-


2021 del 16 de abril del 2021, me permito remitir anexo a este documento el detalle 


de la estimación de ingresos probables a percibir por la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) para el periodo 


2023, que brindan soporte al presupuesto elaborado para el programa 951 del Poder 


Judicial, al respecto, respetuosamente se indica:  


 


ANTECEDENTES  


 


1. Que la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) introducida 


mediante Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo de 2018, crea un nuevo 


órgano dentro de la estructura del Poder Judicial, otorgándole una fuente de 


financiamiento propio, según se desprende del artículo N°. 239 de dicho 


cuerpo normativo: 


 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 


funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la 


ley…  


[…] 


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por 


mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las 


pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de 


la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. 
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Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de 


esta ley.” El resaltado no pertenece al original. 


 


2. Que mediante el dictamen de la Procuraduría General de la República N°. C-
021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, es claro en determinar que la 
JUNAFO es un órgano del Poder Judicial, con quien no interrumpe su 


relación orgánica y que su personal no se desliga del Poder Judicial, según 
se puede apreciar a continuación:  


 


 
 


3. Al respecto es importante destacar que, la Dirección General de Presupuesto 


Nacional remite oficio N° DGPN-0244-2021 del 16 de abril de 2021, mediante 


el cual se establece un mecanismo para la inyección de los recursos a 


percibir por parte de la JUNAFO para la ejecución de su propio presupuesto, 


creando el programa N°. “951-Administración Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones” mediante el cual se centralizan los gastos asociados a este 


Órgano de Desconcentración Máxima del Poder Judicial.  


 


4. Que una vez creado dicho programa, la JUNAFO determinó un presupuesto 


propio para el periodo 2022, el cual se incluyó en la corriente de aprobación 


del Poder Judicial como un todo, siendo este remitido en tiempo y forma 


según lo establecido para este tipo de trámites, volviéndose Ley de la 


República N.°10103, mismo procedimiento que se sigue para la tramitación 


del presupuesto del periodo 2023.  
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5. Que producto de la metodología definida en el oficio N° DGPN-0244-2021, 


se vuelve necesario remitir una estimación de los ingresos probables a 


percibir por la JUNAFO durante el periodo 2023, el cual se detalla a 


continuación: 


 


Mes Masa Cotizante 
1


Comisión 
2


Factor de Ajuste 
3


Estimación de Ingresos 2023


Enero 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Febrero 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Marzo 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Abril 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Mayo 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Junio 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Julio 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Agosto 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Septiembre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Octubre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Noviembre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Diciembre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Estimación de Ingreso Probable 1 788 440,67₡                  


Fuente:


Origen del ingreso establecido en el art. 239 de Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma mediante Ley N°. 9544):


Notas:


1


2


3


4


Comisión equivalente al cinco por mil establecida en el art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ)


vigente.


Factor de ajuste estimado, conforme criterio experto dados los posibles efectos sobre la planilla del Poder


Judicial ante: el eventual cese de nombramientos de personal interino, restricciones por efecto de la Ley de


Fortalecimiento de Finanzas Públicas, tasas de mortalidad por la pandemia u otras medidas que mermen la


estimación del ingreso. Sobre la población beneficiaria se estima afectación por tasa de mortalidad de la


pandemia, cumplimiento de mayoría de edad de población pensionada estudiante y cese del crecimiento de 


nuevos derechos producto de la reforma a la LOPJ mediante Ley N°. 9544.


Se encuentra en trámite el análisis del expediente número 20-009378-0007-CO, que valora la posibilidad de


declarar inconstitucional el cobro de la administración del cinco por mil.


JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL


ESTIMACIÓN DE INGRESO


PERIODO 2023


CIFRA EN MILES DE COLONES


"Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que


devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo . Con estos


recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus


gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta


ley." El resaltado no es parte del original.


Datos de los Estados Financieros del Poder Judicial al mes de diciembre 2021, partidas salariales directas


del gasto en personal (5.1.1.01, 5.1.1.02 y 5.1.1.03) y el pago de beneficios de la población jubilada y


pensionada del FJPPJ.
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6. Que la cifra total de estimación del ingreso probable de la JUNAFO para el 


año 2023, debe interpretarse en la cifra de ¢ 1,788,440,670.00 (un mil 


setecientos ochenta y ocho millones cuatrocientos cuarenta mil seiscientos 


setenta colones con cero céntimos), por cuanto se esperan más de ciento 


cuarenta y nueve millones de colones de ingresos mensuales por concepto 


del aporte por “comisión de administración del cinco por mil” definido en el 


art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


Conforme a lo anterior y al considerar los procesos internos respectivos, se estima 


atendido el requerimiento de información presentado por el Ministerio de Hacienda 


referente al dato de estimación de ingresos probables de la JUNAFO para el periodo 


2023.  


 


Atentamente;  


 
 


 
 
 


MPM. Oslean Mora Valdez 
Director a.í.  


Dirección de la JUNAFO  


 


CC.:  
MBA. Nacira Valverde, Dirección de Planificación. 


 


Archivo 


 


 


 


 





				omorava@poder-judicial.go.cr

		2022-04-04T14:44:56-0600

		Costa Rica

		OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ (FIRMA)

		Estoy aprobando este documento
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PROGRAMA: 951 ADMINISTRACIÓN DEL FONDO DE JUBILACIONES Y 


PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 
 


MISIÓN: 


Administrar los fondos provenientes de los diferentes aportes e ingresos del Fondo de  
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme la legislación vigente con una 
rentabilidad competitiva y las mejores prácticas de mitigación de riesgo. 


 


PRODUCTOS: 
 


# Producto Usuarios (as)  


P.01. Atención en materia de pensiones a las personas 


afiliadas (tanto activas como beneficiarios) del 


régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial. 


a- Funcionarios 
activos del Poder 


Judicial. 
b- Jubilados y 
Pensionados del 
FJPPJ. 


 


 Unidad de Cantidad  


 Medida  2023 2024 


 Persona atendida  5385 5924 


Fuente de Datos: Superintendencia de Pensiones, Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones, 
Unidad de Cálculo de Beneficios. 


Notas Técnicas: La Dirección del FJPPJ cuenta con unidades de atención directa a personas, 
tales como la Unidad de Pago de Jubilaciones y Pensiones como la Unidad de 
Cálculo de Beneficios, quienes cuentan con actividades muy específicas 
vinculadas con el servicio directo. 


 


Se toma como base el 30% de las personas afiliadas al Fondo para el cierre del 
año 2021, que ascendió a un total de 17.949 personas. 
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INDICADORES DE GESTIÓN: 


# Tipo Dimensión Indicador 


P.01.01. Gestión Calidad Porcentaje de satisfacción de las 


personas usuarias que son atendidas 


por la Unidad de Pago de Jubilaciones 
y Pensiones. 


Metas 


 Línea Base 2023 2024 


  65,00 75,00 80,00 


Fuente de Datos:  Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, Informe de los resultados de la encuesta de percepción al usuario. 


Supuestos: Se toma como base el 30% de las personas afiliadas al Fondo para el cierre del 
año 2021, que ascendió a un total de 17.949 personas, que serán atendidas por 
año, efectuando una encuesta de satisfacción al menos al 5% de dichas personas. 
 
El crecimiento se estima en un 5% anual, acumulativo. 


Notas Técnicas: Siendo que no existen datos históricos para la definición de la meta, se fijó en 
función de la población afiliada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial al cierre del año 2021, se pretende que el servicio y los tiempos de 
atención se encuentren en parámetros aceptables para las personas usuarias. 


 


Con la meta propuesta se considera que se mantiene la calidad del servicio y el 
objetivo mejorarlo paulatinamente. 







Sistema de Formulación de Presupuesto 


Información General del Programa 


PODER JUDICIAL 


Formula 7 


Año: 2023 Instancia: 1 Escenario: 0 


Fecha: 05/04/2022 Página: 3 de 3 


 


 


 
 


 


# Tipo Dimensión Indicador 


P.01.02. Gestión Calidad Porcentaje de satisfacción de las 


personas usuarias que son atendidas 


por las Unidad de Cálculo de 
Beneficios. 


Metas 


 Línea Base 2023 2024 


  65,00 75,00 80,00 


Fuente de Datos:  Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial, Informe de los resultados de la encuesta de percepción al usuario. 


Supuestos: Se toma como base el 30% de las personas afiliadas al Fondo para el cierre del año 
2021, que ascendió a un total de 17.949 personas, que serán atendidas por año, 
efectuando una encuesta de satisfacción al menos al 5% de dichas personas. 
 
El crecimiento se estima en un 5% anual, acumulativo. 


Notas Técnicas: Siendo que no existen datos históricos para la definición de la meta, se fijó en 
función de la población afiliada al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial al cierre del año 2021, se pretende que el servicio y los tiempos de atención 
se encuentren en parámetros aceptables para las personas usuarias. 


 


Con la meta propuesta se considera que se mantiene la calidad del servicio y el 
objetivo mejorarlo paulatinamente. 
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																		Plan Anual Operativo																						Fecha de creación:

																		2023																						07/04/2022

				Oficina:				DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES

				Tema Estratégico:						Optimización e innovación de los servicios judiciales

												Objetivo:				1 - Apoyar la optimización de los sistemas tecnológicos internos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con la normativa vigente y requerimientos del Ente Supervisor.																										Estratégico:

												Accion Estratégica:				OE.1.4 - SERVICIOS TECNOLÓGICOS: Implementar soluciones tecnológicas estandarizadas, innovadoras e integrales para una gestión judicial, técnica y administrativa eficiente.

												Meta				Indicador				Meta PEI		Actividades				Actividad PEI								Coordinacion Interna		Coordinacion PEI						Coordinación Externa				Ejes

												1.1 - Que al 31 de diciembre del 2023, se haya cumplido con al menos d el 75%e las actualizaciones solicitadas por el ente supervisor, con respecto a las mejoras de los sistemas internos.				Gestiones realizadas, mejoras solicitadas.				NO		1.1.1 - Remitir oportunamente las solicitudes realizadas por el ente supervisor a las áreas técnicas encargadas				NO								0122-DIRECCION DE TECNOLOGIA DE INFORMACION Y COMUNICACIONES		NO						Entes Supervisores.				Innovación

																																										Proveedores Externos

																						1.1.2 - Mantener un inventario de los mejoras solicitadas.				NO

																																		1907-DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES		NO

																						1.1.3 - Dar seguimiento a las gestiones realizadas para atender las mejoras.				NO

				Tema Estratégico:						Planificación Institucional

												Objetivo:				2 - Efectuar un seguimiento a los sistemas de control interno.																										Estratégico:

												Accion Estratégica:				OE.1.3 - GESTIÓN DE POLÍTICAS INSTITUCIONALES: Gestionar el desarrollo, implementación y seguimiento de las políticas institucionales para fortalecer la gestión judicial con el fin de mejorar los servicios de justicia.

												Meta				Indicador				Meta PEI		Actividades				Actividad PEI								Coordinacion Interna		Coordinacion PEI						Coordinación Externa				Ejes

												2.1 - Que al 31 de diciembre 2023 se hayan realizado al menos tres reuniones de seguimiento a nivel de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con respecto al SEVRI.				Minutas de seguimiento elaboradas e informes remitidos a la Unidad de Control Interno.				NO		2.1.1 - Realizar sesiones de trabajo con el equipo de trabajo para analizar y consolidar la información SEVRI.				NO								1907-DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES		NO						Entes Supervisores.				Valor del servicio de Administración de Justicia

																						2.1.2 - Confeccionar y almacenar las minutas de reunión respectivas.				NO

												2.2 - Que al 31 de diciembre del 2023 se hayan presentado actualizaciones de los Informes de seguimiento de las recomendaciones emitidas por entes fiscalizadores internos y externos en el plazo establecido.				Oficio o Informe de respuesta remitidos.				NO		2.2.1 - Realizar sesiones de trabajo para analizar y cumplir con las solicitudes realizadas por los entes fiscalizadores internos y externos.				NO

																						2.2.2 - Remitir el oficio o informe respectivo al ente fiscalizador.				NO

												Objetivo:				3 - Implementar el proceso de certificaciones de calidad de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial  ante el Centro de Gestión de Calidad (CEGECA).																										Estratégico:

												Accion Estratégica:				OE.1.3 - GESTIÓN DE POLÍTICAS INSTITUCIONALES: Gestionar el desarrollo, implementación y seguimiento de las políticas institucionales para fortalecer la gestión judicial con el fin de mejorar los servicios de justicia.

												Meta				Indicador				Meta PEI		Actividades				Actividad PEI								Coordinacion Interna		Coordinacion PEI						Coordinación Externa				Ejes

												3.1 - Que al 31 de diciembre 2023, se hayan realizado las gestiones, acciones u otros con el fin de  obtener o mantener al menos una certificación de calidad de las áreas de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial  ante   la oficina de CEGECA.				Certificaciones del Centro de Gestión de la Calidad (sello).				NO		3.1.1 - Dar seguimiento al proceso de certificación de calidad.				NO								1135-CENTRO GESTION DE LA CALIDAD		NO						Ninguna				Valor del servicio de Administración de Justicia

																						3.1.2 - olaborar y coordinar en el proceso de obtención o recreaditación del sello.				NO

												Objetivo:				4 - Promover la gestión de manejo de cero papel  entre las personas servidoras de la Dirección de la Junta Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.																										Estratégico:

												Accion Estratégica:				OE.1.3 - GESTIÓN DE POLÍTICAS INSTITUCIONALES: Gestionar el desarrollo, implementación y seguimiento de las políticas institucionales para fortalecer la gestión judicial con el fin de mejorar los servicios de justicia.

												Meta				Indicador				Meta PEI		Actividades				Actividad PEI								Coordinacion Interna		Coordinacion PEI						Coordinación Externa				Ejes

												4.1 - Que al 31 de diciembre de 2023, se haya digitalizado el 90% de la información física conforme a la estimación inicial establecida por la  Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.				Avance de la digitalización de los documentos físicos.				NO		4.1.1 - Coordinar la digitalización de la información almacenada.				NO								1907-DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES		NO						PROVEEDORES EXTERNOS				Ambiente

																						4.1.2 - Seguimientos para verificar el avance en el proceso.				NO

																																		0140-DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA		NO

				Tema Estratégico:						Gestión del Personal

												Objetivo:				5 - Impulsar la capacitación de las personas servidoras de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.																										Estratégico:

												Accion Estratégica:				OE.1.6 - CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes institucionales.

												Meta				Indicador				Meta PEI		Actividades				Actividad PEI								Coordinacion Interna		Coordinacion PEI						Coordinación Externa				Ejes

												5.1 - Que al 31 de diciembre de 2023, se hayan realizado las gestiones para que al menos el 20% de los colaboradores de la Dirección reciban capacitación en temas relacionados al puesto de trabajo.				Gestiones realizadas o capacitaciones brindadas				NO		5.1.1 - Gestionar por el medio que corresponda el desarrollo de las capacitaciones ante la Dirección de Gestión Humana u otras instancias competentes.				NO								0134-DIRECCION GESTION HUMANA		NO						PROVEEDORES EXTERNOS.				Bienestar y salud del personal judicial

																						5.1.2 - Coordinar y colaborar en el desarrollo de las capacitaciones.				NO

																																		0140-DEPARTAMENTO DE PROVEEDURIA		NO

																						5.1.3 - Incentivar que las personas servidoras que lo necesiten, participen en la capacitación según el tema de competencia.				NO

												Objetivo:				6 - Realizar las gestiones correspondientes para que las personas servidoras judiciales de la Dirección de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuenten con el Programa Básico de Formación Judicial.																										Estratégico:

												Accion Estratégica:				OE.1.6 - CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes institucionales.

												Meta				Indicador				Meta PEI		Actividades				Actividad PEI								Coordinacion Interna		Coordinacion PEI						Coordinación Externa				Ejes

												6.1 - Que al 31 de diciembre del 2023, al menos el 90% de las personas servidoras del Fondo posean el Programa Básico de Formación Judicial.				Capacitaciones aprobadas				NO		6.1.1 - Identificar a lo interno de la Dirección del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial las funcionarias y funcionarios que no tengan la capacitación.				NO								1907-DIRECCION JUNTA ADMINISTRADORA FONDO JUBILACIONES Y PENSIONES		NO						Ninguna				ACCESO A LA JUSTICIA

																						6.1.2 - Realizar las gestiones ante las instancias competentes.				NO

																																														Bienestar y salud del personal judicial

																						6.1.3 - Incentivar a las personas servidoras judiciales la matricula del programa.				NO

																																														Género

																						6.1.4 - Dar seguimiento a la matricula y aprobación de los cursos.				NO

																																														Justicia Abierta

																																														Valores Institucionales
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Introducción


La Dirección de Planificación pone a su disposición la “Guía para elaborar un plan anual operativo”, en el que 
paso a paso le orientará a planificar las labores anuales que realiza su oficina y despacho, con el propósito que 
de forma anticipada y articulada se responda a las necesidades que se suscitan por los cambios  constantes 
en el entorno social, político, económico, tecnológico y legal que inciden de manera directa sobre la estrategia 
del Poder Judicial, a quien le corresponde la administración de justicia de manera pronta y cumplida. La 
ciudadanía, además antes estas transformaciones generan nuevas expectativas y demanda cambios en los 
servicios judiciales que se brindan. 


Previo a iniciar la elaboración de los planes operativos, es trascendental conocer la estrategia institucional, que 
obedece al marco general donde se definen los objetivos y metas estratégicos para el mediano y largo plazo 
y en el que cada una de las oficinas y despachos judiciales deben contribuir a través de los planes anuales 
operativos (PAOs). Este marco estratégico es lo que se conoce como el Plan Estratégico Institucional (PEI). 


Para que las oficinas y despachos judiciales lleven a cabo procesos de panificación exitosos y que contribuyan 
al cumplimiento de los objetivos institucionales, es necesario que se generan procesos de pensamiento, donde 
se analice:  
• ¿Qué se requiere realizar? 
• ¿Por qué es importante realizarlo?
• ¿Cómo se realizará?
• ¿Para cuándo se realizará?
• ¿Quiénes lo realizarán?


Es así que, la siguiente “Guía para elaborar un plan anual operativo” es una herramienta que les permitirá 
planificar sus acciones y estrategias en aras de contribuir con la excelencia en los servicios judiciales, evitar la 
improvisación y reducir los riesgos que afecten estos objetivos. 
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1. PLAN ESTRATÉGICO INSTITUCIONAL 


1.1. ¿Qué es el Plan Estratégico Institucional (PEI)?


Es un instrumento de planificación que guía la articulación y el trabajo en equipo del accionar judicial; describe 
las principales acciones estratégicas que permiten orientar, promover y mejorar los servicios de administración 
de justicia. 
Desde el año 2000, el Plan Estratégico Institucional se elabora cada 6 años, el último plan contempla el 
periodo del 2019 al 2024 y fue aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18, Articulo XXIII, del 10 de 
diciembre del 2018, cuya acta se puede consultar a través del siguiente enlace: 
https://pei.poder-judicial.go.cr/index.php/planes


Para su formulación se lleva a cabo un proceso de co-creación, donde se tuvo la participación de la 
ciudadanía, el personal judicial e instituciones externas del Poder Judicial, para un total de 38 talleres y 1048 
participantes.
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Los principios orientadores, sobre los cuales se realizó el proceso de formulación son: 
 


 Innovación   
 Participación
 Integración


Representa la articulación y trabajo unido del accionar judicial


Representa el involucramiento de la ciudadanía, personal judicial e 


instituciones externas.


PLAN ESTRATÉGICO
INSTITUCIONAL


Representa la búsqueda constante de soluciones y mejoras.
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1.2. Marco filosófico: 


El marco filosófico en el cual se sustenta el Plan Estratégico Institucional 2019-2024, es el siguiente: 
• Misión: Administrar justicia pronta, cumplida y accesible, de conformidad con el ordenamiento jurídico para 
contribuir con la paz social, el desarrollo integral y sostenible del país.
• Visión: Ser un Poder Judicial que garantice al país, pleno acceso a la justicia, que resuelva los conflictos de 
manera pacífica, eficaz, eficiente, transparente y en apego a la ley, con personas servidoras comprometidas 
con su misión y valores, consciente de su papel en el desarrollo de la sociedad.
• Valores compartidos del Poder Judicial: 
 


 
 
       Fuente: Secretaría Técnica de Ética y Valores.
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• Ejes transversales: son los aspectos priorizados por la jerarquía, para articular e integrar el accionar de los 
diferentes ámbitos de la Institución. Los cuales son: 
 Acceso a la Justicia


 Ambiente


 Género


 Innovación


 Justicia Abierta


 Valor del Servicio de Administración de Justicia


 Valores Institucionales


Para mayor detalle de la definición de cada uno de los componentes del Marco Filosófico se puede consultar 
a través del enlace https://pei.poder-judicial.go.cr/index.php/planes 
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1.3. Mapa estratégico: 


A continuación, en la siguiente figura se muestra el Mapa Estratégico Institucional, que organiza la estrategia 
y los grandes temas estratégicos, que se traducen en los objetivos estratégicos del Poder Judicial, en función 
de cuatro perspectivas: sociedad, procesos, aprendizaje y crecimiento organizativo y recursos. 


Mapa Estratégico del Poder Judicial de Costa Rica


            


    


 


Fuente: Oficio 1468-PLA-PE-2018 
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A partir de cada una de estas perspectivas se desarrollan los temas, objetivos y acciones estratégicos del Plan 
Estratégico Institucional del Poder Judicial 2019-2024. Los cuales se detallan a continuación:


Temas, objetivos y acciones estratégicos del Plan Estratégico Institucional 2019-2024


 


Fuente: Oficio 1468-PLA-PE-2018, Subproceso de Planificación Estratégica.







Guía para Elaborar PAO 


9


Introducción.............................................................................................................................................................................  
1. PLAN ESTRATÉGICO INSTITUCIONAL.................................................................................................................... 
1.1. ¿Qué es el Plan Estratégico Institucional (PEI)?........................................................................................................  
1.2. Marco Filosófico.......................................................................................................................................................... 
1.3. Mapa estratégico:.......................................................................................................................................................
1.4. Elementos que conforman el PEI............................................................................................................................... 
1.5. Modelo de Gestión Estratégica.................................................................................................................................. 
2. GUÍA PARA ELABORAR EL PLAN ANUAL OPERATIVO......................................................................................... 
2.1. ¿Qué es un Plan Anual Operativo?........................................................................................................................... 
2.2. Normativa en la que se sustentan los procesos de planificación institucional.......................................................... 
2.3. Proceso para la gestión de los Planes Anuales Operativos...................................................................................... 
2.4. Aspectos relevantes al momento de formular los PAOs........................................................................................... 
2.5. Tipos de objetivos operativos.................................................................................................................................... 
2.6. Elementos de los Planes Anuales Operativos:......................................................................................................... 
2.6.1. Objetivos................................................................................................................................................................... 
2.6.2. Características de los objetivos:............................................................................................................................... 
2.6.3. Metas operativas...................................................................................................................................................... 
2.6.4. Indicadores............................................................................................................................................................... 
2.6.5. Actividades............................................................................................................................................................... 
2.6.6. Coordinación............................................................................................................................................................ 
2.6.7. Ejes Transversales................................................................................................................................................... 
3. SEGUIMIENTO DEL PLAN ANUAL OPERATIVO.................................................................................................... 
3.1. Normativa asociada.................................................................................................................................................. 
4. El Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (Sistema PAO)..............................................  
5. Reportes................................................................................................................................................................... 
6. Bibliografía y Fuentes................................................................................................................................................ 


2
3
3
5
7
9
10
11
11
11
12
13
14
15
15
15
16
16
17
18
18
19
19
22
22
23


1.4. Elementos que conforman el PEI: 


 Tema estratégico: Son los grandes temas en los que se divide el quehacer 
judicial, y tienen como objetivo, asegurar la cobertura estratégica de manera holística 
de los ámbitos institucionales que conforman el Poder Judicial, con el fin de asegurar 
la integración de los esfuerzos y recursos hacia el cumplimiento de la misión y visión 
institucional. 
 Objetivo estratégico: Son los logros que la institución espera concretar en un 
plazo determinado, para el cumplimiento de su misión y visión de forma eficiente y 
eficaz. Surgen como respuesta a: • ¿Qué debemos lograr en el mediano y largo 
plazo, para tener un accionar coherente con la misión y orientación hacia el 
cumplimiento de la visión?
 Acción estratégica: Son las directrices que ayudan a elegir las acciones, a 
nivel estratégico, adecuadas para alcanzar los objetivos de la organización. Se 
caracterizan por facilitar el cierre de las brechas que existan entre la situación actual 
y la situación deseada.
 Meta estratégica: Es la cuantificación del objetivo que se desea alcanzar en 
función del tiempo y espacio determinado según el indicador; es decir, según sea la 
tendencia del indicador, se establecen los valores esperados a alcanzar por el 
periodo definido.
Los elementos que conforman el PEI 2019-2024 se traducen en políticas 
institucionales, proyectos y planes anuales operativos; y constituyen la base para el 
establecimiento de las prioridades en la asignación de recursos institucionales 
(humanos, presupuestarios, infraestructura, tecnológicos, materiales, entre otros). 
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1.5. Modelo de Gestión Estratégica: 


El Modelo de Gestión Estratégico Institucional es una herramienta sistémica e integral que provee los 
instrumentos, la información y los procesos relevantes para el apoyo en la toma de decisiones estratégicas, 
con el fin de lograr una efectiva ejecución del Plan Estratégico Institucional y las Políticas Institucionales. Fue 
aprobado por la Corte Plena en la sesión 56-18, Articulo XXIII, del 10 de diciembre del 2018. 
Los elementos que conforman el Modelo de Gestión Estratégica se presentan de manera resumida en la 
siguiente imagen, para ampliar sobre cada componente revisar al acta de la Corte Plena 
https://pei.poder-judicial.go.cr/index.php/planes.


                         


Fuente: Oficio 1183-PLA-PE-2020, Subproceso de Planificación Estratégica. 
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2. GUÍA PARA ELABORAR EL PLAN ANUAL OPERATIVO
2.1. ¿Qué es un Plan Anual Operativo?


El Plan Anual Operativo (PAO) es una herramienta de planificación que aporta al cumplimiento de los fines de 
la organización. Es una propuesta estructurada de objetivos y metas, así como de acciones que se ejecutarán 
por parte de la oficina en un periodo a corto plazo (anual), vinculado al PEI 2019-2024.
2.2. Normativa en la que se sustentan los procesos de planificación institucional. 


• Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos No. 8131. (artículos 4, 7 y 33) 
https://www.pgr.go.cr/wp-content/uploads/2017/04/Ley-8131_Administracion_Financiera_de_Republica_y_pr
esupuestos_publicos.pdf


• Ley General de Control Interno No. 8292. (artículos 14, 15 y 17) 
https://cgrfiles.cgr.go.cr/publico/docsweb/documentos/leyes-reglamentos/ley-control-interno-8292.pdf


A partir de lo anterior, cada oficina y despacho judicial debe conocer cuáles son los objetivos y las metas 
estratégicos por cumplir, de donde se desprenden las propuestas para la elaboración de los planes anuales 
operativos con el fin de asegurar el alineamiento de la operativa institucional para con la estrategia del Poder 
Judicial.  


PLAN ANUAL OPERATIVO
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2.3. Proceso para la gestión de los Planes Anuales Operativos


Anualmente, la Dirección de Planificación mediante circular y cápsulas 
informativas comunica a las oficinas y despachos judiciales, el inicio de los 
procesos de formulación y reprogramación de los objetivos y metas. Entre los 
principales aspectos a considerar se encuentran: 
  La formulación del Plan Anual Operativos se realiza con dos años de 
anticipación, en el mismo periodo que el proceso de Formulación 
Presupuestaria de la oficina o despacho.  
    Durante el primer trimestre de la ejecución del PAO, las oficinas y despachos 
judiciales pueden revisar y ajustar los objetivos formulados a partir de la circular 
que comunique la Dirección de Planificación. Esta revisión se debe realizar 
considerando cambios en la estructura de la oficina o despacho, acuerdos de la 
Corte Plena o el Consejo Superior, así como los ajustes realizados en el 
presupuesto del Poder Judicial aprobado por la Asamblea Legislativa.
   Para realizar modificaciones al Plan Anual Operativo, cada oficina tiene la 
potestad de proponer los cambios que considere pertinentes, siempre y cuando 
no contravenga los objetivos indicados en Plan Estratégico Institucional. Las 
modificaciones deben ser comunicadas al Consejo de Administración del 
Circuito o a la Administración del Programa (Ministerio Público, Defensa 
Pública y Organismo de Investigación Judicial) según corresponda, quienes 
posteriormente las comunicarán a la Dirección de Planificación.
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2.4. Aspectos relevantes al momento de formular los PAOs. 


Es importante tener en consideración los siguientes aspectos: 
   Toda oficina que cuente con presupuesto asignado deberá formular PAO.
   La formulación se realizará mediante el Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual 
Operativo (Sistema PAO), que se encuentra en la Intranet, específicamente en el apartado de Sistemas 
Institucionales. 
   Los PAOs deben responder a lo propuesto en el Plan Estratégico Institucional. 
  Se debe conocer plenamente la función de la oficina e identificar las variables que inciden en el 
cumplimiento de esa función.
    Identificar sus fortalezas, oportunidades, debilidades y amenazas (Análisis FODA). Para ello se sugiere 
realizar la revisión de las estadísticas judiciales, los informes de gestiones de la Contraloría de Servicios, 
los indicadores de gestión (sí los tienen implementados), los informes realizados sobre la oficina o 
despacho, los riesgos identificados en el Sistema Específico de Valoración de Riesgos SEVRI, las 
propuestas como resultado de los Procesos de Autoevaluación Institucional (PAI) y cualquier otra 
información de relevancia que se considere incida sobre la gestión del despacho u oficina.  
   La elaboración del PAO debe ser liderada por la jefatura de la oficina o despacho y el proceso debe ser 
participativo, esto según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesiones No. 03-07 del 16 de enero de 
2007, artículo LXXXVI, No. 05-08 del 22 de enero de 2008, artículo LXXVIII y No. 03-09 del 13 de enero 
de 2009, artículo LIV.
  Finalmente, es importante considerar la capacidad operativa y cantidad de personal, así como los 
recursos presupuestarios, tecnológicos, de equipo, mobiliarios, entre otros disponibles. 
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2.5. Tipos de objetivos operativos: 


El Plan Anual Operativo de las oficinas y despachos judiciales está conformado 
por dos tipos de objetivos: 


Predefinidos: son los objetivos que apoyan directamente el cumplimiento de la 
estrategia institucional definida en el Plan Estratégico Institucional. Son 
formulados por la Dirección de Planificación en conjunto con los equipos 
técnicos de las diferentes áreas del Poder Judicial. De esta manera, la 
Dirección de Planificación carga mediante el Sistema informático del PEI, los 
objetivos, metas, indicadores, actividades y coordinaciones de manera 
automática, las cuales al momento en que son asignadas a las oficinas y 
despachos judiciales, estas deben proceder con revisarlas y, si identifican 
alguna inconsistencia, deberán comunicarlos al Centro de Responsabilidad 
respectivo. Las oficinas y despachos judiciales deberán completar los ejes 
transversales, incluir actividades y coordinaciones. 


Fórmulación de PAOs por iniciativa de la oficina: son aquellos objetivos y 
metas operativos que, conforme las competencias y características, formula 
cada oficina o despacho por iniciativa propia. Por lo general se caracterizan por 
responder a necesidades muy específicas de la zona en que se encuentra, 
algunas se orientan a promover mejoras e innovación de los servicios 
judiciales, pero sobretodo constribuyen con la estrategia institucional y se 
encuentran alineados a las directrices institucionales sobre la formulación de 
los PAOs. 
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2.6. Elementos de los Planes Anuales Operativos: 


2.6.1. Objetivos: 


Consiste en definir lo que se quiere lograr. Este propósito debe ser expresado en forma clara y concisa. Todo 
objetivo debe responder a la pregunta: ¿Qué se quiere lograr?, ¿Cómo se va a lograr?  y ¿Para qué? 
Según la Contraloría General de la República, “En la definición de objetivos se deben tomar en cuenta 
aspectos rutinarios, que están estrechamente vinculados con las funciones permanentes del ente u órgano; 
aspectos innovadores, que están orientados a desarrollar nuevas situaciones y mejorar las existentes en 
procura del crecimiento y excelencia de la organización; y aspectos coyunturales que tienen que ver con 
situaciones del momento. Los objetivos se pueden ordenar de acuerdo con prioridades, analizando criterios 
de conveniencia, oportunidad y capacidad institucional, entre otros.” 


2.6.2. Características de los objetivos:


  Precisos: De tal forma que se pueda realizar una buena planificación y adecuada evaluación de los 
objetivos. Permite que cada individuo de la organización se identifique plenamente con su trabajo. 


   Adecuados en el tiempo: Que se puedan cumplir en un período razonable de tiempo. 


   Flexibles: Que sean posibles de modificar cuando se presenten situaciones inesperadas.


   Motivadores: Que sean para las personas un reto posible de alcanzar. Que las partes involucradas se 
sientan identificadas con el desarrollo de actividades que mejoran la labor que se realiza. 


   Participativos: Los mejores resultados se logran cuando las personas responsables del cumplimiento de 
los objetivos pueden participar en su establecimiento. 


   Factibles: Deben ser reales, prácticos y posibles de lograr. 


Circular con algunas disposiciones legales y técnicas sobre el sistema de planificación-presupuesto de 
los entes órganos, sujetos a la aprobación presupuestaria de la Contraloría General de la República.


1


1
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• Convenientes: Que sus logros apoyen los propósitos y misiones básicas de la organización.
• Obligatorios: Una vez establecidos debe existir una obligación razonable para lograr su cumplimiento. 
Todo objetivo debe ser redactado en infinitivo, debido a que implica una acción o compromiso. Por ejemplo: 
acelerar, actualizar, adecuar, atender, establecer, favorecer, abrir, cumplir, contribuir, entre otros.


2.6.3. Metas operativas: 


Cada objetivo operativo que se formula debe tener como mínimo una meta operativa, a través de las cuales 
se logra la cuantificación del objetivo.  Para su definición se deben responder las siguientes interrogante: 
¿Para cuándo se quiere?, ¿Cuánto se quiere? y ¿qué se quiere?  
Además, debe tener identificada la fuente de información de donde se tomarán los datos para establecer el 
grado de cumplimiento de la meta; por ejemplo: estadísticas judiciales, agendas, bitácoras, minutas, 
registros de asistencia a reuniones, etc.
Las metas deben ser: 
  Realistas: Que se pueden alcanzar con los recursos disponibles de la oficina o despacho.
  Precisas:  Debidamente explícitas. 
  Periódicas: Definir la fecha en la que se desean alcanzar. 
  Medibles: Señalar unidades de medida, pueden ser absolutas o relativas. 
 Coherentes: Vinculadas con los objetivos. Se recalca que cada objetivo específico debe tener como 
mínimo una meta (puede tener varias metas).


2.6.4. Indicadores


Estos son los parámetros de medida por medio de los cuales se determina el logro de la meta y por 
consiguiente el cumplimiento de los objetivos específicos. Los indicadores tienen que ser medibles en 
cantidad y tiempo. El conjunto de indicadores permite analizar, evaluar y justificar las actividades y los 
resultados de la organización. 
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Para cada meta se deberá establecer al menos un indicador que permita posteriormente medir y verificar el 
alcance o su cumplimiento. El indicador debe referirse al documento, informe, acción, directriz, taller, o 
situación específica que se desea realizar, aumentar o disminuir, y debe incluir datos que se refieran a la 
cantidad, porcentaje, número u otro, que mida su cumplimiento. 


Los indicadores deben ser: 
  Medibles: Deben ser cuantificables en términos ya sea del grado o frecuencia de la cantidad
  Entendibles: Ser reconocidos fácilmente por todos aquellos que los usan
  Confiables: Los datos utilizados para la construcción del indicador deben ser fidedignos
  Controlable: Controlables dentro de la estructura de los despachos u oficinas


2.6.5. Actividades: 


Las actividades son todas aquellas tareas, diligencias, acciones o eventos que se deben efectuar para 
cumplir con las metas previstas. Describen los pasos o el camino que se debe seguir para contribuir al logro 
de las metas. 
Las actividades deben responder a las preguntas: ¿qué se debe hacer? y ¿cómo se debe hacer? y al igual 
que los objetivos su redacción debe de iniciar con un verbo en infinitivo (actualizar, establecer, abrir).
Para cada una de las metas establecidas es necesario identificar las actividades necesarias para 
alcanzarlas y organizarlas en orden lógico y secuencial.
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2.6.6. Coordinación: 


Debido a que el desarrollo de un PAO conlleva un proceso integral, a través del cual se relacionan con 
otras instancias con el fin de alcanzar los objetivos; surge la necesidad de coordinar con otros despachos 
o instituciones, con el propósito de no duplicar esfuerzos y optimizar el uso de los recursos. 
En los casos que corresponda se debe indicar el nombre de la oficina, entidad u organización con la que 
se requiere coordinar para alcanzar el objetivo y la meta definida. 


2.6.7. Ejes Transversales:


Dentro del Plan Estratégico Institucional, se encuentran cinco Ejes Transversales cuya vinculación en los 
PAO’s tiene carácter obligatorio. Por lo tanto, al elaborar los planes anuales operativos las oficinas deben 
incluir objetivos operativos y asociarlos a cada uno de estos Ejes, a saber: Valor del Servicio de 
Admiración de Justicia, Justicia Abierta, Innovación, Acceso a la Justicia, Género, Ambiente y Valores 
institucionales.
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3. SEGUIMIENTO DEL PLAN ANUAL OPERATIVO. 
Una vez que los PAOs son revisados y aprobados por la Dirección de Planificación, las oficinas y 
despachos judiciales inician con su proceso de ejecución de los planes, para los cuales se sugiera 
monitorear y actualizar el Sistema PAO con avances al menos una vez cada dos meses. 
De esta manera, el Poder Judicial dispone de sistemas informáticos que cuenta con la posibilidad de 
realizar un seguimiento en tiempo real del cumplimiento de las metas operativas, a la vez se rinden 
informes semestrales y anuales sobre la ejecución del Plan Anual Operativo, con el fin de analizar en cuáles 
aspectos se debe trabajar y dar la prioridad.


3.1. Normativa asociada: 


La Secretaría General de la Corte mediante la Circular 141-2020 
https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/avi-1-0003-6888, comunica el acuerdo tomado por el 
Consejo Superior en la sesión 55-2020, del 14 de junio de 2020, artículo LIII, donde acordó reiterar lo 
dispuesto en la sesión 03-07, celebrada el 16 de enero de 2007, artículo LXXXVI, que indica:


“Que todos los responsables de los despachos judiciales realicen un seguimiento de al menos 2 
veces al año del plan anual operativo de su área con participación del personal del despacho.
Con el objetivo de establecer la periodicidad de los seguimientos, se informa que la Dirección de 
Planificación realizará un seguimiento semestral a los Planes Anuales Operativos al corte del 30 de 
junio de cada año y posteriormente, una evaluación anual con corte del 31 de diciembre de cada 
año. Ambos resultados serán comunicados al Consejo Superior para lo que corresponda.
Para ello, se solicita a todas las oficinas y despachos judiciales del país realizar seguimientos 
periódicos a sus Planes Anuales Operativos, se sugiere de forma bimensual o trimestral, para tener 
un mayor control y seguimiento por medio del Sistema PAO de sus planes y su ejecución, y así 
evitar incumplimientos al momento de realizarse las evaluaciones por parte de la Dirección de 
Planificación.







Guía para Elaborar PAO 


20


Adicionalmente, en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión 55-2020, del 14 de junio de 
2020, artículo LIII, https://nexuspj.poder-judicial.go.cr/document/act-1-0003-4126-53, se dispuso entre 
otras cosas que: 
“c) Las Administraciones Regionales, Consejos de Administración y Centros de Responsabilidad deberán 
mejorar el apoyo y revisión del proceso de Formulación y Seguimiento de Planes Anuales Operativos para 
lo cual tomarán en cuenta los puntos establecidos en las letras de la a) a la h) de la recomendación 2.9.3 
de este informe. 
d) Las Oficinas y despachos judiciales deberán: (…) d.2) Registrar avances a las metas de los Planes 
Anuales Operativos que están vinculados con el Plan Estratégico Institucional de manera periódica, debido 
a la importancia que revisten esas metas al contribuir de manera directa con el cumplimiento del PEI. d.3) 
Procurar que los objetivos y metas formuladas sean ejecutadas de manera planificada a lo largo de todo el 
año y evitar formular que el plazo de las metas será cumplido en su totalidad al finalizar el año. d.4) 
Actualizar adecuadamente los estados de las metas contenidas en el Sistema PAO.  Por su parte, al llevar 
a cabo la evaluación del PAO al finalizar el año, las metas deben quedar clasificadas en los únicos tres 
estados avalados: completado, pendiente o cancelado (el cual debe contar un visto bueno por parte de la 
Dirección de Planificación). Los restantes estados no están avalados para reportar el estado final de una 
meta. d.5) La persona que funge como jefatura de la oficina será la responsable de garantizar el 
cumplimiento del Plan Anual Operativo, para esto debe procurar la participación activa del personal a cargo; 
lo cual contribuirá al logro de los objetivos propuestos en el PAO.”.


Además, se reitera la realización de estas evaluaciones, atendiendo el interés institucional, 
plasmado en el Plan Estratégico periodo 2019-2024 aprobado por el Consejo Superior del Poder 
Judicial, en sesión 83-17, celebrada el 12 de setiembre del 2017, Artículo LXIV; y que se encuentra 
en concordancia con en el tema estratégico “N°5. PLANIFICACIÓN INSTITUCIONAL” el cual 
menciona que se debe “Dirigir la gestión judicial en función de las prioridades institucionales con 
el fin de maximizar el uso de los recursos”.
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Al finalizar el año de ejecución del PAO, las metas operativas deben quedar con alguno de los siguientes 
estados, según corresponda: 
  Completada: cuando la meta inició se ejecución y fue completada. 
  Pendiente: Cuando la meta inició su ejecución, pero no fue completada. La oficina deberá analizar si la 
meta que quedó en este estado, deber ser reprogramada en el PAO del año siguiente.
  Cancelada: Cuando la meta es cancelada antes o durante su ejecución, a solicitud de un ente superior, 
para ello, se debe remitir un correo electrónico con la justificación a la Dirección de Planificación para la 
emisión del criterio técnico correspondiente. 
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4. El Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual 
Operativo (Sistema PAO) 
Para el ingreso al Sistema de Formulación y Seguimiento de los Planes Anuales Operativos, por medio de 
la dirección: http://sjoaplpro14:8014/ o en la página de intranet del Poder Judicial, bajo la pestaña de 
“Sistemas Judiciales”; el funcionario o funcionaria de cada despacho u oficina asignado para esta labor, 
deberá solicitar ante su Centro de Responsabilidad la autorización y accesos en el Sistema.  


5. Reportes: 
   Reportes automatizados: 
Todas las oficinas, despachos judiciales y Centros de Responsabilidad reciben de manera automática y 
mensual un reporte de avance de cumplimiento de metas por oficina. Esta notificación tiene carácter 
informativo y se comunica a las personas a las que les han sido asignados permisos en el Sistema PAO, 
por tanto, es relevante que las jefaturas y personas encargadas de PAO gestionen los permisos 
correspondientes con el Centro de Responsabilidad respectivo. 
   Reportes para consulta externa: 
A través del siguiente enlace se pone a disposición un conjunto de reportes a los cuales puede acceder sin 
necesidad de clave de acceso: 
-Reportes para la formulación de los Planes Anuales Operativos: 
https://planificacion.poder-judicial.go.cr/index.php/estrategia/plan-anual-operativo


- Reportes para la evaluación y seguimiento de los Planes Anuales Operativos: 
https://planificacion.poder-judicial.go.cr/index.php/evaluacion/plan-anual-operativo 
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“Nombre de la Política”



Objetivo estratégico: 

OPTIMIZACIÓN E INNOVACIÓN DE LOS SERVICIOS JUDICIALES

Acción estratégica: 

DESARROLLO Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES:

Meta estratégica: 



Que al finalizar el 2024, se hayan gestionado las acciones para mejorar y mantener resultados aceptables en los estudios actuariales sobre la administración del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme la normativa vigente aplicable.



Indicador estratégico: Porcentaje de implementación de las acciones definidas.



Valor inicial: 0

Valor final: 90%



		AÑO

		OBJETIVO OPERATIVO

		META

		INDICADOR

		RESPONSABLE

		ACTIVIDADES

		COORDINACIÓN



		2021

		1. Definir la estructura administrativa de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante el desarrollo de talleres de trabajo, para el desarrollo de las funciones establecidas por ley. 

		1.1. Que al finalizar el 2021 se haya conformado el grupo de trabajo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme al cronograma de trabajo definido

		1.1.1. Porcentaje de avance del cronograma de trabajo definido. 



Valor inicial 0 %

Valor final 100%

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Definición de la estructura administrativa 

· Solicitar la creación de la oficina ante la instancia competente.  

· Solicitar al Consejo Superior el traslado de plazas ordinarias 

· Conformación de los equipos de trabajo en la oficina

		Dirección de Planificación 

Dirección de Gestión Humana

Dirección Ejecutiva

Macroproceso Financiero Contable

Consejo Superior



		[bookmark: _Hlk9490936]2021

		2. Formular el presupuesto de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el periodo 2022, mediante la definición de las necesidades, para el desarrollo de sus funciones y cumplimiento con lo estipulado por la Ley de Administración Pública. 

		2.1. Que al finalizar el 2021 se haya formulado y publicado el presupuesto de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el periodo 2022. 

		2.1.1.

Porcentaje de avance en la formulación del presupuesto 



Valor inicial 0 %

Valor final 100%

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Definición de la estructura administrativa 

· Determinación de servicios externos necesarios para el cumplimiento de las obligaciones de la oficina. 

· Estimar el costo del presupuesto 

· Remitir ante la instancia competente el presupuesto para su aprobación. 

· Publicar el presupuesto

		Dirección de Planificación 

Dirección Ejecutiva

Macroproceso Financiero Contable





		2021

		3. Coadyuvar para la elaboración del estudio actuarial correspondiente al periodo 2020 y su divulgación, mediante la dotación de la información base necesaria para su ejecución, con el fin de informar a la población afiliada.  

		Que al finalizar el 2021 se haya divulgado el estudio actuarial correspondiente al periodo 2020, mediante los canales de comunicación idóneos, con el fin de informar al colectivo judicial de los resultados obtenidos. 

		Divulgación anual del estudio actuarial practicado

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Gestionar el proceso de contratación de la persona profesional externa encargada de la elaboración del estudio.  

· Procesos de análisis y revisión por parte de las personas integrantes de la Junta Administradora de los resultados

· Determinación de adopción o rechazo de las recomendaciones establecidas en el citado estudio. 

· Remisión a la SUPEN de los resultados para efectos de su valoración y control. 

· Coordinar y elaborar la campaña con el Departamento de Prensa y Comunicación

· Divulgar la campaña. 

		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Departamento de Prensa y Comunicación del PJ

SUPEN



		2021

		4. Elaborar un plan de comunicación que informe de los avances, logros y actividades del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hacia la población afiliada, con el fin de mejorar la transparencia y la rendición de cuentas de la gestión. 

		Que al finalizar el 2021 se haya elaborado el plan de comunicación de los   avances, logros y actividades del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hacia la población afiliada

		Porcentaje de avance del Plan de Comunicación 



		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Desarrollar un análisis integral de las necesidades de comunicación con la persona afiliada.   

· Establecer los medios de comunicación a requerir para la divulgación del Plan de Comunicación.

· Elaboración de la compaña con el fin de informar sobre los aspectos sensibles del Plan de Comunicación. 

· Propiciar espacios de diálogo y consenso para la toma de acuerdos con la población beneficiaria. 



		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Departamento de Prensa y Comunicación



		

		5. 

		Que al finalizar el 2021 se haya avanzado según el cronograma establecido para el Plan de Comunicación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 

		Porcentaje de avance del cronograma del Plan de Comunicación





Valor inicial 0 %

Valor final 100 %

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Ejecutar el cronograma y dar seguimiento del cumplimiento del Plan de Comunicación.

· Elaboración de un análisis que permita determinar la efectividad de la campaña o estrategia de comunicación elaborada.



		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Departamento de Prensa y Comunicación





		2022

		6. Consolidar el grupo de trabajo que apoyará las labores de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante la contratación del personal faltante, que permita conformar la estructura organizacional de la oficina.

		Que al finalizar el 2022, se haya nombrado en el 90% de los puestos al personal (personas interinas o propietarias) que trabajarán como parte de la estructura organizacional de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

		% de puestos nombrados



Valor inicial 0 %

Valor final 90 %

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Remitir los perfiles competenciales definidos para su homologación. 

· Comunicar el concurso 

· Efectuar entrevistas

· Asignar las plazas. 



		Dirección de Gestión Humana





		2022

		7. Desarrollar el plan de mejoras de las tecnologías de la información de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con el Plan de Gobernanza de Tecnologías de la Información, definido para esta instancia.  

		Que al finalizar el 2022, se haya avanzado en un 100% en el desarrollo del Plan de Gobernanza de Tecnologías de la Información, según el cronograma establecido. 

		% de avance del Plan de Gobernanza de Tecnologías de la Información



Valor inicial 0 %

Valor final 100%

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Definición del Plan de Gobernanza de Tecnologías de la Información, junto con la DTIC. 

· Ejecutar el Plan de Gobernanza de Tecnologías de la Información, de acuerdo con el cronograma de trabajo. 

· Informar sobre los avances del cumplimiento del Plan de Gobernanza de Tecnologías de la Información a la SUPEN. 

· Comunicar sobre el avance del proyecto a la población afiliada 

		Dirección de Tecnología de la Información 





		



		2022

		8. Implementar el Plan de Acción de Alineamiento Normativo, mediante la medición de brechas con relación a la normativa aplicable, según los requerimientos establecidos por el CONASSIF.

		Que al finalizar el 2022, se haya avanzado en un 100% en el Plan de Acción de Alineamiento Normativo, según el cronograma establecido.  

		% de avance del Plan de Acción de Alineamiento Normativo



Valor inicial 0 %

Valor final 100%

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Medir las brechas de la normativa actual versus lo definido en los lineamientos de los reglamentos de mercado del Sistema Nacional de Pensiones Costarricenses. 

· Ajustar de la normativa interna existente para alinearse con los reglamentos de mercado del Sistema Nacional de Pensiones Costarricenses. 

· Emitir la normativa interna faltante. 

· Revisar que la normativa interna se encuentre acorde con lo definido por el ente regulador. 

		Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

SUPEN.





		2021 a 2024

		9. Coadyuvar para la elaboración del estudio actuarial correspondiente al periodo 2021 y su divulgación, mediante la dotación de la información base necesaria para su ejecución, con el fin de informar a la población afiliada.  





		Que al finalizar el 2022 se haya divulgado el estudio actuarial correspondiente al periodo 2021, mediante los canales de comunicación idóneos, con el fin de informar al colectivo judicial de los resultados obtenidos. 

		Divulgación anual del estudio actuarial practicado

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Gestionar el proceso de contratación de la persona profesional externa encargada de la elaboración del estudio.  

· Procesos de análisis y revisión por parte de las personas integrantes de la Junta Administradora de los resultados

· Determinación de adopción o rechazo de las recomendaciones establecidas en el citado estudio. 

· Remisión a la SUPEN de los resultados para efectos de su valoración y control. 

· Coordinar y elaborar la campaña con el Departamento de Prensa y Comunicación 

· Divulgar la campaña. 

		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Departamento de Prensa y Comunicación del PJ

SUPEN



		[bookmark: _Hlk24553052]

		10. Elaborar un plan de comunicación que informe de los avances, logros y actividades del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial hacia la población afiliada, con el fin de mejorar la transparencia y la rendición de cuentas de la gestión.

		Que al finalizar el 2022 se haya avanzado según el cronograma establecido para el Plan de Comunicación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

		Porcentaje de avance del cronograma del Plan de Comunicación





Valor inicial 0 %

Valor final 100 %

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Ejecutar el cronograma y dar seguimiento del cumplimiento del Plan de Comunicación.

· Elaboración de un análisis que permita determinar la efectividad de la campaña o estrategia de comunicación elaborada.



		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Departamento de Prensa y Comunicación





		

		11. Implementar mejoras en la automatización de los procesos que faciliten contar con información oportuna para la toma de decisiones y mejorar la calidad del servicio.

		Que al finalizar el 2022 se haya dado seguimiento trimestral a los requerimientos remitidos a la Dirección de Tecnología de la Información para las mejoras en los módulos de los sistemas que utiliza la Junta Administradora.

		 Cantidad de seguimientos 



Valor inicial 0

Valor final 4

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Gestionar reuniones o remitir correos.



		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Dirección de Tecnología de la Información.



		

		12. 

		

Que al finalizar el 2022 se haya remitido a la Dirección de Tecnología de la Información   la solicitud para contar con una herramienta que facilite el análisis de la información de las personas afiliadas con el fin de mejorar el servicio y la toma de decisiones.

		Solicitud remitida 



Valor inicial 0

Valor final 1

		Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

		· Elaborar la solicitud de la herramienta para análisis de la información.

· Remitir la solicitud a la Junta Administradora para aprobación.

· Remitir la solicitud a la Dirección de Tecnología de la Información.

		Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Dirección de Tecnología de la Información.



		Se identifica que la meta estratégica propuesta se encuentra correctamente alineada al Tema Estratégico “Optimización e innovación de los servicios judiciales” y a la Acción Estratégica “Desarrollo y optimización de servicios y procesos judiciales”. La redacción de la meta y el indicador estratégico cumplen con los criterios técnicos en su formulación. Únicamente se adiciona la palabra “se” posterior a “Que al finalizar el 2024, se haya…”

Se revisa la redacción de los objetivos operativos y sus componentes tales como meta, actividades, indicadores y coordinación, las cuales se encuentran formuladas correctamente.  

Entre las oficinas que se indican en el campo de “Coordinación” se consigna a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a pesar de que esta instancia no es una oficina formalmente definida, sino que se indica con el propósito de hacer referencia a una coordinación interna y facilitar el seguimiento.
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Oficio N° 0013-DJA-2022 


 


 
San José, 14 de enero de 2022 


 
 
Licenciado 
Minor Alvarado Chaves, Jefe 
Subproceso de Formulación de Presupuesto 
Dirección de Planificación 
Su Despacho 
 


 


Asunto: Distribución de los costos del 
edificio Impala  


Estimado señor: 


 


De conformidad con lo señalado por la Licenciada Rita Castro Abarca, mediante correo electrónico 
del 12 de enero de 2022, en el cual indica: 


“[…] En cuanto a la distribución del alquiler del edificio se le comunica que en Instructivo 
de Formulación Presupuestaria 2023 (que se encuentra publicado en la Intranet/Sistemas 
Judiciales/SIGAPJ Formulación y Ejecución), se detalla que el Departamento de Proveeduría 
en coordinación con la Administración correspondiente, distribuye el costo del contrato de 
acuerdo con el área en metros cuadrados que ocupa cada oficina, no se específica en 
cuanto a las áreas comunes. Sin embargo, nos indican los compañeros del Departamento 
de Proveeduría que se podrían asignar las áreas comunes a quien tenga la mayor 
proporción de uso del local o que en común acuerdo con la Dirección Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones se haga la distribución, pero eso queda a su 
valoración como Administradora. 
  
Es importante indicar que también los servicios de vigilancia y limpieza deben ser 
distribuidos y por lo tanto, se deben modificar recursos generados automáticamente en el 
anteproyecto de presupuesto del 2023 de la Sala Constitucional, entonces quedamos a la 
espera de que nos indique para cada uno de los servicios el monto que debe quedar en la 
Sala Constitucional y en la Dirección Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones. 


  
Finalmente, valorar si los servicios públicos (agua, electricidad y teléfono) también deben 
ser distribuidos.” 
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Para lo cual, se informa lo acordado por la Administradora Ana Virginia Madrigal García y la 
Dirección de la JUNAFO, quienes cuentan con la aprobación por mayoría de las personas 
integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 
sobre los montos por Subpartida que se deben considerar dentro del presupuesto del año 2023 por 
618,03 mts 2 de local: 


 


 


 


 


 


 


 


 


Atentamente;  
 
 
 


 
Licda. Ingrid Moya Aguilar 


Subdirectora, Dirección de la JUNAFO 


 
 
 
 
Copia: Licda. Ana Virginia Madrigal García, Administradora Sala Constitucional 
Mjch/YFC 


Detalle Costo Anual Subpartida Artículo
Alquileres de edificios locales y 
terrenos


 ₡124 736 349,18 10101 19606


Servicio de agua  ₡      792 158,73 10201 01365


Servicio eléctrico  ₡   1 857 040,11 10202 02181


Servicio teléfonía  ₡   1 139 275,62 10204 03163


Seguridad  ₡  11 487 122,46 10406 04265


Limpieza  ₡   2 301 807,15 10406 05262





				2022-01-14T16:23:22-0600

		INGRID MOYA AGUILAR (FIRMA)
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San José, 28 de febrero de 2022 
 
Máster 


Roxana Arrieta Meléndez  


Directora a.í. 


Dirección de Gestión Humana  


S.D. 


 


Asunto: Necesidad de recurso humano 
para el periodo 2023, Dirección de la 
JUNAFO. 


 


Estimada señora: 


 


Como es de su conocimiento, se están realizando las gestiones de trámite 


de formulación del presupuesto del periodo 2023, del programa N°. 951 


“Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, asignado a la oficina N°. 


1907 Dirección de la JUNAFO, el cual se encuentra inmerso en la estructura 


programática del Poder Judicial, conforme al mecanismo definido por la Dirección 


General de Presupuesto Nacional, Contabilidad Nacional y Tesorería Nacional, 


todas del Ministerio de Hacienda. 


 


Conforme al cronograma de tramitación respectivo, en la sesión N°. 10-


2022 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial (JUNAFO), del día de hoy 28 de febrero de 2022 (dicho acuerdo se 


encuentra en redacción y comunicación, pero fue declarado en firme), toma en 


consideración la necesidad de incluir en el presupuesto 2023, las siguientes 


modificaciones referentes al recurso humano asignado a la Dirección de la 


JUNAFO, aprobando en firme los siguientes movimientos: 
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A. Inclusión de tres plazas extraordinarias para la Auditoria Interna de la 


JUNAFO, un “Jefe Administrativo 4” y dos de “Profesional en Auditoría 


Interna” (Prof. 2) para que efectúe las funciones que son propias de esta 


área. 


B. Inclusión de tres plazas extraordinarias de clase ancha “Profesionales en 


Informática 2” clase angosta “Analista Programador 2”, que permitan 


completar la composición de la estructura recomendada para la Unidad de 


T.I. de la JUNAFO. 


C. Inclusión de una plaza extraordinaria de “Asistente de Prosecretario” y una 


plaza de “Téc. Administrativo 1”, que permitan reforzar las áreas 


administrativas, donde se ha detectado sobrecarga de trabajo. 


D. Realizar el traslado de las tres plazas extraordinarias que para el periodo 


2022 existen en la estructura administrativa (Subdirector 2, Profesional 1 y 


Téc. Adm. 1) de la Dirección de la JUNAFO hacia un tratamiento de plazas 


ordinarias a partir del periodo 2023. 


 


Al respecto conviene destacar que los puntos A y B anteriores, 


corresponden a una prevención que efectúa la JUNAFO para cumplir con los 


requerimientos de la SUPEN, no obstante, se mantiene pendiente la definición 


respectiva en la negociación que se efectúa con el Poder Judicial, para la sesión 


de las plazas históricas que han brindado servicio al FJPPJ.  


 


Dado lo anterior, para el periodo 2023 la Dirección de la JUNAFO pasará de 


estar compuesta por 38 personas colaboradoras (18 plazas anteriores y 20 de 


plazas nuevas), a contar con 46 personas servidoras (18 plazas anteriores y 28 


plazas nuevas), de las cuales se mantendrían 8 plazas en carácter extraordinario y 


el resto con carácter ordinario durante el periodo 2023. 


 


De tal manera se agradece toda la estimable colaboración que al respecto 


les sea posible brindar, con el fin de agilizar las gestiones que la Dirección a su 


cargo requiera efectuar para los ajustes respectivos a nivel de la tramitación del 


citado presupuesto. 
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Agradeciendo de antemano su acostumbrada colaboración, me despido.  


 


Atentamente; 


 


 


 


 
MPM. Oslean Mora Valdez 


Director a.i.  
Dirección de la JUNAFO 


IMA / OMV  


CC.:  
Archivo 
 





				omorava@poder-judicial.go.cr

		2022-02-28T15:51:21-0600

		Costa Rica

		OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ (FIRMA)

		Estoy aprobando este documento
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Partida Descripción Presupuesto 2022 Presupuesto 2023 Diferencia Absoluta Diferencia Relativa


 Partida : 0 Remuneraciones 1 204 209 981,00 1 594 867 707,19 390 657 726,19 32,44%


 Partida : 1  Servicios 323 686 792,00 485 219 919,00 161 533 127,00 49,90%


   Grupo: 101  ALQUILERES 0,00 124 736 349,00 124 736 349,00 100,00%


Subpartida: 10101  Alquiler de edificios, locales y terrenos 0,00 124 736 349,00 124 736 349,00 100,00%


   Grupo: 102  SERVICIOS BÁSICOS 0,00 3 788 473,00 3 788 473,00 100,00%


Subpartida: 10201  Servicio de agua y alcantarillado 0,00 792 158,00 792 158,00 100,00%


Subpartida: 10202  Servicio de energía eléctrica 0,00 1 857 040,00 1 857 040,00 100,00%


Subpartida: 10204  Servicio de telecomunicaciones 0,00 1 139 275,00 1 139 275,00 100,00%


   Grupo: 103  
SERVICIOS COMERCIALES Y 


FINANCIEROS
59 985 752,00 58 721 360,00 -1 264 392,00 -2,11%


Subpartida: 10301  Información 13 426 188,00 12 726 188,00 -700 000,00 -5,21%


Subpartida: 10302  Publicidad y propaganda 15 000 000,00 15 000 000,00 0,00 0,00%


Subpartida: 10303  Impresión, encuadernación y otros 0,00 2 030 000,00 2 030 000,00 100,00%


Subpartida: 10304  Transporte de bienes 600 000,00 0,00 -600 000,00 -100,00%


Subpartida: 10306  
Comisiones y gastos por servicios 


financieros y comerciales
1 440 000,00 1 200 000,00 -240 000,00 -16,67%


Subpartida: 10307  Servicios de tecnologías de información 29 519 564,00 27 765 172,00 -1 754 392,00 -5,94%


   Grupo: 104  SERVICIOS DE GESTIÓN Y APOYO 138 192 704,00 160 557 192,00 22 364 488,00 16,18%


Subpartida: 10402  Servicios jurídicos 31 994 820,00 31 994 820,00 0,00 0,00%


Subpartida: 10404  
Servicios en ciencias económicas y 


sociales
66 197 884,00 64 962 452,00 -1 235 432,00 -1,87%


Subpartida: 10405  Servicios informáticos 40 000 000,00 44 200 000,00 4 200 000,00 10,50%


Subpartida: 10406  
Servicios generales,  Vigilancia y 


Limpieza
0,00 13 788 929,00 13 788 929,00 100,00%


Subpartida: 10499  Otros servicios de gestión y apoyo 0,00 5 610 991,00 5 610 991,00 100,00%


   Grupo: 105  GASTOS DE VIAJE Y DE TRANSPORTE 1 700 000,00 2 000 000,00 300 000,00 17,65%


Subpartida: 10501  Transporte dentro del país 0,00 1 000 000,00 1 000 000,00 100,00%


Subpartida: 10502  Viáticos dentro del país 1 700 000,00 1 000 000,00 -700 000,00 -41,18%


   Grupo: 106  
SEGUROS, REASEGUROS Y OTRAS 


OBLIGACIONES
30 639 078,00 30 639 078,00 0,00 0,00%


Subpartida: 10601  Seguros 30 639 078,00 30 639 078,00 0,00 0,00%


   Grupo: 107  CAPACITACIÓN Y PROTOCOLO 59 454 587,00 59 454 587,00 0,00 0,00%


Subpartida: 10701  Actividades de capacitación 50 354 587,00 50 354 587,00 0,00 0,00%


Subpartida: 10702  Actividades protocolarias y sociales 9 100 000,00 9 100 000,00 0,00 0,00%


   Grupo: 108  MANTENIMIENTO Y REPARACIÓN 0,00 1 000 000,00 1 000 000,00 100,00%


Subpartida: 10807  
Mantenimiento y reparación de equipo 


y mobiliario de oficina
0,00 1 000 000,00 1 000 000,00 100,00%


   Grupo: 199  SERVICIOS DIVERSOS 33 714 671,00 44 322 880,00 10 608 209,00 31,46%


Subpartida: 19901  Servicios de regulación 33 714 671,00 43 322 880,00 9 608 209,00 28,50%


Subpartida: 19999  Otros servicios no especificados 0,00 1 000 000,00 1 000 000,00 100,00%


 Partida : 2  Materiales y Suministros 2 000 000,00 14 447 889,00 12 447 889,00 622,39%


   Grupo: 201  PRODUCTOS QUÍMICOS Y CONEXOS 0,00 509 435,00 509 435,00 100,00%


Subpartida: 20104  Tintas, pinturas y diluyentes 0,00 509 435,00 509 435,00 100,00%


   Grupo: 202  
ALIMENTOS Y PRODUCTOS 


AGROPECUARIOS
0,00 5 000 000,00 5 000 000,00 100,00%


Subpartida: 20203  Alimentos y bebidas 0,00 5 000 000,00 5 000 000,00 100,00%


   Grupo: 203  
MATERIALES Y PRODUCTOS DE USO 


EN LA CONSTRUCCIÓN Y
0,00 802 386,00 802 386,00 100,00%


Subpartida: 20304  
Materiales y productos eléctricos, 


telefónicos y de cómputo
0,00 802 386,00 802 386,00 100,00%


   Grupo: 299  
ÚTILES, MATERIALES Y SUMINISTROS 


DIVERSOS
2 000 000,00 8 136 068,00 6 136 068,00 306,80%


Subpartida: 29901  Útiles y materiales de oficina y cómputo 2 000 000,00 7 636 068,00 5 636 068,00 281,80%


Subpartida: 29999  
Otros útiles, materiales y suministros 


diversos
0,00 500 000,00 500 000,00 100,00%


 Partida : 5  Bienes Duraderos 165 826 121,00 156 329 335,00 -9 496 786,00 -5,73%


Subpartida: 50103  Equipo de comunicación 0,00 1 309 195,00 1 309 195,00 100,00%


Subpartida: 50104  Equipo y mobiliario de oficina 0,00 6 236 377,00 6 236 377,00 100,00%


Subpartida: 50105  Equipo de cómputo 20 882 400,00 6 364 328,00 -14 518 072,00 -69,52%


Subpartida: 59903  Bienes intangibles 144 943 721,00 142 419 435,00 -2 524 286,00 -1,74%


 Partida : 6  Transferencias Corrientes 26 303 485,00 31 019 171,39 4 715 686,39 17,93%


Subpartida: 60103  
Transf. corrientes a Instituciones 


Descentralizadas no  Empresariales
2 154 139,00 2 845 229,83 691 090,83 32,08%


Subpartida: 60404  
Transferencias corrientes a otras 


entidades privadas sin fines de lucro
12 149 346,00 16 047 096,25 3 897 750,25 32,08%


Subpartida: 60601  Indemnizaciones 12 000 000,00 12 000 000,00 0,00 0,00%


1 722 026 379,00 2 281 884 021,58 559 857 642,58 32,51%


Costo de las 18 Plazas antiguas 507 195 281,00 507 195 281,00


Costo total con recursos de JUNAFO 1 214 831 098,00 1 774 688 740,58


Presupuesto Total 1 722 026 379,00 2 281 884 021,58


Comparativo Presupuesto de la JUNAFO periodos 2022-2023


Resumen del presupuesto plazas antiguas y costo total recursos JUNAFO
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RE: Presupuesto General 2023 de la Junta Administradora del Fondo - 951

		From

		David Madrigal Robles

		To

		Ana Cecilia Murillo Berrocal

		Cc

		Minor Alvarado Chaves (Jefe Subproceso Presupuesto y Portafolio de Proyectos); Roxana Arrieta Meléndez

		Recipients

		amurillob@Poder-Judicial.go.cr; malvarado@Poder-Judicial.go.cr; rarrieta@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes Doña Ceci, según lo conversado y la revisión realizada, se determinó que, en la subpartida específica 101, del programa 951, en efecto así falta ajustar el monto correspondiente a los salarios base.



 



Se adjunta el presupuesto



 



 



 







 



From: Ana Cecilia Murillo Berrocal <amurillob@Poder-Judicial.go.cr> 
Sent: Tuesday, March 29, 2022 8:21 AM
To: David Madrigal Robles <dmadrigalr@Poder-Judicial.go.cr>
Cc: Minor Alvarado Chaves (Jefe Subproceso Presupuesto y Portafolio de Proyectos) <malvarado@Poder-Judicial.go.cr>
Subject: RV: Presupuesto General 2023 de la Junta Administradora del Fondo - 951



 



Buen día: Parece que el reporte viene vacío. 



 







 



De: David Madrigal Robles <dmadrigalr@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 29 de marzo de 2022 08:01
Para: Ana Cecilia Murillo Berrocal <amurillob@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Minor Alvarado Chaves (Jefe Subproceso Presupuesto y Portafolio de Proyectos) <malvarado@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Presupuesto General 2023 de la Junta Administradora del Fondo - 951



 



Buenos días Doña Ceci, espero se encuentre bien.



 



Según lo solicitiado, adjunto la estimación del presupuesto 2023 correspondiente al programa 951-Administración de la Junta de Pensiones.



 



Cabe indicar que el mismo contempla tanto las plazas financiadas por la Junta, como por el Poder Judicial, así como la nueva cantidad de plazas extraordinarias que ellos están solicitando.



 



Cualquier consulta adicional con justo,
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Presupuesto JUNAFO (46 plazas)





												CÓD.			Concepto			Presupuesto JUNAFO (46 plazas)						Plazas Ordinarias (20)			Plazas Extraordinarias (8)			Plazas Trasladadas PJ (18)			Total


												0			REMUNERACIONES			1,071,138,597.72						504,974,854.99			175,644,979.89			390,518,762.84			1,071,138,597.72





												0.01			Remuneraciones Básicas			463,916,227.84						218,988,408.57			73,341,186.11			171,586,633.17			463,916,227.84


												0.01.01			Sueldos para Cargos Fijos			359,371,800.00						194,353,800.00			0.00			165,018,000.00			359,371,800.00


												0.01.03			Servicios Especiales			72,919,200.00						0.00			72,919,200.00			0.00			72,919,200.00


												0.01.05			Suplencias			31,625,227.84						24,634,608.57			421,986.11			6,568,633.17			31,625,227.84





												0.02			Remuneraciones Eventuales			21,195,766.42						11,101,046.27			0.00			10,094,720.15			21,195,766.42


												0.02.01			Tiempo Extraordinario			20,886,948.70						10,792,228.55			0.00			10,094,720.15			20,886,948.70


												0.02.02			Recargo de Funciones			0.00						0.00			0.00			0.00			0.00


												0.02.03			Disponibilidad Laboral			308,817.71						308,817.71			0.00			0.00			308,817.71


												0.02.04			Compensación de Vacaciones			0.00						0.00			0.00			0.00			0.00


												0.02.05			Dietas			0.00						0.00			0.00			0.00			0.00





												0.03			Incentivos Salariales			586,026,603.46						274,885,400.16			102,303,793.78			208,837,409.53			586,026,603.46


												0.03.01			Retribución por Años Servidos			154,243,277.37						78,385,650.10			29,604,384.93			46,253,242.33			154,243,277.37


												0.03.02			Restricción al Ejercicio Liberal de la Profesión			219,840,030.60						97,604,871.70			39,290,181.67			82,944,977.23			219,840,030.60


												0.03.99			Otros Incentivos Salariales			211,943,295.50						98,894,878.35			33,409,227.18			79,639,189.97			211,943,295.50


























Hoja1








Hoja2








Hoja3











image35.emf
Oficio N  107-DJA-2022.pdf


Oficio N 107-DJA-2022.pdf


 


Oficio N° 0107-DJA-2022 
Se remite en sustitución del original 


 
 


  


  Página 1 de 4 


 


           San José, 04 de abril de 2022 
 


Licenciado 
José Luis Araya Alpízar 
Director General a.i. 


Dirección General de Presupuesto Nacional 
Ministerio de Hacienda 
S.            D. 


 
Asunto: Estimación de ingresos 
para la JUNAFO periodo 2023. 


 
Estimado señor: 
 


Para su apreciable conocimiento y fines consiguientes, conforme a solicitud 


de su representada y según el procedimiento establecido en el oficio DGPN-0244-


2021 del 16 de abril del 2021, me permito remitir anexo a este documento el detalle 


de la estimación de ingresos probables a percibir por la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) para el periodo 


2023, que brindan soporte al presupuesto elaborado para el programa 951 del Poder 


Judicial, al respecto, respetuosamente se indica:  


 


ANTECEDENTES  


 


1. Que la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) introducida 


mediante Ley N°. 9544 publicada el 22 de mayo de 2018, crea un nuevo 


órgano dentro de la estructura del Poder Judicial, otorgándole una fuente de 


financiamiento propio, según se desprende del artículo N°. 239 de dicho 


cuerpo normativo: 


 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 


funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la 


ley…  


[…] 


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por 


mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las 


pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de 


la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. 
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Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de 


esta ley.” El resaltado no pertenece al original. 


 


2. Que mediante el dictamen de la Procuraduría General de la República N°. C-
021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, es claro en determinar que la 
JUNAFO es un órgano del Poder Judicial, con quien no interrumpe su 


relación orgánica y que su personal no se desliga del Poder Judicial, según 
se puede apreciar a continuación:  


 


 
 


3. Al respecto es importante destacar que, la Dirección General de Presupuesto 


Nacional remite oficio N° DGPN-0244-2021 del 16 de abril de 2021, mediante 


el cual se establece un mecanismo para la inyección de los recursos a 


percibir por parte de la JUNAFO para la ejecución de su propio presupuesto, 


creando el programa N°. “951-Administración Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones” mediante el cual se centralizan los gastos asociados a este 


Órgano de Desconcentración Máxima del Poder Judicial.  


 


4. Que una vez creado dicho programa, la JUNAFO determinó un presupuesto 


propio para el periodo 2022, el cual se incluyó en la corriente de aprobación 


del Poder Judicial como un todo, siendo este remitido en tiempo y forma 


según lo establecido para este tipo de trámites, volviéndose Ley de la 


República N.°10103, mismo procedimiento que se sigue para la tramitación 


del presupuesto del periodo 2023.  
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5. Que producto de la metodología definida en el oficio N° DGPN-0244-2021, 


se vuelve necesario remitir una estimación de los ingresos probables a 


percibir por la JUNAFO durante el periodo 2023, el cual se detalla a 


continuación: 


 


Mes Masa Cotizante 
1


Comisión 
2


Factor de Ajuste 
3


Estimación de Ingresos 2023


Enero 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Febrero 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Marzo 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Abril 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Mayo 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Junio 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Julio 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Agosto 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Septiembre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Octubre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Noviembre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Diciembre 31 376 152,16₡       0,50% 95,00% 149 036,72₡                             


Estimación de Ingreso Probable 1 788 440,67₡                  


Fuente:


Origen del ingreso establecido en el art. 239 de Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma mediante Ley N°. 9544):


Notas:


1


2


3


4


Comisión equivalente al cinco por mil establecida en el art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ)


vigente.


Factor de ajuste estimado, conforme criterio experto dados los posibles efectos sobre la planilla del Poder


Judicial ante: el eventual cese de nombramientos de personal interino, restricciones por efecto de la Ley de


Fortalecimiento de Finanzas Públicas, tasas de mortalidad por la pandemia u otras medidas que mermen la


estimación del ingreso. Sobre la población beneficiaria se estima afectación por tasa de mortalidad de la


pandemia, cumplimiento de mayoría de edad de población pensionada estudiante y cese del crecimiento de 


nuevos derechos producto de la reforma a la LOPJ mediante Ley N°. 9544.


Se encuentra en trámite el análisis del expediente número 20-009378-0007-CO, que valora la posibilidad de


declarar inconstitucional el cobro de la administración del cinco por mil.


JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL


ESTIMACIÓN DE INGRESO


PERIODO 2023


CIFRA EN MILES DE COLONES


"Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que


devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo . Con estos


recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus


gastos administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta


ley." El resaltado no es parte del original.


Datos de los Estados Financieros del Poder Judicial al mes de diciembre 2021, partidas salariales directas


del gasto en personal (5.1.1.01, 5.1.1.02 y 5.1.1.03) y el pago de beneficios de la población jubilada y


pensionada del FJPPJ.







 


Oficio N° 0107-DJA-2022 
Se remite en sustitución del original 
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6. Que la cifra total de estimación del ingreso probable de la JUNAFO para el 


año 2023, debe interpretarse en la cifra de ¢ 1,788,440,670.00 (un mil 


setecientos ochenta y ocho millones cuatrocientos cuarenta mil seiscientos 


setenta colones con cero céntimos), por cuanto se esperan más de ciento 


cuarenta y nueve millones de colones de ingresos mensuales por concepto 


del aporte por “comisión de administración del cinco por mil” definido en el 


art. 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


 


Conforme a lo anterior y al considerar los procesos internos respectivos, se estima 


atendido el requerimiento de información presentado por el Ministerio de Hacienda 


referente al dato de estimación de ingresos probables de la JUNAFO para el periodo 


2023.  


 


Atentamente;  


 
 


 
 
 


MPM. Oslean Mora Valdez 
Director a.í.  


Dirección de la JUNAFO  


 


CC.:  
MBA. Nacira Valverde, Dirección de Planificación. 


 


Archivo 
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Anexos.msg
		From

		Andres Chacon

		To

		Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Recipients

		junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr



Señores

Junta Administradora Fondo de Pensiones Poder Judicial.( JUNAFO) 



    Yo, Andrés Antonio Chacón Ureña, mayor, cédula 1-416-680,y de  más calidades conocidas, con todo RESPETO, solicito de estar en sus posibilidades , facilitarme, el convenio, contrato o documento que los faculta para proceder a hacer las deducciones a los Afiliados del Fondo de Pensiones, en forma gratuida teniendo que inverrir en  personal capacitado, tiempo laboral y utulización de espacio fisico y electrónico.( esto en vista de que considero que al finiquitarar el mismo, no se ha tomado en cuenta que esta Institución,en su mayoria somos Jubilados, ADULTOS MAYORES, que tenemos, condiciones especiales, por ley que no se han aplicado ni el fondo  ha considerado. aplicarlas provocando  perjuicios a sus protegidos, como es su deber)  TAMBIEN, el concepto de quitar dinero destinado a otros prestamos, haciendo que el Jubilado enfrente un incumplimiento en otras obligaciones, cayendo este en morosidad, con los prejuicios que eso conlleva principalmente con SURGEF.

    Seguidamente, expongo Mi descontento, por las inconsistencias en Mi contra principalmente cuando la Contaduria Judicial, se encargaba, de estos asuntos y en manos de dos personas del Despacho mencionado, que no daban razon de la protesta, situación, que actualmente y por el trato recibido ha cambiado, y seguimiento mostrado, procedo a describir las inconsistencias en Mi contra:

     I- Con fecha 28-03-2019 hasta 29-05-2020,y por un lapso de 11 meses y un monto de de 1.000.045.92 la primer Fianza  y con fecha30-4-2019 por 11 meses y un monto de 1.272.395.03 la segunda fianza.

     SIENDO, que los Jubilados de conformidad con  al articulo 984 Código Civil. nuestras asignación mensual, no son objeto  de embargo y los  embargos y fianzas  deben de ser perseguidas por por medio del debido proceso, segun lo dispone el Código de Comercio por medio de un Monitorio o Ejecutivo Simple ( Único modo de cobrarlas) y el derecho real que menciona el artículo 984 C. C.  no es renunciable de conformidad al árticulo 11 Código de Trabajo ( todas las leyes descritas vigentes) como se evidencia las deducciones hechas por Ustedes son ilegales, por supuexto inducidos por COOPESERVIDORES a error.

    Y, como si fuera poco, en vista de que no tenia suficiente liquidez, para hacerle frente a las dos fianzas, repito  inducidos nuevamente a error, toman de lo asignado por el Suscrito a otras  obligaciones  en Mi caso a   COOPEMEP, haciéndome caer en incumplimiento de Mis obligaciones   con dicha Cooperativa, ocacionando los perjuicios que eso repara, porque me dejaron sin oportunidad de solicitar otros créditos y asi  poder mejorar Mi liquidez,( Que como pueden ver, es la causa principal de Mi reclamo. Ya que ni para comer me queda y menos para satisfacer mis  necesidades minimas necesarias)situación  que lleva mas de dos años en 22 mil colones por mes .

    Lo mejor del caso es que Coopeservidores recupera, los  incumplimientos  descritos por el  Deudor,( Ilegalmente abusandose de su confianza, con el convenio de deducciones) y lo peor es que el Deudor, siendo Jubilado tambien , Yo   no  puedo recuperar, lo deducido,por no tener ningun modo fraudulento para cobrar dado  que a Mi si me obligan a cobrar mediante, el debido proceso, aunque la Cooperativa, debio  no aprovecharse de Mi confianza y la de  USTEDES, como lo hizo.  

    Ante esta situación  Me Presente a la Contaduria Judicial a presentar la queja y una señora llamada Patricia, o al menos la encargada de las deducciones,en ese entonces., me, 

dijo  que ese modo de pago es un acuerdo que tienen las Cooperativas y que ellos estaban facultados para hacerlo, la pregunta es  donde esta Mi concentimiento o asentimiento al respecto  para que lo apliquen ? Lo que no me fue contestado y más bien me adelato el criterio de la suerte que tendria si intentaba algo,, la cual no fue nada alentadora...! 

    Por lo dicho, ruego le soliciten a COOPESERVIDORES DEVUELVA LOS MONTOS , DE LAS FIANZAS COBRADAS ILEGALMENTE A MI PERSONA, O  LE REPONGAN EL PAGO HA  COOPEMEP y se deje sin efecto Mi solicitud de que se deduzcan montos de Mi salario, ya que este procedimiento se presta para causar daño a los Afiliados del fondo, de una forma ilegal  encubierta, y que no le deja ningun beneficio a la Junta, y mas bien gastos en personal  necesarios para que analicen el por que de los rebajos de sus Protegidos, con una solicitud de las Cooperativas que indique  con lujo de detalles el origen del rebajo y no como se hace actualmente, por supuesto, para esos cambios los terminos contractuales deben cambiarse, y asi deje de ser un servicio Adoc, que no deberia de ser, por que el mismo podria generar al fondo responsabilidades, Penales y Civiles, correspondientes,, lo que se eebaja es ni mas ni menos el sustento, de las personas, que por un esfuerzo de años le hemos dado vida al fondo  .! 

    Pero los perjuicios no terminan aqui resulta que COOOEMEP, durante 11 meses que fue lo que duro el embargo, con fecha, 29-5-del 2020,volvieron a reprogramar, los pagos por sus créditos,y recibirlos en forma, normal a la fecha, durante 21 meses, cuya cuota mensual es  de 220.088.724 colones, solicite un estado de cuenta y en el mismo no se refleja, abono alguno a la deuda , en el comprobante de Estado de cuenta , y mas bien se nota una cuenta paralela a la original que va por 4.873.980. 58, y en la misma cobran intereses de ley y moratorios, cosa que es ilegal, sin poder saber a ciencia cierta, cual es el verdadero saldo con esa Intitución a no ser que tengan dos Contabilidades distintan y a Mi me muestren solo una de ellas,lo que no es legal (aporto los Estados de cuentas emitidos por Coopemep.) 

 Por lo expuesto y en vista que COOPEMEP, no esta haciendo uso apropiado de las cuotas que viene solicitando,mismas que son para abono de Mis cuentas, es que  ruego se dejen de aplicar las mismas,  ya que no han sido fieles a su deber de aplicar las cuotas a Mis cuentas,  correctamente. 

   Además ruego me expliquen, porque, en contancia de la Junta, aparece se giran 34 mil colones ( segunda quincena mes anterior ) y el banco Popular, giraron 26 mil! ( aporto recibos) en esta quincena solo 8 mil colones fue lo que recibi, osea que en vez recibir aumento recibi un desaumento.

    En relación, a un reclamo anterior que comisionaron a un Abogado, para que en el termino de 15 dias, se pronunciara respecto reclamo efecuado  a la fecha no me ha llegado su criterio ( 1310-2021) 

    En espera de una respuesta, y debido a Mi urgencia, por la situacion insostenible que estoy pasando ruego una resolución lo más pronta posible. 

   CARTAGO, TRES RIOS, 16 de marzo 2022.

  ANDRES ANTONIO CHACON UREÑA

.
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Procedimiento para el pago de las valoraciones médicas que 
realice la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la 


Caja Costarricense del Seguro Social. 
 
 
Se establecen los siguientes casos: 
 


a. Personas servidoras judiciales activas que solicitan ser separadas por incapacidad absoluta y 
permanente. 


b. Personas que solicitan el beneficio de pensión en calidad de hijo o hija mayor con discapacidad 
(orfandad).  


c. Personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente que deban ser revaloradas para 
reintegrarse a laborar. 


 
 


1 Unidad de Cálculo de 
Beneficios de la 
Dirección de la 
JUNAFO. 


Recibe el oficio de gestión de cobro por servicios prestados en 
Valoraciones Médicas, remitido por el Subárea Gestión de la 
Cobranza de la Caja Costarricense el Seguro Social (CCSS), para el 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.   
 
Revisa el oficio de gestión de cobro, determina que corresponda el 
pago y además identifica el tipo de casos incluidos en cada cobro: 
 


a. Personas activas que optan por una jubilación por incapacidad 


absoluta y permanente (valoración). 


b. Solicitud de pensión de una persona con condición de 


discapacidad (valoración). 


c. Solicitud de una persona jubilada por incapacidad absoluta y 


permanente que requiera ser revalorada.  


2 
 


 


 


 
 


Unidad de Cálculo de 
Beneficios de la 
Dirección de la 
JUNAFO. 


Si el cobro de la CCSS incluye varios de los casos señalados en el 
punto anterior, realiza la división de lo correspondiente a las personas 
servidoras judiciales activas (valoración), con el fin de gestionar el 
pago con cargo al presupuesto institucional, a través del 
Macroproceso Financiero Contable. (Continúa con el punto 3). 
 
Lo que corresponde a los tipos de casos b y c, el pago es realizado 
por la Dirección de la JUNAFO. (Continúa con el punto 10). 
 


Si corresponde a valoración de personas activas: 


3 Unidad de Cálculo de 
Beneficios de la 
Dirección de la 
JUNAFO. 


Remite mediante correo electrónico al Macroproceso Financiero 
Contable los siguientes documentos para el trámite de pago de las 
valoraciones médicas: 
 
• Oficio de Gestión de cobro por servicios prestados en Valoraciones 
Médicas remitido por el Subárea Gestión de la Cobranza C.C.S.S. 
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• Oficio de remisión de la Dirección de la JUNAFO, mediante el cual 
se incluye la facturación correspondiente de cobro por las 
valoraciones médicas practicadas, en el que se detalla el nombre del 
paciente valorado y el programa presupuestario al que corresponde. 
 
• Detalle con la composición del cobro realizado por la CCSS, 
mostrando lo que deberá pagar el Macroproceso Financiero Contable 
y el monto a cancelar por la Dirección de la JUNAFO, siendo que la 
sumatoria debe coincidir con la factura de cobro recibida. 
 
•  Factura con el visto bueno respectivo. 


4 Unidad de Pagos 
Mayores del 
Macroproceso 
Financiero Contable 


Recibe vía correo electrónico y verifica los siguientes documentos 
para trámite de pago de las valoraciones médicas remitidos por la 
Dirección de la JUNAFO: 
 
• Oficio de Gestión de cobro por servicios prestados en Valoraciones 
Médicas remitido por el Subárea Gestión de la Cobranza C.C.S.S. 
 
• Oficio de remisión de la Dirección de la JUNAFO, mediante el cual 
se incluye la facturación correspondiente de cobro por las 
valoraciones médicas practicadas, en el que se detalla el nombre del 
paciente valorado y el programa presupuestario al que corresponde. 
 
• Detalle con la composición del cobro realizado por la CCSS, 
mostrando lo que deberá pagar el Macroproceso Financiero Contable 
y el monto a cancelar por la Dirección de la JUNAFO, siendo que la 
sumatoria debe coincidir con la factura de cobro recibida. 
 
•  Factura con el visto bueno respectivo. 
 
En el SIGA-PJ se confecciona y aprueba la Factura electrónica. 
 
Se confecciona el acuerdo de pago en el SIGA-PJ con tipo de 
Agrupación “Financiero Contable”, al cual se le asocian las facturas 
aprobadas en el sistema SIGA-PJ y se adjunta los documentos 
electrónicos remitidos por la Dirección de la JUNAFO. 
 
En el SIGA-PJ otorgan al Acuerdo de Pago el estado “Verificado por 
Área de Pagos” y “Tramitado por Área de Pagos”. 
 


5 Unidad de Visado del 
Macroproceso 
Financiero Contable. 


Validan y verifican el acuerdo de pago, facturas electrónicas y 
documentos que originan el pago y documentos adjuntos, de acuerdo 
con la normativa vigente y con base en el Reglamento de Visado  del 
Ministerio de Hacienda. 
 
Otorgan al Acuerdo de Pago el Estado “Aprobado por analista”. 
 


6 Jefaturas del 
Macroproceso 
Financiero Contable. 


Visan el acuerdo de pago en el SIGA-PJ y se otorga el estado 
“Aprobado por Oficial Presupuestal” 
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7 Dirección o 
Subdirección Ejecutiva 


Aprueba el Acuerdo de Pago y se cambia el estado a “Aprobado por 
Dirección Ejecutiva”. 
 


8 Unidad de Emisión de 
Pagos del 
Macroproceso 
Financiero Contable 


Genera la Transferencia de Gobierno, la cual se tramita por medio del 
Sistema “Tesoro Digital” del Ministerio de Hacienda o a través del 
Ejecutivo de la Tesorería Nacional. 


9 Unidad de Emisión de 
Pagos del 
Macroproceso 
Financiero Contable 


Cuando se confirma el pago por parte del Ministerio de Hacienda , se 
comunica a las siguientes cuentas de correos electrónicos 
(gvalladares@poder-judicial.go.cr) Gabriela Jarquín Valladares, 
(jcarrilloc@poder-judicial.go.cr) Jennifer Carrillo Cárdenas y 


(lcordoba@poder-judicial.go.cr) Leda Córdoba Montero de la Dirección 
de la JUNAFO que se efectuó el pago solicitado, para que en caso 
que aplique continúe con el pago de los otros conceptos incluidos en 
la facturación. 


(*) Si corresponde a una valoración de una persona con discapacidad o una revaloración 
*Para estos casos a diferencia de las personas servidoras judiciales el cobro a la persona interesada se realiza 
al momento de recibir la solicitud de pensión por orfandad o por revaloración y previo a remitirse a valoración 
por parte de la Comisión Calificadora de la Invalidez. 


10 
 


 


 


 
 


Unidad de Cálculo de 
Beneficios de la 
Dirección de la 
JUNAFO. 


Recibe la solicitud de valoración y comunica a la persona interesada 
el costo de la práctica médica, para que en un término del tres días 
hábiles proceda a depositar el monto correspondiente a la cuenta 
bancaria IBAN CR42015201001048717901(Banco de Cota Rica) de 
la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial:  
 


 
 
Solicita a la persona interesada copia del depósito bancario realizado 
en la cuenta bancaria CR42015201001048717901 de la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial. 
 


11 Persona interesada  Presenta a la Dirección de la JUNAFO, copia del depósito realizado 
en la cuenta bancaria CR42015201001048717901 de la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial. 
 


12 
 
 
 


Unidad de Cálculo de 
Beneficios de la 
Dirección de la 
JUNAFO. 
 


Recibe el comprobante del pago presentado por la persona 
interesada y continúa con el trámite de valoración por parte de la 
Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la CCSS. 
 
Finalizado el trámite de valoración por parte de la Comisión 
Calificadora de la Invalidez y recibida la factura de dicha valoración 
por parte del Subárea Gestión de la Cobranza de la Caja 
Costarricense el Seguro Social (CCSS), comunica lo correspondiente 
a la Unidad de Tesorería para que proceda con el pago de la 
valoración. 



mailto:gvalladares@poder-judicial.go.cr

mailto:jcarrilloc@poder-judicial.go.cr
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13 Unidad de Tesorería de 
la Dirección de la 
JUNAFO. 


Con base en la facturación y el detalle realizado en el punto anterior 
de este procedimiento, verifica el monto del depósito realizado por la 
persona interesada. 
 
Registra y aprueba en el Sistema BCR Comercial la transferencia de 
los recursos a la CCSS, para completar el monto cobrado por el Ente 
Social.  
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